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INTRODUCCION
La cooperativa, como entidad socio-económica, tiene una gran tradición en 
nuestro  Estado, a m ediados de 1840 se citan por la doctrina, las prim eras 
cooperativas, aunque en esas fechas, todavía no se conociesen con ese nom bre, 
sino con el de "asociaciones" (La Asociación de Tejedores de Barcelona, 
constituida en 1840, o la de Consumo de Berga, creada en 1842).
Dentro de nuestro marco jurídico en cambio, no se regulan hasta 1931, fecha 
en que se aprueba la prim era Ley de Cooperativas, aunque con anterioridad, ya 
habían sido citadas, precisam ente en el Código de comercio, pero con ánimo de 
excluirlas de su ámbito.
Precisamente, el artículo 124 del Código de comercio, excluye de su ámbito 
de aplicación a las cooperativas de producción, crédito  o consum o que se 
dediquen a actos de m utualidad, lo que se ha interpretado como exclusión de las 
cooperativas que operan exclusivamente con sus socios.
La justificación de esta exclusión estaba, como en la Exposición de motivos 
del propio  Código se establecía, en que "no es el afán de lucro el que impulsa lo 
que se ha dado en llamar movimiento cooperativo", por lo que "no pueden  
reputarse como mercantiles estas sociedades, mientras no resulte claramente de 
sus estatutos o del ejercicio habitual de algunos actos de comercio que merecen 
aquella denom inación".
D esde 1931, han sido num erosas las leyes dictadas, con el fin de regular y 
fomentar las sociedades cooperativas (leyes generales de 1938, 1942, 1974, y la Ley 
catalana de 1934; así como los reglam entos de 1931, 1943, 1971, y 1978), hasta el 
m omento actual en el que nos encontram os, no sólo con una m ención expresa 
en la Constitución (art. 129. 2 C. E.), sino con un régim en jurídico general de 
aplicación a todas aquellas Com unidades A utónom as que no hayan asum ido 
competencias exclusivas en la m ateria, y de aplicación supletoria en los dem ás 
casos (Ley 3/1987, de 2 de abril, General de Cooperativas), y con cinco leyes 
cooperativas de ám bito restringido a su respectiva C om unidad A utónom a (Ley 
1/1982 de Cooperativas del País Vasco, Ley 4/1983 de Cooperativas de Cataluña, 
Le^ 2/1985, de Sociedades Cooperativas Andaluzas, Ley 11/1985, de Cooperativas 
d é la  Com unidad Valenciana, y Ley Foral 12/1989 de Cooperativas de Navarra).
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Junto  con este abanico legislativo, encontram os tam bién una regulación 
específica en razón de la actividad económica desarrollada por la cooperativa, así 
tenem os un régim en especial para las cooperativas de seguros, contenido en la 
Ley 33/1984 de Ordenación del Seguro Privado, y Reglamento de desarrollo (R. D. 
1348/1985), y para las cooperativas de crédito, en la Ley 13/1989, de Cooperativas 
de Crédito.
Por último, el régimen fiscal de las cooperativas, incentivador de este tipo de 
entidades, se encuentra contenido en la Ley 20/1990 sobre Régimen fiscal de las 
Cooperativas.
Esta abundante producción legislativa no ha tenido el reflejo doctrinal que 
pudiera imaginarse, sobre todo, desde una perspectiva jurídica. Nos encontram os 
con una m ateria tradicionalm ente abandonada por los m ercantilistas españoles, 
siguiendo posiblem ente la orientación del Código de comercio, a diferencia de 
sus homólogos de otros países extranjeros.
Para nosotros, la cooperativa tiene que actuar y desenvolverse en el tráfico 
jurídico-económico como un em presario más, las diferencias que les separan de 
otros em presarios son de naturaleza interna, y por tanto deben ser objeto de 
estudio  y análisis por el Derecho M ercantil, como Derecho que se ocupa del 
em presario , su esta tu to  jurídico y la activ idad desarro llada a través de su 
em presa.
Lo que realm ente diferencia a la cooperativa de otros em presarios sociales 
reside principalm ente en su técnica de organización in terna, en su form a de 
tom ar decisiones, en la rem uneración  al capital social, en la form a de 
determ inación y distribución de resultados, etc. En definitiva, como ya puso de 
manifiesto el Decreto de 20 de septiem bre de 1869 al señalar las bases para  la 
redacción del Código de comercio: el carácter distintivo de las sociedades m útuas 
y cooperativas "más reside en su organismo interno que en sus funciones  
exteriores
El tema elegido para el estudio  y elaboración de esta Tesis, "La gestión 
económica de la cooperativa: responsabilidad de los socios", se enm arca dentro 
del régim en jurídico-económ ico de la cooperativa, que constituye la base 
fundam ental para conocer la especificidad del funcionam iento de la cooperativa.
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La idea de este tema surgió por la problem ática que adivinábam os en un 
régim en jurídico como el nuestro, en el que parte de las pérdidas, resultantes de 
la actividad económica se im putan a los socios, sin señalarse límite alguno, y con 
independencia del régimen de responsabilidad asumido por los socios.
La preocupación que nos suscitó este tema desde un principio no fué tanto 
por su justificación o no, que es legal, sino por la apariencia que crea tanto para 
los terceros, como sobre todo para los propios socios, la responsabilidad lim itada 
que asumen, por las deudas sociales; sobre todo si se les com para con la situación 
en que se hallan los socios de otras sociedades de responsabilidad limitada.
Esta preocupación se vio increm entada al com probar la d iversidad  de 
criterios que sobre el tem a m anifestaban los prácticos de la m ateria  en 
conversaciones m anten idas, tanto los gerentes de cooperativas, com o sus 
asesores jurídicos.
Este tema, por otra parte y a pesar de su im portancia, no ha sido objeto de 
atención por parte de la doctrina, que se ha lim itado a estudiar la distribución 
entre los socios de los resultados positivos, es decir, de los retornos, obviando 
toda referencia a la situación inversa, o en ocasiones, afirm ando sim plem ente la 
no im putabilidad de las pérdidas en base a la responsabilidad lim itada de los 
socios.
N o nos planteam os en esta Tesis, si el socio responde o no por las pérdidas, 
porque ello está claram ente previsto por el legislador, sí nos interesa conocer en 
qué casos y hasta qué punto  se responde por esas pérdidas, y cuál es la situación 
en otras legislaciones extranjeras; todo ello sin perjuicio de nuestra  personal 
opinión sobre la conveniencia y alcance de este régim en de im putación  de 
pérdidas.
La solución a esta cuestión, pasa necesariam ente por el estud io  de la 
actividad económica que desarrolla la cooperativa, y la forma en que lleva a cabo 
la determinación y distribución de los resultados de dicha actividad.
Este tema central, nos perm ite a su vez, tratar otros problem as relativos a la 
responsabilidad de los socios, que son peculiares de la cooperativa respecto de 
otras form as sociales: la existencia de secciones dentro  de la cooperativa, con 
autonomía de gestión y patrim onio separados; la responsabilidad quinquenal del 
socio tras su separación de la cooperativa, la responsabilidad de éste por el
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incum plim iento de su deber de cooperar, la posibilidad de elección del tipo de 
responsabilidad de los socios por las deudas sociales, etc.
P ara analizar este conjunto de cuestiones, nos centrarem os en la Ley 
valenciana de cooperativas por ser la com petente para  regu lar el régim en 
juríd ico  de las cooperativas valencianas, y porque p lantea tam bién problem a 
específicos que nos interesan y que no están presentes en otras legislaciones. No 
obstan te , centrarnos en la Ley valenciana, harem os las referencias que nos 
parezcan oportuno realizar al resto de leyes cooperativas españolas, así cómo las 
alusiones a la legislación cooperativa de algunos países de nuestro entorno socio­
económico, sobre todo en relación con los temas de más interés.
O tro m aterial que nos resultará básico para conocer el real funcionam iento 
de las cooperativas es, por un lado, el conocim iento de sus estatutos, de sus 
reglam entos de régimen interno, y los contratos que habitualm ente se establecen 
entre la cooperativa y sus socios, sobre todo cuando tiene carácter modélico. Esta 
regulación interna tiene m ayor transcendencia en las cooperativas que en otras 
e n tid a d e s , p o rq u e  la ac tiv id ad  económ ica de aq u e lla , se d esa rro lla  
principalm ente de forma interna, excepto cuando se opera con terceros no socios.
Por otra parte, también hay que tener en cuenta el valor de la Jurisprudencia 
in te rp re tando  la norm a y aplicando el derecho a la realidad compleja de las 
cooperativas.
Hay que tener en cuenta, que la legislación cooperativa es única para todos 
los tipos de cooperativas (excepto cooperativas de seguros y de crédito); esto 
p lantea m uchos problem as de adaptación, al aplicar la m ism a norm ativa a 
cooperativas tan dispares como puede ser, una cooperativa de consum o, de 
trabajo asociado o de servicios.
Si nos centram os en el Indice de esta Tesis, tenem os que com enzar 
distinguiendo dos partes claramente diferenciadas:
En la Parte Primera, analizarem os los elementos que integran el patrim onio 
cooperativo. No harem os un estudio detallado de todos estos elem entos, sino 
que nos centrarem os en los dos básicos: las aportaciones de los socios al capital 
social y los resultados de la actividad económica de la cooperativa.
El estudio de las aportaciones a capital social, no puede ser abordado sin una 
referencia previa al capital social de la cooperativa, dadas las peculiaridades que
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éste p resenta frente a la figura y función del capital social en otras formas 
sociales; y teniendo en cuenta adem ás la escasa atención de que ha sido objeto 
este tema tan importante.
D entro de las aportaciones a capital social, hemos centrado el tema en las 
aportaciones de los socios, porque en la Ley valenciana son las únicas posibles, 
pero no olvidam os por ello la existencia en otras legislaciones de la figura del 
asociado, como aportante de capital que no realiza una actividad cooperativizada 
con la cooperativa, aunque participa en alguna m edida en las decisiones de la 
entidad.
Estudiarem os las distintas clases de aportaciones a capital social, voluntarias 
y obligatorias, cuya función diferenciada no está clara en la legislación, la 
naturaleza de los bienes que pueden aportarse a capital social y su valoración.
Las participaciones en el capital social y su transm isibilidad es una cuestión 
no desarrollada suficientem ente por el legislador, y silenciada por la doctrina, y 
que en nuestra opinión es clave junto con la figura del asociado para fortalecer la 
financiación cooperativa.
Por últim o estudiarem os otras cuestiones im portantes, relacionadas con las 
aportaciones, como son, su cuantía máxima y mínima, los intereses que pueden 
abonarse por las aportaciones a capital social y su actualización.
En el apartado destinado a los resultados económicos de la actividad de la 
cooperativa, comenzaremos haciendo una obligada referencia al tipo de actividad 
económ ica que pu ed en  desem peñar estas en tidades, lo que determ ina la 
clasificación legal de las cooperativas y su incorporación a las instituciones 
representativas correspondientes: Uniones, Federaciones, Confederaciones, etc.
Las operaciones con terceros, que en un princ ip io  tuv ieron  carácter 
excepcional, hoy en día en determ inados tipos de cooperativas como pueden ser 
las de consum o o crédito, son fundam entales para m antenerse en un m ercado 
com petitivo como el actual. Sin em bargo, estas operaciones con terceros, no 
pueden  serv ir de fuen te  de lucro para  la cooperativa, de ahí el carácter 
irrepartible de los beneficios obtenidos de las mismas.
En la determ inación y distribución de los resultados del ejercicio económico, 
analizarem os el rég im en juríd ico general, contenido en la Ley, y aquellos 
sistem as que por su peculiar funcionam iento constituyen una excepción a la
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regla general: el sistem a previsto  en el art. 58. 6 LCCV y el seguido por las 
cooperativas de crédito, conforme a su especial régimen jurídico.
También debemos tener en cuenta el régimen jurídico paralelo, previsto por 
la Ley fiscal en m ateria de determ inación de los resultados económicos, y que 
p lan tea  confusión  y verdaderos problem as de ap licab ilidad  del Derecho 
sustantivo, si se quiere gozar de las ventajas fiscales legalm ente previstas.
Por últim o, den tro  de este apartado , analizarem os el tem a clave de la 
distribución de los retornos y pérdidas entre los socios, am pliando este estudio 
no sólo a la Ley valenciana y dem ás legislaciones cooperativas autonómicas, sino 
tam bién al derecho francés, italiano y alemán.
La Segunda Parte de la Tesis gira en torno a los diversos supuestos de 
re sp o n sab ilid ad  que el socio p u ed e  asum ir en la cooperativa , au nque  
com enzarem os refiriéndonos a la responsabilidad de ésta con el fin de delim itar 
claram ente los distintos ámbitos.
La cooperativa tiene personalidad jurídica y autonom ía patrim onial en el 
ejercicio de su activ idad. Sin em bargo, dentro  de la cooperativa podem os 
distinguir patrim onios diferenciados y destinados a gestiones diversas, cuando 
nos encontram os ante una cooperativa con distintas secciones, supuesto  m uy 
habitual en las cooperativas agrarias.
En estos casos, se pretende estatutariam ente deslindar las responsabilidades 
derivadas de la gestión de una u otra sección sin que ello parezca tener en cambio 
ninguna relevancia jurídica, salvo quizás la de un m ero orden de prelación, al 
exigir la responsabilidad que corresponda a la cooperativa, procediéndose en 
prim er lugar contra el patrim onio delim itado por la concreta sección, antes de 
reclamar el patrim onio restante de la cooperativa.
Tam bién encontram os en la cooperativa, un patrim onio  separado  de la 
gestión económica y de la responsabilidad por esta gestión, que constituye lo que 
se denom ina Reserva de formación y promoción cooperativa.
Esta reserva, por su carácter irrepartible y sobre todo inem bargable constituye 
un  elem ento a tener en cuenta al valo rar la capacidad  económ ica de la 
cooperativa, dada la apariencia jurídica que crean, y las espectativas que ello 
puede generar para unos acreedores desconocedores del verdadero significado y 
alcance de esta institución típicam ente cooperativa.
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El capítulo IV se destina por último, al análisis de diversos supuestos de 
responsabilidad que puede contraer el socio de una cooperativa.
Para ordenar todos estos supuestos, hemos optado por distinguir -siguiendo 
a Diez Picazo- dos dimensiones del término "responsabilidad": la responsabilidad 
por el cum plim iento de las propias obligaciones asum idas por el socio frente a la 
co o p era tiv a  (o resp o n sab ilid ad  in terna), y la resp o n sab ilid ad  ex terna o 
responsabilidad asum ida por los socios frente a los terceros, por las obligaciones 
de la cooperativa.
D en tro  del p rim er supuesto , podem os d is tin g u ir a su vez según la 
responsabilidad interna tenga su origen en la relación propiam ente societaria, o 
en la relación m utualista existente entre cooperativa y socios.
La responsabilidad originada en la relación societaria no presenta realm ente 
ninguna peculiaridad respecto del resto de sociedades.
En cambio, la responsabilidad originada en la relación m utualista , sí es 
peculiar y característica de las cooperativas. Dentro de ésta, nos ocuparem os de la 
resp o n sab ilid ad  po r incum plim ien to  de la obligación de cooperar en las 
actividades económ icas y de la responsabilidad derivada de la im putación de 
pérdidas al socio.
Y hem os reservado para el final el estudio de la responsabilidad de los socios 
por las deudas sociales. Esta m ateria apenas ha sido tratada por nuestra doctrina a 
pesar de la abundante  literatura que sobre el tema podem os encontrar en Italia, 
Suiza o A lem ania.
La principal peculiaridad que en esta m ateria presenta la cooperativa, reside 
en la posibilidad de determ inar el régimen de responsabilidad que adoptarán los 
socios: lim itada, ilim itada o suplem entada. Esta últim a silenciada por nuestro 
legislador duran te  años, e incluso actualm ente por la Ley valenciana, se adapta 
mejor a las peculiaridades de la cooperativa, y ha gozado de gran aceptación fuera 
de nuestras fronteras, como pondrem os de m anifiesto al estud iar en Derecho 
com parado los orígenes, justificación y regulación de este tipo de responsabilidad.
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CAPITULO I LAS APORTACIONES A 
CAPITAL SOCIAL
A.- Capital social cooperativo.
1.- Concepto de capital social de la cooperativa.
2.- Funciones que cumple el capital social cooperativo.
3.- Capital social mínimo cooperativo.
4.- Conclusiones.
B.- Aportaciones de los socios.
1.- Clases de aportaciones: obligatorias y voluntarias.
2.- N aturaleza y valoración de las aportaciones.
3.- Las participaciones en el capital social cooperativo.
4.- Cuantía, intereses y actualización de las aportaciones.
5.- Conclusiones.
A.- CAPITAL SOCIAL COOPERATIVO.
D entro de los elem entos que integran el patrim onio de la cooperativa, las 
aportaciones de los socios, constituyen el prim er recurso en el tiempo y principal, 
por su im portancia, sobre todo por su transcendencia jurídica. El conjunto de las 
aportaciones de los socios y asociados constituye el capital social de la 
cooperativa.
Para algunos autores (1), las aportaciones de los socios son un recurso propio 
del patrim onio  cooperativo, porque asum en el riesgo de las operaciones y su 
posición puede verse afectada por posibles pérdidas.
Otros en cambio como García-G utierrez (2) la califican como financiación 
ajena a la cooperativa y exigible: financiación ajena por su procedencia, ya que 
dichos recursos proceden de otros patrim onios ajenos al de la cooperativa; y
1 DE TORD, Manuel y AMAT, Jaime. Finanzas para Cooperativas. CEAC. Barcelona, 1981. p.93
2 GARCIA GUTIERREZ, C. Estudio del Régimen económ ico y de la Contabilidad de la Empresa
Cooperativa en relación con la Ley 3 /1987, de 2 de abril, General de Cooperativas. REVESCO nc 
54- 55,1986-87 p. 202-203
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exigible porque el principio de puertas abiertas perm ite a los socios que causen 
baja, retirar sus aportaciones.
En nu estra  opin ión , las aportaciones sociales constituyen  una fuen te  de 
financiación ajena en el m om ento en que se constituye la cooperativa o ingresa 
u n  nuevo  socio que realiza una aportación. Pero una vez las aportaciones 
ingresan  en el patrim onio  cooperativo y configuran la cifra de capital social, 
constituyen un  recurso propio de la cooperativa en el ejercicio de su actividad 
económ ica; y aunque el socio al separarse de la cooperativa pueden  exigir la 
restitución de sus aportaciones, ello no significa que sus aportaciones no sean de 
riesgo, pues antes de retirarlas se le deducirán las pérdidas que le sean atribuibles, 
y adem ás m antendrán  su responsabilidad durante varios años, hasta el im porte 
de la sum a reem bolsada. Antes de iniciar el estudio  de estas aportaciones, es 
preciso detenernos en la figura del capital social, que como en toda sociedad está 
form ado por las aportaciones efectuadas o prom etidas por sus socios; pero que en 
la cooperativa tiene unas peculiaridades que la hacen diferente de las dem ás 
form as sociales.
Vamos a ver por tanto, en prim er lugar cómo podem os definir el capital social 
de la cooperativa, y en segundo lugar cuáles son las principales funciones que el 
m ism o cum ple en la cooperativa.
1.- CONCEPTO DE CAPITAL SOCIAL DE LA COOPERATIVA.-
M uchos autores han tratado de definir un concepto específico de capital social 
para la cooperativa, d istin to  de los conceptos habitualm ente em pleados por la 
doctrina m ercantilista, pensando posiblem ente, en que no serían aplicables, o 
porque -como opina Arco A lvarez (3) "no existe parangón entre el capital social 
de las sociedades mercantiles y el de las cooperativas, consecuencia de la diversa 
naturaleza de unas y  otras", son d istin tos y por tan to  requ ieren  conceptos 
tam bién distintos.
3 ARCO ALVAREZ, Régimen económ ico de las cooperativas españolas. REVESCO, 1970, p.14
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Buscando un concepto de capital social aplicable a las sociedades m ercantiles, 
hem os escogido la clasificación que Perez de la Cruz (4) hace de las principales 
orientaciones doctrinales sobre el concepto de capital social. D istingue este autor 
tres grupos de definiciones.
a.- Un p rim er grupo tom a como referencia las aportaciones de los socios, 
afirm ando sim plem ente que el capital no es más que la sum a de las aportaciones. 
A nte esta afirmación Perez de la Cruz objeta que no siem pre se da esa ecuación, 
por ejemplo, cuando hay acciones con prim a o cuando se aum enta el capital con 
cargo a reservas o beneficios.
b.- La concepción abstracta o nom inalista del capital, tom a como pun to  de 
p a rtid a  la distinción entre capital social y patrim onio neto social. Y frente al 
patrim onio que es "un fondo efectivo de bienes y derechos", el capital se presenta 
com o una en tid ad  de natu raleza  puram ente  abstracta y form al, u na  cifra 
contable, que ni siquiera necesita corresponder con un equivalente patrim onial 
efectivo. El autor, discrepa de esta concepción del capital porque entiende que la 
m ism a es incom patible con una congruente interpretación de diversos preceptos 
legales, en tre  ellos, el que afirm a que el capital social se in tegra por las 
aportaciones de los socios, o el que perm ite que la sociedad adquiera sus propias 
acciones; preceptos que no se com prenden si el capital fuese una m era cifra 
contable, vacía de contenido patrim onial.
c.- Una tercera construcción doctrinal, por la que se inclina Perez de la Cruz, es 
la que se basa en la distinción entre los aspectos nominal y real del capital. Según 
esta tesis, la noción de capital en su acepción nom inal coincide con la noción 
form ulada por la concepción nom inalista, y en su aspecto real, se entiende por 
capital una fracción del patrim onio neto social.
Dentro de la doctrina cooperativa, Arco Alvarez define el capital social de la 
cooperativa com o ”suma de las aportaciones que han efectuado o que se obligan a 
efectuar los socios con destino precisamente a nutrir el capital social" (5), esta 
definición que se enm arcaría en el prim er grupo antes señalado, ciertam ente no
4 PEREZ DE LA CRUZ, La reducción del capital en la sociedad anónim a y de responsabilidad  
limitad. Publicaciones del Real Colegido de España en Bolonia, 1973, p. 29 a 40
5 ARCO ALVAREZ, Régimen económ ico....,p.!4
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aporta nada nuevo respecto de lo que puede ser el concepto de capital social en 
otras formas sociales.
Hem os escogido por su m ayor interés dos conceptos de capital social de la 
cooperativa, el p rim ero  de Vicent C huliá  (6) define éste como "la suma 
representativa en el pasivo de las aportaciones de socios y  asociados, 
desembolsadas o prometidas, y funciona como cifra de retención aunque con 
carácter relativo ya que el capital es variable". El otro concepto elegido es de Elena 
Diaz(7), para éste autor, el capital social de la cooperativa son las "cantidades que 
todos los socios y  asociados se comprometen a aportar y que determinan su 
responsabilidad máxima en las operaciones sociales en caso de que ésta (caso más 
normal), se haya configurado como limitada".
De am bas definiciones podem os destacar los siguientes rasgos, el capital social 
se form a con aportaciones de socios y también de asociados (8); Vicent Chuliá 
señala la circunstancia, -com ún por otra parte  al capital social de cualquier 
sociedad- de que contablem ente la cifra de capital se hace figurar como una 
partida del pasivo; también señala este autor una nota peculiar de la cooperativa, 
aunque tam bién caracterice a otras entidades (9): la variabilidad de su capital. 
Finalmente, se incluye en el concepto de capital social lo que son algunas de las 
funciones que cumple, Vicent Chuliá pone el acento en su función como cifra de 
retención y Elena Diez, en su función de responsabilidad máxima en el caso de 
que la cooperativa adopte la m odalidad de responsabilidad limitada.
En mi opinión incluir en el concepto las funciones no es conveniente, es 
preferible elaborar un concepto de capital social cooperativo que reúna las 
pecu liaridades p ropias de esta figura y dejar para un m om ento posterior el 
estudio de las funciones que cumple dicha cifra en la cooperativa, y poder de esta 
forma distinguirlo  más claram ente de las funciones que el capital social cum ple 
en otras form as sociales. El concepto de capital social cooperativo que propongo
6 VICENT CHULIA, F C om pendio crítico de Derecho Mercantil. 2C ed. Tom o I Ed. Bosch, 
Barcelona 1986, p. 570
7 ELENA DIAZ, F. "Ideas sobre una posible interpretación de las partidas del pasivo de las 
cooperativas según la vigente Ley", REVESCO. p. 188
8 La figura del asociado tradicional en nuestra legislación cooperativa, ha desaparecido en la 
actual Ley valenciana, siendo sustituida por la figura del socio excedente, razón por la que 
teniendo en cuenta la Ley valenciana, el capital social estaría constituido exclusivam ente por 
las aportaciones de los socios (cooperadores o excedentes).
9 La variabilidad del capital social es una nota com ún con las Sociedades Mútuas, Agrupaciones de
interés económ ico, Sociedades de Garantía Recíproca o Sociedades de Inversión Mobiliaria.
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debe hacer referencia a su naturaleza variable y su representación contable, así 
como a su com posición por m edio de aportaciones d istin tas, según sean 
voluntarias u obligatorias, de socios o de asociados, ya que cada una de éstas tiene 
un régim en jurídico distinto. El capital social de la cooperativa podría definirse 
por tanto como cifra contable de naturaleza variable, form ada por el conjunto de 
las aportaciones obligatorias y voluntarias, de sus socios y (en su caso) asociados.
1.1.- El capital social como cifra contable.
El capital social cooperativo en su acepción nominal es una cifra contable, sin 
representación m aterial, no existe un conjunto de bienes de los que podam os 
decir que constituyen el capital social. Como dice Rubio (10) es "una cifra 
m a t e m á t i c a "  que "no representa bienes o cosas, sino un dato de valor 
in m u ta b le " .
Com o cifra contable viene rep resen tada en el pasivo del balance de la 
cooperativa, de esta form a se im pide que pueda repartirse  o detraerse  el 
patrim onio social por debajo de esta cifra, en garantía de los acreedores sociales; 
por ello se dice que el capital social es una cifra de retención.
La natu ra leza  contable de la cifra de capital social en la cooperativa, no 
presenta ninguna peculiaridad respecto de las demás sociedades. Sin embargo, en 
la cooperativa, como posteriorm ente veremos, la función de retención del capital 
social es relativa, ya que viene m atizada por dos datos, la naturaleza variable de 
esta  cifra y la posib le  existencia de cooperativas cuyos socios tienen  
responsabilidad ilimitada.
1. 2.- Cifra de naturaleza variable.
La variabilidad del capital social se presenta como una nota específica de la 
cooperativa, aunque también caracterice a otras entidades.
Se dice habitualm ente que el capital social de la cooperativa es variable porque 
tam bién es variable su núm ero  de socios, sin em bargo, la variab ilidad  del 
núm ero de socios tam bién caracteriza a la sociedad anónim a y su capital en 
cambio es estable.
10 RUBIO, J. Curso de Derecho de Sociedades Anónim as. 2C ed. Editorial de Derecho Financiero.
1967, Madrid, p.51.
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La causa que justifica la variabilidad del capital en la cooperativa es la 
aplicación del principio de puertas abiertas o principio de libre adhesión y baja 
voluntaria de los socios, según el cuál -tal como fué redactado por la A lianza 
Cooperativa Internacional en su Congreso de Viena de 1966, "La adhesión a una 
sociedad cooperativa debe ser voluntaria y  abierta a todas las personas que 
puedan hacer uso de sus servicios y  acepten las responsabilidades inherentes a su 
afiliación; no debe haber restricciones artificiales, ni discriminaciones sociales, 
políticas o religiosas".
En este sentido, -como afirma Justino D uque (H ), la variabilidad del capital 
social es el elemento técnico-jurídico que hace posible la realización del principio 
de puertas abiertas. A diferencia de lo que ocurre en la sociedad anónim a, el 
principio de puertas abiertas no podría ser efectivo, si para poder ingresar un 
socio en la cooperativa tuviera que esperar que otro socio estuviese dispuesto a 
transm itirle su condición, m ediante la venta de su participación en el capital 
social, o tuviese que realizar la sociedad una am pliación de capital, con la 
consiguiente modificación de estatutos y renuncia de los socios a su derecho de 
suscripción preferente.
En aplicación del citado principio de puertas abiertas, toda persona interesada 
en el objeto social al que se dedica la cooperativa tendría derecho a su ingreso en 
la misma.
Las consecuencias de la aplicación de este principio han sido estudiadas por la 
doctrina desde dos puntos de vista, por un lado tratando de delim itar qué ámbito 
positivo puede alcanzar la aplicación de ese derecho, y por otro lado, se ha 
preocupado por determ inar que causas pueden o no oponerse, como justificadas 
al ejercicio del derecho de libre adhesión y libre baja que corresponde al socio.
En la prim era categoría debemos citar a Justino Duque (12), para este autor, el 
principio que tratamos, concede al socio los siguientes derechos:
a) Tiene derecho a decidir libre y consciente su ingreso en la cooperativa o, 
correlativam ente, su salida. Este derecho implica el rechazo a cualquier tipo de
11 DUQUE DOM INGUEZ, Justino. La libre adhesión y el principio de puerta abierta en las 
Sociedades Cooperativas. Primeros encuentros cooperativos de la Universidad del País Vasco. 
Vitoria- G azteiz, 1986, p. 190.
12 Idem p. 192.
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im posición ob ligatoria  por parte  de organism os estatales, paraesta ta les o 
privados, para pertenecer a determ inadas instituciones cooperativas.
b) Tiene derecho tam bién al libre acceso a la cooperativa, si cum ple los 
requisitos que establecen los estatutos. En ningún caso se le podrá im pedir el 
acceso por m otivos políticos, sindicales, religiosos, de nacionalidad, sexo, raza o 
estado civil (13).
En cuanto a la oponibilidad de justas causas o no, al ejercicio del derecho al 
ingreso, hay que d istinguir que si bien la aplicación del principio de puertas 
abiertas suele ser más estricto en el m om ento fundacional de la cooperativa, y en 
aquellas cooperativas cuyo núm ero de socios no afecta esencialmente a la marcha 
económica de la entidad, fuera de estos casos, la aplicación de este principio se 
matiza, tanto en lo que supone de puertas abiertas de entrada como de salida.
Dice al respecto  M ateo Blanco (14) que "todos los tratadistas explican como 
com plem ento  a su enunciado , que la admisión de nuevos socios esté  
condicionada a las características de la sociedad y a las posibilidades de capacidad 
de sus instalaciones y servicios. Con relación a la salida del socio existen 
igualmente en todas las legislaciones las consabidas cautelas que aseguran la 
permanencia de la empresa, permitiendo la baja con unas determinadas  
condiciones
La propia Alianza Cooperativa Internacional, es consciente de la necesidad de 
una aplicación -no estrictam ente rigurosa- del principio de puertas abiertas, por
13 Idem, p.195, se plantea si este derecho significa que el solicitante es titular de un derecho  
subjetivo a ingresar o si sólo es titular de una facultad de solicitud. Si se tratase de un derecho  
subjetivo, una vez cum pliese el aspirante los requisitos y form alidades exigidas, la cooperativa  
estaría obligada a adm itir al solicitante. Si por el contrario es titular de una facultad de  
solicitud, lo que realmente tiene es una expectativa a ser adm itido, que dependerá de lo que los 
órganos sociales acuerden, una vez exam inados los trámites previstos, requisitos y cualidades 
exigidos a los aspirantes. Concluye el citado autor señalando (pp. 217 y 218) que "en el vidente 
derecho español, tanto en el del Estado como en el de las Comunidades Autónomas, es muy difícil 
hablar en términos generales de un derecho subjetivo del solicitante a ser adm itido: hay un 
control de legalidad ejercido por la jurisdicción sobre la aplicación que los órganos sociales hacen 
de los requisitos de admisión. Pero hay siempre, un ámbito de discrecionalidad. vinculado a la 
apreciación de los intereses de la cooperativa por los órganos de la misma, discrecionalidad que 
no es controlable judicialmente, porque el ejercicio de esta discrecionalidad implica, un juicio de 
oportunidad en el que los órganos judiciales no pueden en el trámite de la impugnación, sustituir a 
los órganos sociales ". El subrayado es mío, no está en el original. En lo sucesivo, el subrayado será 
siempre m ío salvo que se indique lo contrario.
14 MATEO BLANCO, J. Historia de la reforma de los principios cooperativos, REVESCO nc 53, 
1985, p. 43
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ello, al reform ular en 1966 este principio, afirmó: "es un error interpretar el 
principio de libre adhesión en el sentido de que todas las cooperativas estén 
obligadas a aceptar todas las solicitudes. La expresión "libre adhesión" nunca ha 
tenido ese significado. En ningún momento, los pioneros de Rochdale trataron 
de aplicar una regla tal, -precisamente porque su sociedad fué  concebida como 
algo más que una empresa de distribución al detalle. Era una comunidad en 
estado embrionario, su desarrollo y  continuidad dependían mucho de la 
armonía interna que podría transformarse fácilmente en discordia, como la 
experiencia lo ha demostrado, en caso de admisión de personas indeseables, de 
elementos sin sentido de responsabilidad o perturbadores. No hay nada que 
ganar y mucho que perder aceptando a una persona que debilite la cohesión del 
cuadro social. En el mismo orden de ideas, una Caja de Ahorros y  Préstamos 
(Cooperativa) o una Cooperativa de crédito, pueden rechazar a un aspirante que 
se sabe no es digno de confianza. Otro tipo de condición limitada, impuesta por 
razones de economía en el trabajo o para evitar una competencia perjudicial, es 
el caso de la exclusión de personas que viven en una localidad servida por otra 
cooperativa" (15).
En relación con el principio de puertas abiertas de salida, también se manifestó 
la A lianza C ooperativa Internacional en los siguientes térm inos: "El socio no 
debe, en ningún caso, ser obligado a permanecer en la sociedad por un tiempo 
superior al que su interés requiere, ni la cooperativa está obligada a retenerlo si 
actúa de una manera nociva a sus intereses y hostil a sus objetivos. Las 
condiciones por las que un socio y la sociedad pueden finalizar sus relaciones, 
deben estar claramente fijadas con anticipación y en conocimiento de las dos 
partes" (16).
1. 3.- Cifra formada por el conjunto de las aportaciones de los socios.
El capital social es la suma que representa el total de aportaciones que se hacen 
a la cooperativa. Toda persona que desee ingresar en la cooperativa como socio o 
asociado, está obligada a aportar una determ inada cantidad que fijarán los
15 Texto citado por PAZ CANALEJO en El nuevo Derecho Cooperatio Español...p. 137.
16 Texto citado por DEL ARCO ALVAREZ, JL en "Los principios cooperativos en la Ley General de 
Cooperativas" Revesco, 1975-76 p. 33
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estatutos sociales o la asamblea general, y que en principio puede consistir en 
dinero, bienes o derechos, siem pre que éstos sean valorables económ icam ente 
í 17).
Es característico de la cooperativa el hecho de que la aportación del socio a 
capital social no determ ina la m edida de sus derechos políticos ni económicos. 
Tampoco la aportación genera un derecho sobre el patrim onio de la cooperativa, 
de form a que cuando  el socio se separa o se d isuelve la cooperativa, el 
patrim onio perm anece irrepartible entre los socios, los cuales sólo pueden exigir 
-si hubiese bienes suficientes -el reembolso de sus aportaciones actualizadas (en 
su caso) y con los intereses correspondientes (18).
Respecto de la figura del asociado, su existencia no es común a todas las leyes 
cooperativas existentes en España en la actualidad. Esta figura se creó con la Ley 
52/1974, de 19 de diciembre, General de Cooperativas, con el fin de facilitar la 
autofinanciación de la cooperativa (19). Podrían ser asociados de la cooperativa - 
según el art. 15. 1 de la Ley 52/1974 y art. 39 del Reglamento de 1978- los que 
p ierdan  la condición de socios por cualquier causa justificada, así como sus 
derechohabientes en caso de fallecimiento del socio.
Hoy en día la Ley General de Cooperativas de 1987 m antiene la figura del 
asociado, pero configurándolo de forma distinta. La Exposición de M otivos de la 
Ley ya lo advierte: "En la regulación de la figura del asociado, se introducen 
profundas innovaciones, que tienen por objeto, dentro de la orientación general 
de la presente ley, potenciar cuanto favorezca el desarrollo de la actividad 
empresarial de la cooperativa, el estimular el incremento de los recursos 
financieros propios".
Y en efecto, según los artículos 39 y ss de la Ley, para ser asociado, basta con ser 
persona física o juríd ica, pública o privada, no tener la condición de socio,
17 Más tarde, en el apartado B. 2 de este capítulo, analizarem os más extensam ente la naturaleza  
jurídica de las aportaciones de los socios a capital social, y la valoración de las m ismas.
1® En el capítulo IV de esta tesis, analizaremos los derechos económ icos y las obligaciones del socio 
que causa baja en la cooperativa.
En cuanto al derecho al cobro de intereses y a la actualización de las aportaciones, serán objeto 
de estudio en el punto 4 del apartado B. de este m ism o capítulo.
19 La figura del asociado surge por primera vez en nuestro Derecho con la Ley 52/1974, de 19 de 
diciem bre, General d e  C ooperativas, por inspiración de la Ley francesa de cooperativas  
agrícolas de 27 de junio de 1972.
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solicitar la adhesión por escrito al Consejo Rector y suscribir y desem bolsar las 
aportaciones a capital social que fijen los estatutos sociales o la asamblea general.
Por otra parte, la Ley Valenciana, no ha m antenido la figura del asociado, o 
m ejor, no con esa denom inación. La Ley Valenciana contem pla la figura del 
socio excedente, que se encuentra en la línea del asociado de la Ley 52/1974, pero 
con una im portan te  diferencia, la Ley V alenciana no d istingue apenas, el 
régim en económico del socio del régim en del socio excedente, y por tanto, no 
tiene un  tra to  de favor en cuanto a no exigibilidad de nuevas aportaciones 
obligatorias, p rioridad en el reembolso de sus aportaciones, etc (20).
Junto con estas dos clases de aportaciones, de socios cooperadores y socios 
excedentes, a las que nos hem os referido, y que confieren derechos diferentes a 
sus ap o rtan tes, tam bién es peculiar de la cooperativa, la distinción entre 
aportaciones obligatorias a capital social y aportaciones voluntarias, según la 
necesidad o no de su aportación. Sobre estas clases de aportaciones, volveremos 
más tarde en el apartado B. 1, donde tratarem os más extensam ente su distinción 
y funcionam iento.
Finalm ente, queda por destacar que la aportación de que hablam os es un 
com prom iso que se asum e ante la cooperativa de entregar (aportación efectiva) 
determ inados bienes. La aportación no es la entrega efectiva o desembolso, sino 
el com prom iso de entregar. El com promiso por tanto, no significa que realicen 
dichas aportaciones, sino sólo que se obligan a ello. La sum a representada por la 
aportación p u ed e  estar desem bolsada o no, la Ley exige que en el caso de
20 N osotros no vam os a tratar la figura del asociado en esta tesis, dada la inexistencia de esta 
figura en la legislación valenciana de cooperativas.
Por lo que al socio excedente respecta, y su participación económica en la cooperativa, tenem os 
que distinguir dos ámbitos.
El régim en jurídico que se aplica en su relación societaria: participación en el capital social, 
responsabilidad  por las d eu d as de la cooperativa, y restitución de sus aportaciones por 
separación de la cooperativa o d isolución y liquidación de ésta, es idéntico al de los dem ás 
socios, con la diferencia de que tiene preferencia frente a los dem ás socios, en el reem bolso del 
haber social d e  la cooperativa. Por esta sim ilitud  en el tratam iento de am bos tipos de  
participación (de socios cooperadores y excedentes), no hacemos distinción entre ambas figuras. 
En cuanto a la actividad económ ica de la cooperativa, la relación mutualista socio-cooperativa, 
la determ inación de los resultados y su aplicación, etc., la no participación del socio excedente en 
esa actividad conlleva la no aplicación al m ism o del régimen jurídico previsto y  que constituye  
nuestro objeto central de estudio. Por esta razón, tampoco haremos referencia al socio excedente en 
estas cuestiones.
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aportaciones no dinerarias, el desembolso sea íntegro desde el prim er momento; 
en el caso de aportaciones dinerarias, como m ínim o se desem bolsarán en el 
m om ento de suscribirse, el 25% y el resto podrá ser exigido por la asam blea 
general al socio en cualquier m om ento, salvo que los estatutos establezcan otra 
cosa (art. 51. 5 LCCV). En todo caso, y es peculiar de la cooperativa, para 
de term inar cuál es el capital social desem bolsado, no basta con saber qué 
aportaciones han hecho efectivas los socios, hay que tener en cuenta que la cifra 
de capital desem bolsado se puede integrar con retornos y se puede reducir con las 
pérdidas im putables a los socios, como veremos más adelante (21).
2. FUNCIONES QUE CUMPLE EL CAPITAL SOCIAL COOPERATIVO.
El capital social, cum ple varias funciones de interés jurídico y económico, que 
la doctrina ha estud iado  y sistem atizado, principalm ente en relación con las 
sociedades m ercantiles. Antes de en trar en las especialidades que el capital 
cooperativo p u ed e  p resen tar, vam os a detenernos en las funciones que la 
doctrina atribuye al capital social de las sociedades mercantiles. Ello nos servirá 
de referencia para com prender mejor lo peculiar de la entidad cooperativa.
Tom ando como base la distinción que hace M assaguer (22), podem os decir 
que el capital social en la sociedad anónim a cumple tres funciones: función de 
garantía, función organizativa, y función empresarial.
Función empresarial. Según esta función, -que Perez de la C ruz denom ina 
tam bién función de p roductiv idad-, el capital social determ ina el im porte  
mínim o de la inversión inicial efectuada por los socios en la em presa com ún o 
tam bién podem os decir que en esta función propiam ente económica, el capital 
tiene como m isión "servir como fondo patrimonial empleado para la obtención
21 En el apartado B. 4. 2 de este capítulo, estudiarem os el desem bolso del capital social, y en cuanto 
al aum ento y  d ism inución  de éste por los retornos y pérdidas del ejercicio, lo verem os en el 
capítulo II de esta tesis, dedicado a los resultados económ icos de la gestión económ ica, y en 
concreto en el punto B. 4, sobre la distribución de los retornos y pérdidas entre los socios.
22 MASSAGUER, J. 1 El capital nominal. Un estudio del capital de la Sociedad anónim a como 
m ención estatutaria. R. G. D. nQ 550- 551, Julio- agosto 1990. p. 5549 y ss.
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de un beneficio, a través del ejercicio de una determinada actividad empresarial"
(23).
Función organizativa.- El capital social en la sociedad anónim a funciona a su 
vez como técnica de organización jurídica de la em presa en un doble sentido, por 
una parte sirve de referencia para ordenar la estructura financiera y orgánica de 
la sociedad y para determ inar la posición jurídica de los socios en la vida social 
in terna .
En relación con la estructura financiera, la cifra de capital social determ ina 
la existencia o no de beneficios, lim ita el aum ento de capital que puede ser 
aco rdado  por los adm in istrado res p rev ia  delegación de la Junta general, 
determ ina la necesidad de reducir el capital social, y el im porte m ínim o de la 
reserva legal.
En relación con la estructura orgánica de la sociedad, el capital social sirve 
de referencia para  determ inar la constitución y com posición de los órganos 
sociales; así por ejemplo, sirve para apreciar la existencia de quorum  previo a la 
celebración de una Junta general, o la validez de una Junta universal, tam bién 
configura el sistem a de representación proporcional en el órgano adm inistrativo.
En el ám bito interno, la participación de cada socio en el capital social (24) 
es el criterio que determ ina la in tensidad de los derechos de ese socio y sus 
deberes, entre estos pone de relieve Perez de la Cruz (25)/ cómo la participación 
en el capital social, perm ite m edir la responsabilidad del socio por las deudas de 
la sociedad.
Función de garantía. El capital social cumple en la sociedad -según M assaguer 
(26). una doble función de garantía. Desde una perspectiva estática, la cifra de 
capital social al tener que fijarse en los esta tu to s sociales, g aran tiza  su 
conocimiento por los terceros, debido al principio de publicidad registral de que 
gozan los estatutos, inscritos en el Registro. Desde una perspectiva dinámica, el 
capital social al figurar contablem ente en el pasivo del balance, funciona como
23 PEREZ DE LA CRUZ. La reducdón del capital...., p. 40
24 En la m ayor parte de los casos se toma com o referencia, no el capital social suscrito sino el 
desem bolsado.
25 PEREZ DE LA CRUZ. La reducción del capital...,p.47
26 Op. cit. p. 5549.
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cifra de retención en favor de los acreedores sociales, de los propios socios y de la 
m ism a em presa, al evitar que se distribuyan beneficios entre los socios m ientras 
no exista un activo superior al pasivo exigible en cuantía igual a la cifra de capital 
(2 7 ).
Desde esta perspectiva general, vamos a pasar al estudio del capital social de la 
cooperativa, para ello comenzaremos por analizar si ésta institución cum ple las 
m ism as funciones que el capital social de las demás sociedades mercantiles, y si 
no es así, ¿en qué consisten las diferencias?.
2.1  Función empresarial o de productividad.
La función de productiv idad -como hemos recogido anteriorm ente- significa 
que, con el conjunto de aportaciones que los socios realizan a capital social, se va 
constituyendo un fondo patrim onial, con el que la sociedad podrá dar inicio a su 
actividad económica y obtener beneficios.
¿Podem os decir que esta función tam bién la cum ple el capital social de la 
cooperativa? Brunetti (28) opina, que las personas de tipo asociación, entre las 
que incluye a la cooperativa, no necesitan constituir un patrim onio para que 
puedan existir y funcionar y cita en apoyo de su tesis a otros autores (29). Entre 
estos F errara , qu ien  op ina  que n inguna exigencia conceptual im pone la 
necesidad de la existencia en la cooperativa de un patrim onio, ya que son medios 
externos para el desarrollo de su actividad. Como conclusión, Brunetti afirm a 
que en la cooperativa el capital no tiene esa función característica de la sociedad 
por acciones y que la formación del capital social inicial sólo es necesaria en la 
sociedad anónim a y sociedad de responsabilidad limitada.
Al m argen de las opiniones anteriorm ente citadas, la doctrina m ayoritaria es 
conforme en adm itir la necesidad de constituir un fondo patrim onial, que en un 
prim er m om ento se integrará por las aportaciones hechas por los socios a capital 
social, y que posteriorm ente se increm entará con ingresos procedentes de los 
nuevos socios, de nuevas aportaciones y sobre todo, del producto de la actividad
27 Teniendo en cuenta el art. 163.1 párrafo segundo de la LSA, la sociedad puede funcionar -al m enos 
jurídicam ente- con un patrim onio reducido por debajo de la cifra d e  capital social, pues sólo  
cuando por pérdidas quede reducido su patrimonio por debajo de las dos terceras partes del 
capital social, la sociedad debe reducir su capital para equilibrarlo con el patrimonio.
28 BRUNETTI. Trattato del Diritto delle Societá. 111 Milano, Giuffre Ed. 1950, p.446 y ss
29 BOLAFFI, MOSSA, SOTGIA, FERRARA o W1NDSCHE1D.
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económ ica desarro llada por la cooperativa. Hoy en día puede decirse que la 
explotación del objeto social de la cooperativa no sería posible si ésta carece de 
unos m ínim os recursos económicos (30). Y el legislador es consciente de ello, al 
exigir la form ación de un patrim onio inicial, por m edio  de las necesarias 
aportaciones m ateriales de los socios, así como al im poner la constitución de 
reservas como fondos patrim oniales destinados a la consolidación y desarrollo 
(entre otras funciones) de la cooperativa.
El reconocer la im portancia y necesidad de un fondo patrim onial en la 
cooperativa, no nos debe im pedir m anifestar que el m ism o, no es tan relevante 
en la cooperativa  como en las sociedades m ercantiles, y ello porque la 
cooperativa para desarrollar su actividad económica necesita m ás que de sus 
propios bienes, de la participación de sus socios en la actividad, que constituya su 
objeto social.
En efecto, la cooperativa ejerce su actividad económica con sus socios: vende 
los p roductos de sus socios, construye viviendas para sus socios, o concede 
crédito  a éstos. Si los socios no aportasen los productos que la cooperativa 
posterio rm ente  vende o pagasen los bienes que la cooperativa construye o 
sum inistra, no podría realizar su objeto social, al igual que si en una cooperativa 
de trabajo los socios no prestan sus servicios, o en una de consumo, no compran.
Por lo tan to , debem os afirm ar que el fondo pa trim o n ia l d estinado  al 
desarrollo de la actividad económica de la cooperativa, aun siendo conveniente 
su existencia, no es necesaria, ya que cumple una mera función instrum ental de 
m ucha m enor relevancia que en las sociedades mercantiles.
Por otra parte, y dentro de la función productiva del capital social, se afirma 
por la doctrina que la creación del fondo patrim onial se em plea para obtener un 
beneficio a través del ejercicio de una determ inada actividad em presarial (31). 
Esta finalidad  últim a de la constitución del capital social como m edio que 
posibilita la obtención de beneficios, también difiere en la cooperativa respecto de
30 Podem os afirmar, y  prueba de ello es la abundante literatura existente sobre ello , que el 
principal problem a em presarial al que se enfrentan las cooperativas en  la actualidad es la 
escasez de un patrimonio propio suficiente que les permita un desarrollo empresarial óptimo.
31 PEREZ DE LA CRUZ. Op. cit. p. 40.
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las sociedades mercantiles y de las sociedades en general, al menos según nuestro 
ordenam iento jurídico (32).
Dejando al m argen la im portante cuestión sobre la naturaleza jurídica de la 
cooperativa, nos lim itarem os a recoger algunas m anifestaciones legales para 
dem ostrar la diferente función productiva del capital en la cooperativa.
En prim er lugar, debem os citar el art. 2 de la LCCV según el cuál, la 
cooperativa para cum plir sus fines explotará una em presa colectiva m ediante "la 
creación de un patrimonio común irrepartible y sin ánimo de lucro o de 
repartirse beneficios s o c i a l e s Según este artículo la cooperativa necesita para  
desarrollar su actividad económica, de un patrim onio común; y por otra parte, la 
explotación de esa actividad no debe realizarse con la finalidad de repartirse los 
beneficios sociales. En consecuencia podem os afirm ar que el repartirse  los 
beneficios, que según el art. 1665 del C. c. y 116 del C. de c. debe caracterizar el 
ánim o del socio que constituye una sociedad, está prohibido en la cooperativa
(33).
En seg u n d o  lugar, au n q u e  la p roh ib ic ión  an te rio r no se recogiese 
expresam ente en la ley, y en concreto en el art. 2 que establece el concepto de 
cooperativa; la m ism a se desprende tam bién de la regulación del régim en 
económico de la cooperativa. A grandes rasgos podem os decir, que el socio de 
una sociedad m ercantil que aporta una cuantía a capital social de su sociedad, lo 
hace norm alm ente con una doble intención, por una parte , perm itir que la 
sociedad inicie una actividad económica, que ejercite una em presa; y en segundo 
lugar, su intención últim a o, en ocasiones principal, es que esa actividad genere 
unos beneficios, que recibirá periódicam ente y que a su vez engrosarán  el 
patrim onio social, de forma que si la sociedad se disuelve o el socio se separa, 
obtendrá, no la cuantía que aportó a capital social, sino, posiblem ente una 
cuantía m uy superior, pues la participación que representan sus aportaciones en
32 Téngase en cuenta que el código civil en su art. 1665 menciona el ánim o de obtener ganancias com o  
elem ento justificativo de la obligación asumida por los socios de aportar bienes a la sociedad.
33 A sí, no só lo  el art. 61 LCCV establece que los beneficios ob ten idos por la cooperativa  
(extracooperativos y extraordinarios) se deben asignar a la reserva obligatoria, sino que el art. 
104 de la misma Ley, considera infracción m uy grave el incum plim iento de esta obligación, lo que 
es causa legal de descalificación de la cooperativa y de su disolución como entidad (art. 105 y  66 
LCCV).
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el capital social, se traducen en esos m omentos en una participación real en el 
patrim onio de la sociedad.
En la cooperativa, el socio al aportar a capital social tiene la intención de 
favorecer que la cooperativa inicie la em presa económica que constituye su 
objeto, pero no puede decirse que pretenda repartirse los beneficios que esa 
em presa puede generar.
En p rim er lugar porque  cuando la cooperativa obtiene beneficios, y se 
entiende por este térm ino la diferencia en la interm ediación entre los ingresos 
obtenidos por la venta de un producto o por el servicio prestado  y los gastos 
ocasionados para generar el ingreso, esos beneficios se destinan íntegram ente a 
patrim onio irrepartible (34).
En segundo lugar, porque aunque sí es cierto que el patrim onio cooperativo 
va engrosándose por los beneficios obtenidos a lo largo del tiem po; si la 
cooperativa se disuelve o el socio se separa, no se tiene derecho a participar en 
ese patrim onio , por eso se dice que el patrim onio  de la cooperativa es 
irrepartible. El único derecho que al socio le resta es recuperar, si quedan bienes 
suficientes, la aportación realizada a capital social actualizada en su caso (art. 66 
LCCV).
Como conclusión podem os decir que, si el capital social de las sociedades 
mercantiles cum ple una función em presarial al configurar un fondo patrim onial 
que perm itirá  la explotación económ ica y si ésta funciona bien, generará  
beneficios; en la cooperativa el capital social cum ple tam bién una función 
em presarial porque el fondo patrim onial que representa facilitará el desarrollo 
em presaria l de la cooperativa. Pero, ni los socios conform an ese fondo 
patrim onial con ánimo de obtener de su inversión posteriores beneficios, ya que 
por Ley no pueden  distribuirse a los socios; ni tampoco una cooperativa puede
Arts. 58 y 61 LCCV. Com o más tarde veremos (Capítulo II. B. 1), en la cooperativa se pueden  
distinguir diferentes resultados de ejercicio, según procedan de operaciones económ icas con los 
socios o con terceros.
Los resultados procedentes de las operaciones realizadas por la cooperativa con sus socios se 
denom inan por el legislador: resultados ordinarios cooperativos, y  si son positivos se denom inan  
"retornos". En cam bio, los resultados de realizar esas operaciones con terceros no socios, se  
denom inan resultados ordinarios extracooperativos, y si son positivos: "beneficios". Pero la 
diferencia entre retornos y  pérdidas no es -como veremos- meramente conceptual.
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funcionar partiendo  de ese fondo por m uy im portan te que pueda ser, si no 
cuenta tam bién con la participación de sus socios en la actividad objeto de su 
em presa (35).
2. 2.- Función organizativa.
El capital social en la sociedad m ercantil cum ple una trip le función de 
o rganización  juríd ica de la em presa. Por una parte , sirve para o rdenar su 
estructura financiera; en segundo lugar, la m edida del capital social determ ina la 
constitución, com posición y funcionam iento de los órganos sociales (estructura 
orgánica). Y finalm ente, la participación de cada socio en el capital social 
determ ina la intensidad de sus derechos y obligaciones, o como dice Embid Irujo, 
perm ite definir la posición del socio en la estructura corporativa de la sociedad 
(36). Vamos a ver a continuación si el capital social cooperativo cum ple tam bién 
esta función de organización.
2. 2.1.- O rdenación de la estructura financiera.
En relación con la estructura financiera, dice M assaguer (37) que "el capital 
nominal actúa como cifra de retención del patrimonio social y como eje para la 
construcción de las diversas asignaciones concretas que constituyen la estructura 
financiera de la sociedad anónima. En el primer sentido, el capital nominal 
indica la obtención de un beneficio neto (art. 213. 2 ESA). En el segundo sentido, 
el capital nominal limita el aumento de capital que puede ser acordado por los 
adm inistradores delegados al efecto por jun ta  general..., determina la 
obligatoriedad de la reducción del capital social por pérdidas..., marca...el umbral 
de la distribución de dividendos...o impone el importe mínimo de la reserva 
legal...".
35 Sobre la importancia que para la cooperativa tiene la participación de sus socios en la actividad  
económ ica que desarrolla, dedicam os todo el apartado A. del capítulo II de esta tesis, titulado  
"Actividad económ ica que desarrolla la cooperativa".
36 EMBID IRUJO. "El C apital Social: El princip io del capital m ín im o. R égim en d e  las 
aportaciones sociales y  prohibiciones en materia de distribución de beneficios", en El nuevo  
Derecho de las Sociedades de Capital. Dirigida por Ignacio Quintana Cario, Ed. Trivium 1989, 
p. 85
37 MASSAGUER, Op. cit. p. 5552
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En algunos de estos casos como pone de relieve este autor, la función 
organizativa no es asum ida por el capital social nom inal, sino por el capital 
social desem bolsado. Veamos si estas exigencias vienen tam bién determ inadas 
en la cooperativa por la cifra del capital social.
En cuanto  a si el capital social cooperativo determ ina la existencia de 
beneficios o pérd idas, tenemos que adelantar que no. Esta función se encuentra 
relacionada con el hecho de que el capital social en la sociedad anónim a actúa 
como cifra de retención del patrim onio social, lo cual significa en palabras de 
G arrigues (38), que: "la cifra capital representa un dique que va conteniendo las
aguas (elementos del activo) hasta que el activo supera el nivel del dique. A
partir de este instante, el agua que exceda irá a beneficiar a los accionistas bajo la 
forma de dividendo". Esta función viene recogida en el art. 213. 2 LSA según el 
cuál: "Una vez cubiertas las atenciones previstas por la Ley o los estatutos, sólo 
podrán repartirse dividendos con cargo al beneficio de ejercicio, o a reservas de 
libre disposición, si el valor del patrimonio neto contable no es, o, a consecuencia
del reparto, no resulta ser inferior al capital social".
Pues bien, en la cooperativa, si se da un activo superior al pasivo, no significa 
que los socios puedan  repartirse los excedentes. En la cooperativa, los beneficios 
son irrepartibles siempre.
Cuestión distinta son los excedentes del ejercicio económico resultantes de la 
actividad desarro llada por la cooperativa con sus socios; estos excedentes si 
pueden ser repartidos o retornados a los socios (art. 59. 1 LCCV), pero con un 
criterio d istin to  a la aportación a capital social como verem os posteriorm ente
(39).
En la cooperativa por tanto, el capital social no funciona como cifra d e  
retención porque su cuantía no tiene ninguna trascendencia en el reparto o no de 
los excedentes del ejercicio.
38 GARRIGUES. J. Tratado de Derecho Mercantil. Tomo 1. vol. II. Madrid, p.637
39 En la cooperativa, com o entidad mutualista que es, se distribuyen los excedentes repartibles entre 
los socios, en proporción no a sus aportaciones a capital social, sino en proporción a la actividad  
desarrollada por cada socio con la cooperativa. De esta forma, ese excedente se considera como 
una liquidación al socio respecto de la valoración que en su día se hizo de su participación en la 
cooperativa.
Este im portante tema será objeto de desarrollo en el capítulo II de esta tesis, dedicado a la 
actividad económ ica de la cooperativa, y la determinación y distribución de los resultados de 
ejercicio.
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En relación con el resto de cuestiones que se hacen depender de la cifra de 
capital social, tenemos que verlas una por una.
En cuanto a la determ inación del lím ite del aum ento de capital social que 
pueden  acordar los adm inistradores por delegación de la Junta general, en la 
cooperativa, el aum ento del capital social viene acordado norm alm ente tras la 
solicitud de ingreso presentada por algún aspirante, sin ninguna relación con la 
cifra de capital social, y si se trata de nuevas aportaciones obligatorias o de 
aportaciones voluntarias, la determ inación de su cuantía la realiza la Asamblea 
general (art. 51.6 LCCV), no puede delegarse, ni tampoco guarda relación con-la 
cifra de capital; por lo tan to , el supuesto  prev isto  no es aplicable en la 
cooperativa, ya que el aum ento del capital social cooperativo tiene un régim en 
m ucho más flexible.
El capital social en la sociedad anónim a determ ina la obligatoriedad de la 
reducción del mismo por pérdidas.
En efecto, el art. 163. 1°, párrafo 2 establece que "La reducción del capital tendrá 
carácter obligatorio para la sociedad cuando las pérdidas hayan disminuido su 
haber por debajo de las dos terceras partes de la cifra del capital y  hubiera 
transcurrido un ejercicio social sin haberse recuperado el patrimonio".
Como puede verse, la cifra de capital social sirve de referencia para determ inar 
cuando  el haber social se ha reducido excesivam ente, y es necesario para  
conseguir un  equilibrio entre capital y patrim onio, reducir la cifra de capital 
social. En la sociedad anónim a el haber social o patrim onio aum enta o se reduce 
m ientras que la cifra de capital social perm anece invariable, salvo el caso en que 
se acuerde la reducción o el aum ento de éste, m ediante la modificación de los 
estatutos, lo cuál puede ir acom pañado o no de una consiguiente reducción o 
aum ento  patrim onial.
En la cooperativa, al igual que el haber social, el capital social puede variar sin 
necesidad de m odificar los estatutos, por ello es calificada tam bién esta entidad 
como de capital variable, consecuencia -como veremos (B. 3 y 4 de este capítulo)- 
del principio de puertas abiertas que caracteriza a la cooperativa. Con el ingreso 
de nuevos socios se increm enta el capital social y con su separación o expulsión, 
se reduce.
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¿Hasta qué lim ite puede reducirse el patrim onio? La LCCV como la LGC no 
establecen en princip io  n ingún límite. ¿Hasta qué lim ite puede reducirse el 
capital social? Esta cuestión sí está resuelta en la Ley valenciana.
En prim er lugar, exige el art. 51. 10 LCCV que "El capital social mínimo fijado 
en los Estatutos será en todo caso el 25 por cien del suscrito en el momento de la 
constitución de la c o o p e r a t i v a Este artículo in troduce un elem ento nuevo, el 
capital social mínimo, como cifra estable, que se recoge en los estatutos sociales y 
que debe estar totalm ente desem bolsado desde el m om ento constitutivo (40).
El capital social no puede ser inferior al capital social m ínim o que figura en los 
estatutos sociales, por lo tanto éste constituye un lím ite a la variab ilidad  del 
capital social. Si el capital social se viera reducido por debajo del capital social 
mínimo la ley exige que la cooperativa se disuelva si se m antiene así durante un 
año, o que se reduzca la cifra de capital mínimo, con las garantías establecidas en 
el art. 63 (art. 66. e LCCV).
Este lím ite a la reducción del capital social que constituye el capital social 
mínimo, funciona tam bién, como límite a la reducción patrim onial. Si el capital 
social m ínim o debe perm anecer cubierto a lo largo de la vida cooperativa, 
siem pre deberá existir un patrim onio neto suficiente para cubrir esa cifra; por 
tan to  podem os concluir afirm ando que en la cooperativa, si bien la cifra de 
capital social no sirve de referencia para exigir la reducción del mismo, una vez 
reducido el patrim onio  por pérdidas, ; sí cum ple esta función el capital social 
m ínim o, que actúa lim itando la reducción del capital social y del patrim onio de 
la cooperativa (41).
Nos queda por averiguar, si la cifra de capital en la cooperativa determ ina el 
im porte m ínim o de la reserva legal. En la LSA el tema se encuentra regulado en 
el art. 214, según el cuál: "En todo caso, una cifra igual al diez por cien del 
beneficio del ejercicio se destinará a la reserva legal hasta que ésta alcance, al 
menos, el veinte por ciento del capital social". Como aparece claram ente en este 
artículo, la cifra de capital sirve de referencia para determ inar el im porte
40 Esta exigencia no está recogida con claridad en la LCCV, pero si en la LGC, art. 72.1 "Los 
Estatutos fijarán el capital social mínimo con que puede constituirse y  funcionar la Cooperativa, 
y  que deberá estar totalmente desembolsado".
41 Sobre el capital social m ínim o volverem os en el punto 3 de este m ism o apartado (Capítulo I. A).
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m ínim o de la reserva legal, que deberá ser el 20% del capital social. Hasta que no 
se supere esa cifra, la reserva sólo podrá destinarse a la compensación de pérdidas 
(art. 214. 2 LSA) y tam poco podrá  aum entarse el capital social con cargo a 
reservas, ya que según el art. 157 LSA, el aum ento podrá llevarse a cabo con "la 
reserva legal en la parte que exceda del diez por ciento del capital social ya 
a u m e n ta d o " .
En la cooperativa, el capital no cum ple esta función. Tanto la constitución de 
la reserva legal como de la reserva de formación y prom oción cooperativa se 
realiza con cargo a determ inados ingresos, (excedentes netos, deducción en 
aportaciones de socios salientes, cuotas de ingreso, beneficios extracooperativos, 
cuan tía  de las sanciones im puestas a los socios, subvenciones públicas, 
donaciones y o tras ayudas), y no existe un límite, ni m ínim o ni m áxim o, la 
atribución debe realizarse a estas reservas, siem pre que se produzca el ingreso 
(art. 61 y 62 LCCV). En consecuencia, tenemos que afirm ar que la cuantía del 
capital social en la cooperativa no es un  elem ento  de te rm in an te  de la 
constitución de reservas.
Como conclusión al estudio realizado, hay que decir que el capital no cum ple 
en la cooperativa la función de ordenación de la estructura financiera. Sólo el 
capital social m ínim o, cum ple esta función en relación con la exigencia (salvo 
que se opte por la disolución de la cooperativa) de que se reduzca la cifra de 
capital social mínimo, cuando el capital social quede reducido por debajo de este 
límite, como consecuencia de pérdidas.
2. 2. 2.- O rdenación de la estructura orgánica.
Como habíam os dicho anteriorm ente, el capital social en la sociedad anónim a 
sirve de referencia para determ inar la constitución y composición de los órganos 
sociales.
En relación con la junta general, la participación en el capital social determ ina 
qué accionistas pueden pedir la convocatoria de la junta general (art. 100 LSA); 
cómo se adoptan los acuerdos, tanto los ordinarios como los extraordinarios (arts. 
93, 102 y 103 LSA); o quienes están legitimados para solicitar la suspensión de un 
acto que se ha im pugnado (art. 120 LSA).
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En cuando  al Consejo de adm inistración  su nom bram iento  por la Junta 
general ya condiciona su composición, porque al poseer m ayor participación en 
el capital social, se tienen más votos y se puede influir en la elección de los 
representantes en el consejo de adm inistración. Por otra parte también, tanto el 
derecho de im pugnación de los acuerdos del consejo de adm inistración como el 
ejercicio de las acciones de responsabilidad contra los adm inistradores, vienen 
condicionados por el capital social que representen los socios interesados en 
ejercitar esos derechos (art. 134 y 143 LSA).
Finalmente, el art. 205 LSA al regular el derecho a solicitar ante el Registro 
mercantil, el nom bram iento de un auditor, cuando la sociedad no esté obligada a 
som eter las cuentas anuales a esta verificación, establece que ese derecho 
corresponderá a los accionistas que representen al menos el cinco por cien del 
capital social.
En consecuencia, claram ente, la ordenación de la estructura orgánica en la 
sociedad anónim a, se hace depender de la decisión de aquellos que representan 
las mayorías de capital social.
En la cooperativa por el contrario, la ordenación de la estructura orgánica se 
realiza en función no de la m ayoría de capital social, sino, de la m ayoría de 
socios.
Así, el art. 32 LCCV exige que cada socio tenga un voto, esto responde al 
tradicional principio cooperativo de un voto por cabeza o como lo denom ina la 
LCCV en su art. 3 "igualdad de derechos políticos entre los socios". Sin em bargo, 
existen dos excepciones a este principio:
La prim era en relación con las cooperativas de segundo o u lterior grado, ya 
que el propio  artículo 32. 2 perm ite que en éstas "cada una de las Cooperativas 
asociadas podrá, si así lo prevén los Estatutos Sociales, ejercer un número de
votos proporcional al de socios que agrupa o a la actividad realizada
La segunda excepción se aplica a las cooperativas de crédito. El art. 32. 2 dice al 
respecto: "No obstante, en las Cooperativas de Crédito de segundo o ulterior 
grado, sólo podrá establecerse voto plural con criterios de proporcionalidad 
respecto al número de socios. En todo caso, el número de votos por socio no 
podrá ser superior a la quinta parte de los votos totales, salvo que la entidad esté
integrada por menos de seis socios, en cuyo caso el límite se eleva a un tercio de
los votos".
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Tras la aprobación y publicación de la Ley 13/1989 de 26 de m ayo de 
C ooperativas de C rédito , hay que considerar derogado  en aplicación de su 
disposición derogatoria, el art. 32. 2 citado de la LCCV, en cuanto a lo regulado 
respecto de las cooperativas de crédito.
Con un criterio m uy distinto y nada respetuoso con el principio de gestión 
dem ocrática (42)/ }a Ley 13/1989 establece en su art. 9. 2: "En la Asamblea General 
cada socio tendrá un voto. No obstante, si los Estatutos lo preven, el voto de los 
socios podrá ser proporcional a sus aportaciones en el capital social, a la actividad 
desarrollada o al número de socios de las cooperativas asociadas; en este supuesto 
los Estatutos deberán fijar con claridad los criterios de proporcionalidad del voto. 
En todo caso, los limites de voto por socio serán los señalados en el art. 7. 3".
En cuanto a la constitución y adopción de acuerdos por la asamblea general, el 
art. 30. 1 LCCV establece que ésta "quedará válidamente constituida en primera 
convocatoria, cuando asistan presentes o representados, más de la mitad de los 
socios, y  en segunda convocatoria, siempre que asistan un mínimo del diez por 
cien de los socios o cien socios". Por otra parte, y en cuanto a la adopción de 
acuerdos, los párrafos 3 y 4 del m ism o artículo establecen: "3. Los acuerdos 
quedarán adoptados cuando voten a favor de la propuesta más de la mitad de los 
socios presentes y  representados en la Asamblea, salvo que esta Ley o los 
Estatutos Sociales establezcan mayorías reforzadas, que no podrán sobrepasar los 
dos tercios de los socios presentes y  representados. Quedan exceptuados de este 
precepto los casos de elección de cargos, en los que podrá resultar elegidos el 
candidato que obtenga mayoría relativa o mayor cantidad de votos. 4. Los 
acuerdos de modificación de Estatutos, fusión, escisión, emisión de obligaciones, 
imposición de nuevas aportaciones obligatorias y otras nuevas obligaciones no 
previstas en los Estatutos, la exigencia de responsabilidad a los miembros del 
Consejo Rector, al experto o expertos contables verificadores de cuentas  
independientes y a los liquidadores, la revocación de estos cargos y la disolución 
voluntaria de la Cooperativa, exigirán la mayoría de dos tercios de los socios 
presentes y representados".
42 Puede verse al respecto CLUA, Mc Dolores. "Breve comentario a la Ley 13/1989 de 26 de m ayo, 
reguladora d e  las C ooperativas de Crédito". Publicado en El Crédito. Octavas Jornadas 
Cooperativas. 1990. Servicio de Publicaciones de la Asociación de Expertos Cooperativos. Serie 
M onografías Cooperativas. nfi 8 oct.1990.
25
* b i b l i o t e c a  ^
Tanto la constitución de la asamblea como la adopción de acuerdos, se realiza 
po r tanto , tom ando  como criterio determ inante el núm ero  de socios, con 
independencia del capital social que representan (43).
En relación con la com posición del consejo recto r, ó rgano de gestión y 
representación de la cooperativa, al ser elegidos por la asam blea general, no 
incide en su com posición las mayorías de capital, sino el núm ero de socios. Sin 
em bargo, un elem ento que sí influye en la composición del consejo rector de la 
cooperativa es el elem ento hum ano del personal trabajador.
El leg islad o r valenciano  exige que las coop era tiv as  que posean  un 
determ inado  porcentaje de socios de trabajo y de trabajadores asalariados, 
establezcan esta tu tariam ente el procedim iento que perm ita dar representación 
estable a los mismos en el consejo rector (44).
Como conclusión, hay que resaltar que en la composición del consejo rector de 
la cooperativa, el elem ento determ inante es el com ponente hum ano, cada socio, 
tiene un voto; y la participación en el capital no incide en la elección; sí que 
incide por el contrario, la necesaria representación en este órgano, que hay que 
atribuirle  a los trabajadores, sean socios de trabajo o m eros trabajadores de la 
cooperativa (45).
43 Por lo que a la im pugnación de los acuerdos sociales se refiere, el art. 35 LCCV se remite a "los 
procedimientos regulados en la legislación estatal". Con esta rem isión  hay que en tender  
aplicable al caso, el art. 52 de la LGC que regula la im pugnación de acuerdos de la asam blea 
general. Pero este  artículo a su vez, se remite en cuanto al procedim iento de im pugnación  
aplicable, al art. 70 de la Ley de Régimen Jurídico de las Sociedades Anónim as de 17 de julio de  
1951, con las sa lvedades que recoge a continuación. Tras la derogación de esta Ley, hay que  
considerar que la Ley general de cooperativas se remite en lo que sea aplicable a los arts. 115 a 
122 de la actual regulación del Régim en jurídico de la sociedad anónim a (Real Decreto  
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre).
44 En este sentido, el art. 37. 4 LCCV establece "En las Cooperativas en las que los socios de trabajo 
alcancen un 10 por 100 de la totalidad de los socios o un mínimo de 50, los Estatutos Sociales 
tendrán que regular el procedimiento para dar una representación estable en el Consejo Rector a 
los socios de trabajo, que en este caso tendrán como mínimo un consejero. Igualmente los Estatutos 
sociales regularán la representación de los trabajadores asalariados de la Cooperativa con 
contratos por tiempo indefinido, cuando sean más de 20 durante el año anterior a la elección en 
cuyo caso tendrán como mínimo un Consejero. También los Estatutos podrían establecer una 
representación para grupos determinados de socios, definidos por la zona de residencia o la 
actividad económica especial en que estuvieren interesados".
45En cuanto al ejercicio de la acción de responsabilidad frente a los adm inistradores, el art. 41. 3 
LCCV establece que puede ejercitar la acción, la asamblea general con el voto favorable de dos 
tercios de los socios, presentes y representados, y que el 20% de los socios o 100 de ellos podrán
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Por lo que al nom bram iento de expertos contables verificadores de cuentas 
independientes respecta, el art. 44 establece que será la asamblea general quien los 
nom brará, y en el caso de que este órgano no procediese a su nom bram iento, "el 
Consejo Rector deberá y  cualquiera de los socios podrá solicitarla ante la 
jurisdicción ordinaria".
Finalm ente tenem os que concluir tam bién aquí, que en la cooperativa, el 
capital social no cum ple la función de ordenación de la estructura orgánica de la 
en tid ad , p o rq u e  el m ism o no sirve de referencia ni en la constitución , 
composición de los órganos sociales, toma de sus decisiones o im pugnación de 
las mismas.
2. 2. 3.- D efinición de la estructura corporativa.
En el ám bito in terno  se dice, en relación con la sociedad anónim a, que la 
participación de cada socio en el capital social, es el criterio que determ ina la 
intensidad de los derechos y obligaciones de ese socio.
En el apartado  anterior hemos visto cómo el principal derecho político del 
socio cooperativo, que es el derecho de voto, no se atribuye en proporción al 
capital social suscrito, sino que a cada socio le corresponde un voto.
Los p rinc ipa les derechos económ icos de los accionistas son, el derecho al 
d ividendo, y el derecho al reparto  del patrim onio social a la disolución de la 
sociedad, am bos derechos se disfrutan en proporción al capital social suscrito por 
cada accionista.
En la cooperativa, no existe la figura del dividendo, pero sí podem os hablar de 
excedentes y beneficios. En cuanto a los beneficios (hay que entender por tales, los 
resultados positivos procedentes de operaciones con terceros no socios, o de otras 
operaciones o causas ajenas al objeto social cooperativo), éstos no se distribuyen 
entre los socios, sino que se destinan a patrim onio irrepartible; y en cuanto a los 
excedentes, se reparten  entre los socios "en concepto de retornos, en proporción a
pedir de la asamblea general que adopte el acuerdo de ejercitar la acción de responsabilidad, y si 
ésta no lo hace, ese número de socios podrá interponer la acción.
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las operaciones hechas por cada socio con la Cooperativa en el citado ejercicio" 
(art. 59. 3 LCCV).
Respecto de la participación del socio en la liquidación de la cooperativa, el 
socio cooperativo sólo tiene derecho a recuperar su aportación hecha a capital 
social, actualizada en su caso, pero no a una parte proporcional del patrim onio 
cooperativo, ya que como hemos dicho, el patrim onio cooperativo es irrepartible.
Un derecho fundam ental del socio cooperativo es el derecho a participar en la 
actividad económica y social de la cooperativa, en la form a que establezcan los 
estatutos sociales como señala el art. 20 a, de la Ley valenciana. Esta participación 
estará en función de la capacidad económica del socio, o de sus necesidades, pero 
no en relación con su aportación a capital social, salvo que -como indica el art. 51. 
3 LCCV- los estatutos sociales prevean que las aportaciones de los socios a capital 
social, "sea igual para cada socio o que sea proporcional a los módulos de 
utilización de los servicios de la cooperativa por cada uno de ellos".
La aplicación de la segunda fórmula prevista en este artículo puede conducir a 
una situación en la que cada socio partic ipa en la activ idad  económ ica en 
proporción a su participación en el capital social (situación m uy frecuente en las 
cooperativas del campo); pero el elemento condicionante es el prim ero, porque, 
si la posible participación en la actividad social se viese alterada (v. gr. un 
agricultor, socio de una cooperativa del campo, vende la m ayor parte  de sus 
tierras, cuya cosecha llevaba a la cooperativa), habría  que m odificar su 
partic ipación  en el capital social, para  no d iscrim inar al socio afectado ni 
incum plir la exigencia del art. 51. 3 LCCV, anteriorm ente citado.
Como últim o derecho económico de im portancia para el socio, hemos dejado, 
el derecho a cobrar intereses por las aportaciones a capital social (art. 20 c, LCCV). 
Este derecho sobre el que, posteriorm ente volveremos (B. 4), es el único derecho 
que el socio tiene en proporción a su participación en el capital social.
El socio cooperativo recibe por su aportación a capital social, el derecho a ser 
socio de la cooperativa y a poder participar en la actividad económico-social de la 
misma. También, si los estatutos sociales lo preven (46), tendrá derecho al cobro
46 La LCCV establece en su art.51. 7 que "En todo caso, a los tres años de permanencia como socio, la
Cooperativa tendrá que pagar como mínimo el interés básico del Banco de España, salvo que
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de intereses en proporción al capital desembolsado; este interés estará lim itado a 
cinco puntos como máximo por encima del interés básico del Banco de España 
(art. 51. 7 LCCV).
Respecto de los deberes y obligaciones del socio, vam os a destacar en prim er 
lugar el deber del socio de asumir el pago de las pérdidas de ejercicio que le sean 
atribuidas, y en segundo lugar, nos referirem os a la obligación del socio de 
responder de las deudas contraídas por la cooperativa.
En la cooperativa, el socio, a diferencia del accionista, sufre las pérdidas que se 
hayan p roducido  en el ejercicio, como consecuencia de la realización de la 
actividad económ ica cooperativizada. Ello tiene su  razón de ser en que la 
actividad cooperativizada se realiza por cuenta de los socios y con bienes, fondos, 
productos, cosechas, materias primas,... que son de su propiedad (art. 55. 2 LCCV). 
Como consecuencia de ello, la Ley exige que el socio asum a parte de esas pérdidas 
ocasionadas en el ejercicio de la actividad económica cooperativizada.
La participación del socio en esas pérdidas es, como señala el art. 60 LCCV "en 
proporción a su participación en las operaciones sociales", por tanto, tam poco 
aquí la partic ipación  en el capital social tiene n inguna  incidencia en la 
determinación del deber del socio (47).
En cuanto a la responsabilidad  que el socio asum e por las deudas de la 
cooperativa, el art. 4. 2 LCCV establece que la responsabilidad de los socios por las 
deudas sociales quedará lim itada al im porte nominal de las aportaciones sociales 
a capital social. Pero si los estatutos sociales lo establecen expresam ente, la 
responsabilidad de los socios podrá ser ilimitada (48).
En la cooperativa, el capital social cumple pues como en la sociedad anónim a 
la función de lim itar la responsab ilidad  m áxim a de los socios, cuando la
estatutariamente o por acuerdo de Asamblea General por mayoría de dos tercios se establezca 
otro criterio".
47 Sobre la responsabilidad del socio por las pérdidas del ejercicio volverem os en el punto A. 2. 2. 
del capítulo IV, sobre la responsabilidad originada en la relación mutualista.
48 Este im portante tema será objeto de mayor atención en el apartado B. del capítulo IV, donde  
trataremos de la responsabilidad del socio por las deudas sociales.
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cooperativa adopta responsabilidad limitada, pues en estos casos los socios sólo 
responden con sus aportaciones a capital social, estén desem bolsadas o no.
Cuando los socios asum en responsabilidad ilim itada por las deudas sociales, 
en este caso el capital no cum ple la función anteriorm ente señalada, pues los 
socios responderán con todos sus bienes de las deudas sociales. Sin embargo, hay 
que tener en cuenta, como pone de relieve Capilla Roncero (49) que en estos 
casos el capital social cum ple la función de delim itar el patrim onio que queda 
afecto a la consecución de los fines sociales y que responderá en principio ante los 
acreedores sociales, antes de que éstos puedan dirigirse contra los socios.
En efecto, si los socios han asum ido responsabilidad ilim itada, el capital social 
no delim ita toda su responsab ilidad , pero sí su responsab ilidad  directa e 
inm ediata, de form a que los acreedores no podrán dirigirse contra sus bienes, si 
todavía existen bienes de la cooperativa.
Además -en nuestra opinión- la responsabilidad de cada socio en particular 
será proporcional al capital social suscrito salvo estipulación en contra señalada 
en los estatutos, como en cualquier otra sociedad (50).
Com o conclusión, no podem os afirm ar en térm inos abso lu tos que la 
participación de los socios en el capital social, no influya en la estruc tu ra  
corporativa de la cooperativa. Pues como hem os visto, el derecho al cobro de 
intereses y la responsabilidad por las deudas sociales son proporcionales al capital 
social aportado.
2. 3.- Función de garantía.
49 CAPILLA RONCERO, F. La Sociedad Civil. Publicaciones del Real Colegio de España. Bolonia, 
p.34
50 Sobre estas cuestiones volverem os en el capítulo IV de esta tesis, pero podem os adelantar que las 
p ecu liarid ad es d e  la coop erativa , se lim itan en su m ayor parte al régim en interno. 
Externam ente, la cooperativa funciona com o cualquier otra socied ad . Por lo que a la 
participación del socio en las deudas sociales, el legislador no establece ninguna peculiaridad  
que no sea la posible responsabilidad superior al capital suscrito (suplem entada o ilimitada). 
Tam poco hay que confundir la participación del socio en los resultados de ejercicio, que es 
proporcional a la actividad desarrollada por él mism o, con la participación en las deudas.
La falta de una razón legal o de una justificación que lo fundam ente, nos im pide aceptar que la 
participación del socio en las deudas sociales sea proporcional a su participación m edia en las 
actividades económ icas desarrolladas con la cooperativa; salvo que expresam ente se adoptase  
este criterio.
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C ontinuando  con el esquem a presentado por M assaguer, la función de 
garantía que el capital social cumple en la sociedad anónim a, puede observarse 
desde dos perspectivas; desde una perspectiva estática, el capital social figura en 
los estatutos sociales y estos gozan de publicidad registral por lo que se garantiza 
de esta forma a los acreedores el conocimiento de la cifra de capital social. Desde 
una perspectiva dinám ica, el capital social, al figurar contablem ente como una 
partida del pasivo, actúa de cifra de retención, evitando que se distribuyan los 
socios beneficios, m ientras no exista un activo superior al pasivo exigible, al 
menos en cuantía igual a la cifra de capital social.
Vamos a ver si en la cooperativa, el capital social cum ple tam bién esa doble 
función:
2. 3.1.- El capital social como m ención estatutaria.
La cooperativa a diferencia de la sociedad anónim a, no se inscribe en el 
Registro M ercantil (excepto las cooperativas de crédito y de seguros, por su 
condición de entidad de crédito y de entidad aseguradora, respectivam ente), se 
inscriben en cam bio en el Registro de C ooperativas, que es un reg istro  
adm inistrativo adscrito a la Consellería com petente en m ateria de trabajo en la 
C om unidad  V alenciana, o en el M inisterio  de Trabajo, caso de ser una 
cooperativa de ám bito nacional. Así, establece el art. 8. l c LCCV que: "La 
cooperativa se constituirá mediante escritura pública y la inscripción de la misma 
en el Registro de Cooperativas de la Comunidad Valenciana. Tendrá  
personalidad jurídica desde el momento de la inscripción".
Pero lo que nos interesa resaltar en este caso, es que éste Registro se rige por los 
principios de publicidad formal y material, legalidad, legitimación o presunción 
de validez y de exactitud, por lo tanto, tam bién el Registro especial de 
Cooperativas garantiza la publicidad de su contenido ante los terceros, como el 
Registro Mercantil (51).
A pesar de la función pública del Registro de Cooperativas, el contenido de los 
estatutos de la cooperativa no nos desvela la cifra de capital social. Como en otras 
ocasiones hemos dicho, el capital social cooperativo es una cifra variable, cuyo
51 Art. 12. 2 LCCV. En cuanto al principio de publicidad, dice el art. 12 en su párrafo 3e que "El 
Registro de Cooperativas es público. Se presume que el contenido de sus libros es de conocimiento 
público y  no se podrá invocar ignorancia de ello".
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aum ento y dism inución se lleva a cabo principalm ente por la entrada y salida de 
socios, sin necesidad de modificar los estatutos; por esta razón, no tiene sentido 
mencionar una cifra de capital social en los estatutos, que pueda al poco tiempo 
no coincidir con la real.
Lo que el legislador exige en el art. 10. 3 LCCV es que figure la cifra de capital 
social mínimo, como cifra límite, que nos indica que, a pesar de la variabilidad 
del capital, siem pre será éste superior a la cifra que figura en los estatutos sociales 
como capital m ínim o, porque si no, la cooperativa incurrirá en una causa de 
disolución (52).
Como conclusión a este apartado  podem os señalar que el capital social 
cooperativo no cum ple una función de garantía desde una perspectiva estática 
porque el legislador no exige su mención en los estatutos, y por lo tanto no se 
garantiza su conocimiento por los acreedores.
Respecto de la cifra de capital social m ínim o que sí debe figurar en los 
estatutos, sí cum ple cierta función de garantía, al indicar como referencia que el 
capital social es superior a esa cifra. Pero la im portancia de la cifra de capital social 
m ínim o en la cooperativa, exige ser tra tada con m ás detenim iento  en otro 
apartado de esta tesis, por lo que posteriormente volveremos sobre ella.
52 El art. 66. 1. e LCCV señala como causa de disolución de la cooperativa la siguiente: "Reducción 
de la cifra del capital social por debajo del mínimo estatutario, si se mantiene así durante un 
año
Por otra parte, el que no aparezca la cifra de capital social en los estatutos y  por tanto en el 
Registro, no significa que el legislador se despreocupe por su publicidad o que ésta sea irrelevante 
para los acreedores.
La cooperativa en ocasiones hace figurar en su docum entación y contratos, al igual que otras 
sociedades, su cifra de capital social, como dato relevante de su capacidad económica, que pueda 
servir de referencia a los terceros con quienes se relaciona. Sin embargo, esta práctica en el caso de 
la cooperativa es m uy arriesgada porque crea una apariencia jurídica que se desvirtúa si se tiene 
en cuenta la variabilidad que caracteriza al capital de la cooperativa frente al capital de otras 
sociedades (Por ello Am adeo BASSI, comenta citando el artículo 2250. 2 del C. c. italiano, que en 
los actos y  en la correspondencia de la sociedad cooperativa, no debe indicarse el capital social. 
Véase en "Delle im prese cooperative e delle m utue assicuratrici. Art. 2511 - 2548", en II Códice 
Civile Com m entario, diretto da Piero Schlesinger. Giuffre Editore, 1988).
Al respecto y para evitar apariencias engañosas la Ley de C ooperativas de la Com unidad  
Valenciana no establece ninguna norma, pero sí la Ley General de Cooperativas; ésta en su art. 
72. 1, in fine señala: "Si la Cooperativa anuncia al público su cifra de capital social, deberá 
referirlo a fecha concreta y  expresar el desembolsado". Esta norma, en aplicación del principio  
d e supletoriedad de la LGC deberá ser tenida en cuenta tam bién por aquellas cooperativas 
valencianas que anuncien su cifra de capital social.
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2. 3. 2.- El capital social como cifra de retención.
En las sociedades mercantiles, y más concretam ente en la sociedad anónima, 
se dice que el capital social funciona como una cifra de retención; tam bién en 
relación con la cooperativa se ha afirm ado que el capital social funciona como 
cifra de retención. Así por citar la opinión de parte  de nuestra doctrina más 
au torizada, Arco A lvarez (53) afirma que en la cooperativa "la mayoría de los 
casos, el capital social juega como cifra de garantía de los acreedores", V icent 
Chuliá (54) tam bién señala que el capital social desde un punto  de vista jurídico, 
sobre todo en las cooperativas de responsabilidad lim itada, es una cifra de 
retención del activo. Sin em bargo, este m ism o autor, con posterio ridad , ha 
m atizado dicha función y aclarado que las leyes cooperativas españolas exigen "la 
mención estatutaria del capital social mínimo, como garantía para los terceros 
que encuentran en el mismo una verdadera cifra de retención, con función  
similar a la del capital de las sociedades de responsabilidad limitada mercantiles". 
El capital social -continúa- es variable, "pero al llegar a él (capital social mínimo), 
su reducción -consecución de la restitución de aportaciones, previa liquidación a 
los socios - exige la modificación de estatutos" (55).
De las opiniones anteriorm ente reseñadas podem os extraer varias cuestiones 
que nos suscitan: En prim er lugar, nos planteam os porqué razón el capital social 
funciona como cifra de retención sólo en las sociedades con responsabilidad 
lim itada de sus socios. En segundo lugar nos interesa conocer cómo puede el 
capital social desarrollar esa función de retención por ejemplo en una sociedad 
anónim a. Finalm ente, la cuestión esencial es saber qué papel cum ple el capital
53 ARCO ALVAREZ. Régimen económico de las cooperativas..., p. 14
54 VICENT CHULIA. El régimen económ ico de la cooperativa... p. 159.
55 VICENT CHULIA y  PAZ CANALEJO. Ley General de Cooperativas. Tomo XX. vol. l e. arts. 1 a 
28. Editorial Revista de Derecho Privado. EDERSA. 1989. Madrid, p. 286.
Para VICENT CHULIA, el capital social es considerado com o una garantía institucional de 
protección del patrim onio neto, y com o tal garantía, la Ley debe establecer o desarrollar el 
m ecanism o de tutela a los terceros en caso de reducción de capital con restitución de aportaciones 
a los socios.
En el m ism o sentido se m anifiesta BROSETA (Manual de Derecho Mercantil. 6o ed. Tecnos. 
M adrid, p. 345) cuando afirma que la LGC, "obliga a que los Estados fijen un capital social 
mínimo, en base al cual se articula un régimen de garantías en favor de los acreedores, semejante 
en cierta manera al establecido en el art. 98 de la LSA", (Se refiere al art. 98 de la LSA se 1951, 
anterior por tanto a la última reforma de la LSA).
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social en la cooperativa, si funciona como cifra de retención, y si en todo caso esa 
función viene desarrollada como afirma parte de la doctrina por el capital social 
m ín im o .
a.- El capital social como cifra de retención  en las sociedades con 
responsabilidad limitada de sus socios.
A esta prim era cuestión podemos dar respuesta citando a Perez de la Cruz (56), 
cu an d o  re lac io n a  la n ecesid ad  de d e fen d er a los acreedores con la 
irresponsabilidad  de los socios: "La generalidad de los autores son conformes en 
considerar que, dada la irresponsabilidad patrimonial de los socios por las deudas 
sociales, es tarea del legislador establecer cauces idóneos para la defensa de los 
acreedores", "La idea de que el capital en las Sociedades Anónimas y Sociedades 
de Responsabilidad Limitada, es una institución creada por el legislador como 
contrapartida a la exoneración de responsabilidad de los socios y  para facilitar el 
crédito comercial de la compañía, es unánime en la doctrina".
A  sensu contrario podría afirmarse que si los socios responden de las deudas 
sociales, el capital social no tiene como misión garantizar a los acreedores un 
patrim onio social, pues estos tienen ya como garantía los patrim onios de los 
socios. En este sentido Brunetti (57), tratando de las cooperativas cuyos socios 
asum en responsabilidad  subsidiaria por las deudas sociales, afirm a que en la 
cooperativa, la Ley no ha de preocuparse de la tutela de los terceros porque, si 
bien la persona juríd ica está desprovista inicialm ente de fondos, el crédito 
personal de los socios, de un lado y la previsión de su responsabilidad subsidiaria 
en caso de crisis, en otro, harán que nunca falte.
Estas son las razones por las que la ley suiza ha renunciado a prescribir un 
capital social obligatorio para todas las cooperativas. En el art. 832 del Código de 
las O bligaciones suizo, no incluye el capital en tre  los requisitos del acto 
fundacional (58).
56 PEREZ DE LA CRUZ. Op. cit. p. 26 y ss
57 BRUNETTI. Trattato del Diritto delle Societá...., p. 450
5®Sin em bargo, se ha criticado que no sea necesaria la formación de un capital social, aunque se 
admita que no cum ple una función de garantía en las sociedades con responsabilidad ilimitada de 
sus socios. Al respecto, TANTINI ha criticado a quienes afirman la no esenciabilidad del capital 
en la sociedad personalista, en relación con la responsabilidad ilimitada de los socios por las 
obligaciones sociales, ya que la responsabilidad personal del socio sustituiría la tutela ofrecida 
por el capital, porque com o dice: "me parece del todo limitativo considerar el capital
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Como conclusión a esta prim era cuestión podem os afirm ar que en las 
cooperativas cuyos socios respondan personalm ente por las deudas sociales, la 
función de garantía que el capital social cum ple en otras sociedades, p ierde su 
relevancia al m enos en beneficio de los acreedores.
b - La función de retención del capital en la sociedad anónima.
En segundo lugar nos hemos planteado analizar cómo cum ple la cifra de 
capital la función de retención en una sociedad m ercantil, v. gr. sociedad 
anónim a (59).
Para M assaguer (60) "ia inscripción de la cifra de capital en el pasivo del 
balance (art. 175. Pasivo A), I. LSA) y la exigencia de un beneficio neto como 
condición indispensable para la distribución de beneficios entre los socios (art. 
213. 2 LSA) hacen del capital nominal una cifra de retención del patrimonio 
social
Son por tanto  dos las razones para considerar al capital nom inal cifra de 
retención del patrim onio, aunque ambas están relacionadas.
La prim era de ellas deriva de la colocación de la cifra de capital en el pasivo del 
balance. Su inscripción en el pasivo no significa -como a puesto de relieve Perez 
de la Cruz (61), que su im porte venga considerado como una deuda de la 
sociedad hacia sus socios, ni actual ni fu tura, "se trata sencillamente de una 
exigencia técnica. fruto del sistema de contabilidad por partida doble, con objeto 
de alcanzar el fin perseguido por el legislador: retener en haber social una serie 
de elementos patrimoniales que aseguren el desenvolvimiento económico de la 
sociedad y  representen una garantía supletoria ofrecida a los acreedores".
Para este autor la garantía que representa el capital social como cifra del pasivo 
en el balance es supletoria porque, la sociedad tiene obligación de retener en su 
patrim onio bienes por im porte igual al valor de sus deudas.
esencialmente como factor de garantía (suplementaria) para los acreedores sociales, descuidando 
la función de producción" (en "Capitale e patrimonio nella societá per azioni... p. 69.
59 Téngase en cuenta que el régimen jurídico aplicable a la SRL en materia de cuentas anuales y 
distribución de beneficios es el mismo que para la SA (art. 26 LSRL).
60 MASSAGUER. Op. cit., p. 5549
61 PEREZ DE LA CRUZ. Op. cit., p. 36
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En otro  m om ento, este m ismo autor (62) afirm a que la "finalidad de 
garantía se logra a través de la obligación impuesta por la ley de que el valor real 
de bienes y  derechos que integran el patrimonio activo de la sociedad, supere al 
importe de las deudas y  obligaciones que lo gravan en cuantía al menos igual a la 
que expresa el capital". Por tanto, según representa el balance de la sociedad, 
siem pre deberá existir un Activo suficiente como para cubrir el Pasivo exigible y 
la cifra de capital.
Un artículo clave al respecto en la LSA es el 213. 2 según el cuál, el patrim onio 
neto debe ser superior a la cifra de capital social, para poder repartirse dividendos 
los socios, con cargo al beneficio de ejercicio (63).
Sin embargo, el legislador no considera suficiente garantía patrim onial la cifra 
de capital y exige también la constitución de reservas que actúan tam bién como 
cifra de re tención , de forma que m ientras no se cubran ambas cifras no puede 
hablarse de beneficios netos repartibles. En concreto, el mismo artículo citado ne 
213. 2 al m encionar la exigencia previa de cubrir las atenciones previstas por las 
Ley o los Estatutos, se está refiriendo entre otras a la necesaria asignación a 
reservas legales o estatutarias (64).
Una vez nuestro  balance nos m uestre que hay un Activo real superior al 
Pasivo exigible más el capital social más las reservas (legales o estatu tarias) 
podrem os hablar de beneficios netos distribuibles.
Según Sánchez Calero (65) existe una noción directa de beneficio neto y otra 
indirecta. Según la noción indirecta, el beneficio es el "excedente del valor del 
patrimonio neto (Activo- Pasivo exigible), por encima del capital y las reservas,
62 PEREZ DE LA CRUZ. Op. cit., p. 44
63 El art. 213. 2 LSA establece: "Una vez cubiertas las atenciones previstas por la Ley o los 
estatutos, sólo podrán repartirse dividendos con cargo al beneficio del ejercicio, o a reservas de 
libre disposición, si el valor del patrimonio neto contable es o, a consecuencia del reparto, no 
resulta ser inferior al capital social. Si existieran pérdidas de ejercicio anteriores que hicieran 
que ese valor del patrimonio neto de la sociedad fuera inferior a la cifra del capital social, el 
beneficio se destinará a la compensación de estas pérdidas. Igualmente se tendrá en cuenta lo 
previsto en el artículo 194". Entendem os por patrimonio neto contable, el activo real (excluim os 
el activo ficticio) m enos el pasivo exigible.
64 El art. 214 LSA establece la obligación de destinar a reservas una cifra igual al 10% del beneficio  
del ejercicio hasta que la reserva alcance el 20% del capital social. Por su parte, la sociedad es 
libre de acordar en sus estatutos o en junta general, la creación de otras reservas con carácter 
voluntario y que se regirán por los estatutos o por el acuerdo que las constituya.
63 SANCHEZ CALERO. La determinación y la distribución del beneficio neto en la SA, p. 29
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que arroja un balance anual regularmente aprobado". Según la noción directa de 
beneficio, es "el exceso de ingresos sobre los gastos del ejercicio, recogido en la 
cuenta de pérdidas y  ganancias".
Para Vicent C huliá al beneficio neto que debe a tenderse  como criterio 
determ inante de la posibilidad de distribuir beneficios es al resultante del Balance 
(noción indirecta), y no al resultante de la cuenta de pérd idas y ganancias, 
(noción directa, em pleando la terminología de Sánchez Calero), por que -como 
aclara (66): "puede haber en un ejercicio beneficios de explotación, y  en su caso, 
extraordinarios (Base imponible del Impuesto de Sociedades) y, sin embargo, no 
haber beneficio neto de ejercicio ni beneficio repartible, por existir pérdidas 
provenientes de ejercicios anteriores (ver STS de 27 de marzo de 1973). Y, por el 
contrario, no habiendo beneficio de explotación, e incluso pérdidas de ejercicio, 
puede haber beneficio repartible, recurriendo a las reservas de libre disposición. 
Por ello mismo, beneficio será el que resulte del balance y no el de la cuenta de 
pérdidas y  ganancias".
De esta forma el legislador garantiza a los acreedores la existencia de un fondo 
patrim onial (sup letorio  si se quiere), equivalente al capital social más las 
reservas, y evita a su vez que los socios se distribuyan como dividendos lo que 
son sus aportaciones a capital social, es decir, el patrim onio propio de la sociedad 
y no sólo los resultados positivos de la explotación económica de la sociedad.
Otras norm as claves que nos m uestran cómo el capital social funciona como 
cifra de retención y por tanto de garantía para los acreedores, son los arts. 163. 1 y 
260. 4 LSA (67).
66 VICENT CHULIA, Com pendio crítico.... tomo I p. 424.
67 El art. 163 LSA inicia la sección dedicada a la Reducción del capital en la sociedad anónima, y en 
su párrafo 2C establece: "La reducción del capital tendrá carácter obligatorio para la sociedad 
cuando las pérdidas hayan disminuido su haber por debajo de las 2/3 partes de la cifra de 
capital, y  hubiera transcurrido un ejercicio social sin haberse recuperado el patrimonio". Según  
este artículo, el capital sirve de referencia para determinar cuando el patrim onio se ha visto  
reducido excesivam ente y es necesario restablecer el equilibrio entre ambas m agnitudes y  por 
tanto debe reducirse el capital social.
El art. 260.4 LSA por su parte, regula uno de los supuestos de disolución de la SA y señala que ésta 
se  d isolverá "Por consecuencia de pérdidas que dejen reducido el patrimonio a una cantidad 
inferior a la mitad del capital social, a no ser que éste se aumente o se reduzca en la medida 
suficiente".
En este caso, el legislador vuelve a emplear la cifra de capital social com o cifra de referencia, de  
manera que cuando el patrimonio quede reducido por debajo de los 2 /3  del capital será causa de 
disolución  salvo que se restituya la equivalencia, aum entando el capital social y por tanto
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Tras el com entario al art. 213. 2 habíam os llegado a la conclusión de que el 
legislador garantiza a los acreedores la existencia de un patrim onio equivalente 
al m enos al pasivo exigible más el capital social, m ás las reservas, porque 
m ientras estos fondos no estuviesen cubiertos y atendidas las reservas, los socios 
no podían distribuirse beneficios de ejercicio.
Sin embargo, puede ocurrir que no se obtengan beneficios sino sólo pérdidas, y 
por tanto, aunque los socios no se repartan el patrim onio social, éste se vea cada 
vez más reducido. En este caso, entran en juego los otros dos artículos citados, 
¿hasta donde puede llegar esa reducción patrim onial? si llega por debajo de los 
2 /3  de la cifra de capital social, hay que reducir éste; si continúa reduciéndose y 
queda por debajo de la 1 /2  del capital social, es causa de disolución.
Si no se respetan estos límites, el legislador hace responsables solidarios a los 
adm inistradores de las obligaciones sociales por no convocar en el plazo de dos 
meses a la jun ta  general para que adopte el acuerdo de disolución, o si no 
solicitan la disolución judicial de la cooperativa, en el caso de que la junta 
general no se haya constituido o haya adoptado un acuerdo en contra (art. 262. 5 
LSA).
El capital social en la sociedad anónim a sirve por tanto  com o cifra de 
retención del patrim onio y por tanto garantiza indirectam ente los derechos de 
los acreedores.
Consecuencia im portante de esta conclusión es que el capital social no podrá 
reducirse  sin el consentim iento , o m ejor dicho, ante la oposición  de los 
acreedores de la sociedad. En este sentido puede verse el procedim iento regulado 
en los artículos 163 a 167 LSA, y las garantías que contiene en favor de los 
acreedores.
c.- La función de retención del capital en la sociedad cooperativa.
Por últim o nos queda por ver, si el capital social cum ple tam bién  en la 
cooperativa la función de cifra de retención.
también el patrim onio (aportaciones de los socios) o d ism inuyendo la cifra de capital social (sin 
reducción de patrimonio).
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Vicent Chuliá (68) afirma que el capital social de la cooperativa "constituye la 
suma representativa en el pasivo de las aportaciones de socios y  asociados, 
desembolsadas o prometidas, y  funciona como cifra de retención, al igual que en 
las Sociedades Anónimas y Sociedades de Responsabilidad Limitada, aunque  
esto con carácter relativo, ya que el capital es variable, como consecuencia del 
principio de puertas abiertas".
Para analizar si el capital cooperativo funciona como cifra de retención al igual 
que en las sociedades m ercantiles, tenem os que exam inar la legislación 
cooperativa, para buscar unas normas similares a los arts. 213. 2, 163. 1 y 260. 4 de 
la LSA, que nos m uestren como actúa la cifra del capital.
En la LCCV los artículos 57 a 60 que regulan la determinación de los resultados 
del ejercicio y la asignación del excedente neto o la im putación de las pérdidas, 
apenas hacen referencia al capital social (69).
En la cooperativa, para determ inar si hay excedentes o pérdidas, no se tom a 
como referencia la existencia de un patrim onio neto en la cooperativa, superior 
al capital social m ás las reservas. Tampoco para determ inar el reparto  de los 
excedentes se tiene en cuenta esta relación.
68 VICENT CHULIA (Compendio... tomo I) p. 570
^ S o la m en te  se  hace m ención al capital en dos casos, en el art. 59. 3 al regular la asignación de  
excedentes a los socios, se menciona como una posibilidad más, la distribución de retornos por 
m edio de la "emisión y  entrega al socio de títulos de participación en concepto de aportaciones 
obligatorias equivalentes a los retornos que les correspondan, procediendo a la correspondiente 
elevación del capital social".
Y el art. 60 LCCV. que contem pla la situación inversa, la im putación de pérdidas. En este  
artículo se contem plan dos tipos de pérdidas, las pérdidas ordinarias y  las no ordinarias, 
d ep en d ien d o  d e  que se hayan generado en la actividad económ ica desarrollada por la 
cooperativa con sus socios o no. De las primeras, el art. 60. 3 c, señala com o una posibilidad más 
de im putación de las m ism as a los socios, el "pago mediante la reducción proporcional de las 
participaciones del socio en el capital social".
Del segundo tipo de pérdidas dice el art. 60. 2 que "Las pérdidas derivadas de las operaciones con 
terceros y  de la enajenación de elementos del inmovilizado se imputarán integramente a la 
Reserva Obligatoria, y  agotada ésta, al capital social, que quedará automáticamente reducido 
con correspondiente reducción de las participaciones de los socios". (En este  artículo, a nuestro  
juicio se plantea una delicada cuestión y  es la siguiente: en que proporción participará cada socio  
de las pérdidas im putadas al capital social. Téngase en cuenta que de los beneficios en ningún  
caso participan los socios. Sobre este interesante tema volverem os posteriorm ente en el capítulo  
II d e  esta tesis).
A pesar de estas escasas m enciones al capital social en los artículos dedicados a la determinación  
y distribución de los resultados del ejercicio, debem os afirmar que ni en su determinación ni en su 
distribución in fluye la cifra de capital social.
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La cooperativa tiene un peculiar sistem a de determ inación y aplicación de 
resultados. Los resultados positivos (beneficios) o negativos (pérdidas) que se 
obtengan de la actividad desarrollada por la cooperativa con terceros o como 
consecuencia de ingresos extraordinarios, se destinarán siem pre y al 100% a la 
Reserva Obligatoria (art. 61 d). Los resultados positivos (excedentes) o negativos 
(pérdidas) resultantes de la actividad desarrollada por la cooperativa con sus 
socios, se asignan a los socios en proporción a su participación en esa actividad, y 
hasta un 50% a la Reserva Obligatoria (70).
En relación con los otros supuestos contem plados en los arts. 163 y 260. 4 LSA, 
la LCCV no preve ninguna norma, ni en m ateria de reducción del capital social, 
ni como causas de disolución.
El art. 66 LCCV al enum erar las causas de disolución de la cooperativa, no 
menciona la reducción del haber social o patrim onio por debajo del capital social. 
Sólo en el apartado  e) de dicho artículo, cita como causa de disolución, "la 
reducción de la cifra del capital social por debajo del mínimo estatutario; si se 
mantiene así durante un año", pero una norm a sim ilar a ésta tam bién contiene 
la LSA en su art. 260. 5 al contem plar como causa de disolución de la SA, la 
reducción del capital social por debajo del m ínim o legal. Dejando al m argen las 
diferencias existentes entre el capital social m ínim o de la SA y el capital social 
m ínim o en la cooperativa, que posteriorm ente verem os, el legislador sólo se 
preocupa en el artículo citado de la LCCV de la reducción del capital social por 
debajo del capital social mínimo.
O tra norm a en tal sentido es el art 63. 3 LCCV, que regula la reducción del 
capital social mínimo debido a la baja de socios o por restitución de aportaciones. 
Este artículo contiene una serie de cautelas y exigencias en pro de la protección de 
los acreedores, m uy similares a las que recogía la LSA de 1951 en su art. 98, 
o rdenando  la publicación previa del acuerdo de reducción del capital social 
m ínim o, concediendo un plazo a los acreedores sociales para que puedan  
oponerse  a la ejecución del acuerdo si sus créd itos no son pagados o
70 Antes de hacer las anteriores asignaciones de excedentes es preciso atender diversos destinos que 
marca la Ley, a la Reserva de formación y prom oción cooperativa, y a los trabajadores 
asalariados (art. 59.1 b y art. 59. 2 LCCV).
Los excedentes de ejercicio pueden también destinarse en su totalidad a Reserva Obligatoria, si 
se cum plen los requisitos y exigencias que establece el art. 58. 6.
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suficien tem ente garan tizados; por otra parte, todas estas cautelas no son 
necesarias, si la reducción tiene como única finalidad com pensar las pérdidas 
legalmente im putables a capital social.
Finalm ente, podem os afirm ar que en la cooperativa, la cifra que funciona 
como garantía para los acreedores es la cifra de capital social mínimo, porque es 
la reducción  de ésta la que preocupa al legislador y hace que en tre  en 
funcionam iento un sistem a que garantice los derechos de los acreedores (71). En 
el mismo sentido el art. 66 sólo considera causa de disolución cuando el capital 
social ha qu ed ad o  reducido  por debajo del capital social m ínim o, si no se 
restablece en el plazo señalado. Por lo tanto, éstas son dos claras manifestaciones 
de la función de garantía que en la cooperativa desarrolla el capital mínimo y no 
el capital social como en las sociedades mercantiles.
Como conclusión a este apartado que hemos dedicado a analizar las funciones 
que cum ple el capital social en la cooperativa, debemos afirm ar que sólo cum ple 
la función em presarial o de productividad, pero con m enor relevancia incluso 
que en las sociedades mercantiles.
Por lo tan to  no cum ple una función de ordenación, ni una función de 
garantía en beneficio de los acreedores. En cambio sí tenemos que afirm ar que, en 
aquellas cooperativas de responsabilidad lim itada, el capital social representa la 
cifra máxima de responsabilidad asumida por los socios (72).
Vista pues la escasa transcendencia que la cifra de capital social tiene en la 
cooperativa, si la com param os con otras sociedades, vamos a examinar la figura 
del capital social m ínim o, al que hem os hecho con an terio ridad  continuas 
referencias, y que sí parece cumplir alguna de estas funciones que consideramos 
esenciales, como es la función de garantía.
3.- EL CAPITAL SOCIAL MINIMO COOPERATIVO.
71 Sobre el capital social m ínim o y su función com o garantía de los acreedores, volverem os en el 
punto 3 .5  de este m ism o apartado A.
72 Sobre este tema volverem os posteriormente, en el capítulo IV. B. 2, al tratar de las aportaciones 
sociales com o cifra de responsabilidad de los socios.
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Como ya hem os señalado anteriorm ente, ante la variabilidad  prop ia  del 
capital social de la cooperativa, el legislador exige, como m edida que evite la 
descapitalización de la em presa y garantice los intereses de los acreedores, la 
existencia de un capital social mínimo, que será estable, pues debe figurar en los 
estatutos sociales, estará totalmente desem bolsado y se deberá m antener efectivo 
a lo largo de la vida de la cooperativa, sirviendo de esta forma como límite a la 
variabilidad del capital social.
3.1.- Concepto y régimen jurídico.
Si tuviésem os que definir qué es el capital social m ínim o de las cooperativas 
podríam os decir que es una cifra que debe figurar en sus estatutos sociales y que 
funciona como límite mínimo a la variabilidad del capital social, de forma que la 
reducción de éste por debajo de dicho límite es causa de disolución.
En cuanto a su regulación legal, la LCCV se refiere al capital social mínimo en 
cuatro artículos. En el art. 10 exige que se mencione en los estatutos sociales, el 
art. 51. 10 señala que el capital social mínimo fijado en los estatutos será en todo 
caso el 25% del suscrito en el momento de la constitución de la cooperativa. El 
art. 63. 3 regula la modificación de estatutos por reducción de la cifra de capital 
social mínimo, y el art. 66 contempla la reducción de la cifra de capital social por 
debajo del m ínim o estatutario, como causa de disolución de la cooperativa, si se 
m antiene así un año.
3. 2.- Diferencias de figuras afines.
N uestro  p ropósito  en este apartado es poner de m anifiesto las diferencias 
fundam entales que a nuestro entender existen entre el capital social m ínim o de 
la cooperativa, el de las sociedades de capital variable y el de otras sociedades 
mercantiles (sociedad anónima, sociedad de responsabilidad lim itada y sociedad 
com anditaria por acciones).
El capital social m ínim o, hoy en día es un elem ento presente en la m ayor 
parte de las sociedades de nuestro ordenam iento jurídico, sobre todo desde la 
publicación de la Ley 19/1989, de 25 de julio de reforma parcial y adaptación de la 
legislación m ercantil a las directivas de la CEE en m ateria de sociedades. La
42
directiva en particular que contempla la exigencia de una capital social m ínim o 
es la Segunda del Consejo de la CEE de 13 de diciembre de 1976, en cuyo art. 1. 2 
perm ite su no aplicación a las sociedades de inversión de capital variable y a las 
cooperativas constituidas en forma de sociedad anónim a (73).
Antes de la reform a legislativa por la que se incluye la necesidad de un capital 
social m ínim o, nuestra doctrina ya venía tratando el tema y considerando como 
un principio más que caracterizaba al capital social de las sociedades anónim as 
(principalm ente) el principio de capital m ínim o, aunque se reconociese su 
ausencia de nuestro ordenam iento.
También el legislador tuvo presente esta institución, existente en el derecho 
de sociedades continental, aunque no llegase a incluirlo finalm ente en los textos 
legales.
Como m uestra de esta preocupación y de los motivos que obstaculizaban la 
exigibilidad de un capital social mínimo en nuestras sociedades, podem os citar la 
Exposición de m otivos de la Ley de Sociedades Anónim as de 1951, donde se 
explica porqué no es acoge la imposición del capital social m ínim o, contenido 
hasta ese m om ento en el art. 4 del Anteproyecto de 1947 (74 ).
73 Esta directiva tiene com o destinatarios según su art. 1. 1 a las sociedades anónim as, pero se 
perm ite la no aplicación de la norma a las sociedades anónim as de capital variable y  a las 
cooperativas con forma de sociedades anónim a (cuya existencia es im posib le en nuestro  
ordenam iento, pero sí en otras legislaciones de países comunitarios). Dice en concreto el art. 1. 2 
d e la directiva, "Los Estados miembros podrán no aplicar la presente Directiva a las sociedades 
de inversión de capital variable y  a las cooperativas constituidas bajo alguna de las formas de 
sociedades indicadas en el apartado 2. En la medida en que las legislaciones de los Estados 
miembros hagan uso de esta facultad, obligarán a estas sociedades a hacer figurar los términos 
"sociedad de inversión de capital variable" o "cooperativa" en todos los documentos indicados 
en el artículo 4 de la Directiva 68/151/CEE".
74 "la Ley, siguiendo en este punto el ejemplo de las legislaciones más modernas, ha querido limitar 
la forma anónima de (sic) las sociedades llamadas a regir empresas de gran envergadura  
económica. Y  deseando respetar, por otra parte, el uso arraigado en algunas regiones españolas de 
fundar Sociedades Anónimas de tipo familiar para negocios modestos, no ha querido fijar un 
límite mínimo de capital a la S.A., y  para respetar aquél postulado ha seguido el sistema de 
imponer, con carácter obligatorio, la forma Anónima a todas aquellas sociedades que, a más de 
limitar de cualquier forma la responsabilidad de sus socios, tengan un capital superior a cinco 
millones de pesetas. Como suplemento del sistema adoptado, en breve se someterá también a las 
Cortes un proyecto de Ley que, con carácter más flexible que el actual, regule la Soc. de resp. lim., 
totalmente huérfana de regulación en nuestro ordenamiento positivo, a pesar del gran número de 
sociedades de este tipo que funcionan en nuestra Patria. De este modo, los beneficios de la 
limitación de responsabilidad podrán ser conseguidos por el cauce de la S.A. para las empresas 
de gran entidad económica y  por el de la Soc. de resp. lim. para las de tipo económico más
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Con posterioridad, también se contempló su inclusión en el Anteproyecto de 
Ley de sociedades anónim as de 1979 y finalm ente se recogió en la Ley 
anteriorm ente citada n° 19 de 1989. Esta ley establece para las sociedades de 
responsabilidad limitada un capital mínimo de 500.000 ptas (art. 3 LSRL), para las 
sociedades anónim as, 10 millones de ptas (art. 4 LSA) y la m ism a cifra para las 
sociedades comanditarias por acciones (art. 152 C. de c.).
De esta cifra mínima de capital social se dice que deberá expresarse en pesetas 
(art. 4 LSA y art. 3 LSRL) y que la reducción del capital social por debajo del 
mismo es causa de disolución de la sociedad (art. 260. 5 LSA y art. 30 LSRL).
Para Girón Tena, el principio de capital social m ínim o en la SA persigue que 
esta fórm ula social quede reservada para la gran em presa, y afirma que "La única 
finalidad del capital mínimo es que la figura no se utilice sino para las grandes 
empresas" (7$).
Pero en la sociedades de responsabilidad lim itada, donde el limite fijado es 
m uy inferior (500.000 ptas), el capital social mínimo no pretende reservar esta 
form a social para  organizar grandes em presas, la finalidad que p re tende es 
com prom eter a los socios, haciéndo les responsab les  de la creación y 
funcionam iento de la sociedad, asegurando un mínimo fondo común.
En cuanto a las sociedades de capital variable, Vicent Chuliá dice que en estas 
instituciones (sociedades de inversión  m obiliaria, sociedad  cooperativa y
modesto". Citado por GIRON TENA en Derecho de Sociedades Anónimas (Según la Ley de 17 de 
julio de 1951) Publicaciones de los Seminarios de la Facultad de Derecho. Valladolid, 1953., p. 56 
75 GIRON TENA, Derecho de sociedades anónimas... p. 55.
En el m ism o sentido MASSAGUER afirma que "el capital mínimo es condición legal de acceso a 
la forma de sociedad anónima", y  que "el establecimiento de este principio, sin duda revitaliza  
la función original de la sociedad anónima como forma de organización jurídica de grandes 
empresas" (en op. cit. p. 5562 y 5563).
Al m argen d e  esta norma general para las sociedades anónim as recogida en el art. 4 LSA no 
debem os o lvidar que el legislador ya establecía para determ inadas so c ied ad es anónim as  
denom inadas especiales, un capital social mínimo por razón del objeto social al que se dedicasen, 
por ejem plo, las sociedades de arrendam iento financiero (100 m illones), las sociedades de  
factoring (100 m illones), las sociedades anónim as de seguros (según el ramo), sociedades  
anónim as bancarias (1.500 m illones) o las sociedades de valores (750 m illones ), por poner 
algunos ejemplos.
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sociedad de garan tía  recíproca) el capital puede aum entar ilim itadam ente y 
"reducirse de igual modo hasta llegar a la cifra de capital social mínimo, por 
debajo del cuál no es posible admitir la salida de socios más que con la 
modificación de los estatutos, reduciendo el capital mínimo o estatutario, con 
llamada a la oposición de los acreedores" (76).
Vamos a estudiar el capital social en las sociedad de garantía recíproca y en la 
sociedad de inversión mobiliaria. En ambas se dan las dos figuras de capital social 
que tratamos de diferenciar.
Las sociedades de inversión m obiliaria se regulan por la Ley 46/1984. de 26 de 
diciem bre de instituciones de inversión colectiva. Pueden existir sociedades de 
inversión colectiva, con capital fijo y con capital variable, naturalm ente nos 
interesan en este m om ento las segundas. El art. 9. 1 de la Ley establece que "El 
capital social mínimo desembolsado de las sociedades de inversión mobiliaria 
será de 200 millones".
Esta norm a podríam os haberla incluido en la relación de sociedades anónimas 
especiales a quienes el legislador ha m arcado un capital social mínimo por razón 
de su actividad. A este capital social mínimo vamos a denom inarlo "legal".
Posteriorm ente, la Ley 46/1984, al regular en los arts. 15 y 16 las sociedades de 
inversión m obiliaria de capital variable menciona como una característica básica 
de estas sociedades, que su capital social "es susceptible de aumentar o disminuir 
dentro de los límites del capital estatutario máximo y del inicial fijado...sin  
necesidad de acuerdo de la Junta general" (art. 15. 1).
El m ism o artículo pero en su párrafo 3C establece determ inadas m enciones 
necesarias que deben recogerse en la escritura de constitución de la sociedad y en 
los estatutos, en tre ellas: "c) El capital inicial, que no podrá ser inferior al m ín im o  
establecido en el art. 9 B de esta Ley. d) El capital estatutario máximo, expresando 
el número de acciones en que esté dividido y el valor nominal de las mismas", 
recordam os que el mínimo establecido en el art. 9 es de 200 millones de pesetas.
La Ley d istingue por tanto, dentro de la variabilidad del capital social dos 
lím ites, uno  m ínim o, al que denom ina "capital inicial", que debe estar
76 VICENT CHULIA, Compendio.... Tomo I p. 273
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íntegram ente suscrito y desembolsado desde el m om ento de la constitución de la 
sociedad (art. 15. 4), y que no puede ser inferior al capital social m ínim o fijado 
legalm ente. El lím ite m áxim o, denom inado capital esta tu tario  m áxim o, no 
podrá superar en más de 10 veces el capital inicial. Para poder m odificar estas 
cifras lím ites exige la Ley el acuerdo de la Junta general con los requisitos 
establecidos por la Ley de sociedades anónim as (art. 15. 10). H ay que entender 
como requisitos, los establecidos por la Ley para la modificación de estatutos.
Por su parte, las sociedades de garantía recíproca, vienen reguladas por el RD 
1885/1978 de 26 de julio sobre régim en jurídico, fiscal y financiero de las 
sociedades de garantía recíproca.
Al igual que en las sociedades de inversión mobiliaria, se establece un capital 
social mínimo (legal) en el art. 7, que será de 50 millones de pesetas (77). Por otra 
parte, en el art. 6 de dicho Real Decreto se establece que "El capital social, que se 
integrará por las aportaciones de los socios, será variable entre una cifra mínima 
fijada en los estatutos y  el triple de dicha cantidad".
D entro de los lím ites establecidos para la variación del capital, éste podrá 
aum entar o dism inuir sin necesidad de modificación estatutaria. La variación del 
capital fuera de los lím ites m encionados exigirá la m odificación de la cifra 
m ínim a fijada en los estatutos. También al igual que la sociedad de inversión 
m obiliaria se exige que en los estatutos sociales se haga m ención de "La cifra 
mínima del capital social" (art. 16. 4. g). En esta Ley en cambio, advertim os como 
se em plea el térm ino "cifra m ínim a de capital", para referirse tan to  al capital 
mínimo legal (art. 7) como al capital mínimo estatutario (art. 16. 4. g).
El régimen jurídico de estas dos sociedades nos perm iten distinguir -a pesar de 
cierta confusión term inológica- dos cifras m ínim as de capital, con funciones 
d istin tas. El que venim os denom inando  capital m ínim o legal, que es el 
establecido en la Ley, tiene la misma función expuesta anteriorm ente al hablar 
del capital social m ínim o de las sociedades anónim as y de las sociedades 
especiales. Su exigencia deriva del m andato legal y podem os decir que la sociedad
77 El art. 7 señala que: "La cifra mínima del capital fijada en los estatutos no podrá ser inferior en 
ningún caso a 50 millones de pesetas y  se expresará en esta moneda".
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no puede desarrollar su actividad con un capital social inferior a ese capital 
m ínim o, en n ingún caso (78). Su exigencia legal hace innecesario tam bién su 
m ención estatutaria.
La finalidad que cumple este capital mínimo legal viene expuesta en el mismo 
Real Decreto 1885/1978 en su Exposición de motivos en los siguientes términos: " 
La finalidad exclusiva que persiguen las Sociedades de Garantía Recíproca ha 
obligado, por otra parte, a disponer que la cifra mínima del capital social no 
pueda ser inferior en ningún caso a 50.000.000 de pesetas. Es difícilmente  
concebible que un capital inferior al señalado pudiera permitir la realización de 
una labor efectiva en el otorgamiento de garantías para la obtención de créditos. 
Siendo por lo demás necesario prestigiar este nuevo tipo de Sociedades, hay que 
evitar su constitución en circunstancias que las harían inviables y  que 
redundarían, en definitiva, en desprestigio de la institución m ism a". P e n sa m o s  
que los térm inos em pleados por el legislador no m erecen com entario por ser 
suficientem ente aclaratorios de su intención.
Por otra parte, lo peculiar de estas dos sociedades es la existencia de otras dos 
cifras (79)/ que denom inam os capital estatutario. El legislador se preocupa porque 
el capital social mínimo estatutario no sea inferior al capital m ínim o legal, y que 
el capital m áxim o no supere una cuantía, que está en relación directa con el 
capital m ínim o esta tu tario  (10 veces el capital m ínim o esta tu ta rio  en las 
sociedades de inversión m obiliaria o el trip le en las sociedades de garantía 
recíproca). D entro de esos límites, la sociedad es libre para fijar dichas cifras en 
sus estatutos sociales.
Estas cifras son de conocim iento público porque aparecen inscritas en el 
Registro M ercantil y realm ente son como la cifra de capital social de cualquier
78 Podem os exceptuar, recogiendo las precisiones formuladas por MASSAGUER, que existe un plazo  
de dos m eses desde que se inscribe el asiento correspondiente a la reducción del capital social y el 
m om ento en que los administradores deben convocar la Junta general para que adopte el acuerdo 
de disolución (art. 262,2 LSA), plazo de maniobra del que d ispone la sociedad para considerar la 
solución más conveniente a su situación: disolverse, aumentar el capital social o transformarse. 
(MASSAGUER, op. c i t . , p. 5583).
79 A pesar de que VICENT CHULIA afirma (en su Com pendio crítico de Derecho mercantil, tomo 1 
p. 273) que en las sociedades de capital variable, "el capital puede aumentar ilimitadamente sin 
modificación de los Estatutos", hem os comprobado com o en la sociedad de inversión mobiliaria 
(art. 15.10) y  en la sociedad de garantía recíproca (art.6) existe un capital social m áximo, cuya 
alteración exige la m odificación de estatutos.
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otra sociedad anónim a, que se ha fijado librem ente (por encim a del capital 
m ínim o legal).
La principal diferencia es que para modificar el capital social de la sociedad 
anónim a es necesario modificar los estatutos, y para m odificar la cifra de capital 
social de una sociedad de capital variable, no hay que modificarlos.
Pero esa variab ilidad  tendrá unos lím ites que funcionan como la cifra de 
capital social de una sociedad anónima; cuando la cifra de capital social vaya a 
quedar reducida por debajo del capital m ínimo estatutario, o al revés, aum entada 
por encima del capital m áxim o estatu tario  habrá que m odificar los estatutos 
sociales para reducir o aum entar las cifras de capital esta tu tario , como si se 
redujese o aum entase la cifra de capital social en una sociedad anónima.
R ecapitulando lo visto hasta el m om ento, podem os decir que el legislador 
em plea la expresión "capital social mínimo" con distintos significados.
En las sociedades anónimas, lim itadas y com anditarias por acciones, el capital 
social mínimo es único y viene im puesto legalmente. En las sociedades de capital 
variable, encontram os en cambio dos cifras de capital m ínim o, una im puesta 
legalmente y otra igual o superior a ésta, que se fija librem ente por los socios en 
los estatutos y que funciona como límite mínimo a la variación del capital social 
de la entidad.
Una vez expuestas las características que diferencian al capital social m ínim o 
presente en las sociedades anónim as, sociedades de responsabilidad lim itada y 
sociedades com anditarias por acciones, de otro capital m ínim o que figura en los 
estatutos de las sociedades de capital variable, vam os a estud iar e régim en y 
funcionam iento del capital social m ínim o de la sociedad cooperativa, para ver 
que tiene de com ún o diverso respecto de los anteriores. Para ello creem os 
oportuno tratar las siguientes cuestiones: vamos a ver en prim er lugar el capital 
social m ínim o como mención necesaria en los estatutos, la necesidad o no de su 
desembolso total, y cómo funciona como cifra de garantía, al reducirse el capital 
social, función que en nuestra opinión es la más im portante y peculiar del capital 
social mínimo de la cooperativa.
3. 3.- Estabilidad del capital social mínimo.
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El capital social de la cooperativa por su peculiar variabilidad no se menciona 
en los estatutos sociales, a diferencia del capital de otras formas sociales, porque 
no tiene m ucha relevancia su cuantía, en la m edida en que en cuanto ingresa un 
nuevo socio aum enta, y si se separa disminuye.
En cambio la cifra de capital social m ínim o si debe figurar en los estatutos 
sociales, la Ley Valenciana en su artículo 10. 3 así lo contem pla: "Los Estatutos 
Sociales deberán expresar como mínimo: 3. El capital social mínimo".
Al figurar en los estatutos sociales, también aparece reflejada en el Registro de 
Cooperativas y por tanto se supone de conocimiento público; de esta form a la 
cooperativa garantiza a los terceros, que con independencia de cuál sea su cifra de 
capital social en cada momento, siempre será superior a la que aparece inscrita en 
el Registro. Pues en el m om ento en que no lo sea, los socios deberán m odificar 
los estatutos con el fin de reducir la cifra de capital social m ínim o señalada, o en 
el caso contrario, y si tampoco se consigue elevar la cifra de capital social en el 
plazo de un año (con nuevos socios o nuevas aportaciones), nos encontram os - 
según el art. 66 LCCV- ante una causa legal de disolución de la cooperativa. Por 
este m otivo decim os que el capital social m ínim o, cum ple una función de 
garantía desde una perspectiva estática frente a terceros.
La estabilidad que afirm am os de esta cifra no significa que deba perm anecer 
estable a lo largo de la vida de la cooperativa, sino que como la cifra de capital 
social de otras formas sociales, se puede variar pero respetando todas las garantías 
y form alidades que se exigen para la m odificación de los estatu tos. La Ley 
valenciana recoge esta posibilidad en el art. 63. 3. donde prevé la reducción del 
capital social m ínim o y establece diversas garantías que a continuación verem os 
(80).
80 La Lev General de Cooperativas no establece ninguna norma al respecto, ni sobre su aum ento ni 
sobre su reducción, sólo el art. 92 contempla la posibilidad de m odificación de los estatutos, pero 
sin hacer expresa referencia ni al aum ento ni a la reducción del capital social m ínim o. La 
respuesta a este silencio podríam os interpretarla en un doble sentido: a) La Ley General de  
Cooperativas no perm ite la m odificación del capital social m ínim o, b) Si la permite, pues prevé 
la modificación de los estatutos y no señala expresamente que el capital social m ínim o no pueda  
m odificarse. En este últim o caso que nos parece el más consecuente, hem os de afirmar la 
importante laguna legal que supone no haber articulado un mínim o sistema de garantías en favor 
d e los acreedores, com o existe para la reducción del capital social en cualquier otra forma social 
(por ejem plo: art. 101. c) LSA y art. 19 LSRL). D ebem os afirmar por tanto que cabe la 
m odificación de la cifra del capital social mínim o, pero con las garantías y form alidades que se 
exigen para toda m odificación estatutaria, entre ellas, la necesidad de que el acuerdo se tom e
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Esta modificación puede consistir tanto en el aum ento de la cifra como en su 
reducción; en el prim er caso al no perjudicar intereses de terceros, el legislador 
no se preocupa de establecer garantías adicionales a las exigidas para cualquier 
otra modificación de estatutos.
En el supuesto de reducción de la cifra de capital social mínimo, el legislador si 
se preocupa porque esta reform a no suponga una burla  a los intereses ya 
contraídos por los acreedores con la cooperativa, y por ello exige ciertas 
form alidades y garantías adicionales; la Ley de Cooperativas de la Com unidad 
Valenciana, en su art. 63 regula la modificación de los estatutos sociales y en 
concreto el apartado 3 establece un procedimiento y ciertas cautelas en el caso de 
que la modificación consista en la reducción del capital social mínimo.
3. 4.- D esem bolso total del capital social mínimo.
Respecto del desembolso de esta cifra, la Ley General de Cooperativas es clara 
al respecto, y en su art. 72. 1 párrafo 2Q establece que "Los estatutos sociales fijarán 
el capital social mínimo con que puede constituirse y funcionar la cooperativa, y 
que deberá estar totalmente desembolsado". Este artículo no señala cual debe ser 
el capital social m ínim o sólo se preocupa de exigir que esté to talm ente 
desem bolsado (81).
Al exigir únicam ente que se desembolse del capital suscrito, la cifra que se 
corresponde con el capital social mínimo, cabría la posibilidad de que sea la 
m ism a cifra el capital m ínim o y el capital suscrito, siem pre que éste se haya 
desem bolsado por completo; aunque ésta no es una decisión recom endable, es 
preferible siem pre que el capital social sea superior al mínimo (82).
La Ley Valenciana en cambio, no señala si el capital social m ínim o debe estar 
totalm ente desem bolsado o no, sólo el art. 51. 10 nos da alguna pista al respecto,
por mayoría cualificada de socios y se inscriba en el Registro de Cooperativas la modificación  
esta tu taria .
81 El art. 14. 2 LGC regula el m om ento constitutivo de la cooperativa, y en su letra f) exige la 
"Manifestación de los otorgantes de que el importe total de las aportaciones desembolsadas por 
los promotores, no es inferior al del capital social mínimo establecido estatutariamente". De 
esta forma el legislador asegura que la constitución de la cooperativa se hace al m enos con ese  
fondo común efectivo.
82 Para ELENA DIEZ, F. (Ideas sobre una posible interpretación p.186) por el contrario, es
aconsejable que el capital social mínimo se haga figurar lo más bajo posible.
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al relacionar esta cifra con la del capital social; dice en concreto este artículo que 
"El capital social mínimo fijado en los Estatutos será en todo caso el 25 por 100 
del suscrito en el momento de la constitución de la Cooperativa".
La lectura de este artículo nos suscita algunas dudas: en prim er lugar qué 
significa que "será en todo caso el 25% del suscrito", ¿es preciso que sea esa 
cantidad? ¿Será como m ínim o el 25% del capital suscrito? La segunda cuestión 
que nos suscita es la ausencia de referencia a la necesidad de estar desembolsado o 
no, y en su caso, en qué cuantía.
Respecto de la prim era cuestión, entendem os que la expresión "será en todo 
caso el 25% del suscrito" debe interpretarse como un mínimo: el capital social 
m ínim o será por lo m enos igual al 25% del capital suscrito  en el m om ento 
constitutivo, y como una norm a supletoria en caso de que los socios no hagan 
figurar en los estatutos sociales esa cifra (83).
Esta in terpretación se justifica en nuestra opinión por el valor de esa cifra 
como garantía frente a los acreedores sociales, y en la conveniencia de establecer 
un capital m ínim o elevado, que constituya una verdadera garantía. Si se critica 
habitualm ente las reducidas cifras de capital social que fijan las cooperativas (®4)/
83 Así parece haberlo entendido LLOBREGAT, cuando afirma en relación con esta norma: "Merece 
especial consideración la disposición contenida a este respecto en la Ley valenciana. En ella se 
establece <el capital social mínimo fijado en los Estatutos será en todo caso el 25 por 100 del 
suscrito en el momento de la constitución de la cooperativa> (art. 51. 10). Con esta disposición el 
legislador valenciano evita el posible olvido de los socios, reforzando por esta vía las garantías 
de terceros" (en M utualidad y em presas cooperativas. Ed. Bosch. Barcelona, 1990 p. 239, nota al 
pie de página nc 368).
84 V. gr., entre los estatutos de algunas cooperativas valencianas, podem os encontrar com o cifras de  
capital social m ínim o las siguientes: 60.000 p tas. (art. 19 de los estatutos sociales (ES) de la 
C ooperativa A grícola de Loriguilla); 200.000 p tas. (art. 15 ES. Sociedad C ooperativa de  
Consum o, Productores Papeleros de Buñol); 10.000 ptas. (art. 17 ES. Cooperativa valenciana de  
Consum o, San José de Fuenterrobles); 928.500 p tas. (art. 16 ES. Cooperativa valenciana de  
viviendas populares); 20.000 ptas. (art. 42 ES. Sociedad limitada de viviendas, San Francisco de  
Borja, cooperativa valenciana).
Excepcionalm ente encontram os, que en los estatutos sociales d e  la Cooperativa valenciana  
limitada de viviendas "Faro del Mediterráneo", no se hace m ención a la cifra de capital social 
m ínim o, pese a ser una exigencia legal, -com o m enciona el art. 10. 3 LCCV-. En cam bio, sí 
menciona una cifra de capital social en un m om ento determ inado, lo que permite, aplicando el 
art. 51. 10 calcular como capital social mínimo el 25% de dicha cifra.
D ice en concreto el art. 25 d e  los estatutos que com entam os: "No habiéndose suscrito capital 
alguno en el momento de constitución de la Cooperativa, pero habiéndose aportado 250 ptas. por 
cada uno de los cooperativistas a partir de su ingreso en la misma se estima en 125.000 ptas.. 
cantidad que durante el desemvolvimiento de la Cooperativa y  en virtud de distintas derramas 
ha sido motivo de variación, y  dadas las aportaciones sucesivas que el desemvolvimiento de la
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no encontram os m ucha justificación para que el legislador limite la posibilidad 
de que pueda superarse el 25% del capital suscrito.
En cuan to  a la segunda cuestión, el leg islador valenciano  no señala 
expresam ente si ese capital mínimo debe estar totalm ente desem bolsado o no. El 
legislador estatal por el contrario ha sido claro al respecto, señalando en el art. 72. 
1 LGC que el capital social mínimo "deberá estar totalmente d e se m b o ls a d o en la 
Exposición de motivos de la Ley se ha justificado esta norm a en defensa de la 
solvencia y credibilidad económica de la cooperativa (85).
N o obstan te  la ausencia de una m ención expresa en la Ley valenciana, 
podem os deducir que al hacer coincidir el legislador el capital social mínimo con 
el 25% del capital social, cifra que necesariam ente -y cómo m ínim o- debe 
desem bolsarse en el momento constitutivo (art. 51. 5 LCCV), está exigiendo que 
esa cuantía tenga un contravalor patrim onial real.
Si interpretam os de esta forma el art. 51. 10 LCCV, llegamos a la conclusión de 
que el legislador valenciano también exige el desem bolso total del capital social 
mínimo. En caso contrario, in terpretando la ausencia como una laguna legal, 
podríam os recurrir a la aplicación supletoria del art. 72. 1 LGC, con lo que 
obtendríam os la misma conclusión.
Si no lo interpretam os en este sentido tampoco se com prende el sentido del 
art. 63. 3 LCCV y la regulación que contiene sobre el m antenim iento de la cifra de 
capital social, po r encima del capital m ínim o, tem a éste que tra tarem os a 
continuación, en el punto 3. 5.
R ecap itu lando  las conclusiones ob ten idas hasta  el m om ento, podem os 
afirm ar que el capital social m ínim o según la Ley de C ooperativas de la 
Com unidad Valenciana, es una cifra estable, que se menciona en los estatutos. Su
misma obliga realizar en forma de derramas, el capital de la Cooperativa se considera como 
variable y  sujeto a las aportaciones que se realicen".
Por lo tanto, podem os deducir en este caso, como capital social m ínimo, la cantidad de 31.250 pts. 
Según la Exposición de m otivos de esta Ley: "En defensa de la solvencia y  credibilidad económica 
de la Cooperativa, se sitúa la matización introducida en la regulación del capital social mínimo, 
al establecer que deberá estar desembolsado y  al precisar que, para fijar la cifra del capital 
desembolsado, se restarán las deducciones realizadas sobre las aportaciones en satisfacción de 
las pérdidas imputadas a los socios".
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im porte será como m ínim o la cuarta parte del capital social, y deberá estar 
desem bolsado en su totalidad en el momento constitutivo.
La siguiente cuestión que nos suscita el tema es si el capital social mínimo 
garantiza un patrim onio  equivalente a su im porte, no sólo en el m om ento 
constitutivo, sino también a lo largo de la vida de la cooperativa.
La respuesta en nuestra opinión, la da el art. 72. 1 de la LGC: "Los Estatutos 
fijarán el Capital Social M ínimo con que puede constituirse y funcionar la 
Cooperativa, y  que deberá estar totalmente desembolsado.
Para determinar la cifra de capital desembolsado se restarán, en su caso, las 
deducciones realizadas sobre las aportaciones en satisfacción de las pérdidas 
imputadas a los socios".
Precisam ente, del contenido de este segundo párrafo  se desprende que el 
capital desem bolsado es un elemento que hay que tener presente no sólo en el 
m om ento co nstitu tivo  de la cooperativa, sino tam bién  a lo largo de su 
funcionam iento si, -como dice la Exposición de m otivos- con ello se pretende 
conseguir la defensa de la solvencia y credibilidad económica de la cooperativa.
Según este artículo, para calcular el capital desem bolsado se deducen las 
pérdidas im putadas a los socios. Como más tarde veremos -en el capítulo II. B. 4 
de esta tesis- el capital desembolsado se puede increm entar por la distribución de 
retornos a los socios, y se puede reducir, si se acuerda im putar las pérdidas a 
éstos, y hacerse efectivo su pago m ediante la reducción de las participaciones 
(desembolsadas) del socio en el capital social (86).
Por lo tanto, y si m antenem os la aplicación supletoria de esta norm a de la 
LGC, podem os afirm ar que la cooperativa deberá tener un patrim onio neto 
superior -o com o m ínim o igual- al que representa la cifra de capital social 
m ín im o .
3. 5.- Función de garantía del capital social m ínimo, mantenimiento 
del capital social por encima de la cifra de capital social mínimo.
86 Al margen de estos supuestos, podem os adelantar que el capital social no se puede incrementar 
por la aplicación de beneficios ni de reservas. En cuanto a las pérdidas, la im putación de las 
m ism as, no derivadas de las operaciones realizadas por los socios con la cooperativa, se hace a 
la reserva obligatoria, y  en última instancia al capital social, pero ello no supone una reducción 
del capital desem bolsado, sino una reducción de la cifra de capital social.
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Antes de analizar la función de garantía que desem peña el capital social 
m ínim o de la cooperativa, debem os definir la naturaleza de este capital social 
m ínim o, en relación con los dos tipos de capital m ínim o que observam os al 
estudiar las figuras afines, en las sociedades mercantiles.
Tanto la sociedad  anónim a como la de resp o n sab ilid ad  lim itad a , la 
com anditaria por acciones y las anónimas especiales, entre ellas tam bién las de 
capital variab le  (sociedad de inversión m obiliaria y sociedad de garan tía  
recíproca), tenían una cifra de capital social mínimo -así denom inada- que venía 
im puesta por la Ley, y que exigía que ninguna sociedad tuviese un capital social 
inferior a esa cifra.
En la cooperativa, no existe una cifra m ínim a de capital social que venga 
im puesta por la Ley. Al respecto dice Vicent Chuliá (87) que en el Proyecto de Ley 
antecesor de la Ley General de Cooperativas 52/1974 de 19 de diciem bre "se 
preveía que el capital mínimo lo fijara el fu turo  Reglamento de Cooperativas 
con carácter general para todas ellas. Pero dada la variedad de cooperativas, la 
Comisión de Trabajo de las Cortes dejó su determinación a los Estatutos de cada 
entidad
Por lo tanto, hoy no existe como en el resto de sociedades un capital m ínimo 
im puesto legalm ente, exceptuando por razón de la activ idad económ ica que 
desarrollan, a las cooperativas de crédito y de seguros (88).
Tam poco podem os decir que el capital m ínim o esta tu tario  fijado por la 
cooperativa funcione como ese capital m ínimo legal. Si así fuese, al reducirse el 
capital por debajo del mínimo estatutario que funciona como m ínim o legal, la
87 VICENT CHULIA, El régimen económ ico de la cooperativa..., p. 161
88 Para las primeras, la Lev 13/1989 reguladora de las mism as establece en su art. 6°: "Capital 
social. El Gobierno, previo informe del Banco de España, establecerá la cuantía mínima del 
capital de las Cooperativas de Crédito en función del número de habitantes de derecho del 
municipio donde radique la sede social de la entidad. Así mismo determinará la medida en que 
dicho capital haya de estar desembolsado".
Para las C ooperativas de Seguros, el art. 10 de la Lev de Ordenación del Seguro Privado n° 
3 3 /1 9 8 4  de 2 d e  agosto  estab lece: "Las sociedades anónimas y  las cooperativas de 
seguro...deberán tener un capital social suscrito de acuerdo con los ramos en que operen, de cuantía 
no inferior a la siguiente: Grupo 1, 320 millones de pesetas; grupo 11, 160 millones; grupo 111, 80 
millones; grupo IV, 40 millones y  grupo V, 500 millones. Para las cooperativas del artículo 15.1 
a), dicho capital será de 2 millones. El capital suscrito deberá estar desembolsado como mínimo 
en su 50 por 100".
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cooperativa debería necesariam ente disolverse o aum entar la cifra de capital 
social. Pero en la cooperativa cabe también la reducción del capital mínimo, lo 
cual es inconcebible en las sociedades mercantiles respecto del capital mínimo 
legal, que es inalterable.
Por tanto, podem os afirm ar que el capital social m ínim o de la cooperativa 
funciona como el capital mínimo estatutario propio de toda sociedad de capital 
variable, y no como un mínimo legal im prescindible para poder funcionar, al 
menos según la Ley valenciana de cooperativas, ya que puede modificarse.
U na vez hecha la an terio r precisión, hay que señalar que las norm as 
fundam entales de la LCCV que nos perm iten afirm ar la función de garantía del 
capital social m ínim o son los artículos 63. 3 y 66. 1 e).
De acuerdo con el art. 66. 1. e) la cooperativa se disolverá si se reduce el capital 
social por debajo del mínimo estatutario, y se m antiene así durante un año.
Por otra parte, el art. 63. 3 regula, dentro de la modificación de estatutos, la 
reducción del capital social m ínim o, d istinguiendo al efecto tres causas que 
pueden m otivar dicha reducción: la baja de socios, la restitución de aportaciones 
a los socios y la compensación de pérdidas imputables a capital social.
Hay que afirm ar ante todo, que la causa por la que norm alm ente se reducirá la 
cifra de capital social mínimo, será para evitar la aplicación del art. 66. 1. e) de la 
LCCV, es decir, evitar la disolución de la cooperativa; y se habrá llegado a este 
punto por la reducción del capital social por debajo del capital social mínimo.
Por eso, cuando el art. 63. 3 habla de causas que m otivan la reducción de la 
cifra del capital social mínimo, no hay que interpretarlo  literalm ente. El capital 
social mínimo no se reduce autom áticam ente por baja de socios o im putación de 
pérd idas, es una cifra estable, fijada en los estatutos sociales, y sólo varía si 
modificamos éstos.
El capital social por el contrario, sí es una cifra variable que se reduce por estas 
causas. Consecuentem ente, el capital social mínimo se reduce por acuerdo de la 
asam blea general de socios, m odificativo de los esta tu tos sociales, cuando el 
capital social, por las causas citadas, queda reducido por debajo de esa cifra estable 
(capital social mínimo) si queremos evitar la disolución de la cooperativa.
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Hechas estas aclaraciones, continuam os con el citado art. 63. 3; de las tres 
causas (indirectas) que pueden motivar el acuerdo de reducción del capital social 
m ínim o, según señala dicho artículo, las dos prim eras causas son en realidad la 
m ism a. Al darse de baja el socio sea ésta voluntaria o no, se le restituyen sus 
aportaciones a capital social; por otra parte, estas aportaciones sólo se reembolsan 
cuando se separa el socio de la cooperativa o cuando se liquida ésta, (supuesto 
que no cabe en el presente caso). Por tanto, sólo es posible la restitución de 
aportaciones cuando se produce la baja del socio, y en consecuencia, las dos 
prim eras causas de reducción quedan identificadas. De esta forma, los supuestos 
de reducción del capital social se limitan a dos: la reducción del capital social por 
restitución de aportaciones como consecuencia de la baja de socios y la reducción 
del capital social por imputación legal de pérdidas.
3. 5. l.-R educción  del capital social por restitución  de aportaciones como 
consecuencia de la baja de socios.
Cuando un socio se separa de la cooperativa, tiene derecho a que se le liquide 
su aportación a capital social (89). La liquidación de su aportación implica, por un 
lado la reducción del capital social en la cuantía representada por la participación 
del socio que se separa, en el mismo. Por otra parte, hay que determ inar el 
im porte que se le restituye al socio.
Este im porte se determ ina en función de la cifra desem bolsada sobre el capital 
suscrito, teniendo en cuenta las posibles reducciones por im putación de pérdidas, 
o increm entos por asignación de retornos. En todo caso, la separación del socio 
im plicará una reducción de la cifra de capital social y -norm alm ente tam bién 
(90). una dism inución del patrim onio de la cooperativa.
La reducción del capital social no tiene m ayor transcendencia, salvo que nos 
encontrem os con que al reducirse va a quedar por debajo del capital mínimo, lo 
cual conllevaría, si no se restituye la diferencia, la disolución de la cooperativa. 
En este caso es cuando entra en aplicación el art. 63. 3 LCCV.
89 Art. 20. e LCCV. Sobre la liquidación del socio que se separa de la cooperativa, véase el capítulo 
IV A. 2. 3 de esta tesis.
90 Podría darse el caso de que por im putación de pérdidas, com prom isos asum idos ante la 
cooperativa, sanciones o descuentos, el socio no pudiese recuperar nada de lo que aportó.
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La reducción del capital social por debajo del mínimo no se produce de forma 
automática. El art. 63. 3 LCCV al referirse a la reducción del capital social por baja 
de socios, m enciona la adopción de un acuerdo. ¿Ese acuerdo se lim ita a la 
modificación de los estatutos sociales, o debe contener tam bién el acuerdo sobre 
la baja de socios, previo al de modificación de estatutos? La Ley de cooperativas 
valenciana no nos facilita m ucho la respuesta.
Para aclarar esta cuestión, nos vemos obligados a recurrir a los antecedentes 
legislativos en m ateria de cooperativas. En concreto la Ley de Cooperativas de 
1974 y su Reglamento de desarrollo de 1978, vigentes a la entrada en vigor de la 
LCCV de 1978.
Según el art. 13. 4 de la LGC de 1974: "Los Estatutos fijarán el capital social 
mínimo. Las normas de aplicación y desarrollo de esta Ley determinarán el 
régimen de reducción del capital en garantía de terceros, de modo que ningún  
acuerdo que implique restitución de sus aportaciones a los socios o a sus  
derechohabientes pueda llevarse a cabo sin que se observen las garantías que se 
establezcan" . Destacam os de este artículo la expresión "ningún acuerdo que 
im plique restitución...pueda llevarse a cabo.." , sin em bargo, no nos dice si el 
acuerdo debe ser adoptado por la asamblea general o basta con el acuerdo del 
consejo rector.
El Reglamento que desarrolla esta Ley, establece por su parte en su art. 35 bajo 
el título de "Reducción del Capital Social" lo siguiente:"Uno. Si por consecuencia 
de la devolución a los socios y, en su caso, a los asociados o sus derechohabientes, 
de sus partes sociales hubiera de quedar el capital social por bajo del capital social 
mínimo, o del límite superior que a estos efectos señalen los Estatutos, será 
necesario acuerdo de reducción adoptado en Asamblea General, que no podrá 
llevarse a efecto antes de que transcurra el plazo de tres meses, a contar...."
De este artículo subrayam os que si el capital social "hubiera de quedar....por 
bajo del capital social mínimo..., será necesario acuerdo de reducción adoptado en 
Asamblea General". Esta norm a sí nos aclara la cuestión. Antes de que el consejo 
rector acepte la baja de un socio debe prever si con ello la cifra de capital social va 
a quedar reducida por debajo del capital mínimo, si es así, tiene dos alternativas: 
adop tar o tras m edidas para ev itar la restitución, o bien convocar asam blea
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general para decidir la reducción del capital social m ínim o, con el fin de poder 
llevar a cabo la restitución de aportaciones.
En apoyo de esta conclusión debem os citar a Vicent Chuliá (91) quien en 
relación con las sociedades de capital variable (donde incluye tam bién a las 
cooperativas) afirm a que el capital puede "reducirse de igual modo hasta llegar a 
la cifra de capital social mínimo, por debajo del cual no es posible admitir la 
salida de socios más que con la modificación de los estatutos sociales, reduciendo 
el capital mínimo o estatutario".
Pero el legislador no se conform a sólo con exigir la reducción previa del 
capital mínimo antes de perm itir la salida de un socio de la cooperativa; sino que 
exige que el acuerdo por el que se decida la reducción del capital m ínim o se 
publique en el D iario Oficial de la G eneralidad Valenciana y en un diario de 
difusión habitual en la zona, con el fin de que los acreedores sociales puedan 
oponerse a la ejecución si sus créditos no son pagados o suficientem ente 
garantizados.
Esta norm a nos recuerda los arts. 165 y 166 de la LSA, y más todavía al art. 98 
de la LSA, antes de la reform a de 1989. En estos artículos, el capital social 
funciona como garantía para los acreedores porque es una cifra de retención del 
patrim onio social, por ello, la reducción de la misma, si conlleva una reducción 
patrim onial, no puede llevarse a cabo si no se da la oportunidad a los acreedores 
de exigir la garantía de sus créditos.
El problem a en la cooperativa está en que el capital social no es una cifra de 
retención del patrim onio. No existe una norm a en la LCCV como el art. 260. 4 
LSA que exija que cuando el patrim onio quede reducido por debajo (de la m itad, 
en este caso) del capital social, la sociedad deba disolverse.
En la LCCV no existe un límite mínimo al patrim onio social, esta ausencia 
genera inseguridad a los terceros que se relacionan con la cooperativa. La única 
posibilidad de garantizar a los terceros un patrim onio m ínim o que responda por 
las obligaciones de la cooperativa, es considerar que el capital social m ínim o, 
constituye un lím ite a la reducción del patrim onio, de forma que siem pre deberá
91 VICENT CHULIA. Compcndio...Tomo 1 p. 273
58
existir un patrim onio cooperativo igual o superior a la cifra representada por el 
capital social m ínim o (92).
Por esta razón, cuando nos cuestionamos en el punto  3. 4 si el capital social 
mínimo debía estar totalmente desembolsado, y si esta cifra debía estar cubierta a 
lo largo de la vida de la cooperativa, llegamos a la conclusión de que a pesar de 
que la Ley valenciana no dice nada, la respuesta debía ser afirm ativa como 
expresam ente reconoce el art. 72. 1 de la LGC. De esta form a se com prende el 
valor del capital social mínimo como cifra de retención y de garantía en favor de 
terceros.
Ahora tenem os que reiterar como hicimos en aquella ocasión que, ante la 
laguna legal existente en la Ley valenciana, debería aplicarse de forma supletoria 
la legislación general cooperativas, en particular su art. 72. 1.
3. 5. 2.- Reducción por compensación de pérdidas.
Cuando la reducción de la cifra de capital social mínimo tiene como finalidad 
ajustarse a la cifra de capital social reducido por pérdidas, el legislador no exige 
ninguna garantía especial en favor de los acreedores, pues las espectativas de 
éstos no se a lteran  ya que la reducción no conlleva una dism inución del 
patrim onio cooperativo, que es la verdadera garantía del acreedor, sino un mero 
ajuste contable.
92 CELAYA UL1BARRY niega que la cifra de capital social m ínim o constituya una garantía para 
lo s acreedores: "tampoco puede decirse que la cifra de capital social mínimo implique un 
compromiso ante terceros de, en caso de reducción del capital por debajo de dicho mínimo, 
realizar nuevas aportaciones o disolverse la cooperativa. Evidentemente, la sociedad  
cooperativa sólo se disolverá si los socios consideran oportuno que ello se produzca; de otra forma, 
les basta, como ya hemos dicho, con modificar los Estatutos Sociales". Y m ás tarde, reitera de 
n uevo "como conclusión, cabe cuestionarse y  considerar "dudosa" la eficacia de este mecanismo 
jurídico conocido como "capital social mínimo", por los siguientes motivos:
1. Frente a los acreedores porque llegado el momento, esta disposición estatutaria puede obviarse 
mediante acuerdo de asamblea general modificando los Estatutos Sociales y  reduciendo la cifra 
de capital social mínimo" (en Capital y sociedad cooperativa. Tecnos. Madrid. 1992 p. 87).
La crítica de este autor está justificada si se tiene en cuenta que es el resultado del análisis de la 
legislación cooperativa, general y  autonómica, y el autor no ha tenido en consideración la Ley 
valenciana.
Esta última, es la única ley de cooperativas que regula expresam ente la reducción estatutaria del 
capital social m ínim o, y toma m edidas en defensa de los acreedores sociales; por ello, en esta 
legislación y sólo en ella, el capital social mínimo funciona com o una auténtica cifra de garantía 
para los acreedores.
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La única exigencia que establece la Ley es que se asegure que la causa de la 
reducción es la im putación de pérdidas, por ello dice el art. 63. 3 en su últim o 
párrafo que "En este caso, para la adopción del acuerdo de asamblea general y su 
inscripción en el Registro de Cooperativas, será necesario que el balance de 
situación de la cooperativa verificado por los expertos contables verificadores de 
cuentas independien tes que estén en el ejercicio de su cargo dem uestre la 
existencia de pérdidas imputables a capital social".
4.- CONCLUSIONES.
Hemos com enzado este apartado buscando un concepto con el que definir el 
capital social de la cooperativa, y que perm ita distinguirlo  del capital de otras 
sociedades. D espués de analizar algunos conceptos que ofrece la doctrina nos 
hem os decidido por elaborar un concepto sencillo que haga referencia a sus 
caracteres principales, dejando para un m om ento posterior el estudio  de las 
funciones que cum ple esta institución.
El capital social de la cooperativa puede definirse como cifra contable de 
naturaleza variable, form ada por el conjunto de las aportaciones obligatorias y 
voluntarias, de sus socios y (en su caso) asociados.
En prim er lugar, el capital social es una cifra contable, representada en el 
pasivo del balance. Es también una cifra variable pues aum enta con el ingreso de 
nuevos socios y se reduce con la salida de éstos, sin necesidad de modificar los 
estatutos sociales; y por último, el capital social cooperativo, se caracteriza por 
estar form ado con aportaciones de distinta clase, aportaciones de socios, de 
asociados (o socios excedentes, según la legislación aplicable), aportaciones 
obligatorias o voluntarias. Cada una de estas clases de aportaciones, confiere 
derechos diferentes a sus titulares, aunque tam poco puede afirm arse que la 
aportación del socio a capital, determ ine la m edida de sus derechos políticos y 
económ icos.
Partiendo de las funciones que suele cumplir el capital social en las sociedades 
m ercantiles, hem os tratado de averiguar si en la cooperativa el capital social 
cum ple tam bién esas funciones.
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D esde luego cum ple una función em presaria l p o rq u e  con el fondo  
patrim onial que constituye, facilita el desarrollo em presarial de la cooperativa, 
pero ni los socios contribuyen a la constitución de ese fondo con ánim o de lucro, 
ni tam poco la cooperativa puede funcionar con ese fondo si no cuenta con la 
participación de sus socios en la actividad económica que constituye su objeto.
Respecto de la triple función organizativa que cum ple el capital social en la 
sociedad m ercantil: sirve para ordenar su estructura financiera, determ ina la 
constitución, com posición, y funcionam iento de los órganos sociales, y por 
último, determ ina la intensidad de los derechos y obligaciones de los socios. En la 
cooperativa, el capital social no cum ple cómo hem os podido  com probar, la 
función de ordenación de la estructura financiera.
Tampoco cum ple la función de ordenación de la estructura orgánica de la 
entidad, porque en la cooperativa, el criterio determ inante en la constitución y 
composición de los órganos sociales, en la toma de decisiones así cómo en la 
im pugnación de las mismas, no es la participación de cada socio en el capital 
social de la cooperativa, sino que cada socio tiene un voto y que incluso pueden 
decidir sobre estas cuestiones los socios de trabajo y los trabajadores de la 
cooperativa.
En cuanto a la influencia del capital social en la estructura corporativa de la 
cooperativa, sólo podem os afirm ar ésta influencia en el derecho al cobro de 
intereses que puede tener el socio (si se acuerda estatutariam ente) y que será 
proporcional al capital social desembolsado; y la responsabilidad del socio por las 
deudas sociales, donde la participación del socio en el capital social es el criterio 
decisivo de su cuantía (en sociedades con responsabilidad lim itada de los socios), 
y en todo caso de su contribución proporcional. Respecto de los demás derechos y 
obligaciones, tanto políticos como económicos que pueden corresponderle a los 
socios, su goce no se hace depender de la participación de los mismos en el capital 
social, sino que dependerán principalm ente de la participación en las actividades 
económicas de la cooperativa (para los derechos y obligaciones económicas), o 
todos d isfrutarán por igual de esos derechos y obligaciones (si son de naturaleza 
social o política).
Tampoco el capital social cum ple la función de garantía que caracteriza al 
capital social de las sociedades mercantiles, y por varias razones. En prim er lugar, 
y desde una perspectiva estática porque el legislador no exige su mención en los 
estatutos sociales, y por tanto, no se garantiza su conocimiento a los acreedores de
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la cooperativa. En segunda lugar, la propia variabilidad del capital social en estas 
entidades im pide su función como cifra de retención. Y en tercer lugar tampoco 
el capital social incide ni en la determ inación de beneficios de ejercicio ni en su 
d is trib u c ió n  a los socios. La cooperativa  tiene su pecu lia r s istem a de 
determ inación y aplicación de los resultados de ejercicio -como verem os en el 
capítulo II-, y en su funcionam iento no incide en absoluto la cifra de capital 
social.
Una figura clave en las cooperativas es la del capital social mínimo. A ella 
hemos dedicado la última parte de este apartado.
Hemos definido el capital social mínimo como una cifra estable que figura en 
los estatutos sociales de las cooperativas, y que funciona como límite m ínim o a 
la variabilidad del capital social, de forma que la reducción de éste por debajo de 
dicho límite es causa de disolución.
Para com prender mejor el sentido y función que cum ple esta cifra en las 
sociedades cooperativas, hemos optado por distinguirla de otras cifras de capital 
social m ínim o, p resen tes en o tras form as sociales: sociedades anónim as, 
sociedades de responsabilidad limitada, sociedades com anditarias por acciones, 
sociedades anónim as especiales y sociedades de capital variable. Del estudio  de 
sus d is tin to s  o rdenam ien tos hem os ex tra ído  como conclusión la posib le 
existencia de tres tipos de capital m ínim o. El capital m ínim o que hem os 
denom inado legal, y que lim ita la adopción o no de una determ inada form a 
jurídica, (v. gr. diez m illones es el capital m ínim o legal para las sociedades 
anónimas). O tro capital social m ínim o viene señalado tam bién legalm ente para 
aquellas sociedades que desarrollan determ inadas actividades económicas (v. gr. 
cincuenta millones para las sociedades de garantía recíproca). Por último, y para 
las sociedades con capital variable, entre las que incluimos a las cooperativas, el 
legislador exige que estatutariam ente se fije un capital social m ínim o que limite 
esa variabilidad; capital que deberá ser en todo caso superior al mínimo legal.
De estos tres tipos de capital social m ínim o, el que está p resente en las 
cooperativas es éste últim o, el determ inado estatutariam ente por los socios, y 
tam bién para las cooperativas de crédito y de seguros, existe un capital social 
mínimo determ inado legalmente en razón de su concreta actividad económica.
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Al estudiar el capital social cooperativo llegamos a la conclusión de que esta 
cifra no cum plía en la cooperativa una función de garantía en beneficio de los 
acreedores sociales. En esta últim a parte, nos hemos propuesto  averiguar lo que 
parecía m ás posible, que sea el capital social m ínim o el que cum ple dicha 
función.
Para averiguarlo nos hemos planteado varias cuestiones de interés en torno a 
la estabilidad de dicho capital, a la necesidad o no de su desembolso, y por último, 
sobre cómo el capital social mínimo cumple esa función de garantía.
Respecto de la prim era cuestión, el legislador valenciano exige (art. 10. 3) que 
los esta tu tos sociales de las cooperativas expresen la cifra de capital social 
m ínim o que será como mínimo el 25% del capital social suscrito en el m om ento 
constitutivo. De esta forma, y dada la publicidad de que son objeto los estatutos 
sociales, la cooperativa garantiza a los terceros que con independencia de cuál sea 
su cifra de capital social en cada momento, siempre será superior a la que aparece 
inscrita en el Registro.
La e s ta b ilid ad  del capital social m ínim o cooperativo , no im p id e  su 
modificación pero respetando siem pre las garantías y form alidades que exige la 
Ley (art. 63. 3 LCCV).
En cuanto a la necesidad o no del desembolso de dicha cifra, pese al silencio de 
la Ley valenciana, hemos considerado que no sólo deberá estar ín tegram ente 
desem bolsada en el m om ento constitutivo, sino que dicha cifra deberá estar 
cubierta a lo largo de la vida de la cooperativa. Esta solución, necesaria en aras de 
la p ro tección  de los terceros que con tra tan  con la cooperativa , p u e d e  
fundam entarse parcialm ente en la interpretación que hem os defendido del art. 
51. 10 LCCV, y sobre todo, en la aplicación supletoria del art. 72. 1 de la LGC.
Las norm as claves que configuran el capital social m ínim o como cifra de 
retención, que cum ple una función de garantía en beneficio de los acreedores 
sociales, son los arts. 66. 1. e y 63. 3. Según el prim ero, la cooperativa deberá 
disolverse si se reduce su capital social por debajo del m ínim o estatutario , y se 
m antiene así durante un año. El art. 63. 3 por otra parte, establece las garantías y 
form alidades a cum plir en el caso de reducción del capital social m ínim o 
estatutario.
El capital social puede variar con el ingreso y salida de los socios, pero siem pre 
que en su reducción no quede por debajo del capital social mínimo. El legislador 
contem pla dos causas que pueden m otivar la reducción del capital social, la
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restitución de aportaciones a los socios como consecuencia de su baja, y la 
reducción por compensación de pérdidas sociales.
En el prim er caso, antes de que el consejo rector acepte la baja de un socio, debe 
prever si con ello la cifra de capital social va a quedar reducida por debajo del 
capital mínimo, si es así podrá, o bien evitar esa reducción con nuevos ingresos o 
aportaciones, aplazando la restitución, etc., o bien, convocar la asamblea general 
para decidir la reducción del capital social mínimo.
El acuerdo de la asamblea general deberá hacerse público en el Diario Oficial de 
la Generalidad Valenciana con el fin de que los acreedores puedan oponerse a la 
ejecución si sus créditos no son pagados o garantizados.
Esta protección que el legislador depara a los acreedores sociales podría quedar 
vacía de contenido, si la cifra de capital social m ínim o constituyese sólo un 
límite a la variabilidad del capital social y no a la reducción del patrimonio. En la 
cooperativa no existe como para las sociedades anónim as una norm a que limite 
la reducción del patrim onio  social, hasta una cierta cifra, cuya superación  
constituya causa de disolución.
Por esta razón, consideram os fundam ental in terpretar que el capital social 
mínimo constituye ese límite necesario, de forma que siem pre deberá existir un 
patrim onio cooperativo igual o superior a esa cifra. De esta forma, podem os 
afirmar definitivam ente que el capital social m ínim o es una cifra de retención 
del patrim onio cooperativo y que garantiza los derechos y expectativas de los 
acreedores sociales.
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B.- APORTACIONES DE LOS SOCIOS
Buscando un concepto con el que definir las aportaciones a capital social, 
hemos escogido la distinción que De la Esperanza M artinez-Radio (93) hace 
entre aportación en sentido objetivo y aportación en sentido jurídico.
En sentido objetivo la aportación es el conjunto de bienes y derechos con 
que cada socio contribuye a la formación del patrim onio social. En sentido 
jurídico, la aportación es una operación jurídica, es la causa que justifica la 
adquisición por la sociedad de la disponibilidad del bien aportado. Este 
segundo sentido de la aportación está íntim am ente ligado al estudio de la 
naturaleza de la aportación, concretamente, al título en que tal aportación se 
realiza, por lo que posteriorm ente al tratar precisam ente el problem a de la 
naturaleza, volverem os sobre este sentido de la aportación. De m om ento, 
vam os a estudiar las aportaciones a capital social en su sentido objetivo y en 
particu lar, las clases de aportaciones que pueden  darse en la sociedad 
cooperativa.
1.- CLASES DE APORTACIONES, OBLIGATORIAS Y VOLUNTARIAS.
Parte la Ley valenciana en su art. 51. 1 por establecer que "El capital social 
de la cooperativa estará integrado por las aportaciones de los socios, 
obligatorias o voluntarias...".
La distinción  fundam ental entre ellas proviene, como claram ente se 
deduce de su denominación, del carácter necesario o no de su suscripción, si 
una persona quiere ser socio de una cooperativa debe com prom eterse a
93 DE LA ESPERANZA MARTINEZ-RADIO, Antonio: "Tradición instrumental y aportación
social". RDM 1960 nc77-78 p. 457
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aportar, y por tan to  debe suscrib ir la aportación  ob ligato ria  que le 
corresponda. Por otra parte, si un socio quiere seguir siéndolo, deberá 
suscribir la nueva aportación obligatoria que la asam blea general decida 
exigirle.
Las aportaciones voluntarias en cambio no se im ponen, tam poco significa 
que librem ente pueda cualquier socio aportar a capital social las m ism as 
cuando quiera y en la cuantía que estime; por el contrario sólo se adm itirán 
cuando la asam blea general lo crea oportuno, y adopte un acuerdo en tal 
sentido, regu lando  el procedim iento y condiciones de suscripción de las 
m ism as.
De esta  d istinc ión  fundam en ta l en tre  aportaciones ob ligato rias y 
voluntarias, se deriva también un distinto régimen jurídico para cada una 
de ellas, que nos obliga a realizar un estudio diferenciado de ambas.
1.1.- Aportaciones obligatorias.
El rég im en  ju ríd ico  de las aportac iones o b lig a to ria s  se recoge 
principalm ente en el apartado 3 del art. 51. Según este precepto: "Los  
estatutos sociales fijarán la cuantía de las aportaciones obligatorias de cada 
socio al capital social en el momento de constituirse la cooperativa, sin 
perjuicio de la facultad  de la asamblea general para modificarlos  
imponiendo nuevas aportaciones obligatorias. Podrán prever que su cuantía 
sea igual para cada socio o que sea proporcional a los módulos de utilización 
de los servicios de la cooperativa por cada uno de ellos1'.
La prim era exigencia que contiene este precepto es que se haga constar en 
el m om ento constitutivo de la cooperativa la cuantía que cada socio debe 
aportar en concepto de aportación obligatoria a capital social. Dicha decisión 
debe recogerse en los estatutos sociales. Por ello, el art. 10 de la Ley, al 
establecer el contenido de los estatutos, recoge en su apartado 4C la mención 
de "la aportación obligatoria de los socios al capital social".
Esta cuantía que viene reflejada en los estatutos sociales no tiene porqué 
ser una cifra determ inada, dependerá de que la cooperativa haya optado por
66
exigir a todos los socios la misma aportación o una aportación proporcional 
a los m ódulos de utilización de los servicios de la cooperativa. Si la 
cooperativa opta por exigir a todos los socios la m ism a aportación , 
posib lem ente ésta sea una cifra determ inada. Si por el contrario , las 
aportaciones deben ser proporcionales a los m ódulos de utilización de la 
cooperativa, no existirá una sóla cuantía sino varias. En este caso, no se 
podrá fijar en los estatutos una cifra determ inada, sino aquel criterio que 
perm ita posteriorm ente -al ingreso de cada socio- determ inar qué aportación 
obligatoria corresponde suscribir por cada uno (94).
C ontinuando con el art. 51. 3, la aportación obligatoria (determ inada o 
determ inable) que figure en los estatutos sociales, no tiene porqué ser 
invariable en el tiem po. La ley prevé que la asam blea general pueda 
modificar los estatutos sociales, e im poner nuevas aportaciones obligatorias 
a los socios.
Sin perjuicio de continuar desarrollando posteriorm ente este precepto, 
podem os destacar ya, distintos tipos de aportaciones obligatorias; por un lado 
la aportación obligatoria que cada socio debe realizar al ingresar como tal, y 
por otro , las nuevas aportaciones obligatorias que con posterio ridad  se 
acuerde por la asamblea general exigirle.
1.1. 1.- Aportación obligatoria en el momento del ingreso.
94 En este  caso, dice Vicent Chuliá (en Comentarios a la Ley General de Cooperativas...op. 
cit. p. 289) que: "La exigencia de aportación mínima puede ponerse en relación con el 
volumen mínimo de servicios que el socio se obliga a utilizar (por ejemplo, capacidad de la 
bodega o almazara cooperativa) o del volumen de producción que se obliga a comercializar 
a través de la cooperativa, o de la calificación profesional de los socios de una Cooperativa 
de trabajo asociado. La aportación obligatoria mínima puede, por ello, aparecer 
determinada o fija, o bien determinable y, por tanto, variable, en atención a la cuota de 
utilización de servicios cooperativizados que solicita el socio".
Entre los criterios em pleados habitualmente, podem os citar, en las cooperativas agrarias, 
la cuantía se fija por hectárea (u otra medida de superficie) cultivada por el socio, y en las 
cooperativas de viviendas, el criterio suele ser también, una cantidad concreta por metro 
cuadrado construido de vivienda.
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Esta es la prim era aportación que debe realizar el socio al ingresar en la 
cooperativa y cuya suscripción es necesaria para adquirir la condición de 
socio, a pesar de que los artículos 14 y 15 de la Ley no lo mencionen entre los 
requisitos exigióles para ser socio.
El ingreso del socio en la cooperativa puede tener lugar en distintos 
m om entos, p u ed e  ingresar en el m om ento en que se constituye la 
cooperativa y por tanto ser un socio fundador, o p u ed e  ingresar en 
m om ento posterio r, una vez esté constitu ida y en funcionam ien to  la 
cooperativa. Las consecuencias que se derivan  según el m om ento del 
ingreso, hacen  que m erezca un tra tam ien to  d iverso  las aportaciones 
obligatorias en el m om ento constitutivo y en el m om ento posterior.
Los socios fundadores constituyeron la cooperativa, cum plieron todas las 
exigencias legales para que la entidad alcanzase personalidad  jurídica y 
tuviese una existencia válida en el m undo del derecho. Por otra parte  
organizaron su estructura económica para poner en m archa una actividad 
em presarial, que sirviese los intereses de los socios. En estos prim eros 
m om entos, los socios dedicaron a la cooperativa tiempo, esfuerzo y riesgo, 
que derivó en una em presa desarrollada y en funcionam iento, que es como 
la encuentra el socio que ingresa con posterioridad, un tratam iento por igual 
de todos los socios -como es propio de la cooperativa- resulta injusto para los 
antiguos socios, por lo que el legislador arbitra fórm ulas que compensen de 
algún m odo ese desequilibrio.
Por otra parte, debe tenerse en cuenta el principio cooperativo que exige 
facilitar el ingreso a los nuevos socios o principio de libre adhesión (art. 3. 1 
LCCV), el cuál está en contradicción con unas condiciones de ingreso 
excesivamente gravosas para el nuevo socio.
Teniendo en cuenta ambas razones, el legislador se preocupa porque las 
condiciones varíen lo m enos posible en función del m om ento del ingreso, 
por ello exige que las aportaciones obligatorias de los nuevos socios no 
superen un d e term inado  lím ite, pero por o tra parte , perm ite  que la 
asamblea general establezca cuotas de ingreso que deberán abonar estos 
nuevos socios.
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a.- Ingreso en m om ento constitutivo.
Con las aportaciones obligatorias a capital social que se realizan en el 
m om ento constitu tivo  de la cooperativa los socios fundadores no sólo 
adquieren su condición de tales, sino que la sum a de todas esas aportaciones 
formará el capital social con que la cooperativa inicia su actividad.
La cuantía de estas aportaciones obligatorias, -como perm ite el art. 51. 3- 
será igual para todos los socios o proporcional a los m ódulos de utilización 
de los servicios de la cooperativa, el criterio que se adopte, se aplicará en ese 
momento a los socios fundadores y se plasm ará en los estatutos sociales para 
su aplicación en el futuro a los socios que con posterioridad ingresen en la 
cooperativa.
b.- Ingreso en m om ento posterior.
Como ya hem os anticipado, el socio puede ingresar cuando la cooperativa 
ya está constituida. En estos casos y con el fin de perm itir la aplicación del 
p rinc ip io  de  p u erta s  ab iertas, el leg islador se p reocupa  po rque las 
condiciones en que se perm ite el ingreso del nuevo socio, no constituyan un 
obstáculo a ese derecho reconocido de ingreso. Por esta razón, el legislador 
ordena que las aportaciones a capital social que deban realizar para ingresar 
como socios no sean superiores a las exigibles en ese m om ento (art. 51. 9 
LCCV); en tendiendo  por aportaciones exigibles en ese m om ento, las que 
correspondan conforme a los estatutos (95).
95 Así, el art. 51. 9 LCCV establece que "Los nuevos socios que entren en la Cooperativa no 
estarán obligados a hacer aportaciones superiores a las obligatorias exigibles en este 
momento".
Esta lim itación de la aportación de los nuevos socios produce lo que algunos econom istas 
denom inan "efecto dilución", que significa que dism inuye la relación: patrimonio neto por 
socio, com o consecuencia del incremento del número de éstos, sin aum ento proporcional del 
capital social (MORALES GUTIERREZ, La especificidad del capital social...p. 23)
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Por otra parte, el legislador perm ite que se puedan  exigir a los nuevos 
socios cuotas de ingreso, que com plem enten su aportación. Para m uchos 
autores, la función que cum plen estas cuotas es com pensar en parte  la 
contribución de los anteriores socios al patrim onio com ún de la cooperativa 
(»«).
M orales G u tié rrez  (97) destaca p rinc ipa lm ente  com o objetivo que 
pretenden las cooperativas con estas cuotas, el igualar las condiciones en que 
se encuentran los antiguos socios. Dice el autor citado, que "la actividad de la 
cooperativa ha generado una serie de excedentes que o se han repartido o se 
han reinvertido. Esta inversión de los beneficios -no capitalizada, o sea sin 
derecho a devolución- se encuentra representada en el balance por los 
"fondos de reserva legales" (Fondo de Reserva Obligatorio y Fondo de 
Educación y Promoción Cooperativa) y otros que se establezcan con carácter 
voluntario. Pues bien, si el nuevo socio sólo aportara la aportación 
obligatoria correspondiente, se encontraría en una situación más beneficiosa 
que los restantes socios, puesto que por una parte su "inversión" es m e n o r  
que la de los demás, y por otra, en caso de liquidación le podría corresponder 
una parte del patrimonio social que dicho socio no ha invertido".
En efecto, la cuota de ingreso viene a com pensar esa situación de 
desventaja en que se encontraría el antiguo socio, pero  no estam os de 
acuerdo con la posibilidad que prevé el autor citado de distribución del 
pa trim on io  social. En nuestro  Derecho cooperativo  no se p revé  la 
distribución del patrim onio social, ni en la Ley general ni en ninguna ley de 
cooperativas autonóm icas. Sólo se contem pla la restitución a los socios de 
sus aportaciones a capital social, con los intereses correspondientes.
96 Para Fem ando ELENA, con la cuota de ingreso, "el nuevo socio debe demostrar su espíritu de 
cooperación al incorporarse a una empresa ya en marcha y  que otros han contribuido a 
formar, entregando si no una parte estrictamente proporcional del Fondo de reserva 
existente, s í  una cantidad que le represente algún sacrificio y  que contribuya a 
incrementarle". (Ideas sobre una posible interpretación... op. cit. p. 201).
97 MORALES GUTIERREZ: Cuotas de ingreso y periódicas...p. 23
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Las cuotas de ingreso constituyen una fuente más de integración del 
patrim onio  cooperativo, pero no se destinan  a capital social como las 
aportaciones, sino a Reservas obligatorias por lo que se convierten en 
irrepartibles.
El art. 55. 1 LCCV dice de estas cuotas, que su cuantía será igual a la exigida 
a los anteriores socios, revalorizada en su caso. Podrá satisfacerse en un 
plazo no superior a 3 años ni inferior a uno, y la cooperativa podrá cobrarlas, 
en todo caso, con cargo a los retornos de ejercicio.
La cuantía máxima, como hemos visto, se pone en relación con la cuantía 
de las anteriores cuotas y no en relación con las aportaciones obligatorias 
como en el caso de la Ley General. Esta Ley establece en su art. 81. 1 que " El 
importe de las cuotas de ingreso de los nuevos socios, no podrá ser superior 
al 25 por 100 del de las aportaciones obligatorias que los mismos hayan de 
realizar de acuerdo con los establecido en el artículo 74". De esta forma, la 
Ley General lim ita el im porte de las cuotas de entrada, evitando que su 
elevada cuantía suponga un obstáculo al ingreso de nuevos socios. La Ley 
valenciana por el contrario es más flexible pues sólo condiciona su cuantía a 
que no sea m ás gravosa que cuotas anteriores, siguiendo de este m odo, el 
criterio establecido en el Reglamento de 1978 (art. 37). Ello no obstante, no 
hay que in te rp re ta r esta norm a como que posibilite fijar una cuota de 
en trada de cuantía ilim itada. Esta discrecionalidad de la norm a no debe 
interpretarse de forma que venga a burlar el principio de libre adhesión del 
socio a la cooperativa.
a.- Vias de ingreso a la cooperativa del nuevo socio.-
Antes de pasar al estudio de las consecuencias económicas del ingreso del 
nuevo socio, es preciso detenernos en una cuestión de interés, las distintas 
m odalidades o vías de acceso del nuevo socio a la cooperativa.
Tradicionalm ente en nuestra legislación cooperativa el ingreso del nuevo 
socio suponía un aum ento en la cifra de capital social, ésta se increm entaba 
en la sum a que el nuevo socio se com prom etía a aportar. Junto a esta 
posibilidad, la Ley valenciana introduce una nueva fórm ula, por la cuál, el
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socio ingresa, sin variar la cifra del capital social, pues las aportaciones que 
suscribe proceden de la baja del socio o de transm isiones que éstos hacen a 
los aspirantes.
Esta nueva m odalidad se regula en el art. 53; sobre la misma volveremos 
posteriorm ente en el punto 3 de este mismo apartado B., pero de m om ento 
nos interesa conocer si ésta es una m odalidad alternativa a la tradicional, o 
si es la única que perm ite actualm ente la ley valenciana.
En concreto, el art. 53, bajo el título de "Admisión de nuevos socios" 
establece: "Si la admisión de nuevos socios regulada en el art. 15 de esta Ley 
se materializa mediante la suscripción de participaciones procedentes de la 
baja de socios o de las ofertas que los socios hayan realizado,..."
Del tenor literal del artículo parece deducirse que es una alternativa: "si la 
adm isión...se m aterializa", ¿Quien decide pues si el ingreso de un socio 
conlleva aum ento  de capital social, o debe suscribir las participaciones 
ofrecidas?. Parece que será el consejo rector, cuando, según el art. 15 conteste 
afirm ativam ente a la solicitud de ingreso del nuevo socio.
Otra cuestión que nos suscita esta alternativa es si puede acordarse en los 
estatutos sociales como condición objetiva para ejercer el derecho a ingresar 
en la cooperativa (art. 10. 6), la existencia de participaciones disponibles por 
ofrecimiento (voluntario o forzoso) de los socios.
Razones a favor de considerar esta condición como objetiva, podrían ser:
a.- Ello estabilizaría el capital social, lo cual beneficia a la cooperativa 
como entidad  económica.
b.- En determ inado tipo de cooperativas como las de viviendas o algunas 
de trabajo asociado, la estab ilidad  del núm ero  de socios condiciona la 
realización del objeto social o la eficacia em presarial de la cooperativa (98).
98 Una cooperativa de viviendas se constituye con el fin de construir viviendas para sus socios. 
La propia naturaleza del objeto social exije una programación previa de las viviendas a 
construir. Una vez  se programan, y se elaboran los planos, no pueden adm itirse socios
72
«Un argum ento de peso en contra, podem os encontrar en la propia Ley, el 
conocido principio de libre adhesión a la cooperativa (art. 3. 1 LCCV) el cuál, 
se ve obstaculizado si por sistema una cooperativa condiciona de esta forma 
el ingreso de nuevos socios (").
La solución m ás equitativa en nuestra opinión podría encontrarse en no 
adm itir com o condición  objetiva del ingreso , la d isp o n ib ilid ad  de 
participaciones. Esta condición debería ser nula tanto si se menciona en los 
estatutos sociales, como si es aplicada de facto por el consejo rector.
En cambio, sí sería posible la adm isión de un socio cuando otro esté 
dispuesto a salirse o a transmitirle parte de sus aportaciones, si ello responde 
a otras condiciones, como son las características de la cooperativa o las 
posibilidades de capacidad de sus instalaciones y servicios (10°).
En definitiva y según nuestra opinión no puede ser considerada como 
condición ni por el consejo rector ni por los esta tu to s sociales, la 
d isponib ilidad  de participaciones, pero sí puede ser el procedim iento  a 
seguir cuando en la cooperativa concurren otras circunstancias, que sí
nuevos, sino que se abre una "listas de socios expectantes" (art. 74. 4 LCCV), socios a los que 
no se les ha adjudicado viviendas, pero esperan que algún titular del derecho de  
adjudicación de una vivienda, le transmita ese derecho. Incluso en este tipo de coopertivas, 
es apreciable en algunos aspectos el principio de puertas abiertas, por ejemplo, el art. 74. 3 
prohibe al titular del derecho de adjudicación de una vivienda, transmitir su derecho si 
existen socios expectantes, excepto si se transmiten a estos socios y respetando el orden de  
antigüedad en el ingreso. También, el art. 74. 4 para el caso de que se sea titular, no ya del 
derecho de adjudicación, sino de la vivienda -y para evitar que se burle la prohibición del 
art. 74. 3- prohibe que se transmita la vivienda antes de que transcurran 5 años desd e la 
adjudicación al socio. Si se desea transmitir, se debe comunicar a la cooperativa, para que 
ésta adjudique la v ivienda a otro socio, "de la lista de socios expectantes respetando el 
orden de ingreso en la cooperativa".
99 ¿Que diferencia existiría en este caso entre el ingreso en una cooperativa o en cualquier otra 
sociedad? Podríam os llegar a la conclusión de que es mas libre el acceso a una sociedad  
anónima que a una cooperativa porque en la SA, puede ingresar com o socio (directamente) 
en una am pliación de capital, o (indirectam ente) por adquisición de unas acciones, y  
además, nadie le exije participar en la actividad económica que la sociedad desarrolla.
100 Condiciones éstas últim as, que ya MATEO BLANCO señaló com o justificativas de la no  
adm isión de un nuevo socio, en "Historia de la reforma de los principios cooperativos", 
REVESCO 1983 p 43.
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pueden condicionar el ingreso, derivadas de la naturaleza de la cooperativa 
o de su capacidad económica.
b.- Cuantía de la aportación obligatoria del nuevo socio.
Según el art. 51. 9 LCCV: "Los nuevos socios c¡ue entren en la cooperativa,
no estarán obligados a hacer aportaciones superiores a las obligatorias 
exigibles en este momento". Las aportaciones obligatorias exigibles serán las 
que figuren en los estatutos al tiempo de solicitar su ingreso el nuevo socio, 
que no tienen porqué ser las acordadas en el m om ento constitutivo, ya que 
con posterioridad la asamblea general puede haber modificado dicha cifra, e 
im puesto nuevas aportaciones obligatorias (art. 51. 3 LCCV).
La ley establece un límite máximo, lo cuál nos suscita la siguiente duda, 
¿tiene el consejo rector facultad discrecional para determ inar la cuantía de la 
aportación obligatoria del nuevo socio, con tal de que respete el lím ite
m áxim o fijado en la Ley?. En nuestra opinión, no existe esa facultad
discrecional, porque recordando el art. 51. 3 LCCV sólo existen dos formas de 
fijar la ap o rtac ió n  obligatoria  en los esta tu tos, m ed ian te  una cifra 
determ inada o m ediante un criterio que determ ine en cada caso la cuantía 
concreta, (p roporcional a los m ódulos de utilización de los servicios 
cooperativos).
Si en los estatutos sociales, se señala una concreta aportación obligatoria a 
capital social por socio, el nuevo socio no deberá apo rtar m ás de esa 
cantidad, pero  ¿puede exigírsele que aporte menos?. Ante la falta de un  
precepto expreso que lo permita, la aplicación del principio cooperativo de 
igualdad de los derechos políticos y económicos entre los socios, que debe 
inspirar la interpretación del Derecho cooperativo (art. 3. 2 LCCV) im pide 
un trato discrim inatorio entre los mismos (101).
Si por el contrario en los estatutos sociales se dice que la aportación obligatoria a capital 
social es proporcional a los m ódulos de utilización de los servicios cooperativos, por 
ejemplo: 100.000 ptas por hectárea, puede ocurrir que el nuevo socio posea más hectáreas que
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1.1. 2.- Nuevas aportaciones obligatorias.
La ley au to riza  que con p osterio ridad  al ingreso del socio en la 
cooperativa, se le puedan exigir nuevas aportaciones obligatorias. El art. 51. 
3 LCCV establece que la asamblea general podrá modificar los estatutos para 
im poner nuevas aportaciones obligatorias, y el párrafo 6 del m ism o artículo, 
regula m ás detalladam ente el supuesto señalando que: "La Asambla General 
por la mayoría del art. 31 apartado 4, podrá imponer en cualquier momento 
nuevas aportaciones obligatorias, con las condiciones de suscripción y 
desembolso que establecerá el acuerdo. Cada socio podrá imputar las 
aportaciones voluntarias que tenga suscritas al cum plim iento de estas 
nuevas obligatorias. El socio disconforme podrá darse justificadamente de 
baja con los efectos regulados en esta Ley".
La posib ilidad  de im poner nuevas aportaciones a los socios de una 
cooperativa es una característica peculiar de este tipo social, que no se da en 
las dem ás formas sociales a que norm alm ente hacemos referencia (sociedad 
anónim a o de responsabilidad limitada); así, en una sociedad anónim a no se 
pueden im poner a los accionistas nuevas obligaciones no previstas en los 
estatutos, si no es con la aquiescencia de los interesados (art. 145 LSA).
Las razones de esta potestad que la ley otorga al acuerdo adoptado por la 
cooperativa son difíciles de explicar, para Vicent Chuliá (102), la posibilidad 
de im poner nuevas aportaciones obligatorias supone una im p o rtan te  
concesión a las exigencias de expansión de la empresa. También puede tener 
su razón de ser -en nuestra opinión- en el concepto de em presa com unitaria 
o en com ún, que siem pre ha caracterizado a la cooperativa, ligado a la
los socios anteriores y en correspondencia deba aportar más a capital social; en este caso, 
aunque su aportación obligatoria sea superior a las exigibles en ese m om ento, no infringe el 
sentido del art. 51. 9 pues en este caso debería interpretarse como que no debe hacerse más 
gravoso para el nuevo socio, el criterio adoptado en los estatutos sociales.
102 VICENT CHULIA, El régimen económico de la cooperativa, p. 167.
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circunstancia  de que en sus orígenes, la cooperativa com o en tid ad  
em inentem ente personalista , contaba con la responsabilidad ilim itada o 
suplem entada (mas allá de lo aportado), de sus socios.
a.- El acuerdo de establecim iento de nuevas aportaciones obligatorias.
Si las aportaciones obligatorias del socio a capital social, deben figurar en 
los es ta tu to s  sociales, la m odificación de las m ism as, su p o n e  una 
modificación a su vez de los estatutos, por ello la Ley exige que el acuerdo 
por el que se soliciten nuevas aportaciones, se ad o p te  por m ayoría 
cualificada.
Establece por ello el art. 31. 4 que "los acuerdos de modificación de 
estatutos,...imposición de nuevas aportaciones obligatorias,...,exigirán la 
mayoría de los dos tercios de los socios presentes y  representados". A d o p ta d o  
el acuerdo por la citada m ayoría, el mismo será obligatorio para todos los 
socios, incluyendo los ausentes y disidentes (art. 25 LCCV) que no soliciten 
en tiempo y forma la baja de la cooperativa.
En el acuerdo, la asamblea general deberá decidir el im porte de las nuevas 
aportaciones obligatorias y las condiciones de suscripción y desembolso, con 
el fin de hacer posible el cumplimiento del acuerdo adoptado.
En cuanto  al im porte  de las nuevas aportaciones o b l ig a to r ia s ,  su 
determ inación es com petencia discrecional de la asam blea general, sin 
embargo, la decisión de este órgano está condicionada por la exigencia de que 
la nueva aportación obligatoria sea igual para todos los socios o proporcional 
a los m ódulos de utilización de los servicios de la cooperativa (art. 51. 3 
LCCV), según el criterio adoptado en el momento constitutivo.
Esta últim a exigencia es a su vez consecuencia del principio de igualdad 
de derechos económicos entre los socios, que proclama el art. 3 Segundo de 
la LCCV. Lo cual no significa tanto que no pueda alterarse el criterio
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incialm ente adoptado, como la prohibición de que dicha alteración genere 
una situación discriminatoria entre los socios (103).
En relación con la suscripción y desembolso de las nuevas aportaciones, 
como hechos dicho, la com petencia para su determ inación la ostenta la 
asamblea general. El art. 51. 6 sólo establece una condición: si el socio tiene 
suscritas aportaciones voluntarias, podrá im putarlas al cum plim iento de la 
nueva obligación.
A pesar de que el apartado  6 del art. 51 -que regula las nuevas 
aportaciones obligatorias a capital social- no establece la necesidad de un 
desem bolso m ínim o, en nuestra opinión es aplicable el apartado  5S que 
exige el desem bolso total en las aportaciones no dinerarias y el 25% como 
mínimo en las aportaciones dinerarias. La discrecionalidad de la asamblea 
está por tanto en acordar el desembolso de ese porcentaje o de uno superior, 
pero  nu n ca  de un porcentaje inferior al legal. Esta conclusión  la 
fundam entam os en que el apartado 5Q del art. 51 se refiere a las aportaciones 
a capital social, y no d istingue  entre aportaciones en el m om ento 
constitutivo y aportaciones posteriores, por lo tanto no cabe deducir del 
silencio del apartado 6 un régimen especial.
b.- O posición al acuerdo.
103 Téngase en cuenta que la participación de los socios en el capital social, no tiene las 
m ism as consecuencias en una cooperativa que en una sociedad mercantil (anónim a o 
lim itada). En la cooperativa esta participación no confiere apenas ninguna ventaja 
económica, ya que si bien el legislador permite remunerar con intereses dicho capital, en la 
práctica, no es m uy frecuente su reconocimiento estatutario en favor de los socios. Por esta 
razón, se com prende la discriminación que supone la obligación de aportar a capital social, 
si no se corresponde con la capacidad de uso cooperativo del socio, salvo que la m edida  
afecte a todos por igual.
El socio que esté interesado en incrementar su aportación a capital, siempre puede tener a su 
disposición las aportaciones voluntarias a capital.
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El socio viene obligado al cumplimiento del acuerdo de realizar nuevas 
aportaciones obligatorias, como está obligado al cum plim iento  de todo 
acuerdo válidam ente adoptado por la asamblea general (art. 25 LCCV).
Pero en este caso, cuando la asam blea general acuerda exigir nuevas 
aportaciones obligatorias, el legislador perm ite al socio disconform e con el 
acuerdo tom ado, no cum plirlo, y ejercer su derecho de separarse de la 
cooperativa, considerando tal separación como justificada (art. 51. 6 LCCV).
Este precepto nos plantea diversas cuestiones, ¿Que debe entenderse por 
socio disconform e? ¿Es el socio que ha votado en contra del acuerdo o 
sim plem ente el que no ha votado a favor?. Por otra parte, el precepto al 
reconocer el derecho de separación no establece ninguna condición sobre el 
plazo de su ejercicio o forma de llevarse a cabo.
En cuanto a la prim era cuestión, el término "socio d isconform e" debe 
in te rp re ta rse  com o aquél socio que no desea rea liza r esas nuevas 
aportaciones, haya votado en contra o estuviese ausente de la asamblea en el 
m om ento de la adopción del acuerdo. La Ley General de C ooperativas 
establece en su art. 32. 3 que "El socio que hubiese salvado expresamente su 
voto o estuv iese  ausente , disconforme con cualquier acuerdo de la 
Asamblea General que implique la asunción de obligaciones o cargas 
gravemente onerosas, no previstas en los Estatutos, podrá darse de baja, que 
tendrá la consideración de justificada,..". Esta ley exige por tan to  una 
oposición expresa o una ausencia.
La Ley valenciana es más flexible al respecto, y por tanto podrá solicitar la 
separación de la cooperativa, el socio que no asistió a la citada asam blea 
general, el socio que asistió y se abstuvo y el socio que asistió y votó en 
contra (J^4). N o parece admisible en cambio perm itir la separación del socio
I®4 En estos casos, el socio deberá probar su abstención o voto negativo, para lo que es 
aconsejable que se haga m ención de ello en el acta de la asamblea general. En cuanto a la 
abstención, no es necesario que lo pruebe el socio porque, como exigen los artículos 30. 3 y 33
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que votó a favor del acuerdo; aunque la Ley no lo dice expresam ente, pero 
cae fuera del ám bito com prendido por el término "socio disconforme".
El citado art. 32. 3 LGC todavía exige más requisitos para poder ejercitar el 
derecho de separación del socio disconforme; exige que presente un escrito al 
consejo rector solicitando su baja, dentro de los 40 días a contar del siguiente 
al de la adopción del acuerdo.
La Ley valenciana es por tanto mucho más flexible también en este punto  
y no exige ningún requisito, excepto que el socio disconforme solicite su baja 
ante el consejo rector -como exige el art. 17-, sin establecer ningún plazo para 
ejercitar ese derecho. Este m ism o art. 17 establece que "El socio de la 
cooperativa puede darse de baja en cualquier momento..." Sin em bargo a 
pesar de este precepto y del silencio del art. 51. 6, razones de eficacia y 
seguridad jurídica exigen que el socio comunique su baja por desacuerdo con 
las nuevas aportaciones antes de que éstas se hagan exigibles conforme a los 
plazos de suscripción previstos por el acuerdo adoptado. En todo caso es 
aconsejable que en los Estatutos sociales se establezca un plazo p ruden te  a 
contar desde la adopción del acuerdo, para que el socio com unique su baja.
La consecuencia que se deriva del ejercicio de este derecho de separación 
es que se cesa como socio y se califica como justificada su baja , lo cual 
implica:
l 2 Que no se le aplicará al socio el párrafo l 2 del art. 17. En éste se establece 
la posib ilidad  de que los estatu tos sociales im pongan  un p eriodo  de 
perm anencia obligatoria del socio no superior a cinco años. Si la baja es por 
causa justificada y en los estatutos aparece la anterior exigencia, ésta no se 
aplica al presente supuesto.
22 Tampoco se aplicará otra facultad que el legislador concede al consejo 
rector en el mismo artículo. Se trata de la posibilidad de acordar que la baja -
LCCV es obligación de la asamblea general al com enzar la m ism a, elaborar la lista de
socios asistentes, presentes o representados.
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una vez solicitada-, no se produzca hasta pasados seis meses desde el día de 
la notificación. Igualm ente, esta condición no sería aplicable si la baja 
solicitada estuviese justificada.
3Q Otro efecto im portante de que la baja sea calificada como justificada es 
que no se le pueden  aplicar deducciones sobre las aportaciones que se le 
deben reem bolsar, exceptuando las posibles deducciones por im putación de 
pérdidas.
4Q Al calificarse de justificada la baja, el p lazo de devolución de las 
aportaciones del socio saliente, tampoco podrá exceder de un año, desde que 
se notifica la baja (art. 54 LCCV).
1. 2.- Aportaciones voluntarias.
Junto con las aportaciones obligatorias, los socios p u eden  realizar 
aportaciones voluntarias a capital social; ambas in tegran el capital de la 
cooperativa pero sus regím enes jurídicos son diferentes. Por ello vam os a 
tra ta r de reseñar aquellas peculiaridades que perm iten  d istingu ir unas 
aportaciones de otras, y cómo han sido tratadas por el legislador.
La prim era nota que las diferencia, como de su denom inación se deriva, 
es su carácter voluntario; aunque sean acordadas por la asamblea general, el 
socio que no esté in teresado en su suscripción, no puede ser obligado a 
suscribirlas.
Antes de seguir adelan te  es preciso que hagam os una a c la r a c ió n . 
Tradicionalm ente la doctrina viene distinguiendo dos tipos de aportaciones 
vo lun tarias, las aportaciones voluntarias a capital social y las aportaciones 
voluntarias que no se incorporan a capital social (105).
105 Al respecto pueden  verse entre otros: MORALES GUTIERREZ, La especificidad del 
capital social, p. 18 o VICENT CHULIA, El régimen económ ico de la cooperativa, p. 167.
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Hoy en día podem os afirm ar que sólo son "aportaciones voluntarias" las 
que se realizan a capital social. La dualidad  tenía su razón de ser en el 
tratam iento que la Ley de 1974 y su Reglamento de 1978 daban a las mismas.
Así, la Ley de 1974 en su art. 13. 5 establecía que : "También podrán 
admitirse aportaciones voluntarias de los socios, especificando en el acuerdo 
social s i se incorporan o no al capital" . En el m ism o sentido, el Reglam ento 
de 1978 las d istinguía; y en su art. 33 regulaba "De las aportaciones 
voluntarias al capital social" y en el art. 36 "Aportaciones voluntarias que no 
se incorporan al capital social".
La relación entre ambos tipos de prestaciones tanto en aquel m om ento 
como en la actualidad, es mínimo. Su naturaleza es distinta, y el único 
punto  de conexión entre ambas es su carácter voluntario.
Las aportaciones voluntarias a capital social son aportaciones de riesgo, lo 
cual significa que el socio las puede perder si la cooperativa va mal. Las 
aportaciones voluntarias que no se incorporan a capital social son simples 
préstam os que el socio concede a la cooperativa, y por lo tanto la cooperativa 
debe restitu irlas integram ente, vaya bien o no. En este caso, el socio se 
constituye como un acreedor más de la cooperativa por la restitución de su 
aportación, sobre la cuál los dem ás acreedores de la en tidad  no tienen 
ningún derecho.
En la actualidad, no tiene ya sentido distinguir dos tipos de aportaciones 
voluntarias. Para ev itar la confusión, tan to  la ley valenciana como la 
general de cooperativas las denom inan  de form a d istin ta . Así, las 
denom inadas hoy en día "aportaciones voluntarias" son aportaciones a 
capital social, y las otras, se engloban en el concepto de "cualquier m odalidad 
de financiación voluntaria de la cooperativa" (art. 55. 3 LCCV y art. 81. 3 
LGC); y para que no quede la menor duda, en ambos artículos se destaca que 
esta financiación no se incorporará a capital social.
H echa la an te rio r p recisión , vam os a co n tin u ar an a lizan d o  las 
peculiaridades de este tipo de aportación. Constituyen ante todo una fuente 
de financiación para la cooperativa; a su vez pueden generar un interés para
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el socio ap o rtan te  m ás elevado que el que rige para las aportaciones 
obligatorias, por lo que puede resultar una inversión atractiva para el socio.
Este p lanteam iento  teórico no ha tenido m ucho éxito en la práctica. El 
socio prefiere a la hora de invertir en su cooperativa, que el importe^ 
invertido se le restituya cuando lo solicite o según se haya pactado, como ha 
puesto de relieve Fernando Elena (106) "La posibilidad de su existencia -(se 
refiere el au tor a las aportaciones no incorporadas a capital social, y que 
define como "préstam o a la cooperativa")- hace poco operativa la regulación 
de las aportaciones voluntarias que s í  se incorporan al capital. Si la finalidad 
de éstas es proporcionar al socio una ocasión de invertir y beneficiar a la 
cooperativa con una mayor disponibilidad, en la práctica, todas las 
aportaciones voluntarias se harán sin incorporarlas al capital, al ser mucho 
más cómodo pactar sin limitación alguna que hacerlo dentro de las que 
tienen, las que s í  se incorporan".
Régimen jurídico de las aportaciones voluntarias.
La Ley valenciana de cooperativas regula estas aportaciones en el art. 51. 6 
in fine: "Igualmente la Asamblea General podrá acordar la admisión de 
aportaciones voluntarias, fijando las condiciones de suscripción, las cuales 
respetarán la proporcionalidad con las aportaciones obligatorias hechas por 
cada socio, si así fuera necesario por exceder el número de solicitudes de 
suscripción a las que se hubiera acordado admitir".
En principio el origen de la adm isión de estas aportaciones parece ser la 
solicitud de algún o algunos socios, al menos eso deducim os del térm ino 
"adm isión". Sin embargo, algunos autores -como Carlos Romero (107)- ven 
su origen como una "emisión" que la cooperativa realiza y que "los socios
106 ELENA DIAZ, F. Ideas sobre una posible interpretación de las partidas..., p. 201
107 ROMERO, C. Análisis económico de los mecanismos de financiación de socios y ..., p. 73
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suscriben libremente los títulos que deseen de la correspondiente emisión" 
(108).
En nuestra opinión son posibles ambos inicios, tanto los socios -que estén 
in teresados en ello- pu ed en  solicitar a la cooperativa la adm isión de 
aportaciones voluntarias, como puede ser la cooperativa, quien necesitando 
financiación haga una emisión y ofrezca a los socios, estas aportaciones.
Si nos atenem os exclusivamente a una interpretación literal del térm ino 
"admisión", sólo cabrían aportaciones voluntarias si los socios lo solicitasen. 
Sin em bargo, una in terpretación  realista  nos inclina a pensar que la 
iniciativa partirá  norm alm ente de los órganos rectores de la cooperativa, 
interesados en conseguir medios de financiación para la cooperativa.
Según hem os visto en la Ley valenciana de cooperativas, la adm isión de 
estas aportaciones podrá ser acordada por la asamblea general. Este es el 
órgano com peten te  para decidir su admisión. La ley valenciana recoge por 
tanto la m ism a solución adoptada por el Reglamento de 1978, en cuyo art. 
33. 1 señalaba que "La Asamblea general podrá acordar la admisión de 
aportaciones voluntarias al capital social".
Con este artículo se puso fin a una polém ica doctrinal que surgió con 
ocasión de la im precisión de la Ley anterior de 1974, que establecía: 
"También podrán adm itirse  aportaciones voluntarias de los socios, 
especificándose en el acuerdo social si se incorporan o no al capital". La 
im precisión del térm ino "acuerdo social" originó distintas tendencias en la 
doctrina. Para Vicent Chuliá, tras reconocer que no se especifica el órgano 
com petente, deduce del contexto que se precisa "acuerdo social de la 
A sam blea General" (109). Fernando Elena en cambio, concede al térm ino,
108 Entendem os el término "admisión" tal como viene definido por el Diccionario de la Lengua 
Española com o "Acción y efecto de admitir", esto es "Aceptar, tomar uno algo que le d a n . / /  
Permitir, co n sen tir .//" . El término "emitir", tiene en cam bio un sentido com pletam ente  
diferente. Según el Diccionario de la Lengua, emitir es "Exhalar o echar hacia afuera una 
c o s a ./ /  Poner en circulación papel moneda, valores, efectos públicos, e t c . / / .
109 VICENT CHULIA, Régimen económico..., p. 167.
83
m ayor ámbito, señalando al respecto que "Tampoco hay nada que se oponga 
a que se regule en Estatutos su existencia y régimen, pues en las palabras 
"acuerdo social" para la admisión caben las tres posibilidades: Estatutos, 
Asamblea General y  Consejo Rector, siempre que sigamos hablando de su 
incorporación al capital social para mantenernos dentro de este apartado" 
( ™ ) .
Tras la aprobación de la LCCV, la Ley General de C oopera tivas, ha 
adoptado un criterio más perm isivo al respecto y distingue tres m odos de 
originarse las aportaciones voluntarias: por acuerdo de la asam blea general, 
por acuerdo del consejo rector si lo preven los estatutos sociales (art. 75. 1 
LGC) y finalm ente, por conversión de aportaciones de los asociados en 
aportaciones vo lun tarias de socios, cuando los prim eros transm iten por 
actos inter vivos o m ortis causa sus aportaciones a los socios O11).
De estas posib ilidades, la Ley valenciana sólo adm ite la prim era. Ni 
siquiera -pensam os- podrán  los socios en los estatutos sociales acordar la 
delegación de esta facultad en el consejo rector. No sólo el art. 51. 6 LCCV no 
da pie a interpretarlo así, sino que además el art. 26 de la m ism a señala entre 
las competencias de la asamblea general, en su apartado 1. c., la adm isión de 
aportaciones voluntarias, declarando en el apartado 2 del m ism o artículo 
que, " E stas competencias son inderogables e indelegables" . por tan to  
competencia absoluta y exclusiva de la asamblea general.
110 ELENA DIAZ, F Ideas sobre una posible interpretación..., p. 196
111 Esta es la fórmula más original por la que pueden surgir las aportaciones voluntarias. El 
art. 40. 5 LGC establece que las aportaciones de los asociados (obligatoria v voluntarias) 
transmitidas a los socios por actos inter vivos o mortis causa, pasarán a tener la naturaleza 
de aportaciones voluntarias del socio . A continuación señala que dichas aportaciones 
quedarán sujetas a las condiciones establecidas por la asam blea general para la última  
em isión  de aportaciones voluntarias de los socios, acordada con anterioridad a la 
transm isión. El problem a se puede plantear si la asamblea general no ha realizado con  
anterioridad em isión  de aportaciones voluntarias de los socios, en ese caso, tendrá que 
regular ex novo las condiciones por las que se regirán.
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Las condiciones por las que se regirán las aportaciones volun tarias 
vendrán determ inadas por el acuerdo social que las admita. El art. 51. 6 sólo 
señala que este acuerdo fijará las condiciones de suscripción; y si el núm ero 
de solicitudes de suscripción superase el núm ero de aportaciones que se 
hubiese acordado adm itir, deberá respetarse la p roporcionalidad  con las 
aportaciones obligatorias hechas por cada socio.
A pesar de que la ley no lo diga, suponem os que el acuerdo social deberá 
determ inar tam bién qué desem bolso  debe hacerse de esas aportaciones. El 
Reglam ento de 1978 -vigente a la en trada en vigor de la ley valenciana- 
exigía en su art. 33 Uno. el desembolso total de las aportaciones voluntarias 
en el m om ento de la suscripción de las mismas, y la Ley general de 1987 ha 
m antenido esta exigencia en su art. 75. 2 (112).
La ausencia de regulación en la ley valenciana no puede considerarse 
como una laguna subsanable con la aplicación supletoria de la ley general. 
En mi opinión, el legislador valenciano conocía la exigencia im puesta hasta 
ese m om ento por el Reglamento de 1978, y si no lo recogió fué precisam ente 
porque prefirió dejar este extremo a la voluntad de la propia cooperativa, 
perm itiendo que regulase el tema en los estatu tos, como lo tuviera por 
conveniente. De esta forma tenemos, que el acuerdo social determ inará cuál 
debe ser el desembolso exigible de las aportaciones voluntarias, siem pre que 
se respete el m ínim o que establece el legislador en el apartado 5 del mismo 
artículo (desembolso mínimo del 25% si se trata de aportaciones dinerarias y 
del 100% en los dem ás casos), ya que esta norm a no d istingue  entre 
desem bo lso  de ap o rtac io n es  o b lig a to rias  o v o lu n ta ria s , sino que 
sim plem ente habla de desem bolso y suscripción de participaciones en el 
capital social.
112 Según este artículo 75. 2 LGC: "Las aportaciones voluntarias deberán desembolsarse 
totalmente en el momento de la suscripción y  tendrán el carácter de permanencia propio del 
capital social del que pasan a formar parte".
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O tro tem a en el que la ley valenciana p resen ta  innovaciones es en 
relación a la parte  que cada socio puede suscribir de esas a p o rta c io n e s  
v o lun tarias . H asta la entrada en vigor de esta ley, cada socio tenía derecho a 
suscribir una parte  proporcional a la aportación obligatoria que tuviera en el 
m om ento de adoptarse el acuerdo (113).
La ley valenciana ha venido  a alterar este régim en, y perm ite  que 
librem ente cada socio suscriba las aportaciones voluntarias que quiera, sin 
necesidad  de resp e ta r n inguna proporción, sólo el lím ite m áxim o del 
im porte total de las aportaciones de cada socio a capital social, que no podrá 
exceder del 25% (o del 45% si se trata de una cooperativa de segundo grado). 
Sólo en el caso de que las solicitudes superen el núm ero de aportaciones 
disponibles, deberá aplicarse un principio proporcional a las aportaciones 
obligatorias hechas por cada socio. Con este nuevo régimen desaparece por 
tanto la posibilidad de transm itir o ceder el derecho de suscripción que a 
cada socio le correspondía antes.
i i  ^Esta condición implicaba dos importantes consecuencias:
a) En prim er lugar, la doctrina discutía sobre si esa proporción era en relación a la 
aportación  ob ligatoria  suscrita o a la efectivam en te d esem b olsad a . Para Carlos 
R O M E R O :"Los socios no pueden suscribir aportaciones voluntarias en proporción mayor al 
volumen de sus aportaciones obligatorias desembolsadas" ( A nálisis económ ico de los  
m ecanism os... op. cit. p. 73). En el m ism o sentido DOMINGO SANZ: también cree que esta 
proporción está en relación con las aportaciones desem bolsadas, y así dice al respecto, "De 
esta forma se trata de animar a los socios a desembolsar cuanto antes la parte de capital 
que hubiesen suscrito" (N ota sobre el m ecanism o de cóm puto de las aportaciones  
voluntarias... op. cit.). A pesar de estas opiniones, considero que la relación se establece en 
función del capital suscrito y no del desem bolsado, porque, cuando el legislador se refiere al 
primero habla norm alm ente de capital o de aportaciones a capital, mientras que si quiere 
hacer referencia al capital d esem b olsad o , hace constar expresam ente el térm ino  
"desembolsado".
b) La otra consecuencia que se derivaba era la posibilidad de que algún socio no quisiese  
suscribir la proporción de aportación voluntaria que le correspondiese. En este caso, y dado  
que son aportaciones voluntarias, no se le podía obligar a suscribirlas. La solución aportada 
por el Reglamento era permitir que los socios que no hiciesen uso de ese derecho, en todo o en 
parte, lo ced iesen  a otros socios o a asociados en su caso. De esta forma, se  daba la 
oportunidad a todo socio de seguir manteniendo su posición en la cooperativa, conservando  
su participación en el capital social.
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El cambio adoptado por la ley valenciana tiene una clara justificación. No 
tiene la m ism a transcendencia la porción de capital social que se ostenta en 
una cooperativa que en otro tipo de sociedad. En una sociedad anónim a por 
ejem plo, el derecho de suscripción preferen te  de nuevas acciones es 
fundam ental. Para Broseta O14) la ratio legis o fundam ento de este derecho 
está en que los accionistas pueden m antener invariables sus participaciones 
en el capital e indirectam ente en el patrim onio de la sociedad, respetando el 
statu quo an terior a la em isión de las nuevas acciones, "Este interés se 
comprende pensando que toda nueva emisión de acciones o de obligaciones 
convertibles puede disminuir la participación que los actuales accionistas 
poseen sobre los beneficios fu turos, las expectativas de ganancia o las 
reservas. Su fundamento puede consistir, además, en el deseo del legislador 
de no debilitar sin su consentimiento la participación de los accionistas en el 
capital, para no reducir la intensidad con la que éstos pueden ejercitar sus 
derechos políticos y  especialmente el derecho de voto". La im portancia de 
este derecho es tal que si su titular no pretende ejercitarlo puede tansmitirlo 
a otro socio interesado en ello. Este derecho se ha convertido en un valor de 
contenido económ ico y negociable, que puede ser objeto de transacción 
m ercantil.
Este planteam iento no tiene sentido aplicarlo en la cooperativa, porque 
en la m ism a, ni se vota ni se obtienen excedentes, ni se participa en los 
órganos sociales en función de la participación en el capital social, por lo 
tanto la m ayor o m enor participación no altera la posición que el socio 
ocupa en la cooperativa.
Esta es la razón que -en nuestra opinión- justifica que se haya abandonado 
el sistema de derecho proporcional de suscripción y cesión de dicho derecho 
por otro sistema más acorde con la naturaleza cooperativa.
114 BROSETA, M. Manual oct. ed. p. 238.
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Finalmente, nos queda por analizar alguna peculiaridad que presentan las 
aportaciones voluntarias en relación con la n a tu ra leza  p e rm an en te  q u e  
caracteriza a toda aportación que se realiza a capital social. Esta nota es por 
tanto común a las aportaciones obligatorias y a las voluntarias.
La perm anencia de las aportaciones significa que pasan a form ar parte de 
los recursos propios de la cooperativa y por tanto no se restituyen al socio 
hasta que la cooperativa se disuelve y liquida o cuando el socio se separa de 
la misma, y siem pre que ésta tenga bienes suficientes -tras satisfacer a los 
acreedores- para hacer posible la restitución.
Las aportaciones voluntarias por tanto no se restituyen hasta que llegan 
estos m om entos y se cum plen las condiciones citadas; ello no obstante, 
pueden perder su naturaleza de voluntarias y convertirse en obligatorias si 
el socio así lo decide.
Nos referim os al supuesto previsto en el art. 51. 6, párrafo l c LCCV:" La 
Asamblea General, por la mayoría del artículo 31 apartado 4, podrá imponer 
en cualquier m om ento nuevas aportaciones obligatorias, con las 
condiciones de suscripción y desembolso que establecerá el acuerdo. Cada 
socio podrá imputar las aportaciones voluntarias que tenga suscritas al 
cumplimiento de estas nuevas obligatorias."
Este supuesto  no constituye realm ente n inguna excepción al carácter 
perm anente de las aportaciones. Esta seguirá siendo perm anente, pero no 
como voluntaria sino como obligatoria, se habrá alterado su naturaleza.
2.- NATURALEZA Y VALORACION DE LAS APORTACIONES.
En este apartado  nos planteam os dos cuestiones, la naturaleza de los 
bienes que pueden aportarse a la cooperativa en concepto de capital social, y 
su valoración cuando la aportación no es dineraria.
2.1.- Aportaciones dinerarias y no dinerarias.
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La ley valenciana, en su art. 51. 4 sólo establece que las aportaciones 
"podrán ser dinerarias , expresadas en moneda española o bien no 
dinerarias”.
Ante la parca regulación del tema por la Ley valenciana, y haciendo uso 
del art. 149. 3 CE (115) aplicarem os supletoriam ente en esta m ateria , la 
legislación general sobre cooperativas, cuyo art. 72. 3 parte, presum iendo que 
las aportaciones a capital social son dinerarias, y en m oneda nacional, salvo 
que los es ta tu to s  sociales o la asam blea general p erm itan  que las 
aportaciones consistan en bienes o derechos.
En este segundo caso, la Ley general señala que las aportaciones podrán 
consistir en cualqu ier b ien o derecho pa trim onial valorab le  en u n a  
determ inada cantidad de pesetas 0  16), y se remite en cuanto al régimen de 
entrega y saneam iento de la cosa aportada, a las normas del Código civil para 
el contrato de com praventa y respecto de la transmisión de los riesgos, a las 
reglas del Código de comercio sobre el mismo contrato.
El resto del art. 72. 3 referente a la naturaleza de las aportaciones al capital 
social cooperativo, no ofrece peculiaridades dignas de m ención que pueda 
diferenciar éste régimen del aplicable a otras sociedades mercantiles (117).
115 Según este  artículo, 3.- Las materias no atribuidas expresam ente al Estado por esta 
C onstitución podrán corresponder a las C om unidades A utónom as en virtud de sus 
respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se hayan asum ido por los 
Estatutos de Autonom ía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de 
conflicto, sobre las de las Com unidades Autónom as en todo lo que no esté atribuido a la 
exclusiva com petencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del 
derecho de las Comunidades Autónomas.
116 En concreto, el artículo 72. 3 menciona: bienes muebles c inmuebles, o derechos asimilados a 
ellos; derechos de crédito, una empresa o establecimiento. Pero adem ás de estos bienes se 
pueden aportar otros como son: materias primas, patentes de invención, marcas de fábrica o 
comercio, nombres comerciales, asistencia técnica o know-how, etc.
1 17 Según el art. 72. 3 LGC: "Las aportaciones se realizarán en moneda nacional.
No obstante, si lo prevén los Estatutos o lo acordase la Asamblea general, también podrán 
consistir en bienes y  derechos.
Si la aportación consistiera en bienes, muebles o inmuebles, o derechos asimilados a ellos, 
el aportante estará obligado a la entrega y  saneamiento de la cosa objeto de la aportación, 
en los términos establecidos en el Código civil para el contrato de compraventa y  se
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Se acusa no obstante la ausencia de una especial atención por la 
aportación de em presa o establecimiento a capital social cooperativo, cuando 
es frecuente que m uchas cooperativas de trabajo asociado o de servicios, 
tengan su origen en la transform ación (económica que no jurídica) de otro 
tipo de entidades, titulares de empresas en crisis, en sociedades cooperativas, 
a las que se puede y suele aportar la empresa en concepto de capital social. En 
relación con este tipo de aportación, el art. 72. 3 LGC se limita a decir que "Si 
se aportase una empresa o establecimiento, el aportante quedará obligado al 
saneamiento de su conjunto, si el vicio o la evicción afectasen a la totalidad 
o a alguno de los elementos esenciales para su normal explotación. 
Procederá también al saneamiento individualizado de aquellos elementos 
de la empresa aportada que sean de importancia por su valor patrimonial"  
< » * > .
Una aportación que sí ofrece peculiaridades en la sociedad cooperativa es 
la del arrendam iento de local de negocios.
aplicarán las reglas del Código de Comercio sobre este mismo contrato en punto a 
transmisión de riesgos.
Si las aportaciones consistieran en un derecho de crédito, responderá de la legitimidad de 
éste y  de la solvencia del deudor.
Si se aportase una Empresa o establecimiento, el aportante quedará obligado al 
saneamiento de su conjunto, si el vicio o la evicción afectasen a la totalidad o a alguno de 
los elementos esenciales para su normal explotación. Procederá también al saneamiento 
individualizado de aquellos elementos de la Empresa aportada que sean de importancia 
por su valor patrimonial...".
U  8 En este tema es preciso que hagamos un breve comentario en relación con la terminología 
em pleada por el leg islador para denom inar este tipo de aportación. Los conceptos  
"empresa" y  "establecimiento" hay que tomarlos en este sentido com o sinónim os, tal vez  el 
legislador ha pretendido con esta reiteración evitar conflictos y admitir las dos corrientes 
básicas que en nuestra doctrina denom inan em presa o establecim iento a la unidad  
patrimonial con vida propia y susceptible de ser inm ediatam ente explotada o pendiente 
para serlo de meras formalidades administrativas, como es caracterizada por el art.3.1 de 
la Ley de Arrendamientos Urbanos.
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La LGC no contem pla expresam ente esta aportación, pero sí señala 
algunas norm as de interés, aplicables a este caso. Me refiero al art. 72. 3 in 
fine cuando establece que, las aportaciones no dinerarias no producen cesión 
o traspaso ni aún  a los efectos de la Ley de A rrendam ientos U rbanos o 
Rústicos, sino que la sociedad cooperativa es continuadora en la titu laridad 
del bien o derecho. La misma norm a es aplicable a la aportación de nombres 
comerciales, m arcas, patentes, y cualesquiera otros títulos y derechos que 
constituyesen aportaciones a capital social.
U na norm a sim ilar a ésta contiene el art. 31. 2 de la Ley de 
A rrendam ien tos U rbanos: "Tampoco se considerará traspaso la cesión que 
del local de negocio o del negocio mismo efectúe el arrendatario a una 
cooperativa u otra unidad sindical...".
Si no se contem plasen estas norm as excepcionales en favor de las 
cooperativas, la aportación  del derecho de arrendam ien to  a ésta, se 
sometería a la legislación que sobre traspaso y subarriendo establece la Ley de 
A rrendam ientos Urbanos O 1^ ).
El art. 72. 3 in fine, al establecer que las aportaciones no dinerarias no 
producen cesión o traspaso ni aún a los efectos de la Ley de Arrendam ientos 
Urbanos o Rústicos, significa que el socio puede transm itir su derecho de 
arrendam iento a la cooperativa, sin que se tengan que cum plir los trámites
119 Y entre los efectos que ello conllevaría destacamos los siguientes:
1.- Para que el arrendatario pueda trapasar el local de negocios debe llevar en dicho local 
como mínimo un año.
2.- El adquirente (en este caso sería la cooperativa) contrae la obligación de permanecer en 
el local sin traspasarlo un plazo mínimo de otro año, y destinarlo a un negocio de la misma 
clase al que venía ejerciendo el arrendatario.
3.- El arrendador, al notificarle el arrendatario su intención de trapasar el local y el precio 
del m ism o, tiene derecho de tanteo y retracto para rescatar sus derechos sobre el local.
4.- Por cada traspaso que se realice, el arrendador tiene derecho a cobrar un porcentaje sobre 
el precio de traspaso.
5.- Cada traspaso que se hace concede al arrendador el derecho a aumentar la renta en la 
cuantía que convenga con el cesionario, y a falta de acuerdo, en un 15% de la renta que 
satisfaga el arrendatario en el momento del traspaso.
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vistos an terio rm en te  y sin que el a rrendador adquiera  n ingún  nuevo 
derecho por esa transmisión.
Por último, y en relación con la aportación de trabajo o servicio, podem os 
decir que, dada su función de garantía que debe cum plir el capital social, 
creando un fondo patrim onial susceptible de responder de las deudas, en las 
co o p era tiv as  com o en las so c iedades anón im as y so c ied ad es  de 
responsabilidad  lim itada, está prohibida la aportación a capital social de 
trabajo, servicios o industria. Incluso a nivel de legislación com unitaria, el 
art. 7 de la Segunda Directiva de 13 de diciembre de 1976 establece que: "El 
capital suscrito  sólo podrá estar integrado por elementos de activo, 
susceptibles de valoración económica. En ningún caso estos elementos del 
activo podrán constituirse por obligaciones consistentes en la ejecución de 
trabajos o en la prestación de servicios" .
Por esta razón, no compartimos la opinión de Morales G utierres cuando 
afirm a que "es un hecho generalizado en las cooperativas de trabajo 
asociado, la aportación precisamente de trabajo (a capital social) que en la 
mayoría de los casos no se contabiliza, y por tanto no consta como tal 
aportación patrimonial"  (12°).
2. 2. Valoración de las aportaciones no dinerarias.
Las aportaciones dinerarias no presentan problem as de valoración, al 
tener que realizarse en pesetas, son de fácil cuantificación.
Las aportaciones no dinerarias en cambio, sí preocupan; y cuando se las 
adm ite, el legislador las somete a una serie de cautelas con el fin de que su 
existencia sea real y su valoración justa.
Las aportaciones no dinerarias preocupan porque se pueden contabilizar 
com o capital social, aportaciones ficticias o bien, po r que p u ed en
120 MORALES GUTIERREZ ("La especificidad.... op. cit. p. 21).
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sobrevalorarse las aportaciones hechas O21), y en estos casos, la sociedad surje 
a la vida jurídica con un patrim onio inferior a la cifra representada por el 
capital social, con las consecuencias negativas que ello reporta a la sociedad, 
a sus socios y a los terceros, en la m edida en que ven reducidas sus garantías 
reales.
En la legislación cooperativa que venimos analizando y como ya hemos 
visto, se adm iten las aportaciones no dinerarias a capital social y por lo 
tanto, el legislador pone en m archa diversas acciones para evitar posibles 
fraudes.
La regulación legal de esta m ateria ha variado m ucho en los últim os 
años, la problem ática y los intereses afectados por la valoración de las 
aportaciones son comunes a todo tipo de entidad jurídica, sea sociedad o 
cooperativa, por ello encontram os en las diversas regulaciones de estas 
figuras, reg ím enes sim ilares. El conocer, au nque  sea b revem ente  la 
evolución histórica de esta materia, nos ayudará a com prender el régimen 
actual.
La Ley 52/1974 general de cooperativas, no m encionaba la existencia de 
apo rtaciones in n a tu ra  ni su  valoración, el R eglam ento que vino a 
desarrollarla aprobado por RD 2710/1978 dedicaba en cambio un extenso 
artículo 31. 4 a su regulación. Este artículo, preveía un doble sistem a de 
revisión de la valoración de las aportaciones hechas, en prim er lugar 
correspondía al consejo rector asegurarse de la exacta valoración y en 
segundo lugar podía solicitar la revisión judicial en los m ism os térm inos 
previstos en la Ley de sociedades anónimas de 1951, a cuyo art. 32 se remitía 
el Reglamento de cooperativas.
121 La infravaloración no preocupa al legislador porque no perjudica a nadie, salvo al propio  
aportante o a los intereses de la Hacienda Pública por lo que respecta a la determinación de 
la base im ponib le del Im puesto sobre Transm isiones Patrim oniales y Actos Jurídicos 
Documentados.
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La siguiente ley que se dicta en nuestro Estado sobre cooperativas es la Ley 
vasca 1/82, ésta en su art. 20. 2 sigue la tradicional rem isión al sistema de 
valoración previsto en la LSA de 1951 (122).
La Ley catalana 4/1983, en su art. 48 y la Ley valenciana en su art. 51. 4 son 
similares e introducen como novedad la exigencia de un informe previo a la 
valoración, em itido por un experto independiente, que se incorporará a la 
escritu ra  de constitución. Esta nueva exigencia tiene su origen en la 
adaptación al Derecho cooperativo de la legislación comparada, y en especial 
-como pone de relieve Vicent Chuliá (123)- de la Segunda Directiva de la CEE, 
pero  sobre todo se debe a los trabajos que en ese m om ento se estaban 
llevando a cabo con el A nteproyecto de reform a de la Ley de sociedades 
anónim as.
A partir de estas dos leyes, catalana y valenciana, cambia el sistema de 
valoración de las aportaciones in natura, y se exige la valoración por experto 
contable (124)
Según este nuevo sistema, y tom ando como referencia el art. 51. 4 de la 
LC C V , las aportaciones no d inerarias "requerirán siempre un informe de 
valoración hecho por experto independiente, sin perjuicio de que de su 
existencia respondan en todo caso los miembros del Consejo Rector. Esta 
valoración podrá ser revisada por acuerdo de la Asamble General a petición 
escrita de un socio en el plazo de 30 días desde que se diera a conocer dicha 
valoración ”.
122 Art. 20. 2 Lev V asca: "La valoración efectuada por el Consejo Rector podrá revisarse 
judicialmente de acuerdo con lo establecido al respecto por la LSA".
123 VICENT CHULIA, Compendio...I p. 261
l-24 En este sentido, tam bién podem os citar el art. 72. 3 de la LCC según el cuál: "...La 
valoración de las aportaciones no dinerarias será realizada por el Consejo Rector, previo 
informe de uno o varios expertos independientes, bajo su responsabilidad, sobre sus 
características, valor y  criterios utilizados para obtenerlo...".
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Las cautelas que el legislador valenciano toma respecto a la valoración de 
las aportaciones in natura son:
1) La valoración se hará por un experto independiente que será nom brado 
por los fundadores de la cooperativa, en el m om ento constitutivo, y por el 
consejo rector si la aportación se realiza en m om ento posterior. Dicho 
experto deberá tener la titulación legal que exija la valoración de que se trate.
2) En la escritura de constitución se describirán los bienes no dinerarios 
que se aporten, y se m encionará la valoración asignada por el experto 
contable independiente (art. 33. 1. f) del Decreto 136/1986 de 10 de noviembre 
del Consell de la Generalitat Valenciana, por el que se regula el Registro de 
cooperativas de la Com unidad Valenciana) (125).
3) De la existencia del inform e de valoración responderá en todo caso el 
consejo rector.
4) Finalm ente, establece el art. 51. 4 LCCV que la valoración podrá ser 
revisada por acuerdo de la asamblea general a petición escrita de un socio en 
el plazo de 30 días desde que se diera a conocer dicha valoración (126).
125 Art. 33. 1. O: "Uno. La inscripción de la constitución de ¡a cooperativa se efectuará 
mediante escritura pública en la que se hará constar: f) El metálico, los bienes o derechos 
aportados por los socios cooperadores, el valor atribuido por experto contable  
independiente a las aportaciones y  el número de títulos o partes recibidos".
i 26 La duda que este artículo crea es que no determina quien debe llevar a cabo la revisión. El 
socio la solicita y  la asamblea general aprueba que se realice, pero ¿por quién?. En la norma 
predecesora a la Ley valenciana, -Reglamento de 1978- existían dos niveles de revisión de  
las valoraciones hechas, un primer nivel competencia del consejo rector, y un segundo nivel 
com pentencia del Juez. ¿A cual de ellos se puede referir el art. 51. 4?. En mi opinión la 
revisión de una valoración hecha por un experto independiente, sólo puede hacerla otro 
experto también independiente. Si el primero fue nombrado por el Consejo Rector, y éste  
órgano asum e cierta responsabilidad por el informe elaborado por el experto, lo lógico sería 
que el segundo experto sea nombrado por el Juez, como preveía el art. 32 de la LSA de 1951, 
al que se remitía el anterior Reglamento de cooperativas de 1978.
Según dicho art. 32 "...cualquier accionista podrá solicitar del juez de Primera Instancia el 
nombramiento de un perito, que revisará la valoración efectuada por los administradores. 
El Juez decidirá cual de las dos valoraciones es la justa, y, en su consecuencia, resolverá 
sobre las costas".
A diferencia de este artículo, la Ley valenciana exige que la solicitud al Juez no la pueda  
hacer cualquier socio, sino sólo tras el acuerdo de la asamblea general.
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3.- LAS PARTICIPACIONES EN EL CAPITAL SOCIAL COOPERATIVO.
La Ley de Cooperativas de la Com unidad Valenciana es la única ley de 
cooperativas que habla de "participaciones" como contraprestación que el 
socio recibe por sus aportaciones a capital social O27).
Antes que nada tenemos que advertir que la cuestión que planteam os no 
es un m ero problem a terminológico; aportaciones sociales y participaciones 
sociales son térm inos con significados diferentes. Así, según el Diccionario 
de la Lengua Española, aportar es "Dar o proporcionar // Llevar cada cual la 
parte que le corresponde a una sociedad.", m ientras que partic ipar es "Tener 
uno parte en una cosa o tocarle algo de ella", y p a r t ic ip a c ió n :  "parte que 
corresponde a cada uno de los que participan en algo".
La participación es por tanto, consecuencia o resultado de la aportación, o 
cómo afirm a Vicent Chuliá (128) las participaciones en el capital social de la 
cooperativa son lo que se recibe a cambio de las aportaciones.
A pesar de la novedad introducida por la Ley valenciana al hablar de 
participaciones, no las regula claramente, ni siquiera define en qué consisten 
esas partic ipaciones, cuantas se pueden  tener, o qué consecuencias se 
d eriv an  de su transm isib ilidad ; la ausencia de regulación  de estos 
im portan tes tem as p lantea problem as in terp re ta tivos que hacen dificil 
en tender su funcionam iento.
A continuación, vamos a ver en prim er lugar cómo vienen reguladas en 
la Ley valenciana de cooperativas las partic ipaciones cooperativas, su
127 Entre m uestros antecedentes hay que reseñar el Reglam ento de 1971, en cuyo art. 15 se 
regulaba la "Transmisión de participaciones sociales”, y contem plaba estas com o títulos 
norm inativos extendidos por la Junta rectora, que expresan la participación del socio en el 
capital social (art. 10. 3 R. 1971). Con posterioridad, la Ley de Cooperativas de 1974 (arts. 
13 y 14) y su Reglamento de 1978 (art. 34) hablaban de aportaciones sociales y en cuanto a su 
tran sm isib ilid ad , d e  "partes sociales". P osteriorm ente, las ley es  vasca, catalana, 
andaluza, General, navarra o Ley de cooperativas de crédito, hablan exclusivam ente de 
"aportaciones sociales" y  de "títulos de aportación".
128 VICENT CHULIA, Notas en torno a la Ley General de Cooperativas... p. 22
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distinción frente a otras figuras afines presentes en nuestro ordenam iento 
jurídico, y finalm ente, analizarem os algunos de los p rob lem as más 
im portantes que plantean, principalm ente en torno a su transm isibilidad.
3. 1.- Régim en jurídico de las participaciones en la Ley de 
Cooperativas de la Comunidad Valenciana.
La LCCV habla en varias de sus norm as de las participaciones de los 
socios en el capital social. Esas normas pueden agruparse según las materias 
que regulan en tres grupos.
a) En prim er lugar, se regula la participación como forma de acreditar las 
aportaciones a capital s o c ia l . En particular, el art. 51 señala que las 
aportaciones que el socio hace a la cooperativa se acreditarán m ediante 
títulos o libretas de participación, que serán nom inativos y no negociables, 
en los que se anotarán  las cantidades desem bolsadas y las que quedan 
pendientes, coincidiendo con las anotaciones hechas en el Libro de Registro 
de Aportaciones Sociales que llevará la cooperativa.
b) En segundo lugar, se regula la transm isión de las participaciones de los 
socios, en los artículos 52 y 53 LCCV.
El art. 52 d istingue fundam entalm ente dos supuestos de transmisión: la 
cesión de participaciones entre socios y la transm isión m ortis causa a los 
herederos del socio.
En el prim er caso, el legislador perm ite que entre los socios se puedan 
transm itir una o varias participaciones, sin perder la condición de socio 
(129), siem pre que se cum plan ciertas condiciones:
129 queda claro en la Ley valenciana si el socio podrá transmitir todas sus participaciones 
p ed ien d o  con ello su condición de socio, como sí permitía el Reglamento de 1971, o tendrá 
que conservar al m enos una. El art. 15 de este Reglamento, en su párrafo Dos, establece que 
"Le transmisión por actos "inter vivios" podrá hacerse de forma parcial o total, 
dettrminando esta última la pérdida de la condición de socio".
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l e Que el socio transm itente retenga al menos un título de participación.
2Q Que se respeten las normas que al efecto puedan establecer los estatutos 
sociales.
3Q Que se com unique al consejo rector en el plazo de 15 días.
En el caso de sucesión mortis causa, los herederos que lo soliciten pueden 
adquirir la condición de socios, si tienen derecho al ingreso conform e a la 
Ley. Para ello, deberán repartirse entre ellos las participaciones del causante, 
quedando  obligados a suscribir las participaciones obligatorias que falten 
para conseguir el m ínim o obligatorio que en ese m om ento les corresponda.
El art. 53 contem pla el supuesto  del nuevo socio que ingresa en la 
cooperativa y cuya adm isión se m aterializa m ediante la suscripción de 
participaciones procedentes de la baja de los socios o de las ofertas que otros 
hayan realizado al consejo rector (130).
c) Finalm ente, en tercer lugar, se encontrarían los arts. 59. 3 b) y 60. 3 c) 
que regulan  la distribución de los resultados del ejercicio. Estos artículos 
establecen el m odo en que se pueden  asignar los excedentes netos del 
ejercicio económico, o por el contrario, im putar las pérdidas del mismo.
El art. 59. 3 contem pla la distribución de los excedentes netos entre los 
socios en concepto de retornos, y señala que la distribución podrá hacerse en 
las m odalidades siguientes:
"a) Con su pago en efectivo en el plazo de tres meses desde la aprobación 
de las cuentas por la Asamblea General Ordinaria.
130 s egún el art. 53 LCCV: "Si la admisión de nuevos socios regulada en el artículo 15 de esta 
Ley se materializa mediante la suscripción de participaciones procedentes de la baja de 
socios o de las ofertas que los socios hayan realizado, el Consejo Rector recibida la solicitud 
de nuevos ingresos en la que se especificará el número de participaciones que se pretende 
suscribir, lo comunicará a los socios que previamente hubieran manifestado su intención de 
reducir su participación en la Cooperativa y  lo hará público en el tablón de anuncios del 
domicilio social para que en el plazo de un mes todos los socios puedan ofrecer por escrito las 
participaciones que están dispuestos a ceder. En la forma y  con los criterios que prevean los 
Estatutos el Consejo Rector distribuirá a los nuevos socios las participaciones que se 
hubieran ofrecido o que por cualquier razón estuvieran pendientes de asignación".
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b) Con la emisión y  entrega al socio de t ítulos de participación en 
concepto de aportaciones obligatorias equivalentes a los retornos que les 
correspondan, procediendo a la correspondiente elevación del capital social.
c) Con la constitución de una Reserva Voluntaria que limite la 
disponibilidad de los fondos por la Cooperativa a un periodo* máximo de 
cinco años y  garantice su distribución posterior al socio titular, en la forma 
que establezcan los Estatutos".
De este artículo nos interesa particularm ente el apartado b) que prevé la 
distribución de retornos, m ediante la emisión y entrega al socio de títulos de 
participación.
El art. 60. 3 en cambio, regula la liquidación de la deuda de cada socio 
derivada de la im putación de las pérdidas, la cuál puede hacerse también de 
alguna de las siguientes formas:
"a) Pago en efectivo durante el ejercicio en que se aprueban las cuentas 
del anterior.
b) Pago con cargo a los retornos y a cualquier crédito que el socio tenga 
contra la Cooperativa pudiéndolo fraccionar en los siguientes cinco años.
c) Pago mediante la reducción proporcional de las participaciones del 
socio en el capital social".
En este caso, es el apartado  c) el que nos interesa, pues contem pla el 
supuesto de reducción del núm ero de participaciones del socio en el capital 
social, como consecuencia de la im putación al mismo de las pérd idas del 
ejercicio.
Como puede observarse, la Ley no es m uy explícita en la regulación del 
régim en jurídico de las participaciones. Para com prender mejor esta figura 
tenem os que ponerla en relación con otras figuras jurídicas más conocidas 
en el Derecho de sociedades, y en la comparación extraer las semejanzas y 
diferencias. Nos estam os refiriendo a las participaciones en sociedades de 
responsabilidad lim itada y a las acciones de la sociedad anónima.
3. 2.- Naturaleza jurídica y distinción de figuras afines.
99
No pretendem os en este apartado hacer un estudio detallado de las 
participaciones de la sociedad de responsabilidad lim itada (SRL en lo 
sucesivo) y las acciones de la sociedad anónima, sino que vamos a recoger en 
primer lugar y brevem ente las diferencias que habitualmente la doctrina 
señala entre participaciones y acciones, para posteriormente dedicar un poco 
más de atención a la distinción entre las dos clases de participaciones: 
participaciones en la SRL y participaciones en la cooperativa.
La Ley de sociedades de responsabilidad limitada en su art. 1 establece que 
el capital social estará dividido en participaciones iguales, acumulables e 
indivisib les, que  no p o d rá n  incorporarse  a títu los negociables n i  
denominarse acciones.
Esta expresa alusión a la acción para excluirla de la denominación de 
participación ha servido para que parte de la doctrina señale la diferencia 
entre ambas en que, la participación no puede incorporarse a valores 
mobiliarios, y por ello no puede denominarse acción.
Para Broseta, la diferencia entre ambas no debe buscarse simplemente en 
un hecho externo como es la incorporación de la participación a un valor 
mobiliario, sino en la causa profunda por la que el hecho se produce. Y la 
causa está en la diversa posición jurídica que posee el socio de una sociedad 
anónima y el de una sociedad de responsabilidad limitada. En la SA. el socio 
lo es por adquirir una acción, en la SRL el socio adquiere su condición si los 
demás socios lo desean.
La acción es expresión  por tanto de un in tu i tu s  pecuniae,  y la 
participación de un intuitus personne. En consecuencia -afirma este autor-, 
"a diferencia de la acción, la participación ni incorpora ni a tr ibuye  
directamente la condición de socio , sino que se limita a configurar la 
posición jurídica que se adquiere por ser parte, originaria o derivativa en el 
contrato social. La participación no viene a ser así algo "materializado" o 
"despersonalizado" como la acción, sino un modo unitario de definir y 
principalmente de medir un conjunto de derechos y de obligaciones que
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corresponden a un sujeto, por el hecho de ser parte de una relación jurídico- 
social" (131).
Por otra parte, tenemos que distinguir el térm ino cooperativo de 
partic ipac ión , de  las partic ipaciones sociales en una  sociedad  de 
resp o n sab il id a d  lim itada. En la cooperativa, -al m enos, según  la 
terminología de la Ley valenciana-, el socio no sólo tiene una participación 
en el capital social de la cooperativa, lo cuál podría interpretarse como una 
cuota sobre el total de la cifra de capital, sino que tiene o puede tener un 
número de participaciones en dicho capital, que puede adquirir o transmitir, 
sin perder su condición de socio, siempre que retenga al menos una 
participación -como señala el art. 51. 1 LCCV-.
Este concepto de participación es el que se aproxima a la participación 
social en la SRL. Las participaciones en la SRL se caracterizan según hemos 
visto en el art. 1 de la Ley que las regula, por ser iguales, acumulables e 
indivisib les, y por no poder  incorporarse  a títulos negociables ni 
denominarse acciones.
Las participaciones cooperativas son también acumulables e indivisibles, 
y por regla general iguales, como veremos posteriormente en el punto  3. 3, y 
se acreditan por títulos o por libretas de participación, que son nominativos 
V no negociables.
C ontinuando con las similitudes, Vicent Chuliá (132) señala que "Las 
participaciones sociales de la SRL constituyen una cuota del capital social y  
el conjunto de derechos y obligaciones que integran la condición de socio". 
A ello añade la circunstancia de que son esencialmente transmisibles no 
siendo válido el pacto que prohiba totalmente las transmisiones.
131 BROSETA. Manual... 8e cd. p. 321.
132 VICENT CHULIA. Compendio...p. 523
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Vamos a ver si estos caracteres concurren también en las participaciones 
cooperativas. En principio la participación cooperativa representa también 
una cuota del capital social, sin embargo este carácter nos permite adelantar 
ya una im portan te  diferencia entre ambos tipos de participaciones. La 
participación en la SRL no representa sólo una cuota del capital social como 
afirma Vicent Chuliá, sino una cuota del patrim onio de la sociedad. La 
participación en la SRL es una parte alícuota del patrimonio de la sociedad. 
En la cooperativa en cambio, la participación representa exclusivamente una 
cuota del capital social y en ningún caso una parte alícuota del patrimonio 
de la cooperativa, porque como pudimos ver al tratar del capital social de la 
cooperativa, el patrimonio de ésta es irrepartible, excepto lo que representan 
las aportaciones de los socios a capital social, actualizadas y con los intereses 
correspondientes.
Por otra parte ,  -según afirm a Vicent Chuliá- las partes  sociales 
determ inan  el conjunto de derechos y obligaciones que in tegran la 
condición de socio. Este carácter no se da en las participaciones cooperativas 
pues como también tuvimos ocasión de ver al estudiar el capital social de la 
cooperativa, la participación del socio cooperativo en el capital social no 
representa la m edida de sus derechos y obligaciones como socio, salvo el 
derecho al cobro de intereses y la responsabilidad por las deudas sociales, que 
se tienen en proporción al capital aportado.
Finalmente, en cuanto a la transmisibilidad de las participaciones. A 
diferencia de las acciones, la transmisión de las participaciones no conlleva 
la transmisión de la condición de socio^si no se respeta el procedimiento de 
transmisión previsto en los arts. 20 y ss de la Ley de SRL.
Según estos artículos, la transmisión de participaciones entre socios es 
libre, respetando unos mínimos requisitos: comunicación por escrito a los 
administradores, e inscripción en el libro registro de la transmisión (art. 22 
LSRL).
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Si la transmisión se realiza a persona extraña y por_tanto va, a implicar la 
transmisión de la condición de socio, se diferencia según se trate de 
transmisión mortis causa o de transmisión inter vivos. En el primer caso, el 
heredero o legatario del fallecido adquiere la condición de socio salvo que la 
escritura social establezca el derecho de los socios sobrevivientes a adquirir 
esas participaciones (art. 21 LSRL). Por el contrario, si se trata de una 
transm isión  inter vivos, para que la transmisión sea válida y eficaz es 
preciso comunicar a los administradores el propósito de la transmisión, que 
ningún socio esté interesado en la adquisición de las participaciones y que la 
sociedad tam poco esté d ispuesta a adquirirlas para  su amortización. 
Finalmente, es preciso que la transmisión se formalice en docum ento 
público (art. 20 LSRL).
En la cooperativa, la transmisión de participaciones si se da entre socios 
también es libre, respetando unos mínimos requisitos de publicidad (art. 52. 
1 LCCV).
Sin embargo, no está claro que por transmisión pueda una persona 
adquirir  la condición de socio. La Ley valenciana sólo contempla un 
supuesto en el que se adquiere la condición de socio por la transmisión de 
participaciones, siempre que haya previa autorización del Consejo Rector y 
el aspirante reúna los requisitos para ser socio, esto es, esté interesado en los 
servicios de la cooperativa. Se trata del supuesto que contempla el art. 52. 3 
según el cuál "Los Estatutos Sociales podrán prever la transmisión de 
participaciones de un socio a sus herederos, en vida cuando tengan carácter 
colacionable, previa autorización del Consejo Rector". Este es el único 
supuesto (junto con la transmisión inter socios) que en nuestra opinión se 
puede asimilar a la transmisión propia de las participaciones de la SRL, 
aunque se exija algún requisito más como es la cualidad de futuro usuario 
del aspirante.
Fuera de este caso, la transmisión de participaciones no es requisito 
necesario para adquirir la condición de socio. En la SRL la transmisión no es 
un requisito exclusivo, pero sí necesario junto con otros para adquirir la
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condición de socio. En la cooperativa, deja de ser necesario, y se convierte en 
un simple mecanismo para hacer efectivas las aportaciones obligatorias.
Como vimos en el artículo 53 LCCV, cuando una persona quiere ser 
admitida como socia de la cooperativa pueden seguirse dos procedimientos, 
o se acepta su ingreso por el consejo rector y se amplía el capital social en la 
cuantía de las aportaciones que debe realizar el aspirante, o Jarnbién puede el 
consejo rector, una vez admitido el ingreso del nuevo socio, comunicarlo a 
los demás socios, por si quieren ofrecer sus participaciones. Finalmente, el 
consejo rector será quien distribuya las participaciones ofrecidas entre los 
aspirantes. De esta forma se evitan continuos aumentos y reducciones de 
capital social.
No se trata por tanto de una transmisión directa de participaciones de un 
socio a un asp iran te  sino que la aportación que debe realizar éste se 
materializa con la suscripción de participaciones que otros socios ofrecen.
gi se trata de la adquisición de la condición de socio por sucesión mortis 
causa, tampoco se da una verdadera transmisión de participaciones. El art. 
52. 2 al regular el supuesto establece que "podrán adquirir la condición de 
socio los herederos que lo soliciten y tengan derecho al ingreso de acuerdo 
con esta Ley, repartiendo entre ellos en la forma legal las participaciones del 
causante". Este artículo nos revela también claramente, que el heredero para 
adquirir la condición de socio, basta con que reúna las condiciones para ser 
u suario  de la cooperativa y lo solicite. El reparto  posterior de las 
participaciones es la forma de instrumentar la aportación que el nuevo socio 
debe realizar. De esta forma se evita la liquidación y entrega de las 
participaciones del socio causante, con la correspondiente reducción del 
capital social, y la subsiguiente ampliación para hacer efectiva la admisión 
del nuevo socio.
En definitiva, podemos sacar como conclusión del análisis comparativo 
de ambos tipos de participaciones, que las de la cooperativa, aunque 
rep resen tan  una  cuota del capital social, no son parte  alícuota del
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patrim onio de la cooperativa, ni representan el conjunto de derechos y 
obligaciones que integran la condición de socio.
Por otra parte, no puede afirmarse que las participaciones cooperativas 
sean esencialmente transmisibles como en la SRL, ni que su transmisión sea 
requisito necesario para adquirir la condición de socio.
3. 3.- Valor y clases de participaciones.
Del análisis del régimen jurídico de las participaciones, se plantean 
numerosas cuestiones para las que la Ley valenciana no ofrece una respuesta 
clara; entre esas cuestiones pueden citarse las siguientes: ¿cada socio tiene 
una participación o puede tener varias?, en este caso, ¿qué valor tendrá cada 
una?, ¿deberán ser iguales?. Y por otra parte, dado que existen aportaciones 
de distinta clase (obligatorias y voluntarias), ¿deberán existir distintas clases 
de participaciones?. En el presente apartado, vamos a tratar de resolver estas 
dudas.
La Ley valenciana de cooperativas, al referirse a las participaciones las 
trata como si cada socio pudiese tener una o varias; así v. gr. el art. 52. 1 dice 
que "Cada socio puede transmitir una o varias p a r t i c i p a c i o n e s o el 
apartado  2 del m ism o artículo habla de repartir entre los herederos "las 
participaciones del causante". Tenemos pues que las participaciones son 
acumulables.
El siguiente problema que se nos plantea es si las participaciones han de 
ser iguales o pueden tener distinto valor. La Ley valenciana de cooperativas 
no nos da ninguna referencia.
La única norm a en materia de cooperativas que menciona algo en 
relación con el valor de las participaciones en el capital social es la Ley de 
Cooperativas de Crédito  13/1989. Naturalmente, esta Ley no habla de 
"participaciones", sino de "títulos de aportación", pero su carácter de título
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acumulable (133) nos puede permitir relacionarlos. La citada ley establece en 
su art. 7 que "Todos los títulos tendrán el mismo valor nominal", que como 
mínimo será de 10.000 ptas. (134)
Otra norma que también podemos citar en apoyo de la igualdad del valor 
de las participaciones es la Ley de sociedades de responsabilidad limitada; 
ésta como hemos visto, establece en su art. 1 que las participaciones son 
iguales. No es nuestra intención admitir que el art. 1 LSRL sea aplicable a las 
cooperativas valencianas, ya hemos visto también cómo las participaciones 
de esta sociedad y las de las cooperativas son m uy diferentes, pero sin
133 Sobre el carácter de título acumulable, la Ley de Cooperativas de Crédito establece en su 
art. 7 .1 , que los estatutos sociales determinarán el número mínimo de títulos que puede tener 
un socio.
134 BALAGUER ESCR1G, com entando este artículo, dice que el exigir que todos los títulos de 
aportación tengan el m ism o valor nom inal, m erece una doble crítica, por excesivo  
intervencionism o y  por la aplicación problemática que lleva implícita.
La primera crítica es fácilmente comprensible sobre todo, si se tiene en cuenta también que 
el legislador fija el im porte de cada título.
Respecto de la segunda crítica, el autor cita un supuesto para demostrar la dificultad de la 
aplicación práctica de esta exigencia legal. Dice en concreto: "Pensemos, por ejemplo que 
una cooperativa, en base a los arts. 84 y  85 de la Ley General de Cooperativas, decide 
destinar una parte de sus excedentes netos a retornos y  hacerlos efectivos mediante la 
incorporación al capital social, dando lugar al correspondiente incremento del importe de 
las aportaciones de cada socio en el mismo, lo cual producirá una variación del valor de las 
aportaciones al ser proporcional a las operaciones, ac t iv idades o serv ic ios  
cooperativizados realizados por cada socio en la Cooperativa. En este supuesto la cantidad 
a repartir no será uniforme para todos los socios y  los títulos tendrían distinto valor 
nominal, lo cual es contrario a ley. De esta forma se imposibilita el hacer efectivo el 
retorno cooperativo a través de esta modalidad, a no ser que unos socios aporten la cantidad 
que precisen para completar el título y  a otros se les devuelva el excedente del título 
completado, en cuyo supuesto se incumpliría parcialmente el acuerdo de incorporación al 
capital social de retorno, como consecuencia de las devoluciones, en su caso, practicadas".
En nuestra opinión -que desarrollaremos en el capítulo 11. B, de esta tesis- la asignación de  
retom os a los socios m ediante el incremento de su aportación a capital social, no se traduce 
necesariam ente por un increm ento de su participación obligatoria en el capital social, sino 
por un increm ento del capital desem bolsado de dicha participación obligatoria, o bien, 
com o un increm ento de la participación voluntaria en dicho capital social, por lo que el 
ejemplo apuntado por el autor que citamos no nos sirve como manifestación de los problemas 
prácticos de aplicación del precepto. (El crédito cooperativo. Régim en jurídico estatal. Ed. 
Unión Nacional de Cooperativas de Crédito. 1989. pp. 87 y 88).
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embargo, debemos tener en cuenta que cuando la Ley valenciana reguló las 
participaciones, no existían apenas precedentes en el Derecho cooperativo 
(135), y dentro del Derecho de sociedades sí, precisamente la Ley de SRL por 
lo que no resulta aventurado pensar que el legislador al mencionar en la Ley 
de C ooperativas las participaciones tuviese presente  la figura de las 
participaciones de la SRL.
En Derecho comparado, podemos citar la Ley alemana de 20 de mayo de 
1898, que regula la división del capital social cooperativo en partes sociales. 
Cada socio debe poseer al menos una parte social obligatoria, cuyo importe 
se fija en los estatutos sociales (art. 7. 1).
M ünkner comenta en relación con la determinación del importe de esta 
parte o cuota social que, "A fin  de permitir a un número suficientemente 
grande de personas formar parte de la cooperativa, el monto de la 
participación mínima tiene que ser fijado de acuerdo con la capacida 
financiera de los miembros de menores recursos del grupo cooperativo" 
( »  6).
En Derecho alemán por regla general -como cita Münkner- cada socio está 
obligado a suscribir una cuota parte reglamentaria "que se establece en forma 
de una participación mínima de igual monto para todos los socios", pero los 
socios pueden a su vez suscribir otras partes o cuotas sociales con carácter 
voluntario (*37).
i 35 El Reglam ento de 1971 al que ya hem os hecho alusión tampoco da ninguna idea sobre la 
cuestión de si las participaciones deben o no ser iguales.
136 MÜNKNER. N ueve lecciones de Derecho cooperativo. Marburg 1982, p. 81.
137 Como dice el art. 7. a. l g de dicha Ley (artículo introducido por la Ley de 9 de octubre de 
1973): "Los estatutos pueden prever que un socio pueda participar con más de una parte 
social. Los estatutos pueden fijar un número máximo y  poner otras condiciones".
A  pesar de esta posibilidad, com o la suscripción de cuotas adicionales no influye en la 
posición del socio, -com o critica Münkner- "no existe incentivo para que los socios que estén 
en mejores condiciones financieras adquieran cuotas partes por encima de la participación 
mínima, ya que ello no conduce a fortalecer sus derechos de socio ni constituye una inversión 
interesante". (M ÜNKNER. Op. cit... pp. 60 y 81).
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No obstante ser ésta la regla general, el art. 7. a, en su párrafo 2Q permite: 
"Los estatutos pueden igualmente disponer que los socios deban poseer una 
participación obligatoria de numerosas partes sociales. Esta participación 
obligatoria deberá ser igual para todos los socios o ser proporcional a la 
utilización que los socios hacen de las instalaciones u otras prestaciones de la 
cooperativa o estar en función de criterios económicos determinados por los 
establecimientos de los socios",
Resumiendo podemos decir que en el Derecho alemán, el capital social se 
divide en partes o cuotas sociales que son iguales y acumulables. Cada socio 
debe tener una parte obligatoria, salvo que en los estatutos sociales se exija 
tener más partes obligatorias (las mismas para todos, o en proporción al uso 
cooperativo de cada socio). Por otra parte, junto con las partes sociales 
obligatorias, el socio puede suscribir otras partes sociales voluntariamente. 
Como puede apreciarse, existe una gran similitud en el régimen jurídico 
aplicable a las partes sociales en Derecho alemán, y a las participaciones 
sociales de la legislación cooperativa valenciana.
De la interpretación de las normas que en nuestro ordenamiento jurídico 
regulan figuras similares a las participaciones cooperativas de la Ley 
valenciana (art. 7 de la Ley de cooperativas de crédito, y art. 1 de la Ley de 
sociedades de responsabilidad limitada); así cómo de la semejanza de esta 
institución con las partes sociales del Derecho alemán, nos inclinamos por 
entender que las partes cooperativas de que habla la Ley valenciana deben 
ser iguales. A ello podríamos añadir razones de eficacia en la aplicación 
práctica de la Ley, que hacen más comprensible y sencillo el funcionamiento 
del régimen económico de la cooperativa, sobre todo a efectos de su 
transmisibilidad entre los socios. En todo caso, reconocemos que ésta tesis 
por la que nos inclinamos, no tiene una suficiente fundamentación legal, y 
nada impide que puedan existir participaciones de distinto valor.
También podem os afirmar que las participaciones son in d iv is ib le s ,  en 
base al art. 52. 2 LCCV. Este artículo regula la sucesión mortis causa y en el
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apartado 2 del párrafo 2Q establece que: "En el caso de concurrir dos o más en 
la titularidad de una participación serán considerados socios todos ellos, 
quedando obligados a suscribir las participaciones correspondientes a las 
aportaciones obligatorias en ese momento". De este artículo interpretam os 
que cuando dos o más personas resultan ser herederos de un socio de la 
cooperativa, que poseía una participación; si los herederos desean ser socios 
de la entidad y lo solicitan reuniendo los requisitos para ello, el hecho de ser 
herederos les acredita como socios a todos ellos, pero no aparecerán como 
cotitulares de la participación, sino que una vez se les ha adm itido como 
socios, deberán  suscribir las participaciones correspondientes que sean 
obligatorias en ese momento.
En relación con las clases de participaciones, la cuestión se plantea porque 
existen dos tipos de aportaciones, obligatorias y voluntarias, y como vimos, 
sus reg ím enes juríd icos son diferentes. Si las partic ipaciones son la 
contraprestación por las aportaciones realizadas, es lógico pensar que 
existirán dos tipos de participaciones, correlativas a las diversas clases de 
aportaciones.
Esta conclusión también se puede extraer de la lectura de los preceptos 
mencionados. En concreto los arts. 52. 2. 2 y 59. 3, b. El primer artículo 
contem pla el caso visto  an terio rm ente  de la ind iv isib ilidad  de las 
participaciones; los herederos de un socio cooperativo pueden ser admitidos 
como socios "quedando obligados a suscribir las pa r t i c i p a c i o n e s  
correspondientes a las aportaciones obligatorias en ese momento". Y el 
artículo 59. 3, b) al regular la distribución de retornos establece como una 
modalidad más la emisión y entrega al socio de títulos de participación en 
concepto de aportaciones obligatorias.
De estos dos artículos se deriva la existencia de dos clases de 
participaciones: participaciones en concepto de aportaciones obligatorias y 
participaciones en concepto de aportaciones voluntarias; por ello en lo 
sucesivo  y p a ra  a b rev ia r  estos  té rm inos , d is t in g u ire m o s  en tre  
par t ic ipac iones  ob liga to rias  y partic ipac iones  vo lu n ta r ia s ,  au n q u e
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ciertamente no sean términos muy acertados. Hay que tener en cuenta que 
las aportaciones sí pueden ser obligatorias o necesarias para ser socios, o 
pueden ser voluntarias, pero una vez suscritas y comprometidas, todas las 
partic ipac iones  que el socio tiene son ob ligatorias , po rq u e  se ha 
comprometido a sus desembolso.
3. 4.- Problemas que se plantean en la transmisión de las 
participaciones.
Hemos visto hasta el momento, como la Ley habla de participaciones, casi 
exclusivamente en relación con su transmisión. A pesar de ello, son varias 
las cuestiones en materia de transmisión que la Ley plantea y no resuelve, v. 
gr. ¿porqué y cuando se pueden transmitir las participaciones?, ¿se pueden 
transmitir tanto las participaciones obligatorias como las voluntarias?.
De la lectura de los preceptos que comentamos parece deducirse que los 
socios son libres para decidir la transmisión de sus participaciones aunque 
posteriormente se limite esta transmisión según a quien se transmitan; así, 
la Ley, en su art. 52. 1 dice: "Cada socio puede transmitir una o varias 
participaciones a otro socio...sin perder su condición de socio, siempre que 
retenga al menos un título de participación", también habla en el art. 53. 1 de 
las "participaciones procedentes...de las ofertas que los socios hayan  
r e a l i z a d o  " o de "socios que previam ente  hubieran m anifestado su  
intención de reducir su participación"..
Parece desprenderse por tanto de estos términos, que el socio es libre para 
decidir si quiere reducir su participación en el capital social y en cuanto la 
quiere reducir.
Sin embargo, la interpretación que se deriva de estos preceptos, está en 
contradicción con otras norm as generales que vim os al es tud ia r  las 
aportaciones a capital social, como el art. 51. 3 según el cuál, la cuantía de las 
aportaciones obligatorias podrá ser igual para cada socio o proporcional a los
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módulos de utilización de los servicios de la cooperativa por cada uno de 
ellos.
Si cada socio debe mantener una determinada participación obligatoria en 
el capital social, difícilmente se entiende, que pueda libremente reducir su 
aportación transmitiendo sus participaciones a capital social. Esta es una de 
las consecuencias que se derivan  de la d is tin ta  n a tu ra leza  de las 
partic ipaciones cooperativas y las partic ipaciones de la sociedad de 
responsabilidad limitada o de las accciones de la sociedad anónima.
De esta afirmación se deriva a su vez que el socio sólo es libre para 
disponer de sus aportaciones voluntarias, y en cuanto a las obligatorias, sólo 
se nos ocurre un caso en el que también podrá disponer de las mismas.
Cuando según los estatutos sociales la aportación de cada socio deba ser 
proporcional al uso cooperativo, y un socio reduzca su capacidad de uso (v. 
gr. agricultor que vende parte de sus tierras). En este caso, el socio debe tener 
la oportunidad de reducir su aportación a capital social, en la misma cuantía 
que ha disminuido su potencial uso cooperativo. En este caso, el socio estará 
d ispuesto  a transm itir  a lgunas participaciones correspondientes  a sus 
aportaciones obligatorias. Y en este caso la transmisión estará plenamente 
justificada.
Como conclusión, podemos afirmar que el socio sólo puede disponer a 
efectos de su transmisión de las participaciones que tenga en concepto de 
aportaciones voluntarias (I38); y en cuanto a las participaciones obligatorias, 
sólo podrán  transmitirse cuando con ello se busque equilibrar la relación 
entre capacidad potencial de uso cooperativo y aportaciones obligatorias en
138 Ha desaparecido con la Ley valenciana de cooperativas, otra posibilidad de transm isión  
indirecta de participaciones voluntarias, que se contemplaba en el Reglam ento de 1978; se 
trata de la cesión del derecho de suscripción de aportaciones voluntarias a capital social 
(art. 33. 1 del Reglamento). D esde que hay libertad en cuanto al núm ero de aportaciones 
voluntarias que cada socio puede suscribir, ya no tiene sentido mantener este derecho de  
cesión.
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el capital social si en los estatutos se establece que dicha capacidad será la 
medida que determine la cuantía de estas aportaciones (139).
Otro problema que se plantea en la transmisión de las participaciones está 
en relación con la posición del adquirente, y en concreto con el núm ero de 
participaciones que debe o puede suscribir.
En principio, parece deducirse de la Ley valenciana que existe libertad en 
cuanto al núm ero de participaciones que puede suscribir el adquirente. Así, 
el art. 53 al regular la admisión de nuevos socios establece que "el Consejo 
Rector recibirá la solicitud de nuevos ingresos en la que se especificará el 
número de participaciones que se pretende suscribir ".
Sin em bargo, hay que distinguir según se trate de participaciones 
obligatorias o voluntarias. El socio puede adquirir todas las participaciones 
voluntarias que consiga, con el único límite de que ningún socio alcance el 
25 % del capital social de la cooperativa (o 45% en cooperativas de segundo 
grado).
En cuanto a las participaciones obligatorias, el adquirente deberá respetar 
la regla estatutariamente establecida: igualdad de participaciones obligatorias 
para todos los socios, o proporcionales al uso cooperativo. De forma que, 
cuando las participaciones obligatorias adquiridas no sean suficientes, el 
socio deberá suscribir nuevas aportaciones obligatorias hasta completar la 
participación que le corresponda. Como claramente establece el art. 52. 2. 2 
para el caso de sucesión mortis causa: "En el caso de concurrir dos o más en 
la titularidad de una participación serán considerados socios todos ellos, 
quedando obligados a suscribir las participaciones correspondientes a las 
aportaciones obligatorias en ese momento". De esta norma se deduce que la
139 Las aportaciones obligatorias representan la aportación mínima no sólo para adquirir la 
condición de socio, sino también para conservarla. Con la única excepción -como verem os en 
los capítulos II y IV de esta tesis- de que por im putación a capital social de las pérdidas 
sociales se reducen las participaciones de todos los socios, sin alterarse su capacidad de uso  
cooperativo.
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titularidad (o cotitularidad en este caso) de una participación, unido a otros 
requisitos, permite al aspirante su ingreso como socio en la cooperativa, con 
mayor facilidad que si no tuviese la titularidad de la participación (14°).
Pero una vez es socio de la cooperativa, tiene que hacer las aportaciones 
obligatorias a capital social que según los estatutos le corresponden y que 
como sabemos serán las mismas para todos los socios o proporcionales al 
uso, que cada socio pueda hacer de la cooperativa.
Por tanto, tendrá que com ple ta r  las aportaciones que le correspondan 
suscribiendo las participaciones necesarias si existen disponibles, y en su 
defecto o insuficiencia, habrá que aumentar la cifra de capital social en la 
cuantía necesaria. También podría admitirse (por aplicación analógica del 
art. 51. 6) que si ha recibido participaciones voluntarias, pueda aplicarlas al 
cumplimiento de la obligación de completar las participaciones (obligatorias) 
necesarias que le correspondan.
En nuestra  opinión no hay duda  que el aspirante debe completar la 
aportación obligatoria que le corresponde según los estatutos. N o son sólo 
razones de equidad  y de no discriminación las que justifican esta postura, 
hay que tener en cuenta también cuál es la razón por la que se permite que el 
ingreso de un socio se materialice mediante la suscripción de participaciones 
disponibles. La razón está en la conveniencia de evitar las continuas 
alteraciones en la cifra de capital social (141).
140 Una importante ventaja que la LGC confiere a los herederos de socios de la cooperativa que 
ingresan a su vez com o socios de ésta es la no obligación de desem bolsar cuotas de ingreso 
(art. 78. 2 in fine).
í 4  ^ Adem ás de estas razones, podem os citar en apoyo de esta tesis otras normas de Derecho 
cooperativo presentes en la Ley General de Cooperativas y en otras Leyes autonóm icas de 
cooperativas. La LGC en su art. 78 al regular la transmisión de las aportaciones señala en su 
apartado 2C relativo a la sucesión  m ortis causa que " las aportaciones transferidas se 
computarán en las aportaciones, que el nuevo socio ha de realizar de acuerdo con lo 
establecido en el art. 74". En este artículo -com o recordamos- se regulan las aportaciones 
del nuevo socio.
A su vez, el art. 54. 2 de la Ley catalana de cooperativas, establece "los herederos que lo 
soliciten podrán adquirir la condición de socio si reúnen los requisitos necesarios, y  se 
repartirá entre ellos, en la proporción que proceda legalmente, la aportación del causante
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En definitiva, creemos que existen suficientes razones para mantener la 
obligación del nuevo socio de completar su aportación obligatoria a capital 
socia l, si con las participaciones recibidas no cubre la cuantía que le 
corresponde.
4.- C U A N T IA , IN TERESES Y A C T U A L IZ A C IO N  DE LAS 
APORTACIONES.
4.1.- Cuantía de las aportaciones a capital social.
En el presente apartado, vamos a estudiar la aportación a capital social 
que debe hacer cada socio para adquirir y mantener dicha condición, así 
cómo el im porte máximo que su participación en el capital social puede 
llegar a alcanzar.
Hasta el mom ento hemos visto como el capital social de la cooperativa 
está constituido por dos tipos de aportaciones, unas obligatorias y otras 
voluntarias, y que ambas tienen un régimen distinto. En esta ocasión, 
analizar cual puede ser la cuantía de esas aportaciones nos obliga también a 
realizar un tratamiento diferenciado de ambas clases de aportaciones.
A su vez, tenemos que tener presente que las participaciones en el capital 
social pueden variar con el tiempo, y pueden  variar, no sólo por que se 
pueden im poner nuevas aportaciones obligatorias o adm itir aportaciones 
voluntarias, sino porque las participaciones son transmisibles entre los 
socios, y también, porque vía distribución de resultados económicos de 
ejercicio, se pueden  incrementar con excedentes repartibles, o reducir si se 
imputan pérdidas con cargo a ellas.
de manera que se formen tantas aportaciones como socios se haya admitido. Será necesario 
completarlas si todas o algunas de ellas quedan por debajo de la obligatoria exivida en la 
cooperativa". En térm inos m uy sim ilares a este artículo se m anifiesta también la Ley 
andaluza de cooperativas, en su art. 55. 4.
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4. 1. 1.- Importe m ínim o y máximo.
El importe mínimo de capital social que un socio puede detentar, se 
corresponde con la partic ipac ión  ob ligatoria  que figura en los estatutos 
sociales de la cooperativa.
Esta participación obligatoria -como vimos en el punto  1. 1 puede  ser 
igual para todos o proporcional a los módulos de utilización de los servicios 
cooperativizados (art. 51. 3 LCCV ); por tanto, las aportaciones mínimas 
pueden ser las mismas para todos los socios o diferentes, de forma que cada - 
socio tendrá un mínimo que aportar distinto del de los demás O42).
En todo caso, la aportación obligatoria que debe realizarse para ser socio 
figurará en los estatutos sociales. En la Ley General de Cooperativas esta cifra 
es estable, mientras que para la Ley valenciana se puede variar, modificando 
los estatutos para imponer nuevas aportaciones obligatorias, como permiten 
los artículos 51. 3 y 51. 6 LCCV (143).
I 42 Si la cooperativa instrum enta las aportaciones a capital social con títu los de  
participación, y cada socio participa en proporción a su capacidad de uso cooperativo, 
deberá hacerse coincidir el valor de un título con la aportación obligatoria del socio que 
m enos aporta.
Puede ocurrir también que la cooperativa no tenga su capital representado en títulos 
participativos, sino en libretas de participación. En este caso, no es preciso dar un valor a 
cada participación, sino que en dicha libreta se hará figurar el total del capital aportado  
por el socio, lo cuál no im pide que la cooperativa pueda exigir también un importe m ínim o  
para ser socio, im porte que a su vez funcionará com o límite a la posible variabilidad de la 
aportación del socio al capital social.
*4  ^ La Ley General no es que no permita imponer nuevas aportaciones obligatorias, sino que 
para ello , basta con el acuerdo de la asamblea general y no es necesario m odificar los 
estatutos (art. 73. 3 LGC). Como consecuencia de este diferente régimen encontramos que la 
Ley valenciana habla de aportación obligatoria, que será la que figure en los estatutos 
sociales (art. 10. 4 LCCV) y que necesariamente todo socio habrá suscrito, y la Lev General 
de Cooperativas distingue entre aportación obligatoria mínima, que será la que figure en 
los estatutos sociales y que todo socio debe suscribir como m ínimo (art. 12.12 LGC y art. 73. 2 
LGC); v aportación obligatoria que será la acordada por la asamblea general (art. 73. 3 
LGC), y que todos los socios deben realizar.
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Estando determinada de este modo la participación obligatoria que debe 
realizar el socio, a ningúno de éstos por tanto, se le podrá exigir ni permitir 
que suscriba aportaciones obligatorias superiores ni inferiores a las que le 
correspondan, ni siquiera -como también vimos- cuando se trate de un  socio 
que ingrese con posterio ridad . En nues tra  op in ión  todo socio con 
independencia del momento de su ingreso debe realizar como mínimo la 
apo rtac ión  ob liga to ria  que fijan los es ta tu tos ,  po r  tres razones  
principalmente, primero porque a falta de una norma expresa en contra, hay 
que aplicar la regla general contenida en el art. 51. 3 LCCV; en segundo lugar 
porque dada la publicidad a que está sometida ésta cifra estatutaria, en aras 
de garantizar los intereses de los terceros, debe exigirse a todo socio su 
suscripción (144). Y en tercer lugar, porque exigirle al nuevo socio una 
menor o mayor aportación a la que le corresponde estatutariamente, implica 
hacerle objeto de un trato discriminatorio no justificable y contrario a los 
principios cooperativos.
En cuanto a las partic ipac iones  v o lun ta r ias  a capital social suscritas 
directamente, la ley valenciana en su art. 51. 6 permite que cada socio 
suscriba libremente las aportaciones voluntarias que quiera, siempre que la 
Asamblea general lo autorice, sin tener que respetar -a diferencia del 
anterior art. 33 del Reglamento de 1978- ninguna proporción (145). Se 
exceptúa esta regla en el caso de que las solicitudes de aportaciones 
voluntarias superen el número de aportaciones disponibles, en cuyo caso se
I44 Esta segunda razón es la que nos permite reconocer en cambio la posibilidad de que en la 
ley  General no se exija necesariam ente la aportación obligatoria pero sí la m ínima que 
aparece en los estatutos, sacrificando la proporcionalidad entre los socios, pero nunca la 
salvaguarda de los intereses de los terceros, que en definitiva, la cifra d e  aportación  
mínima a capital social que conocen es la que figura en los estatutos.
l 4  ^ Según el art. 33 del Reglam ento de 1978 "....todo socio tendrá derecho a suscribir, de esa 
cuantía global máxima establecida por la Asamblea general, una parte proporcional a la 
aportación obligatoria que tuviera en el momento de adoptarse el acuerdo".
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distribuirán en proporción al número de aportaciones obligatorias que posea 
cada socio.
Finalmente hay que señalar que el importe máximo en el capital social de 
la cooperativa que un socio puede  tener, incluidas las aportaciones 
obligatorias y voluntarias (146), no puede exceder del 25% del mismo, si se 
trata de una cooperativa de primer grado (art. 51. 2 LCCV).
Si se trata en cambio de una cooperativa de segundo o ulterior grado, que 
según la Ley valenciana estará formada como mínimo por tres cooperativas 
fundadoras (art. 8. 3. LCCV), ningún socio podrá exceder en sus aportaciones 
del 45% del capital social de la cooperativa (147).
146 GARCIA GUTIERREZ (Estudio del Régimen económ ico y de la Contabilidad,... op. cit. p. 
205) llega a la conclusión de que el lím ite máximo abarca al conjunto de las aportaciones 
obligatorias y voluntarias por un curioso razonamiento. Relaciona este autor los arts. 72. 4 y 
73.1 de la LGC, según el primero, el importe total de las aportaciones de cada socio, en las 
cooperativas de primer grado, no puede exceder del 25% del capital social, y según el 
segundo, la cuantía de las aportaciones obligatorias será igual para cada socio, salvo que 
los estatutos establezcan que el importe de las aportaciones sea proporcional al com prom iso 
o uso potencial que cada socio asuma de los servicios coopera ti vizados. De la interpretación 
conjunta de ambos preceptos, deduce el autor citado que si se entiende que el lím ite máximo 
del 25% se refiere sólo a las aportaciones obligatorias "llegaríamos a la absurda conclusión 
de que todas las EC (empresas cooperativas) de primer grado deberían tener ni más ni 
menos que cuatro socios. A sí  pues, nos vemos en la obligación de interpretar que esta 
limitación se refiere a ambos tipos de aportaciones al capital social: obligatorias y  
voluntarias". En nuestra opinión de la interpretación de ambos preceptos no se deduce en 
absoluto que la cooperativa no puede tener ni más ni m enos que cuatro socios; cuestión  
distinta sería si el art. 73. 1 sólo perm itiese que todos los socios tuviesen la mism a 
aportación. N o  obstante esta discrepancia, estamos de acuerdo en que el límite máximo del 
25% tanto en la Ley General de Cooperativas com o en la Ley valenciana se refiere al 
conjunto de aportaciones que cada socio tenga, con independencia de que sean obligatorias o 
voluntarias.
147 Este lím ite m áxim o que im pone el legislador, tiene por finalidad -com o afirma Vicent 
Chuliá "evitar que una excesiva participación en el capital social por parte de un socio 
condicione de hecho, ya que no de derecho, las decisiones de la cooperativa" (El régim en  
económ ico de la cooperativa... op. cit. p. 166). En efecto, condicionar las decisiones se 
pueden de hecho, pero no de derecho, porque en la cooperativa, a diferencia de otras 
sociedades, el derecho de voto se tiene en función de la condición de socio y no en proporción 
al capital aportado; por ello, cada socio tiene un voto.
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Como norm a particu lar en esta m ateria  hay que citar la Ley d e 
cooperativas de crédito de 1989, que en su art. 7. 3 establece que "el importe 
total de las aportaciones de cada socio no podrá exceder del 20 por 100 del 
capital social, cuando se trate de una persona jurídica y  del 2,5 por 100 
cuando se trate de una persona física. En ningún caso, las personas jurídicas 
que no tengan la condición de sociedad cooperativa podrán poseer más del 
50 por ciento del capital social". En este tipo de cooperativas, el límite 
máximo de participaciones que un socio puede tener en la cooperativa se 
reduce porque dadas las peculiaridades de la entidad, es una cooperativa 
llamada a tener un gran número de socios.
4.1. 2.- Variaciones en las participaciones del socio.
Las participaciones del socio en el capital social, pueden variar a lo largo 
de su perm anencia  en la cooperativa, tanto las obligatorias como las 
voluntarias, a ello ya hemos hecho referencia sobre todo en los puntos 1 y 3 
de este apartado  B, sin embargo, vamos a tratar de sistematizar aquí, las 
causas que pueden dar lugar a dichas variaciones.
Comenzando con las participaciones obligatorias que posee cada socio en 
el capital social, podemos afirmar que pueden tanto incrementarse como 
reducirse. Las causas por las que su número o importe puede aum entar son:
1) Por acuerdo  social de la asamblea general que im ponga nuevas 
aportaciones a los socios. En este caso -que ya vimos en el punto 1. 1. 2. de 
este a p a r ta d o  B- el socio queda  obligado a suscribir esas n uevas  
participaciones, salvo que solicite conforme al art. 51. 3 LCCV, la baja 
justificada de la cooperativa.
2) También pueden incrementarse las participaciones obligatorias por su 
adquisición de otros socios, o por sucesión mortis causa, dado el carácter 
transmisible de éstas, como vimos en el punto 3. 2.
Pero la adquisición de otro socio sólo puede realizarse en dos casos: 
cuando por aum ento de su capacidad de uso cooperativo, el socio necesita 
suscribir nuevas aportaciones obligatorias a capital social, y cuando ingresa
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de nuevo en la cooperativa, y necesita también suscribir cierto núm ero de 
participaciones obligatorias.
3) Otra posibilidad de incrementar las participaciones obligatorias a capital 
social, consiste en convertir participaciones voluntarias de que sea titular el 
socio, en participaciones obligatorias. Esta posibilidad está prevista en la Ley - 
en el art. 51. 6 LCCV- para el caso de que la asamblea general im ponga 
nuevas aportaciones obligatorias a los socios, pero bien podría extenderse su 
aplicación a otros supuestos como por ejemplo, cuando el socio incrementa 
su capacidad de uso cooperativo y necesita suscribir nuevas participaciones 
obligatorias.
4) Por último, a través de la distribución de los resultados positivos de 
ejercicio a los socios, éstos pueden  ver incrementadas sus aportaciones 
obligatorias a capital social. Respecto de los resultados positivos repartibles 
entre los socios (148), el art. 59. 3 LCCV establece que estos resultados, 
también denom inados "retornos", se podrán distribuir entre los socios (una 
vez hechas las asignaciones obligatorias), en proporción a las operaciones 
hechas por cada uno con la cooperativa durante el citado ejercicio. La forma 
de realizar esa distribución presenta distintas modalidades posibles, que el 
citado artículo recoge:
a) Con su pago en efectivo en el plazo de tres meses desde la aprobación 
de las cuentas por la Asamblea General Ordinaria.
b) Con la emisión y entrega al socio de títulos de partic ipación en 
concepto de aportaciones obligatorias equivalentes a los retornos que les 
correspondan, procediendo a la correspondiente elevación del capital social.
c) Con la constitución de una Reserva V oluntaria  que lim ite la 
disponibilidad de los fondos por la Cooperativa a un periodo máximo de
148 N o son distribuiblcs entre los socios los resultados positivos, denom inados beneficios 
extracooperativos y beneficios extraordinarios, que sean el resultado de las operaciones 
realizadas por la cooperativa con terceros, o derivadas de inversiones, actuaciones en  
em presas no cooperativas, intereses bancarios, plusvalías del activo inm obilizado...Estos 
resultados se asignan íntegramente a la Reserva obligatoria.
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cinco años y garantice su distribución posterior al socio titular, en la forma 
que establezcan los Estatutos.
Este artículo es similar al art. 43. 2 del Reglamento de 1978, pero con una 
im portante diferencia. El citado artículo de la ley valenciana exige que el 
título o títulos de participación que se entrege al socio sea en concepto de 
aportación obligatoria, m ientras  que el Reglam ento era más flexible, 
estableciendo por lo que respecta a esta m odalidad, que el retorno "se 
incorpore al capital social, con el incremento correspondiente de la parte de 
cada socio”, lo cual perm itía  incorporarlo a aportaciones obligatorias o 
voluntarias.
En este mismo sentido, ha regulado el tema la Ley general cooperativa, 
cuyo art. 85. 2 preve como una modalidad más de hacer efectivo el retorno al 
socio la siguiente: "b) Que se incorpore al capital social, dando lugar al 
correspondiente incremento del importe las aportaciones de cada socio al 
mismo". Esta fórmula empleada por la Ley general permite a la asamblea 
general o a los socios en los estatutos sociales, elegir entre incrementar las 
aportaciones obligatorias o las aportaciones voluntarias; mientras que las 
cooperativas valencianas si eligen esta modalidad, sólo pueden destinar los 
retornos a aportaciones obligatorias, lo cuál resulta más perjudicial para el 
so c io ,  ya que como se ha dicho las aportaciones voluntarias gozan 
normalmente de intereses superiores a las obligatorias, se reembolsan con 
anterioridad, son más fácilmente transmisibles, y sobre las m ism as no 
pueden practicarse deducciones sancionadoras (149).
En cuanto a las causas por las que pueden reducirse  las participaciones 
obligatorias a capital social, podemos señalar:
1) Por transmisión de las participaciones, en el caso de que se haya 
reducido el potencial uso cooperativo del socio transmitente, y ofrezca éste
ESte tema será objeto de mayor desarrollo posteriormente, al analizar en el capítulo II. B, 
d e esta tesis, la distribución de los excedentes, y en particular de los retornos de ejercicio.
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sus participaciones sobrantes. También podría incluirse aquí, el supuesto en 
que el socio recibe por sucesión mortis causa más participaciones de las que 
le correspondería suscribir. En este caso, el socio podría también ofrecer para 
su transmisión esas participaciones sobrantes.
2) Por imputación de las pérdidas derivadas de la actividad económica de 
la cooperativa. Esta posibilidad, por su mayor complejidad será objeto de 
estudio en el apartado siguiente.
Las p a r t ic ip ac io n es  v o lu n ta r ia s  también pueden variar a lo largo del 
tiem po por distintas causas, y siempre de forma más flexible que las 
participaciones obligatorias, porque el socio no está obligado a suscribirlas, ni 
tampoco se le limita el número de las mismas que puede poseer. Un socio 
puede incrementar sus participaciones voluntarias por las siguientes causas:
1) Porque lo solicita a los órganos sociales, conforme al art. 51. 6 in fine 
LCCV (>50), o porque -como apuntam os anteriorm ente (1. 2)- son los 
órganos rec tores  de la cooperativa  qu ienes  tom arán  la in ic ia tiva  
proponiendo a la asamblea general su creación y ofreciéndolas a los socios, 
con el fin de incrementar la financiación de la cooperativa.
2) Porque adquiere este tipo de participaciones, de otros socios. En este 
caso, dicha transm isión no vendría condicionada por las causas que 
justificaban la transmisión de participaciones obligatorias, pero sí que - 
conforme al art. 52. 1 LCCV- deberán comunicar la misma al consejo rector 
en el plazo de 15 días.
Otra posibilidad de incremento de las participaciones voluntarias del 
socio podría ser como consecuencia de la distribución de los resultados 
positivos de ejercicio. Sin embargo, como hemos visto y criticado, el art. 59. 3
1^0 Com o señala este precepto: "Igualmente la Asamblea General podrá acordar la admisión 
de aportaciones voluntarias, fijando las condiciones de suscripción, las cuales respetarán la 
proporcionalidad con las aportaciones obligatorias hechas por cada socio, si asi fuera 
necesario por exceder el número de solicitudes de suscripción a las que se hubiera acordado 
adm itir
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LCCV sólo admite la distribución de retornos al socio, mediante la emisión y 
entrega al mismo de títulos de participación en concepto de aportaciones 
obligatorias, y no por tanto con el incremento de las participaciones 
voluntarias como permitía el anterior Reglamento de 1978 (151).
Por otra parte, las participaciones voluntarias pueden  reducirse por las 
siguientes causas:
1) Por su transmisión a otros socios, sin más límite ni condición que la 
comunicación al consejo rector de dicha transmisión.
2) Por conversión de estas participaciones en participaciones obligatorias, 
tal y como permite el art. 51. 6 LCCV.
3) Por im pu tac ión  de pérd idas , al igual que las partic ipaciones 
obligatorias, éstas también pueden reducirse. Pero a ésta reducción por 
pérdidas vamos a dedicarnos a continuación, ya que abordamos el tema por 
vez prim era, con independencia de que en los capítulos II. B y IV. A, 
volveremos a tratar este tema con más profundidad.
4. 1. 3.- La reducción de las participaciones por imputación de pérdidas a 
los socios.
Una importante causa de reducción de las participaciones del socio, tanto 
obligatorias como voluntarias, es por imputación de las pérdidas generadas 
en el desarrollo  de la actividad económica de la cooperativa. Pero en 
principio tenemos que distinguir dos tipos distintos de pérdidas que pueden 
im putarse  a los socios: las derivadas de la actividad cooperativizada 
desarro llada por  la cooperativa con los socios y las procedentes de
151 El Reglamento de 1978 en su art. 43. 2, al que hicimos referencia anteriormente, se limita a 
señalar que el retorno acreditado a los socios podrá hacerse efectivo: incorporándose al 
capital social, con el incremento correspondiente de la parte de cada socio, sin especificar 
qué tipo de participaciones se incrementarían.
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operac iones  rea lizadas  po r  ésta con terceros y o tras  ac tiv idades  
extraordinarias.
a.- Reducción por imputación de pérdidas ordinarias cooperativas.-
Del prim er tipo de pérdidas, dice el art. 60 LCCV que "Las pérdidas 
resu ltantes  de un ejercicio en v ir tu d  que los ingresos ordinarios 
(cooperativos) no llegasen a cubrir las deducciones que correspondan en los 
apartados 2 y  3 del articulo serán imputables a los socios en proporción a su 
participación en las operaciones sociales a la Reserva Obligatoria hasta 
máximo de 50 por 100 de las pérdidas y en su caso a la Reserva Voluntaria 
creada en el artículo 57. 3. c (59. 3. c)". El término "cooperativos", que 
hemos colocado entre paréntesis, no aparece en el texto legal, pero se trata de 
una errata que no se corrigió en su momento al publicarse la ley. Lo mismo 
hay que decir del art. 57.3 c), al que se alude en este texto, se trata de una 
errata, y debe decir: art. 59. 3 c).
La comprensión de este precepto es difícil si no se tiene en cuenta las dos 
erratas mencionadas, y posiblemente también la ausencia de una coma entre 
"operaciones sociales" y "a la Reserva Obligatoria".
Tal como interpretamos este artículo, el orden de imputación sería el 
siguiente: En primer lugar podemos im putar a Reserva Obligatoria hasta el 
50% de las pérdidas, esto significa que puede asumir pérdidas la cooperativa 
directamente, reduciendo su Reserva Obligatoria (152). El resto, se imputa a 
los socios en proporción a su participación en las operaciones sociales (153).
152 C om o contrapartida, cuando hay excedentes d e  ejercicio resultantes de la actividad  
cooperativizada con los socios, un 30% necesariamente se tiene que destinar a esta reserva 
(art. 59. 1 LCCV)
153 Finalm ente, dice el art. 60. 1 que serán también im putables "en su caso a la Reserva 
Voluntaria creada en el art. 59. 3 c)". Esta es una reserva formada por retornos distribuidos 
a los socios, que se retienen en beneficio de la cooperativa por un periodo m áximo de cinco 
años. Esta reserva debe restituirse posteriormente al socio, ya que es propiedad de éste. Con
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Com o conclusión podem os decir que las pérd idas  procedentes de 
operaciones realizadas por los socios con la cooperativa, se im putan a los 
socios en proporción a las operaciones realizadas por cada uno, pero permite 
la ley que la cooperativa asuma parte de esas pérdidas (hasta el 50%).
En cuanto a la forma en que se puede realizar la imputación de estas 
pérdidas, el art. 60. 3 en su apartado c) recoge el pago mediante "la reducción 
proporcional de las participaciones del socio en el capital social" , el sistema 
a elegir para liquidar la deuda es competencia de la asamblea general.
Vamos a ver a continuación cómo se lleva a cabo la reducción de las 
participaciones en el capital social y qué participaciones son las que se van a 
reducir.
En principio, al no distinguir la Ley en este punto entre participaciones 
obligatorias y voluntarias, pensamos que, siendo competente la asamblea 
general para elegir el sistema de liquidación de la deuda, será este mismo 
órgano quien tenga que decidir qué clase de participaciones se reducen. Pero 
ello no nos priva de afirmar que es preferible, si el socio tiene aportaciones 
voluntarias, que se reduzcan éstas antes que las aportaciones obligatorias, 
por varias razones:
esta Reserva Voluntaria, que en nuestra opinión no debería llamarse así, porque origina 
confusión con lo que serían verdaderas reservas voluntarias, es decir excedentes o beneficios 
no distribuidos a los socios, y que pasan a integrar el patrimonio de la cooperativa (por el 
contrario, la Reserva voluntaria de que habla la ley valenciana está constituida por 
retornos d istribuidos pero indisponibles por un plazo de tiem po), se pretende dotar de 
disponibilidades económ icas a la cooperativa por un periodo de tiempo; se constituye de  
esta forma una especie de préstamo forzoso en beneficio de la cooperativa. Su función es 
similar al "Fondo" de que habla el art. 85. 2. c) de la LGC.
El art. 60.1 d ice de este fondo que, "en su caso" se podrán imputar las pérdidas a esta 
Reserva. Entendem os que se refiere al caso de que exista esta Reserva. Sin embargo, hay que 
tener en cuenta que esa Reserva está constituida por retornos de todos los socios, y no deben  
im putarse a todos las pérdidas, por lo tanto, la imputación se hará a la cuenta que cada 
socio tenga en esa reserva, v sólo a los socios que han operado en ese ejercicio con la 
cooperativa v en la misma proporción en que lo han hecho. Esta posibilidad era innecesario 
m encionarla por que posteriorm ente el art. 60. 3 b), contem pla una m odalidad de 
imputación de pérdidas, dentro de la cual cabe el supuesto que estamos comentando.
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1) Si el socio ve reducida su participación obligatoria a capital social por 
esta imputación, y no la reintegra, podrá ser expulsado de la cooperativa por 
incum plim iento  de su obligación económica de aportación obligatoria 
necesaria para ser socio (*54).
2) Por la propia naturaleza voluntaria de estas participaciones que el socio 
puede  suscribir perfectamente con este propósito previsor ante futuras 
exigencias por parte de la cooperativa.
La Ley General de Cooperativas -en nuestra opinión-, es más justa y 
completa en este punto  que la Ley valenciana, porque da en principio 
libertad al socio para elegir el sistema de pago de la deuda, y así, según el art. 
87. 1 in fine, éste puede elegir entre abonar la deuda en metálico, que se le 
reduzca del Fondo previsto en el art. 85. 2 LGC (equivalente a la Reserva 
Voluntaria de la Ley valenciana) o que se le deduzca de sus aportaciones 
voluntarias al capital social. Si el socio no liquida su deuda por alguno de 
estos sistemas, la asamblea general puede acordar la deducción de sus 
aportaciones obligatorias al capital social, o retener en los cinco ejercicios 
siguientes, dicha cantidad de los ingresos que le correspondan al socio en 
concepto de retornos.
Como conclusión podemos decir que aunque según la Ley valenciana es 
competencia de la asamblea general decidir qué participaciones deben 
reducirse, en nuestra opinión, es preferible que por las pérdidas ordinarias se 
reduzcan las participaciones voluntarias del socio, antes que las obligatorias, 
porque no producen los mismos efectos la reducción de unas u otras.
154 El art. 18. 3. c, LCCV considera falta grave que puede motivar la expulsión del socio, el 
incum plim iento persistente y reiterado de las obligaciones económ icas asum idas frente a la 
cooperativa. N o  obstante esta afirm ación, no toda reducción de las participaciones 
obligatorias tiene esta consecuencia, -como veremos a continuación- habrá que exceptuar la 
reducción por imputación de las pérdidas sociales no cooperativas.
’ B IB L IO T E C A
También entendemos, que la reducción de las participaciones no tiene 
porqué significar necesariamente una reducción del im porte suscrito a 
capital social, y por tanto una disminución del valor de las participaciones o 
de su número, cómo si de acciones se tratase (155). Esta mecánica sólo se dará 
respecto de las aportaciones voluntarias, se reducirá su valor o su número. 
Pero no p u ed e  ser la consecuencia que se deriva de la Ley, para las 
participaciones obligatorias, y no lo puede ser por las razones siguientes:
a) Porque el resultado que se obtiene de la reducción de las participaciones 
es un desequilibrio entre el uso cooperativo desarrollado por el socio, y la 
aportación obligatoria que en relación con ese uso le corresponde, lo cuál 
genera a su vez una situación discriminatoria en perjuicio de los demás 
socios.
b) Otra im portante razón la constituye los efectos tan dispares que se 
producen si se elije este medio de liquidación o los otros que contempla la 
Ley. Piénsese que para el socio que tiene que saldar una deuda con la 
cooperativa, debe serle equivalente el pago por un medio que por otro. Así 
pues, nos encontramos que un socio podría saldar su deuda de las siguientes 
maneras:
- pagándola  en efectivo y conservando íntegramente su aportación a 
capital social.
- descontando de los futuros retornos que le puedan corresponder las 
pérdidas que se le im putan y manteniendo íntegramente su contribución a 
capital social.
- reduciendo su participación en el capital social en la cuantía de las 
pérdidas imputadas.
155 La reducción de participaciones no puede significar por seguir un ejemplo, que el socio que 
tenga 10 participaciones de 10.000 ptas. cada una, y se le im puten unas pérdidas que 
asciendan a 50.000 ptas., se le reduzcan 5 participaciones y se quede con una aportación a 
capital social de 50.000 ptas. en relación con un uso cooperativo equivalente a una  
aportación a capital social de 100.000 ptas.
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Esta última fórmula como puede verse es más beneficiosa para el socio, y 
perjudica más a la cooperativa que las restantes, porque la cooperativa se 
descap ita liza  y las consecuencias negativas de la reducción de las 
partic ipaciones no las sufre exclusivamente el socio, sino tam bién la 
cooperativa.
La única interpretación que en mi opinión es posible hacer de este 
artículo es, que la reducción de que habla no es la reducción del núm ero de 
participaciones obligatorias, sino del importe desembolsado de las mism as. 
De esta forma, el mecanismo de liquidación de las deudas actuaría del 
siguiente modo: la asamblea general cuando acuerde liquidar la deuda del 
socio por reducción de las participaciones obligatorias de éste, reducirá en la 
cuantía que sea, la cantidad que aparece como desembolsada. Una vez 
reducida esa cantidad, el socio continuará obligado frente a la cooperativa al 
desembolso del importe que reste hasta cubrir el capital suscrito. Con este 
mecanismo el quebranto de la pérdida que le corresponde asumir al socio lo 
asume éste exclusivamente, y la cooperativa no se ve perjudicada. También 
de esta forma, se hacen más equivalentes los tres sistemas de liquidación de 
la deuda, que contempla el art. 60. 3 LCCV.
Este sistema de liquidación de la deuda  del socio entraña un riesgo, 
cuando por reducción de la cifra desem bolsada de las aportaciones 
obligatorias, ésta se queda por debajo del 25% del capital suscrito, mínimo 
que según la Ley debe estar desembolsado. A estos efectos, dice el art. 51. 5 
LCCV que los títulos de participación en el capital social tendrán que estar 
ín teg ram ente  suscritos  y, en el caso de aportaciones no d inerarias  
íntegramente desembolsados como mínimo en un 25 por 100 y el resto 
podrá ser exigido al socio por acuerdo de la asamblea general en cualquier 
momento, salvo que los estatutos establezcan otra cosa.
Pero hay  que tener en cuenta que la cuantía  del capital social 
desembolsado, que se hace constar en los títulos participativos y libretas de 
participación, no viene determ inado exclusivamente por las cantidades 
efectivamente desembolsadas por el socio. Hemos visto como la asamblea
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general puede acordar que la liquidación al socio de las pérdidas ordinarias 
cooperativas que se le im pu tan  p u ed a  realizarse reduciendo la cifra 
desembolsada de las participaciones de estos en el capital social.
A estos efectos, tenemos que citar el art. 72. 1 apartado 3Q de la LGC -ya 
citado y comentado con anterioridad-, según este precepto "Para determinar 
la cifra de capital desembolsado se restarán, en su caso, las deducciones 
realizadas sobre las aportaciones en satisfacción de las pérdidas imputadas a 
los socios". Este artículo no se encuentra en la Ley valenciana, sin embargo, 
según la tesis que venimos m anten iendo , su contenido se encuentra  
también presente -aunque no de forma expresa- en este ordenamiento.
Teniendo en cuenta esta vía de reducción del importe desembolsado, nos 
podemos encontrar con que un socio que había cumplido con el desembolso 
exigido, ha visto reducida esta cantidad precisamente por la imputación de 
pérdidas. En este caso, el socio debe cubrir la diferencia hasta completar el 
desembolso que se exija.
Si no lo hace, infringe el deber establecido en el art. 22 LCCV de 
"desembolsar las aportaciones comprometidas"  e incluso podría llegar a 
infringir el artículo anteriorm ente citado 51. 5 que exige el desembolso 
mínimo del 25% del capital suscrito.
En todo  caso, este incum plim ien to  p u ed e  ser sancionado por la 
cooperativa, incluso con la expulsión, ya que ésta se puede imponer si el 
socio comete una falta grave, y según el art. 18. 3 c) de la Ley valenciana, es 
falta grave "El incumplimiento persistente y  reiterado de las obligaciones 
económicas asumidas frente a la cooperativa" .
b.- R educc ión  p o r  im p u tac ió n  de p é rd id a s  ex tracoopera tivas  o 
extraordinarias.
Del segundo tipo de pérdidas, dice el art. 60. 2 LCCV que "Las pérdidas 
derivadas de las operaciones con terceros y  de la enajenación de elementos 
del inmovilizado se imputarán integramente a la Reserva Obligatoria y,
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agotada ésta, al capital social, que quedará automáticamente reducido con 
correspondiente reducción de las participaciones de los socios".
Estas pérd idas  son pérdidas sociales, que no se han generado en la 
actividad cooperativizada o actividad que desarrolla la cooperativa con sus 
socios, y por  tanto  no se im putan  a éstos, en cuanto usuarios de la 
cooperativa durante  el ejercicio en que se han producido dichas pérdidas. 
Estas pérdidas se im putan a la cooperativa por la misma razón que si en 
lugar de pérdidas, se hubiesen obtenido beneficios en esas operaciones, éstos 
se asignan íntegramente a la Reserva Obligatoria, y por tanto, al patrimonio 
cooperativo irrepartible.
Sin embargo, esta imputación de las pérdidas a la cooperativa puede 
afectar también a las participaciones de los socios en el capital social. Como 
dice el artículo citado (60. 2), una vez agotada la Reserva Obligatoria, las 
pérd idas  se im putarán  al capital social, que quedará autom áticam ente 
reducido con correspondiente reducción de las participaciones de los socios. 
En este caso, la imputación de pérdidas a la cooperativa funciona como si se 
tratase de cualquier otra empresa mercantil, y agotada la reserva, se reduce 
en la cuantía necesaria el capital social.
En cuanto a la forma en que se ha de llevar a cabo la reducción, puesto 
que son pérd idas  de la sociedad, y no generadas por la actividad con 
determinados socios, se imputan a todos los socios de la cooperativa, hayan 
operado o no con la misma en ese ejercicio.
Por otra parte, la medida en que les afecta estas pérdidas, no puede ser - 
como establecía el art. 60. 1 para las pérdidas ordinarias cooperativas- 
proporcional a su participación en las operaciones sociales. Será como en 
cualquier otra sociedad, proporcional a su participación en el capital social.
Sin embargo, hay que tener en cuenta que en la cooperativa, el socio tiene 
dos clases de participaciones, unas obligatorias y otras voluntarias. Si la 
medida de imputación de las pérdidas se hace en proporción al conjunto de 
apo rtac iones  del socio, se desincen tiva  m ucho  la suscripc ión  de 
participaciones voluntarias, lo cual perjudica a la cooperativa que se ve
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privada  de una fuente de ingresos que le ofrece liquidez en m uchas 
ocasiones y la capitaliza en todos, aum entando por tanto su solvencia frente 
a terceros. Por esta razón principalmente, y sin perjudicio de que -como 
hemos dicho- volveremos en los capítulos II y IV sobre este tema, creemos 
más adecuado m antener que el socio en este caso, asume las pérdidas en 
proporción a sus aportaciones obligatorias a capital social.
Una vez se ha determ inado la m edida en que cada socio asum e las 
pérdidas sociales, nos queda por ver cómo se hace efectiva esa reducción de 
participaciones, puesto que el art. 60. 2 habla sólo de "reducción de las 
participaciones de los socios", y no dice qué participaciones se deben reducir, 
ni cómo hay que hacerlo.
Sobre la forma de realizar la reducción, al tratar de la imputación de las 
pérd idas  ord inarias  llegamos a la conclusión que la reducción de las 
participaciones obligatorias del socio de que hablaba el art. 60. 3, no era una 
reducción del núm ero de participaciones o de su valor nominal, sino del 
importe desembolsado de las participaciones, con lo cuál era el socio el único 
que sufría el quebranto económico de la parte de pérdidas que debía asumir.
Aquí la situación es totalmente distinta, no se trata de pérdidas generadas 
en el desarrollo de la actividad cooperativa con los socios, sino que son 
pérd idas extracooperativas y extraordinarias, y por tanto, el quebranto  
económico se im puta al patrimonio cooperativo. Por ello, se im putarán las 
pérdidas extracooperativas y extraordinarias, a reservas en primer lugar, y 
agotadas éstas, a capital social, reduciéndose el número o valor nominal de 
las participaciones de los socios, como en cualquier otra sociedad.
Respecto a qué clase de participaciones son las que se deben reducir, el 
legislador tampoco lo determina, por lo tanto será la asamblea general quien 
lo decida. Sin embargo, en nuestra opinión, es preferible en este caso que se 
reduzcan las participaciones obligatorias antes que las voluntarias. Si lo que 
se busca es garan tizar  la solvencia de la cooperativa y facilitar su 
financiación, debe darse un trato preferente a las aportaciones voluntarias 
frente a las obligatorias.
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En esta línea se manifiesta la Ley general de cooperativas al establecer el 
orden de adjudicación del haber social una vez disuelta la cooperativa; 
señalando en su art. 112, que tras saldar las deudas sociales y reintegrar a los 
asociados sus aportaciones, "Se reintegrarán a los socios el importe de las 
aportaciones que tuvieran en el capital social, actualizadas en su caso, 
comenzando por las aportaciones voluntarias y después las a p o r ta c io n es  
o b l ig a to r ia s ". Un artículo similar a éste no se encuentra  en la Ley 
valenciana, pero hay que reconocer que la solución dada por la Ley general 
debe aplicarse también a las cooperativas valencianas, pues ese tratamiento 
diferenciado entre aportaciones obligatorias y voluntarias es consustancial 
con la naturaleza de la cooperativa y con la propia razón de ser de las 
aportaciones voluntarias.
La solución que damos por tanto, se encuentra en la misma línea, hay que 
prim ar la existencia de aportaciones voluntarias. Por ello es conveniente 
que la imputación de las pérdidas sociales ex traco o p era tiv as ,  dado que 
suponen una reducción de las aportaciones a capital social de los socios, 
afecten antes a las aportaciones obligatorias que a las voluntarias.
En el supuesto de imputación de pérdidas ordinarias cooperativas, que 
analizamos anteriormente, las circunstancias eran muy distintas y por ello 
llegábamos a la conclusión de que era preferible imputar las pérdidas a las 
participaciones voluntarias, antes que al im porte desem bolsado de las 
participaciones obligatorias, porque de esta forma, el socio ve reducidas sus 
partic ipaciones vo lun tarias  sin asum ir n ingún  nuevo com prom iso de 
aportarlas, mientras que si se reducen sus aportaciones obligatorias (esto es, 
el im porte  desem bolsado  de las mismas), m antiene la obligación de 
desembolsar lo que reste hasta el total suscrito.
4. 2.- El Interés del capital. El principio de interés limitado.
En la cooperativa, a diferencia de las sociedades mercantiles, las 
aportaciones a capital social que realizan los socios -dado que no pueden 
retribuirse con los beneficios obtenidos-, se les asigna (o puede asignárseles)
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un interés, que en todo caso será limitado. Esta peculiaridad  de las 
cooperativas es consecuencia de uno de los denom inados principios 
cooperativos, form ulados por la Alianza Cooperativa Internacional. En 
concreto, el texto redactado por esta organización en su Congreso de Viena 
de 1966 dice: "El capital accionariado, en el caso de recibir interés, debe ser de 
una tasa estrictamente limitada".
4. 2. 1.- Origen y evolución histórica del principio de interés lim itado a 
capital social.
Esta formulación, hoy en día aceptada por todos, es el resultado de una 
ardua polémica desarrollada desde los orígenes del cooperativismo (156), a 
pesar de que desde los prim eros momentos, se vió la conveniencia de 
remunerar el capital aportado por los socios.
Ya los Pioneros de Rochdale, en el art. 22 de sus estatutos establecieron: 
"...Un tres y  medio por ciento anual se pagará a todas las participaciones 
liberadas antes del principio del trimestre".
De la interpretación de este artículo Joaquín Fernandez O 57) resalta la 
decisión de estos hombres de abonar al capital una remuneración, en una 
época en la que según las tendencias predom inantes, "consideraban  
injustificable el interés, ya que el capital era incapaz de producir dinero", y 
por otra parte, destaca, "La particularidad, inédita hasta entonces, de que la 
remuneración del capital aportado por los socios de una empresa sea fija e 
independiente de la magnitud de los resultados positivos".
Sin em bargo, mas tarde, este mismo autor reconoce que del texto 
transcrito del art. 22 de los Estatutos de Rochdale, no se puede apoyar
Como afirma Manuel DE TORD y AMAT, (Fianzas para cooperativas, p. 97 y 98): "Desde 
los orígenes del movimiento se mantiene viva la discusión sobre la legitimidad cooperativa 
de este interés y  las condiciones a que debe estar sujeto".
157 Joaquín FERNANDEZ,: Los principios coop.... Tribuna cooperativa l ü trim. 1974 n° 16 p. 9 
y ss.
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ninguna opinión que trate de mantener la obligatoriedad de abonar un 
interés o la existencia de un límite objetivo y permanente. Lo que sí tiene 
claro el autor citado es que "Los pioneros fueron pragmáticos y operativos; 
abonaron el tres y medio por ciento, que era un interés razonable y ,  
equivalente al que los socios hubiesen obtenido en las instituciones de 
crédito. En 1854, modificaron sus estatutos para elevar el interés al 5 por 100. 
No hay motivos para suponer que, si las circunstancias lo hubiesen 
aconsejado, no hubiesen bajado al 0 por 100 o subido al 10 por 100". 
Posteriormente, tras una clara exposición histórica de las distintas teorías 
socioeconómicas, desde Aristóteles hasta Marx u Owen, Joaquín Fernandez 
obtiene la siguiente conclusión: "Los pioneros no se dedicaron a crear una 
nueva doctrina. S im plem en te  pretendían, como muchas corrientes  
socialistas, reducir al mínimo grado posible el poder atribuido a los 
poseedores de capital, mientras que la experiencia les demostraba que sin el 
abono de un interés no habría sido posible la realización de la actividad 
económica ".
Nos ha parecido de sumo interés recoger las conclusiones obtenidas por 
Joaquín Fernandez de su estudio de los orígenes del principio de interés 
l im i ta d o ,  para  constatar que en efecto, no se d e r iv a  de éstos n i n g u n a  
p ro h ib ic ió n  o limitación al interés con que se p u ed e  re tribu ir  las 
aportaciones a capital social de los socios de una cooperativa.
Como señalamos en un principio, la polémica sobre la legitimidad o no 
de rem unerar el capital en la sociedad cooperativa, siempre ha existido, 
incluso con posterioridad a la reformulación por la ACI de este principio; se 
discute sobre el alcance de la interpretación del mismo. Nosotros vamos a 
tratar de sintetizar de una forma general (pues posteriormente entraremos 
en cuestiones más particulares) las distintas posturas doctrinales que sobre el 
tema se han desarrollado, a favor y en contra de rem unerar el capital 
cooperativo.
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A) A favor del pago de intereses por el capital social aportado, se muestra 
la práctica totalidad de la doctrina actual. Se alega en favor de esta tesis que 
retribuyendo el capital se fomenta el ahorro entre los socios, y lo que es más 
importante, la financiación de la cooperativa.
Como reconoció la Comisión de la ACI sobre los Principios Cooperativos, 
al presentar la formulación de este tercer principio, aprobado en el Congreso 
de Viena de 1966: "el principio responde a la idea de establecer un nuevo 
orden social, basado en la distribución según equidad de la renta. Los 
cooperativistas comprenden que necesitan capital para incrementar la 
productividad del trabajo, y  que es razonable remunerar a los que lo 
aporten " ( 158).
La necesidad de capital es obvia para toda empresa, y por tanto también 
para la cooperativa (15^). Ante esta necesidad la cooperativa puede optar 
entre buscar la financiación por los cauces habituales, recurriendo a las 
entidades financieras, o puede recurrir a sus socios, y entonces, como dice 
Manuel de Tord, la cooperativa deberá estimular la colaboración del socio 
compensando sus aportaciones con un interés (160).
Por otra parte, se considera compatible esta retribución al capital con la 
naturaleza no lucrativa de la cooperativa, siempre que dicha retribución esté 
l im i ta d a . Para Dionisio Aranzadi, la limitación del interés ha sido una
158 Citado por D ionisio ARANZADI, en op. cit. p. 379
159 C om o señala LAMBERT: "Mientras la cooperación se desarrolle en un medio en que el 
préstamo de dinero es remunerado, es normal que también ella remunere con un interés al 
capital aportado. No es conveniente que los cooperadores digan nada más ni que se busquen 
profundas justificaciones al pago de interés...Las cooperativas no pagan interés al capital 
por cumplir una obligación de lealtad o para animar a sus socios al ahorro sino únicamente 
por necesidad", en La doctrina cooperativa... p. 74 (Citado por D ionisio Aranzadi en op. 
cit. p. 380).
160 d e  TORD, Manuel y  AMAT, Jaime. (Finanzas para Cooperativas, p. 98). En este sentido  
puede citarse también a Justino DUQUE quien analizando la crisis de los principios 
cooperativos, y  concretamente el de interés lim itado, afirma la necesidad -en beneficio del 
cooperativism o- de introducir m edidas que hagan la inversión del cooperativista más 
atractiva com o inversión. (En Principios cooperativos y experiencia cooperativa, p. 112).
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opción tom ada por el movimiento cooperativo "que ha temido con razón la 
preponderancia del capital y  ha querido subordinarlo a la categoría de 
asalariado, más conforme a su rango de instrumento de producción" (161).
La Comisión de la ACI también tuvo en quenta en su informe esa 
limitación, y así, tras reconocer la necesidad del capital para el desarrollo de 
las cooperativas, continúa: "Pero a la vez, sostienen que el trabajo no ha de 
estar al servicio del capital o de sus poseedores por lo que sólo admiten u n 
interés limitado y  no un dividendo variable como retribución al capital".
Este in terés  debe ser lim itado p o rq u e  su función es m eram ente  
instrumental para el desarrollo de la actividad económica de la cooperativa, 
que se lleva a cabo principalm ente por la colaboración de sus socios, 
haciendo uso de los servicios facilitados por la cooperativa (162).
B) Por o tra  parte , quienes han m an ten ido  a u ltranza  el esp íritu  
anticapitalista de la cooperativa niegan que pueda retribuirse el capital 
social. Entre estos pueden citarse las posturas de King, Buchez y Raiffeisen 
contrarios a cualquier remuneración del capital (163).
Y en nuestra doctrina, podemos citar a Ciurana, quien afirma que en la 
c o o p e r a c i ó n  "el capital no tiene ninguna entrada ni como elemento  
dominante, ni como director de la sociedad, y  mucho menos como receptor 
de los beneficios que se consigan",  y refir iéndose a las cooperativas 
industriales del tipo Mondragón, que abonan intereses a sus socios por las
ARANZADI, D ionisio. Cooperativism o industrial com o sistema, empresa y experiencia. 
Universidad de Deusto. Bilbao. 1976. p. 381.
162 Sobre el valor instrumental del capital y su consideración al remunerarse, dice Del Arco: 
"La cooperativa es una empresa y  necesita del capital, pero reducido a la condición de 
simple instrumento o "material" económico. Como tal instrumento ni gobierna ni prolifera, 
y  no se le reconoce derecho a participar en los beneficios, pero es necesario, y  su utilización 
se retribuye, todo lo más, con un interés fijo y  limitado (precio del dinero)". DEL ARCO. Los 
Principios Cooperativos en la Ley General de Cooperad vas...op. cit. p. 51.
Más tarde, al analizar las características que definen los intereses a capital en la Ley 
valenciana, volverem os sobre la exigencia o no de su limitación.
163 Según cita LLOBREGAT en op. cit. p. 270.
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aportaciones que realizan a capital social, dice de ellas que "Esto hace que no 
puedan presentarse como auténticas cooperativas en el sentido ortodoxo de 
la palabra, si bien hay que tener en cuenta, en su descargo, que los capitales 
que se retribuyen han sido aportados íntegramente por los propios 
trabajadores y  socios de la entidad" (164).
Al margen de estas escasas opiniones en contra, puede afirmarse que hoy 
en día está prácticamente aceptado por todos la legitimidad y conveniencia 
del abono de intereses, siempre que sea en una tasa limitada.
No obstante, y superada ya esta controversia, las cuestiones que hoy se 
suscitan giran en torno a la cuantía máxima que pueden  alcanzar esos 
intereses, y cuál debe ser el tratamiento contable que se de a los mismos.
Sobre estas cuestiones vam os a volver a continuación, una vez 
examinemos cómo se regula en la Ley valenciana el régimen jurídico de los 
intereses al capital social cooperativo.
4. 2. 2.- R ég im en  ju ríd ico  de los in tereses  a capital cooperativo. 
Características que definen dichos intereses en la Ley valenciana.
La legislación valenciana, reconoce el derecho del socio a percibir 
intereses por sus aportaciones a capital social, mientras no se niegue ese 
derecho en los estatutos sociales (art. 20 c, LCCV). También el art. 3 al 
enum erar los principios cooperativos señala: "La Cooperativa tendrá que 
inspirarse en los principios cooperativos formulados por la A lianza  
Cooperativa Internacional y  que a efectos de esta Ley son los siguientes: 
....Tercero. Interés voluntariamente fijado por los estatutos y en todo caso 
limitado para las aportaciones sociales".
Pero el régimen jurídico al que se somete el cobro de intereses por las 
aportaciones a capital social se contiene en el art. 51. 7 LCCV y en lo que los 
estatutos sociales de la cooperativa regulen al respecto. En concreto dice el
I64 CIURANA. Curso de Cooperación. Bosch. Barcelona, 1968 pp. 72 y  73.
136
art. 51. 7 LCCV que: "Los Estatutos Sociales establecerán si las aportaciones 
sociales dan derecho a cobrar intereses por la parte efectivamente  
desembolsada, los cuales en ningún caso serán superiores a cinco puntos por 
encim a del in terés  básico del Banco de E spaña , salvo que  
reglamentariamente y  en atención a las circunstancias del mercado se 
establezca un límite inferior. En todo caso, a los tres años de permanencia 
como socio, la Cooperativa tendrá que pagar como mínimo el interés básico 
del Banco de España, salvo que estatutariamente o por acuerdo de Asamblea 
General por mayoría de dos tercios se establezca otro criterio".
Vamos a ver a continuación las notas principales que caracterizan el 
régimen jurídico del devengo de intereses, por las aportaciones a capital 
social, en la legislación valenciana.
a.- Obligatoriedad o no de abonar intereses.
En prim er lugar y en relación con la obligatoriedad o no de abonar 
intereses por las aportaciones, siempre se ha señalado su carácter facultativo 
ésta es la regla general y el propio art. 3 anteriormente citado, así lo establece: 
"ínteres voluntariamente fijados por los Estatutos". También el art. 51. 7 
LCCV, comienza afirm ando que "Los Estatutos Sociales establecerán si las 
aportaciones sociales dan derecho a cobrar intereses...", sin em bargo, es 
novedoso en la Ley valenciana, respecto del resto de las legislaciones 
cooperativas, el último párrafo de este mismo artículo, cuando exige que si 
el socio permanece en la cooperativa por más de tres años, ésta tendrá que 
pagar como m ínim o el interés básico del Banco de España, salvo que 
estatutariamente o por acuerdo de la asamblea general por mayoría de 2 /3  se 
establezca otro criterio. Ello obliga a la cooperativa a pronunciarse en sus 
estatutos sociales o en asamblea, si no quiere abonar intereses por las
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aportaciones sociales, pues sino, ante el silencio, el socio adquiriere el 
derecho al cobro de intereses, al tipo básico del Banco de España (165).
b.- Intereses por la parte desembolsada del capital suscrito.
El derecho al cobro de intereses se adquiere sólo por la parte desembolsada 
del capital social suscrito por el socio. La Ley valenciana lo señala así 
c la ra m e n te :  "Derecho a cobrar intereses por la parte efectivamente
desembolsada" Es lógico que así sea porque mientras no se desembolsa la 
aportación, el valor de la misma está a disposición del socio y por tanto es 
éste quien se beneficia del mismo. El pago de intereses sólo se justifica en la 
m edida en que supone una compensación al socio por privarle de su
165 o tra  cuestión  en relación con la necesidad o no de abonar intereses, que en algunas 
ocasiones Vicent Chuliá ha criticado (La profundización ... p. 8 y 9; y en La reforma de la 
legislación cooperativa... p. 122), tenía su origen en la legislación anterior, en concreto en 
los arts. 20.1 LGC 1974 y art. 81, 5 Reglamento de 1978, según estas normas y en relación con 
la adjudicación del haber social, podían abonarse a los socios en concepto de intereses hasta 
el 50% del im porte del Fondo de Reserva Obligatorio una vez salvadas las deudas sociales 
y reintegradas las aportaciones a los socios y asociados (art. 81. 5 Reglamento de 1978). 
Vicent Chuliá interpretaba estas normas en el sentido de que contem plan una cooperativa  
que no está obligada por sus estatutos a pagar intereses, pues si lo hubiese estado, "el socio 
podría ejercitar su derecho, junto con los demás acreedores sociales, contra el Fondo de 
Reserva Obligatorio. Lo que admite la norma es una excepción al carácter irrepartible de 
dicho Fondo en Cooperativas que, durante la vida social, no están obligadas a pagar 
intereses a sus socios".
Esta interpretación, en nuestra opinión, podría suscitar las dudas que este autor manifiesta, 
según la redacción del art. 20.1 LGC de 1974, pero el Reglamento de 1978, y concretamente el 
art. 81. 5 anteriorm ente citado, v iene a disipar esas dudas. Del art. 81. 5 se d educe  
claramente que la atribución de parte de las Reservas Obligatorias, en concepto de intereses 
sólo cabe si en los Estatutos se reconocía el derecho del socio al cobro de los m ism os y este 
derecho no se había visto realizado, ni voluntariam ente (por acuerdo de la asam blea  
general o consejo rector), ni forzosamente (por recurso de los socios).
En todo caso, esta polém ica ya no tiene sentido en la actual legislación cooperativa. La Ley 
valenciana establece que (art. 66) tras el pago de las deudas de la cooperativa (donde se  
podrían incluir los intereses cuyo pago se ha acordado) se restituye a los socios su 
aportación liquida actualizada, y lo que reste se destina a la Unión o Federación de  
C ooperativas a la que esté asociada la cooperativa disuelta, o al Consejo Superior del 
C ooperativism o.
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disponibilidad, o como afirma Halm "el interés es el precio que se paga por 
el uso del d inero" (166), si no se tiene la posibilidad por parte  de la 
cooperativa de hacer uso de ese bien, no nace tampoco la obligación de 
pagarlo.
c.- Intereses según el tipo de aportación: obligatoria y voluntaria.
A pesar de que la Ley valenciana no lo distingue en este punto, hay que 
tener en cuenta  que existen dos tipos de aportaciones: obligatorias y 
voluntarias. El interés que se puede obtener por las primeras deberá fijarse 
en los estatutos, mientras que el interés que corresponde a las segundas se 
fijará norm alm ente  en el acuerdo de emisión que adopte la asamblea 
general, al admitir la existencia de este tipo de aportaciones.
Tampoco distingue esta Ley, ni la Ley general si el tipo de interés de estas 
aportaciones ha de ser el mismo o puede ser diferente.
El Reglamento de Cooperación de 1971 si lo distinguía, y en su art. cuatro, 
donde regulaba el contenido de los estatutos sociales, señalaba entre sus 
menciones:
"j) El derecho de los socios a percibir como máximo el interés legal sobre 
las aportaciones obligatorias" .
k) El límite máximo de interés que podrán devengar las aportaciones  
v o lu n ta r ia s  al capital social, que en ningún caso excederá del normal del 
d in e ro ".
Completando este párrafo, el art. doce del mismo Reglamento, al regular 
las aportaciones voluntarias, señala que el acuerdo por el que la junta 
general autorice a los socios la incorporación de aportaciones voluntarias al 
capital social, expresará "el tipo de interés que percibirán las aportaciones".
166 HALM, G. N.¡"Economía del dinero y de la banca. Bosch. Citado por J. FERNANDEZ en 
Los principios...p. 11
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Parra  de Más, com entando estos preceptos, justifica "el mejor trato 
proporcionado a las aportaciones voluntarias", por este Reglamento de 1971, 
en la necesidad de facilitar su captación (167).
Con posterioridad a este Reglamento, la Ley de 1974 dejó de distinguir el 
interés aplicable, en función del tipo de aportación realizado. El art. 13. 6 de 
esta Ley se limitaba a afirmar que "Cuando se acuerde pagar un interés a las 
a p o r ta c io n es  de los socios al capital social, no podrá exceder del tipo de 
interés básico del Banco de España, incrementado en tres puntos...". Precepto 
que fué criticado por Elena Diaz e interpretado cómo que a partir de esa Ley, 
los intereses por las aportaciones obligatorias y voluntarias debían ser 
iguales (168).
También Del Arco se manifestó sobre este problema. Tras analizar las 
conclusiones a que había llegado la ACI en relación con el principio de 
interés al capital, afirma: "Fácil es deducir después de que la ACI ha aprobado 
criterios tan liberales en la interpretación y aplicación del principio de 
interés fijo y  limitado al capital social, que no han de plantearse dificultades 
doctrinales a las leyes y  a los estatutos para permitir fórmulas holgadas en la 
retribución del capital social suscrito y desembolsado por los socios. Incluso 
es perfectamente aceptable que se establezcan d iferencias en esa retribución. 
s egún se trate de las aportaciones obligatorias al capital social. y las 
aportaciones voluntarias, como un estimulo más para esta última clase de 
aportaciones " (169).
Mas recientemente Maria Luisa Llobregat, también se ha referido a esta 
posible diferencia señalando la conveniencia de sustraer las aportaciones 
obligatorias del derecho al cobro de intereses, dados los perjuicios que la 
realización de este derecho entraña para los socios que más intensamente 
han participado en la actividad económica de la cooperativa, ya que ven
167 PARRA DE MAS. La integración de la empresa cooperativa... op. cit. p. 61 y 62.
168 ELENA DIAZ, Ideas sobre una posible interpretación... p. 196
169 DEL ARCO, Financiación de la empresa cooperativa, p. 39.
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reducida por esta causa la distribución de los excedentes del ejercicio. Por 
esta razón, concluye esta autora afirmando: "Unicamente deben devengar  
intereses las aportaciones vo luntarias, c¡ue a efectos operan como un 
préstamo realizado por los socios a la cooperativa, siendo por tanto  
susceptibles del devengo de interés al igual que los créditos externos" (170).
En nuestra opinión, y ante la ausencia de una solución expresa en la Ley, 
consideramos que es aceptable e incluso conveniente, que se retribuya con 
un interés más alto las aportaciones voluntarias a capital social que las 
aportaciones obligatorias, o incluso que sólo aquellas se beneficien de los 
intereses, como propone Llobregat. Principalmente, porque las aportaciones 
voluntarias a capital, son aportaciones de riesgo, y dada su naturaleza no 
obligatoria, para que se den en la práctica, deben resultar atractivas para el 
socio; si no ofrecen alguna compensación, éste no tendrá ningún interés en 
suscribirlas (171).
Por otra parte  hay que tener en cuenta que la interpretación literal y 
conjunta de los arts. 51. 6 y 51. 7 LCCV, permiten mantener que fijado en los 
estatutos un interés o negado éste, para las aportaciones obligatorias, la 
asamblea general puede en cualquier m omento acordar la admisión de 
aportaciones voluntarias, y señalar entre las condiciones de suscripción, el 
interés que percibirán por ellas los socios; interés que no tiene porqué 
coincidir con el de las aportaciones obligatorias.
d.- Límite máximo de los intereses.
Por otra parte, tanto las aportaciones obligatorias como las voluntarias, 
tienen señalado un límite máximo que no pueden superar y que la Ley
170 LLOBREGAT. op. cit. p. 279.
17  ^ Com o decía GIDE en relación con las aportaciones en general, "si la cooperativa rehúsa 
interés al capital, ningún asociado suscribirá más de una acción, puesto c¡ue con ello bastaría 
para adquirir la condición de socio, y  para realizar todas las compras y  percibir las 
utilidades, la suscripción de mayor número de acciones no produciría ninguna ventaja", en 
Sociedades cooperativas de consum o, p. 72 y ss (Citado por Llobregat en op. cit. p. 272).
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valenciana fija en cinco puntos por encima del interés básico del Banco de 
España. Este límite podrá reducirse si reglamentariamente así se decide, en 
atención a las circunstancias del mercado. Si se rebasa este límite y se pagan 
intereses superiores a los permitidos por la Ley, se incurre en una infracción 
m uy grave (según el art. 104. 1 LCCV), que se sanciona con una multa a la 
cooperativa de 200.000 a 5.000.000 de ptas (art. 103. 5) e incluso la 
descalificación de la entidad como cooperativa (art. 105. 1).
La Ley valenciana, con este artículo (51. 7) toma partido por la limitación 
de los intereses a capital social; aunque fija un límite más amplio que las 
demás leyes de cooperativas (172). De esta forma, el legislador se inclina por 
esa interpretación del término "limitado" que no se equipara con "interés 
reducido".
Esta equiparación o no entre los términos "interés limitado" e "interés 
reducido" también ha sido objeto de controversia doctrinal, porque se teme - 
como afirma Vicent Chuliá- que"la combinación de un interés estatutario 
máximo con el mecanismo de revalorización de las aportaciones haría de 
una cooperativa una empresa m uy próxima a una sociedad mercantil" O 73).
Sin embargo, la mayor parte de la doctrina entiende que ambos términos 
no son equiparables. Como claramente manifiesto Lambert, al presentar las 
conclusiones del Coloquio de Lieja: "Si decimos limitado, no queremos decir
172 En nuestra anterior Ley de cooperativas de 1974 (art. 13. 6 y 31. 6 de su Reglam ento) se 
estableció com o lím ite máximo al interés abonable al socio por sus aportaciones a capital 
social, el interés básico del Banco de España, incrementado en 3 puntos.
Este interés m áxim o ha sido recogido en las actuales leyes de cooperativas vigentes en 
nuestro Estado (art. 23. 1 Ley vasca; art. 52 Ley catalana; art. 76 LGC; art. 45. 1 Ley 
navarra) a excepción de la Ley valenciana que, com o hemos dicho, eleva ese lím ite hasta 5 
puntos por encima del interés básico del Banco de España, y la Ley andaluza, en cuyo art. 
48. 6 se rem ite a la decisión del Consejo de Gobierno de la Junta de A ndalucía, la 
determ inación de ese límite.
173 VICENT CHULIA, en La profundización de los principios...op. cit. p. 8. En el m ism o  
sentido M anuel DE TORD (Op. cit., p. 98) es partidario de un interés lim itado, porque 
entiende el interés com o "una compensación al esfuerzo aportado del socio, no un estímulo a 
ganancias inversoras especulativas".
142
-y la palabra no lo dice- que este límite se sitúe por debajo de la tasa de 
mercado" (174).
La Alianza Cooperativa Internacional se hizo eco de esta preocupación 
doctrinal, y ofreció su in terpre tación  al respecto en las conclusiones 
ap robadas  en 1966 en el Congreso de Viena, según las cuáles: "las  
cooperativas pueden sentirse obligadas a agregar a los intereses pagados 
sobre cuotas sociales, una suma adicional que se parece a una prima al 
prestamista para inducirlo a invertir su dinero en la cooperativa, en lugar de 
en otro negocio. Tal práctica desde el punto ^cooperativo es, por lo menos 
dudosa. Sin embargo, debe ser considerada desde el punto de vista práctico y  
de la creciente necesidad de capitales de aquellos sectores del M ovimiento  
que tienen que enfrentarse con la empresa capitalista equipada en su 
mayoría con los más modernos elementos técnicos. La cuestión estriba en si 
el interés adicional es un precio tolerable o excesivo por adherirse a un 
método tradicional ya probado".
Finalmente, concluye la ACI afirmando que "Las condiciones que existen 
actualmente en los países económicamente desarrollados requieren una 
mayor elasticidad en el sistema de la limitación de los intereses. Si el 
movimiento quiere ser más que simple seguidor de un sector privado más 
progresista , abriendo nuevos caminos, orientando todo el sistem a
I 74 LAMBERT. Les principes... p. 513 (Citado por J. Fernandez en op. ult. cit. p. 12). También  
en este sentido se ha m anifestado SAINT ALARY al afirmar: "Lo que debe ser prohibido 
radicalmente es toda distribución de beneficios a las partes sociales proporcional a su 
importe. Cualquiera que sea la importancia de los excedentes, los capitales deben ser 
remunerados en un cierto porcentaje fijo... Pero esto no quiere decir de ningún modo que este 
interés deba ser sistemáticamente inferior al que se pagaría a los prestamistas externos, por 
ejemplo, a un banco. Si en Francia la ley limita al 6 por 100 el interés que se puede pagar a 
las partes sociales, es porque le ha parecido que así los capitales invertidos recibirían una 
remuneración equitativa. Si por el contrario pareciera que el precio de mercado de dinero 
fuera más elevado, debería ser posible elevar esta tasa para armonizarla con la del 
mercado. La sociedad no sería menos cooperativa por ello, lo que a nuestros ojos, no impide 
que la regla deba ser mantenida, pues expresa muy claramente, incluso más que la del 
retorno proporcional, la eliminación del beneficio capitalista"  (C itado por Joaquín  
FERNANDEZ, idem ., p. 11 y 12).
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económico, la cuestión de la disponibilidad de capitales, debe ser estudiada 
de una forma mucho más ágil y dinámica de lo que fue posible en el pasado. 
Ello no implica una desviación de los Principios que han sido aceptados 
hasta hoy, sino solamente su aplicación de un modo más flexible" (175).
Por último, y como excepción que confirma la tesis m ayoritariam ente 
seguida por la doctrina, tenemos que citar a Lluis y Navas quien, tras 
reconocer que el capital es un instrumento del desarrollo empresarial y por 
tanto, hay que asignarle una renta para estimular su aportación, no está de 
acuerdo con que se limite su cuantía,"Y si ello plantea problemas de fraudes, 
la solución radica a nuestro modo de ver en acentuar el sistema de 
inspección y, sobre todo, el de sanciones" O76).
e.- Naturaleza contable de los intereses.
Nos queda por ver finalmente la naturaleza contable que merecen estos 
intereses.
Para Vicent Chuliá (177) "lo que se discute es si para hallar el saldo de la 
cuenta de resultados debemos deducir o no los intereses como gasto".
La cuestión consiste en efecto en determ inar si los intereses deben 
retribuirse como un coste necesario del ejercicio, y por tanto constituirán un 
gasto, previo a la determinación del excedente; o por el contrario, deben 
figurar como una partida más en la distribución del excedente neto del 
ejercicio.
Esta cuestión está m uy relacionada con la problem ática sobre la 
naturaleza de la cooperativa como entidad lucrativa o no, y a su vez, con
175 El texto com pleto de estas conclusiones puede verse en DEL ARCO, Financiación de la 
empresa cooperativa..., p. 38 y 39.
176 LLUIS Y NAVAS, Derecho de Cooperativas..., p. 112
177 VICENT CHULIA, en UTECOnü 12/9
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otra cuestión conceptual que gira en torno a la terminología empleada de 
"interés" o "dividendo" como algunos proponen.
Si la cooperativa concibe la retribución al capital como un coste necesario, 
que debe abonarse hayan resultados positivos o no en el ejercicio, éste coste 
se asimila a un  interés, que al estar incluso predeterminado en su cuantía, es 
un interés fijo. Si por el contrario, la retribución al capital se hace depender 
de la existencia o no de resultados positivos, así cómo de su cuantía; esta 
retribución no puede calificarse como de interés, sino más bien como partida 
que se nutre de los excedentes del ejercicio.
En este segundo caso, algunos autores prefieren hablar de "dividendos" o 
"beneficios" que se reciben por el capital aportado; éste es el caso de Parra de 
Más quien ve en esta retribución "un dividendo en cuanto es beneficio 
dis tr ibu ib le", aunque reconoce que la limitación porcentual a la que está 
sometido desprovee a las aportaciones al capital cooperativo de todo ánimo 
especulativo (17^).
En nuestra  opinión, no puede denominarse d ividendo a la retribución 
que se recibe por el capital aportado por el socio, al menos en nuestro 
Derecho, por varias razones:
En primer lugar, porque -como veremos en el capítulo II de esta tesis-, los 
excedentes de ejercicio no son beneficios que se obtienen de la inversión del 
capital de los socios (como en una sociedad capitalista), sino de la actividad
178 PARRA DE MAS dice en concreto: "En definitiva, el temor del legislador es infundado: 
basta la limitación porcentual a la que están sometidas estas aportaciones según hemos 
v is to  para desproveerlas de su carácter capitalista-especulativo, y  no hace falta  
desnaturalizar lo que en buena lógica constituye un beneficio -un dividendo, en cuanto es 
beneficio distribuible- para que quede asegurado el matiz cooperativo del fruto de estas 
inversiones" (La integración de la empresa cooperativa... op. cit. p. 64).
También y en el m ism o sentido se han m anifestado MANRIQUE Y RODRIGUEZ POYO- 
RODRIGUEZ al señalar: "En contra de la opinión de algunos autores, hemos considerado 
que ese interés (que la Ley limita a tres puntos sobre el básico del Banco de España), es 
beneficio, puesto que se retrae del retorno, y  sólo se abonará cuando haya excedentes del 
ejercicio. El considerarlo realmente un interés, sólo porque la Ley emplea ese término, no 
parece decisivo y  tampoco debe serlo el que se considere gasto deducible del excedente bruto 
del ejercicio", en La cooperativa: garantías formales...op. cit. p. 87.
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desarrollada por los socios con la cooperativa, y si vamos más lejos, 
podem os afirmar que los excedentes constituyen, la retribución (total o 
parcial si han existido previamente anticipos) que le corresponde al socio 
por los productos entregados a la cooperativa, o por la prestación del trabajo 
realizado para ésta. Por ello, los excedentes se distribuyen en función de la 
actividad mantenida por cada socio con la cooperativa, y no en proporción al 
capital social aportado.
En segundo lugar, porque aunque se destinase parte de los excedentes del 
ejercicio a rem unerar el capital social, esta retribución debe ser limitada, 
como exige el tercer principio cooperativo de la Alianza Cooperativa: "El 
capital accionariado, en el caso de recibir interés, debe ser de una t asa  
estrictamente lim itada" ( l7^).
En tercer lu g a r  porque nuestra  legislación cooperativa siem pre  ha 
calificado esta retribución como un interés, representado contablemente 
como gasto previo  a la determ inación del resultado de ejercicio. Así, 
podemos citar la Ley de 1931, en cuyo art. 1 señalaba las condiciones legales 
necesarias que debían cumplir todas las cooperativas, y entre ellas, en el 
núm ero  4 citaba: "Que las participaciones en el capital social no sean 
transferibles sino entre sus socios, con los requisitos que se fijen, y que en 
caso de atribuírsele algún interés, tenga éste un límite previamente fijado y 
nunca superior al interés legal" .
También merece ser destacado el Reglamento de 1971 cuyo art. 18 Uno, ya 
establecía como deducción  prev ia  la re tribución  del capital: " L o s  
rendimientos líquidos de las Sociedades Cooperativas consistirán en las 
diferencias numerarias que se obtengan por márgenes de previsión y  excesos
l 7  ^ Llobregat (com o Parra de Más, anteriorm ente citado) han puesto el acento en esta
lim itación para d istinguir la retribución al capital de los d iv id en d os. Com o dice esta
autora: "Cuando por el contrario, se destine una parte de los excedentes netos al pago de los
intereses, la distancia con el régimen jurídico de los dividendos se acorta hasta
prácticamente desaparecer; de ahí justamente la necesidad del requisito de un interés fijo y
limitado que opere como rasgo diferenciador último entre ambas figuras" (LLOBREGAT,
op. cit. p. 275).
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de percepción, después de deducir toda clase de gastos generales y  lo s  
intereses debidos al capital desembolsado establecidos estatutariamente, y  el 
anticipo laboral c¡ue corresponda; en su caso, al socio-trabajador como 
retribución normal a un trabajo de la misma clase en la l o c a l i d a d Con 
posterioridad a esta norma, todas las leyes de cooperativas, dictadas en 
nuestro  Estado han considerado  el interés abonado al socio por su 
aportación de capital, como un gasto previo a la determinación de los 
excedentes (180).
Queda claro por tanto que en nuestro derecho, la retribución del capital 
aportado tiene la consideración de interés limitado, que una vez acordado 
estatutariamente se debe satisfacer con independencia de los resultados del 
ejercicio. También la Ley valenciana, califica esta retribución como interés y 
exige que contablemente se compute como gasto (181).
Pero llegados a este punto, hay otra importante cuestión, conectada con la 
anterior, que se plantea la doctrina, con independencia del criterio seguido 
por el legislador. Se trata de decidir qué es más conveniente para la 
coop era tiv a : retribuir los intereses a capital hayan excedentes o no, o sólo 
cuando estos existan.
En respuesta a esta cuestión podemos distinguir bastante claramente tres 
p o s tu ra s  d iferenciadas; qu ienes  se inclinan po rque  deben pagarse  
necesariam ente los intereses, los que por el contrario opinan que sólo 
deberían pagarse si existiesen excedentes de ejercicio, y finalmente, podemos 
señalar una tercera postura, que denominaremos intermedia.
180 v éa se  en este sentido los artículos: 17. Cuatro de la Ley de 1974; el art. 42. Cuatro del 
Reglamento de 1978; el art. 26. b de la Ley vasca; art. 58. a. 3 de la Ley catalana; art. 59. 1. 
b de la Ley andaluza; art. 58. 2. c de la Ley valenciana; art. 81. 1. c. LGC y art. 45. 1 de la 
Ley navarra.
181 El art. 58. 2 LCCV señala que, para determinar los excedentes de ejercicio "De los ingresos 
ordinarios cooperativos por un lado y  de los extracooperativos por otro, deberán deducirse 
en concepto de gastos o minoración de ingresos los siguientes:
C) Los intereses devengados por sus socios o por terceros".
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a.- En primer lugar, señalaremos aquella corriente partidaria de retribuir 
necesariam ente el capital social, existan o no resu ltados  positivos de 
ejercicio.
Esta tesis es la recogida -como hemos visto- por el Derecho español, y se 
justifica en la m ed ida  en que como interés que es, debe abonarse  
necesariamente, como si ese capital se hubiese obtenido de terceros no 
socios, la cooperativa vendría  igualm ente obligada a retribuirlo , con 
independencia  de que obtuviese resultados positivos o negativos en su 
actividad económica.
Entre la doctrina partidaria de esta postura podemos citar a Vicent Chuliá 
o a Dionisio Aranzadi (182).
b.- En segundo lugar, podemos citar esa postura que se inclina por admitir 
que sólo cuando existen resultados positivos deben pagarse los "intereses" a 
capital.
Desde luego, esta postura fuá la adoptada por los Pioneros de Rochdale 
quienes, en el art. 22 de sus estatutos aprobados en 1844 acordaron el pago de 
un interés fijo (3, 5% anual) que se abonaría con cargo al beneficio realizado 
por la sociedad durante el trimestre precedente. Estos pioneros entendieron 
que era necesario haber obtenido beneficios para poder retribuir el capital 
facilitado por los socios (183).
182 o p in a  VICENT CHULIA, que los intereses deben deducirse com o gasto "si no queremos 
desmantelar la noción tradicional de "interés", sustituyéndola por la de un crédito, 
condicionado a la existencia de los recursos señalados para pagarlo" (en La profundización  
de los principios cooperativos... nu 12/9).
También ARANZADI, se ha manifestado partidario de esta postura, m ostrándose seguidor  
del pensam iento d e  A. ANTONI (Les principes... p. 95), según el cuál, el interés debe  
pagarse al socio, sea o no bueno el año, como se paga a un tercero (Ver en Cooperativism o  
industrial com o sistema... p. 381).
183 Según cita el art. 22 de los estatutos de Rochdale. al que hacem os referencia: "Interés 
lim itado y retorno. 22.- En cada asamblea general trimestral, los directivos, en su inform e  
financiero, publicarán el im porte de los beneficios realizados por la sociedad durante el 
trimestre precedente, el cuál será repartido com o sigue: un interés del tres y m edio por
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También la legislación francesa ha mantenido esa postura, y así, el art. 17 
de la Lev 47-1775 de 10 de septiembre de 1947, que contiene el Estatuto de la 
C o o p e ra c ió n ,  seña la :  "Los estatutos pueden prever que en caso de
insuficiencia de los resultados de un ejercicio, las sumas necesarias para 
satisfacer el interés estatutario referente a este ejercicio, se detraerán bien de 
las reservas, bien de los resultados de los ejercicio siguientes, sin ir más allá 
del cuarto".
Según esta Ley, de aplicación general a todas las cooperativas francesas, 
los intereses al capital se abonan con cargo a los resultados positivos del 
ejercicio, cuando los haya, y sólo si estatutariamente se acuerda, se podrán 
abonar, aunque  los resultados del ejercicio no hayan sido suficientes, 
recurriendo a otras fuentes.
Entre la doctrina partidaria de esta tesis podemos citar a Lasserre o Kaplan 
y Drimer; y entre nuestra doctrina a Parra de Más y Maria Luisa Llobregat 
(184).
ciento anual se pagará a todas las participaciones liberadas antes del principio del 
trimestre; los beneficios restantes se pagarán a cada miembro en proporción al im porte  
gastado en la despensa".
Este artículo fué interpretado por Joaquín FERNANDEZ (Los principios cooperativos... p. 
9) en el sen tido d e  que la rem uneración que señalaba era "fija e independiente de la 
magnitud de los resultados positivos". Conclusión que no com partim os, sim plem ente porque 
el tenor literal del precepto señalado parte de la existencia de beneficios.
En cambio, sí compartimos la interpretación de LAMBERT sobre el m ism o cuando dice que el 
espíritu de los hom bres de Rochdale, su arte para encontrar fórmulas capaces de triunfar en 
la realidad les incitó a dar un interés al capital, de acuerdo con la tesis de los ow enistas, 
"el capital debe ser remunerado en la medida en que existan excedentes netos", en La 
doctrina cooperativa... p. 74 (Citado por Llobregat en op. cit. p. 260).
184  Para LASSERRE, "Este interés no debe pagarse obligatoriamente, como si se tratase de 
obligaciones, sino que sólo es percibido si hay beneficios" (El C ooperativism o., p. 18).
A. KAPLAN DE DRIMER y B. DRIMER por su parte, afirman que: "Aun en los casos en que 
se prevén intereses sobre el capital accionariado, su payo sólo procede cuando el balance de 
la cooperativa comprueba la realización de beneficios o exceden tes ; no se trata, pues, de 
ninguna manera de intereses sobre préstamos o sobre depósitos, que deben necesariamente 
calcularse y  abonarse a manera de gastos, sino de una forma de retribuir los aportes 
accionarios de los asociados mediante una tasa determinada y  en la medida en que se 
disponga de excedentes", en Las cooperativas. Fundamentos - Historia - Doctrina. M éxico
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Para esta última, los intereses al capital deberían abonarse con una parte 
de los excedentes netos porque su calificación como gasto repercute en el 
detrimento de la constitución de un fondo de reserva más sólido, así cómo 
del fondo de educación y promoción cooperativa, y finalmente, ello merma 
las can tid ad es  des tinadas  al re to rno  cooperativo; po r  todos estos 
inconvenien tes  concluye la au tora  que "siguiendo la orientación del 
derecho francés, creamos preferible destinar una parte de los excedentes 
netos al abono de intereses, criterio que viene además reforzado por el
hecho de que el abono de intereses va en detrimento de la distribución de
retornos, fórmula de distribución de excedentes genuinamente cooperativa, 
que en definitiva ésta última deberá potenciar".
c.- Por ú ltim o, podem os considerar como i n t e r m e d ia  la tesis que 
mantiene Elena Diaz (185). Este autor distingue según se trate de intereses 
sobre aportaciones voluntarias o sobre aportaciones obligatorias. De las 
p r im eras  dice que  "sus intereses deben ser considerados como gastos 
independientemente de los resultados habidos en el ejercicio"; mientras que 
de los intereses correspondientes a las aportaciones obligatorias opina 
q u e"deben ser considerados como un primer destino de los excedentes".
Esta distinción se justifica para Elena Diaz porque: "No tiene sentido (al 
menos no se lo vemos) que podamos estar pagando intereses al capital de los
socios con cargo al Fondo de Reserva, por haberse producido pérdidas en un
ejercicio".
Por ello concluye el autor recom endando a las cooperativas que "los 
Estatutos deberían establecer que las aportaciones obligatorias sólo cobrarían 
intereses cuando los excedentes sobrepasaran determinadas cifras, y vale
1973, p. 123. (Citado por Aranzadi en Cooperativism o industrial com o sistema... p. 379 y 
380).
PARRA DE MAS (La integración de la em presa cooperativa... p. 63) y LLOBREGAT 
(M utualidad y em presas cooperativas... p. 278 y 279 principalmente).
185 ELENA DIAZ, F, Aspectos económicos..., p.140
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quizá, aun entonces, proporcionales a los resultados, siempre que su cuantía 
máxima si se haya limitado previamente".
Esta distinción entre aportaciones obligatorias y voluntarias en cuanto al 
cobro de intereses también ha sido hecha por Llobregat -como vimos . 
anteriormente-, pero  a diferencia de esta autora que optaba porque las 
aportaciones obligatorias no recibiesen intereses, Elena Diaz se limita a 
condicionar esta posibilidad a la existencia de suficientes excedentes.
Nosotros nos inclinamos también por esta tercera vía que se apoya en la 
distinción entre aportaciones obligatorias y voluntarias, y busca un trato 
diferente en su retribución, como consecuencia de la distinta función que 
am bas aportac iones  deben cum plir, según la opinión que venim os 
manteniendo a lo largo de este capítulo.
En efecto, -como ha puesto de manifiesto Llobregat- el pago de intereses al 
capital, como gasto fijo para la cooperativa, puede ser perjudicial para los 
intereses de los socios que colaboran en la actividad económica de la 
cooperativa, porque pueden ver reducida la retribución que por su trabajo o 
actividad les correspondería, en beneficio de los aportantes de capital. Lo 
cual en principio es contrario a la finalidad de la cooperativa, que como el 
art. 2 LCCV señala es "la explotación de una empresa colectiva sobre la base 
de la ayuda mutua y la creación de un patrimonio común irrepartible, y s in 
ánimo de lucro o de repartirse beneficios sociales".
Un régimen inflexible en el pago de intereses puede dar lugar, no sólo - 
como dice Elena Diaz- a que tengamos que estar pagándolos con cargo al 
Fondo de Reserva, sino que podría darse el caso de que los socios tuviesen 
que abonarlos de sus patrimonios particulares a pesar incluso de no haber 
recibido por su trabajo o actividad desarrollada para la cooperativa, una 
mínima retribución.
Esto es posible porque como es regla general en nuestro  Derecho 
cooperativo, los intereses se deducen de los ingresos procedentes de las
151
actividades desarrolladas por la cooperativa con sus socios (186). Cuando no 
existen ingresos suficientes para cubrir todos los gastos, nos encontramos 
con la existencia de pérdidas, y en este caso, como establece el art. 60 LCCV, 
las pérdidas se im putan hasta un 50% al fondo de reserva obligatoria, y el 
resto a los socios, en proporción a su participación en las operaciones 
sociales. No es por tanto m uy consecuente que el abono de intereses a los 
propios socios, lleve a una cooperativa a su descapitalización y al perjuicio 
de los socios más activos de la cooperativa, los que colaboran más en su 
actividad económica.
A esta im portan te  consecuencia que puede derivarse de un régimen 
jurídico rígido en materia de intereses al capital hay que añadir la función 
auxiliar o accesoria que cumple el capital en la cooperativa, a diferencia de 
las sociedades capitalistas. En ambos tipos de sociedades el capital cumple 
u n a  función  p ro d u c tiv a ,  pero  en la coopera tiva  no sólo no es 
im prescindib le , sino que en m uchas cooperativas p u ed e  ser incluso 
innecesario em presarialm ente (en cooperativas de consumo o vivienda, 
como veremos en el capítulo siguiente).
Teniendo en cuenta esta escala de valores, y distinguiendo por la distinta 
función que cumplen, las aportaciones obligatorias y voluntarias, podem os 
afirmar que las aportaciones obligatorias entregadas por el socio, no tendrían 
porqué recibir intereses -como propone Llobregat-, o bien -como sugiere
186 A rt 26. b Ley vasca, art. 58. a. 3 Ley catalana, art. 59. 1. b Ley andaluza o  art. 83. 1. c de la 
Ley general de cooperativas.
Ante esta regla general, la Lev valenciana constituye una excepción plausible en nuestra 
opinión, porque según su art. 58. 2. los intereses devengados por los socios constituyen un 
gasto que se deduce de los ingresos ordinarios cooperativos y de los cxtracooperativos, 
im putándose proporcionalm ente a la cifra de ingresos de cada clase: "De los ingresos 
ordinarios cooperativos por un lado y  de los extracooperativos por otro, deberán deducirse 
en concepto de gastos o minoración de ingresos los siguientes: ... C) Los intereses devengados 
por sus socios o por terceros.... Los gastos o deducciones seiialados en los apartados B), C), D) 
y  E), se imputarán proporcionalmente a la cifra de ingresos ordinarios cooperativos y  
extracooperativos  ".
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Elena Diaz- sólo cuando los excedentes superen cierto nivel; ya que su 
entrega determina exclusivamente, el ingreso como socio del aportante, y la 
contribución  a la formación de un patrim onio  com ún (norm alm ente 
escaso), que perm ita  la actividad económica que generan  los socios 
colaborando con la cooperativa.
De esta forma, la retribución del capital aportado obligatoriamente será 
accesoria  del cum plim iento  de otros objetivos p rio rita r ios  para  la 
cooperativa: la formación de las reservas (legal y de formación y promoción 
cooperativa), y la distribución de la justa retribución a los socios por su 
colaboración económica con la cooperativa.
La situación en relación con las aportaciones voluntarias es totalmente 
diferente, porque al no ser obligatorias para el socio, es comprensible que 
éste sólo las suscriba si obtiene por las mismas los mismos o similares frutos 
que obtendría con su colocación en cualquier depósito bancario. Por lo tanto, 
si la cooperativa necesita capital, y lo solicita de sus socios, deberá abonarles 
como mínimo el interés medio del mercado, mucho menor siempre que si 
tuviese que recurrir la cooperativa a una entidad crediticia para obtener esos 
fondos.
Resumiendo, en nuestra opinión, hay que favorecer la captación de 
capital vo luntario  de los socios de las cooperativas y un instrum ento  
fundamental para ello es la retribución que por él recibirá el socio.
Por último, tenemos que concluir afirmando que la política de intereses 
que puede aplicar una cooperativa con las aportaciones de sus socios es un 
in s tru m en to  valioso que hay que cu idar y m anejar  con criterios 
empresariales; y no puede suponer en ningún caso un corsé, que limite o 
impida el desarrollo económico de la cooperativa.
En nuestra opinión, el régimen jurídico aplicado en España a los intereses 
al capital cooperativo, constituye en muchos casos ese corsé para la entidad. 
Sería preferible dejar en libertad a éstas para que decidan cómo y cuando 
abonarán intereses y si se abonarán con cargo a los excedentes del ejercicio o
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no. El legislador debería preocuparse exclusivamente por limitar el tipo 
máximo de intereses que pueden abonarse, con el fin de salvaguardar la 
naturaleza cooperativa y no lucrativa de la entidad, y respetar el principio 
cooperativo, que sólo exige ésto, que si se abonan intereses sea en cuantía 
limitada.
Pero tampoco nos parece acertado que ese tipo máximo venga prefijado 
en la Ley, aunque sea en relación con el interés básico del Banco de España, 
porque ello le condena al desfase, nada más se alteren las condiciones 
económicas del mercado. Hubiera sido preferible adoptar una solución como 
la ofrecida por la Ley andaluza, que remite al Consejo de Gobierno de la 
Junta de Andalucía la determinación de este límite máximo, solución 
flexible que facilitará su modificación en función de las circunstancias 
económicas del momento 0^7).
4. 2. 3.- El régimen jurídico de los intereses por las aportaciones a capital 
social en las Cooperativas de Crédito.
Hacemos una expresa referencia a las cooperativas de crédito porque en el 
R.D. 2860/1978 por el que se regulaban, se daba un tra tam ien to  
particu larm ente  distinto  a los intereses que en la norm ativa  general 
aplicable a las cooperativas.
El art. 6 de este R.D. establecía en sus apartados 1 y 2 que : " 2. El saldo 
acreedor de la cuenta de resultados del ejercicio se destinará, por este orden, 
a amortizar, en su caso, las pérdidas acumuladas de años anteriores, y  a 
pagar los intereses estatutarios debidos a las aportaciones al capital social. El 
remanente constituirá el excedente neto objeto de distribución. 2. Los 
intereses estatutarios correspondientes a las aportaciones al capital no 
podrán satisfacerse más que en la cuantía que permitan: 1- La cuenta de 
resultados. 2- Las cantidades que se recuperen por la imputación estatutaria
*^7 Artículo 48. 6 de la Ley andaluza de cooperativas.
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de las pérdidas del ejercicio, según dispone el artículo 19 de la Ley 52/1974. 3 5 
La utilización de las reservas de libre disposición, conforme a los Estatutos y  
acuerdos de la Asamblea General. N o obstante, los intereses no satisfechos 
podrán ser pagados, en el futuro, con cargo a resultados obtenidos en 
ejercicios venideros".
Como se desprende de este artículo, el legislador sólo concibe en las 
cooperativas de crédito que se abonen intereses, cuando el saldo de la cuenta 
de resultados es acreedor. Esta norma fué duram ente criticada por Vicent 
Chuliá (188) porque en su opinión la forma de determinar la existencia de 
intereses no es acorde con lo que significa el término "interés", sino que mas 
b ien  parece "un crédito condicionado a la existencia de los recursos 
señalados para pagarlo". La crítica de este autor se extiende por las misma 
razón a la Ley de cooperativas vasca, por recoger esta misma norma en su 
art. 60. 5 c). En concreto este artículo, regulador de las cooperativas de crédito 
establece en su apartado 5 c) lo siguiente: "En cuanto al reembolso de 
aportaciones, se aplicarán, además de las comunes previstas en esta Ley, las 
siguientes condiciones: c) En ningún caso podrán abonarse intereses por las 
aportaciones al Capital Social, cuando los resultados del ejercicio económico, 
computadas, en su caso, pérdidas de ejercicios anteriores, no sean positivos".
La Ley valenciana no establece en cambio ninguna peculiaridad respecto 
de las cooperativas de crédito, en relación con el tratamiento contable de los 
intereses aplicables a las aportaciones a capital social. Por tanto, y en 
principio, le será de aplicación el mismo régimen -anteriormente visto- que 
a las demás cooperativas.
Especial atención merece la Ley 31/1989 de 26 de mayo de cooperativas de 
c ré d i to .  Según el art. 8. 1 de esta Ley, "los resultados se determinarán  
conforme a los criterios y métodos aplicables por las restantes entidades de
188 VICENT CHULIA, en UTECO 12/9
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crédito, sin perjuicio de lo que se establezca en la Ley sobre Régimen Fiscal 
de las Cooperativas''.
En principio hay que tener en cuenta que este artículo 8 es considerado 
como básico a los efectos de lo establecido en el art. 149. 1. 11 de la 
Constitución, tal y como recoge esta Ley en su Disposición Final Segunda. Lo 
cuál significa que la determ inación de los resu ltados económicos de 
ejercicio, de una cooperativa de crédito es competencia exclusiva del Estado, 
y por tanto no se aplicaría la norm ativa autonóm ica en m ateria  de 
cooperativas que regula esta determinación. La interpretación se confirma 
con la lectura de la Exposición de motivos de dicha Ley 13/1989, al decir: 
"Como consecuencia de su carácter de entidad de crédito, se regula la forma 
de cálculo de beneficio o pérdida y se disciplina la distribución del beneficio, 
buscando satisfacer los principios cooperativos, así como garantizar la 
solvencia de estas entidades y, en consecuencia, su responsabilidad frente a 
terceros". (189).
Dejando al margen el tema del ámbito de aplicación de esta Ley, y puesto 
que en principio parece aplicable a las cooperativas valencianas, vamos a 
exam inar cómo se de te rm in a rán  los resu ltados de ejercicio y qué 
consideración se le dará a los intereses por las aportaciones de los socios a 
capital social. El art. 8. 1 señala que los resultados se determinarán conforme 
a los criterios y métodos aplicables por las restantes entidades de crédito; por 
lo tanto, habrá que estar a lo establecido en la Ley 3/1985 de 25 de mayo sobre 
coeficientes de inversión, recursos propios y obligaciones de información de
189 Cuestión al m argen de esta solución es que sea aceptable o no. Consideram os que hay 
m otivos suficientes para interpretar que se trata de una cxtralimitación de com petencias 
por parte del legislador estatal. Pero éste, no es el lugar idóneo para tratar este tema sobre 
delim itación constitucional de competencias (Esta cuestión fue objeto de estudio por nuestra 
parte, en un artículo titulado El Derecho cooperativo en España: incidencia d e  la 
Constitución d e  1978, publicado por la Universidad Internacional M encndez y Pelayo, en la 
Revista C1R1EC- España de octubre de 1991 (pp. 12 a 35). N o obstante hay que tener en 
cuenta el Recurso de inconstitucionalidad presentado por el Gobierno de la Generalidad de  
Cataluña contra este  Ley, por considerar que el Estado se ha extralim itado en sus  
com petencias, y que muchas de las normas señaladas como básicas por la Ley 13/1989 no lo 
son.
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los intermediarios financieros y al Real Decreto 1370 que desarrolla esta Ley, 
de 1 de agosto de 1985.
Respecto al tratamiento recibido en esta normativa por los intereses de las 
aportaciones a capital social, señala Conrado Balaguer ( í9°) que "Se plantea 
una vez más el tantas veces debatido problema de si en la determinación de 
los resultados, el pago de los intereses de las aportaciones a capital debe 
conceptuarse como gasto de funcionamiento de la cooperativa, al margen de 
que existan o no excedentes". Para esta autor, tras la aprobación de la Ley 
13/1989 "la cuestión queda planteada en la interpretación de la Ley 13/1985, 
de 25 de mayo, el Real Decreto 1370/85 , de 1 de agosto, en desarrollo de la 
misma sobre recursos propios, el Proyecto de Ley de Régimen Fiscal de las 
Cooperativas y  la Ley General de Cooperativas".
Sin embargo, vista la interpretación que hemos hecho anteriormente del 
ámbito de aplicación de la Ley 13/1989, tenemos que descartar la aplicación 
en este tema de la Ley General de Cooperativas.
Y en relación con la Ley de Régimen Fiscal de las Cooperativas, Ley 
20/1990, de 19 de diciembre, su aplicación tiene efectos m eram ente  
tributarios y no sustantivos, por ello, dice el art. 8 de la Ley 13/1989, tras 
establecer que la determinación de los resultados se hará conforme a los 
métodos aplicados en las demás entidades de crédito, "sin perjuicio de lo que 
se establezca en la Ley sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas" (19l).
Por lo tanto, la norma aplicable es la contenida en el art. 1, 2g del Real 
Decreto 1370/85 la cual señala que, en el caso de las cooperativas de crédito, 
serán aportaciones, a efectos de recursos propios, los capitales entregados por
190 Conrado BALAGUER. El Crédito Cooperativo. Régimen jurídico estatal. Unión Nacional 
de Cooperativas de Crédito, p. 92.
191 N o obstante no ser aplicable esta Ley 20/1990 más que a efectos estrictamente fiscales, no 
podem os ignorar su contenido. Y así, el art. 18 de la misma establece entre los supuestos  
especiales de gastos deducibles "3. Los intereses devengados por los socios y  asociados por 
sus aportaciones obligatorias y  voluntarias al capital social...siempre que el tipo de interés 
no exceda del básico del Banco de España, incrementado en tres puntos para los socios y  cinco 
puntos para los asociados. El tipo de interés básico que se tomará como referencia será el 
vigente en la fecha de cierre de cada ejercicio económico".
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los cooperativistas a la Entidad, que se incorporen a capital social, y cuya 
retribución pueda  quedar subordinada a la existencia de resultados netos 
suficientes para satisfacerla, una vez deducidas las dotaciones a reservas que 
resulten necesarias. Para esta norma pués, los intereses no tienen carácter de 
gasto necesario, pues sólo se retribuirán si hay resultados netos suficientes, 
por tanto, s igue m anteniéndose ese tra tam iento diferenciado para los 
intereses en las cooperativas de crédito, como ya existía en el anterior R.D. 
2860/78, de 3 de noviembre.
4. 3.- Actualización de las aportaciones a capital social.
Las aportaciones que los socios realizan a capital social se computan en 
valores monetarios que se reflejan contablemente, pero con el paso del 
tiempo se produce un desfase entre los valores nominales o contables y los 
valores reales o actualizados de estas aportaciones. Como puso de manifiesto 
Del Arco i } ^ ) ,  un factor fundamental a tener en cuenta es "el fenómeno de 
la constante  depreciación de los signos monetarios que hace que , 
conservando cada moneda su valor facial o nominal, su valor real se 
envilece con el simple transcurso del tiempo...".
Si este fenómeno puede considerarse como general, en la cooperativa 
tiene una particu la r  im portancia  porque el socio al separarse  de la 
cooperativa o al disolverse ésta, solo tiene derecho a la restitución de sus 
aportaciones a capital social. Si lo que se le devuelve es exclusivamente el 
valor nominal que aportó, y -como suele ser habitual- la moneda mientras 
tanto se ha depreciado, el resultado es -como lo denomina Del Arco (*93). el 
em pobrecim ien to  del socio y "un factor negativo para mover al socio a 
efectuar aportaciones al capital social".
192 DEL ARCO, Financiación de la empresa... p. 33
193 DEL ARCO. idcm. p. 39
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Con el fin de resaltar la importancia que este tema tiene frente a otras 
formas sociales, es necesario que hagamos al menos un breve an á l is is  
c o m p a r a t i v o . En una sociedad civil o mercantil, el socio al realizar su 
aportación a capital social, adquiere una serie de derechos sociales y 
económicos; entre ellos, el derecho al reparto de beneficios y a la cuota que le 
corresponda en la liquidación (proporcional a su participación en el capital 
social). En la cooperativa, el socio al realizar la aportación a capital social, 
tam bién adquiere  diversos derechos, pero entre los económicos, no se 
encuentra ni el derecho al reparto de beneficios, ni a la cuota de liquidación.
En la cooperativa por el contrario -como ya hemos señalado-, el socio 
tiene derecho a que se le reembolse su aportación a capital si la cooperativa 
posee bienes suficientes para ello. En una sociedad no cooperativa, el socio 
tam bién recobraría su aportación a capital, si la sociedad al liquidarse 
concluyese su actividad con beneficios, pero no se le reembolsaría como tal, 
sino, inclu ida  en el concepto más genérico de cuota de liquidación 
patrim onial.
Es precisam ente por esta exigencia legal de que el socio recobre su 
aportación a capital social, tanto en caso de baja, como en caso de 
liquidación, que el legislador perm ite y regula la actualización de las 
aportaciones a capital social de la cooperativa.
4. 3.1.- El valor real de las participaciones cooperativas.
Si las aportaciones de los socios a la cooperativa estuviesen sujetas a 
contratación en el mercado, como lo están las acciones, su valor real podría 
determinarse por su "valor de mercado o de cotización". Si por otra parte las 
aportaciones sociales cooperativas fuesen también como las acciones o las 
participaciones de la sociedad de responsabilidad limitada, cuotas del 
patrimonio social, también podríam os determ inar su valor, que sería la 
porción correspondiente del patrim onio según balance, en un  m omento
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concreto. Este sería el "valor real" de la aportación, según la term inología 
em pleada por la doctrina en el estudio del valor de las acciones.
Pero en la cooperativa no se dan estas posibilidades porque, de un lado las 
partic ipaciones no dan  derecho a una parte  alícuota del pa trim onio  
cooperativo, sino que constituyen exclusivam ente una cuota del capital 
social. No dan  derecho a una parte alícuota del patrim onio cooperativo, 
porque éste es irrepartible; y por lo tanto el socio no detenta ningún derecho 
de reparto sobre el mismo, sólo de la parte patrim onial representada por la 
cifra del capital social, y en la misma cuantía de la aportación realizada por 
ese socio al capital social. Por otra parte, las participaciones en el capital 
social tampoco son negociables, como así lo establece el art. 51. 1 LCCV.
Por estas razones, el legislador debe regular la actualización de las mismas 
y debe fijar los criterios y procedimientos por los que se puede llevar a cabo.
Sobre este tema se ha m anifestado Vicent Chuliá (194) exigiendo la 
actualización como algo necesario para que "la inflación no opere una 
progresiva expropiación de su valor (de las participaciones en el capital 
social) en beneficio del patrimonio irrepartible de la cooperativa". Por ello, 
m antiene que "Esta cuestión exige, evidentemente, que la Ley obligue a la 
cooperativa a dicha actualización, y no sólo que la prevea como algo que 
puede establecerse en la legislación general sobre regulariazión de balances, 
o la específica que pueda dictar el Gobierno para las Cooperativas".
La Ley valenciana, regula la actualización de las aportaciones en dos 
momentos de la vida de la cooperativa, por un lado habla de la actualización 
anual del valor de las aportaciones (art. 51. 8 LCCV) y no obliga a la misma, 
sino que prevé que los esta tu tos podrán  establecer el procedim iento  y 
criterios para dicha actualización.
Por otra parte , m enciona la actualización de las aportaciones en el 
m om ento de liquidarse la cooperativa, y lo establece como una operación
194 VICENT CHULIA. La reforma.... p. 142
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necesaria que los liquidadores deben realizar: "A continuación satisfarán a 
cada socio el importe de su cuota o aportación liquida actualizada" (art. 66. 4 
). Con la expresión: "A continuación" se refiere la ley, al m om ento en que 
los liquidadores han hecho inventario y balance final de la liquidación, han 
realizado los bienes sociales y han pagado las deudas de la cooperativa.
En cuanto al derecho de reembolso del socio, la Ley, al regular este tema 
m enciona sim plem ente que "El socio tiene derecho a exigir el reembolso de 
sus aportaciones en caso de baja en la cooperativa" (art. 54 LCCV), sin hacer 
n inguna  referencia -a diferencia del su p u esto  de liqu idación  de la 
cooperativa- a que estas aportaciones las reciba actualizadas, por lo tanto le 
será de aplicación lo que establezcan los estatutos, no existiendo legalm ente 
la obligación de actualizar las aportaciones que se reem bolsan a los socios 
que se dan de baja. Téngase en cuenta que el derecho del socio a la 
actualización de sus aportaciones, que recoge el art. 20 LCCV- es un derecho 
condicionado, como el propio artículo establece- a lo establecido en la Ley y 
en los estatutos O95).
Como conclusión podem os afirm ar que el legislador no obliga a la 
cooperativa a actualizar anualm ente sus aportaciones a capital social, ni 
siquiera en el m om ento de reem bolsarle a un socio saliente su parte, esta 
posibilidad la deja a decisión de la propia cooperativa que puede adm itirla o 
no en sus estatutos. En cambio, la cooperativa está obligada a actualizar éstas 
aportaciones en caso de disolución y liquidación de la cooperativa, una vez 
satisfechas las deudas sociales y antes de destinar el patrim onio que quede 
(irrepartible) a los destinos que fija la Ley, la cooperativa debe restituir a sus 
socios las aportaciones de éstos actualizadas.
4. 3. 2.- Procedim iento de actualización.
195 Según establece el art. 20 d) de la LCCV: "El socio de la Cooperativa tiene los siguientes 
derechos económicos y  políticos: d) La actualización del valor de sus aportaciones en las 
condiciones previstas en esta Ley y  en los Estatutos Sociales
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El art. 51. 8 de la LCCV establece que la actualización de aportaciones se 
hará  "con cargo a la revalorización de los bienes del inmovilizado material, 
de acuerdo con aquél índice de precios (se refiere al índice general de precios 
al po r m ayor, publicado por el INE o por el que haga sus funciones) y 
respetando los límites legales de valorización de los activos y será 
contabilizada en una cuenta o partida especial del pasivo..."
El procedim iento para la actualización de las aportaciones com ienza 
poniendo  al día el valor de algunas partidas del Activo: inm ovilizado 
m aterial, que han experim entado plusvalías por d istin tas causas como 
puede ser la inflación, ello origina un aum ento en el valor de esta cuenta y 
por tanto del activo del balance.
Como contrapartida al incremento del activo, se produce un increm ento 
en el pasivo de la misma cuantía, concretam ente en la partida, Fondo de 
regularización.
Posteriorm ente, se actualizan las aportaciones de acuerdo con el Índice 
general de precios al por mayor que elabora el INE o entidad que haga sus 
funciones, pasando la cantidad necesaria para la actualización, del Fondo de 
regularización al capital social. En consecuencia, la actualización de las 
aportaciones orig ina un aum ento de la p artid a  capital social, y una 
dism inución del Fondo de regularización por una cantidad equivalente al 
im porte de la actualización (196).
Como puede  verse, la Ley establece el criterio para calcular el valor 
actualizado de las aportaciones. Este se calculará en base al índice general de 
precios al por mayor. Y como establece el últim o párrafo del art. 51. 8 "En 
todo caso, la revalorización de las aportaciones se limitará a corregir los 
efectos de la inflación sobre el inmovilizado material y tendrá en cuenta el 
ejercicio en que fueron desembolsadas".
196 Carlos ROMERO. Análisis económico de los mecanismos... p. 75.
162
Pero al m argen de la obligatoriedad o no de la actualización, lo bien cierto 
es que, una cooperativa que desee actualizar las aportaciones de sus socios, 
difícilmente lo va a poder realizar por un doble motivo.
Por una parte, porque esa actualización se condiciona a la existencia e 
im porte de la cuenta de regularización de balances, pues el incremento de la 
cuenta de capital social se hace con cargo a esta cuenta. Y esta cuenta nace a 
su vez como consecuencia de la regularización -o mejor, actualización- de la 
cuenta activa de inm ovilizado material.
El problem a surje porque la regularización de balances está hoy por hoy 
prohibida, m ientras una Ley expresam ente no la perm ita, y señale la forma 
en que debe procederse. La regularización de balances, definida por Vicent 
C huliá 0 ^ 7 ) como "operación contable y jurídica que consiste en elevar la 
valoración atribuida a los activos de la entidad, con el fin de aproximar la 
valoración contable a la real", viene regulada por la Lev 76/1961 de 23 de 
diciembre, y su Texto refundido aprobado por Decreto de 2 de julio de 1964.
Esta Ley perm itió que las em presas regularizaran sus activos, incluyendo 
los no con tab ilizados y aum en tando  su valor de acuerdo con unos 
coeficientes fijados en la ley, todo ello iba acom pañado de im portantes 
reducciones im positivas.
La vigencia de esta Ley ha ido oscilando a lo largo de los años; como pone 
de relieve Vicent Chuliá 0 ^ ) .  En la actualidad, la aplicación de la misma 
depende de lo que disponga la Ley de Presupuestos de cada año, la últim a 
regulación de balances en España tuvo lugar por la Ley de P resupuestos 
Generales del Estado para 1983 (BOE 14 julio).
197 VICENT CHULIA, Régimen económico..., p. 180
198 VICENT CHULIA. Com pendio Tomo I p. 417, distingue cuatro etapas: l u) Se caracteriza 
por la vigencia de la ley 76/1961 hasta el 31 de diciem bre de 1968. 2U) El D ecreto-ley  
12/1973 de 30 de noviembre, en su art. 20 puso de nuevo en vigor la Ley de regularización y 
exigía acogerse al Plan General Contable aprobado por Decreto de 2 de febrero de 1973. 3C) 
La tercera etapa se inicia con la aprobación de la Ley de M edidas Urgentes de Reforma 
Fiscal 50/1977 de 14 de noviembre, cuyos artículos 30 y ss, permiten la regulación voluntaria 
de la situación fiscal. 4C) La etapa actual se caracteriza por la aplicación de la Ley 
76/1961, sólo en aquellos ejercicios económicos en que así lo disponga la Ley de Presupuestos.
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En consecuencia, al no perm itirse la revalorización libre, sólo podrem os 
reg u larizar el balance cuando la ley lo perm ita, y de acuerdo con los 
coeficientes y condiciones previstas en la misma.
También tenem os que tener en cuenta que la regularización de balances, 
cu ando  una ley lo perm ite , como litera lm en te  se dice, p erm ite  la 
regularización pero no obliga a la misma. Sin em bargo para las cooperativas 
el art. 51. 8 establece que "La Cooperativa estará obligada en todo caso a 
acogerse a las actualizaciones, que con carácter obligatorio, se regulen en la 
legislación general". Este precepto contiene una errata, al om itir la partícula 
"no”, en el contexto, por lo que debería decirse que la cooperativa estará 
obligada en todo caso a acogerse a las actualizaciones que con carácter no 
obligatorio se regulen (199).
Por otra parte, hay que tener en cuenta que la previa revalorización de los 
Activos (concretamente dice la Ley, de los bienes del inmobilizado material), 
produce una plusvalía o beneficio contable que queda sometido al Im puesto 
sobre la Renta de Sociedades, lo que repercute en un alto coste fiscal para la 
cooperativa y sus socios (200) i0 q u e  desincentiva el llegar adelante esa 
actualización. En la últim a etapa de aplicación de la Ley 76/1961 de 
Regularización de Balances, se concedió una exención total im positiva pero 
sólo por las p lusvalías resu ltan tes de la "actualización" y no por la
199 A sí lo pone d e  relieve M anuel CUBEDO en su Informe sobre la reforma de la Ley 
valenciana de cooperativas.
200 Este problema a sido estudiado y criticado por Fernando PEREZ ROYO en "Propuestas en 
relación al futuro régimen fiscal de las Cooperativas" Revista C1RIEC nu ext. oct. 1987 p. 
78, en el sentido de que considera que "el resultado de la actualización del balance no debe 
ser incluido entre los ingresos computables a efectos del gravamen. Sin perjuicio, 
naturalmente de que la actualización de las aportaciones de cada socio luzca al computar el 
incremento o disminución patrimonial, en caso de reembolso o transmisión de dicha 
aportación. Es lo que consideramos coherente con el principio básico que hemos venido 
desarrollando en las páginas anteriores. Y por otra parte, es también lo adecuado a los 
criterios de fortalecimiento financiero de las cooperativas que la nueva legislación quiere 
prom over".
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"regularización", es decir, la exención im positiva se lim itaba a la elevación 
del valor de los activos fijos materiales que figurasen ya contabilizados C2^1).
4. 3. 3.- Posibles soluciones al problema.
Com o hem os visto, la posibilidad real de actualizar las aportaciones a 
capital social, se ve frustrada al condicionarse a la revalorización de los 
bienes del inm ovilizado. Ello implica la im posibilidad material de actualizar 
anualm ente las aportaciones, por la prohibición de regu larizar balances 
m ien tras que una Ley expresam ente lo autorice, y por lo gravoso que 
fiscalmente podría resultar para los socios.
Ante esta im posibilidad, se han planteado algunas soluciones por parte de 
la doctrina. N osotros hemos creído conveniente recoger aquí las soluciones 
propuestas al respecto por Mollá Cots (202), en relación precisamente a la Ley 
valenciana de cooperativas.
2^1 Por últim o, hem os considerado de interés recoger aunque sea sintéticamente los caracteres 
que para VICENT CHULIA definen el régimen jurídico de la valoración de los activos:
l c) Rige siem pre en la valoración, el valor o precio histórico, que puede reducirse mediante 
am ortizaciones y reducciones de valor, pero nunca aumentarse: la rcvalorización libre de 
activos queda totalmente prohibida con carácter general. El art. 106 de la LSA incorpora la 
autorización del art. 33 de la Directiva a los Estados m iem bros para que la legislación  
nacional permita hacer amortizaciones con arreglo al precio de reposición, superponiendo  
una contabilidad secundaria.
2C) Esta "contabilidad de inflacción", regularización o actualización de balances, queda a 
expensas de Leyes especiales, com o la Ley 76/1961 de 23 de diciembre, que tiene doble  
alcance fiscal/sustantivo: permite una cierta amnistía fiscal y, al propio tiempo, faculta a 
la revalorización de activos, en los términos y condiciones fijadas en el correspondiente  
Real Decreto que la regule.
3e) La am ortización de los activos del inm ovilizado ha de hacerse m ediante reducción de 
las cifras de su valoración en el activo y nunca mediante partidas de pasivo.
4C) Se eleva a norma legal la práctica de las am ortizaciones, convirtiéndola en un deber 
inherente al de contabilidad; al igual que el deber de reducción y en su caso ulterior 
corrección de la reducción, para m antener/atribuir a los bienes del circulante el precio de 
mercado.
202 MOLLA COTS, La actualización... p. 6 y 7.
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Para este au to r existen dos soluciones, la más adecuada pasa por "la 
modificación de la LCCV, y consistirá en autorizar la actualización anual de 
las aportaciones con cargo a gastos corrientes del ejercicio". Esta posib ilidad  
vendría  condicionada según este autor por dos elem entos, que se haya 
producido  una pérdida de valor de las aportaciones y que la revalorización 
de las aportaciones venga lim itada por "el Indice G eneral de Precios al 
Consum o" (203). Esta solución se completa con la siguiente afirmación: en 
caso de p roducirse  una regularización de balances, au to rizada  por la 
leg islación  general, la revalorización  de los bienes del inm ovilizado  
m aterial se llevaría a la reserva obligatoria. Esta sería para Mollá Cots la 
solución más acertada al problema de la actualización de las participaciones 
sociales, para  que ésta pueda ser una realidad , si la cooperativa opta 
estatutariam ente por llevarla a cabo.
Otra solución que aporta este autor es como la denom ina, una "solución 
de em ergencia" en tanto que se reforme la LCCV. Esta solución consiste en 
que las asam bleas generales de las cooperativas acuerden  "establecer  
intereses a las aportaciones a capital, suficientemente elevados como para 
compensar a los aportantes el deterioro que sufren los recursos".
Esta segunda solución es perfectam ente posible, y en nuestra opinión 
tam bién aconsejable, m ientras que la prim era ya no está en m anos de las 
co o p era tiv as  sino  que d e p en d e rá  de la v o lu n tad  del leg islado r. 
Consideram os que la formulación del precepto tal y como hoy se expresa en 
el art. 51. 8 hace inviable la actualización de las aportaciones; por lo que 
podem os afirm ar que es un precepto innecesario, que no resuelve un 
problem a que sí existe y que exige una justa respuesta. Tal vez la prim era
2 0 3 E s t e  autor se  aparta del criterio que establece la Ley al aplicar el Indice General de  
Precios al por mayor, porque considera que el 1PC es más apropiado dado que como justifica 
"en general, los socios de las cooperativas realizan las aportaciones detrayéndolas de su 
consumo corriente, es decir, expresándonos en lenguaje coloquial, aportan recursos a la 
cooperativa apretándose el cinturón...".
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solución apuntada por Mollá sea una solución acertada, en todo caso, ante 
una reforma de la LCCV debería tenerse en cuenta dicha propuesta.
Problem a d istin to  -en n u estra  opinión- es el que se p lan tea  en la 
actualización de las aportaciones por liquidación de la cooperativa.
Este supuesto  se encuentra recogido en el art. 66. 4 LCCV. En él se 
m encionan las obligaciones de los liqu idadores y el p rocedim iento  de 
liquidación del patrim onio de la cooperativa.
Una vez realizados los bienes sociales, una parte  de dicho patrim onio, 
equ ivalen te  a la Reserva de Form ación y Prom oción cooperativa se 
destinará -una vez descontadas el im porte de las deudas contraídas para la 
realización de sus fines específicos- a la Unión o Federación de cooperativas 
a que esté asociada la cooperativa.
Con el patrim onio restante, se tendrá que pagar las demás deudas y con lo 
que quede, se abonará a cada socio "el importe de su cuota o aportación 
líquida actualizada". Lo que reste tras esta distribución, se destinará a la 
Federación o U nión de cooperativas respectiva para cum plim iento de los 
fines establecidos en los estatutos o en su defecto, los que decida el Consejo 
Superior del Cooperativism o.
En este caso, del haber líquido resultante tras el pago de las deudas se 
descontará el im porte correspondiente a la sum a de las participaciones del 
socio obligatorias y vo lun tarias, más la cuantía que corresponda a la 
actualización de esas aportaciones aplicando como criterio el Índice general 
de precios al por m ayor, como establece el art. 51. 8 LCCV, y teniendo en 
cuenta el m om ento en que las distintas aportaciones fueron desem bolsadas. 
Si no quedase  haber suficiente para  cubrir el im porte  total que por 
actualización corresponde a cada socio, la distribución de lo que reste se hará 
en proporción al im porte total de las aportaciones de cada uno en el capital 
social.
De esta forma, la actualización podrá llevarse a cabo, pues dada la fase de 
liqu idac ión  en que se en cu en tra  la coopera tiva , no tien e  p o rq u é
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condicionarse a la previa regularización de balance, como ocurriría en 
cualquier m om ento previo de la vida de la cooperativa.
Por o tra  p arte , este p recep to  se nos p resen ta  como de obligado  
cum plim iento, no dando alternativa a la cooperativa para estipular en los 
estatutos lo contrario. Esta afirmación se ve respaldada si se tiene en cuenta 
que a la en trada en vigor de la Ley valenciana, la norm a vigente en ese 
m om ento y en esta m ateria era el art. 81 del Reglamento de 1978, según el 
cuál "Adjudicación del haber social.- Uno. La división del haber social se 
practicará con arreglo a las normas que se hubiesen establecido en los 
Estatutos o, en su defecto, a las fijadas por la Asamblea General. En todo caso 
se procederá por el siguiente orden: 3. Se reintegrarán a los socios y  asociados 
sus aportaciones al capital social, revalorizadas en su caso...".
Como puede verse, el art. 81. 1 Reglamento 1978 no establece de forma 
clara la obligación de revalorizar las aportaciones, pues lo condiciona, no se 
ve claro a qué, si a que los estatutos lo hayan previsto, o a que efectivamente 
las aportaciones estén infravaloradas. En cualquier caso la Ley valenciana 
disipa cualquier duda, al no condicionar la necesaria actualización de las 
aportaciones. H ay que tener en cuenta que si bien de un año a otro puede 
ocurrir que no varíe el valor real de las aportaciones, resulta ilusorio pensar 
que desde que una cooperativa se constituye hasta que se liquida, las 
aportaciones no se hayan infravalorado.
Por otra parte, también podríam os reforzar esta tesis con otro argum ento, 
y es que en los mom entos finales de la vida de la cooperativa, lo que los 
socios no se reembolsen, se considera patrim onio irrepartible. Y dado que los 
socios sólo pueden  recuperar su aportación a capital social, actualizada, es 
lógico que se exija por lo menos la actualización de ésta.
5.- CONCLUSIONES.
El apartad o  B. del capítulo I lo hem os ded icado  a tra ta r d iversas 
cuestiones relacionadas con las aportaciones a capital social: sus clases,
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n a tu ra leza  y valoración, la participación cooperativa como títu lo  que 
acredita  esta aportación, su cuantía y el derecho del socio al cobro de 
intereses por las mismas y a su actualización cuando le son reembolsadas.
Las aportaciones como conjunto de bienes y derechos con que cada socio 
contribuye a la formación del patrim onio social, pueden ser de dos clases: 
obligatorias para el socio o voluntarias (art. 51. 1 LCCV), la distinción 
fundam ental entre ellas está precisam ente en su carácter necesario o no para 
alcanzar y m antener la condición de socio, pero tam bién podem os afirm ar 
que su régim en jurídico es diferente.
La aportación obligatoria a capital social, se hace constar en los estatutos 
sociales y debe ser igual para todos los socios o proporcionales al potencial 
uso cooperativo de cada uno. Esta aportación es necesaria para adquirir la 
condición de socio, se ingrese en el momento constitutivo de la cooperativa, 
o en un m om ento posterior. Con el fin de que no se burle el principio 
cooperativa de puertas abiertas, el legislador ha tomado m edidas para que las 
aportaciones obligatorias que se exijan al socio que ingresa con posterioridad 
a la cooperativa no sean más gravosas; y por ello señala, que no serán 
superiores a las exigibles en ese momento (art. 51. 9 LCCV). Esta situación 
desventajosa para los socios más antiguos, se compensa en la práctica con la 
entrega por parte de estos nuevos socios, de cuotas de entrada. Cuotas cuya 
cuantía m áxim a no fija el legislador valenciano a diferencia de la Ley 
general, pero que en ningún caso debe interpretarse de forma que venga a 
burlar el principio de libre adhesión a la cooperativa.
Tradicionalm ente en nuestra legislación cooperativa, el ingreso de un 
nuevo socio ha venido acom pañado de un aum ento en la cifra de capital 
social. Junto a esta posibilidad, la Ley valenciana in troduce una nueva 
fórmula: el socio ingresa en la cooperativa, sin que varíe la cifra de capital 
porque las aportaciones que suscribe proceden de la baja de socios o de 
transmisiones que éstos hacen a los aspirantes a socios (art. 53 LCCV).
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Pero esta posibilidad que facilita y agiliza el ingreso y la estabilidad del 
capital social, no puede convertirse en una condición objetiva y general para 
ejercer el derecho a ingresar en la cooperativa, salvo que concurran otras 
circunstancias que condicionen ese ingreso como las características de la 
cooperativa (v. gr. cooperativas de v iviendas) o las posib ilidades de 
capacidad de sus instalaciones y servicios (v. gr. cooperativas de trabajo 
asociado).
Las aportaciones obligatorias no son sólo condición para el ingreso en la 
cooperativa, sino también para la continuidad del socio en la misma. Por 
otra parte, el legislador concede a la asamblea general de socios la facultad de 
exigir en cualquier momento nuevas aportaciones obligatorias, m odificando 
los estatutos (art. 51. 3 LCCV).
Y el socio vendrá obligado al cum plim iento de dicho acuerdo, como lo 
está, al cum plim iento  de todo acuerdo válidam ente adop tado  por este 
órgano, pero el socio disconforme con dicho acuerdo, no estará obligado a su 
cum plim iento si se separa de la cooperativa en el tiem po y condiciones 
establecidos. Para la Ley valenciana, tendrán la consideración de socios 
disconform es los ausentes, los que asistieron y se abstuvieron, y quienes 
votaron en contra. Estos podrán separarse solicitando su baja al consejo 
rector, baja que se considerará justificada a todos los efectos.
Las aportaciones voluntarias a capital social son aportaciones de riesgo 
también, que entrega el socio voluntariam ente con el fin de contribuir a la 
financiación de la cooperativa. La com petencia p ara  ad m itir estas 
aportaciones corresponde exclusivamente a la asamblea general, a diferencia 
del criterio más flexible adoptao por la Ley general de cooperativas.
Una im portante novedad que presenta la Ley valenciana y que merece 
destacarse es la libertad para cada socio de suscribir las aportaciones que 
quiera sin necesidad de respetar ninguna proporción con su participación en 
el capital social, (como exigía el régimen jurídico anterior), salvo que existan 
más solicitudes que aportaciones disponibles. Este nuevo régim en es más 
acorde con la naturaleza de la cooperativa, porque en este tipo de sociedades,
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la posición del socio, sus derechos políticos o económicos, o sus espectativas 
no se alteran (como en una sociedad anónima o sociedad de responsabilidad 
lim itada por ejemplo) por la mayor o m enor participación del socio en el 
capital cooperativo.
Por últim o tenemos que reseñar que si bien las aportaciones voluntarias 
son de naturaleza perm anente -como las aportaciones obligatorias- es decir 
sólo se restituyen al socio si se separa de la cooperativa, o si ésta se disuelve; 
el leg islado r perm ite  que ante la exigencia de nuevas aportaciones 
obligatorias al socio, éste pueda im putar las aportaciones voluntarias que 
tenga suscritas, al cumplimiento de esa nueva obligación (art. 51. 6 LCCV).
Respecto de la naturaleza de las aportaciones, la Ley valenciana apenas 
presta atención a la misma, lim itándose a señalar que podrán ser dinerarias 
o no dinerarias (art. 51. 4 LCCV); ante esta parca regulación hay que aplicar 
supletoriam ente en esta materia la Ley general, por disposición del art. 149. 3 
CE que establece el carácter supletorio del Derecho estatal respecto del 
Derecho de las Com unidades Autónomas.
Pero tampoco la legislación general ofrece verdaderas peculiaridades en 
este tema frente a lo que son las aportaciones a capital social en otras formas 
sociales. Incluso la Ley general se remite en cuanto al régimen de entrega y 
saneam iento de la cosa aportada, a las norm as del Código civil para el 
contrato de com praventa y respecto de la transm isión de los riesgos, a las 
reglas del Código de comercio, sobre el mismo contrato.
La única aportación que sí ofrece peculiaridades en la cooperativa es la de 
arrendam iento de local de negocios; en estos casos, el legislador establece que 
dicha aportación no produce cesión o traspaso, y la cooperativa continuará 
en la titu laridad  del bien o derecho; por lo que no es de aplicación la 
legislación sobre traspaso y subarriendo de la L.A.U. (art. 72. 3 in fine LGC y 
art. 31. 2LAU).
Hemos hechado en falta en este régim en, una expresa referencia y 
atención a la aportación de em presa o establecim iento a capital social
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cooperativo, tan habitual entre las cooperativas surgidas como consecuencia 
de la transformación de otras empresas en crisis.
En cuanto a la valoración de las aportaciones no dinerarias -como en las 
sociedades m ercantiles en general- el legislador se p reocupa y adopta  
m edidas y cautelas con el fin de que su existencia sea real y su valoración 
justa.
El sistema de valoración de las aportaciones in natura que establece la Ley 
valenciana, supone un cambio frente al sistema tradicional; cambio que se 
ha visto influenciado principalm ente por el tenor de la segunda directiva de 
la CEE y por los trabajos que en el m om ento de la elaboración de la Ley 
valenciana de cooperativas se estaban llevando  a cabo en torno  al 
anteproyecto de reforma de la Ley de sociedades anónimas.
Según el nuevo sistema (art. 51. 4 LCCV), en la escritura de constitución 
se describirán los bienes no dinerarios que se aporten, y se m encionará la 
valoración hecha por el experto  contable independ ien te . F inalm ente, 
establece el legislador la posibilidad de revisar dicha valoración, por acuerdo 
de la asamblea general, y a petición de cualquier socio, en el plazo de 30 días . 
desde que se dió a conocer la valoración.
La Ley valenciana es la única ley española de cooperativas que habla de 
"p a r t ic ip a c io n e s " como contraprestación  que el socio recibe por sus 
aportaciones a capital social; sin em bargo, el legislador no las regula 
claram ente, lo que plantea num erosos problem as. En este apartado, nos 
hemos ocupado de su régim en jurídico, de su distinción frente a figuras 
sim ilares, p resen tes  en n u es tro  o rd en am ien to  ju ríd ico , y de  su 
transm isibilidad.
De su régimen jurídico, previsto en la Ley valenciana, sólo se tratan tres 
aspectos, la participación como forma de acreditar las aportaciones a capital 
social, su transm isión y su incremento o reducción como consecuencia de la 
distribución de los resultados del ejercicio económico.
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A n a liza n d o  la n a tu ra le za  ju ríd ica  de estas  p a rtic ip a c io n es  y 
com parándola con figuras afines como la participación en la sociedad de 
responsabilidad lim itada, hemos obtenido como diferencias fundam entales 
las siguientes: la participaciones de las cooperativas, aunque representan 
cuotas del capital social, no constituyen una parte alícuota del patrim onio 
social, a diferencia de las participaciones de SRL, ni tampoco represetan el 
conjunto de derechos y obligaciones que integran la condición de socio. Por 
lo que resp ec ta  a su tran sm isib ilid ad , no p u ed e  decirse  que las 
participaciones de la cooperativa sean esencialm ente transm isibles, ni que 
su transm isión sea requisito para adquirir la condición de socio.
Sin em bargo, al igual que las participaciones de SRL, las de la cooperativa 
son acum ulables e indivisibles. No queda tan claro en la Ley valenciana si 
deben ser iguales o pueden tener distinto valor. Del análisis de nuestro 
o rd en am ien to  ju ríd ico  y del D erecho com parado  hem os encon trado  
instituciones sim ilares a las participaciones cooperativas, donde sí se 
determ ina que esos títulos tendrán el m ismo valor nom inal. En nuestro 
Derecho pueden  citarse los "títulos de aportación” de las cooperativas de 
crédito (art. 7 L. Coopertivas de crédito 13/1989), y las "participaciones de las 
sociedades de responsab ilidad  lim itada" (art. 1 LSRL). En D erecho 
com parado hay  que m encionar las partes o cuotas sociales del Derecho 
cooperativo alem án por su semejanza con las participaciones cooperativas 
que regula la Ley valenciana. Según la Ley alemana de 20 de mayo de 1898, 
estas cuotas sociales son iguales y acumulables, cada socio debe tener una 
obligatoriam ente (o más si así se establece en los estatutos sociales), pero 
puede suscribir voluntariam ente más.
De la interpretación de estas normas, así cómo por razones de eficacia en 
la aplicación de la Ley, sobre todo a los efectos de su transm isibilidad entre 
los socios, consideram os que las participaciones cooperativas deberían ser 
iguales, pero reconocemos a su vez la insuficiente fundam entación jurídica 
de esta tesis, como para im pedir que puedan  existir participaciones de 
distinto valor si los socios así lo deciden.
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En cuanto a la transmisión de las participaciones entre los socios, hemos 
ad v ertid o  una contradicción entre los artículos 52. 1 LCCV, que parece 
conceder libertad al socio para decidir la reducción de su participación en el 
capital social y el art. 51. 3 que exige que la cuantía de las aportaciones 
obligatorias sea igual para todos los socios o proporcional a los m ódulos de 
utilización de los servicios de la cooperativa por cada uno de ellos.
Del análisis de ambas normas, hemos concluido que el socio sólo puede 
d isponer a efectos de su transm isión de las participaciones que tenga en 
concepto  de aportaciones voluntarias, y en cuanto a las aportaciones 
obligatorias, sólo podrán transm itirse cuando con ello se busque equilibrar la 
relación  en tre  capacidad potencial de uso- cooperativo y aportaciones 
obligatorias en el capital social.
Por lo que a la cuantía de la aportación se refiere, el legislador valenciano 
no establece una cuantía mínima para las mismas, deja ésta a la decisión de 
los socios, pero en todo caso, ésta coincidirá con la participación obligatoria 
que figure en los estatutos sociales de la cooperativa.
En la Ley valenciana, a diferencia de la Ley general, esta cifra m ínim a 
estatutaria puede modificarse, pero sea cual sea, a ningún socio se le podrá 
exigir ni p erm itir que suscriba aportaciones obligatorias superio res ni 
inferiores a las que le correspondan.
Cuestión distinta son las aportaciones voluntarias a capital social, el socio 
podrá suscribir libremente las que quiera, siempre que la asamblea general lo 
autorice. En todo caso, hay un lím ite m áxim o que habrá que respetar, 
n ingún socio puede superar el 25% del capital social (entre aportaciones 
obligatorias y voluntarias).
Las participaciones en el capital social tanto obligatorias como voluntarias 
pueden variar a lo largo del tiempo; hemos analizado todos los supuestos en 
que este evento  podía producirse: por acuerdo social, exigiendo nuevas 
participaciones obligatorias, por su adquisición o venta entre los socios, por
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conversión de participaciones voluntarias en obligatorias o por distribución 
de los resultados del ejercicio entre los socios.
En este ú ltim o caso, el art. 59. 3 LCCV, establece que los resultados 
positivos del ejercicio podrán distribuirse entre los socios en concepto de 
retornos, em itiendo  y en tregando al socio títulos de partic ipación  en 
concepto de aportaciones obligatorias. Nos parece criticable esta norm a 
porque determ ina qué tipo de participaciones se increm entarán a diferencia 
del anterior Reglamento de 1978 (art. 43. 2) y de la actual Ley general (art. 85. 
2) que dan libertad a la asamblea general para decidirlo.
En cuanto a la distribución de las pérdidas, el socio puede verse afectado 
por dos tipos de pérdidas, las pérdidas ordinarias cooperativas originadas en 
sus relaciones m utualistas con la cooperativa, y las dem ás pérdidas, que 
también llam am os pérdidas sociales.
En relación con las primeras dice el art. 60. 1 LCCV que se podrán im putar 
al socio m ediante la reducción de sus participaciones en el capital social en 
proporción a la actividad desarrollada con la cooperativa. La asam blea 
general decidirá a propuesta del consejo rector, qué participaciones son las 
que se deben reducir, pero en este caso es preferible -en nuestra opinión- que 
si el socio tiene aportaciones voluntarias, se reduzcan éstas antes que las 
aportaciones obligatorias, entre otras razones porque la reducción de las 
participaciones obligatorias ha de interpretarse como una reducción en su 
im porte  desem bolsado, cuantía que habrá de restitu ir el socio en su 
m om ento. Com o claram ente señala la Ley general (art. 72. 1. 3) "para 
determinar la cifra de capital desembolsado se restarán en su caso, las 
deducciones realizadas sobre las aportaciones en satisfacción de las pérdidas 
imputadas a los socios".
En cuanto a las demás pérdidas, que son pérdidas sociales propiam ente y 
no pérdidas im putables a los socios, dice el art. 60. 2 LCCV que se im putarán 
a la reserva obligatoria y agotada ésta al capital social, con la correspondiente 
reducción de las participaciones de los socios.
Pero en este caso, la reducción tiene lugar sobre todas las participaciones 
de los socios (hayan operado con la cooperativa o no) y en proporción al
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capital social que cada socio tenga en la cooperativa, pero com enzando con 
las aportaciones obligatorias.
U na peculiaridad de las sociedades cooperativas frente a otras sociedades 
la constituye el que las aportaciones a capital social puedan recibir intereses, 
si esta tu tariam ente se prevé. Pero estos intereses deben ser lim itados. Este 
constituye el contenido de uno de los principios cooperativos reform ulados 
por la ACI en 1966, según el cuál: "E/ capital accionariado, en el caso de
recibir intereses, debe ser de una tasa estrictamente limitada",
H em os dado  un rápido repaso a los orígenes de este principio desde su 
form ulación en los esta tu tos de Rochdale; y a las d istin tas tendencias 
doctrina les  en torno a la leg itim idad  o no de rem u n erar el capital 
cooperativo; llegando a la conclusión de que a pesar de algunas voces 
contrarias, hoy en día está prácticamente aceptado por todos la legitim idad y 
conveniencia del abono de intereses, siempre que sea en una tasa limitada.
Del análisis del régimen jurídico de los intereses en la Ley valenciana, 
hem os obtenido  como notas características: la obligatoriedad de abonar 
intereses (si el socio permanece en la cooperativa por más de tres años y los
esta tu tos o la asam blea general no establece otro criterio), el abono de
intereses tendrá como límite máximo el de cinco puntos por encim a del 
interés legal del Banco de España, y será considerado contablem ente como 
gasto de ejercicio para obtener los resultados ordinarios cooperativos y 
extracooperativos. En las cooperativas de crédito por el contrario, no se 
com puta como gasto, y sólo se abonan intereses si el saldo de la cuenta de 
resultados es acreedor (art. 1. 2e R. D. 1370/1985).
Ni la Ley valenciana ni ninguna de las leyes de cooperativas actualm ente 
vigentes, distinguen los intereses que se pueden abonar por las aportaciones 
obligatorias o voluntarias, a diferencia del régim en establecido por el 
Reglam ento de 1971. Sin embargo, opinam os como otros autores citados 
(Parra de Más, Elena Diaz, Del Arco o LLobregat) que a pesar de esa no 
diferenciación, es aceptable e incluso conveniente, que se retribuya con un
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interés más alto las aportaciones voluntarias a capital que las obligatorias, o 
incluso, que sólo aquellas se beneficien de los intereses. P rincipalm ente 
porque las aportaciones voluntarias deben resultar atractivas para el socio, 
sino, no tendrán ningún interés en su sucripción.
N os hem os p lan teado  tam bién, qué es m ás convenien te  para  la 
cooperativa: retribuir los intereses hayan excedentes o no, o sólo cuando 
éstos existan. Tras analizar las tres corrientes legales y doctrinales existentes 
al respecto, hem os llegado a la conclusión, de que debería distinguirse las 
ap o rtac io n es  v o lu n ta ria s  y o b lig a to rias , y re tr ib u ir  las p rim eras  
necesariam ente (existan o no excedentes o beneficios) como si fuese capital 
recibido de terceros; y en cuanto a las aportaciones obligatorias, éstas si se 
retribuyen , debería ser sólo en el caso de que existiesen excedentes 
suficientes.
Por últim o, hem os analizado la cuestión de la ac tualización  de las 
aportaciones de los socios.
El fenóm eno de la depreciación m onetaria tiene en la cooperativa una 
especial incidencia respecto de la restitución a los socios de las aportaciones 
hechas a capital social, en el momento de su separación o de la liquidación 
de la cooperativa, puesto que se les restituye exclusivam ente el valor 
nominal de las mismas.
Por esta razón, el legislador valenciano regula la posib ilidad  de la 
actualización anual de las aportaciones, si en los estatutos se prevé (art. 51. 
8), y lo exige en el momento de liquidarse la cooperativa.
Pero el problem a surge por la im posibilidad jurídica de llevar a cabo esa 
actualización, si se tiene en cuenta que es una condición necesaria la 
existencia de una Ley de regularización de balances que en estos m omentos 
no existe; y por otra parte, que para llevar a cabo la actualización de 
aportaciones, prim eram ente hay que revalorizar los Activos, y ésto produce 
una plusvalía, som etida fiscalm ente al Im puesto de Sociedades, lo que
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RESULTADOS DE LA 
ACTIVIDAD ECONOMICA
CAPITULO II. RESULTADOS DE LA ACTIVIDAD ECONOMICA.
A.- A ctividad económica que desarrolla la cooperativa.
1.- Actividades económicas que puede desarrollar una cooperativa
con sus socios: Clases de cooperativas.
2.- La cooperación del socio. La masa de gestión económica.
3.- Actividades desarrolladas con terceros no socios.
4.- Conclusiones.
B.- Resultados de la actividad económica.
1.- Determinación de los resultados.
2.- Destino de los resultados positivos de ejercicio.
3.- Destino de los resultados negativos. Imputación de pérdidas.
4.- Distribución de los retornos y las pérdidas entre los socios.
El patrim onio social se integra no solamente por las aportaciones que los 
socios realizan a capital social, sino también por otras fuentes como pueden 
ser, los excedentes de ejercicios retenidos por la cooperativa en concepto de 
reservas, las plusvalías producidas en los activos, o -como cualquier o tra 
em presa- por los bienes recibidos de terceros a título oneroso o gratuito.
En este capítulo, nos vam os a centrar en la activ idad  económ ica que 
desarro lla  la cooperativa, y en la determ inación y d istribución  de los 
resultados procedentes de esa gestión.
La im portancia del tema es fundam ental para conocer las características que 
hacen de la cooperativa una entidad peculiar difícilmente calificable entre las 
sociedad (civiles o mercantiles). Lo más peculiar de la cooperativa se puede 
com prender al analizar precisam ente, cómo lleva a cabo su ac tiv idad  
económica, cómo obtiene los resultados de la gestión y cómo se distribuyen.
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A.- ACTIVIDAD ECONOMICA QUE DESARROLLA LA
COOPERATIVA.
U n elemento característico de las sociedades cooperativas y que suele estar 
presente en todas las definiciones de cooperativa es que ésta se constituye para 
desarro llar actividades económicas con sus propios socios, y de esta form a 
satisfacer los intereses o necesidades socio-económicas de los mismos (204),
Como consecuencia de esta actividad desarrollada con los propios socios, se 
dice que el socio de la cooperativa reúne una doble cualidad, es socio y a su 
vez usuario o cliente de la misma.
Esta doble condición de socio y usuario, elem ento clave del denom inado 
principio  m utualista , ha sido considerado tradicionalm ente por la doctrina 
m as autorizada, como "la esencia de la institución cooperativa", sin la cual es 
difícil concebir el cooperativismo (205).
Podría quizás afirm arse que también una sociedad anónim a se constituye 
para servir los intereses de sus socios, y puede ser que sus socios sean a su vez 
usuarios de la sociedad, por ejemplo cuando los socios trabajan en la misma.
Esto es cierto, pero hay una nota que distinguiría claramente la cooperativa 
de esta sociedad, y es que, la condición de usuario del socio en la cooperativa 
es necesaria, si no -como decía Del Arco (206). "s ¡ no utiliza los servicios 
económicos de la entidad, su permanencia en la cooperativa carece de objeto", 
m ientras que, en una sociedad anónim a sería un elem ento  accesorio o 
com plem entario, pero no esencial a la naturaleza y existencia de la entidad.
204 Así, la Ley valenciana de cooperativas en su art. 2 define la cooperativa com o agrupación  
"al servicio de sus socios... mediante la explotación de una empresa colectiva sobre la base de 
la ayuda mutua...". Más claramente, el art. 1 de la Ley general de cooperativas señala que 
"las Cooperativas... asocian ... a personas que tienen intereses o necesidades socio-económicas 
comunes, para cuya satisfacción desarrollan actividades empresariales..."
Sobre la ex istencia  de norm as sim ilares en D erecho com parado, p u ed e verse PAZ  
CANALEJO. El nuevo Derecho cooperativo español..., p. 17.
205 En estos términos se manifestó DEL ARCO. Financiación de la empresa...., p. 34. También 
GARRIGUES, consideraba al m utualism o como la característica principal de la cooperativa. 
Mas recientem ente SERRANO SOLDEVILLA (en "Las sociedades con base mutualista"..., p. 
330) ha señalado "el principio cooperativo por excelencia lo constituye... el "de la doble 
cualidad o condición de socio-usuario" o, también denominado "mutualista o de ciclo 
cerrado"". Una com pleta exposición de este tema puede verse en LLOBREGAT op. cit., 
principalmente en su Capítulo IV.
206 d e l  ARCO, op. ult. cit., p. 34.
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Damos pues como una afirmación de base que, la cooperativa se caracteriza 
por desarrollar su objeto social con sus propios socios, quienes a su vez tienen 
la condición de usuarios.
De esta  afirm ación  o p u n to  de p a rtid a , se deriv an  una serie de 
consecuencias im portantes que nos perm iten precisar las características de esta 
en tidad  y que a su vez nos facilitarán la com prensión  de su gestión  
económ ica.
Para s is tem atizar estas consecuencias que se derivan  del p rinc ip io  
m utualista de la doble condición socio-usuario, hem os tom ado la distinción 
que hace G arrido  de Palma entre la esfera interna y la esfera externa del 
principio de m utualidad (207y
Com ienza este autor definiendo el principio de m utualidad  como aquél 
"en cuya v irtud  sólo pueden formar parte de la cooperativa como socios, 
quienes participen en los servicios o actividad de la entidad y, a su vez, 
aquéllos o ésta sirven exclusivamente a los socios de la misma".
El principio en su esfera interna implica para este autor, el derecho y el
deber de participar en las actividades y servicios de la cooperativa, de m odo 
suficiente, de acuerdo con lo establecido entre los socios.
El principio en su esfera externa significa que el carácter m utualista de la 
cooperativa, le impide prestar sus servicios a quienes no sean sus socios.
Tom ando este esquem a vamos a desarrollar a continuación los siguientes 
temas. Com enzarem os por delim itar en qué puede consistir esa actividad 
desarro llada  p o r la cooperativa con sus socios. El tipo  de activ idad  
desarrollada perm ite a su vez delim itar las diferentes clases de cooperativas 
que el legislador contempla.
En el ap artad o  segundo analizarem os la participación del socio en la
cooperativa com o deber y como derecho. Veremos tam bién, cómo en la
207 GARRIDO DE PALMA, La cooperativa en el Derecho español a través de sus principios..., 
p. 21 a 24. Relacionam os el principio m utualista con el de la doble condición de socio y  
usuario, porque es el elem ento que en estos m om entos nos interesa analizar, aunque  
reconocemos con LLOBREGAT, que esta doble condición es un aspecto más de la mutualidad 
junto con otros que no recogem os ahora como podría ser el principio de autogestión o la 
ausencia de ánim o de lucro.
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m edida en que es un derecho para el socio, constituye una obligación para la 
cooperativa operar con sus socios. Estudiaremos de que forma el socio coopera 
y cuál es el régimen jurídico que regula esta actividad.
F inalm ente, analizarem os el principio m utualista  en su esfera externa, 
com o "prohibición" de operar con terceros, aunque como verem os, en 
nuestro ordenam iento más que de prohibición debe hablarse de lim itación o 
restricción de operar con terceros no socios.
1.- ACTIVIDADES ECONOMICAS QUE PUEDE DESARROLLAR UNA 
COOPERATIVA CON SUS SOCIOS. CLASES DE COOPERATIVAS.
Tradicionalm ente se ha afirmado que la cooperativa puede dedicarse a la 
rea lizac ión  de c u a lq u ie r  a c tiv id a d  económ ica (lícita y posible) sin 
lim itaciones. Sin em bargo, posteriorm ente, el ánim o del leg islador por 
encuadrar a las cooperativas en determ inadas categorías, ha significado una 
reducción de las posibilidades existentes previam ente, y una necesaria 
adecuación a determ inados "tipos" o "clases" de cooperativas preexistentes.
Este es el caso que se advierte en la Ley valenciana de cooperativas, cuyo 
art. 2. 2 establece que "Cualquier actividad económica (y) social lícita podrá ser 
objeto de la cooperativa" (208), y sin embargo posteriormente, al regular en el 
capítulo VII (arts. 68 a 83) las clases de cooperativas, parece que se lim ita el 
núm ero de actividades posibles a desarrollar por las cooperativas, a las que se 
relacionan en el art. 68. 2.
Según este  artícu lo , son posibles las sigu ien tes  cooperativas: ”a)  
Cooperativas del Campo, b) Cooperativas de Servicios, c) Cooperativas de 
Trabajo Asociado, d) Cooperativas de Consumidores y Usuarios, e) 
Cooperativas de Viviendas, f) Cooperativas de Enseñanza, g) Cooperativas de 
Crédito y  Seguros; y h) Cooperativas de Transportes”.
208 El art. 101 de la LCCV establece con un criterio am plio, la posibilidad de crear nuevas  
clases de cooperativas, cuyo objeto social no sea meramente económ ico sino cultural, artístico 
o social. D ice en  particular dicho artículo "La Generalidad Valenciana fomentará la 
creación y  desarrollo de Cooperativas cuyo objeto sean actividades culturales, artísticas, 
deportivas y  de tiempo libre, de prestación de servicios sociales y  de realización de otras 
actividades de interés cívico".
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En la fase previa a la aprobación de esta Ley -como nos cuenta Vicent 
C huliá- se optó  en un principio por una extensa relación de clases de 
cooperativas (209)7 en el Proyecto, se redujo la lista de posibles clases de 
cooperativas "con el fin de que sirva de base para la constitución de Uniones y  
Federaciones sectoriales
La relación de tipos de cooperativas que establece el art. 68. 2 parece ser una 
delim itación taxativa, al menos de los términos literales en que se expresan 
los párrafos dos y tres de dicho artículo, no se desprende que la enum eración 
sea m eram ente ejemplificativa.
D istinta a esta solución es la adoptada por la Ley general de cooperativas. 
Esta contiene en su art. 116 una enum eración más am plia de clases de 
cooperativas, pero  tam bién constituyen un numerus clausus ; sin em bargo 
posterio rm ente , el legislador establece en la disposición final segunda, la 
posib ilidad  para el G obierno de crear nuevas clases de cooperativas sin 
necesidad de reformar la actual Ley (210).
De todos m odos, y con independencia de que se perm itan más o menos 
tipos de cooperativas, podemos decir que todas estas clases posibles derivan de 
dos m odelos clásicos de cooperativa: las cooperativas de producción y las 
cooperativas de consumo.
En las genéricam ente denom inadas cooperativas de producción, los socios 
se ag rupan  con el fin de aum entar sus rentas por m edio del ejercicio en 
com ún de una actividad económica. En este g rupo podríam os incluir las 
cooperativas del campo o de trabajo asociado.
En las denom inadas cooperativas de consum o en sentido  am plio, los 
socios se asocian con el fin de obtener "más económicamente" unos bienes o 
servicios, su fin es por tanto, obtener un ahorro. En este g rupo  podem os 
inclu ir las cooperativas de consum o strictu sensu, las cooperativas de 
viviendas o las de crédito y seguros.
209 En esa relación cita VICENT CHULIA (La legislación cooperativa autonóm ica..., p. 116), 
las siguientes: agrarias, del mar, industriales, artesanas, del com ercio, de servicios de 
profesionales o artistas, de viviendas, de enseñanza, escolares o juveniles, de crédito, de  
seguros, de tiem po libre, y de servicios sociales.
210 D ice la D isp osición  final 2° de la LGC que "Cuando sea preciso para el desarrollo de 
cualquier sector del cooperativismo, el Gobierno, a propuesta del Ministro de Trabajo y  
Seguridad Social y  previo informe del Consejo Superior del Cooperativismo, podrá crear 
nuevas clases de Cooperativas y  establecer, en su relación, las normas especiales que vengan 
determinadas por las pecualiaridades socioeconómicas que concurran en la nueva clase de 
Cooperativa que se crea, respetando los principios y  caracteres del sistema cooperativo".
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Podríam os concluir diciendo que todas las demás clases de cooperativas por 
la activ idad  a la que se dedican, pueden encuadrarse en uno de estos dos 
m odelos.
Si pasam os a analizar las distintas clases de cooperativas, veremos cómo a 
su vez, el legislador se ha p reocupado de determ inar los posibles objetos 
sociales de éstas, en ocasiones de forma ejemplificativa y otras, taxativamente. 
Entre las clases de cooperativas mas usuales podem os citar:
Cooperativas A grarias. - El art. 70. 1 LCCV establece una larga enumeración 
de los posibles objetos sociales que pueden tener este tipo de cooperativas 
(211). La enum eración, a diferencia del anterior Reglamento de 1978 (art. 97), 
es m eram ente ejemplificativa, pues como dice el prim er párrafo del art. 70. 1: 
"Las Cooperativas agrarias definidas en el artículo anterior podrán tener por 
objeto cualquier servicio o función empresarial ejercidos en común en interés 
de sus socios y m uy especialmente los siguientes:......".
Esta variedad de actividades nos perm ite distinguir a grandes rasgos entre:
- C ooperativas agrarias de comercialización, cuyo objeto es com ercializar 
los productos producidos por sus socios.
- C ooperativas agrarias de transform ación. Su objeto es transform ar e 
industrializar los productos aportados por sus socios. Una vez transform ados, 
la cooperativa puede llevar a cabo también la comercialización de todo o parte 
de la producción.
- C ooperativas agrarias de distribución o consumo, que se encargan de 
sum inistrar a sus socios m aterias primas, productos o medios de producción.
2 U  Según el art. 70. 1 L C C V : "Objeto de las Cooperativas Agrarias. 1. Las Cooperativas 
agrarias definidas en el artículo anterior podrán tener por objeto cualquier servicio o función 
empresarial ejercidos en común en interés de sus socios y  muy especialmente los siguientes:
a) Proveer a los socios de materias primas, medios de producción, productos y  otros bienes que 
necesiten.
b) Mejorar los procesos de producción agraria, mediante la aplicación o utilización colectiva 
de técnicas, equipos y  medios de producción y  la ejecución de obras de interés agrario.
c) Industrializar y/o comercializar la producción agraria y  sus derivados, adoptando, cuando 
proceda el estatuto de Agrupación de Productores Agrarios.
d) Adquirir, mejorar y  destribuir entre los socios o mantener en explotación en común tierras y  
otros bienes susceptibles de uso y  explotación agraria.
e) Prestar servicios de toda clase y  fomentar actividades encaminadas a la promoción y  
mejora de la población y  medio rurales.
f) Fomentar y  gestionar el crédito y  los seguros sobre todo mediante Cajas Rurales, Secciones 
de Crédito y  otras entidades especializadas.
g) Establecer acuerdos o consorcios con Cooperativas de otras ramas con el fin de canalizar 
directamente a los consumidores y  empresarios transformadores la producción agraria".
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Una m ism a cooperativa puede tener por objeto alguna o varias de estas 
actividades; en este caso, norm alm ente se organiza en sección (sección de 
distribución, sección de comercialización,...).
Cooperativas de Explotación Com unitaria de la Tierra.- Estas cooperativas 
tienen por objeto poner en común tierras u otros m edios de producción a fin 
de crear y gestionar una única empresa o explotación agraria (art. 71. 1 LCCV).
H asta 1978 este m odelo de cooperativa se regulaba como una m odalidad 
m ás de las cooperativas agrarias o del cam po. Incluso en el p rop io  
Reglamento de 1978, aunque se les dedica un artículo exclusivam ente a ellas, 
se las considera también como cooperativas del campo (212).
Cooperativas de Trabajo Asociado.- Estas cooperativas son -según el art. 72. 
1 LCCV- "las que asocien personas físicas que mediante la aportación de su 
trabajo ju n to  con una aportación indispensable al capital social, realicen 
cualquier actividad económica o profesional de producción de bienes o 
servicios destinados a terceros".
Esta sim ple definición de su objeto social p erm ite  la existencia de 
cooperativas dedicadas a las más diversas actividades económicas, pues la 
única exigencia es, que esa actividad sea realizada por los propios socios en 
régimen cooperativo. Así nos podemos encontrar con cooperativas de seguros 
de trabajo asociado (art. 77. 2 a LCCV), cooperativas de enseñanza de trabajo 
asociado (art. 79. 2 a LCCV), cooperativas de transporte de trabajo asociado (art. 
80. 2 a LCCV), cooperativas de servicios sociales de trabajo asociado (art. 82. 1 
LCCV), cooperativas sanitarias de trabajo asociado (art. 144. 3 LGC), o 
cooperativas del m ar de trabajo asociado (art. 141 LGC), etc.
C ooperativas de Consum idores y U suarios.- Estas entidades tienen por 
objeto "el suministro de bienes y servicios para el uso y consumo de los socios 
y familiares que viven con ellos, incluidas las actividades de tiempo libre, al 
igual que la defensa de los derechos de los consumidores y usuarios, de 
acuerdo con la legislación vigente" (art. 73. 1 LCCV).
La sim plicidad de este objeto tam bién perm ite como en el caso de las 
cooperativas de trabajo asociado, englobar bajo este concepto cooperativas con
2 ^2 Véase el art. 98 del Reglam ento de 1978. Con anterioridad, la primera norma que las 
menciona es el art. 46 del Reglamento de 1971.
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distin tas activ idades económ icas, siem pre que la finalidad  de éstas sea 
sum inistrar productos o servicios a los socios.
A parte  de que -como hem os dicho-, tanto las cooperativas de viviendas 
como las de crédito son cooperativas de consumo en sentido amplio, aunque 
por su im portancia  económ ica el legislador las d istingue, son posibles 
tam bién: cooperativas de asegurados (art. 77. 2 b LCCV), cooperativas de 
consum o del servicio de enseñanza, integrada por padres o representantes 
legales de alum nos, o por los m ism os alum nos (art. 79. 2 b LCCV), 
cooperativas de estudiantes o escolares (art. 81 LCCV), o cooperativas de 
servicios sociales integradas por dism inuidos físicos o psíquicos (art. 82. 1 
LCCV).
Cooperativas de viviendas.- Estas pueden tener por objeto, según el art. 74. 
1 LCCV: "procurar, exclusivamente para sus socios, viviendas, servicios o 
edificaciones complementarias, mediante la obtención de los recursos 
financieros, la programación y construcción de las viviendas, bien por 
administración propia bien por contrata con terceros".
Bajo el genérico concepto de cooperativas de viviendas, la OIT, y la 
doctrina, han  d istingu ido  varios tipos de cooperativas: cooperativas de 
trabajadores de la construcción, cooperativas de adquirentes de viviendas, 
cooperativas de inquilinos que organizan la adm inistración de la vivienda 
bajo forma cooperativa, cooperativas de crédito a la construcción, etc. (213).
El concepto  reflejado por el artícu lo  citado, lim ita el térm ino  de 
cooperativa de viviendas, a las cooperativas form adas por los adquirentes de 
las viviendas.
Cooperativas de crédito.- Por último, estas cooperativas tiene por objeto - 
según el art. 75. 1 LCCV-: "el fomento y captación del ahorro, en cualquiera de 
sus modalidades, para atender las necesidades de financiación de sus socios y 
sectores comprendidos en su ámbito de actuación". El apartado  2 del m ism o 
artículo completa esta norma, estableciendo que: "Las Cooperativas de Crédito 
podrán realizar toda clase de operaciones de banca, salvo las reservadas por la 
legislación vigente a otras entidades de depósito, limitando a sus socios y  a los 
de las Cooperativas que en ella se integren las operaciones activas que 
determinen las normas reguladoras del crédito cooperativo".
2 3^ Sobre tipos de cooperativas de viviendas, ver por todos M AGRIÑA p. 27 a 33.
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Con posterioridad a la aprobación de la Ley valenciana de cooperativas, la 
Ley 13/1989 de 26 de mayo, reguladora de las Cooperativas de Crédito, ha 
am pliado todavía más el objeto social de éstas, al establecer que "podrán  
realizar toda clase de operaciones activas, pasivas y de servicios permitidas a 
las otras entidades de crédito, con atención preferente a las necesidades 
financieras de sus socios" (art. 4. 1).
2.- LA C O O PER A C IO N  DEL SO CIO . LA M ASA DE G ESTIO N  
ECONOMICA.
2.1.- El derecho del socio a cooperar.
Si los socios se reúnen  en coopera tivas p a ra  p o d er d esa rro lla r  
conjuntam ente una actividad económica, una vez constituida ésta, el socio 
tendrá derecho a servirse de la gestión de la cooperativa.
Este derecho viene reconocido expresam ente en casi todas las legislaciones 
cooperativas. La Ley valenciana lo recoge como el prim ero de los derechos del 
socio: "El socio de la Cooperativa tiene los siguientes derechos económicos y  
políticos: a) Participar en la actividad económica y social de la Cooperativa sin 
ninguna discriminación, y de la forma en que lo establezcan los Estatutos 
Sociales" (art. 20 LCCV).
Este derecho conlleva a su vez, como el revés de una m ism a m oneda, la 
obligación de la cooperativa de respetar ese derecho, operando con el socio de 
acuerdo con las normas internas establecidas entre ellos (214).
Sobre este tem a, el Tribunal Suprem o se ha p ronunciado  en diversas 
ocasiones, en la STS de 16 de octubre de 1989, el Tribunal condena a una 
cooperativa del m ar, de trabajo asociado, por im pedir a uno de sus socios 
trabajar, al no ser adm itido a bordo del barco en el que debería prestar sus 
servicios, sin haber sido previamente dado de baja o expulsado (215).
2 ^4 Así lo ha reconocido también LLOBREGAT (p. 182) al señalar que "Difícilmente podría 
reahzarse el objeto social de la cooperativa, si no se lleva a cabo la gestión mutualística, 
entendida como participación de los socios en la actividad económica, para lo cual es  
necesario que la cooverativa vonsa al servicio de los socios la actividad que constituye el 
objeto social".
215 Sentencia del TS 16 de octubre de 1989 (Civil) Ref. Aranz. 6921/89 . Una reseña d e  esta 
sentencia p u ed e verse en FAJARDO y OLAVARRIA, Rev. C1RIEC de Legislación y 
Jurisprudencia nQ 2 de 1991.
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Pero el ejem plo más claro de hasta donde puede llegar la obligación de la 
cooperativa de cooperar con sus socios, nos lo aporta la sentencia del Tribunal 
Supremo de 21 de marzo de 1990 (216).
En este caso se trataba de una cooperativa que sum inistraba bienes a sus 
socios, y que en Asamblea General Ordinaria, tras la lectura del Informe por el 
G erente, deciden  los socios que se expulse a uno de ellos por no pagar 
reiteradam ente los sum inistros recibidos de la cooperativa. Adem ás y "como 
medida cau te lar  para evitar el perjuicio directo y notorio que para la 
cooperativa suponía el que la actora siguiera haciendo compras y firmando  
albaranes que luego serían desatendidos de p ago" -com o alega la 
represen tación  de la cooperativa-, deciden los socios que se suspenda el 
sum inistro a este socio m oroso.
Ante el acuerdo adoptado, el socio formula dem anda de im pugnación de 
acuerdos, que fué estim ada en Primera Instancia, condenando a la cooperativa 
a indem nizar a la actora por los daños y perjuicios acreditados, y confirm ada 
p o s te rio rm en te  por la A udiencia Provincial de V alencia. F inalm ente, 
p resen tado  recurso  ante el Tribunal Suprem o, éste estim a que tan to  la 
sentencia de Prim era Instancia como la de apelación "sientan como base, lo 
dispuesto en el artículo 8 de los Estatutos de la Cooperativa demandada 
respecto al derecho del socio de participar en la actividad económico social de 
la Cooperativa del que no puede ser pr ivado . sino por las faltas y 
procedimiento que se regula en el artículo 12 de los mismos, dándose por 
probado que si bien durante el informe, en la Asamblea, al Gerente, se le 
in terrumpió pidiendo los socios la expulsión de la señora C. a lo que 
respondió que debía hacerse por los cauces reglamentarios, "no obstante pidió 
la Asamblea que, como primer paso, debería cortarse el suministro a dicha 
señora lo que fue  autorizado por aclamación", acuerdo éste sobre el que versa 
la demanda, y  declarado nulo, al estimarlo ilegal al no haber sido adoptado 
tras los cauces precisos, no cabe decir que el invocado precepto haya sido mal 
interpretado por lo que el motivo ha de ser desestimado".
El Tribunal reconoce por tanto el derecho del socio a partic ipar en la 
actividad económica de la cooperativa, aunque incum pla en esta relación las 
obligaciones que le incumben. La única posibilidad que ofrece el Tribunal a la 
cooperativa es expulsar al socio por la comisión de una falta grave, y entonces
216 STS de 21 de marzo de 1990 (Civil) Rcf. Aranz. 1717/1990. Una reseña de esta sentencia  
puede verse en OLAVARRIA y  FAJARDO, Revista C1R1EC de Legislación y Jurisprudencia 
ne 3 de 1992.
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cesaría su obligación, en este caso de sum inistrar bienes al socio. En efecto, el 
legislador -al m enos en la Ley valenciana de cooperativas- reconoce que 
constituye una falta grave y que su comisión puede ser causa de expulsión: "c) 
El incumplim iento persistente o reiterado de las obligaciones económicas 
asumidas frente a la cooperativa" (art. 18. 3).
2. 2.- El deber de participar en la actividad de la cooperativa. 
Alcance del deber de cooperar según el tipo de cooperativa.
De igual forma que el legislador reconoce el derecho del socio a cooperar, 
reconoce que éste es un deber para el socio. Así, la Ley valenciana de 
cooperativas en su art. 22 establece entre los deberes del socio "e) Participar en 
las actividades de la cooperativa, en la forma y cuantía establecida en los 
Estatutos Sociales y en los acuerdos de la Asamblea General'
N orm as sim ilares a ésta podem os encontrar en las dem ás legislaciones 
españolas de cooperativas, desde que en la Ley de Cooperativas de 1974 se 
reconoció expresamente este deber (217).
La justificación de este deber es evidente, si se piensa en las lim itaciones 
que el principio m utualista im pone a las cooperativas. Si éstas en principio 
sólo pueden operar con sus socios, y éstos no están obligados a operar con la 
cooperativa, se hipoteca la viabilidad económica de la em presa cooperativa. 
Basta pensar en una cooperativa de trabajo asociado en la que los socios no 
asum en obligación de trabajar, o en una cooperativa de viviendas en la que 
los socios no asum en la obligación de pagar el im porte de la vivienda. Por 
ello, Del Arco (218) tras reconocer que la relación del socio en cuanto usuario 
con su cooperativa, ha de constituirse como derecho y como deber, afirma: 
"apurando los argumentos sostenemos que es antes deber que derecho, 
porque sólo mediante el desarrollo normal de las actividades que exige el fin  
o los fines económicos de la entidad podrá ésta ponerse en condiciones de 
procurar derechos a sus socios, y dicha normalidad exige inexcusablemente la
2^7 Sobre la situación anterior a la aprobación de esta Ley, puede verse DEL ARCO (Régimen 
económico de las cooperativas...) quien critica la ausencia de una disposición legal que exija 
el deber al socio de servirse de la cooperativa.
2^8 DEL ARCO op. ult. cit., p. 27.
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colaboración en actividad social por parte de todos los socios, ni más ni menos 
que el deber de cumplir las aportaciones convenidas al capital social" (219).
No obstante esta lógica consecuenca, la dotrina distingue según la clase de 
cooperativa, y reconoce que esta exigencia no tiene la m ism a transcendencia 
en todo tipo de cooperativas. Así por ejemplo, Del Arco (220) destaca que la 
relación  derecho-deber de u tilización  de las ac tiv id ad es  sociales es 
"consustancial e inseparable en determinadas clase de cooperativas, por 
ejemplo, en las de trabajo asociado o en las de viviendas, pero no se ofrece tan 
claro en las de compras o ventas en común, con o sin previa transformación 
de productos".
En efecto, algunas cooperativas por su peculiar objeto social precisan con 
m ayor necesidad de la cooperación de sus socios, m ientras que otras no. 
Manifestaciones legales de esta diversidad las podem os encontrar, por un lado 
en relación con las cooperativas agrarias: el art. 70. 2 de la LCCV, refuerza 
todavía más el deber del socio de cooperar económicamente al establecer: "Los 
Estatutos Sociales de las Cooperativas Agrarias regularán m uy especialmente 
la obligación de utilizar los servicios de la Cooperativa que asuman los socios, 
de acuerdo con la superficie o valor de las respectivas explotaciones".
En el polo opuesto  se encontrarían  las cooperativas de consum idores, 
donde al haber gozado siempre de la posibilidad de operar con sus socios y con 
terceros, no se ha visto tan imperiosa la necesidad de participar en la actividad 
cooperativizada (221).
2 9^ La concepción de la cooperación del socio como un deber, entraña importantes consecuencias 
com o puede ser, la de vincular la permanencia del socio en la cooperativa con el uso o 
participación económ ica en la m ism a. A sí -com o m antenía PARRA DE M AS ("La 
in teg ra c ió n ....p . 48) "una cosa resulta clara: la falta de utilización de los servicios 
sociales....debe de llevar consigo la p érdida de la cualidad de socio porque otra cosa 
contravendría la naturaleza jurídica de este tipo de sociedad". En efecto esta consecuencia ha 
sido reconocida expresam ente por el legislador, como causa de baja en la cooperativa. En 
estos casos, la Ley valenciana, permite -excepcionalm ente- a aquellos socios que "por causa 
justificada no puedan continuar participando en la actividad cooperativizada tienen 
derecho a continuar formando parte de la cooperativa", com o socio  excedentes (art. 23 
LCCV). Sin em bargo, para DEL ARCO (Teoría y práctica de las sociedades cooperativas...), 
no es suficiente con la expulsión, y aconseja que el deber de utilizar los servicios o suministros 
de la cooperativa, se haga efectivo mediante expresos preceptos en los estatutos o acuerdos 
de asam blea, de m odo que el socio "venga constreñido por otras responsabilidades 
económicas ".
220 DEL ARCO. Financiación de la empresa cooperativa, p. 45 y 46.
22  ^ En efecto, ya el art. 19 del Decreto de 4 de julio de 1931 establecía que "Las Cooperativas de
consumidores podrán servir al público, siempre que lo consignen así expresamente en sus
Estatutos y  cumplan las condiciones que establezcan los Reglamentos". Posteriorm ente, la Ley
de Cooperación de 2 de enero de 1942 y siguientes, continuaron permitiendo a las cooperativas
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Finalm ente, a pesar del consenso m ayoritario que reivindica el deber del 
socio de cooperar, y la confirmación legal del mismo, no podem os pasar por 
alto, aunque no la compartamos, la opinión de algún autor disidente, como es 
el caso de Lluis y Navas. Este autor afirma que el socio tiene derecho a operar 
con la cooperativa, pero no obligación de ello, salvo en las cooperativas de 
p roducción , lo que defiende con la siguiente argum entación: "Entendemos  
que, con la salvedad de las cooperativas de producción, en que la misma 
finalidad es el trabajo en común, operar con la cooperativa es derecho y no 
deber, salvo, naturalmente, regla estatutaria a amparo de la esfera de libertad
de autonorm arse  Si encima de que ha pagado no opera, es que la
cooperativa no ha sabido interesarle y no ha de ser el socio castigado de este 
error de los rectores con una obligación de operar. Si el desinterés de los socios 
por operar es tan grande que la cooperativa fracasa, entonces es que éste no 
tiene razón de ser y  lo mejor que puede hacerse es disolverla en vez de 
mantenerla de modo ficticio con operaciones forzadas" (222).
U na postura interm edia es la que representan M anrique y Rodriguez Poyo- 
G uerrero . Para estos au tores, el beneficio que ob tiene el socio en la 
cooperativa, resu lta  de actuar con los dem ás socios, por ello, "él debe 
igualmente colaborar con los demás para conseguir la misma finalidad", sin 
em bargo, ello no significa para los autores que exista una obligación del socio 
a servirse de la cooperativa; ésta solo existirá cuando estatutariam ente así se 
determ ine, y en los términos en que se fije (223). En nuestra opinión, dado el 
reconocim iento legal del deber de cooperar, no es necesario que los estatutos 
concreten el ám bito de ese deber; norm alm ente el contenido de éste viene 
detallado en los Reglamentos de régimen interno de la cooperativa, en los 
particulares contratos que la cooperativa celebra con sus socios, o incluso, por 
las Asam bleas generales al comienzo de cada ejercicio económico (como en 
m uchas cooperativas agrarias).
de consum o las operaciones con terceros, pero lim itándolas a supuestos determ inados en el 
propio artículo o a porcentajes también limitados.
222 LLUIS Y NAVAS, J. Derecho de Cooperativas. Tomo II. p. 67.
223 M ANRIQUE ROMERO y RODRIGUEZ POYO-GUERRERO. "La cooperativa: garantías 
formales para su eficacia en el tráfico". R. D. N. nc 109- 110 julio-diciem bre 1980, p.59. Los 
autores obtienen com o conclusión que "la participación del socio en las actividades y  servicios 
de la cooperativa, sólo es obligación, cuando los términos de esa participación los determinan 
los estatutos".
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Una m anifestación más de la transcendencia que para una cooperativa 
tiene el cum plim iento por sus socios del deber de cooperar se refleja en la 
independencia que puede llegar a adquirir respecto de la propia condición de 
socio, cuando el socio se separa de la cooperativa, pero se m antienen en vigor 
sus compromisos asum idos con la misma.
Esta independencia queda reflejada en el art. 19 LCCV cuando, al regular la 
responsabilidad del socio que ha causado baja de la cooperativa establece, que 
éste seguirá respondiendo de las deudas contraídas por la cooperativa durante 
su perm anencia en la misma, por un periodo de cinco años a contar desde la 
fecha de la baja o expulsión. Las deudas a que se refiere este precepto pueden 
ser perfectam ente , consecuencia de com prom isos ad q u irid o s  por la 
cooperativa con terceros, teniendo en cuenta la capacidad de uso cooperativo 
de sus socios. Pero además, también podría aplicarse el párrafo siguiente del 
mismo artículo, según el cuál: "Además seguirá obligado al cumplimiento de 
los contratos y otras obligaciones que haya asumido con la Cooperativa 
independientemente de la condición de socio", po rque  en ocasiones las 
cooperativas establecen relaciones con sus socios independientem ente de la 
condición de tales, pero, relativas al propio objeto social cooperativizado, con 
el fin de no defraudar sus espectativas ante una baja de socio. Así se explican 
las obligaciones contraídas por la cooperativa y garantizadas por sus socios, los 
contratos entre cooperativa y socios donde se hace expresa referencia a la 
validez y eficacia de los mismos, aunque el socio deje de serlo, etc...
Más claro que el artículo citado de la Ley valenciana, es la Ley general 
de cooperativas, cuyo art. 32. 2 establece, -y por su interés, recogem os 
ín tegram ente-, que: "Los Estatutos podrán exigir el compromiso del socio de 
no darse de baja voluntariamente , sin justa causa (\ue califique la misma de 
justificada, hasta el final del ejercicio económico en que quiera causar baja o 
hasta que haya transcurrido, desde su admisión, el tiempo que fijen los 
Estatutos, que no podrá ser superior a cinco años.
Si lo prevén los Estatutos, el incum plim iento  por el socio del 
c o m p r o m i s o  a que hace referencia el párrafo anterior, autoriza a la 
Cooperativa a exigir al socio a participar, hasta el final del ejercicio económico 
o del periodo comprometido, en las actividades y servicios cooperativizados 
en los términos en que venía obligado o, en su defecto, a exigirle la 
correspondiente indemnización de daños y perjuicios y, asimismo, autoriza a 
la Cooperativa a entender producida la baja al términos de dichos períodos, a 
los efectos previstos en el apartado c) del artículo 80.
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Los Estatutos, para el supuesto de incumplimiento del compromiso a 
que hacen referencia los anteriores párrafos de este número, también podrán 
establecer un incremento, de hasta un 10 por 100, de las deducciones sobre las 
aportaciones obligatorias a que se refiere el apartado b) del mencionado 
articulo 80
De este precepto destacamos la posibilidad que contem pla de estipular 
acuerdos de cooperación entre cooperativa y socios, exigióles a pesar de que el 
socio se de de baja, y el derecho a la indem nización de los daños y perjuicios 
ocasionados en caso contrario.
Esta independencia entre obligación de cooperar, y dem ás obligaciones 
sociales, se puede dar en todo tipo de cooperativas, pero sobre todo se da en las 
cooperativas agrarias, como posteriorm ente veremos.
Alcance del deber de cooperar según el tipo de cooperativa.
El legislador -como hem os visto-, no se lim ita a establecer que el socio 
partic ipe en las actividades de la cooperativa, sino que exige que esta 
participación sea "en la forma y cuantía establecida en los Estatutos Sociales y 
en los acuerdos de la Asamblea General (art. 22 e LCCV). N orm a tom ada casi 
literalmente del art. 21 b) del anterior Reglamento de Cooperación de 1978.
Norm alm ente, las cooperativas no regulan las condiciones del ejercicio de 
esta actividad en los estatutos sociales, sino que rem iten la m ism a a los 
reg lam entos de régim en in terno , o a los con tratos celebrados por la 
cooperativa con cada uno de sus socios, según el tipo de cooperativa de que se 
trate, y la costumbre. Como decía el art. 38 del Reglamento de Cooperación de 
1978: "Las entregas de fondos, productos o materias primas para la gestión 
cooperativa y, en general, los pagos para la obtención de los servicios 
ooperativizados....están sujetos a las condiciones fijadas o contratadas con la 
sociedad". El Tribunal Supremo ha interpretado, en relación con este artículo 
que "Estas condiciones, tanto pueden fijarse individualm ente  con cada 
cooperativista como a través de unas Condiciones Generales, aceptadas por 
los socios al ingresar en la Cooperativa, naciendo de ese vínculo así creado los 
derechos y  deberes recíprocos" (STS de 27 de enero de 1986).
El deber de cooperar no se lim ita por tanto a adquirir bienes en una 
cooperativa de consumo, trabajar en una cooperativa de trabajo asociado, o 
aportar productos en una cooperativa agrícola. Internam ente, la cooperativa
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debe regular el alcance de ese deber, cómo cum plirlo, si existe o no, una 
cooperación m ínim a que realizar, o un derecho de exclusiva en favor de la 
cooperativa.
Vamos aver a continuación algunas peculiaridades que se presentan  en 
esta m ateria por razón del tipo de cooperativa; hem os escogido para ello, 
algunas cooperativas cuyas relaciones económicas internas o m utualistas nos 
parecen más complejas o sim plemente mas particulares:
a.- Cooperativas Agrarias.-
En esta s  cooperativas el deber de cooperar del socio consis tirá  
norm alm ente en aportar frutas y cosechas a la cooperativa para que ésta las 
comercialice o, previam ente las transforme.
Es frecuente encontrar en los estatutos de estas cooperativas la obligación 
del socio de entregar toda su producción a la cooperativa, quien adquiere por 
tanto un derecho exclusivo de disposición sobre la misma de forma que el 
socio no puede vender sus productos a terceros, salvo autorización de la 
cooperativa (224).
La justificación de esta exigencia de exclusividad la pone claram ente de 
m anifiesto  Lluis y N avas, cuando señala en relación con los sistem as 
ex isten tes en la p ráctica de en trega de bienes: "Caben dos sistemas  
fundamentales: libertad de entregar los productos a la cooperativa, u 
obligación de hacerlo. El primero suele chocar con la tendencia del agricultor 
a vender directamente la producción buena, o en los años de precios elevados, 
y  a encomendar a la cooperativa la mala, o en los años de caída de precios. De 
ahí la tendencia al sistema obligatorio" (225).
Pero adem ás de esta razón económica, existe una razón jurídica que obliga 
a los socios a aportar la totalidad de su producción. Con el fin de obtener las 
cooperativas la calificación de Organizaciones de productores agrarios, lo que 
les permite ser beneficiarios de determ inadas ayudas, la Ley 29/1972, de 22 de 
julio, que regula la Agrupación de P roducto res  A grarios, exige de estas 
entidades que se com prometan a alcanzar unos volúm enes mínimos anuales
224 En este sentido, la STS de 10 de noviembre de 1981. contempla el caso de la reclamación por
una cooperativa agrícola a un socio, de cierta cantidad por sanción a un socio que no aportó a
la cooperativa la totalidad de sus productos, como tenían acordado.
225 LLUIS Y NAVAS (tomo II, p. 516).
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por p ro d u c to  (producto  determ inado  por el que hayan solicitado esta 
calificación). Para ello, la cooperativa necesita asegurarse la producción de sus 
socios, y consecuencia de ello es que en los program as de actuación que 
elabora se exija la entrega por parte del socio de la totalidad de su producción, 
como así lo perm ite el art. 4 de la Ley citada: "Los miembros de la entidad 
pondrán a disposición de ésta, obligatoriamente, aquellos productos de su 
explotación susceptibles de tipificación, comercialización o transformación  
comprendidos en los programas de actuación previamente elaborados por 
aquélla...". Reflejo de este proceder es el modelo de Program a de actuación de 
una sección hortofrutícola de una cooperativa agrícola que presentam os como 
Anexo n Q 1.
También es m uy frecuente en este tipo de cooperativas -sobre todo si han 
sido calificadas como APAS- exigir ciertos requisitos a los productos que va a 
com ercializar o transform ar la cooperativa, en cuanto a calidad, tam año, 
variedad, preparación, fecha de recolección, embalaje, etc (226).
Respecto a la duración de esta obligación de cooperar, -como dijim os 
anteriorm ente-, es frecuente que entre la cooperativa y el socio se estipulen 
acuerdos de aportación de productos por plazos de varios años, exigióles 
aunque el socio se de de baja, o que dan derecho a la cooperativa a ser
indem nizada si ésta baja se produce.
U na m uestra  de este tipo de com prom iso puede verse en el m odelo de
solicitud de nuevas aportaciones, presentado en el Anexo nQ 2.
22í> Sobre este tem a, la STS de 14 de enero de 1976 (Civil. Ref. Aranz 4468) trata d e  la 
im pugnación de un acuerdo social por el que se sanciona a unos socios que aportan a la 
cooperativa del campo, uva de baja calidad. El Tribunal finalm ente considera que no hay 
m otivo suficiente para sancionar a estos socios, aunque reconoce que "conforme a los estatutos 
de la Cooperativa demandada es perfectamente correcto el acuerdo de sancionar por medio 
del órganos adecuado de la misma la calidad de los productos aportados por los socios 
cooperadores a los almacenes o bodegas de la entidad". En el caso concreto la razón que  
im pedía la aplicación de estas sanciones era que la resolución adoptada por la cooperativa 
había sido arbitraria y carecía de fundam ento lógico suficiente para justificarlo porque, 
dado que la cooperativa no analizaba la riqueza alcohólica de toda la uva de todos los  
cooperadores durante toda la campaña, no se podía determinar que volum en representaba la 
uva de baja calidad entregada por estos socios, pues el análisis se hace sobre muestras, que en 
ningún caso pueden determinar la proporción que corresponde a determinado socio.
El Tribunal cita el art. 19 de los estatutos sociales de la cooperativa según el cuál: "el socio 
cooperador está obligado a entregar toda la uva de su cosecha y  cuando no reúna las 
condiciones normales se le hará un descuento".
La reseña de esta sentencia por SANCHEZ M ARADONA, J. puede verse en REVESCO 1977, 
sección de Jurisprudencia p. 129 a 132.
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En el apartado 2Q de dicha solicitud, el socio se compromete a aportar a la 
cooperativa "todos los productos o frutos de las fincas aportadas y descritas al 
final de la presente, durante un periodo mínimo de cinco años, pasados los 
cuáles, y  si no hay previo aviso a la cooperativa, se entenderá prorrogado, por 
periodos iguales de tiempo, este compromiso. Caso de producirse denuncia 
del mismo, deberá ser comunicado a la cooperativa, con al menos dos meses 
de antelación, de forma fehaciente y en el domicilio social".
Por otra parte, el apartado 3Q com prom ete al socio a no darse de baja 
voluntariam ente no justificada, durante la vigencia del presente compromiso 
de aportación o de sus prórrogas.
Si se incum ple este segundo  com prom iso, y el socio abandona la 
cooperativa, como penalización, el socio satisfará (según el apartado 6Q) las 
siguientes cantidades:
- Amortizaciones sobre las inversiones im putables, y por el tiem po que le 
reste la socio de permanencia en la cooperativa.
- Dotaciones a los fondos de Reserva Especial y Fondo de Retirada.
- Demás gastos im putables a la producción com prom etida y dejada de 
aportar.
También al respecto es de interés mencionar, un precepto recogido en la 
Ley catalana, y que contem pla la relación entre deber de cooperar y 
perm anencia del socio en la cooperativa. Nos referim os al art. 87 b); esta 
norm a, bajo el título de "Regulaciones especiales", y dentro  de la sección 
dedicada a las cooperativas agrarias, establece: "Los Estatutos sociales de estas 
cooperativas habrán de regular, además de lo exigido con carácter general por 
esta Ley, los siguientes puntos:
b) Los módulos o las formas de participación de los socios en los servicios 
que ofrezca la cooperativa. Podrá establecer un periodo, como máximo de 
cinco años, durante el cuál el socio que se haya comprometido a utilizar un 
servicio de la cooperativa no podrá dejar de cumplir sus compromisos. Este 
in cu m p lim ien to ,  caso de producirse, no exim irá  al socio de su  
responsabilidad ante terceros, ni de la que habrá asumido ante la misma 
cooperativa por inversiones realizadas y no amortizadas" (227).
227 Sorprende en esta norma, la posible responsabilidad frente a terceros que se puede derivar 
del incum plim iento por el socio de sus com prom isos con la cooperativa; cuestión cuyo  
planteamiento trasladamos al Capítulo IV, dedicado a la responsabilidad de los socios.
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Por últim o, tenem os que hacer mención a que una actividad económica 
frecu en tem en te  desarro llada  por las cooperativas agrícolas es la de 
sum in istrar productos a sus socios o perm itir la utilización conjunta de 
instalaciones o maquinaria. En estos casos, los com promisos asum idos por la 
cooperativa o por los socios, hacen equiparable su funcionam iento al de una 
cooperativa de consumo de bienes o servicios.
Como conclusión pues, tenemos que el socio no sólo debe participar en la 
actividad cooperativizada, sino que debe hacerlo en las condiciones pactadas o 
exigidas por la cooperativa. En ocasiones estas condiciones se fijan por escrito, 
pero  en m uchos casos se acuerdan  verbalm ente , o s im plem ente  se 
sobreentienden alegando la existencia de una costum bre al respecto.
b.- Cooperativas de Explotación Com unitaria de la Tierra.-
E1 alcance del deber de cooperar y sobre todo su valoración presentan en 
este tipo de cooperativas arduos problemas, por la d iversidad de m odos de 
cooperar que son posibles, con el fin de crear y gestionar una em presa o 
explotación agraria.
El legislador perm ite que se aporten derechos de uso y aprovecham iento de 
tierras, m aquinaria y otros medios de producción, y trabajo. Se puede aportar 
alguna de estas cosas o varias por un mismo socio.
La diversa naturaleza de estos bienes exige una clara determ inación del 
concepto en que se aporta (a capital social o a uso cooperativo) y del valor de 
cada bien, por ello, el art. 71. 2 y 3 exigen que los estatutos sociales de estas 
cooperativas establezcan los m ódulos de partic ipación de los socios en 
función del tipo de bienes que aporten, y "se diferenciarán las aportaciones 
patrimoniales efectivas, dinerarias o no dinerarias, que integrarán el capital 
social, de las prestaciones accesorias consistentes en la obligación de aportar 
trabajo, servicios o asistencia técnicas, que no podrán integrar el capital 
social".
c.- Cooperativa de Consum idores y Usuarios.-
En estas cooperativas que se constituyen con el fin de sum inistrar bienes o 
servicios a sus socios, tendríam os que distinguir entre pequeñas y grandes 
cooperativas.
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Por lo general, las cooperativas pequeñas, y con esta adjetivo querem os 
decir, que tienen  pocos socios, suelen sum in istrar determ inados bienes 
específicos, o bien variados pero escasos, en estos casos es frecuente que se 
exija una exclusividad del suministro en favor de la cooperativa.
Las cooperativas con gran núm ero de socios, pueden  sum inistrar bienes 
específicos (electricidad por ejemplo), o variados (alim entos, productos de 
lim pieza, vestidos...), pero por lo general operan con terceros, y no exigen 
exclusividad en favor de la cooperativa, aunque sí suelen exigir un consumo 
m ínim o por socio, o por miembro de la familia (228).
Conexo con la obligación más o menos extensa de consum ir que adquiere 
el socio de estas cooperativas, está la obligación de pagar el precio de los 
productos adquiridos, en la cuantía, forma y m om ento que la cooperativa fije, 
y que suele ser al contado (229).
d.- Cooperativas de viviendas.-
Las cooperativas de viviendas, pueden tener por objeto, no sólo program ar 
o construir viviendas para sus socios, sino tam bién construir viviendas para 
la co o p era tiv a  que posteriom ente  cede a los socios en rég im en de 
arrendam iento (art. 74. 1 in fine).
22  ^Una cooperativa de consumo con gran número de socios -como es CONSUM- exige en el art. 11 
de sus Estatutos, adaptados el 25 de enero de 1991 a la LGC, un consum o mínimo por socio de  
5.000 ptas. al año. La mism a norma existía con anterioridad, cuando los Estatutos se 
adaptaron a la LCCV el 20 de julio de 1987 (art. 12).
229 Con anterioridad al Congreso de Viena de 1966, celebrado por la Alianza Cooperativa  
Internacional, se tenía como un principio cooperativo más, el de las ventas al contado.
Ya los estatutos de 1844 de la Cooperativa de C onsum o Pioneros de Rochdale. establecía  
com o un principio, en su art. 21: "Compra y  venta al contado. Nadie estará autorizado a 
comprar cualquier cosa por cuenta de la sociedad, a excepción de aquellos que estén 
regularmente designados por los directivos o por los miembros; y  los dirigentes no deberán en 
ningún caso, ni bajo ningún pretexto, comprar mercancías si no es al contado, y  tampoco estarán 
autorizados para vender una o varias mercancías si no es por dinero al contado. Todo 
directivo que actúe contrariamente a esta regla será castigado con una multa de diez mil 
chelines y  será castigado con incapacitación para el ejercicio de su función o de otra 
sem ejante".
Sin em bargo, con la reformulación de los principios, realizada en 1966 desaparece este  
principio junto con el de neutralidad política y religiosa de la cooperativa. Aunque, com o  
advierte la ACI, el que no hayan sido recogidos en la nueva formulación, no significa que  
hayan sido elim inados sin mayor reflexión, pues podrían interesar a cooperativas jóvenes o  
inexpertas (Ver DEL ARCO. Comentario al Sem inario de AECOOP, sobre la naturaleza  
jurídica de la relación entre el socio trabajador y  las cooperativas de trabajo asociado..., p. 
138).
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Según pues cual sea el caso, el deber de cooperar del socio consistirá en 
pagar el precio de la vivienda que adquiere o pagar el alquiler de la misma.
Las cooperativas de viviendas -como hem os dicho en otras ocasiones- 
form an parte  de las genéricam ente denom inadas cooperativas de consum o, 
porque se constituyen con el fin de procurar a los socios un bien: la vivienda y 
otros servicios o edificaciones complementarias.
Sin em bargo, existen algunas diferencias en su funcionam iento económico 
interno que hacen merecer un estudio separado.
En las cooperativas de viviendas, la obligación de cooperar no se aprecia 
tanto en cuanto obligación de adquirir, como en cuanto obligación de pagar lo 
adquirido. Pues la cooperativa de consumo strictu sensu, exige el consum o 
continuado de sus socios, y normalmente, cada consumo realizado se paga al 
contado, por el precio fijado por la cooperativa.
El problem a que plantean las cooperativas de viviendas y que es el núcleo 
del deber de cooperación del socio, es el pago del coste de la vivienda, porque 
no es un pago al contado. No olvidem os que tan fundam ental en una 
cooperativas es la construcción de las mismas cómo su financiación, por ello, 
el art. 74 LCCV al definir el objeto social de estas cooperativas señala: "Las 
Cooperativas de Viviendas tendrán por objeto procurar viviendas , servicios 
o.... mediante la obtención de los recursos financieros...".
El deber de cooperar del socio de estas cooperativas consiste pues, en pagar 
el precio de la vivienda en la cuantía, plazos y m odalidades que se han 
estipulado con la cooperativa.
Otro problem a conexo a éste es el de la determ inación final del valor de la 
vivienda. Con independencia de que posteriorm ente tratarem os este tema en 
el apartado B. de este mismo capítulo, para lo cuál es fundam ental valorar el 
bien sum inistrado; podem os adelantar que el precio final de los pisos no se 
conoce (norm alm ente) hasta que no ha finalizado la construcción de las 
viviendas, por ello el socio al ingresar en una cooperativa de viviendas acepta 
un  "precio provisional" que la cooperativa le ofrece, y se com prom ete a 
aceptar las posibles variaciones del m ism o que sean justificables (230). En
230 Existe sobre este tema una gran cantidad de Jurisprudencia, que comentaremos en el Capítulo 
IV de esta Tesis, y que contribuye a ratificar, el deber del socio de pagar el precio real y  final 
de la vivienda que, cuando no coincide con el precio provisional, sobre todo si la diferencia es 
grande, genera conflictos, pues los socios no se creen obligados a ello, alegando que se trata de
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definitiva, y sin perjuicio de tratar más detalladam ente este problem a más 
adelante, el socio está obligado -salvo pacto en contrario- a pagar el precio real 
de su piso, que no conocerá norm alm ente, hasta la finalización de la obra, 
pero de m om ento tendrá que ir desembolsados las cantidades acordadas con la 
cooperativa, en las fechas previstas.
O tra cuestión  que hay  que tener en cuen ta  en relación  con la 
determ inación de la obligación de cooperar del socio es, la de distinguir los 
pagos que se hacen para adquirir la vivienda, de las aportaciones a capital 
social de los socios. El art. 55. 2 LCCV hace expresa referencia a ello señalando 
que "Las entregas de fondos... de los socios a la Cooperativa para la utilización 
de sus servicios, no constituyen aportaciones sociales...". Las aportaciones a 
capital social en las cooperativas de viviendas no suelen ser m uy elevadas, el 
coste de la v iv ienda en cambio tiene la naturaleza de entregas para  la 
obtención de los servicios cooperativizados (231).
2. 3.- Titularidad de la masa de gestión económica.
Hemos visto hasta el m om ento cómo para cum plir su deber de cooperar o 
participar en la actividad cooperativizada, el socio está obligado en unos casos 
a entregar su cosecha, en otros a pagar los bienes que la cooperativa le procura, 
y en otros a prestar su trabajo.
Al conjunto de fondos, productos, cosechas,... que entregan los socios, para 
poder u tilizar los servicios de la cooperativa, los denom inam os: Masa de 
gestión económica.
Esta expresión  convencional fué acuñada por V icent C huliá, y la 
em pleam os p o rq u e  nos parece m ás s ign ificativa y sobre todo  m ás 
delim itadora que otras expresiones que al efecto se usan como "aportaciones" 
o "entregas". Vicent Chuliá define estos bienes como "masa económica 
administrada y gestionada por la cooperativa en interés de sus socios" (232).
nuevas obligaciones no previstas en los estatutos, lo cual ha negado el Tribunal Supremo en  
numerosísimas ocasiones.
2 3  ^ Esta distinción viene reafirmada en la STS de 27 de enero de 1986 reseñada por DIEZ 
ARGAL, W, bajo el título de "Distinción entre aportaciones a capital social y pagos para la 
obtención de servicios sociales", en la p. 165 a 183 de su obra "Sociedades Cooperativas: 
Criterios Jurisprudenciales..."
232 VICENT CHULIA, El régimen económ ico de la Cooperativa., p. 162.
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La Ley valenciana de cooperativas establece en su art. 55. 2 que "Las  
entregas de fondos, productos o cosechas o materias primas de los socios a la 
Cooperativa para la utilización de sus servicios, no constituyen aportaciones 
sociales ni tampoco integran el patrimonio de la Cooperativa, no pudíendo  
ser embargadas por los acreedores sociales".
Este precepto enum era algunos de los elementos que integran dicha m asa 
de gestión. Señala que no constituyen aportaciones a capital social y que 
tam poco in tegran el patrim onio de la cooperativa, por lo que no pueden ser 
em bargados por los acreedores sociales.
El principal problem a que plantea esta norma es la referencia que hace a la 
titu laridad  de la masa, ya que las dem ás leyes españolas de cooperativas se 
lim itan a decir que no integran el capital social, sin hacer referencia a la 
pertenencia o no al patrim onio cooperativo.
La cuestión es de indudable importancia, y está en estrecha relación con el 
problem a de la naturaleza jurídica de la cooperativa que tantas páginas de la 
litera tu ra  ha ocupado, y con el problem a de la naturaleza jurídica de la 
relación socio - cooperativa, del que se ha ocupado menos la doctrina (233).
Para noso tros, que no nos vam os a ocupar d irectam ente  de estos 
problem as, el tema resulta esencial, por las trancendentales consecuencias que
233 Sobre este tema se ha ocupado principalmente la doctrina y legislación latinoamericana. En 
estos países se  conoce com o "Acto cooperativo”, el negocio jurídico que une a la cooperativa 
con sus socios, y  que es definido por la legislación argentina (art. 4 de la Ley de Cooperativas 
nc 20337 de 15 de m ayo de 1973) en los siguientes términos: "Son actos cooperativos, los 
realizados entre las cooperativas y  sus asociados y por aquellas entre s í  en el cumplimiento 
del objeto social y  la consecución de los fines institucionales". Tratando de precisar todavía  
m ás, la Ley de Cooperativas de Brasil (art. 79 de la Ley de 16 de diciem bre de 1971) afirma 
que el acto cooperativo "no implica operación de mercado, ni contrato de com praventa de  
productos o mercancías", y en Honduras, el Decreto 65 /8 7  de 30 de abril (art. 4) añade que, 
éstos actos no son ni civiles ni actos de comercio.
Para M ANRIQUE ROMERO y RODRIGUEZ POYO-GUERRERO, el negocio  jurídico  
existente entre el socio y la cooperativa, no debe asimilarse a un contrato de cambio. En su 
opin ión , "La cooperativa, como empresa de servicio que és, gestiona los intereses de los socios, 
en cuyo patrimonio se produce directamente el resultado económico de la gestión". Para estos  
autores, el supuesto de hecho que se da en la cooperativa, "es el mismo que el que contempla 
el art. 1.717 del C. c., y  el art. 246 del C. de c. (comisionista que no declara quien es el 
comitente)", se trataría de una representación indirecta, por cuya virtud, entre m andante y  
tercero hay un transmisión directa de propiedad, pero subsistirían la eficacia indirecta de  
las dem ás condiciones del negocio, entre ellas el pago del precio, de igual m odo, tam poco  
existiría un acciones directa entre mandante y tercero. Los autores denom inan a esta relación, 
con la expresión acuñada por PUGLIATTI, como "interposición gestoría". (Ver sobre el tema, 
en el artículo "La cooperativa: garantías formales para su eficacia en el tráfico", pp. 61 a 
65).
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p u e d e  re p o r ta r  p a ra  el rég im en  económ ico co o p era tiv o . A lgunas 
consecuencias que podem os señalar son las siguientes:
1Q Si la m asa es propiedad  del socio, la misma no responderá frente a los 
acreedores sociales, si por el contrario es propiedad de la cooperativa, dichos 
bienes no responderán frente a los acreedores personales de los socios.
2Q Si la m asa es propiedad de los socios, eso significa que la cooperativa no 
com pra ni vende a los socios, sino que se limita a gestionar las ventas o 
com pras de éstos. La cooperativa por tanto, no adquiere la masa sino que la 
gestiona.
3C U na consecuencia que se derivaría de la anterior es que, si la m asa 
pertenece a los socios, los resultados que se obtengan de la gestión de esa masa 
pertenecerá tam bién a los socios, y se distribuirán entre éstos en proporción a 
los bienes o fondos aportados por cada uno a la masa.
4o También podríam os afirm ar -al menos en principio- que si los bienes 
son de los socios, incum be a ellos el riesgo -no sólo de su gestión, sino 
tam bién de- su p érd ida  o deterioro. Como afirma Vicent Chuliá: "si las 
entregas no ingresan en el patrimonio de la cooperativa sino que siguen  
siendo propiedad del socio, la cooperativa las vende por cuenta y  riesgo de su 
propietario" (234).
El tem a que planteam os es im portante y complicado, y como dice Vicent 
Chuliá, "siempre ha estado oscuro".
Con el fin de aportar alguna luz sobre el mismo, vam os a analizar en 
p rim er lugar la legislación cooperativa española, s iguiendo su evolución 
histórica. En segundo lugar, la opinión de la doctrina en relación con el 
problem a concreto de la titularidad de la masa, y finalm ente estudiarem os el 
problem a, en algunos tipos de cooperativas, a la vista de la jurisprudencia, la 
doctrina y las norm as que habitualm ente se estipulan entre la cooperativa y 
sus socios.
2. 3.1.- La titu laridad  de la masa en la legislación.
La prim era vez que se recoge en una norm a legal una declaración similar a 
la del art. 55. 2 LCCV es en el Reglamento de Cooperación de 11 de noviembre  
de 1943 . En el art. 12 de dicho Reglamento, y bajo el título de "Entregas en uso
2^4 VICENT CHULIA, El régimen económ ico de la Cooperativa..., p. 164.
203
de los servicios sociales" se establece: "Las imposiciones de fondos, las 
entregas de productos o materias primas para la gestión cooperativa, y en 
general, las aportaciones para la obtención de los servicios sociales, 
constituyen siempre una propiedad del socio y es una forma de la utilización 
por éste de dichos servicios, sujetos, sin embargo, a las condiciones fijadas o 
contratadas con la sociedad; pueden transmitirse y  son embargables por los 
acreedores personales de los asociados, dejando a salvo los derechos de 
indemnización y  reintegro que pudieran corresponder a la Cooperativa" (235).
De este precepto tenemos que destacar -como hemos subrayado- la expresa 
m ención a que esos bienes "constituyen siempre una propiedad del socio", y 
que son em bargables por los acreedores personales de los socios, "dejando a 
salvo los derechos de indemnización y reintegro que pudieran corresponder a 
la Cooperativa" . De esta últim a norm a se desprende que a pesar de no ser 
estos bienes p rop iedad  de la cooperativa, ésta tiene preferencia sobre los 
mismos para reintegrarse de los gastos e inversiones realizadas con ocasión de 
la gestión cooperativa y para ser indem nizada por los perjuicios que el socio le 
haya causado, con preferencia a los acreedores personales del socio.
El R eglam ento  2396/1971 de 13 de agosto, de Cooperación, establece en su 
art. 16 una norm a sim ilar a la anteriorm ente citada, donde se contem pla 
tam bién:
- que "las aportaciones para la obtención de los servicios sociales, 
constituyen siempre una propiedad del socio".
- que "son embargables por los acreedores personales de los asociados, 
dejando a salvo los preferentes derechos que pudieran corresponder a la 
cooperativa
En las dos norm as citadas -como puede verse- se hace clara y expresa 
referencia a que estas "aportaciones" constituyen siem pre una propiedad  del 
socio.
A p a rtir  de la Ley de 1974 el enunciado cambia, y con ello surge la 
confusión.
233 Este precepto ha sido com entado por DEL ARCO en el siguiente sentido: "la alusión a las 
imposiciones de fondos es incorrecta si se refiere a los que puedan efectuarse en una 
cooperativa de crédito en las diferentes modalidades admitidas de cuenta corriente, libreta 
de ahorro o imposiciones a plazo fijo, pues la actividad específica de una cooperativa de tal 
clase es facilitar crédito a sus socios, y  las imposiciones de fondos, se realicen por el socio o 
por un tercero, son medio para obtener recursos con los que atender al fin específico de las 
cooperativas de crédito". (7, p. 25).
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La Ley 5211974 de 19 de diciembre, de Cooperativas, contem pla el tema en 
el art. 13 titulado "El Capital Social". Concretamente en el apartado 3fi de este 
artículo establece: "En ningún caso integrarán el capital social, las entregas y  
pagos efectuados para obtención de los servicios cooperativos".
En esta norm a ya no se hace referencia a la titularidad de dichos bienes, el 
legislador parece preocupado exclusivamente por que se diferencien de las 
aportaciones a capital social, por ello se hace m ención de esta m asa en el 
artículo que regula precisamente el capital social cooperativo.
Mas tarde, el Reglamento de desarrollo de la Ley de 1974, aprobado por R.  
D. 2710/1978 de 16 de noviembre, sigue en la línea de dicha Ley, estableciendo 
en su art. 38: "Entregas y pagos para la obtención de servicios sociales.- Las 
entregas de fondos, productos o materias primas para la gestión cooperativa y,
en general, los pagos para la obtención de los servicios cooperativizados no
integran el capital social, son una forma de utilización por el socio de dichos
servicios y  están sujetos a las condiciones fijadas o contratadas con la sociedad;
pueden transmitirse y son embargables por los acreedores personales de los 
socios, dejando a salvo los preferentes derechos que pudieran corresponder a 
la Cooperativa".
Sin em b arg o , en este p recep to  ad v ertim o s u na  co n trad icc ió n  si 
in te rp re tásem o s que estas en tregas ingresan  en el p a trim o n io  de la 
cooperativa, porque entonces, ¿cómo sería posible que fuesen embargables por 
los acreedores personales de los socios, dejando a salvo los derechos 
preferentes que tuviese la cooperativa, sobre unos bienes que son de la 
propiedad de ésta?.
La últim a norm a nos inclina a pensar que en el fondo, pese a la no 
referencia expresa a la titularidad de la masa, el criterio no ha variado, y esos 
bienes siguen siendo propiedad del socio.
A probada la Constitución española de 1978, nos encontram os con el actual 
panoram a legislativo sobre cooperativas. La prim era Ley de cooperativas 
aprobada, la del País Vasco de 1982 recoge en su art. 25. 3 la misma idea que la 
Ley de 1974, por tanto se limita a señalar que estos bienes entregados para la 
gestión cooperativa, no integran el capital social.
La m ism a norm a encontramos también en la Ley catalana de 1983 (art. 56), 
andaluza de 1985 (art. 56. 2) Ley general de cooperativas de 1987 (art. 81. 2) y 
navarra de 1989 (art. 44. 8).
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Sólo la Ley valenciana de cooperativas -como habíam os dicho-, reconoce 
expresam ente que la titularidad de la masa de gestión pertenece al socio, como 
por o tra  parte  ha sido tradicional en nuestra legislación, al menos de forma 
expresa hasta 1974.
2. 3. 2.- La titu laridad  de la masa en la doctrina.
Es sorprendente observar cómo a pesar de la transcendencia que en nuestra 
opinión tiene delim itar la titu laridad de estos bienes, por las consecuencias 
anteriorm ente apuntadas, la doctrina apenas se halla referido a ella.
Sólo Vicent C huliá -entre nuestra doctrina- ha p lan teado  claram ente el 
tema, m ostrando  de forma constante su interés, a lo largo de la evolución 
legislativa de la norm a que estudiamos.
Fuera de este caso -que a continuación veremos-, la doctrina no se ha 
m anifestado al respecto, lo que nos lleva a pensar que más que olvido o 
desinterés, se haya tom ado como una consecuencia lógica que se deriva de la 
tesis que cada autor postula sobre la naturaleza jurídica de la cooperativa.
De esta form a podríam os deducir que aquellos que defienden la naturaleza 
m utualista de la cooperativa, y entienden ésta como em presa de gestión de 
servicios en favor de los socios, en la que son los socios quienes com pran o 
venden (no a la cooperativa) sino a través de ella, y donde el papel de la 
cooperativa es integrar las economías de los socios, los bienes que los socios 
entregan para esa gestión, siguen siendo propiedad de los mismos, y no se 
transm iten a la cooperativa. Por contra, quienes no conciben ese elem ento 
m utualista en la cooperativa, negarán que el socio conserve la titu laridad de 
los bienes en tregados en uso de la actividad cooperativa, porque es la 
cooperativa la que decide con absoluta independencia el destino de los bienes 
que recibe, así como el de la contraprestación que por los m ismo obtiene de 
aquellos con quienes se interrelaciona en el m ercado, de lo que se puede 
deducir que posee la plena titularidad de esos bienes.
Vamos pues a continuación a desarrollar estas tendencias, conoceremos en 
prim er lugar, la postura  de Vicent Chuliá, que -como hem os dicho- es el 
único autor que se ha p lanteado abiertam ente el tem a y posteriorm ente 
recogeremos aquellos caracteres más definitorios de la corriente doctrinal que 
ve en la m utualidad  el rasgo más identificativo de la cooperativa. No nos 
proponem os, ni muchos menos, hacer una exposición exhaustiva ni siquiera
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sintética de los principales caractéres, nos lim itarem os a entresacar aquellas 
no tas que constituyen un indicio para poder afirm ar la no transm isión de 
propiedad  como característica de la gestión cooperativa.
El profesor Vicent, -como hemos dicho- ha seguido la evolución histórica 
de la norm a objeto de nuestro estudio , y sus com entarios nos perm iten  
ob tener una visión de conjunto de los principales inconvenientes que se 
derivan de op tar por una u otra solución, esto es, por considerar que la masa 
es propiedad de los socios o de la cooperativa.
Los prim eros com entarios de este autor se refieren a los Reglamentos de 
1943 y 1971, que como vimos, m antenían que "las aportaciones para la 
obtención de los servicios sociales, constituyen siempre una propiedad del 
s o c io " y "son embargables por los acreedores personales de los asociados, 
dejando a salvo los preferentes derechos que pudieran corresponder a la 
cooperativa" (art. 16 del Reglamento de 1971).
Ante esta norm a ratifica Vicent que "las entregas de los socios -constituyen 
propiedad de éstos, no ingresan en el patrimonio de la cooperativa" de lo que 
deduce que, los beneficios o pérdidas que se obtengan "se han de producir 
necesariamente en el patrimonio de los socios". O tra cuestión distin ta es que 
el legislador atribuye a la Junta General una facultad de disposición sobre el 
rend im ien to  líqu ido  que "se cohonesta mal -en opinión del autor- con el 
derecho directo o incondicionado que debería corresponder al socio sobre 
"sus" retornos" (236).
Con la Ley de 1974, que se limitaba a afirmar que esas entregas y pagos no
ingresan  en el capital social de la cooperativa (art. 13. 3), Vicent sigue
m anteniendo que es esencial a la cooperativa, que las entregas continúen
siendo prop iedad  de los socios: "la cooperativa no las adquiere, no las compra
para revender, sino que las recibe en depósito o comisión para venderlas por
cuenta y riesgo de los socios"; sin embargo, con el nuevo texto legal, entiende
Vicent que es posible que la propiedad se transm ita a la cooperativa: "Las
entregas y  pagos a la cooperativa no integrarán el capital social. Pero ello no
quiere decir que no integren o "ingresen" en el patrimonio de la cooperativa" 
(237).
236 VICENT CHULIA. Análisis crítico del nuevo Reglamento de Cooperación..., p. 456. 
232 VICENT CHULIA. El régimen económico... p. 163).
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De este modo, presum iendo que la propiedad haya pasado a la cooperativa- 
se hace más compresible según el autor, algunas dudas que había m anifestado 
con anterioridad, como son las siguientes:
1Q El tema del régimen de la manipulación y tránsito de los objetos en que 
consistan las entregas, "que serán de cuenta y  riesgo de la cooperativa, a no ser 
que expresamente se pacte lo contrario".
2Q Así tam bién, "se comprende mejor que el socio no tenga un derecho al 
retorno del excedente neto de ejercicio más que si la Asamblea General decide 
repartir dicho excedente con tal concepto".
3C Y por últim o, esta interpretación "resulta coherente con la calificación de 
las "pérdidas de ejercicio" como "pérdidas sociales" susceptibles de ser 
enjugadas o cubiertas con cargo a reservas, o sea, con cargo al patrimonio de la 
cooperativa y no necesariamente de los socios que han efectuado las 
entregas".
No obstante esta interpretación explica algunas cuestiones dudosas para el 
autor, p lantea otras, que no se explican entendiendo que la cooperativa 
adquiere la titularidad de la masa.
Vicent pone de relieve algunas de esas contradicciones que p lan tea la 
nueva in terpretación  que propone: "choca bastante con el concepto doctrinal 
de cooperativa, de que la cooperativa no es una sociedad, porque no realiza 
un verdadero "beneficio social" que ingresa en su patrimonio antes de ser 
distribuido entre los socios. E incluso contrasta con el concepto de "anticipo", 
que aún conserva la Ley (artículos 17 y 48 4 Q), que, entendido en sentido 
propio, debe ser concebido como un precio o retribución provisional del socio 
por sus entregas o su trabajo".
También -podríam os añadir nosotros-, contrasta con la posibilidad -que 
también contempla el art. 19 de la Ley de 1974- de im putar la totalidad o parte 
de las pérd idas al socio, si las entregas que ha realizado han pasado  a 
propiedad de la cooperativa.
A probado el Reglamento de 1978 que insiste en la no integración de éstas 
entregas del socio en el capital de la cooperativa, Vicent ya no se plantea que 
el no ingreso en el capital cooperativo excluya la posiblidad de integrarse en el 
patrim onio social, por el contrario, se lim ita a reiterar su postura inicial al 
señalar que "lo que quiere decir es que las "entregas de fondos, productos y  
materias primas..." para que la Cooperativa los canalice hacia el mercado n o 
ingresan en el patrimonio de la Cooperativa (pues que no ingresan en el 
capital es obvio); que, en consecuencia, cuando son realizados o vendidos por
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la Cooperativa a terceros, el precio obtenido lógicamente no le corresponde a 
la Cooperativa, sino a los socios, en la porción en que realizaron las entregas. 
Y  así se explica el "derecho" al retorno, y que la "imputación de pérdidas" 
pueda hacerse "con cargo a reservas" (siendo en tal caso "pérdidas sociales") o 
bien "en proporción a las operaciones, servicios o actividades realizadas por 
cada socio" (con lo que las pérdidas se imputan directamente al patrimonio 
del correspondiente socio: no son pérdidas sociales) o "con criterios similares 
combinando ambas fórmulas, pero en ningún caso en razón directa a las 
aportaciones del socio al capital" (art. 19 de la Ley y 44 del Reglamento)" (238).
Por último, con la Ley General de Cooperativas de 1987, parece que el autor 
que com entam os vuelve de nuevo a esa in te rp re tac ió n  flexible que 
posibilitaría un traspaso de titularidad de la masa de gestión a la cooperativa, 
y que -como en su momento explicó- perm itirían dar una respuesta adecuada 
a cuestiones dudosas que plantean el régimen jurídico cooperativo, y sobre 
todo -en nuestra opinión- la praxis cooperativa.
El com entario del autor señala, en relación con los bienes entregados por 
los socios para la gestión cooperativa y los pagos para la obtención de los 
servicios, que en dicha Ley "no se dice como en la Ley valenciana, que no 
integren el patrimonio social, y que no pueden ser embargados por los 
acreedores sociales, por lo que son aún de titularidad de los respectivos 
socios...Sin embargo, una adecuada interpretación debe conducir a la solución 
general, pero es mejor dejar abierta la posibilidad de que la propiedad o 
titularidad de tales bienes haya pasado a la cooperativa; sin perjuicio de que se 
admita que pertenece a la esencia de la cooperativa que el riesgo de beneficio o 
pérdida  no recae e x c lu s iv a m e n te  sobre la co opera tiva , s ino  
fundamentalmente sobre el socio" (239)
Con posterioridad Vicent ha aclarado más esta postura, y puntualizado que 
m ientras las entregas realizadas estén id en tificab les , no se transm iten en 
p rop iedad  a la cooperativa, y por tanto: "1) son sólo embargables por los 
acreedores personales de los socios; 2) en caso de quiebra de la cooperativa, 
pueden ser objeto de separación por los socios" (240).
238 VICENT CHULIA. Compendio crítico de Derecho Mercantil. 2o cd. Tomo I. p. 572 y 573.
239 VICENT CHULIA, Notas en torno a la Ley General de Cooperativa..., p. 23.
240 VICENT CHULIA, La legislación cooperativa como desafío para el jurista..., p. 54.
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De este análisis del pensam iento del profesor Vicent a lo largo de la 
evolución histórica del precepto, objeto de nuestro  estudio, se com prueba 
cómo su opinión ha ido oscilando, tratando de justificar ciertas peculiaridades 
q ue caracterizan el funcionam iento cooperativo y que no tienen una clara 
justificación. Pero  nos in teresa particu la rm en te  sus ú ltim as opiniones, 
vertidas tras la aprobación de la Ley de 1987.
Si tuviésem os que resum ir las conclusiones que en nuestra  opinión se 
derivan  tras esa evolución, com enzaríam os señalando que para el profesor 
Vicent, las en tregas que conform an la masa de gestión son prop iedad  del 
socio, y ello justifica la función prim ordial de la cooperativa, que consiste en 
gestionar esos bienes en interés de sus socios (que son sus propietarios), 
tam bién se justifica así que los resultados y riesgos de esa gestión repercutan 
en el patrim onio  de los socios, si no necesariam ente en el 100%, si en la 
proporción que la Asamblea General decida.
Esta, que sería la solución más propiam ente cooperativa, puede exceptuarse 
en ocasiones. Vicent señala dos causas:
1Q Que entre socio y cooperativa se acuerde la com praventa de esos bienes: 
"si el titulo de adquisición de la cooperativa no es la mera comercialización e 
incluye la adquisición de la propiedad (compra-venta) prevalecerá sobre lo 
establecido en la Ley".
2C En todo  caso, m ien tras los bienes o pagos sean identificables, 
pertenecerán  al socio. C uando  una vez entregados a la cooperativa se 
confundan con otros, habrá que entender que ha adquirido la cooperativa su 
propiedad (241).
O tros autores, si bien no han tratado expresam ente este problem a sí se 
podría  deducir una postura sobre el tema, teniendo en cuenta cuál es su 
concepción de la cooperativa.
Así, podríam os afirm ar que la no transm isibilidad de la propiedad de la 
m asa de gestión es un elemento más que caracterizaría la tesis que ve en la 
cooperativa una em presa de servicios. Una empresa, cuyo fin es gestionar los 
intereses de sus socios, haciéndoles partícipes directam ente de los resultados 
obtenidos en esa gestión.
Fauquet, que considera a las cooperativas como em presas de servicios, 
señala que se caracterizan éstas, porque "el fin directo que se trata de alcanzar 
es precisamente el servicio que esperan de ella aquellos usuarios que,
24  ^ VICENT CHULIA. Ambas causas se recogen en op. ult. cit., p. 54 y  55.
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habiéndola creado con su esfuerzo y  a su propio riesgo, le han asignado el 
objeto particular que corresponde a sus necesidades" (242).
Son partidarios de esta tesis Rosembuj o M ateo Blanco. Para éstos, la 
cooperativa es un mero instrum ento de gestión social que se limita a vender 
los productos de sus socios o a comprar para éstos (243). Lasserre, en relación 
con estas ú ltim as afirma que, en ellas, se "reemplazan colectivamente las 
funciones del empresario, acabando con la separación del consumidor y la 
empresa" (244). También en este sentido tenemos que citar a Llobregat, quien 
identifica la gestión cooperativa, como gestión de servicio, y subraya "la 
directa instrumentalidad de la gestión de la empresa en favor de los socios 
como "condictio sine qua non" del fenómeno mismo de la cooperación" (245).
242 FAUQUET. El sector cooperativo. Buenos Aires, 1962 p. 71.
243 En este sentido, puedcr verse ROSEMBUJ ("La empresa cooperativa...p. 76), quien define la 
cooperativa com o una empresa de servicios y de gestión social donde "Los socios emplean la 
cooperativa, sea como compradores, vendedores o trabajadores, para obtener situaciones de 
ventaja que en el mercado, aislada e individualmente, se les niega. Son ventajas o 
desventajas económicas, pero, ya no es la empresa cooperativa la que obtiene o padece dichas 
ventajas, siendo como es una empresa de integración de la economía de los socios, una empresa 
de servicios", y añade, "La prestación de servicios sociales indentifica el modo de actividad 
cooperativa cuyo quid radica en el destino de los excedentes disponibles, la diferencia entre 
el costo practicado y  el precio de los bienes o servicios prestados a los socios o que los socios se 
obligan a prestar a la cooperativa. La "ganancia" que se produce en la cooperativa no es un 
beneficio propio de la empresa, sino que es un beneficio de los socios, cuyas economías la 
cooperativa integra y  complementa" .
También en el m ism o sentido, MATEO BLANCO (El retorno cooperativo...p. 182) insiste en 
que "la Cooperativa cumple una gestión de servicio", y más tarde (p. 207) afirma "La 
Cooperativa no opera sino en función de los socios, son ellos los que en todo momento ostentan 
la titularidad individualizada", esto justifica para éste autor el derecho de los socios a los 
excedentes distribuibles que se obtengan de la gestión social, es decir, el derecho al retorno, 
porque "En definitiva la cooperativa es una creación de los socios y  lo que se maneja es el 
capital de éstos, el dinero de éstos, y  el mecanismo del retorno no puede dividirse ni 
considerarse como un acto interrumpido ni separado de la propiedad del socio" (p. 177).
244 LASSERRE, G. El Cooperativism o. Colección ¿Que es? oikos-tau, s.a. ed iciones, nc 83. 
Barcelona 1972, p. 82 y 16. Laserre distingue entre cooperativas de consum o y cooperativas de 
compra en com ún, por la naturaleza del bien adquirido por los socios, según sea para consum o 
personal de primera necesidad (alimentos, vestido,...) o no.
24  ^ LLOBREGAT. Op. cit. p. 27. Posteriormente, exam inando la doble cualidad que caracteriza 
a los socios de las cooperativas, como socios y usuarios, afirma la autora: "El hecho de que el 
socio individual no aparezca frente a los terceros investido de la condición de empresario 
sino que sea la sociedad, dotada de personalidad jurídica propia, quien ejercite los derechos 
y  contraiga las obligaciones frente a aquellos, no obsta para que -en términos de carácter 
puramente económico- puede considerarse como empresario a la totalidad de los sujetos que se 
agrupan en el seno de la cooperativa en calidad de socios. A ellos revierten las ventajas 
patrimoniales obtenidas a resultas del ejercicio en común de la actividad empresarial y  sobre 
ellos pesan igualmente las consecuencias desfavorables de una gestión desafortunada, 
independientemente de régimen de responsabilidad limitada o ilimitada, que se haya 
establecido" (p. 35).
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Si para esta tesis, la cooperativa gestiona los intereses de sus socios sin 
asum ir directam ente los resultados positivos o negativos de esa gestión, que 
pertenecen en principio a los socios, salvo las asignaciones que se acuerden 
realizar a reservas, no parece m uy aventurado afirm ar como una causa o 
consecuencia de ello (según como se vea), que esos bienes que la cooperativa 
gestiona son propiedad  del socio. El problema se concreta en saber hasta qué 
m om ento el socio es dueño de un bien, por ejemplo, y a partir de cuál lo será 
del precio pagado por él a la cooperativa por el tercero.
La respuesta a esta im portante cuestión y a otras que quedan pendientes, 
nos exige profundizar más en el tema, para lo cuál hemos optado por lim itar 
nuestro  estudio  a algunas clases de cooperativas solo, ello nos perm ite a su 
vez, tener en cuenta la diferente naturaleza de la composición de la m asa de 
gestión en cada caso.
2. 3. 3.- La titu laridad  de las entregas en las cooperativas agrarias.
Si tom am os como referencia una cooperativa agraria de comercialización, 
los socios colaboran en la actividad económica de la cooperativa, entregando 
sus cosechas para que ésta las comercialice.
La cuestión consiste en averiguar si esas cosechas son propiedad del socio y 
hasta que m om ento. Pues habrá un m om ento en que no será titular de esos 
bienes, sino acreedor del producto obtenido por la venta que la cooperativa 
realiza de esos bienes.
El Tribunal Suprem o en una sentencia de 25 de noviem bre de 1986 afirm ó 
en relación con una cooperativa agraria que, son los propietarios y labradores 
quienes venden sus productos, aunque lo hagan a través de la cooperativa; y 
m ás adelan te  señala, -como consecuencia de ésto- que, la adecuada (o 
inadecuada) com ercialización que la cooperativa realiza, repercu te  en 
beneficio del socio, y no en el de la cooperativa (al menos directamente) dada 
la naturaleza no lucrativa de la misma (246).
24  ^La sentencia del Tribunal Supremo de 25 de noviembre de 1986 (Civil) Ref. Aranz. 6613/1986  
trata sobre una dem anda planteada por una cooperativa agraria vitivinícola contra un  
cliente que le com pró un volum en de vino y que posteriorm ente no retiró. La cooperativa  
solicita que se obligue al comprador al cum plim iento del contrato y a la indem nización por 
daños y perjuicios o, subsidiariam ente que se declare resuelto el contrato, también con 
indemnización de daños y perjuicios.
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Por otra parte , si centrásem os nuestra atención sobre las costum bres, o 
m odos de proceder al respecto en una cooperativa agrícola, por ejemplo, de 
comercialización hortofrutícola, se observa que a la entrega que hace el socio 
de su cosecha a la cooperativa, ésta le expide un docum ento en el que se hace
constar el producto entregado, variedad, fecha de entega, cantidad, etc todos
los datos necesarios para identificar esos productos, dentro  de un conjunto 
más genérico todavía del mismo producto.
U na vez entregados esos productos, la cooperativa los deposita con otros 
que g u a rd a n  las m ism as características; a p artir de ese m om ento, su 
comercialización, transporte, venta, se hace en nombre de la cooperativa, pero 
la cooperativa sí distingue cada partida de productos a quienes pertenecen, de 
form a que si los productos de los socios A, B y D reunían  las m ism as 
carac terís ticas, se en treg aro n  en las m ism as fechas y por tan to  su 
comercialización se hizo conjunta, los precios que obtenga la cooperativa por 
la venta de esos productos (identificados por la fecha de expedición, medio de 
transporte  y destino), se asignará a los propietarios que en tregaron esos 
productos.
Si exam inam os el Program a de actuación de la sección hortofrutícola de 
una cooperativa agrícola, que aparece en el Anexo nü 1, vemos el interés que 
se refleja en identificar en todo m om ento los productos propiedad de cada 
socio.
Así, el art. 5. 1 regula la forma de clasificar los productos por categorías 
comerciales, según variedades y especies. El precio en cambio, se determ inará 
en su m om ento, "teniendo en cuenta la coyuntura comercial que sobre las 
mismas haya incidido". La liqu idación al socio se hace, norm alm ente, 
finalizada la com ercialización de cada producto , "una vez conocidos los 
resultados de las ventas, determinado el "escandall" de gastos y  de
En la fundam entación del recurso ante el Tribunal Supremo , planteado por el comprador, se 
alega com o m otivo sexto, la violación por inaplicación del art. 51 del C. de c., a lo que el 
Tribunal Suprem o responde que, el recurrente se olvida de que "la aplicación del precepto 
primeramente citado en orden a la operancia de la prueba testifical, presupone, de una parte, 
que el contrato pueda ser calificado de mercantil, lo que no acontece cuando como en el caso de 
las Cooperativas, son los propietarios y  labradores los que venden sus productos aunque sea a 
través del organismo que han creado. sin finalidad alguna de lucro en dicho organismo, al 
efecto de su más adecuada comercialización que, como es obvio, repercute en su beneficio y  no 
en el de la Sociedad Cooperativa como tal".
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conformidad con la categoría comercial que en cada caso sea aplicable" (art. 6. 
6).
Otra circunstancia significativa para nuestro análisis es la regulación de las 
responsabilidades, riesgos y accidentes referentes a la producción, el art. 7. 1 
estab lece al respecto  que: "La responsabilidad entre los frutos citrícos 
aportados a la Sección será mutua y solidaria, referida y concretada a las 
respectivas variedades ente sí, y entrará en vigor precisamente en el instante  
en que comience la recolección de cada variedad".
Todas estas  norm as, a las que hem os hecho referencia , buscan  
individualizar lo más posible los productos de cada socio, con el fin de que la 
liquidación final por la venta de los mismos sea lo más equitativa posible, 
teniendo en cuenta la variedad, calidad y cantidad del producto aportado, y lo 
obtenido por su venta (247).
Si nos fijamos en otros tipos de cooperativa agraria, cuyo objeto no sea la 
m era com ercialización  sino tam bién la transfo rm ación  p rev ia  de los 
productos entregados por los socios, tam bién se observa el interés de los 
socios, y de la cooperativa en identificar al máximo los bienes aportados por 
los socios con el fin de liqu idarle  posteriorm ente , de acuerdo  con las 
características del p roducto  aportado  y la com ercialización del m ism o 
transform ado.
Por ejemplo, en la Sección Bodega de una cooperativa agrícola valenciana, 
podem os encontrar cómo en art. 109 de sus estatutos sociales rem ite a la 
Asamblea general extraordinaria de la cooperativa, la determ inación de las 
norm as generales de la vendim ia, y en especial el "grado mínimo o medio de 
las uvas y reducción que se aplicará a las que no lo alcancen... separación de 
las clases y  horas de descarga. A s í  cómo no mezclar los vinos resultantes de 
las uvas "Royal" y  "Blanca". Con las otras clases de mayor calidad como son 
los resultantes de la uva "Bobal", "Cencibel", "Garnacha", etc. " (248).
247  El art. 1 de este Programa dice que: "la Cooperativa...se compromete a comercializar la 
totalidad de la cosecha hortofrutícola producida en las explotaciones de los socios ubicadas 
dentro del ámbito geográfico de la Organización, considerándose como propietaria de la 
misma, y  por consiguiente, será la única que....dispondrá lo necesario para su recolección en 
una o varias veces, y  para su venta, enajenación o intercambio, según convenga a los superiores 
intereses de la comunidad". Esa referencia a su consideración com o propietaria, sólo puede  
entenderse referida a la facultad titular de d isp osic ión  que tiene la cooperativa sobre los 
productos de los socios.
24  ^ N o s referimos a los Estatutos de la Cooperativa Nuestra Señora de los Angeles de Chera, 
inscrita en el Registro de Cooperativas de la Comunidad Valenciana con el nc 08234.
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De cada entrega de uvas que hace el socio a la cooperativa, ésta le entrega 
un talón en el que constará, según exige el art. 110 "El nombre y  el número de 
socio, número de la pesada; peso bruto, tara y neto; clase de uva y  grado 
Baumé y  la fecha de entrada, con la firma del empleado que la expida, 
reservándose la Entidad una matriz en la que contendrá los mismos datos".
Posteriorm ente, a la hora de la liquidación, en estas cooperativas se tiene 
en cuenta no sólo el volum en aportado sino también, la calidad de la uva y 
otras características, como refleja el art. 116. En este tipo de cooperativas es 
difícil tener en cuenta la aceptación comercial del producto  a la hora de 
liqu idar el m ism o, porque en la producción del vino, suelen m ezclarse 
distintos tipos de uvas (249)
También podem os encontrar opiniones en la doctrina que niegan que el 
socio conserve la propiedad de los productos que aporta a la cooperativa. Una 
voz autorizada que así se manifiesta es Lluis y Navas. Este autor, com entando 
u na o p in ió n  de A lm archa que negaba la n a tu ra leza  m ercantil de la 
cooperación agrícola porque, lo que hacían éstas era com prar y vender para los 
socios, y no com prar para vender, advierte: "Esta tesis supone pasar por alto 
que las cooperativas agrícolas, entre otras operaciones compran de terceros 
para vender a los socios y de los socios para vender a terceros, que no son 
unos meros agentes de ventas, pero que aun si se limitaran a ello, serian 
agentes de operaciones comerciales...". Para Lluis por tanto, la cooperativa no 
es un m ero interm ediario, no funciona -como el dice- como un m ero agente 
de ventas, com pra a los socios para revender a los terceros, por tanto, su 
actuación es comercial.
Esta es una postura que desde luego no com partim os y que incluso el 
propio autor parece contradecir en otros momentos, como más tarde, al tratar 
de la liquidación a los socios de los resultados de la gestión cooperativa, 
afirm a: "Es frecuente por lo menos en las cooperativas financieramente
249 Estos procedim ientos sin embargo no son seguidos en todas las cooperativas, sino sólo en las 
m ás evolucionadas. El Programa de actuación señalado anteriormente, es m odélico y suelen  
adoptarlo todas aquellas cooperativas que han obtenido o pretenden obtener la calificación 
d e O rganización de productores agrarios. Otras cooperativas, no consiguen individualizar 
tanto los productos de sus socios, con lo que se limitan a liquidar en función del volum en  
aportado. En estos casos, el proceder de la cooperativa es lícito, pero no equitativo, y  debido  
a ello se originan conflictos internos entre los socios, ya que unos se benefician de la mejor 
calidad de los productos del otro, consecuencia en muchas ocasiones, de una mayor dedicación 
y esfuerzo, y  finalmente, los propietarios de las mejores cosechas terminan por abandonar la 
cooperativa. Este proceder, no puede por tanto servirnos com o m odelo de actuación de una 
cooperativa de comercialización, sino el anterior.
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desahogadas, que las mismas, al recibir el producto y antes de su venta, den 
un anticipo a los viticultores, consiguiendo así una mayor fluidez económica 
en el desarrollo de las actividades de éstos. Pero el pago del finiquito ha de 
hacerse mediante una liquidación después de la venta de la cosecha, siempre 
que la cooperativa opere como agente de sus socios" (250).
En cuanto al m om ento en el que el socio deja de ser propietario  de esos 
bienes y pasa a ser acreedor del im porte obtenido por su venta, recordam os la 
opinión de Vicent Chuliá cuando decía que, en principio no se trasm ite a la 
cooperativa en p rop iedad , y que en tan to  sean identificables, sólo son 
em bargables por los acreedores personales de los socios, y en caso de quiebra 
de la cooperativa pueden ser objeto de separación por los socios (251).
Parece d esp ren d erse  de esta opin ión  que el elem ento  clave es la 
identificación del bien, m ientras esté identificable, será propiedad del socio,
cuando ya no lo e s té  , no llega a decir Vicent que cuando no estén
identificables hayan pasado a propiedad del socio, aunque se pueda deducir de 
su reflexión.
La solución en nuestra opinión puede estar en distinguir varias fases:
- en p rim er lugar, m ien tras los p roductos están  identificables son 
propiedad  del socio, y son embargables por los acreedores personales de los 
socios, respetando por supuesto los derechos preferentes que al respecto pueda 
tener la cooperativa, sobre todo cuando -como ocurre frecuentem ente- los 
com promisos de aportación se contraen con bastante tiempo de antelación.
- en segundo lugar, cuando los bienes dejan de estar identificados, el socio 
continúa siendo copropietario del conjunto de bienes que como los suyos, 
com ercializa la cooperativa, pero los acreedores personales del socio, no 
tendrán  derecho a em bargar dichos bienes, sino que tendrán  un derecho 
espectañte sobre el precio que por ellos obtenga la cooperativa, y acuerden los 
socios distribuirse. En esta fase, la cooperativa se manifiesta al exterior como 
prop ie taria  de esos bienes y com ercializa en nom bre propio  los m ism os, 
aunque lo haga por cuenta de los socios.
- finalm ente, una vez vendidos los p roductos, el socio deja de ser 
copropietario de los mismos, y pasa a ser acreedor (potencialmente, m ientras 
no se decida su distribución) del valor obtenido por la venta de los mismos.
250 LLUIS Y NAVAS. Tomo II p. 511 y 524.
2^  VICENT CHULIA. La legislación cooperativa como desafío para el jurista..., p. 54 y 55.
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Com o decía Lluis y Navas , "hay un intercambio de propiedades (uva por el 
importe de la venta del vino, etc.). Entendemos que si el embargo se efectúa 
antes de la cesión de la propiedad del producto, será embargable éste por ser el 
bien del socio embargado. Después de la elaboración será embargable el 
importe de la venta por ser el bien que en ese momento corresponde al 
embargado" (252).
Como conclusión de este análisis sobre la titu laridad de la m asa en una 
cooperativa agrícola, podem os señalar que existen suficientes argum entos 
legales, jurisprudenciales y doctrinales para afirm ar que los bienes que los 
socios entregan a una cooperativa para que ésta los comercialice, pertenecen a 
los socios; y éstos asumen por tanto los resultados que de su comercialización 
se obtengan.
C uando los bienes son vendidos, el socio se convierte en acreedor frente a 
la cooperativa por el precio obtenido por ésta en la comercialización. Aquí 
surge un elem ento nuevo a tener en cuenta, tendrem os que distinguir entre: 
cooperativas que liquidan una vez han vendido al producto, como es el caso 
que contem plam os, o cooperativas que entregan anticipos a cuenta, y una vez 
finalizada la comercialización, si hay excedentes se retornan o no a los socios, 
según se acuerde por la asamblea general.
Si nos encontrásem os en una cooperativa de este segundo tipo, cuya 
gestión es la legalm ente prevista, pero la menos usual entre las cooperativas 
agrarias, nos encontraríam os con que al socio se le garantiza por sus entregas 
el valor de m ercado de dichos bienes, que se contabilizarán como gasto, y los 
excedentes se repartirán  o no entre los socios, según acuerde la asam blea 
general. Estos excedentes no generan un derecho absoluto en favor del socio, 
porque éste form a parte a su vez de una estructura societaria como es la 
cooperativa, donde la voluntad m ayoritaria de los socios puede decidir, en 
contra del interés individual y egoista de un socio, asignar esos excedentes o 
parte de ellos a reservas, para con ello, fortalecer em presarialm ente a la 
cooperativa, o crear un fondo de previsión que amortice futuras pérdidas.
En el caso de que la cooperativa liquidase una vez ha com ercializado el 
producto  que -como hemos dicho- es la regla general en las cooperativas 
agrarias, el socio adquiere un derecho a la totalidad del precio obtenido por el 
mismo. P orque la contabilización que se hace en estos casos del valor
252 LLUIS Y NAVAS, tomo II p. 62.
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entregado por el socio, es igual al efectivamente obtenido, de forma que no 
hay excedentes, todo lo obtenido tiene la consideración de gasto, y debe 
abonársele al socio (253), exceptuando la contribución obligatoria (en la LCCV) 
del 1 por 1000 de los ingresos obtenidos por la venta de esos productos, a la 
reserva de form ación y promoción cooperativa (art. 58. 3. B). Esta conclusión 
que se desprende, se bien es correcta jurídicam ente, no lo es económicamente, 
porque de esta forma, la cooperativa no constituye reservas.
En cuan to  al riesgo que por causa fortu ita  pu ed an  sufrir los bienes 
aportados a la cooperativa, nos consta que en la práctica m uchas cooperativas 
agrarias hacen recaer el mismo sobre los titulares de los bienes objeto del 
siniestro, aunque ello no suponga ningún quebranto  económ ico para  los 
socios ya que la cooperativa suele contratar pólizas de abono que aseguran las 
distintas partidas que comercializa.
Sin em bargo, en nuestra opinión, y fuera de los casos particulares en que 
como el anterior, se acuerden normas expresas sobre el tema, los riesgos no 
derivados de la comercialización deben recaer sobre la cooperativa, porque 
consideram os aplicable analógicamente al caso, el art. 1.687 del C. C., según el 
cuál, y en relación con las obligaciones que incumben al socio de una sociedad 
afirm a: "E/ riesgo de las cosas ciertas y determinadas, no fungibles, que se 
aportan a la sociedad para que sólo sean comunes su uso y sus frutos, es del 
socio propietario.
Si las cosas aportadas son fungibles, o no pueden guardarse sin que se 
deterioren, o si se aportaron para ser vendidas, el riesgo es de la sociedad..." .
2. 3. 4.- La titu laridad  de la masa en las cooperativas de viviendas.
233 En esta materia es fundamental tener en cuenta la normativa fiscal, que se preocupa a la 
hora de determinar la base imponible del Impuesto de Sociedades, por conocer el valor de las 
operaciones que la cooperativa realiza con sus socios.
El art. 15 de la Lev de Régimen Fiscal de Cooperativas 20 /1990  establece en clara referencia 
a las cooperativas agrarias que "Las operaciones realizadas por las cooperativas con sus 
socios, en el desarrollo de sus fines sociales, se computarán por su valor de mercado.
2. Se entenderá por valor de mercado el precio normal de los bienes, servicios y  prestaciones 
que sea concertado entre partes independientes por dichas operaciones.
Cuando no se produzcan operaciones significativas entre partes independientes dentro de la 
zona que, conforme a las normas estatutarias, actúe la cooperativa, el valor de mercado de 
las entregas efectuadas por los socios se determinará rebajando del precio de venta obtenido 
por ésta el margen bruto habitual para las actividades de comercialización o transformación 
rea lizadas  ".
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En las cooperativas de viviendas la m asa de gestión económ ica está 
form ada por los pagos que los socios hacen a la cooperativa, a cuenta de la 
vivienda que ésta construye para ellos.
Esas cantidades -según el art. 55. 2 LCCV- no integran el patrim onio de la 
cooperativa, ni son embargables por los acreedores sociales. Son cantidades 
que la cooperativa gestiona y que debe destinar a los fines de promoción, 
construcción  y financiación de las v iviendas, pero  sobre las cuales la 
cooperativa tiene libertad de disposición (254).
Una duda que se plantea al respecto es la siguiente, esas cantidades, ; serán 
em bargables por los acreedores sociales, si las deudas nacen con ocasión de la 
construcción de las viviendas?. La respuesta debe ser positiva por que sino, 
¿quien contrataría con una cooperativa de viviendas, a sabiendas de que en 
caso de no ver satisfechos sus créditos, no va a poder em bargar las cantidades 
que los socios entregan, precisamente para hacer frente a estos compromisos y 
gastos?.
En este sentido se manifestó también la sentencia del Tribunal Supremo de 
27 de enero de 1986, en el recurso planteado por un grupo de socios frente a la 
cooperativa de viviendas, alegando que al hipotecar ésta varios bienes (plazas 
de garaje, locales comerciales no vendidos y viviendas no adjudicadas), había 
hipotecado tam bién las aportaciones de todos esos socios, siendo que sobre 
esas aportaciones la cooperativa no podía realizar "ningún acto que suponga 
disposición o gravamen", y cita en su apoyo un artículo de los estatutos de la 
cooperativa según el cuál: "estas operaciones de fondos constituyen una 
propiedad privada del socio y serán utilizadas exclusivamente para el pago de 
su vivienda".
El Tribunal Suprem o rechaza de pleno este motivo, porque -como afirm a­
d o  se ha dado a los fondos sociales aplicación ("exclusivamente para el pago 
de la v iv ien d a ”...) distinta de la prevenida..., puesto que aquello que 
propiamente se prohibe en ellos es que las aportaciones efectuadas para la 
construcción se empleen en otros fines cooperativos, pero sin excluirlas de la
254 ELENA DIAZ ("Ideas sobre una posible interpretación....", p. 204) también se m anifiesta 
partidario de que las entregas para la obtención de los servicios cooperativos, son propiedad
del socio, aunque reconoce que en la Ley de 1974 no existe una declaración expesa com o se 
recogía en el art. 16 del Reglamento de 1971, y dice, en cuanto a su naturaleza jurídica: "se 
trata de establecer una relación jurídica entre el socio y  la sociedad muy s imilar al mandato. 
en cuyo caso estas aportaciones serían un depósito hecho al mandatario para adquirir un bien
a un tercero, el constructor de las viviendas".
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d isp o n ib il id a d  a través de los órganos cooperativos siempre que la voluntad 
de éstos aparezca formada c o r r e c ta m e n te y concluye el T ribunal reiterando 
que "siendo de resaltar que los actos de disposición cuestionados obedecen 
ju s tam en te  a la necesidad de pagar a la Constructora el precio de la obra 
e jec u ta d a  (...) para cuya efectividad se comprometieron y realizaron las 
a p o r ta c io n e s  de los socios disidentes, que han recurrido" (255). A nte la 
claridad  de la resolución judicial huelga todo com entario, las cantidades 
entregadas para la construcción de la vivienda responderán de las deudas que 
se originen con ocasión de la misma, y ello pese a ser dichas cantidades 
propiedad de los socios.
Entonces, ; va no serían embargables por los acreedores personales de los 
socios?. En nuestra opinión, los acreedores personales del socio tendrán las 
m ism as p o s ib ilid ad es  de em bargar esas can tidades que el socio de 
recuperarlas; es decir, en la m edida en que el socio puede causar baja de la 
cooperativa y reem bolsarse las entregas realizadas, sus acreedores podrán  
em bargar las mismas, pero sujetándose a las mismas condiciones y plazos que 
el socio. M agriñá señala al respecto, que -al igual que vim os en las 
cooperativas agrícolas- la cooperativa deberá fijar, o acordar con los socios 
determ inadas cuestiones esenciales como es, el im porte de los pagos a 
realizar, la fecha de los m ism os, los intereses por dem ora, la form a de 
devolución en caso de baja, la fecha prevista para la entrega de las llaves. Pero 
subraya: "Es preciso dejar bien claro y regulado, sin lugar a la menor duda, el 
tema de la baja social y la devolución de las aportaciones" .
Esto es, si -como ocurre frecuentemente en las cooperativas de viviendas, y 
recuerda el autor citado- se condiciona el reembolso de las entregas del socio a 
que otra persona sea adm itida como socio y se subrogue en sus derechos y 
obligaciones, la m ism a condición habrá de cum plir el acreedor del socio de 
respetar tam bién, el aplazam iento del pago, y su pago fraccionado, así como 
los posibles descuentos que por baja injustificada puedan corresponderle.
De esta form a el socio puede darse de baja sin que ello suponga un 
quebranto económ ico para la cooperativa, ni una dism inución de garantías
2^5 Esta sentencia p u ed e verse en DIEZ ARGAL, W. Sociedades Cooperativas: Criterios
Jurisprudenciales.... p. 165 a 183.
256 MAGRIÑA p. 94 y  95. El autor emplea el término aportaciones para referirse a las entregas
realizadas a la masa de gestión social.
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para  los acreedores sociales, porque se condiciona el reem bolso de estas 
cantidades a que sean aportadas por un nuevo socio (257).
El acreedor personal del socio podrá por tanto -conform e al art. 55. 2- 
em bargar las cantidades entregadas por el socio a la masa de gestión, pero no 
podrá ejecutarse este em bargo más que en las m ism a condiciones en que el 
socio podría  solicitar su reembolso, salvo que esta tu tariam ente los socios 
hubiesen acordado otro régimen.
En las cooperativas de viviendas, como en todas las demás, se plantea la 
cuestión de la naturaleza de éstas, y sobre todo, si las viviendas que construye, 
son para venderlas a los socios, o son los propios socios quienes directam ente 
las adquieren sin que se de esa nueva transmisión de propiedad, y actuando 
por tanto la cooperativa como un mero gestor.
2^7 Varias sentencias de la Audiencia Territorial de Valencia de 25 de enero de 1988. 27 de  
octubre de 1988. 27 de diciembre de 1988.14 de marzo de 1989. v de la Audiencia Provincial de  
Valencia de 23 de m ayo de 1989. analizan la distinción entre el derecho a la baja y el 
derecho al reem bolso de las entregas realizadas a las cooperativas de viviendas. En todas 
ellas se reconoce la licitud y conveniencia para la cooperativa de condicionar esa baja, en 
cuanto al efecto económ ico del correspondiente reintegro, a que un tercero se subrogue en los 
derechos y obligaciones del cooperador.
El fundam ento jurídico de esta práctica está en opinión del tribunal citada en sentencia de 25 
de enero de 1988 en que "no es más que reflejo de la prerrogativa que la Ley en su art. 71. 1 y  el 
Reglamento en su artículo 25. 2 otorgan a las cooperativas en orden aque en sus Estatutos 
"podrán exigir la permanencia de los socios por tiempo determinado, que no será superior a 
diez años", precisamente para evitar el peligro de desmembramiento social por bajas 
repentinas y  automáticas".
Una norma similar, en cuanto a su contenido, a las que menciona el tribunal es el art. 19 LCVV 
según el cuál: "I. En todo caso de baja o expulsión el socio seguirá respondiendo de las deudas 
contraídas por la Cooperativa durante su permanencia en la misma por un período de cinco 
años a contar desde la facha de la baja o expulsió.
Además seguirá obligado al cumplimiento de los contratos y  otras obligaciones que haya
asumido con la Cooperativa independientemente de la condición de socio.
2. Como garantía del resarcimiento de los perjuicios por el incumplimiento de las
obligaciones mencionadas en el segunda párrafo del apartado anterior la Cooperativa podrá
retener la totalidad de las aportaciones del socio hasta que se determine el importe de tales
perjuicios”.
La LGC de 1987 ha recogido en cambio expresamente, en el art. 129. 5 esta facultad de la
cooperativa d e  viv iendas, que hasta el m om ento solía recogerse exclusivam ente en los
estatutos d e  las m ism as. Según este artículo: "En caso de baja del socio, si lo prevén los
Estatutos, podrán aplicarse a las cantidades entregadas por el mismo para financiar el pago
de las viviendas y  locales, las deducciones a que se refiere el apartado b) del art. 80, hasta
un máximo del 50 por 100 de los porcentajes que en el mismo se establecen.
Las cantidades a que se refiere el párrafo anterior, así como las aportaciones del socio al
capital social, deberán reembolsarse a éste en el momento en que sea sustituido en sus
derechos y  obligaciones por otro socio".
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Vamos a com enzar, analizando la legislación, y posteriorm ente veremos la 
opinión de la doctrina más relevante, así como algunos pronunciam ientos 
jurisprudenciales existentes sobre el tema.
La ley valenciana de cooperativas, al regular este tipo de cooperativas en su 
art. 74 se lim ita a decir que éstas "tendrán por objeto procurar...para sus socios, 
v iv ie n d a s . . ." , y que, las viviendas "serán adjudicadas en propiedad a cada 
so c io " ,  o tam bién , "podrán continuar las viviendas en propiedad de la 
cooperativa cediéndolas a los socios en régimen de arrendamiento". N orm as 
similares a ésta, encontram os en la Ley general de cooperativas (art. 129), y en 
el anterior Reglamento de cooperativas de 1978 (arts. 103 y 105).
El leg islador tra ta  de evitar el térm ino com pra-venta para defin ir la 
relación entre cooperativa y socios, y habla de "procurar" o "adjudicar" las 
viviendas. El térm ino "procurar" es un concepto m uy am plio para significar 
que el fin de la cooperativa es proporcionar o facilitar una vivienda al socio. 
El térm ino "adjudicar" es más preciso, y entendido como "Dar o conceder a 
alguien una cosa a la que tenía derecho o a la que aspiraba" (según el 
Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española), es como se conoce el 
negocio jurídico por el que el socio adquiere la propiedad individual sobre la 
vivienda construida por la cooperativa.
Pero nuestro legislador no sólo contempla la posibilidad de que al socio se 
le ad jud ique en p rop iedad  la vivienda, sino tam bién, que "continué" la 
m ism a en p rop iedad  de la cooperativa, cediéndola en arrendam iento  a los 
socios (258).
Este supuesto es el que se conoce según la clasificación realizada por la OIT, 
com o "C ooperativas de p ro p ied ad  colectiva", o sistem a de "alquiler 
cooperativo" según la clasificación de Lasserre. Este sistem a se caracteriza, 
según la OIT p o rque  las cooperativas conservan la p ro p ied ad  de los 
inm uebles, y "En estas cooperativas, lo mismo que en las sociedades, el socio
288 En este caso se planea MAGRIÑA (p. 63 y 64) que si al socio sólo se le adjudica el derecho a 
utilizar la vivienda, ¿en poder de quién permanece la propiedad?, a lo que responde que la 
cooperativa será la propietaria de todo el inmueble. Pero en este caso, ¿cómo puede, con qué 
dinero lograr la cooperativa adquirir el terreno y costear la edificación?. La contestación  
para el autor estaría en que "La Cooperativa paga al vendedor y  retribuye al constructor con 
el dinero aportado por sus socios como capital social". Subrayam os la referencia al capital 
social porque en efecto si los socios en lugar de adquirir sus viviendas m ediante unas entregas 
que hacen a la cooperativa (y que son de su propiedad), entregasen esas cantidades a capital 
social, la propiedad de la finca sería de la cooperativa por haberla adquirido ésta con su 
patrimonio, y  no con el de los socios.
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también paga su vivienda de acuerdo con el plan de (m a n d a m ie n to
convenido, pero en vez de conseguir un título de propiedad individual,
adquiere un derecho como copropietario del edificio o del conjunto de
edificios que constituyan el proyecto, adjudicándosele una vivienda que
ocupa y  administra como la propia. Este derecho puede venderse, pero
siempre de acuerdo con las disposiciones de los estatutos de cada sociedad"
(259).
D ejando al m argen este supuesto, que no es m uy frecuente en nuestro  
Estado, nos vam os a centrar en la prim era clase de cooperativas que 
contem pla el mencionado art. 74 LCCV, y que la OIT denom ina "Cooperativas 
que confieren el título de propiedad individual".
D entro de esta categoría, la OIT ha diferenciado a su vez dos clases, según el 
m om ento en que confieren el título de propiedad indiv idual a sus socios: 
"unas lo hacen una vez terminadas las construcciones, si cada socio 
individual es el responsable directo respecto a las obligaciones financieras que 
haya sido necesario contraer"; en caso contrario "el título sólo se suele otorgar 
cuando se ha terminado de saldar la deuda hipotecaria correspondiente".
En nuestro  derecho, el socio norm alm ente adquiere la p rop iedad  de la 
vivienda y por tanto la libre disposición de la misma, desde el m om ento en 
que se le adjudica en propiedad la misma, que suele ser una vez finalizadas 
las obras, y con independencia de la existencia o no de una deuda hipotecaria, 
porque lo que existirá en todo caso cuando se transm ita la vivienda es una 
subrogación en la condición de deudor hipotecario.
En este caso la cuestión que se plantea es, si la cooperativa es antes de la 
adjudicación de la vivienda propietaria de la misma. Según los térm inos 
em pleados por el art. 74 LCCV, "podrán continuar las viviendas en propiedad 
de la cooperativa...". podría pensarse que sí, pero esta cuestión no es pacífica y 
existen m uchas opiniones en contra.
-5 9  Sobre este  sistem a o tipo de cooperativa de viv iendas, m uy habituales en los países  
escandinavos y  en Estados U nidos, puede verse: Las Cooperativas de viviendas. Ginebra 
1964, publicado por la OIT. MAGRIÑA (p. 29 y 30) y LASSERRE (p. 53). Este último, también 
nos presenta otro tipo de cooperativa que podría incluirse en la fórmula que prevee la Ley 
valenciana; nos referimos al sistema de "cooperativa de alquiler atribución", en este tipo de  
coop erativas (habitual en Francia), el candidato a una v iv ien d a  se adhiere a la 
cooperativa, y  una vez terminada la construcción, "es primero arrendatario, paga un alquiler 
para cubrir los intereses y  la amortización, pero además tiene a su cargo la conservación, 
incluyendo las grandes reparaciones. Terminada la amortización llega a ser propietario y  
abandona la cooperativa, que se disuelve cuando todo ha sido amortizado".
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En orden  a dar una respuesta a esta cuestión, nos parece de interés citar 
aquí un precepto del R. D. 1932/1991, de 20 de diciembre sobre m edidas d e  
financiación de actuaciones protegióles en materia de viviendas del Plan 1992- 
1995, en el que se considera al socio de una cooperativa de viviendas como 
prom otor de su propia vivienda. En particular se trata del art. 9 que bajo el 
título de "Promotores" establece:
"1. Podrán ser promotores de las actuaciones protegibles las personas físicas 
o jurídicas, públicas o privadas.
2. Las referencias de este Real Decreto a los promotores para uso propio se 
aplicarán únicamente a las personas físicas individualmente consideradas o 
agrupadas en cooperativas" .
También hem os citado anteriorm ente la opinión de Elena Diaz, cuando 
describía la relación entre el socio y la cooperativa de viviendas como "muy 
sim ilar al m andato", ya que las entregas que el socio hace a cuenta de la 
vivienda "serían un depósito hecho al m andatario para adquirir un bien a un 
tercero, el constructor de las viviendas". Según este autor, el socio adquiere la 
vivienda del constructor, y la función de la cooperativa es de mera gestión
(260).
M anrique Romero y Rodriguez Poyo-Guerrero, ven también en la relación 
socio-cooperativa de viviendas un m andato, con representación indirecta, por 
el que los socios adquieren directam ente la titularidad de las viviendas, sin 
com prárselas a la cooperativa. Dicen en particular estos autores que: "La 
cooperativa no vende viviendas, sino que se las proporciona a los socios y  
estos adquieren la propiedad directamente, puesto que la cooperativa, aunque  
en propio nombre haya adquirido el terreno y contratado la construcción, lo 
ha hecho como mandataria de los socios, aunque sin indicar a los terceros esta 
calidad, en un supuesto de representación indirecta. Como entonces dijimos,
el socio no es causahabiente de la cooperativa, que nada le transmite, pues lo
adquirido es del socio. La cooperativa aparecerá como titular formal de los 
inmuebles en el Registro de la Propiedad, y  al adjudicar las viviendas a los 
socios por el sistema establecido en los estatutos o determinado por la
Asamblea, se limitará a otorgar un reconocimiento de propiedad. Este
reconocimiento está fundado en el propio mandato legal de que la
260 ELENA DIAZ. "Ideas sobre una posible interpretación de las partidas del pasivo..., p. 204.
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cooperativa no vende, y en modo alguno puede considerarse como 
transm is ión" (261).
El au tor que -en nuestra opinión-, ha desarrollado en m ayor p rofundidad  
el tem a ha sido A guilar García (262). Este autor, com entando el art. 137 del 
Reglam ento de Viviendas de Protección Oficial, que habla de "prom over la 
construcción de VPO. para cederlas a sus asociados, debiendo acom pañarse 
relación com pleta de los socios beneficiarios", deduce que "la idea de este 
precepto es la de que la Cooperativa realice una mera actividad de gestión; que 
se limite a la construcción, pero sin tener en ningún momento la prop iedad  
de la vivienda para trasladarla después al socio. Esta solución se presume del 
hecho de acompañarse relación de socios, que parece se exige para evitar 
posible intermediación a favor de extraños".
Esta conclusión a la que llega el autor, la fundam enta  en d iversos 
argum entos que enum eram os a continuación:
1. El legislador no habla de venta, sino de construir para los socios, y de 
procurar viviendas para éstos.
2.- El E s ta tu to  Fiscal excep túa  del Im puesto  de T ran sm isio n es  
Patrim oniales las adquisiciones "que la Cooperativa realice para sus socios".
3.- "Si la Cooperativa adquiriera y transmitiera después a sus asociados, se 
verificarían dos transmisiones, la primera de las cuáles es supreflua, y 
totalmente vacía y  transitoria".
4.- A d em ás, "la exención de las VPO. sólo alcanza a la primera 
transm isión  ".
Como conclusión de estos fundam entos, opina Aguilar que "el acto inicial 
debe realizarlo la Cooperativa exclusivamente como representante de sus  
asociados. Por lo cuál, en el orden y esfera administrativos, la Cooperativa 
hará constar su carácter de mera gestión; en el orden civil, deberá articularse 
como una representación, que habrá ya de actuar en la compra del solar, y 
consigu ien tem en te , no debe producirse inscripción intermedia alguna en 
favor de la Cooperativa.
Esto supone prescindir de la personalidad de la Cooperativa como ente 
distinto e independiente de los socios, al menos en el orden civil y registral. 
Pero es que en el fondo esta funcionalidad del organismo cooperativo es lo
2^1 M ANRIQUE ROMERO Y RODRIGUEZ POYO-GUERRERO, "La cooperativa: garantías 
form ales para su eficacia en el tráfico" Revista de Derecho Notarial nc 105 
diciembre 1980, p. 133 y  134.
262 AGUILAR GARCIA, en especial las pp. 48 a 63.
"  ~  b i b l i o t e c a
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más congruente con su finalidad y razón de ser. La necesidad de la vivienda 
es del socio, no de la Cooperativa. N ingún sentido tiene que se cree ese paso 
intermedio, inútil y  perturbador, de hacerla pasar primero por la Sociedad. La 
función de la Cooperativa es sólo facilitar al socio esa necesidad, y  servirle de 
órgano, de gestor, de impulsor
Hem os recogido íntegram ente la opinión de este autor porque nos parece 
lo suficientem ente clara y precisa como para tenerla en cuenta.
También tenem os que hacer mención a M agriñá (263), quien se adhiere en 
parte a la opinión de Aguilar, pero no comparte su tesis de que la función de 
la cooperativa sea sólo facilitar al socio la vivienda. Con esta idea de Aguilar, 
se vacía de contenido -en opinión del autor- el cooperativism o de viviendas, 
porque, objetivo de éste no es sólo satisfacer esa necesidad, y cita un texto de 
Vázquez Fraile, donde se aboga por "No limitar el movimiento cooperativo 
de viviendas a un simple órgano promotor de alojamientos familiares a 
precios económicos, bien construidas y ubicadas en lugares adecuados, sino 
hacer de él un auténtico y eficaz instrumento de desarrollo comunitario y de 
promoción socia l". Por ello V ázquez Fraile propone que aprovechando el 
caudal hum ano que llega a las cooperativas de viviendas buscando cubrir esta 
necesidad, se desarrollen otros modelos de cooperativas, alrededor de "éstas 
células vivas de integración cooperativa", como sería el consum o, el 
transporte, la enseñanza, ... (264).
263 MAGRIÑA. Op. cit. pp. 20 a 26.
2^4 Un proyecto de esta naturaleza puede constituirlo la Cooperativa de V iviendas Ciudad  
Cooperativa, de la que nos habla C1URANA (en Las cooperativas en la práctica...p. 41 y  
otras), donde, con ocasión de la construcción de estas viviendas, se creó la Cooperativa de 
Consum o Ciudad Cooperativa a quien se le reservó toda la distribución de géneros y  servicios, 
y se creó también una Cooperativa de enseñanza para los hijos de los socios.
Mas cercana a nosotros, podem os citar la experiencia de la Cooperativa de V iviendas  
Populares-COVIPO de Catarroja (Valencia), creada -según cuenta MARTINEZ VERDU (p. 
26 y 27) con la idea de que "la cooperativa tenía que servir para más cosas, no sólo para 
hacerse una vivienda,.... se consideraba a la cooperativa, como un medio de transformación 
social". Y continúa citando un párrafo de la Memoria de 1979 de esta Cooperativa, donde se 
hace balance de la experiencia llevada a cabo: "En el equipo promotor había algo más que 
conseguir viviendas dignas a precio de coste y  condiciones asequibles. Existía un vivo deseo 
de llenar aquella actividad de contenidos comunitarios, de compromisos de cara a la 
realidad circundante". Compromisos que se resumirían en: recuperación de la lengua y  la 
cultura valenciana ("ir haciendo país"), favorecer a la clase trabajadora y  promocionar 
personas hacia otras actividades de carácter comunitario (tales como asociaciones de 
vecinos, reuniones de formación de líderes, otros tipos de cooperativas, etc.)".
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En efecto, si bien compartimos la función em presarial que Aguilar atribuye 
a la cooperativa, tam bién pensamos como M agriñá que la cooperativa no debe 
cum plir sólo esa m era función económica, al m enos teniendo en cuenta el 
actual régim en jurídico al que están sometidas. No hay que olvidar, que con 
independencia  del objeto social al que se dedique la cooperativa, es una 
en tidad  que tiene unos fines sociales que cumplir, y que podríam os concretar 
en los siguientes: formación de sus socios y trabajadores de la cooperativa en 
los principios y técnicas cooperativas, económicas y profesionales; fom ento 
del desarro llo  del cooperativism o, especialm ente en el en torno  social, y 
realización de actividades intercooperativas (art. 62. 3 LCCV).
Con este fin, la cooperativa de viviendas está obligada como el resto de 
cooperativas a form ar un fondo, denom inado en la LCCV, Reserva de 
Form ación y Prom oción Cooperativa, al que destinará el 1% del valor de 
facturación de las viviendas (art. 58. 3. B).
Volviendo al régim en jurídico de la propiedad de las viviendas, tenemos 
que reconocer que tam bién hay autores que ven en la adjudicación una 
transm isión  de p rop iedad  de las viviendas, de la cooperativa al socio. En 
opinión de Lluis y N avas (265) la cooperativa de viviendas "construye para 
revender a sus socios", y distingue según la venta la haga al contado o a 
plazos. Pero en todo caso, reconoce que "La venta de vivienda al socio supone 
un t raslado de dom inio".
A pesar de esta opinión, cuyo autor no argum enta, la ju risprudencia  
existente en la m ateria, se inclina por la no transm isión de propiedad  de la 
cooperativa a los socios y por la función instrum ental de la primera.
Son num erosas las sentencias del Tribunal Supremo y de otros Tribunales 
al respecto , y todas ellas llegan a conclusiones sim ilares. Todas estas 
sentencias fueron dictadas con ocasión de las liquidaciones g iradas por 
algunos ayuntam ientos contra diversas cooperativas, por el Im puesto de Plus- 
Valía, gravando el negocio de adjudicación de viviendas, que las cooperativas 
habían realizado con sus socios.
Las sentencias analizadas son las siguientes: SSTS de 4 de junio de 1990 (R. 
A. nc 32), 5 de junio de 1990 (R. A. nQ 4833), 5 de junio de 1990 (R. A. nQ 5580), 
6 de junio de 1990 (R. A. n° 4834), 11 de junio de 1990 (R. A. nc 4835), 1 de 
octubre de 1990 (R. A. n fi 7749), 2 de octubre de 1990 (R. A. nfi 7752), 2 de
265 LLUIS Y NAVAS, Tomo II p. 572 y 573.
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octubre de 1990 (R. A. nc 7753), 4 de diciem bre de 1990 (R. A. nc 9615), y 
Sentencia del Tribunal Superior de Tusticia de M adrid, de 9 de mayo de 1989, y 
de la Audiencia Territorial de Madrid de 11 de mayo de 1989 (266).
Por su g ran  in terés, vam os a tra ta r de en u m erar algunas de las 
afirm aciones m ás relevantes que se pueden  extraer de este conjunto de 
sentencias:
1.- El negocio jurídico que une a la cooperativa con el socio "no es una 
co m p ra ven ta  s in o  una  a d ju d ic a c ió n  a un cooperativista  como  
contraprestación a sus aportaciones a la cooperativa, lo cual excluye su 
asimilación a efectos del impuesto, a la , compraventa, porque falta el 
v e n d e d o r " .
2 -  N o existe " ningún acto traslativo de una titularidad dominical...el 
asociado de la Cooperativa era ya anterior copartícipe de la titularidad  
dominical de la parcela que se le atribuye". Lo que en realidad se dió con la 
ad judicación  "fué la simple sustitución de una porción o cuota "pro indiviso" 
que venía correspondiendo de modo abstracto sobre la totalidad del inmueble 
que era objeto de esa comunidad a cada uno de sus miembros, por la 
concreción material de la parcela que se adjudicaba en propiedad ya exclusiva 
al anterior socio".
3.- "Ni siquiera a efectos fiscales existe un verdadero enajenante, falta de 
enriquecimiento del transmitente (ausencia de lucro), cuya personalidad  
jurídica actúa únicamente como mero instrum ento  coordinador, con el fin  
exclusivo y  esencial de facilitar a los asociados copartícipes en la p rop iedad  
inmobiliaria de la Cooperativa, una parcela, adquirida por la p r e c i ta d a  
Cooperativa, a sus expensas".
4.- "en relación a las Plus-Valías, hay que asimilarlas más a las
Comunidades de bienes   además de por faltar el ánimo de lucro, p or su
finalidad in s trum en ta l”.
Podríam os enum erar más conclusiones; pero todas giran en torno a estas 
ideas claves que hem os entresacado. El T ribunal Suprem o ve en las
Todas estas sentencias se encuentran reseñadas en OLAVARRIA y FAJARDO. Revista  
CIRIEC de Legislación y Jurisprudencia nv 3 de 1992.
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cooperativas un m ero instrum ento de gestión de los intereses de sus socios, 
que hace posib le  que éstos adqu ieran  sus v iv iendas d irectam ente. En 
principio, m ientras no estén adjudicadas las viviendas exitirá una especie de 
cop rop iedad  sobre los fondos aportados, y los bienes en que se vayan 
m ateria lizando estos. Una vez adjudicada la vivienda, el socio concreta su 
p rop iedad  individual.
A pesar de que los fondos aportados por los socios para el pago de las 
v iv iendas siguen siendo prop iedad  de ellos, el riesgo de pérd ida  que los 
m ism os pu ed an  sufrir, deberá recaer sobre la cooperativa, y no sobre los 
titulares concretos de esos fondos. Esta conclusión la basam os -como hicimos 
en relación a las entregas a cooperativas agrarias- en el art. 1.687 del C. C., pero 
en este caso, por la naturaleza fungible del dinero.
2. 3. 5.- La titu laridad  de la masa en las cooperativas de consumo.
La m asa de gestión de las cooperativas de consumo está constituida -según 
establece el legislador- por las entregas de fondos que hacen los socios para 
utilizar los servicios de la cooperativa. Lasserre añade otro elem ento -no 
contem plado por el legislador-, que en nuestra opinión es más determ inante, 
como a continuación veremos: los socios aportan el flujo regular de su poder 
de com pra (267).
En este tema, la cooperativa de consumo funciona de forma m uy diferente 
a la cooperativa de viviendas, aunque ambas sean por su estructura socio­
económica, cooperativas de consumo, y en ambas el socio entregue fondos 
para utilizar los servicios de la cooperativa. Sin embargo, hay una im portante 
diferencia entre ambas, en la cooperativa de viviendas el socio entrega fondos 
que la cooperativa gestiona durante un periodo a cambio de un servicio que 
finalm ente recibirá de la cooperativa (la adjudicación en prop iedad  de la 
vivienda). En la cooperativa de consum o -hoy en día-, el socio recibe el 
servicio p rim ero  y luego, o al m ism o tiem po, entrega los fondos que le 
corresponden en pago del mismo.
Por tan to  en la cooperativa de consumo, no existe esa m asa de bienes 
p rop iedad  del socio y que la cooperativa gestiona, y que sí existe en la
2 ^7 LASSERRE (p. 17) apunta: "Los miembros de la cooperativa aseguran su funcionamiento 
aportando, ante todo, el flujo regular de su poder de compra".
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coopera tiva  ag ríco la  o de v iv ien d as. La co o p era tiv a  se financia  
económicamente y adquiere los bienes para sus socios, no con los fondos por 
éstos aportados, sino con su propio patrim onio (aportaciones obligatorias y 
voluntarias a capital de socios y asociados), o con créditos obtenidos, incluso 
de sus propios socios. Este proceder que presentamos como regla general, se da 
en las cooperativas de consumo económ icam ente más desarrolladas y con 
mayor núm ero de socios; pero puede tener excepciones, por ejemplo, cuando 
la cooperativa determ ina unos consum os m ínim os por socio, y exige que 
éstos adelanten dicho im porte con el fin de llevar a cabo la adquisición de los 
bienes que necesitan.
Por esta razón entendem os, que la masa de gestión económ ica en una 
cooperativa de consumo desarrollada, no está constituida por esos fondos que 
el socio entrega, sino por esa capacidad regular de compra, que garantiza a la 
cooperativa la distribución de los bienes adquiridos, teniendo en cuanta que 
"en principio", la cooperativa tiene que distribuir esos bienes entre sus socios, 
si no puede vender a terceros.
H istó ricam en te , el funcionam iento de la cooperativa de consum o sí que 
era más sim ilar al m odelo de cooperativa de viviendas. Como nos cuenta 
C astaño C olom er (268) en las p rim eras etapas del C ooperativ ism o de 
Consum o, los propios cooperadores realizaban las com pras al por m ayor 
acu d ien d o  a los p ro v eed o res . En esos p rim ero s  m om entos, com o 
posib lem ente en los prim eros m om entos de cualqu ier cooperativa de 
consumo, los socios tenían que adelantar fondos para adquirir esos bienes.
Volviendo al precepto con el que iniciamos este apartado, tenem os que 
concluir afirm ando que, si la masa en estas cooperativas se constituye con los 
fondos entregados por los socios a la cooperativa, dichos fondos serían 
em bargables por los acreedores personales de los socios, hasta que el socio 
recibiese a cam bio el bien adqu irido  (en equivalencia al m om ento  de 
adjudicación de la vivienda, en este tipo de cooperativas); pero en la práctica 
este proceso es instantáneo, porque las com pras se hacen al contado, y 
norm alm ente la cooperativa no tendrá en su poder fondos prop iedad  del 
socio. Al recibir ía cooperativa los fondos del socio, dejan de ser propiedad de 
éste porque a cambio, ha recibido el producto  que la cooperativa le ha 
facilitado.
268 CASTAÑO COLOMER. Cooperativas de consumo... p. 130 a 132.
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Una vez hem os visto la com posición y funcionam iento de la m asa de 
gestión económ ica de las cooperativas de consum o, nos planteam os una 
nueva cuestión, aunque está m uy relacionada con la anterior: ¿quien es 
t i tu la r  de los bienes que la cooperativa sum inistra  a los socios?. El art. 73. 1 
LCCV señala, que las cooperativas de consumo tienen por objeto, sum inistrar 
bienes y servicios para uso y consumo de sus socios.
Para buscar una respuesta a esta cuestión, vamos a comenzar analizando la 
legislación cooperativa española, de la que resaltarem os aquellas normas que 
en nuestra opinión son más reveladoras.
Com enzando con la Ley de Cooperativas de 1974, tenemos que destacar su 
art. 51. 2 que establecía: "Las entidades cooperativas tendrán la condición de 
mayoristas, y  podrán detallar como minoristas en la distribución o venta, con 
independencia de la calificación que les corresponda a efectos fiscales; las
entregas de bienes y prestaciones de servicios proporcionados por las
cooperativas a sus socios ya sean producidos por ellas o adquiridos de terceros 
para el cumplimiento de sus fines sociales no tendrán la consideración de 
v e n t a s . Las cooperativas de consumo tendrán en todo caso, la misma 
condición que los consumidores directos".
U na norm a sim ilar a ésta encontram os en el art. 11 del Reglam ento de 
1978, el cuál desarrolla un poco más el últim o párrafo del artículo anterior: 
"Las Cooperativas de Consumo, además de la condición de mayoristas  
prevista en el párrafo anterior, por lo que les serán de aplicación los precios o
tarifas correspondientes, tendrán también, a todos los efectos, la condición de
consum idores  d irectos para abastecerse o suministrarse de terceros los 
productos o servicios que les sean necesarios para sus actividades con los 
socios
Siguiendo un orden cronológico, llegamos a la Ley catalana de 1983, de la 
que destacam os su art. 77: "Las cooperativas de consumidores tienen la 
condición de mayoristas y  pueden detallar como minoristas. Las entregas de 
bienes y  la prestación de servicios a las cooperativas no tienen la condición de 
ven tas  ya que se trata de los consumidores agrupados que los han adquirido 
c o n ju n ta m e n te ".
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La Ley valenciana de 1985 contiene un precepto sim ilar; su art. 73. 5 
establece:
5. "A todos los efectos se entenderá que en el suministro de bienes y  
servicios de la Cooperativa a los socios no hay propiam ente  transm isiones  
p a tr im o n ia le s ,  sino que son los mismos socios quienes, como consumidores 
directos, los han adquirido conjuntamente de terceros.
La misma Cooperativa será considerada a efectos legales como c o n su m id o r  
d irec to".
La Ley general de cooperativas de 1987 regula esta m ateria en los artículos 
155 y 156 según los cuáles:
Art. 155. Consideración de mayoristas.
2. "Las entregas de bienes y prestaciones de servicios proporcionados por las 
Sociedades Cooperativas a sus socios, ya sean producidos por ellas o 
adquiridos a terceros para el cumplimiento de sus fines sociales, no tendrán al 
consideración de ventas".
Art. 156. N orm as especiales para determinadas clases de Cooperativas.-
1. "Las Cooperativas de Consumidores y Usuarios, además de la condición 
de mayoristas, prevista en el articulo 155, por lo que les serán de aplicación los 
precios o tarifas correspondientes, tendrán también, a todos los efectos, la 
condición de consumidores d irec tos  para abastecerse o suministrarse de 
terceros de productos o servicios que les sean necesarios para sus actividades".
Por últim o, la Ley navarra de cooperativas de 1989, en térm inos m uy 
similares a la Ley valenciana, establece en su art. 65. 3 que: "No tendrá carácter 
de transm is ión  pa tr im onia l el suministro de bienes y servivios de la 
Cooperativa a sus socios".
De la lec tu ra  de estas disposiciones se concluye fácilm ente que la 
cooperativa de consum o actúa como un mero gestor de los intereses de sus 
socios, y son éstos quienes adquieren directamente los bienes.'
De esta afirmación podemos destacar las siguientes consecuencias:
1Q Se presum e -como hemos visto- que son los socios quienes com pran en 
com ún los bienes.
C laram ente así lo reconoce tanto la Ley catalana como la valenciana: estos 
bienes, los socios ... "los han adquirido conjuntamente de terceros".
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M uchos autores han basado principalm ente en este rasgo la característica 
defin itoria de  la cooperativa de consumo. Así Ventosa y Roig define las 
cooperativas de consum o como, agrupaciones de individuos o familias que se 
asocian para com prar o fabricar en común cuantos artículos necesitan para 
viv ir y repartírse lo s luego, según las necesidades de cada uno. C am po 
R edondo a su vez entiende por cooperativa de consum o, la "asociación de 
número ilim itado de personas, iguales en atribuciones y deberes, que, 
realizando en común operaciones de adquisición de artículos, los reparta al 
contado y  a los precios corrientes, distribuyendo los beneficios a cada asociado 
en proporción a sus compras, después de destinar parte de los mismos a un  
Fondo especial de Reserva y Obras Sociales". P ara  M aliau sk u s, esta  
cooperativa es "una agrupación de personas que se asocian para adquirir en 
c o m ú n , en mejores condiciones, los objetos que necesitan". Por ú ltim o, 
citamos a Cerdá, quien distinguiendo al comerciante de la cooperativa señala 
como un rasgo diferenciador que aquél vende y la cooperativa hace una 
operación equivalente a la distribución de una compra en común (269).
Contrario a la idea de que en la cooperativa son los socios quienes com pran 
en común, es Lluis y Navas. Para este autor "desde un punto de vista legal, lo 
que se practica no es una compra en común seguida de reparto, sino una 
compra por una persona jurídica que suministra (no reparte de cualquier 
modo) a sus socios".
2Q N o existe transm isión de propiedad de la cooperativa al socio, y por 
tanto ese sum in istro  o distribución de bienes entre los socios no tiene la 
consideración de ventas. Así lo reconocen todos los preceptos que hem os 
señalado.
La operación tiene características similares a la adjudicación de viviendas 
en las co o p era tiv as  de esta na tu ra leza ; lo que se p ro d u ce  es una 
indiv idualización  del conjunto de bienes del que hasta ese m om ento era 
copropietario el socio. Desde que se concreta el bien que desea el socio, y abona 
a la cooperativa el im porte que por él le reclame ésta, adquiere la propiedad 
exclusiva sobre el mismo.
S tand inguer afirm aba que m ientras el com erciante ind iv idual vende 
m ercancías de su p ro p ied ad  (con el consiguiente in terés lucrativo), la 
cooperativa vende mercancías propiedad  del com prador, y por ello en la
2í>9 Todas estas opiniones se encuentran recogidas en las obra de LLUIS Y NAVAS tomo II p. 444 
, 445 y  469.
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cooperativa los intereses de vendedor y com prador se confunden. Esta 
conclusión a la que llega Standinguer pone de manifiesto la contradicción de 
em plear en las relaciones socio-cooperativa, térm inos como com prar o 
vender (270).
C ontrariam ente a esta opinón, Lluis y N avas afirma que: "La propiedad de 
las mercancías corresponde a la cooperativa, que constituye una persona 
jurídica dis tin ta  de sus componentes, y el comprador no tenía antes de 
adquirir la mercancía un derecho dominical sobre las piezas concretas que va 
a hacer suyas. Lo que tenía era una cuota de propiedad sobre el conjunto del 
patrimonio de la cooperativa de que es socio. Por consiguiente, también en las 
empresas cooperativas hay una distinción de propietarios y una transferencia  
de titularidades por medio del contrato de compraventa" . La opinión de Lluis 
y N av as , a u n q u e  m uy resp e tab le  y coheren te , no tiene  n in g u n a  
fundam entación jurídica, y es contraria al tenor literal de la Ley, por lo que no 
podem os aceptarla de ningún modo.
Por otra parte, sí podrem os hablar de transmisión de propiedad, y por tanto 
de ventas, cuando la cooperativa sum inistre bienes a terceros no socios, 
porque en este caso, en la relación cooperativa - tercero, la prim era actúa 
como un com erciante más.
3C Al no haber transm isión de propiedad de la cooperativa al socio, se 
presum e que la cooperativa tiene la consideración de consumidor directo y no 
de com erciante que compra para revender. Tampoco Lluis y N avas com parte 
esta tesis, y m antiene que "En realidad, estas cooperativas tienen un solo fin  
fundamental, la compra para revender a sus socios" (271).
La Jurisprudencia también se ha manifestado a favor de esa consideración 
de consum idor directo para la cooperativa de consum o. En este sentido 
podem os citar la sentencia del Tribunal Supremo de 21 de noviem bre de 1989.
En esta sentencia se tra ta  en realidad  de cooperativas agrarias que 
sum inistran a sus socios agricultores, carburantes y com bustibles líquidos, 
por lo que en su actuación funcionan como cooperativas de consumo. El 
recurso fué p resen tado  por la Confederación Española de Estaciones de 
Servicio contra la Administración, por una Orden M inisterial dictada el 31 de 
julio de 1986, m odificando el Reglam ento para la venta de carburantes y
270 Citado por LLUIS Y NAVAS, en p. 470.
271 LLUIS Y NAVAS, p. 461.
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com bustibles líquidos. Según esa Orden: "todo consumidor de carburantes, 
podrá solicitar el suministro directo de los productos que pueda necesitar para 
su consumo industrial o explotación agraria de las que sea titular. A los 
efectos de lo indicado en el párrafo anterior, tendrán la consideración de 
consum idores, las Cooperativas del Campo, las Sociedades Agrarias de 
Transformación y otras entidades asociativas agrarias, respecto del gasóleo B 
que pueden utilizar los asociados a ellas en sus explotaciones agrarias,
Las entidades recurrentes entienden que sum inistrando directam ente a las 
cooperativas, se crea un nuevo canal de distribución al m argen de los 
previstos en la relación concesional.
El T ribunal Suprem o no sólo desestim ó las p re tensiones de éstas, 
revalidando  la leg itim idad  de la O rden dictada, sino que reconoció que 
m ediante el sistem a de sum inistro directo se perseguia el fom ento de las 
cooperativas, a que se refiere el art. 129 de la Constitución (272).
Para term inar, podem os afirmar que los bienes que adquiere la cooperativa 
de consum o en nom bre propio, pasan a ser copropiedad de todos los socios 
hasta que el socio concreto m ediante el pago de su precio, adquiere  en 
exclusiva la p ropiedad  del mismo.
En cuanto a quien asume el riesgo por las pérdidas o deterioros fortuitos 
que sufran las m ercancías antes de su adquisición (individualizada) por el 
socio, la respuesta será en principio, que el riesgo lo asumen los socios, como 
copropietarios de esos bienes. Pero la respuesta no es suficiente porque habrá 
que tener en cuenta otros elementos que veremos posteriorm ente, como la 
circunstancia de que esa cooperativa opere con otras personas no socias, y en 
consecuencia no distinga contablemente los resultados, situación frecuente en 
las cooperativas de consumo, y que conlleva entre otras consecuencias que el 
riesgo lo asum e el patrim onio cooperativo, al igual que los resu ltados 
positivos o negativos del ejercicio. Pero además lo más norm al será que la 
cooperativa suscriba una póliza que asegure estos bienes ante cualquier 
incidente fortuito, por lo que en la práctica será dificil encontrarse con un caso 
de esta naturaleza.
272 Sentencia 21 noviem bre de 1989 (Cont. Adm ) Reí. Aranz. 7973/89. Una reseña d e  esta 
sentencia p u ed e  verse en FAJARDO y OLAVARRIA. Revista C1RIEC de Legislación y 
Jurisprudencia n° 2, Enero 1991.
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3.- ACTIVIDADES DESARROLLADAS CON TERCEROS NO SOCIOS.
Tom ando de nuevo  la distinción de G arrido de Palm a, el p rinc ip io  
m utualista, en su m anifestación externa, im pide a la cooperativa prestar sus 
servicios a quienes no sean sus socios, lo que tam bién se conoce como 
prohibición de realizar operaciones con terceros.
Antes de nada, tenemos que aclarar el sentido en el que em pleam os aquí el 
concepto de tercero, dado que hemos advertido en ocasiones, sobre todo por 
parte de la doctrina, confusión sobre dicho término (273).
En efecto -como claram ente pone de m anifiesto Vicent Chuliá- "Toda la 
cooperativa realiza operaciones con terceros como medio indirecto de prestar 
los servicios cooperativizados a sus socios... Pero el tema de las operaciones 
cooperativas con terceros se plantea estrictamente en el sentido de si una 
cooperativa de producción puede comercializar cosechas de agricultores no 
socios, o emplear trabajadores no socios, y si una cooperativa de consumo  
puede suministrar bienes y servicios a consumidores o clientes no socios, al 
público en general "i274). Se trata en definitiva de realizar con personas no 
socias, la actividad cooperativizada que habitualm ente realiza la cooperativa 
con sus socios.
273 A sí, LLUIS Y N A V A S, en tiende las operaciones con terceros com o operaciones  
instrum entales que la cooperativa realiza con el fin de prestar la gestión de servicio a sus 
socios. D ice en particular este autor: "El ordenamiento legal admite que operen con terceros, 
si bien con limitaciones; es más, para operar con sus socios, en la compleja organización 
económica moderna, han de operar con terceros. En consumo y  compras en común la venta a los 
socios supone previa compra a terceros. En la cooperación industrial y  de comercialización 
agrícola o artesano los trabajos o entregas a los socios se dirigen a la venta a terceros. Lo 
característico de la cooperación es que el fin sea la operación con los socios y  que la operación 
con terceros sea sólo un medio para realizar ese fin. En ello se diferencian de las Sociedades 
mercantiles y  civiles clásicas". (Tomo I, p. 37 y, de nuevo reitera su opinión en p. 372). 
También tenem os que citar en este punto la opinión del Tribunal C onstitucional, en una 
sentencia 72 /83 . de 29 de julio, en la que tuvo que pronunciarse sobre el sentido del término 
"tercero" para la cooperativa, pero en esta ocasión no se refería al socio que usa los servicios 
cooperativos, sino al terceros con quien la cooperativa realiza actividades instrum entales. 
Señala el Tribunal, que la cooperativa establecerá posiblem ente relaciones jurídicas externas 
con terceros que no pueden encuadrarse dentro de las funciones típicas de las mismas, sino que 
tienen un valor instrumental y necesario para la consecución del fin social (v. gr. cooperativa 
de consumo que compra a un tercero los productos que vende a sus socios), en estos casos dice el 
Tribunal que "Se trata, en definitiva de actividades y  relaciones instrumentales en las que la 
cooperativa actúa como cualquier otra persona jurídico-privada".
274 VICENT CHULIA, Las operaciones con los no socios...p. 9.
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A clarado el sen tido  del térm ino "tercero" en relación con el principio 
m utualista  de exclusividad, vamos a centrarnos en la finidcimentación  del 
m ism o.
En p rim er lugar hay que advertir que no se tra ta  de un princip io  
cooperativo; y la ACI no lo ha recogido como tal en la Reform ulación de 
dichos Principios, en el Congreso de Viena de 1966. Paz Canalejo considera 
que la ACI no sólo se ha lim itado a silenciar el "principio de exclusividad, 
sino que ha profundizado en la apertura a los terceros"(275).
Sin em bargo, con anterioridad a este Congreso, éste principio si fué objeto 
de atención por parte de esta Organización. Como Parra de Más cita, de los 
trabajos del Com ité Central de la ACI, en los Congresos de Londres (1934) y 
Paris  (1937) "parece establecerse una distinción entre los principios  
"esenciales" del movimiento y "Otros principios básicos de la Cooperación no 
expresamente incluidos en los estatutos de R ochda le". entre los que figuran 
éste de la exclusividad de las operaciones con los socios y la irrepartibilidad 
del patrimonio en caso de disolución" (276).
Incluso, podríam os rem itirnos a los orígenes del cooperativism o para 
encontrar referencias a este principio. Lambert parece haber dem ostrado  - 
como el p rop io  Parra de Más cita- que "el principio de la exclusividad fué  
incluido en los estatutos rochdalianos con cierta posterioridad, pese a lo cuál 
para muchos escritores cooperativos conserva toda su vigencia como 
principio "esencial", siendo debido solamente al pragmatism o de la 
cooperación de consumo inglesa y a los esfuerzos "coordinadores" de la ACI 
la maniobra tendente a relegarlo a una segunda línea".
Para nosotros, incluso antes de esa enm ienda aprobada, a los Estatutos de 
Rochdale, a la que se refiere Lambert y que fecha el 23 de octubre de 1854, en 
estos Estatutos, está presente un principio m utualista que inspira todo su 
articulado, y reflejo del mismo son artículos como el siguiente:
275 PAZ CANALEJO (en Comentarios al Código de Com ercio....Tom o XX Ley General de  
Cooperativas, vol. l c p. 107) El autor cita algunas consideraciones formulada al respecto por 
esta O rganización, en apoyo de sus conclusiones: "una consideración fundamental es que 
a quellos que utilizan los servicios de una Cooperativa deben asociarse a ella, y  
recíprocamente, el cuadro social de una Cooperativa lo forman las personas cuyas 
necesidades puede satisfacer. Otra consideración fundamental....es que al mismo tiempo (el 
cooperativismo) es un movimiento social que trata de acrecentar el número de sus 
adherentes... Su actitud respecto a los aspirantes a la calidad de socios es, por tanto, de 
amplia acogida y, más aún, de articularlos y  ayudarlos a afiliarse".
276 PARRA DE MAS, La integración de la Empresa Cooperativa. Ed. de Derecho Financiero p. 
54.
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art. 1Q "La sociedad tiene por fines y como planes tomar medidas con vistas 
al interés pecuniario y al mejoramiento de las condiciones sociales y  
familiares de sus miembros, reuniendo una cantidad suficiente de capitales 
divididos en participaciones de una libra cada una, a fin de poner en práctica 
los siguientes proyectos:
 Construir, comprar o edificar un número de casas destinadas a los
miembros que deseen ayudarse m utuam ente  para mejorar su condición 
doméstica y  social.
Comenzar la fabricación de aquellos productos...para emplear a los 
m iem b ro s  que se encuentren sin trabajo o que sufran repetidas reducciones 
en sus salarios.
Para procurar a los miembros de esta sociedad un aumento de beneficio y  
de seguridad, la sociedad comprará o tomará en arrendamiento una o varias 
tierras, que serán cultivadas por los miembros que se encuentren sin empleo 
o cuyo trabajo esté mal remunerado".
Por lo tan to , si bien no se hace una expresa m ención al p rinc ip io  
m utualista en los Estatutos de Rochdale, no puede por ello negarse que el 
mismo no estuviese presente en dichas normas.
Por estas razones y otras que señalaremos más tarde, no com partim os en 
absoluto la opinión del legislador vasco, cuando en la Exposición de m otivos 
de la Ley 1 /82  de 11 de febrero de Cooperativas, proclam a la ru p tu ra  del 
principio  m u tualista  de exclusividad diciendo: "Es de esencial importancia 
para este capítulo la ruptura del pr incip io  m u tu a l i s ta , que en cierta medida 
flotaba en el concepto de cooperativa, si bien no forma parte de sus principios 
y caracteres, adecuándose así a la Legislación Europea en la materia".
Rechazam os po r com pleto esta opinión -como hem os dicho- por las 
siguientes razones:
1.- E ntendem os que el princip io  m u tualista  no form e parte  de los 
P rincip ios C o o p e r a t iv o s ,  porque, ev iden tem ente  no se recoge en la 
reformulación que de los mismos ha hecho la ACI.
2.- N o com partim os la opinión de que este principio no forma parte de los 
caracteres de la cooperativa, porque opinam os que es -como lo definió Del 
Arco:- "la esencia de la institución cooperativa y sin ella es difícil concebir el
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cooperativismo  "(277). En efecto, sin tener en cuenta este carácter, es difícil 
d istingu ir a la cooperativa de cualquier otra em presa que m edia bienes o 
servicios en el m ercado (lo haga con finalidad lucrativa o no).
Tam bién podríam os preguntarnos, ¿qué sentido puede tener para una 
p erso n a  ser socio de una cooperativa, asum ir una serie de deberes, 
responsabilidades, etc., cuando puede gozar del principal derecho que m ueve 
al socio a constitu ir la cooperativa, sin asum ir n ingún  com prom iso ni 
responsabilidad?. La respuesta a esta sencilla pregunta nos indica la necesidad 
de excluir, lim itar o de algún m odo discrim inar, el derecho del tercero no 
socio, a participar en la actividad cooperativizada.
3.- Tampoco entendem os que negando el principio m utualista, se adecúe la 
legislación vasca a la legislación europea, entendiendo por tal la legislación 
cooperativa de los países europeos. Porque en estos países, si bien en la 
m ayoría de los casos se perm ite operar con terceros no socios, tal posibilidad 
se presenta como algo excepcional y limitado, y casi siempre, condicionado a 
su previsión estatutaria.
Así, podríam os citar la legislación francesa, en la que el art. 3 de la Ley 47- 
1775 del Estatuto de la Cooperación, establece que las cooperativas no pueden 
adm itir a terceros no socios a beneficiarse de sus servicios, a menos que las 
leyes particulares por las que se rijan así lo autoricen. Están autorizadas este 
tipo de operaciones en las cooperativas de consumo (art. 2 Ley de 7 de mayo 
de 1917) obligando a la cooperativa a adm itir como socios a todos aquellos a 
los que ya ha adm itido como clientes habituales; y en las cooperativas agrarias 
(art. L 522-5) del Code rural, según el cual, la cooperativa, si los estatutos lo 
contem plan, pueden realizar operaciones con terceros no socios, siem pre que 
no rebasen el 20% de la cifra anual de negocios.
Para la leg islación  ita lia n a , el art. 2511 del Codigo civil, define las 
sociedades cooperativas diciendo que, éstas se caracterizan por ser "empresas 
que tienen objeto m utualístico", aunque tenem os que adelantar, que como 
veremos m ás tarde, la m utualidad para el cooperativismo italiano no deja de 
ser una m era m anifestación nominal del legislador (incluso constitucional), y 
que no tiene ningún reflejo en la propia operatoria cooperativa.
En Alemania, el art. 8. 1. 5 de la Lev de 20 de mayo de 1898 exige que se haga 
constar en los estatutos, si la actividad de la empresa puede extenderse a las 
personas que no son miembros de la sociedad cooperativa.
277 DEL ARCO, Financiación de la empresa cooperativa... p. 34.
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En Portugal, también, el art. 2, in fine del Código cooperativo perm ite a las 
cooperativas realizar a título com plem entario operaciones con terceros no 
socios.
En los Países Bajos, el art. 53. 3 del Codigo civil perm ite también operar con 
terceros, si lo preven los estatutos sociales.
En Suiza, el Código de las obligaciones define la sociedad cooperativa, en su 
art. 828  com o aquella , "organizada corporativamente, y que persigue  
principalmente el objeto de favorecer o garantizar, por una acción común, los 
intereses económicos determinados de sus miembros". No se excluye por 
tan to  en esta Ley, las operaciones con terceros, pero desde luego tiene 
prioridad el favorecer los intereses de los socios.
Esta enum eración  de norm as, nos perm ite afirm ar que en el Derecho 
co o p era tiv o  de los países eu ropeos, la m u tu a lid ad  con stitu y e  una 
característica de las cooperativas.
4.- Finalm ente, incluso el propio legislador vasco se contradice, pues tras 
negar que el principio m utualista caracterice a la cooperativa, sólo reconoce a 
determ inadas cooperativas la posibilidad de operar con terceros, y de forma 
limitada. Así se desprende, no sólo del texto de la Ley (278), sino de la propia 
Exposición de m otivos al afirm ar que: "Esta ruptura se manifiesta en la 
posibilidad reconocido a las Cooperativas de Consumo de operar con no 
socios, facultad limitada obviamente y compensada en las de Consumo con la 
obligatoriedad de destinar el 40 por 100 de sus excedentes netos al Fondo de 
Reserva Obligatorio, previa autorización del Gobierno, que deberá concederse 
en todo caso, a propuesta del Departamento de Comercio y Turismo, en el 
momento en que existiere igualdad de condiciones apreaciada en su conjunto  
con el resto de comerciantes dedicados a esa actividad".
278 En el articulado de la Ley vasca de cooperativas v. gr. se limita la posibilidad por parte de  
las cooperativas de trabajo asociado de contratar trabajadores con contrato por tiem po  
indefinido, éstos no podrán superar el 10% del total de socios (art. 56. 2). Las cooperativas de  
viviendas siguen  caracterizándose por que procuran viviendas "exclusivam ente para sus 
socios" (art. 58), y  en las cooperativas de consumo, se permite suministrar a los no socios, pero 
de forma condicionada:
1® Si los estatutos lo preveen.
2® Si se destina com o mínimo el 40% de los excedentes netos al Fondo de reservas obligatoria 
(art. 57).
3® Esta posibilidad para las cooperativas de consum o de suministrar a terceros, "entrará en  
vigor en la fecha, m odo y condiciones que determ ine el Gobierno Vasco, a propuesta del 
Departamento de Comercio y Turismo" (disposición final 2®).
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En la legislación española de cooperativas, el prim er reconocim iento 
expreso que se hace de la naturaleza m utualista de la cooperativa es con el 
Código de com ercio de 1885, en cuyo art. 124 se excluye de su ám bito de 
aplicación, a las cooperativas, salvo que "se dedicaren a actos de comercio 
extraños a la m u tu a l id a d " . De donde se desprende, que lo propio  en la 
cooperativa es realizar su actividad con sus socios y no con terceros. Y al no 
operar con éstos, no realiza una actividad propiam ente de interm ediación 
comercial, estando a su vez exenta de lucro (279).
Desde este m om ento, la legislación cooperativa ha venido reconociendo la 
existencia de este principio, aunque tam bién excepciones al mismo. Porque 
este principio, salvo contados casos, siempre se ha aplicado de forma flexible.
Así, ya la Ley de Cooperativas de 1931, perm itía a las cooperativas de 
consum o servir al público, si así se consignaba en los estatu tos (art. 19), 
tam bién, las cooperativas de crédito podían recibir depósitos del público, 
aunque sólo pudiesen conceder crédito a sus socios (28ü).
N orm as sim ilares a éstas podem os encontrar a lo largo de nuestra  
evolución legislativa hasta que la excepción se ha ido generalizando, pasando 
de exceptuarse supuestos concretos para concretos tipos de cooperativas, a 
aplicarse la excepción de forma más general a todas las cooperativas, salvo 
norma en contrario (281), como es el caso de la Ley valenciana, que traslada el
279 Así se interpreta este precepto, teniendo en cuenta también el contenido de la Exposición de 
m otivos del C ódigo de comercio, cuando dice: "Y como no es el afán de lucro el que impulsa lo 
que se ha dado en llamar movimiento cooperativo, no pueden reputarse como mercantiles 
estas sociedades mientras no resulte claramente de sus Estatutos o del ejercicio habitual de 
algunos actos de comercio que merecen aquella denominación ".
28  ^ En realidad, el art. 29. 2 que es al que nos referimos, establecía que "Estas cooperativas sólo 
podrán conceder créditos a los individuos o entidades que tengan la condición de asociados", 
de donde podríam os interpretar que la operación inversa de captación de ahorros, podrían 
realizarse también con el público en general. Así era en los orígenes del cooperativism o de 
crédito alem án, y así lo reconocía también CERDA Y RICHARD ( en p. 57): "Estas 
asociaciones se constituyen generalmente por un capital compuesto por cuotas pequeñas entre 
un número de socios a veces extraordinario, y  reciben también depósitos de pentes extrañas a 
la asociación, con cuyos fondos realizan la mayor parte de las operaciones que constituyen el 
objetivo principal de los bancos mercantiles". También VICENT CHULIA (en A nálisis crítico 
del nuevo Reglam ento de Cooperación...p. 524) interpreta en este sentido una norma similar 
a la anterior, al referir: "La primera importante derogación del principio mutualista se 
produce en relación con las Cooperativas de Crédito. Aunque no expresamente, se deduce del 
art. 44. 2 de la Ley de Cooperación (de 1942), al señalar que "sólo podrán conceder créditos a 
los individuos o entidades que tenían la condición de asociados" opina el autor que "por el 
contrario, s í  que podrán realizar operaciones pasivas (recibir ingresos) de los terceros no 
socios".
2®1 La Ley de 1942 permitía operar con terceros a las cooperativas de consum o (art. 43) y a las de  
crédito (art. 44); el Reglamento de 1971, no sólo reconocía esta posibilidad a las cooperativas 
de consum o (art. 50) y  de crédito (art. 51. 2), sino que establecía una norma general al 
respecto, en el art. 22. 3 que señalaba: "Operaciones económicas especiales. 3. Las
241
contenido de esta norm a a los primeros artículos de la Ley, y establece en el 
art. 2. 3 que "Las cooperativas podrán realizar la actividad cooperativizada con 
terceros no socios en las condiciones fijadas en esta Ley, salvo las excepciones 
que expresamente contempla".
Si tuv iésem os que señalar de form a resum ida cúales han  sido  las 
ca ra c te r ís t ica s  p r inc ipa les  que han de fin ido  el régim en a n ter io r  a la 
aprobación de la Ley vasca de cooperativas, podríam os señalar los siguientes 
rasgos:
l c Se perm ite en determ inados tipos de cooperativas, operar con terceros 
no socios, pero de forma limitada. En este caso se encuentran las cooperativas 
de consumo, de trabajo asociado y de crédito.
2e Excepcionalmente, y para todo tipo de cooperativa, se perm ite operar con 
terceros d u ran te  un  plazo determ inado y por una cantidad  estrictam ente 
prevista , so lic itándolo  y justificándolo ante la D elegación Provincial de 
Trabajo. Las razones por las que se pueden conceder esta excepción son, 
cuando el m antenim iento  de operar exclusivam ente con los socios pueda 
suponer una razonable disminución de la actividad social cooperativa.
3e C uando la cooperativa, realice operaciones con terceros, sea cual sea la 
razón por la que se le perm ite, de las dos anteriores, deberá reflejar 
contablem ente de form a separada, las operaciones que realiza con sus socios, 
de las que realiza con los terceros.
4C Los resu ltados positivos que se obtengan de operar con terceros no 
socios, no podrán  distribuirse entre los socios, y deberán destinarse al Fondo 
de educación y obras sociales..
Cooperativas podrán solicitar autorización para operar con otras personas o entidades y  el 
público en general, por plazo concretamente determinado y  en la cantidad estrictamente  
prevista cuando, por circunstancias excepcionales, no imputables a la Cooperativa, el 
mantenimiento de la limitación establecida de operar exclusivamente con los asociados 
pudiera suponer una razonable disminución de su actividad social. La autorización  
corresponderá al Ministerio de Trabajo, previo informe de la Obra Sindical de Cooperación 
y, en todo caso, los rendimientos líquidos obtenidos de esta forma se destinarán íntegramente 
a engrosar el fondo de obras sociales". El Reglamento de 1978 contiene a su vez una norma 
similar a ésta en su art. 10, en el que se permite operar con terceros más allá de los supuestos  
expresam ente contem plados por el legislador, solicitando autorización por cantidad y plazo  
determ inado, justificando la necesidad de este tipo de operaciones y destinando los  
resultados positivos al Fondo de educación y promoción cooperativa. Perm itiéndose a su vez  
expresam ente, au n q u e com o siem pre de forma lim itada, operar con terceros a las 
cooperativas de consum o (art. 116), crédito (art. 101. 2) y trabajo asociado (art. 110).
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5e Por últim o, aquellas cooperativas que no operasen con terceros o que, 
operasen pero  dentro de los límites legalmente establecidos, eran calificadas 
como en tidades cooperativas "protegidas fiscalm ente", y podían  gozar de 
todos los beneficios que el Decreto 888/1969 de 9 de mayo reconocía a éstas 
cooperativas (282).
6Q La in o b se rv an c ia  de estas no rm as en tra ñ a b a  ex c lu s iv am en te  
consecuencias fiscales: la cooperativa no gozaría de los beneficios fiscales 
previstos. Sólo en el caso de una cooperativa de trabajo asociado, el legislador 
consideraba como infracción grave el exceso de trabajadores fijos asalariados, 
por encima del 10 % de los socios, previsto legalm ente (art. 132. Tres, t, del 
Reglamento de 1978).
C on la aprobación de la Ley vasca, se abre, según ha señalado nuestra  
doctrina, una nueva fase, caracterizada por el abandono (al menos así  
declarado) del principio mutualista (283).
Tras la Ley vasca, y su programática Exposición de motivos, a la que ya nos 
hemos referido, hay que destacar, la Exposición de motivos de la Ley general 
de 1987, que para nosotros, también da una im agen más am plia de lo que 
realm ente su articu lado  perm ite. Según este texto: "La innovación más 
importante contenida en este capítulo es la que se refiere a la posibilidad de
282 Este decreto, se basa en el respeto al principio de exclusividad , con las excepciones  
lcga lm en te  p revistas, para determ inar si las cooperativas m erecen ser p ro teg id as  
fiscalm ente o  no. El art. 8 enumera las causas especiales de perdida de los beneficios fiscales 
de las C ooperativas del Cam po, y entre ellas destaca: "Cuando adquieran materias o 
productos pertenecientes a personas extrañas a la Cooperativa para cederlos a terceros, con o 
sin transformación". El art. 9 del mism o decreto enumera por su parte, las causas especiales 
de pérdida de los beneficios fiscales en las dem ás C ooperativas, y entre esas causas  
encontramos:
l c Las cooperativas del mar "en todo caso, cuando adquieran o trafiquen con productos de la 
pesca de personas no asociadas" (art. 9. 1B).
2C Las cooperativas d e  producción industrial "Cuando se sirvan del trabajo de personas 
extrañas, salvo que éstas desempeñen una función administrativa o técnica y  su número no 
exceda del 5 por 100 del total de asociados" (art. 9. 2°).
3° Las cooperativas de consum o, "cuando vendan o presten servicios a personas que no sean 
asociadas o familiares que con ellas convivan, excepto en los casos permitidos por la Ley" 
(art. 9. 3°).
4° Las cooperativas de crédito "Cuando realicen operaciones activas con personas o entidades 
extrañas a las Cooperativas que sirvan o a sus asociados" (art. 9. 4B).
5° En las cooperativas de viviendas "cuando resulte vulnerada la finalidad que persiguen o 
se transfiera a no socios las viviendas construidas, por actos "inler vivos", antes de 
transcurrir cinco años, apartir de la fecha de concesión de la cédula de habitabilidad o 
documento que legalmente le sustituya" (art. 9. 5B)
2 8^ VICENT CHULIA (en Las operaciones ....p. 9), habla de una tercera etapa en la que, de  
forma todavía insegura, abandona el "principio mutualístico".
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que las Cooperativas puedan realizar operaciones con terceros no socios a u n  
cuando no concurran circunstancias excepcionales.
Como es sabido uno de los problemas fundamentales.... es el de alcanzar 
un volumen suficiente de actividad económica...
Esta problemática se agudiza en las empresas cooperativas, cuando se 
pretende mantener a ultranza el denominado principio mutualista, según el
cuál la Cooperativa únicamente puede realizar ; principio de exclusividad
que, por otra parte, en ningún momento ha sido proclamado por la ACI y  que, 
en el Derecho comparado, ha sido aplicado con gran flexibilidad...". La nota 
principal que de este texto destacamos es la posibilidad de operar con terceros 
no socios, aunque no concurran circunstancias excepcionales.
Si tras leer este texto, observamos el contenido de la Ley, nos encontram os 
con que las cooperativas de trabajo asociado pueden operar con terceros con 
los mismos límites que en la normativa anterior (art. 118. 7). Las cooperativas 
de viviendas continúan pudiendo operar sólo con sus socios (art. 129).
Sólo en el caso de las cooperativas de consumo y agrarias se ha am pliado 
esta posibilidad. En las agrarias, se podrá operar con terceros en cada ejercicio 
económico, hasta un 5%, y si lo preven los Estatutos, hasta un 40% (art. 134). 
Por su parte , las cooperativas de consumo, si lo establecen sus estatu tos, 
podrán operar con terceros sin limitaciones, siempre que esta circunstancia se 
refleje en su contabilidad de forma separada y de m anera clara e inequívoca 
(art. 128).
Nos hem os dejado para el final, la norm a que tiene un esp íritu  más 
general: el art. 5. Según éste artículo, titulado "Operaciones con terceros": 1. 
"Las Sociedades Cooperativas podrán realizar actividades y servicios  
cooperativizados con terceros no socios sólo cuando, para la clase de 
Cooperativa de que se trate, lo prevea la presente Ley y en las condiciones y 
con las limitaciones que establece". Este precepto  lim ita en princip io , la 
posibilidad de realizar operaciones con terceros a los supuestos que hem os 
contem plado (cooperativas de trabajo asociado, agrícolas y de consumo), y que 
excepto las cooperativas de consumo, las posibilidades están limitadas.
A continuación el párrafo 2a de dicho precepto señala: "No obstante, toda 
Sociedad Cooperativa, cualesquiera que sea su clase, cuando, por 
circunstancias  excepcionales no imputables a la m isma, el operar 
exclusivamente con sus socios y, en su caso, con terceros dentro de los límites 
establecidos por esta Ley en atención a la clase de Cooperativa de que se trate, 
suponga una disminución de actividad que ponga en peligro su viabilidad
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económica, podrá ser autorizada para realizar o, en su caso, ampliar sus 
actividades y servicios con terceros, por el plazo y hasta la cuantía que fije la
autorización en función de las circunstancias que concurran Esta norm a
es similar a la existente con anterioridad en el art. 10 del Reglamento de 1978.
Por últim o, en el tercer párrafo, el legislador exige que "Los resultados, 
positivos o negativos, que obtengan las Sociedades Cooperativas de las 
actividades y  servicios realizados con terceros, se imputarán al Fondo de 
Reserva obligatorio".
A nalizada la Ley general de cooperativas, se observa cómo realm ente, no 
existe tan ta  innovación como se proclam a, y se sigue condicionando la 
actividad cooperativizada con terceros a supuestos legalm ente previstos (y 
que son restrictivos), a que los estatutos cooperativos lo contem plen (caso de 
las co o p era tiv as  de consum o), o a au to rizac io n es  expresas de la 
A dm inistración, cuando se den circunstancias excepcionales.
El resto  de las legislaciones c o o p e ra tiv a s  e s p a ñ o la s ,  sin hacer 
m anifestaciones expresas a la ru p tu ra  del princip io  m utualista , o a su 
abandono, han am pliado también las posibilidades de operar con terceros no 
socios.
De todas ellas, la Ley valenciana, junto con la navarra, son las que -en 
conjunto- p e rm iten  un m ayor m argen de actuación , por las razones 
siguientes:
1Q En prim er lugar porque convierten en regla general, lo que para el resto 
de legislaciones es una norma excepcional. Así, el art. 2. 3 de la Ley valenciana 
establece que: "Las cooperativas podrán realizar la actividad cooperativizada 
con terceros no socios en las condiciones fijadas en esta Ley, salvo las 
excepciones que expresamente contempla", por su parte, la Ley navarra, en su 
art. 10 establece que las cooperativas podrán operar con personas no socios, si 
así consta en sus estatutos, debiendo destinar la to talidad  del resu ltado  
obtenido a patrim onio irrepartible, y sólo limita posteriorm ente la posibilidad 
de operar con terceros en el caso de las cooperativas de trabajo asociado, en las 
que el n ú m ero  de trabajadores asalariados con contrato  por tiem po 
indefinido, no puede superar el 10% del total de socios.
2C Respecto de las cooperativas agrarias, según la Ley valenciana, con 
autorización de la Consellería competente, se puede operar con terceros, sin 
lim itaciones. El resto de legislaciones perm iten operar hasta el 40% del 
volum en anual, si los estatutos lo prevén. En Cataluña en cambio, se perm ite 
operar con terceros ilim itadam ente, tras autorización del D epartam ento de
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Trabajo, pero en el caso de que, por circunstancias excepciones no im putables 
a la cooperativa, el operar exclusivamente con los socios o con terceros dentro 
de los lím ites anteriores, conlleve una dism inución de la actividad de la 
cooperativa que ponga en peligro su viabilidad económica.
3C Las cooperativas de consumo (284), son ¡as q u e  han conseguido mayores 
posibilidades de operar con terceros no socios, pues, salvo la Ley andaluza que 
reduce las posibilidades como máximo a un 40% de la actividad realizada por 
la cooperativa duran te  el ejercicio, el resto de legislaciones no lim itan esta 
posibilidad, pero exigen a cambio:
- que los estatutos prevean esas operaciones con terceros.
- que contablem ente se separen los resultados procedentes de operaciones 
con terceros y con socios.
- que los resultados de aquellas se destinen a fondos irrepartibles.
Tanto  la Ley valenciana, como la vasca, p erm iten  no d is tin g u ir  
contablem ente ambos tipos de resultados si a cambio, se destina el total de los 
resultados de ejercicio (con socios y terceros), a patrim onio irrepartible en su 
totalidad, caso de la Ley valenciana, o como mínimo en un 40%, caso de la Ley 
vasca.
284 El cooperativism o de consum o es el que ha evolucionado en mayor medida, sobre todo por lo 
que respecta a las grandes cooperativas de consum o. En un primer m om ento, los socios se 
agrupaban para realizar conjuntamente las compras, normalmente, iban éstos o alguien en 
representación de la cooperativa a comprar a los proveedores, en estos m om entos las 
cooperativas funcionaban más com o asociaciones que com o em presas. Posteriorm ente, 
construyen alm acenes a los que acudirán periódicamente los proveedores a suministrar los 
bienes. Ya en estos m om entos los bienes que recibe la cooperativa, no son bienes normalmente 
encargados por los socios, sino que suele abastecerse de todo tipo de bienes de general consumo. 
En la actualidad se está produciendo otra importante transformación, frente a las grandes 
cadenas de alim entación, hipermecados, y macroempresas de todo género, las cooperativas 
encuentran las mismas dificultades para subsistir que los pequeños comercios.
La vía por la que han optado algunas cooperativas de consum o, que se han resistido a 
desaparecer ha sido por las fusiones, por la creación de grupos empresariales y cadenas de  
distribución, como cualquier otra empresa competidora del sector.
Para conseguir este objetivo, las cooperativas de consum o españolas, contaban con un 
im portante obstáculo: el fin m utualista de la cooperativa. N uestra leg islación  venía  
prohibiendo realizar operaciones con terceros no socios, y esto resultaba incompatible con los 
objetivos empresariales propuestos. Téngase en cuenta que si -como Castaño recoge- se calcula 
en España que un comercio de alimentación ha de vender un mínimo de 15 millones de pesetas 
al año por cada em pleado que tenga (cifra calculada para el año 1980) para ser viable, 
difícilm ente podrá realizarse este propósito si sólo se puede vender a los propios socios. Por 
ello  una de las principales reivindicaciones llevadas a cabo por este sector en los últim os 
años ha sido el poder operar libremente con terceros no socios. Esta reivindicación ha ido  
abriendo brecha progresivamente en nuestra legislación, y sobre todo en la valenciana.
(V éase sobre la evolución  del cooperativism o de consum o, la obra de José CASTAÑO  
COLOMER sobre La cooperativa de consumo. Ed. CEAC. Barcelona. 1987, y en particular las 
páginas 129 y ss.)
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La Ley vasca (art. 57. 2) dice en particular al respecto que, "Las Cooperativas 
de Consumo podrán suministrar a los no socios, cuando lo prevean sus  
Estatutos; en dicho supuesto, vendrán obligadas a destinar como mínimo el 
40 por 100 de sus excedentes netos al Fondo de Reserva Obligatorio". En esta 
norm a se da  por supuesto  -como puso de relieve Vicent (285)_ "que ambos 
tipos de operaciones aparecen confundidos en la gestión y en la contabilidad 
y por tan to  la referencia a los "excedentes" que hace la norm a, hay que 
en tenderla  a los resu ltados positivos, no sólo de operar con los socios 
(excedentes), sino también de operar con terceros (beneficios).
La principal crítica que puede hacerse a esta norm a es su rigidez, trata por 
igual a la cooperativa que realice alguna operación con terceros, que a aquella 
que operan habitualm ente y en cuantía elevada con no socios, pues en ambos 
casos habrá que destinar como mínimo el 40% de los resultados a patrim onio 
irrepartib le. Esta solución, en opinión de Vicent Chuliá "puede ser m uy  
onerosa para los socios de la cooperativa que no pueda sobrepasar ciertos 
límites de volumen de operaciones con terceros".
La situación prevista en la Ley valenciana es más compleja. El art. 73. 3 
nos dice que "Los Estatutos de la Cooperativa establecerán si ésta puede o no 
realizar operaciones cooperativizadas con terceros no socios. En el primer caso 
se observarán las normas del artículo 58 apartado 6 de esta Ley". El artículo al 
que se remite: 58 apartado 6, contiene una norma de alcance general para todo 
tipo de cooperativas, según la cuál "Los Estatutos Sociales de cualquier 
Cooperativa podrán establecer que la totalidad del excedente neto del ejercicio 
pueda destinarse a patrimonio irrepartible y, como mínimo, en un 10 por 100 
a la Reserva de Formación y Promoción Cooperativa.
En tal caso no será necesario separar contablemente los ingresos 
cooperativos de los extracooperativos y de los extraordinarios", y añade que, 
en este caso hay que reservar a los socios de trabajo y a los trabajadores 
asalariados, una participación en los resultados positivos de ejercicio.
La duda  que plantea este artículo es la siguiente: si la rem isión que al 
mism o hace el art. 73. 3 significa que los socios de una cooperativa de 
consumo tras decidir operar con terceros, p u ed en  establecer que la totalidad 
del excedente neto se destine a patrim onio irrepartible, o que necesariam ente 
deben destinar ese resultado a patrim onio irrepartible.
Dada la generalidad con que el art. 58. 6 permite optar a todos los tipos de 
cooperativas, la rem isión expresa del art. 73. 3 parece querer indicar que las
2^5 VICENT CHULIA, Las operaciones....p. 10.
247
cooperativas de consumo que operen con terceros, necesariam ente destinarán 
la totalidad de los resultados a patrim onio irrepartible. Esta interpretación, es 
la que deduce tam bién LLobregat de la lectura de ambos preceptos (286). Sin 
em bargo, nosotros no la compartimos por varias razones:
* D estinar todos los resultados positivos que se obtengan, a patrim onio 
irrepartib le, crea una situación que -como dijimos respecto del art. 57 de la 
legislación vasca-, puede ser m uy onerosa para el socio si las operaciones con 
los no socios son escasas.
* A dem ás, en todo caso, el destinar todos los resultados positivos a 
patrim onio irrepartible, significa negar a los socios su derecho a participar en 
las ventajas m utualísticas para las que posib lem ente se asociaron a la 
cooperativa, o participar de ellas en igualdad de condiciones que los no socios, 
por lo que deja de tener interés el asociarse a la cooperativa.
* Los dos motivos anteriorm ente señalados, y la aplicación del principio 
cooperativo, contenido en el art. 3 Cuarto de la Ley valenciana, según el cuál: 
"La Cooperativa tendrá que inspirarse en los Principios Cooperativos 
formulados por la Alianza Cooperativa Internacional y que a efectos de esta 
Ley son los siguientes: Cuarto. Derecho de los socios a la participación en la 
distribución de los excedentes de ejercicios en proporción a los servicios 
cooperativos utilizados", principio que debe insp irar la in terpretación  del 
Derecho cooperativo, son suficientes argum entos, en nuestra opinión, para 
entender que los socios de una cooperativa de consumo, que decidan operar 
con terceros no socios, pueden separar contablem ente los ingresos obtenidos 
de o p e ra r con los socios, o con terceros, o p u ed en , no d is tin g u ir  
contablem ente dichos ingresos, y destinar todos los resultados a patrim onio 
irrepartible.
4e Las cooperativas de crédito, se regulan en la Ley valenciana, en el art. 
75, cuyo párrafo  segundo establece que "Las Cooperativas de Crédito podrán 
realizar toda clase de operaciones de banca, salvo las reservadas por la 
legislación vigente a otras entidades de depósito, limitando a sus socios y a los 
de las Cooperativas que en ella se integren las operaciones activas que 
determinen las normas reguladoras del crédito cooperativo. Asim ismo, se 
podrán realizar las mencionadas operaciones activas con terceros no socios en 
el porcentaje y  condiciones que fije la normativa especial sobre crédito
288 LLOBREGAT , p. 136 señala concretamente, refiriéndose al art. 58. 6 de la Ley valenciana: 
"Se trata de una regla de carácter general cuya aplicación es facultativa salvo en el supuesto 
de cooperativas de consumidores y  usuarios".
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cooperativo". Esta norm a lim ita en principio a los socios las operaciones 
activas que la cooperativa puede realizar; pero perm ite ex tender estas 
operaciones con terceros en los límites y condiciones que fije la norm ativa 
especial sobre crédito cooperativo, y que se contiene en la Ley 13/1989 de 26 de 
mayo, de Cooperativas de crédito.
Según el art. 4 de esta Ley, la cooperativa puede realizar librem ente 
operaciones pasivas con terceros y activas, siempre que no alcancen el 50% de 
los recursos totales de la entidad (287).
Esta norm a se aplicará al resto de legislaciones cooperativas españolas, 
que guardan  silencio sobre el tema, o que se remiten a éstas disposiciones, 
excepto a la Ley andaluza que, según su art. 87: las cooperativas de crédito sólo 
pueden realizar operaciones activas con terceros no socios hasta un máximo 
del 20% de sus recursos totales, pudiéndose increm entar estatu tariam ente 
dicho porcentaje hasta un 30 por 100, en el caso de las Cajas Rurales (288).
Por ú ltim o, tenem os que hacer referencia necesariam ente al nuevo 
rég im en  f i s c a l ,  y com probar en qué m edida, el m ism o afecta a estas 
operaciones, pues no hay que o lvidar que en su funcionam iento , las 
cooperativas buscan  adap tarse  a las exigencias fiscales, con el fin de 
beneficiarse de aquellas ventajas que el legislador reserva a las cooperativas 
"protegidas" o "especialmente protegidas".
La Ley, considera -en su art. 6- como "cooperativas p ro tegidas", aquellas 
que se ajusten a los principios y disposiciones de la Ley general cooperativa o
287 Según el artículo cuarto de la Lev 13 /1989: "Operaciones. 7. Las Cooperativas de Crédito 
podrán realizar toda clase de operaciones activas, pasivas y de servicios permitidas a las 
otras entidades de crédito, con atención preferente a las necesidades financieras de sus socios. 
2. En cualquier caso, el conjunto de las operaciones activas con terceros de una Cooperativa de 
Crédito no podrán alcanzar el 50 por 100 de los recursos totales de la Entidad.
No se computarán en el referido porcentaje las operaciones realizadas por las Cooperativas 
de Crédito con los socios de las Cooperativas asociadas, las de colocación de los excesos de 
tesorería en el mercado interbancario ni la adquisición de valores y  activos financieros de 
renta fija que pudieran adquirirse para la cobertura de los coeficientes legales o para la 
colocación de los excesos de tesorería".
288  Tam bién se aplicará el art. 4 de la Ley 13/1989 de Cooperativas de crédito, a las 
cooperativas catalanas, pues si bien la Ley catalana de cooperativas, en su art. 90. 4 
establecía que estas cooperativas "Unicamente podrán realizar operaciones activas con sus 
socios y  con los socios de las cooperativas asociadas", la Ley 13/1991, d e  1 d e  julio de  
R eform ade la Ley 4 /1 9 8 3 , ha m odificado este precepto en el sentido siguiente: "Las 
Cooperativas de crédito tienen por objeto exclusivo servir a las necesidades de financiación y  
potenciación de los ahorros de sus socios, primordialmente, y  de terceros. en la medida en que 
la normativa específica aplicable lo autorice, mediante las actividades propias de las 
entidades de crédito" (art. 52).
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de las leyes de cooperativas de las C om unidades A utónom as que tengan 
com petencia en esta m ateria y no incurran en ninguna de las causas previstas 
en el art. 13 (289).
Entre estas causas se encuentra, en el núm ero 10 de dicho art. 13: "La 
realización de operaciones cooperativizadas con terceros no socios, fuera de 
los casos permitidos en las Leyes, así como el incumplimiento de las normas 
sobre contabilización separada de tales operaciones y destino del Fondo de 
Reserva Obligatorio de los resultados obtenidos en su realización".
Por tan to , la realización  de operaciones con terceros, salvo que 
legalm ente se perm ita , es causa de p érd ida  de los beneficios fiscales 
reconocidos a estas cooperativas protegidas, y que se encuentran contenidos 
en el art. 33 (290).
Se consideran por su parte "cooperativas especialm ente p ro te g id a s ", 
aquellas que enum era el art. 7 de la Ley (Cooperativas de trabajo asociado, 
agrarias, de explotación com unitaria de la tierrra, del m ar y de consumidores 
y usuarios), cuando reúnan una serie de requisitos que para cada tipo de 
cooperativa se contiene en los arts. 8 a 12. La consideración de especialm ente 
protegida, perm ite d isfrutar de los mismos beneficios tributarios reconocidos 
en el art. 33, y adem ás, de los reconocidos en el art. 34 (291).
Tam bién el legislador ha tom ado en consideración la realización de 
operaciones con terceros para delimitar si una cooperativa puede ser calificada 
como de especialm ente protegida:
El art. 8, al regular las cooperativas de trabajo asociado exige, para obtener 
esta calificación, y en tre  otros requisitos, que "el número de trabajadores 
asalariados con contrato por tiempo indefinido no exceda del 10 por 100 del 
total de sus socios".
289 También se consideran com o protegidas, las cooperativas de crédito, que reúnan los 
requisitos establecidos en el art. 39, y no realicen operaciones activas "con terceros no socios 
en cuantía superior en el ejercicio económico al 50 por 100 de los recursos totales de la 
c o o p era t iva " .
290 Entre los beneficios fiscales reconocidos a estas cooperativas destacamos: la exención en el 
Im puesto sobre Transm isiones Patrimoniales y Actos Jurídicos D ocum entados (excepto el 
gravamen previsto en el art. 31.1 del R. D. Lcg. 3050/1980 de 30 de diciembre); en el Impuesto 
de Sociedades, a los resultados cooperativos se les aplicará el tipo del 20%, gozarán de una 
bonificación del 95% de la cuota, en diversos tributos locales, etc.
29  ^ Este art. 34 añade com o beneficios tributarios para estas cooperativas: la exención en el 
Im puesto sobre T ransm isiones Patrim oniales y Actos Jurídicos D ocum entados, de las 
operaciones de adquisición de bienes y derechos destinados directamente al cum plim iento de  
sus fines sociales y  estatutarios, y en el Im puesto de Sociedades, disfrutarán de una 
bonificación del 50% de la cuota íntegra.
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En las cooperativas agrarias, el art. 9. 2 b) exige que "no se conserven, 
tipifiquen, manipulen, transformen, transporten, distribuyan o comercialicen 
productos procedentes de otras explotaciones, similares a los de las 
explotaciones de la cooperativa o de sus socios, en cuantía superior, por cada
ejercicio económico, al 5 por 100 del precio de mercado obtenido por los
productos propios, o al 40 por 100 del mismo precio, si así lo prevén sus 
esta tu to s".
Para las cooperativas de explotación comunitaria de la tierra, el art. 10. 2 
señala com o req u isito  que: "el número de trabajadores asalariados con 
contrato por tiempo indefinido no exceda del 20 por 100 del total de socios 
trabajadores. Sin embargo, si el número de socios es inferior a cinco, podrá 
contratarse un trabajador asalariado".
Las cooperativas del mar, reguladas en el art. 11, no pueden conservar, 
tipificar, m an ip u la r, transform ar, transportar, d istribu ir o com ercializar 
"productos procedentes de otras explotaciones, similares a los de las
explotaciones de la cooperativa o de sus socios, en cuan t í  superior, por cada 
ejercicio económico, al 5 por 100 del precio de mercado obtenido por los
productos propios, o al 40 por 100 del mismo precio, si así lo prevén sus 
estatutos", si quieren gozar de la calificación de especialmente protegidas.
Por últim o, las cooperativas de consum idores y u su a rio s , deberán  
cum plir como condición "Que las ventas efectuadas a personas no asociadas, 
dentro del ámbito de las mismas, no excedan del 10 por 100 del total de las 
realizadas por la cooperativa en cada ejercicio económico o del 50 por 100, si 
así lo prevén sus estatutos" (art. 12. 3); pero dice el párrafo siguiente que no se 
aplicarán estas lim itaciones, cuando la cooperativa tenga un m ínim o de 30 
socios de trabajo y, al menos, 50 socios de consumo por cada socio de trabajo.
Una vez hem os visto los requisitos que se exigen para ser calificada 
como cooperativa protegida o especialmente protegida, tenemos que tener en 
cuenta unas norm as que, con carácter general, y por tanto, aplicables a ambas 
categorías, se contienen en los arts. 13 y 14. Del art. 13. 10, conocemos su 
prim er párrafo  que señalaba como causa de pérdida de la consideración de 
"protegida" el operar con terceros fuera de los casos legalmente previstos, y el 
incum plim ien to  de las norm as sobre contabilización separada  de tales 
operaciones.
El párrafo 2g de éste artículo 13. 10 contiene por el contrario, una norm a 
aplicable a todas las categorías de cooperativas, y dice: "Ninguna cooperativa 
cualquiera que sea su clase, podrá realizar un volumen de operaciones con
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terceros no socios superior al 50 por 100 del total de las de la cooperativa, sin 
perder la condición de cooperativa fiscalmente protegida".
Esta norm a tiene a su vez dos im portantes excepciones:
a) El art. 14 titu lado  "Circunstancias excepcionales", señala que los 
D elegados de H acienda, podrán  au to rizar "que no se apliquen los límites 
previstos en los artículos anteriores, para la realización de operaciones con 
terceros no socios y contratos de personal asalariado, cuando, como 
consecuencia de circunstancias excepcionales no imputables a la propia 
cooperativa, ésta necesite ampliar dichas actividades por plazo y cuantía 
d e te rm in a d o s" .
b) El art. 12 que regula las cooperativas de consum idores y usuarios, 
especialm ente protegidas, permite exceder los límites señalados en el apartado 
3 del m ism o artículo, y en el art. 13. 10 (hasta el 50% del total de ventas 
realizadas, en ambos casos), si la cooperativa tiene un mínimo de 30 socios de 
trabajo y, al menos, 50 socios de consumo por cada socio de trabajo (art. 12. 4).
Al no aplicársele a este tipo de cooperativa la norm a del art. 13. 10, 
tam poco  p e rd ería  la calificación de "especialm ente p ro teg ida", ni de 
"protegida", por no cum plir las norm as sobre contabilización separada de 
ambos tipos de operaciones (292).
Como conclusión  al análisis realizado sobre la posibilidad de realizar 
operaciones con terceros no socios, tenemos que afirmar que el reconocer la 
ex istencia  del p rinc ip io  de exclusiv idad  connatu ral con la sociedad  
cooperativa, no im pide reconocer a su vez, la conveniencia de no aplicar 
estrictam ente este principio, y limitarlo cuando las necesidades económicas 
así lo aconsejen.
El problem a no está por tanto en perm itir o no operar con terceros, sino 
en delim itar en qué cuantía y condiciones.
La resp u esta  a estas cuestiones tiene que p a rtir  de d e te rm in a r 
previam ente el interés protegido al prohibir estas operaciones. En nuestra 
opinión, hay principalm ente dos intereses que se protegen:
a) La naturaleza no lucrativa de la cooperativa, en la m edida en que al 
no ser la obtención de beneficios lo que caracteriza a la cooperativa, sino dar
292  D ice en particular el art. 12. 4 que "No serán de aplicación las limitaciones del apartado 
anterior, ni las establecidas en el artículo 13. 10, a aquellas cooperativas que tengan un 
mínimo de 30 socios de trabajo y, al menos 50 socios de consumo por cada socio de trabajo, 
cumpliendo respecto de éstos con lo establecido en artículo 8. 3
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respuesta a las necesidad de sus socios, el legislador ofrece a éstas entidades 
una serie de beneficios tributarios y unas ventajas, de las que no gozan el resto 
de sociedades.
Al operar la cooperativa con terceros, actúa como un in term ediario  
m ercantil, y los resultados positivos que de esas operaciones obtenga, tienen 
la consideración de beneficios a todos los efectos, incluso fiscales.
La solución para poder operar con terceros y no perder los beneficios 
fiscales que como cooperativa tendría, radica en prohibir la distribución de los 
beneficios obtenidos a costa de terceros. Para ello es esencial d istingu ir 
contablemente los ingresos y gastos procedentes de estas operaciones.
b) El otro interés protegido es el del socio. Como ya dijimos en otro 
m om ento, el socio ingresa en la cooperativa principalm ente para poder usar 
los servicios cooperativos, la condición de socio le reporta a su vez, una serie 
de derechos y obligaciones.
Si adm itim os que personas no socios hagan uso de los servicios 
cooperativos, nos encontram os en una situación discrim inatoria para los 
socios, salvo que el socio reciba alguna ventaja económica como podrían  ser 
los retornos.
La protección de este interés implica por tanto, que las operaciones con 
terceros sean adm itidas por todos los socios (haciéndose constar esta 
posibilidad en los estatutos sociales, v. gr.), y que el socio vea com pensada 
económ icam ente su situación (con el cobro de retornos o pagando un precio 
m enor por el mismo servicio recibido).
Es perfectam ente factible por tanto, dar cobertura a ambos intereses, 
d istingu iendo  contablem ente los resultados obtenidos con los terceros y 
destinarlos a patrim onio irrepartible, y en cuanto a los resultados obtenidos 
con los socios, retornándoles lo que les corresponda.
La posibilidad prevista en la Ley vasca, valenciana y de régimen fiscal, de 
no d is tin g u ir  con tab lem ente los resu ltad o s  de las co o pera tivas de 
consum idores y usuarios, sólo puede generar discrim inación en perjuicio de 
los socios. Discriminación cuya única justificación puede estar en la renuncia 
de los socios a obtener las ventajas m utualistas que la cooperativa le ofrecería, 
lo cual no deja de ser contranatura.
4.- CONCLUSIONES.
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Si entendem os que la cooperativa tiene como fin satisfacer los intereses y 
necesidades socio-económicas de sus socios, y que éstos la crean o se adhieren 
a ella con el fin de hacer uso de los servicios que presta, se desprende 
fácilmente el derecho que a todo socio le corresponde de poder servirse de la 
cooperativa. Derecho que representa a su vez para la cooperativa, un deber de 
operar con sus socios cuando lo soliciten. La m áxim a expresión de este 
derecho se m anifiesta en la sentencia del Tribunal Suprem o que hem os 
com entado de 21 de marzo de 1990, en la que se reconoce el derecho del socio 
a ser sum in istrado  por la cooperativa, incluso aunque sea deudor de la 
mism a, por dichos suministros. M ientras no sea expulsado o dado de baja, el 
socio tiene derecho a usar los servicios de la cooperativa y éste la obligación de 
proporcionárselos.
La natu ra leza  m utualística de la cooperativa convierte lo que en un 
prim er m om ento se presenta como derecho del socio, en un deber. El socio es 
para la cooperativa adem ás de socio, cliente, y para llevar a cabo su objeto 
social necesita de la colaboración de éste.
Según el tipo de cooperativa estará más o menos acentuado el deber de 
cooperar del socio; así, en las cooperativas agrarias, la calificación como 
A grupación de productores agrarios ha im plicado la exigencia de que los 
socios aporten la totalidad de sus cosechas, mientras que en las de consumo, la 
liberalización de operar con terceros no socios, ha traido consigo una m ayor 
flexibilidad en cuanto al deber de los socios de operar con la cooperativa, sirva 
como ejemplo, las 5.000 ptas. anuales de gasto al año que alguna cooperativa 
exige por socio, lo que equivale a decir, por familia.
H em os visto, cómo para llevar a cabo la cooperativa su activ idad , 
necesita de la participación de sus socios, m ediante la entrega de bienes, 
fondos, productos,... según el tipo de cooperativa de que se trate; lo que hemos 
denom inado , según la expresión acuñada por Vicent C huliá, "Masa de 
gestión económica", y de cuya administración se encarga la cooperativa.
De esta  m asa nos p reocupaba especialm ente su titu la rid ad . Su 
pertenencia a la cooperativa o a los socios entraña im portantes consecuencias, 
como puede ser, determ inar a quien le corresponde los resultados que de su 
gestión se obtengan, quien asum irá los riesgos de su pérd ida o deterioro, o 
finalmente, si responderán por deudas sociales o sólo por deudas particulares 
del socio titular.
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El problem a se planteaba por la existencia de norm as que en principio 
parecían dar soluciones diferentes, frente a la Ley valenciana que reconoce 
que estos bienes no integran el patrim onio de la cooperativa (art. 55. 2), la Ley 
general se limita a decir que no integran el capital social.
Del análisis legislativo y doctrinal realizado sobre el tema, se concluye 
con suficiente fundam ento , que esos bienes no sólo no integran el capital 
social de la cooperativa, sino que tam poco su patrim onio , por lo que 
continúan siendo propiedad de los socios.
Tras esta conclusión general, hemos analizado determ inados tipos de 
cooperativas, teniendo m uy presente no sólo el régimen jurídico aplicable a 
las m ism as, sino tam bién la ju risprudencia  ex istente sobre ellas, y su 
funcionam iento en la práctica a la vista de las norm as que recogen en sus 
Reglamentos de régim en interior, o en contratos celebrados con los socios.
H em os centrado  nuestra atención en las cooperativas agrarias, en las 
cooperativas de viviendas y en las cooperativas de consum o. C ada una 
representa un m odelo de gestión, con unas particularidades tan m arcadas, que 
exigían un estudio  separado.
En las cooperativas agrarias, los productos que el socio entrega a la 
cooperativa son de su p rop iedad , y cuando éstos se confunden con los 
productos sim ilares de otros socios, se continúa siendo copropietario de esos 
bienes, que la cooperativa comercializará en nom bre propio pero por cuenta 
de sus socios. U na vez vendidos esos productos, el derecho del socio se 
transform a en un  derecho a recibir el importe de lo obtenido por la venta de 
sus productos (determ inados según una serie de datos que tanto él como la 
cooperativa conservan).
En las cooperativas de viviendas, a pesar de la naturaleza fungible de los 
fondos en treg ad o s, los socios son titu lares de un valor que se va 
m aterializando al construirse las viviendas, por lo que son copropietarios de 
la construcción, hasta que, por adjudicación su p rop iedad  se concreta e 
individualiza en una vivienda determ inada.
H an sido cuestiones de naturaleza fiscal y otras, relacionadas con los 
aum entos en el precio final de las viviendas, las que han dado lugar a una 
pro lífica  ju r isp ru d e n c ia  del T ribunal S uprem o n eg an d o  que ex ista  
transm isión de propiedad  de la cooperativa a los socios, y afirm ando que son 
éstos en todo m om ento  los titulares de las viviendas. Incluso el R. D. 
1932/1991 de 20 de diciembre, considera a los socios de estas cooperativas, 
como prom otores de sus propias viviendas.
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La cuestión de la titularidad de la masa en las cooperativas de consumo 
exigía una previa referencia a la evolución histórica de este tipo de entidades. 
H oy en día, los socios no entregan fondos a la cooperativa para que ésta 
adquiera los productos que necesitan, como en otros tiempos. Las exigencias 
del m ercado, y la necesidad de ser competitivos para sobrevivir, han hecho 
evolucionar considerablem ente a estas entidades, por ello preferim os decir 
como Lasserre, que la masa de gestión en estas cooperativas viene constituida 
por el flujo regular del poder de adquisición de cada socio.
Esta s ituac ión  no perm ite que nos p lan teem os la cuestión de la 
titu laridad  de la m asa de gestión, pero sí la titularidad de los bienes que la 
cooperativa sum inistra a los socios. Un análisis de la legislación cooperativa 
española nos perm ite  afirm ar claram ente que son bienes adqu iridos en 
com ún por los socios, y que no se da ninguna transmisión de propiedad de la 
cooperativa a los socios.
Por últim o nos hemos planteado la posibilidad para las cooperativas de 
operar con terceros no socios.
En prim er lugar, creemos haber dem ostrado que la m utualidad  en su 
vertien te de exclusividad en favor de los socios, constituye un elem ento 
consustancial con la cooperativa, desde sus orígenes y a pesar de no haber sido 
reconocido por la A lianza C ooperativa Internacional como un principio  
cooperativa más.
Esta afirm ación en cambio, no nos im pide reconocer y justificar la 
existencia de excepciones que, fundadas sobre todo en razones de viabilidad 
económica, aconsejan la realización de operaciones con terceros.
Nos parece criticable la opinión del legislador vasco al afirmar la rup tura  
de principio m utualista, como paso para la equiparación a las legislaciones 
europeas, porque  aunque com partim os su finalidad, no com partim os los 
argum entos en que se basa. No puede afirmarse que el principio m utualista 
de exclusividad no exista en los países europeos, y la prueba está en que casi 
todas las legislaciones enuncien o no expresam ente su existencia, regulan sus 
lím ites.
H em os analizado  a grandes rasgos este tem a, en las legislaciones 
españolas de cooperativas, y hemos obtenido como conclusión que, realm ente 
la situación actual no difiere mucho de la existente con el Reglam ento de 
1978; qu izá podríam os exceptuar de esta afirm ación, a la legislación
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valenciana y navarra, donde el operar con terceros, si los estatutos lo prevén, 
se ha convertido en la regla general, frente al carácter excepcional que sigue 
teniendo en el resto de legislaciones.
Tras analizar el Derecho cooperativo sustan tivo  y la legislación fiscal, 
hemos llegado a la conclusión de que las cooperativas de consumo han sido 
las que en m ayor m edida se han beneficiado de este régimen aperturista; sin 
em bargo nos parece criticable que tanto la legislación valenciana como la 
vasca escusen a estas cooperativas de distinguir contablem ente los ingresos y 
gastos derivados de operar con terceros y con los socios, solución am parada 
fiscalmente, y que discrim ina a los socios de las cooperativas que operan con 
terceros, porque ello significa, en definitiva, privar a los socios de consumo de 
las ventajas m utualistas; como recientem ente se afirm aba en una revista 
cooperativa (293): "El mutualisme del soci consumidor quasi ha desaparegut 
en la societat actual".
2 '3 Artículo publicado por M° José RAMOS, bajo el título de "Reconvcrsió a les cooperatives de 
con su m  alim entan", en Treball C ooperatiu , revista ed itada por la Federació de  
Cooperatives de Treball Associat de Catalunya (pp. 18- 23). En dicho artículo se informa del 
proceso in iciado  en C atalunya, de reconversió de las cooperativas de con su m o, en 
cooperativas de trabajo asociado, proceso que se basa entre otras razones, en que el 
m utualism o del socio consum idor casi ha desaparecido, y lo que se busca ahora es mantener 
los puestos de trabajo.
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B.- RESULTADOS DE LA ACTIVIDAD ECONOMICA.
1.- DETERMINACION DE LOS RESULTADOS.
El régim en de determ inación, así como el de asignación de los resultados del 
ejercicio posee en la cooperativa características peculiares que le distinguen del 
régim en general aplicable en las sociedades mercantiles.
U na pecualiaridad  de este régimen es, la distinción de varias categorías de 
resultados según el tipo de operaciones de las que deriven: operaciones realizadas 
con los socios den tro  del objeto social de la cooperativa, operaciones de esta 
naturaleza pero realizadas con personas no socios, y otras operaciones que se 
denom inan extraordinarias, y que por exclusión com prenden todas las que no 
pueden encuadrarse en las dos categorías anteriores.
Según pues la procedencia de estos resultados la Ley valenciana habla de, 
resu ltados o rd inarios cooperativos, resultados ord inarios extracooperativos, y 
resultados extraordinarios; la obtención de unos y otros, viene determ inada por la 
aplicación de los ingresos y gastos que el legislador fija para cada tipo de 
operación.
Este com plejo sistem a perm ite  que posteriom ente  se pu ed a  hacer una 
distribución selectiva de dichos resultados, de forma que, los socios reciban las 
ventajas conseguidas por su actividad realizada con la cooperativa, y en la m edida 
de dicha ac tiv idad , respetando  de esta forma el princip io  cooperativo de 
devolución de los excedentes en proporción a la actividad del socio; y a su vez, los 
resultados extraordinarios o los obtenidos por la cooperativa con los terceros, se 
destinarán a Reservas.
En este apartado  vam os a ver, en prim er lugar, el sistem a de categorías de 
resu ltados, p resen te  en la legislación cooperativa española, así cómo su 
justificación.
Veremos tam bién, en qué m edida éste sistema es com patible con el sistema de 
representación contable contenido en el Plan General Contable.
A nalizarem os cómo se determ inan, -a tend iendo  a la Ley valenciana de 
cooperativas- los distintos resultados ordinarios y extraordinarios.
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También nos ocuparem os de algunos supuestos excepcionales, previstos por el 
legislador, en los que no se distinguen estas categorías de resultados.
Y p o r ú ltim o exam inarem os el régim en de determ inación  de resu ltados 
previsto  en la legislación fiscal, con el fin de analizar su com patibilidad con el 
régim en sustantivo.
1.1.- Categorías de resultados.
T radicionalm ente nuestra  legislación cooperativa ha venido  d istingu iendo  
d istin tos re su ltad o s  de ejercicio según el tipo de operaciones de las que 
procediesen. Ya la prim era Ley de cooperativas de 1931 distinguía entre los excesos 
de percepción generados en las operaciones realizadas por las cooperativas con 
sus socios, y los obtenidos en operaciones con el público, con el fin sobre todo de 
d istinguir sus respectivos destinos, los prim eros, caso de distribuirse entre los 
socios, se haría en proporción a las operaciones hechas por cada socio con la 
cooperativa; y respecto de los segundos, o bien se devolverían a los com pradores 
no socios o se destinarían a reservas irrepartibles (294).
La justificación de esta distinción está por una parte, en la naturaleza de la 
cooperativa como entidad gestora de los intereses de sus socios. Si la cooperativa 
gestiona los bienes de sus socios, y a su vez, realiza por cuenta propia otro tipo de 
operaciones, tendrá que distinguir claramente una y otra gestión, con el fin de dar 
a conocer a los socios sobre todo, el resultado de la gestión realizada con sus 
bienes: por ello se distingue entre actividades cooperativizadas con los socios, y 
otras actividades que la cooperativa realizará en interés propio, o indirectam ente, 
en interés de sus socios pero, siempre por su propia cuenta.
Por otra parte, como ya vimos al estudiar la posibilidad para las cooperativas de 
operar con terceros en aquellos casos en que se permitía, se exigía como condición 
-salvo concretas excepciones (295)- que se separasen contablem ente los ingresos
294 art. 18 y 19 de la Ley de 1931.
29  ^Las excepciones que vim os en su momento eran, las cooperativas de consum o según la ley vasca y  
fiscal, y  en el caso d e  la legislación valenciana, todas las cooperativas que se acogiesen  al 
sistema contem plado en el art. 85. 6 de la misma. Adem ás de éstas, tenem os que señalar otra 
excepción que verem os posteriorm ente, se trata de las cooperativas de crédito, según la 
legislación fiscal y  la Ley de Cooperativas de Crédito 13/1989.
259
procedentes de unas y otras operaciones, con el doble fin de conocer el volum en 
de éstas, y evitar el reparto entre los socios de los beneficios que puedan generar 
estas operaciones.
Pero el legislador no sólo se ha preocupado por distinguir estas operaciones, 
sino que tam bién se ha preocupado por distinguir los resultados procedentes de 
otras operaciones no propiam ente cooperativas, como pueden ser, los resultados 
de inversiones, de la cartera de valores, plusvalías por revalorización de activos, 
etc., de  form a que estos resultados tam poco se d istribuyan  entre los socios, 
respetándose de esta forma la naturaleza no lucrativa de la cooperativa (296).
Por esta razón principalm ente, la Ley valenciana de cooperativas en su art. 58 
distingue tres categorías de ingresos y gastos, que son posibles en una cooperativa: 
”ingresos ordinarios cooperativos o propios de la actividad cooperativizada con 
los socios, ingresos ordinarios extracooperativos de la actividad cooperativizada 
con no socios, e ingresos  e x tr a o r d in a r io s . debidos a otras operaciones 
e c o n ó m ic a s A su vez a estos ingresos se les deducen sus correspondientes gastos, 
como m as tarde veremos.
Este sistem a tripartito  ya estaba presente -aunque no tan claram ente- en el 
R eglam ento de 1978. El art. 71 del mismo, al regular la Contabilidad de las 
Cooperativas, establecía en su párrafo 4Q que "La cuenta de resultados expresará el 
volumen bruto de las operaciones realizadas y distinguirá los resultados propios 
de la explotación de los originados por operaciones no habituales o en 
circunstancias de carácter extraordinario".
Por operaciones de carácter extraordinario hay que entender -según el art. 10. 2 
del m ism o Reglamento- las operaciones con terceros no socios.
Una vez distinguidos los diferentes ingresos procedentes de resultados propios 
de la explotación, de operaciones no habituales y de operaciones de carácter 
extraordinario, y deducidos sus correspondientes gastos, los resultados tendrán 
también destinos diferentes:
* los beneficios procedentes de plusvalías en la enajenación de los elementos 
del activo inm ovilizado y los obtenidos de otras fuentes ajenas a los fines
Como se dice en  el art. 2 LCCV, la cooperativa se caracteriza por la ausencia del ánim o de lucro, 
entendido com o ánim o de repartirse beneficios sociales.
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específicos de la cooperativa, que se destinarán al Fondo de reserva obligatoria 
(art. 42 Dos Reglamento de 1978).
* los resu ltados positivos que se obtengan de las operaciones de carácter 
ex trao rd in ario s  de la cooperativa con terceros, se destinarán  al Fondo de 
educación y obras sociales (art. 42. Tres R. 1978).
* Por últim o, los excedentes netos procedentes de las operaciones con terceros, 
tendrán  el destino que marcan los arts. 42, 43 y 44 principalm ente, un 15% de los 
excedentes se destinarán al Fondo de reserva obligatorio, un 10 % al Fondo de 
educación y obras sociales, y el resto podrá destinarse a la constitución de resevas 
voluntarias, al increm ento de los fondos legales o a su distribución entre los 
socios en forma de retorno cooperativo (art. 43 Uno R. 1978).
Con posterioridad a este Reglamento, se dicta la Ley vasca de cooperativas, cuyo 
art. 27. 2 establece por una parte, que los beneficios procedentes de plusvalías en la 
enajenación de los elem entos del activo inm ovilizado se destinarán al Fondo de 
reserva obligatorio, y por otra, los arts. 26, 27, 28 y 29 regulan la determ inación y 
destino de los resultados positivos procedentes de las operaciones con los socios. 
Por lo que ambos resultados se distinguen en cuanto a su diverso destino.
Por lo que respecta a las operaciones con terceros no socios, éstas sólo se 
contem plan en relación con las cooperativas de consumo, con las cooperativas de 
trabajo asociado, y las de explotación com unitaria de la tierra; pero sólo se 
establecen norm as para el prim er supuesto. La solución por la que opta el 
legislador es, como ya anunciamos en el apartado anterior, por no distinguir los 
resultados de éstas operaciones de las realizadas con sus socios, de form a que 
bastará si el supuesto  se da, con que en la distribución se asigne el 40% de los 
resultados positivos al Fondo de reserva obligatoria y el resto podrá destinarse 
conforme es la regla general, es decir, a cubrir los porcentajes necesarios de los 
Fondos de reserva obligatoria, y de educación y prom oción social, a reserva 
voluntaria, a la participación de los trabajadores, a patrim onio irrepartible o se 
puede distribuir entre los socios, en concepto de retornos.
En consecuencia, en la legislación cooperativa vasca sólo se d istinguen dos 
tipos de resu ltados, los resultantes de las p lusvalías por enajenación de los 
elem entos del activo inm ovilizado, y los dem ás, donde se incluyen tanto los 
procedentes de operaciones con los socios, y con terceros, e incluso otros
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resultados extraordinarios (v. gr. procedentes de inversiones de la cooperativa en 
otras entidades, cooperativas o no).
Esta solución dada por la Ley vasca ha sido m uy criticada por la doctrina, 
p rin c ip a lm en te  p o rq u e  perm ite d istribu ir re to rnos con cargo a beneficios 
obtenidos de terceros (297).
La Ley catalana de 9 de marzo de 1983, más sistemática en este tema, distinguía 
en su art. 58 bajo el título de "Determinación de los resu ltados de ejercicio 
económico" entre excedentes del ejercicio y beneficios extracooperativos (298). De 
estos ú ltim os decía: "Deben figurar en contabilidad, en cuenta aparte, como 
beneficios extracooperativos, los beneficios procedentes de plusvalías en la 
alienación de los elementos del activo inmovilizado de la cooperativa, asi como 
los derivados de inversiones o actuación en empresas no cooperativas".
C ontinuando con la legislación catalana, se advierte la ausencia en la norm a 
citada, de toda referencia a los resultados procedentes de las operaciones propias 
del objeto social de la cooperativa, realizadas con terceros.
Estas operaciones sólo se regulaban en relación con las cooperativas agrarias y 
de ellas se decía en el art. 88 que: "Las cooperativas agrarias que transformen o 
comercialicen los productos de sus socios podrán operar con terceros cuando en 
años de cosecha irregular no puedan funcionar a pleno rendimiento únicamente  
con las entregas de sus socios, pero deberán comunicar esta circunstancia a la 
Consellería d 'Agricu ltura , Ramaderia i Pesca". Tam poco se establecía en este 
artículo, ninguna norm a en relación con el destino de estos ingresos ni siquiera se 
exigía una representación contable diferenciada de estos resultados.
Esta im portan te  laguna ha sido corregida por la posterior Ley 13/1991 de 
Reforma de la Ley 4/1983 de Cooperativas de C ataluña. El art. 58 b) actual 
(reform ado por el art. 28 de la Ley 13/1991) establece: "Figurarán en contabilidad 
en cuenta aparte, y se destinarán al Fondo de Reserva Obligatorio, los beneficios  
obtenidos de las operaciones cooperativizadas que se realicen con terceros n o
297 y er VICENT CHULIA, "La legislación cooperativa com o desafío... "p. 56, y LLOBREGAT, 
M utualidad y em presas.... p. 137.
298Tenemos que aclarar antes de seguir adelante, y sin perjuicio de que posteriom ente analicemos el 
tema con m ayor detalle, que se denominan "excedentes" a los resultados positivos derivados de 
las operaciones realizadas por la cooperativa con sus socios, y "beneficios", a los dem ás 
resultados positivos, fruto de otras operaciones.
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s o c i o s , los beneficios procedentes de plusvalías en la enajenación de los 
elementos de activos inmovilizados, los beneficios obtenidos de otras fuentes no 
necesarias para las finalidades específicas de la Cooperativa y  los beneficios 
derivados de invertir o actuar en empresas no cooperativas".
Respecto a la Ley andaluza , en su art. 59 regula la determ inación de los 
excedentes netos del ejercicio y excedentes extracooperativos. Los excedentes 
ex tracoopera tivos, según el párrafo  2Q de dicho artícu lo  deberán  figurar 
contablem ente en cuenta aparte  de los excedentes (cooperativos) y estarán 
constitu idos p o r "los beneficios obtenidos de operaciones sociales efectuadas con 
terceros no socios, los procedentes de plusvalías en la enajenación de elementos 
del activo inmovilizado y  los resultantes de otras fuentes ajenas a los fines  
específicos de la cooperativa, así como los que se deriven de inversiones o 
participaciones en empresas no cooperativas". Como se desprende de esta norm a, 
la Ley andaluza también distingue exclusivamente dos categorías de resultados, 
los derivados de las operaciones de la cooperativa con sus socios, y los resultantes 
de cualquier otra actividad.
La Ley General de Cooperativas por su parte, distingue entre excedentes netos y 
beneficios. De los beneficios dice su art. 83. 2 que "Figurarán en contabilidad 
separadamente, y  se destinarán al Fondo de Reserva obligatorio, los beneficios 
obtenidos de las operaciones cooperativizadas realizadas con terceros no socios, 
los beneficios procedentes de plusvalías en la enajenación de los elementos del 
activo inmovilizado o los obtenidos de otras fuentes ajenas a los fines específicos 
de la Cooperativa, así como los derivados de inversiones o participaciones en 
Sociedades de naturaleza no cooperativa".
La Ley general, como las anteriores leyes, catalana y andaluza, exigen la 
d istinción  contable de los resu ltados positivos de o perar con los socios 
(excedentes), de los resultados positivos que se obtengan por cualquier otra 
actividad o hecho (beneficios), incluyéndose en éste concepto, los resu ltados 
obtenidos de operar con terceros, y los beneficios obtenidos de la plusvalía en la 
enajenación de los elementos del inm ovilizado o los obtenidos de otras fuentes 
ajenas a los fines específicos de la cooperativa.
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Por últim o, la Ley n a v a r ra  sigue el mismo criterio que la Ley General y 
diferencia en su art. 48 entre excedentes netos y "beneficios extracooperativos" que 
serán  "los obtenidos en las operaciones efectuadas con terceros, los derivados de 
plusvalías, o los procedentes de otras fuentes ajenas a los fines de la Cooperativa".
Del análisis de estas normas se deduce claramente el interés del legislador por 
d istinguir los resultados de la gestión cooperativa por cuenta de sus socios, de los 
dem ás resultados, por ello todas las legislaciones citadas distinguen unos y otros 
re su lta d o s  (exceden tes coopera tivos y ex traco o p era tiv o s , exceden tes y 
beneficios,...), pero al destinar estos últimos también a la Reserva obligatoria, ya 
no se hace d istinc ión  com o en el R eglam ento de 1978 en tre  beneficios 
extraordinarios y beneficios por operaciones con terceros.
La Ley valenciana en cambio, como hemos visto, m antiene la distinción, y por 
ello este sistema tripartito de categorías.
N o vam os a insistir de nuevo en las razones que aconsejan d istingu ir 
con tab lem ente los resu ltados procedentes de operaciones con socios y con 
terceros, porque de ello nos ocupam os ya en el apartado  A) 3 de este m ismo 
Capítulo.
Si nos in teresa en cambio averiguar qué ventajas e inconvenientes puede 
reportar éste sistem a frente al actualm ente vigente en el resto de legislaciones 
españolas.
Para M anuel Cubedo, al comentar el art. 58 LCCV señala: "Desde el punto de 
vista contable, no vemos la necesidad de distinguir entre los resultados ordinarios 
extracooperativos y los extraordinarios, puesto que ambos, positivos o negativos, 
se integrarán en la Reserva Obligatoria. Por otra parte tal distinción no se produce, 
ni en la Ley Estatal, ni en el Proyecto de Ley Fiscal. Creemos en consecuencia, que 
si la mencionada distinción no obedece a otros criterios consistentes deberían 
u n if ic a r se  con la d en om inac ión  de resu lta d o s  ex tra o rd in a r io s  y  
consecuentemente denominar a los flujos de gastos e ingresos que configuran 
estos resultados como extracooperativos simplemente" (299).
299 CUBEDO TORTONDA. Informe técnico de los Capítulos Económicos de la Ley de Cooperativas 
de la Com unidad Valenciana. Realizado a petición del Instituto de Fomento y Prom oción del 
Cooperativism o, y publicado por C1RIEC- España.
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C ontrariam ente, Vicent Chuliá, siem pre ha defendido el sistem a tripartito , 
p o rque  ello perm ite "poner a cargo de los resultados brutos de las operaciones con 
los socios y  con terceros, los gastos generales, amortizaciones y otros deducibles" 
(300), p or eu0/ cuando posteriorm ente se publica la Ley general en la que sólo se 
d istinguen  excedentes y beneficios, critica el autor: "hubiera sido más correcto 
distinguir no dos, sino tres categorías contables de ingresos -y correlativamente de 
gastos deducibles y de excedente resultante- como hace la Ley valenciana". Y esta 
conclusión la fundam enta  en que "se hace necesaria con el fin de imputar los 
gastos de explotación, repartiéndolo en la debida proporción, a los ingresos
ordinarios cooperativos y extracooperativos" (301); así como en la exigencia de
"dem ostrar" la im agen fiel del resultado de ejercicio "además de la imagen fiel del
patrimonio y  de la situación financiera".
También favorable a esta solución, se ha manifestado Llobregat, señalando que: 
"No acertamos a ver las ventajas de formar un excedente global sino más bien los 
inconvenientes derivados de la pérdida de información que con la agrupación de 
los distintos excedentes se origina. Es más, la técnica de la agrupación confunde 
conceptos -excedentes netos y beneficios- que el legislador ha tratado de
diferenciar con el fin de que la cooperativa no pierda su naturaleza no lucrativa... 
En las cooperativas hay que inclinarse forzosamente -si se lleva a cabo una 
interpretación adecuada de las normas que hemos analizado sobre contabilidad- 
por el sistema de separación de los saldos de las tres cuentas de excedentes, 
f igurando  por separado los excedentes que procedan de las operaciones 
cooperativizadas con socios, los excedentes procedentes de estas mismas  
operaciones con terceros y los procedentes de operaciones extraordinarias, 
luciendo los tres resultados en el Balance de Situación, ..." (302).
En nuestra  opinión, no se trata de distinguir tres cuentas, existirá una única 
cuenta de p érd idas y ganancias, dentro  de la cuál se d istingu irán  las tres 
subcuentas: resu ltados ordinarios cooperativos, ordinarios extracooperativos, y 
resultados extraordinarios. A unque también se puede distinguir entre resultados 
de las actividades ordinarias y resultados extraordinarios -como propone Cubedo- 
, y d en tro  d e  estos ú ltim os, con tab ilizar sep a rad am en te  los ingresos
300 VICENT CHULIA, La legislación cooperativa autonómica: perspectiva valenciana..., p. 111.
301 VICENT CHULIA. F. Notas en torno a la Ley General de Cooperativas..., p. 25 y 19 p. 55
302 LLOBREGAT HURTADO, p. 299.
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extracooperativos y extraordinarios, y los gastos generales que correspondan, en 
proporción a los ingresos extracooperativos.
A continuación, y antes de entrar en el análisis del régim en de determ inación 
de los resultados previsto  en la Ley valenciana, es preciso hacer frente a una 
cuestión que se nos plantea, en relación con la com patibilidad de este sistem a de 
categorías con el régimen contenido en el Plan General Contable.
1. 2.- Compatibilidad de este sistema de representación de los  
resultados contables, con el régimen contenido en el Plan General 
Contable.
Una vez hem os esbozado a grandes rasgos este sistem a de determ inación de 
resultados, la cuestión que se nos plantea es si éste sistema es com patible con el 
régim en contenido en el Plan General Contable.
El Plan G eneral Contable (PGC), aprobado por R.D. 1643/1990, de 20 de 
diciembre, constituye -como en su Exposición de m otivos establece- "el desarrollo 
en materia contable de la legislación mercantil", pero extiende su aplicación no 
sólo a las en tidades mercantiles, sino "para todas las Empresas, cualquiera que, sea 
su forma jurídica. individual o societaria" (art. 2 PGC).
La obligatoriedad de la aplicación del Plan General a las cooperativas no 
procede sólo de esta norma, tam bién la Ley de Cooperativas de la Com unidad 
Valenciana lo prevé; así, su art. 56. 3 establece: "La contabilidad de la Cooperativa 
se regirá por los principios de veracidad, claridad, exactitud, responsabilidad, 
secreto contable y verificación, y por las normas establecidas en el Código de 
comercio, y  se ajustará a los criterios y esquemas contables del Plan General de 
Contabilidad, con las adaptaciones reglamentarias que correspondan a la actividad 
de la Cooperativa y  las exigidas por la naturaleza de ésta". S ubrayam os esta 
ú ltim a expresión  po rque significa que, si bien tenem os que ap licar a la 
cooperativa el PGC, tendremos que respetar también las peculiaridades propias de 
estas entidades, tal y como se recogen en la propia Ley valenciana de cooperativas.
Nos interesa en particular, a los efectos del tema que tratamos, la Cuarta Parte 
del Plan, titu lada Cuentas anuales. Esta parte, que es de obligada observancia, 
contiene las norm as de elaboración de las cuentas, los requisitos para form ular los
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m odelos de cuentas anuales, las normas sobre el contenido material y la forma de 
cum plim entar estos modelos; y finalmente, se incluye en esta parte, los modelos 
de balance, de cuenta de pérdidas y ganancias y de memoria.
Por lo que respecta a la cuenta de pérdidas y ganancias, el PGC desarrolla el art. 
35. 2 del Código de comercio, que dice: "La cuenta de pérdidas y  ganancias 
comprenderá, también con la debida separación, los ingresos y  los gastos del 
ejercicio y, por diferencias, el resultado del mismo. Distinguirá los resultados 
ordinarios propios de la explotación, de los que no lo sean o de los que se originen 
en circunstancias de carácter extraordinario", y estructura  dicha cuenta en seis 
partes, que desarrollan a su vez seis categorías de resultados: I. Resultados de 
explotación. II. R esultados financieros. III. R esu ltados de las activ idades 
ordinarias. IV. Resultados extraordinarios. V. Resultados antes de im puestos, y 
VI. Resultado del ejercicio.
Estas categorías de resultados son distintas de las que recoge la Ley valenciana 
de cooperativas, el problema que se plantea es ;cuál sistema habrá que seguir?. A 
favor de la aplicación del PGC, y de las diversas categorías de resultados que ésta 
contempla, podem os señalar los siguientes argum entos:
1.- Como hemos visto, en el art. 2 del PGC; éste es de aplicación obligatoria para 
todas las em presas. Y en concreto, la Cuarta Parte viene caracterizada en la 
Exposición de Motivos del Real Decreto que aprueba el Plan como "de obligatoria 
observancia". También, el punto 14 de la Introducción del Plan establece: "En las 
normas para la elaboración de las cuentas anuales se establecen normas 
obligatorias para la elaboración de estos documentos en sus modelos normal o 
abreviado". Y otra norma que hay que citar en relación con la obligatoriedad de las 
norm as que regulan las cuentas anuales es el art. 35. 7 del Código de comercio. 
Según esta norm a: "A falta de disposición específica, la estructura del balance y de 
la cuenta de pérdidas y ganancias, se ajustará a los modelos aprobado 
r e g la m e n ta r ia m e n te " , esta norm a en particu la r se refiere a los m odelos 
contenidos en el Plan General.
2.- La finalidad que busca el legislador -según reconoce en la Introducción del 
Plan- es, que las cuentas anuales de las empresas, sean com parables (punto 1) y 
que sum in istren  una inform ación que "necesariamente debe ser accesible a una
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pluralidad de agentes económicos y sociales, interesados en la situación presente y  
fu tura de determinadas sociedades, entre los cuáles se encuentran: accionistas, 
acreedores, trabajadores, Administración Pública e incluso competidores" (punto  
10). Por esta razón el PGC se define como el instrum ento técnico y básico de 
norm alización contable. Con el seguim iento de este Plan, no sólo se consigue la 
hom ogeneidad  con tab le  entre las distintas em presas de nuestro  Estado, sino 
tam bién, con las dem ás em presas de la CEE. H ay que tener en cuenta que el 
presente PGC ha recogido las exigencias im puestas por la cuarta directiva de la 
CEE, que trata de las cuentas anuales de las sociedades de capital. Esta directiva -tal 
y como la define el legislador en la Introducción del Plan, persigue varios 
objetivos, en tre otros, proteger a los socios y a los terceros, y lograr que las  
informaciones contenidas en las cuentas anuales sean comparables.
Por otra parte, hemos visto cómo el art. 56. 3 LCCV exige que al Plan General 
Contable se hagan las adaptaciones exigidas por la naturaleza de la cooperativa, 
ésta podría ser la disposición específica a que se refiere, genéricamente, el art. 35. 7 
C. de c. anteriorm ente visto.
También podríam os m encionar aquí el "m acroprincipio de la im agen fiel", 
como se le denomina. El Plan General exige que la contabilidad y en concreto, las 
cuentas anuales, m uestren  la im agen fiel del patrim onio , de la situación 
financiera y de los resultados de la sociedad. En la Introducción al Plan, se señala 
que "La imagen fiel es el colorarlo de aplicar sistemática y regularmente los 
principios contables, entendiendo éstos como el mecanismo capaz de expresar la 
realidad económica de las transacciones realizadas. A tal fin, no serían aplicables 
las disposiciones legales o exigencias jurídicas, en materia de contabilidad, 
relativas a una operación que fueran, excepcionalmente, incompatibles con la 
imagen fiel que deben mostrar las cuentas anuales. De este modo, la empresa 
deberá ajustar sistemáticamente la contabilidad y sus cuentas anuales a los 
principios legales que les sean aplicables, excepto cuando esta aplicación conduzca  
a que los registros o la formulación de las cuentas anuales d istorsione la imagen 
aue un tercero podría formarse sobre la "verdadera", en términos económicos, 
situación patrimonial y financiera y de los resultados habidos en el ejercicio" 
(punto 10).
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En aras de reflejar esta imagen fiel es por lo que Vicent Chuliá siem pre ha 
defendido  -como vimos anteriorm ente- la aplicación de las peculiares categorías 
de resultados que definen el funcionamiento económico de la cooperativa (303).
Este doble sistem a de categorías de resultados, contenido en el PGC y en la Ley 
valenciana de cooperativas, se presenta en cambio para M anuel Cubedo (304) 
como incom patible, y ante el conflicto, este autor propone la siguiente solución: 
"Quizás la solución debería plantearse por la presentación de la cuenta anual de 
Pérdidas y  Ganancias conforme a lo dispuesto en el Plan y simultáneamente  
confeccionar un modelo adaptado a la ley cooperativa que recogería la Memoria".
Esta en efecto, sería una solución aceptable, pero  en nuestra  opinión la 
solución al problem a se encuentra en el art. 34. 2, 3 y 4 del C. de c., cuyo contenido 
hem os visto reflejado en el punto  10 de la Introducción del Plan. Según este 
artículo: " 2. Las cuentas anuales deben redactarse con claridad y mostrar la 
imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la 
empresa, de conformidad con las disposiciones legales. 3. Cuando la aplicación de 
las disposiciones legales no sea suficiente para mostrar la imagen fiel, se 
sum inistrarán  las informaciones complementarias precisas para alcanzar ese 
resultado. 4. En casos excepcionales, s i la aplicación de una disposición legal en 
materia de contabilidad fuera incompatible con la imagen fiel que deben 
proporcionar las cuentas anuales, tal disposición no será aplicable. En estos casos, 
en la memoria deberá señalarse esa falta de aplicación, motivarse suficientemente
303 También partidaria de la aplicación de la normativa cooperativa autonómica con preferencia a 
la legislación contable mercantil, se ha m anifestado LLOBREGAT (p. 284): "cabe afirmar que, en 
términos generales, las obligaciones que establecen las distintas leyes de cooperativas coinciden 
y  a la vez se complementan con el régimen jurídico de la contabilidad en la legislación mercantil 
y , en concreto, con la normativa contenida en el Código de Comercio después de la reforma 
introducida por la Ley 19/1989, de 2 de julio de 1989. La vigencia formal de estas fuentes no ofrece 
tal como se desprende de las normas de reenvío contenidas tanto en la Ley General de 
Cooperativas estatal (art. 91. 6) como en la legislación autonómica. La cuestión de la jerarquía 
en la aplicación de estas normas no debería ofrecer a nuestro juicio dificultad alguna: en primer 
lugar serán de aplicación las leyes autonómicas dentro del ámbito territorial de cada respectiva 
Comunidad Autónoma, operando las disposiciones del Código de Comercio con carácter 
supletorio ".
304 CUBEDO TORTONDA, M. Cuentas anuales: estructura y contenido. M odelos abreviados. 
Adaptación a las cooperativas. Ponencia presentada en la Jornada Técnica sobre El N uevo Plan 
Contable y  su incidencia en las em presas de la econom ía social, organizada por el CIRIEC- 
España, y celebrada en Valencia el 1 de marzo de 1991.
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y explicarse su influencia sobre el patrimonio, la situación financiera y los 
resultados de la empresa”.
El contenido de este precepto, junto con la aplicación del principio de imagen 
fiel y del art. 56. 3 LCCV, perm iten -al m enos así lo entendem os- que las 
cooperativas valencianas puedan reflejar sus resultados económicos, conforme a 
las categorías previstas en la propia Ley valenciana de cooperativas, ya que de esta 
forma, se da una imagen más fiel y exacta de los resultados obtenidos (305),
Pero por otra parte, la cooperativa deberá reflejar en la m em oria las razones, y 
entre ellas la exigencia legal del art. 56. 3 LCCV, que han llevado a la cooperativa a 
optar por este criterio. Y, en aras de respetar tam bién la finalidad de dar unos 
criterios hom ologables con el resto de las em presas, se deberá recoger en la 
m em oria las categorías de resultados previstas en el Plan General Contable.
1. 3.- Resultados ordinarios, cooperativos y extracooperativos.
Una vez hem os justificado la vigencia del sistem a de determ inación de los 
resu ltad o s  del ejercicio social, p revisto  en la Ley valenciana, y v ista su 
exigibilidad, vamos a pasar a analizar cómo debe procederse en esta labor, según 
expone esta Ley, en su extenso art. 58.
Se d e n o m in a n  re su lta d o s  "o rd in ario s" , p o r co n tra p o s ic ió n  a los 
"extraord inarios", aquellos que se obtienen en el ejercicio de la activ idad 
económica propia de la cooperativa.
Sin em bargo, dentro de este conjunto la Ley distingue, según los resultados se 
hayan obtenido en operaciones típicas desarrolladas por la cooperativa con sus 
socios (resultados ordinarios cooperativos) o se hayan obtenido como resultado de 
o p erac io n es  rea liz a d as  con terceros no socios (re su ltad o s  o rd in a rio s  
extracooperativos), según la terminología em pleada por la Ley valenciana.
Todos estos resultados se obtendrán de deducir de los ingresos que la Ley 
califica como ordinarios cooperativos o extracooperativos, los gastos que en cada
305 La LCCV al exigir ese particular sistema de categorias de resultados, es consciente de la 
necesidad de dar esa im agen fiel que exige el m oderno Derecho contable, y así lo declara en el 
art. 57. 3 cuando d ice "Las cuentas de ejercicio reflejarán la imagen fiel de la situación 
patrimonial y  financiera y  de los resultados de ejercicico de la Cooperativa".
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caso le correspondan . La Ley regula detalladam ente cuáles pueden  ser esos 
ingresos y cuáles los gastos aplicables. Vamos por tanto a ver en prim er lugar 
cuáles se consideran ingresos ordinarios cooperativos y cuáles extracooperativos, 
y posteriorm ente veremos qué gastos se deducen en cada caso, dado que algunos 
de ellos se aplican de forma proporcional a unos u otros ingresos, según el 
im porte de los m ism os. Esta últim a posibilidad que anunciam os sólo cabe, si - 
com o en el caso de la Ley valenciana-, se han d istingu ido  previam ente los 
ingresos ord inarios cooperativos y extracooperativos; de esta forma, los gastos 
necesarios para obtener esos ingresos se aplicarán a ambos.
1. 3.1.- Ingresos ordinarios cooperativos.
Frente al resto  de legislaciones cooperativas españolas que en vistas a la 
determ inación de los resultados de ejercicio, com ienzan señalando los distintos 
gastos a deducir para la obtención de cada tipo de resu ltado  (ord inario  o 
ex traordinario), la Ley valenciana de cooperativas d istingue tam bién entre los 
ingresos, según su procedencia (ordinarios cooperativos, extracooperativos y 
extraordinarios), y a su vez, dentro de los prim eros, define distintos tipos de 
ingresos según la clase de cooperativa que los obtenga.
Así, el art. 58. 1. A, considera como ingresos o rd inarios cooperativos los 
siguientes:
"a) Los obtenidos de la venta de productos de los socios y de productos de la 
Cooperativa.
b) Los obtenidos de la venta o suministro de productos y  servicios a los socios.
c) Los intereses devengados de sus socios por las Cooperativas de Crédito”.
Con esta clasificación, el legislador ha querido englobar los distintos tipos de 
ingresos posibles en una cooperativa, según su actividad económica habitual, 
ten iendo en cuenta  que este tipo de en tidades puede  desarro llar d istin tas 
actividades económicas.
El apartado a) com prende pues, los ingresos obtenidos por la cooperativa como 
consecuencia de la venta de productos de los socios y de productos de la 
cooperativa. El prim er caso sería la forma habitual de obtener sus ingresos una 
cooperativas agrícola. En cambio, las cooperativas de trabajo asociado obtendrían
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los suyos norm alm ente, al vender los productos de la cooperativa, fabricados por 
sus socios.
El ap artad o  b) se refiere a los ingresos obtenidos por las cooperativas de 
consum o, en sentido amplio (cooperativas de consumo, de vivienda, de compras 
en común,...). Serán pues ingresos ordinarios cooperativos, los que obtengan de 
sus socios, por los suministros de bienes y servicios por éstos recibidos (306).
El ap artad o  c) como claram ente se recoge en la m ism a norm a, se lim ita a 
d e term inar qué debe entenderse por ingresos ord inarios cooperativos en las 
cooperativas de crédito. Los ingresos en estas serán los intereses abonados por los 
socios como consecuencia del crédito concedido por la cooperativa a los mismos.
A estos tres tipos de ingresos típicos, tenemos que añadir otros que también 
m enciona el legislador, aunque no de forma tan expresa como los anteriores. 
Estos ingresos cooperativos "atípicos" son, los increm entos pa trim oniales 
derivados de inversiones o actuaciones en em presas cooperativas y los ingresos 
que ob tengan  las cooperativas de crédito por los intereses bancarios y los 
rendim ientos procedentes de títulos valores que posea.
1. 3. 1. 1.- Increm entos patrim oniales por actuaciones o inversiones en 
em presas cooperativas.
Estos ingresos no se enum eran expresamente en el art. 58. 1 A) de la Ley, sino 
que se deducen "a sensu contrario" del contenido del párrafo C) del m ismo art. 58. 
1. Dice en concreto este párrafo que "Se considerarán ingresos extraordinarios los 
incrementos patrimoniales originados por plusvalías en la transmisión de 
elementos del activo inmovilizado, los derivados de inversiones o de actuaciones 
en empresas no cooperativas y....".
Según este precepto, si los ingresos procedentes de inversiones o actuaciones 
en em presas no cooperativas, son ingresos extraordinarios, ¿Que consideración 
tienen los procedentes de inversiones o actuaciones en em presas cooperativas?.
306 £] térm ino "venta” em pleado por el legislador en este artículo, nos parece desafortunado, 
teniendo en cuenta lo expuesto con anterioridad al tratar de la titularidad de la masa de gestión  
económ ica de la cooperativa.
Un tema fundam ental, previo a la determinación de los ingresos ordinarios cooperativos de las 
cooperativas de viviendas, lo constituye la determ inación del precio de éstas, que verem os a 
continuación en el apartado 1. 3. 5.
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Para M anuel C ubedo ten d rán  la consideración  de ingresos o rd inarios 
cooperativos y así dice, "En nuestra opinión: Deberán ser considerados ingresos 
ordinarios cooperativos los siguientes: c) Los de naturaleza financiera obtenidos, 
bien en inversiones en empresas cooperativas, o bien..." (307).
¿Que ingresos podrían considerarse incluidos en este su p u es to ? . En principio 
parece que las posibilidades de actuación o inversión de unas cooperativas en 
otras son inagotables, tantas como las leyes del m ercado perm itan. N osotros 
vam os a tratar de recoger algunas de las más usuales en el cooperativismo:
1) U no de estos ingresos serían los obtenidos por las cooperativas, de sus 
inversiones en cooperativas de crédito o Cajas Rurales. Se trataría principalm ente 
de los in tereses obtenidos por los depósitos realizados en estas en tidades 
cooperativas.
2) También podríam os incluir aquí las inversiones que una cooperativa puede 
hacer en beneficio de otra, que no sea una cooperativa de crédito. Por ejemplo, 
u na  cooperativa de consum o podría  invertir en una cooperativa agraria 
p roveedora suya. Los intereses obtenidos en esta operación, se contabilizarían 
tam bién dentro de este conjunto de ingresos no extraordinarios.
3) Como supuesto más habitual de actuación de una cooperativa en otra, hay 
que señalar la integración cooperativa en cooperativas de segundo o ulterior 
grado. En estos casos, una cooperativa de prim er grado, form ada principalm ente 
por personas físicas, en las condiciones previstas en el art. 14 LCCV, es socia junto 
con o tras cooperativas (y en su caso junto con socios de trabajo) de una 
cooperativa de segundo grado. Si a su vez esta cooperativa de segundo grado se 
asociase con otras cooperativas de primero o segundo grado, o con algún socio de 
trabajo, podrían constituir una cooperativa de tercer grado, y así sucesivamente.
En todos estos casos, la cooperativa asociada realiza su actividad económica con 
la cooperativa de segundo grado, los resultados que una u otra puedan obtener de 
estas actividades constituyen sin lugar a dudas resultados ordinarios cooperativos, 
ya que quedan incluidos en los supuestos del art. 58. 1. A).
307 CUBEDO TORTONDA. Informe técnico de los Capítulos Económicos....cit.
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Pero las cooperativas asociadas también realizan aportaciones al capital social 
de la cooperativa de segundo grado, aportaciones que pueden ser obligatorias o 
voluntarias, u otras con las que se pretenda financiar a ésta, y que no se integren 
en el capital social. Los incrementos patrim oniales derivados de estas actuaciones 
e inversiones, así como los intereses que pueda recibir la cooperativa por su 
aportación, sean de la naturaleza que sean, también se integrarán en el supuesto 
que venim os analizando.
4) Un ú ltim o grupo, que querem os destacar, como ejem plo de actuación 
in tercooperativa y que destacam os porque junto con el supuesto  an terior son 
propios del Derecho cooperativo, y por tanto se reconocen y regulan en las leyes 
cooperativas, son los casos de Consorcios de cooperativas. G rupos cooperativos. 
Uniones y Federaciones de cooperativas. La Ley valenciana en su art. 85 establece 
que "las Cooperativas podrán constituir sociedades y asociaciones, consorcios y  
grupos cooperativos para la realización de fines concretos y determinados, de 
manera temporal y duradera. 2. Las Cooperativas podrán asociarse con otras 
personas, naturales o jurídicas, así como poseer participaciones en ellas, para el 
mejor cum plim ien to  de sus fines" . Y en los artículos 86 a 88 regu la  la 
constitución y funcionam iento de las Uniones y Federaciones de cooperativas, de 
las que dice que "Representan a los miembros que asocien, de acuerdo con lo que 
establezcan los estatutos de cada Unión o Federación", pero "no ejercerán 
actividades económicas de riesgo y funcionarán en régimen de presupuesto" (art. 
88. 2 y 3 LCCV).
Sólo hemos querido destacar algunos casos de los muchos posibles, que pueden 
incluirse como supuestos de actuación o inversión en em presas cooperativas. 
Pero la cuestión sigue latente, los ingresos procedentes de estas operaciones no 
son ingresos extraordinarios, pero ¿Serán ingresos ordinarios co opera tivos  o 
extracoopera tivos?  ¿Tiene la cooperativa actuante o beneficiada por la inversión 
la condición de tercero?. En el caso de cooperativas de segundo o ulterior grado, 
parece claro que todos los resultados procedentes de las actuaciones propias de la 
cooperativa, desarrolladas por ésta con las otras cooperativas asociadas, serán 
ordinarias cooperativas, ¿Y en los demás casos?.
En nuestra opinión se pueden considerar ingresos ordinarios cooperativos, 
aunque la procedencia de los mismos no parta de actuaciones con socios. El
274
leg islador quiere beneficiar a la cooperativa y a los socios que la integran, si 
m antienen  relaciones con otras cooperativas. El legislador con esta norm a está 
fom entando las relaciones intercooperativas. Esta conclusión creemos que puede 
reforzarse con los siguientes argum entos:
a.- Por una parte, para la cooperativa tiene poca transcendencia que unos 
ingresos se califiquen como extracooperativos o como extraordinarios porque 
n o rm alm en te  am bos, se destinarán  a pa trim on io  irrepartib le , po r lo que 
excluirlos de su condición de extraordinarios para llegar a la conclusión de que 
son extracooperativos, no tiene apenas ninguna repercusión.
b.- O tro  im portante argum ento a favor de nuestra tesis es la conclusión que 
puede obtenerse del análisis de las demás leyes cooperativas en relación con esta 
cuestión. Así por ejemplo, la LGC, que distingue exclusivam ente entre excedente 
neto de ejercicio y beneficios, considera como beneficios en su art. 83. 2 "los 
derivados de inversiones o participaciones en sociedades de naturaleza no 
cooperativa". Según esta norm a, "a sensu contrario", los resu ltados positivos 
obten idos en inversiones o participaciones en sociedades cooperativas, serán 
conceptuados como excedentes, y por tanto, los ingresos procedentes de esas 
operaciones serán ingresos ordinarios cooperativos.
c.- F inalm ente, podem os apoyar nuestra  tesis tam bién, en un  criterio  
in terpretativo  que rige el espíritu  de la Ley. Nos referim os al sexto principio 
cooperativo , recogido en el art. 3 LCCV en los siguientes térm inos: "La  
cooperativa tendrá que inspirarse en los Principios cooperativos formulados por 
la Alianza Cooperativa Internacional y que a efectos de esta Ley son los siguientes: 
Sexto. Establecimiento de toda clase de relaciones intercooperativas, tanto 
económicas como federativas". Partiendo de este p rincip io  in sp irad o r del 
ordenam iento  cooperativo, podem os afirm ar que un m edio para fom entar las 
relaciones intercooperativas, puede ser sin duda, considerar como propiam ente 
cooperativas este tipo de relaciones, y por tanto, calificar los resultados obtenidos 
en las mismas, como ordinarios cooperativos.
1. 3. 1. 2.- R endim ien tos ob ten idos de la colocación de los rem anen tes 
financieros de las cooperativas de crédito en otras entidades de crédito.
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Dice el art. 58. 1 C) LCCV que "los intereses bancarios abonados por entidades 
financieras a la Cooperativa así como al rendimiento de los títulos valores 
poseídos por la Cooperativa y de otras operaciones financieras que pueda realizar 
legalmente", constituyen ingresos extraordinarios de la cooperativa, pero "En el 
caso de las Cooperativas de Crédito y las Cooperativas con Sección de Crédito, los 
intereses bancarios y  el rendimiento de los Títulos Valores que posea la 
Cooperativa serán conceptuados como ingresos ordinarios por considerarse 
propios de su actividad" (308).
Esta norm a no es exclusiva de la legislación valenciana, pues ha sido 
tradicional en el Derecho cooperativo, ya lo recogía la Ley de Cooperativas de 1974 
(art. 51. 3) y su Reglamento de 1978 (art. 101), y actualm ente también la Ley de 
Cooperativas de Crédito nc 13 de 26 de mayo de 1989, en su art. 4 (309).
Recientem ente, y debido a un problem a de índole fiscal (310), ei Tribunal 
Suprem o ha tenido ocasión de conocer en varias ocasiones sobre la naturaleza de 
estos rendim ientos obtenidos por las cooperativas de crédito. Ante la cuestión de
308 En este últim o párrafo existe una errata no corregida, y donde dice "ingresos ordinarios", debe 
decir "ingresos ordinarios cooperativos".
309 Según este artículo "1. Las Cooperativas de Crédito podrán realizar toda clase de operaciones 
activas, pasivas y  de servicios permitidas a las otras entidades de crédito, con atención 
preferente a las necesidades financieras de sus socios. 2. En cualquier caso, el conjunto de las 
operaciones activas con terceros de una Cooperativa de Crédito no podrá alcanzar el 50 por 100 de 
los recursos totales de la Entidad, blo se computarán en el referido porcentaje las operaciones 
realizadas por las Cooperativas de Crédito con los socios de las Cooperativas asociadas, las de 
colocación de los excesos de tesorería en el mercado intcrbancario ni la adquisición de valores y 
activos financieros de renta fija que pudieran adquirirse para la cobertura de los coeficientes 
legales o para la colocación de los excesos de tesorería".
310 Se trataba de interpretar el art. 11 III del Estatuto Fiscal de las Cooperativas, de 9 de mayo de 
1969, según el cuál, las exenciones y bonificaciones a que tienen derecho las cooperativas 
protegidas respecto del Impuesto General sobre la Renta de las Sociedades, son entre otros a la 
exención total de este im puesto por un periodo de 10 años y una vez trascurrido ese periodo, a una 
bonificación del 50% de carácter perm anente. "La exención y  bonificación no alcanzará a los 
beneficios procedentes de plusvalías en la enajenación de los elementos del activo o de los 
obtenidos de otras fuentes ajenas a los fines concretos de la cooperativa". Hoy en día, con la nueva 
Ley de Régimen Fiscal de las Cooperativas 20/1990 de 19 de diciembre existe una norma similar 
a ésta en su art. 39 2. El problema surge, porque en aplicación del artículo anterior del Estatuto 
Fiscal, varias cooperativas de crédito se aplicaron en la liquidación del Im puesto sobre 
Sociedades, la bonificación del 50% de la cuota. Frente a ello, la Adm inistración tributaria 
discrepa del criterio seguido por el contribuyente y considera que no procedía la bonificación  
porque la colocación de los remanente de la entidad en otras entidades de crédito no es una 
actividad propia de la cooperativa y por tanto los rendim ientos obtenidos son extraordinarios.
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si los depósitos que las cooperativas de crédito realizan en otras en tidades 
bancarias constituyen o no una actividad propia de la cooperativa, el T r ib u n a l  
Suprem o  señala en las sentencias de 24 de abril, 3 de m ayo  y  23 de m ayo de 1989 y  
21 m a y o  de 1990 que el art. 101 del Reglam ento de 1978 "permite dar cabida 
dentro de los fines sociales a la colocación de sobrantes en Instituciones  
financieras para la obtención de un lucro, ya que aquél, (art. 101) admite  
"cualquier otra operación que...sirva para el mejor cumplimiento de los fines que 
la cooperativa deba cumplir respecto a sus socios", y, en tal sentido, no cabe la 
menor duda que la obtención de unas ganancias o beneficios por la cooperativa de 
la racional colocación de sus remanentes financieros en otras instituciones, 
redunda en la posibilidad de un mejor (o, más barato) servicio de la Cooperativa a 
sus socios, que es la actividad jurídicamente protegida y tr ibutariamente  
desgravada por las leyes" (311)
Para el Tribunal Suprem o también, no existe duda  de que esas operaciones 
form an p a rte  de la actividad ord inaria de la cooperativa de crédito , y los 
resultados que de ellas se obtengan, debe repercutir sobre las economías de sus 
socios. Por ello mismo, deben ser objeto de un tratam iento fiscal favorable.
En este m ism o sentido  Vicent C hulia (312) afirm a que "estos ingresos, 
resultado de la colocación de los fondos de los socios, deben considerarse 
cooperativos: la Cooperativa no sólo realiza actividad cooperativa en las 
operaciones activas con sus socios, también en la colocación de sus depósitos 
(capitalización y  ahorro)".
1. 3. 2.- Ingresos ordinarios extracooperativos.
311 Una reseña de estas sentencias puede verse en la Revista CIRIEC-España de Legislación y 
Jurisprudencia n° 2 de 1991 y nQ 3 de 1992. También en la primera véase FAJARDO GARCIA: 
"Comentario a los recientes pronunciam ientos del Tribunal Suprem o sobre la calificación a 
efectos tributarios de los rendimientos obtenidos por las cooperativas de crédito de la colocación  
d e sus remanentes financieros en otras entidades de crédito’Xpp. 138- 144).
312 VICENT CHULIA, F. La legislación cooperativa com o desafío para el jurista..., p. 56. Este autor 
señala cóm o por via de corrección de errores de la Ley 11/1985 se intentó que entre los ingresos 
ordinarios cooperativos de las Cooperativas de Crédito "se incluyera, no sólo los intereses 
percibidos sino también otros productos de sus inversiones". Dicha corrección de errores nunca 
llegó a publicarse por lo que no pudo incluirse este ingreso cooperativo.
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C ontinuando  con el art. 58. 1 B) LCCV, "Se considerarán ingresos ordinarios 
extracooperativos los mencionados en el apartado anterior que sean resultantes 
de la actividad cooperativizada (en) terceros no socios" (313).
Este p recep to  recoge como ingresos o rd in a rio s  ex traco o p era tiv o s  los 
procedentes de realizar operaciones con terceros, pero no cualquier operación, 
sino las m ism as operaciones -propias del objeto social de la cooperativa- que, la 
cooperativa norm alm ente realiza con sus socios.
La norm a es consecuencia de la libertad de operar con terceros que reconoce la 
Ley valenciana a las cooperativas, y cuyo alcance ya examinamos anteriormente.
Como se recordará, el art. 2. 3. LCCV establece: "Las cooperativas podrán 
realizar la actividad cooperativizada con terceros no socios en las condiciones 
fijadas en esta Ley, salvo las excepciones que expresamente contempla", en tre 
estas condiciones fijadas en la Ley, se encuentra, la necesidad de separar 
contablem ente los ingresos procedentes de estas operaciones (ingresos ordinarios 
extracooperativos) de los demás ingresos.
Las operaciones con terceros a que se refiere este artículo 58. 1 B), son como ya 
tuvim os ocasión de ver, el mismo tipo de operaciones que habitualm ente realiza 
la cooperativa con sus socios ( consum ir productos en una cooperativa de 
consumo, vender sus cosechas a través de una cooperativa agrícola o depositar 
sus ahorros en una cooperativa de crédito), y no por tanto, las operaciones 
instrum entales que la cooperativa realiza con otras personas, para poder atender 
las necesidades de sus socios o de los terceros a los que nos referim os (la 
cooperativa compra los productos que distribuye a sus socios y terceros clientes, o 
vende los productos fabricados por sus socios u otros trabajadores).
Com o vim os tam bién anteriorm ente, la Ley valenciana ha op tado  por un 
criterio  p erm isiv o  am plio  que sólo se verá lim itad o  en los casos que 
expresam ente se señalen: cooperativas agrarias (art. 69. 3), cooperativas de trabajo 
asociado (art. 72. 2.), cooperativas de crédito (art. 75. 2) y cooperativas de consumo 
(art. 73. 3).
1. 3.3.- Gastos deducibles.
313 £ n ej lugar señalado entre paréntesis y que dice "en", debe decir, "con". Esta es otra de las 
diversas erratas con que apareció la Ley y que después no se publicaron.
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U na vez  d e te rm in a d o s  los in g re so s  o rd in a r io s  c o o p e ra tiv o s  y 
extracooperativos, el legislador fija qué gastos se podrán  deducir de dichos 
ingresos, con el fin de determ inar los resu ltados ord inarios cooperativos y 
extracooperativos.
La fórm ula em pleada por el legislador valenciano consiste en señalar unos 
gastos específicos de cada tipo de ingreso, y otros gastos que se aplicarán a ambos, 
en proporción a la cifra de ingresos que representen en cada caso. La norm a que 
nos interesa al respecto es el art. 58. 2, según la cuál: "De los ingresos ordinarios 
cooperativos por un lado y  de los extracooperativos por otro, deberán deducirse 
en concepto de gastos o minoración de ingresos los siguientes:
A) Los gastos específicos necesarios para la obtención de cada tipo de ingreso.
B) Los gastos generales necesarios para el funcionamiento de la Cooperativa.
C) Los intereses devengados por sus socios o por terceros.
D) Las cantidades destinadas a amortizaciones.
E) Las otras deducciones que permita hacer la legislación común.
Los gastos o deducciones señalados en los apartados B), C), D) y  E), se 
imputarán proporcionalmente a la cifra de ingresos ordinarios cooperativos y 
extracooperativos".
El sistema em pleado por las demás legislaciones cooperativas españolas es muy 
diverso. Todos los gastos que se enum eran son deducibles únicam ente de los 
ingresos ordinarios cooperativos (314). De esta forma, nos encontram os con que el 
socio debe soportar todos los gastos que ocasione la obtención de los ingresos por 
su actividad cooperativa, más los que ocasionen los ingresos que la cooperativa 
obtiene por operaciones con terceros no socios, m ientras que de éstos ingresos se 
beneficia exclusivamente la cooperativa, y en nada los socios.
Volviendo a la Ley valenciana, podem os distinguir por tanto, dos tipos de 
gastos, que se aplicarán a ambos tipos de ingresos: gastos específicos necesarios 
para obtener cada ingreso y gastos generales.
314 Los gastos que se enumeran en las distintas legislaciones cooperativas, y que son com unes a todas 
son: el importe de los bienes entregados por los socios para la gestión cooperativa, y los anticipos 
recibidos por éstos ; los gastos necesarios para el funcionam iento de la cooperativa, los intereses 
d ev en g a d o s por socios y asociados, y las cantidades d estin ad as a am ortización  del 
inm ovilizado: art. 83. 1 LGC, art. 58 LCC, art. 26 LCPV y art. 59 LCA. A lgunas legislaciones 
incluyen también com o gasto, las cantidades destinadas a com pensar pérdidas: Ley vasca y  
andaluza. También la Ley catalana lo preveía hasta que la Ley 13/1991 de Reforma de la Ley de  
Cooperativas, lo ha suprimido.
279
1. 3. 3 .1 .- Gastos específicos deducibles de los ingresos ordinarios cooperativos.
Son gastos que sólo pueden deducirse del im porte que representan los ingresos 
obtenidos p o r la cooperativa de operaciones con sus socios. Según la Ley 
valenciana, podem os deducir a estos ingresos o rd inarios cooperativos los 
siguientes gastos:
a) Los gastos específicos necesarios para la obtención de este tipo de ingreso (art. 
58. 2 A, LCCV).
b) El im porte de los bienes y servicios prestados por los socios a la cooperativa 
(art. 58. 3 A, LCCV).
c) La contribución fijada por los Estatutos a la Reserva de Form ación y 
Promoción Cooperativa, que será como mínimo de un 1 por 1000 de los ingresos 
ordinarios m encionados, excepto en las cooperativas de viviendas, donde será de 
un 1 por 100 sobre el valor de la facturación de las viviendas (art. 58. 3 B. LCCV).
El art. 58. 2 A. de la Ley valenciana contempla la existencia de gastos específicos 
encesarios para la obtención de éstos ingresos, de forma genérica, y en el art. 58. 3 
se concretan algunos de esos gastos. Teniendo en cuenta ésto, vamos a centrarnos 
en prim er lugar en los gastos que se mencionan en éste art. 58. 3, y harem os una 
referencia posterior a otros gastos específicos.
a.- El im porte de los bienes y servicios prestados por los socios a la cooperativa.
Entre los gastos específicos, el legislador resalta el im porte de los bienes y 
servicios p restados por los socios a la cooperativa como gasto aplicable en 
determ inados tipos de cooperativas. En particu lar, estos gastos se orig inan  
principalm ente en las cooperativas agrarias y en las de trabajo asociado.
En las cooperativas agrarias se considera como ingreso, lo obtenido por la venta 
de los productos de los socios, y como gasto, el valor asignado a los productos o 
cosechas entregados por los socios.
En las cooperativas de trabajo asociado, se considera como ingreso, el im porte 
obtenido por la venta de los productos fabricados por los socios, y como gasto, el 
im porte de la prestación del trabajo de éstos o salario que se les abona.
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El principal problem a que se plantea en ambos casos es la determ inación del 
valor de estos bienes y prestaciones, porque, dada la finalidad económica de la 
cooperativa, el valor de éstos no se puede conocer hasta que la cooperativa deduce 
la to talidad  de los gastos habidos; la diferencia en ese m om ento será el valor 
conseguido por esos bienes y esas prestaciones.
Por ello m ism o, no es correcta la calificación como gasto del valor de estos 
bienes; la term inología em pleada responde sobre todo a la influencia de la 
legislación fiscal, que por exigencias tributarias buscan de esta form a poder 
determ inar una base imponible que gravar.
El tem a de la valoración de estos bienes no sólo es de gran im portancia, sino 
que tiene en  la Ley valenciana un tra tam ien to  d istin to  del resto  de las 
legislaciones cooperativas; razones ambas que exigen prestar más atención al 
tema. Por ello, hemos creído conveniente analizar posteriorm ente y con más 
dedicación en el punto 1. 3. 4 de este mismo apartado B), el tema de la valoración 
de estos bienes y servicios que prestan los socios a la cooperativa.
b - C ontribución a la Reserva de Formación y Promoción Cooperativa.
Otro gasto o minoración que el legislador considera específicamente aplicable a 
los ingresos ordinarios cooperativos es la contribución a la Reserva de formación 
y promoción cooperativa, regulada en el art. 58. 3, B, LCCV (315).
Esta contribución tiene por finalidad obligar a las cooperativas a constituir un 
fondo con el que desarrollar las actividades sociales que constituyen tam bién, 
junto con las económicas los objetivos de la cooperativa.
Con este fondo, que la Ley denom ina Reserva de form ación y prom oción 
cooperativa, la cooperativa tendrá que form ar a los socios y trabajadores en los 
princip ios y técnicas cooperativas, económ icas y profesionales, fom entar el
315 Según éste  artículo: "Específicamente, a los ingresos ordinarios cooperativos se les deducirá en 
concepto de gastos o minoraciones:
B) La contribución fijada por los Estatutos a la reserva de Formación y  Promoción Cooperativa, 
que será como mínimo de un 1 por 1.000 de los ingresos ordinarios mencionados, excepto en las 
Cooperativas de Viviendas, donde será de un 1 por 100 sobre el valor de la facturación de las 
viviendas. Las Cooperativas de segundo y  ulterior grado podrán beneficiarse de la contribución a 
esta Reserva que hayan realizado las Cooperativas asociadas. Igual facultad asistirá a las 
Cooperativas que comercializen productos o servicios de otras Cooperativas, cuando estas 
últimas hayan realizado con cargo a los ingresos obtenidos de los mismos la citada contribución".
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desarrollo  del cooperativism o o realizar actividades intercooperativas (art. 62. 3 
LCCV).
N o rm alm en te , u na  cooperativa que ob tenga excedentes o beneficios, 
constituirá esta reserva, ya que como veremos es un destino necesario y prim ario 
de los resu ltados positivos que genere la cooperativa: un 10% de los excedentes 
netos deben destinarse a engrosar esta Reserva (art. 59. 1 b).
Sin em bargo, es habitual en las cooperativas agrarias y cooperativas de 
viviendas operar a "excedente cero" o "por m árgenes brutos", es decir, liquidan al 
socio en función de los resultados obtenidos, de form a que los ingresos son 
iguales a los gastos más la valoración de las entregas hechas por el socio, porque la 
valoración de éstas se realiza una vez concluido el ejercicio; de esta forma, nunca 
hay excedentes, y por lo tanto, no se puede destinar nada ni a la Reserva de 
Formación y Promoción, ni a la Reserva Obligatoria (316)
Por esta razón, el legislador catalán, con el fin de procurar la constitución de los 
fondos sociales, exige en determ inados tipos de cooperativas (de v iviendas,
316 Recogem os en este punto las razones que ofrece JULIA IGUAL. J (La problemática empresarial de 
las cooperativas agrarias..., p. 25) para explicar este proceder en las cooperativas agrarias; el 
com entario se refiere al Reglamento de Cooperativas de 1978, pero igualm ente podría aplicarse 
a la situación actual, ya que el problema no varía. Dice este autor: "las liquidaciones a los socios 
en las cooperativas de comercialización agraria presentan diversos problemas contables, ya que 
el sistema de liquidación a precio de mercado que establece el Reglamento de Sociedades 
Cooperativas de 1978 (art. 42, 4), consistente en la contabilización de las entregas de los socios a 
precio de mercado, pone en evidencia que el legislador no ha tenido en cuenta la existencia de una 
serie de productos, como los hortofrutícolas, en los que es prácticamente imposible establecer o 
hablar de un precio de mercado a priori, debido a las características propias del mercado de 
dichos outpus, tanto por su estacionalidad como por la diversidad de calidades que hacen 
realmente difícil su valoración, lo que ha ayudado también a la potenciación de los sistemas de 
liquidación por márgenes o excedentes brutos. Estos métodos de liquidación por márgenes brutos 
consisten, en término general de deducir de los ingresos obtenidos por la venta de los distintos 
productos, los costes de comercialización correspondientes sin incluir el valor del producto, con lo 
que la diferencia se liquidará al socio por las cosechas entregadas según los precios que se 
acuerde". Este proceder genera a su vez otros problemas -como también pone de relieve este autor- 
"desde el momento de la entrega de la cosecha por parte del socio hasta la liquidación, a veces 
hasta final de la campaña, ésta no aparece registrada contablemente y  solamente se hace 
mediante ficheros y  otras fuentes auxiliares extracontables donde sólo se registra su volumen y  
c a l id a d ".
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agrarias y de servicios) que se asigne una parte de los ingresos brutos a la 
formación de esos fondos (317).
De esta form a, -como puso de relieve Vicent Chuliá- "se da respuesta a la 
realidad económica c¡ue demuestra que en estas cooperativas, al derramarse los 
costos sobre los socios o, lo que es lo mismo, fijar los precios o anticipos a 
posteriori de campaña o de liquidación con terceros, operan con excedente de 
ejercicio próximo al cero, con lo cual el importe de los Fondos irrepartibles es casi
simbólico   Y por ello hace ya muchos años postulamos que se establezca
legalmente "una asignación o porcentaje a la cooperativa... en relación con el 
importe bruto de ventas o de compras", reivindicando una técnica que ya estuvo 
presente en la Ley catalana de 1934" (318).
El legislador valenciano, consciente de esta práctica y con el fin de no burlar la 
constitución al menos de la Reserva de formación y promoción cooperativa, exige 
que se deduzca de los ingresos una contribución fija que será como m ínim o del 1 
por mil de los ingresos ordinarios, y en las cooperativas de viviendas del 1 por 100 
sobre el valor de la facturación de las viviendas. Esta contribución se aplicará con 
independencia de que existan excedentes o no. Posteriorm ente, en el caso de que
3 ^7 La Ley catalana de 1983 exigía a las cooperativas agrarias una asignación a estos fondos igual 
al 1 por 1000 sobre la cifra total de facturación a los socios (art. 87 c,). Para las cooperativas de  
viviendas el art. 81 asignaba a estos fondos un porcentaje no inferior al 2 por 100 sobre el precio 
total del piso, incluidos los terrenos, urbanizacón, construcción, gastos generales, etc. Por último, 
el art. 85, en relación con las cooperativas de servicios exige que estatutariam ente se fije una 
asignación entre el 2 y el 1 por mil sobre la cifra total de operaciones con los socios.
La Ley 13/1991 de Reforma de la legislación anterior ha alterado en parte esta exigencia, ha 
hecho desaparecer el art. 85 y  por tanto la exigencia de asignación especial a estos fondos por las 
cooperativas de ser vicios, y  ha modificado el art. 81 relativo a las cooperativas de viviendas en 
el siguiente sentido: "Las Cooperativas de viviendas observarán en cuanto a los excedentes las 
siguientes reglas:
a) Aplicarán los siguientes porcentajes, no obstante lo dispuesto en el artículo 59, para la 
formación y  la ampliación del Fondo de Reserva y  del Fondo de Educación y  Promoción 
Coopera tiva :
Primero.- Sobre el precio total del piso, de los locales o de las edificaciones complementarias, 
incluidos el terreno, la urbanización, la construcción y  los gastos generales, un porcentaje no 
inferior al 2 por 100, calculado sobre un precio base que en ningún caso será inferior al que resulte 
de aplicar los módulos que se fijen para las viviendas de protección oficial o de régimen similar. 
Segundo.- En los procesos de rehabilitación, un porcentaje del 1 por 100 sobre el presupuesto de los 
trabajos de rehabilitación.
Tercero.- Cuando vendan solares urbanizados a otras Cooperativas o Entidades sin ánimo de 
lucro, un porcentaje del 0, 25 por 100 sobre el precio de venta".
3^8 VICENT CHULIA. La reforma de la legislación cooperativa..., p. 125.
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sí existan excedentes y se deba asignar a esta Reserva el 10% correspondiente, se 
podrá deducir esta contribución, entregada anticipadam ente.
Este sistem a, p revisto  por la Ley valenciana con el fin de asegurar la 
constitución de esta Reserva, no se da en ninguna otra legislación cooperativa; 
que se lim itan a exigir su asignación para el caso de que existan excedentes.
c.- Otros gastos específicos.
O tros gastos específicos a tener en cuenta para la determ inación  de los 
excedentes o pérdidas cooperativas serían:
*En las cooperativas de consumo, el coste de los productos adquiridos para su 
distribución entre los socios.
En estas cooperativas por lo general, para determ inar los pagos que los socios 
deben realizar (ingresos ordinarios cooperativos) para adquirir los bienes, se 
tendrán  en cuenta, el precio por el que éstos bienes han sido adquiridos (gasto 
específico, más un pocentaje en concepto de participación en los gastos generales.
* En las cooperativas de v iviendas: el coste de construcción de las viviendas 
destinadas a lo socios.
En estas el im porte final del coste de la construcción, determ inará si ha existido 
adecuación entre éste y los pagos que los socios han ido realizando. Si los gastos de 
la construcción exceden de los pagos realizados por los socios (ingresos ordinarios 
cooperativos) existirán pérdidas, y si por el contrario los pagos exceden a los 
gastos, tendrem os excedentes (319).
1. 3. 3. 2.- Gastos específicos deducibles de los ingresos extracooperativos.
Son deducciones específicas de los ingresos ordinarios extracooperativos:
a) Los gastos específicos necesarios para la obtención de estos ingresos (art. 58. 2
A).
3 19 La Ley catalana prohíbe expresamente, en estos supuestos que se consideren com o pérdidas los
incrementos de los costes de las viviendas que se produzcan durante el proceso de realización del
proyecto, lo que traducido al lenguaje económ ico sería, un aum ento en los gastos (art. 58. b, in
fine).
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b) Las cantidades necesarias para compensar las pérdidas extracooperativas de 
ejercicios anteriores (art. 58. 4).
a.- G astos específicos necesarios para la obtención de los ingresos ordinarios 
extracooperativos.
Dentro de estos gastos hay que incluir:
*En una cooperativa agraria, el precio que la cooperativa abona al tercero por 
los productos que éste le entrega para su reventa.
*En una cooperativa de trabajo asociado, el salario que la cooperativa abona a 
los trabajadores no socios.
*En una cooperativa de consum o, incluiríam os el coste de los p roductos 
adquiridos para revender a los terceros, si es que son fácilmente diferenciables.
En todos estos casos, nos encontram os con que a diferencia de los gastos 
anteriorm ente vistos, el im porte de éstos viene por lo general, prefijado por la 
cooperativa. Aquí no cabe afirmar como en las relaciones socio-cooperativa que 
hasta que no se conocen todos los gastos no se puede conocer el valor de los 
bienes aportados por los socios, o de las prestaciones realizadas.
En estas operaciones el tercero no se ha de beneficiar de n inguna ventaja 
m utualísta puesto que ésta corresponde a los socios, y por tanto, la cooperativa fija 
o acuerda con el tercero el valor definitivo del bien entregado o de la prestación 
realizada. La diferencia que finalm ente pueda reflejarse contablem ente no se le 
im putará  al tercero ni se le devolverá, sino que será un beneficio para  la 
cooperativa o una pérdida social para la misma.
b.- C antidades destinadas a com pensar pérdidas extracooperativas de ejercicios 
anteriores .
Esta deducción perm itida en el art. 58. 4 LCCV, contrasta con otra norm a que se 
presenta como contradictoria: el art. 60. 2 de la m ism a Ley. Esta regula la 
im putación de pérdidas y, en relación con las pérdidas derivadas de operaciones 
con terceros (o p érd id as  ex tracooperativas) establece que "se imputarán  
íntegramente a la Reserva Obligatoria". El artículo 58. 4 perm ite en cambio, que se 
compensen con ingresos extracooperativos posteriores.
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La contradicción podría en principio carecer de relevancia práctica si se tiene en 
cuenta que los ingresos extracooperativos se asignan también de forma íntegra a 
la Reserva Obligatoria (art. 61. d. LCCV), y dentro o fuera de esta reserva siempre 
se com pensarían.
Pero la contradicción adquiere más relevancia cuando se tiene en cuenta el 
contenido com pleto del art. 60. 2, el cual continúa: "....se imputarán íntegramente 
a la Reserva Obligatoria, y agotada ésta, al capital social, que quedará 
automáticamente reducido con correspondiente reducción de las participaciones 
de los socios”.
Teniendo en cuenta el contenido com pleto de este precepto nos podem os 
plantear el siguiente dilema, imaginemos una cooperativa con una escasa reserva 
obligatoria (cosa no m uy infrecuente, sobre todo en las cooperativas agrarias), que 
ha realizado operaciones con terceros no socios, de las que se han derivado unas 
pérdidas. El im porte de la reserva obligatoria no es suficiente para enjugar esas 
pérdidas, ¿que debe hacerse? ¿esperamos por si en el ejercicio siguiente se generan 
beneficios en estas operaciones? o ¿reducimos el capital social, reduciendo las 
partic ipaciones de los socios? Un im pulso  de p rudencia  em presaria l nos 
aconsejaría crear una cuenta en espera de futuros beneficios con que com pensar 
esas pérdidas, pero lo cierto es que los artículos citados se presentan -al menos a 
nuestro  entender- como contradictorios y la Ley valenciana no nos aporta otra 
solución. Ello nos lleva a acudir a la LGC, ésta contem pla este problem a más 
claram ente, en su art. 87. 2, según el cuál "Se imputarán al Fondo de Reserva 
Obligatorio las pérdidas que tengan su origen en la actividad cooperativizada que 
se realiza con terceros no socios,,....Si el importe del Fondo de Reserva obligatorio 
fuese insuficiente para compensar estas pérdidas, la diferencia se recogerá en una 
cuenta especial, para su amortización con cargo a futuros ingresos del Fondo de 
Reserva obligatorio" . La solución ap o rtad a  por la LGC nos resu lta  m ás 
convincente y nos sirve de apoyo para in terp re tar en este sentido  la Ley 
valenciana.
Como conclusión podríam os afirm ar que pese a la contradicción norm ativa, 
las pérdidas extracooperativas se im putarán a la reserva obligatoria, y caso de no 
ser ésta suficiente, el im porte de las pérdidas restantes se podrán com pensar con 
los ingresos extracooperativos generados en ejercicios siguientes.
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A hora bien, dado que la cooperativa no tiene obligación de operar con terceros, 
puede ocurrir que en muchos ejercicios económicos no vuelvan a realizarse estas 
o p erac io n es y por tan to , se fru s tre  la po sib ilid ad  de ob tener ingresos 
extracooperativos. En este caso, y agotada la reserva obligatoria, tendría que 
reducirse el capital social para compensar esas pérdidas. Esta solución parece más 
factible, en m om entos límites de la vida de la cooperativa, previa a su disolución, 
o a su fusión por ejemplo; pues siem pre cabría im putar las pérdidas a reservas 
generadas en ejercicios sucesivos antes que a capital social. Pero hay que tener en 
cuenta que la im putación a Reserva obligatoria no puede hacerse más que en los 
cinco años posteriores a la aparición de las pérdidas, siguiendo el m odelo de la 
com pensación quinquenal de pérdidas con el débito a H acienda por el Im puesto 
de Sociedades (320).
1. 3. 3. 3.- Gastos comunes a ambos ingresos.
Los gastos comunes se recogen en los apartados B, C, D, y E, del art. 58. 2 LCCV, 
y son:
B) Los gastos generales necesarios para el funcionamiento de la Cooperativa.
C) Los intereses devengados por sus socios o por terceros.
D) Las cantidades destinadas a amortizaciones.
E) Las otras deducciones que perm ita la legislación común.
Del conjunto de estos gastos o deducciones dice la Ley que "se imputarán 
proporc iona lm en te  a la cifra de ingresos ordinarios cooperativos y  
e x t r a c o o p e r a t i v o s la im putación se hará pues , en proporción directa al im porte
320 Este artículo conflictivo ( 58. 4 LCCV), se refiere a la com pensación, no sólo de las pérdidas 
extracooperativas, sino también de las pérdidas extraordinarias, con ingresos posteriores  
tam bién extraordinarios. Esta situación nos plantea una últim a cuestión: ¿cabe com pensar  
pérd idas ord inarias cooperativas con futuros ingresos cooperativos? . La respuesta  es 
rotundam ente negativa. El propio art. 58 .4  en su segundo párrafo no deja lugar a dudas; dice así: 
"Las pérdidas de cada ejercicio producidas en la actividad cooperativizada con los socios se 
imputarán necesariamente en la forma que establece el articulo 60" .Y  según el art. 60 estas 
pérd id as "serán imputables a los socios en proporción a su participación en las operaciones 
sociales a la Reserva Obligatoria hasta máximo de 50 por 100 de las pérdidas y  en su caso a la 
Reserva Voluntaria creada en el artículo 59. 3 c)". No solam ente nos basam os en estos preceptos 
para negar la posibilidad planteada, sino también en la forma cóm o el legislador regula la 
liquidación de las pérdidas ordinarias cooperativas en el art. 60. Pero este tema será objeto de un 
estudio posterior, por lo que más tarde, al tratar de la imputación de las pérdidas, volverem os 
sobre el tema.
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de los distintos ingresos, a mayor volumen de ingresos, m ayor volumen de gastos 
deducidos.
Este artículo no nos ofrece mayor comentario por lo que en sí menciona, pero 
sí, por lo que representa en favor del sistem a tripartito  de resultados. Como 
hem os visto, este artículo atribuye los gastos generales de la cooperativa a ambos 
tipos de ingresos, porque en realidad esos gastos han contribuido a generar ambos 
ingresos.
En la LGC y dem ás leyes cooperativas por el contrario, los gastos necesarios 
para  el funcionam iento de la cooperativa así como los intereses o cantidades 
d e s tin a d a s  a la am ortizac ión  efectiva del in m o v ilizad o , se d ed u cen  
exclusivam ente de los ingresos procedentes de operaciones con los socios, esto 
es, de ingresos ordinarios cooperativos (art. 83. 1 LGC; art. 26 LVC; art. 58 a. LCC; 
art. 59. 1 LAC y art. 48. 1 Ley navarra de cooperativas), lo cual trae como 
consecuencias las siguientes:
1) Este sistema dualista grava más los ingresos ordinarios cooperativos, lo que 
repercute en un trato más desfavorable para los socios de las cooperativas que 
operan con terceros no socios, que para los socios de otras cooperativas que no 
realizan este tipo de operaciones.
2) Por otra parte, -y como ya dijimos al comenzar este apartado- este sistema es 
m ás perjud ic ia l para  el socio frente a la cooperativa, dada la d istinción  
patrim onial que entre ambos existe.
Con este sistem a el socio asum e gastos originados en la consecución de dos 
tipos de ingresos, unos que le pertenecen a él y otros que le pertenecen a la 
cooperativa. El socio por tanto, contribuye con la dism inución de su ventaja 
m utualista al aum ento de los beneficios de la cooperativa, que ingresan en un 
patrim onio irrepartible, del que no se beneficia, al menos directamente.
3) Finalm ente, hay que reconocer que este sistema, contribuye a un m ayor 
engrosam iento de la Reserva obligatoria, que el sistema valenciano.
1. 3. 4.- V aloración de los b ienes y servicios que p restan  los socios a la 
cooperativa.
En este apartado  nos planteam os la valoración que por exigencias legales - 
como vimos al analizar el art. 58. 3 A.- y a efectos contables, hay que atribuir a los
288
bienes en tregados por los socios a la cooperativa, con el fin de que ésta los 
comercialice, los transform e o los incorpore a otros procesos de producción, y a 
los servicios prestados por los socios con el fin de llevar a cabo el objeto social 
cooperativo . Estos bienes y estos servicios objeto de valoración, se dan  
principalm ente en las cooperativas agrarias y en las cooperativas de trabajo 
asociado.
Ante la cuestión de cuál será la valoración que debe atribuirse a estos bienes y 
servicios, la prim era respuesta que surge es, la im posibilidad de determ inarla. Si 
lo que se p re ten d e  con la creación de una cooperativa, es su p rim ir la 
interm ediación, de forma que el agricultor maximalice sus resultados, y obtenga 
por sus cosechas (no lo que el interm ediario  le quiera pagar), sino lo que 
conseguiría d irectam ente en el mercado, deducidos los gastos necesarios; hasta 
que no se vendan esos productos o cosechas y se conozcan los gastos, no se puede 
conocer su valor.
Lo m ism o podríam os decir respecto de la valoración del trabajo personal de 
los socios. Si la constitución de la cooperativa se hace con el fin de aum entar los 
trabajadores sus salarios, obteniendo la ganancia que el interm ediario se llevaría 
en otro caso, el valor que hay que asignar a la prestación de trabajo por parte del 
socio, no se conocerá hasta que se contabilicen los ingresos y se deduzcan los 
gastos.
Por lo tanto, podem os afirm ar que es consustancial con el funcionam iento 
cooperativo, que el valor de estos bienes y servicios no se conozca hasta la 
terminación del ejercicio económico. Su valor será el resultado de deducir a los 
ingresos los gastos habidos, y no un gasto más a tener en cuenta.
1. 3. 4. 1.- Razones que justifican una valoración previa.
Tras la conclusión a la que hemos llegado, podríam os preguntarnos porqué el 
legislador, con el fin de determ inar los resultados del ejercicio, exige que se haga 
figurar como gasto: "El importe de los bienes y servicios prestados por los socios a 
la Cooperativa" (art. 58. 3. A). El legislador exige una valoración previa de estos 
bienes, que en principio es contraria al sentido y finalidad de la cooperativa.
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Las razones de esta exigencia hay que buscarlas por un lado en la legislación 
tributaria, y su influencia en el Derecho cooperativo sustantivo; y por otro, en la 
necesidad  de constitu ir unos fondos irrepartib les, que perm itan  fortalecer 
económ icam ente a la cooperativa, y llevar a cabo su función social.
a.- La leg islac ión  trib u ta ria  y su in fluenc ia  en el D erecho cooperativo  
sustan tivo .
En efecto, el legislador tributario necesita formar la base imponible sobre la que 
calcular el im puesto  que grave los beneficios obtenidos por la sociedad. El 
problem a que se p lan tea en la cooperativa es, cómo determ inar esa base 
imponible. La solución dada, parte de suponer un valor de m ercado a los bienes 
entregados por los socios o al trabajo aportado, como si de una sociedad mercantil 
de interm ediación se tratase (321); y la diferencia con los ingresos obtenidos, será 
la base im ponible a gravar. La diferencia con la sociedad m ercantil estará por 
tanto, no en su cálculo, sino en el tipo de gravam en aplicable, que será menor.
Ya en el Texto Refundido de la Ley de Contribución de U tilidades de 22 de 
septiem bre de 1922, se valoraban las prestaciones y suministros de los socios a las 
cooperativas, por su valor corriente en el m ercado, aunque no se hubiesen 
retribuido, o se hubiesen retribuido por un im porte inferior (322)
321 Com o señala ROSEMBUJ: "El legislador utiliza la ficción jurídica del valor de mercado, con la 
finalidad exclusiva de impedir, desde su perspectiva tributaria, la eventual transferencia de 
ingresos y  gastos mediante la aplicación de precios de transferencia o intrafirma en la operación 
cooperativizada, o sea, en la relación jurídica entre la cooperativa y  su socio. Pero la creación es 
ficticia, puesto que la realidad fáclica de la relación y  la propia disciplina material y  
específica resulta distinta", y continúa más tarde: "La cooperativa pretende con la sustitución el 
aprovechamiento en favor de los socios de las ventajas económicas desempeñadas ex-ante por 
agentes del mercado. La cooperativa no realiza actividad de mercado con sus socios, sino gestión 
de servicios en su beneficio: la cooperativa es una empresa órgano de integración de la economía 
de los socios. Por ello, la realidad jurídica que crea el legislador no es ni probable ni cierta: es una 
ficción tributaria". En relación con la ficción jurídica que significa el valor de mercado, vid pp. 59 
a 64.
322 La norma en particular, es la Disposición quinta, regla segunda, apartado i), de la Tarifa III, 
según la cuál: "Tratándose de Cooperativas de producción, se comprenderá siempre como gasto e[ 
valor corriente de las prestaciones o suministros de los asociados, aunque no figure por cantidad 
alguna en las cuentas o se estimasen en ellas por un valor inferior; y  se computarán como 
beneficios las sumas distribuidas entre los socios a cuenta de aquéllos y  la cantidda en que 
eventualmente exceda el valor asignado en las cuentas a los referidos suministros y  prestaciones 
de su valor corriente".
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Posteriorm ente, el Decreto 888/1969, de 9 de mayo del Estatuto Fiscal de las 
Cooperativas, desarrolló más este precepto, y en el art. 14 al establecer las reglas 
que deben tenerse en cuenta para determ inar la base im ponible del Im puesto 
General sobre la Renta de Sociedades, señalaba: "a) Como regla general, tendrá 
siempre la consideración de gasto, como parte integrante del coste de los diversos 
productos, mercancías o servicios, el importe de las prestaciones o suministros de 
los asociados calculados en su valor corriente....
Se entenderá por valor corriente en cuanto a los suministros, el precio medio 
de mercado según las distintas clases y calidades y, en cuanto a las prestaciones, 
las retribuciones que normalmente sean satisfechas en la zona donde se halle 
domiciliada la Cooperativa, en razón de igual actividad laboral" (323).
La aprobación de esta norm a incidió notablem ente en el Derecho cooperativo 
sustantivo. Así frente al Reglamento de 1943, que se lim itaba a deducir de los 
ingresos "toda clase de gastos generales" (324), el Reglamento de 1971 consideraba 
d e d u c ib le s  "toda clase de gastos generales, y .... el anticipo laboral que 
corresponda; en su caso, al socio-trabajador como retribución normal a un trabajo 
de la misma clase en la localidad" (art. 18).
La Ley de 1974 contiene una norm a sim ilar a la anterior, al m enos en 
apariencia. En concreto, el art. 17. Cuatro establece: "Entre los gastos a deducir de 
cada ejercicio económico para la determinación de los excedentes netos se 
incluirán los gastos permitidos por la legislación común y, ... en su caso, los  
anticipos laborales satisfechos a los socios trabajadores, en los términos previstos 
en el párrafo cinco del artículo cuarenta y ocho".
Destacamos de esta norma la referencia genérica a los gastos perm itidos por la 
legislación común, y la consideración como gasto de los anticipos laborales, como 
en el Reglam ento de 1943.
323 En el m ism o sentido, el art. 39,4 y 5 del Real Decreto 2631/1982 de 15 de octubre (Reglamento del 
Impuesto de Sociedades) señala que las operaciones realizadas por la Cooperativa con sus socios, 
derivadas del cum plim iento de sus fines sociales, se computarán por su valor de mercado.
324 El art. 14 del R eglam ento de 1943 establece: "Los remanentes líquidos de las Sociedades 
Cooperativas consistirán en las ganancias que se obtengan por márgenes de previsión y  excesos de 
percepción, después de deducir toda clase de gastos generales". Con anterioridad a esta norma, el 
Derecho cooperativo sustantivo no hacía ninguna referencia al tema.
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Este precepto merece ser objeto de dos comentarios, por una parte, tenemos 
que hacer referencia a la rem isión hecha al art. 48. 5 de la Ley, según este 
p recep to : "Los socios percibirán periódicamente, en plazos no superiores a un 
mes, anticipos laborales en cuantía similar a los salarios medios de la zona v 
sector de actividad para los distintos puestos de trabajo o categorías profesionales. 
Dichos anticipos son percepciones periódicas abonadas a cuenta de los resultados 
finales de la actividad económica de la cooperativa, y el cómputo anual habrá de 
ser, como mínimo, de cuantía igual al salario mínimo interprofesional; en el 
caso de ser inferior, si esta situación se mantuviese por más de dos años podrá ser 
causa de descalificación de la cooperativa".
Esta norm a refleja claramente el concepto de anticipo como cantidad abonada 
a cuenta de los resultados finales. Pero adem ás determ ina el im porte de estos 
anticipos, no sólo como un dato contable a tener en cuenta para determ inar el 
excedente, sino exigiendo que realm ente el socio reciba su im porte  como 
anticipo, y sancionando con la descalificación a aquellas cooperativas que no 
puedan abonar a sus socios trabajadores, el salario mínimo interprofesional.
Por otra parte, tenem os que hacer referencia a la interpretación dada por 
Vicent Chuliá a la expresión "gastos perm itidos por la legislación común". En su 
o p in ió n , "la referencia a la "legislación común" ha de entenderse pura y  
simplemente a la "legislación no cooperativa" y en especial la legislación 
tributaria que determina las partidas deducibles del beneficio social bruto de 
ejercicio para hallar el beneficio neto y con él, la base imponible en el Impuesto 
sobre la Renta de Sociedades y otras Entidades jurídicas". Esta expresión por tanto 
es más am plia -según este autor- que la de "gastos generales" em pleada en el 
Reglam ento de 1971, incluyendo entre los gastos: "los anticipios laborales (como 
también cualesquiera otros "anticipos", por ejemplo, a los socios agricultores por 
la entrega de sus cosechas)".
El Reglam ento de 1978 extiende la valoración previa, esta vez de form a 
expresa, a las entregas de los socios, que se calcularán a los precios m edios de 
mercado. En concreto dice el art. 42 Cuarto: "Entre los gastos a deducir en cada 
ejercicio económico para la determinación de los excedentes netos se incluirán 
los gastos permitidos por la legislación común y.... los anticipos laborales 
satisfechos a los socios trabajadores .... y el importe de las entregas o pagos de los
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socios para la gestión cooperativa, calculado a los precios medios de mercado en 
el momento de la entrega, aunque no se hubiera fijado dicho importe o se 
hubiera fijado uno d istin to" (325).
De la sim ple observación de las normas citadas se refleja con claridad cómo se 
ha ido extendiendo la exigencia de valoración previa, así cómo la valoración a 
precios de m ercado como criterio aplicable, de la legislación fiscal a la sustantiva.
b.- C onstitución de las reservas sociales.
O tra razón que justifica la valoración previa de estos bienes con el fin de 
deducir un  excedente de ejercicio, es la necesidad de constituir las reservas 
sociales.
Tal y como el legislador ha regulado la distribución de excedentes, la prim era 
asignación de éstos ha de ser a la Reserva obligatoria y a la Reserva de formación 
y p rom oción  cooperativa . En el p rim er caso, con el fin de fortalecer 
económ icam ente a la cooperativa, y en el segundo, con el fin de perm itir el 
cum plim iento  de los objetivos que como entidad  social la cooperativa debe 
desarrollar.
Si no se obtienen excedentes, no se pueden cubrir estos fondos. Y una forma de 
no obtener excedentes es dando libertad a la cooperativa para que determ ine el 
im porte de los gastos, entre ellos, la cuantía abonada a los socios por sus entregas 
o por los servicios prestados.
Com o señala Del Arco: "si las cooperativas de ventas en común, con o sin 
transformación, o de trabajadores, no reflejan en sus cuentas beneficios o 
remanentes, y  lo mismo hacen las cooperativas de servicios, de suministros o de 
crédito, etc. ¿Cual será la base para la formación de los indispensables fondos 
com unitarios?". Por esta razón, afirma el autor citado que "la determinación de
323 T enem os que llam ar la atención en este precepto por la referencia a los "pagos", y  su 
consideración com o gasto. En aquellas cooperativas en las que el socio participa en la actividad  
económica realizando pagos por bienes o servicios que recibe de la cooperativa, com o es el caso de  
las cooperativas d e  consum o o vivienda, estos pagos tienen la consideración de "ingresos" para la 
cooperativa. Por esta razón consideramos que ha alusión a los pagos es incorrecta.
También en este sentido se han manifestado MANRIQUE Y RODRIGUEZ POYO-GUERRERO (p. 
52): "Al decir "entregas o pagos" parece querer referirse a entregas en las cooperativas de 
producción y  pagos en las de consumo; si es así, se comete el error de considerar los pagos como 
gasto, cuando en realidad son contablemente un ingreso".
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dichos costes exige criterios más objetivos para que no resulten vulnerados los 
fines y  los intereses de la cooperativa" (326).
1. 3. 4. 2.- C riterios de valoración de las entregas y servicios prestados por los 
so c io s .
Una vez hem os visto la necesidad de valorar previam ente estas entregas, y las 
razones que justifican la m ism a, vam os a analizar qué criterios em plea el 
leg islador para  determ inar esa valoración previa, porque está claro que la 
valoración definitiva no se conoce hasta el final del ejercicio.
En principio tenem os que distinguir según el bien objeto de valoración sean 
las entregas de bienes o productos que realizan los socios, o la prestación de 
servicios por éstos.
En el prim er caso, entre los criterios de valoración de las entregas  em pleados 
por el legislador pueden distinguirse tres clases:
a) Un prim er criterio sería el em pleado por la Ley Fiscal de Cooperativas 
20/1990, según el cúal "2. Las operaciones realizadas por las cooperativas con sus 
socios, en el desarrollo de sus fines sociales, se computarán por su valor de 
mercado.
2. Se entenderá por valor de mercado el precio normal de los bienes, servicios 
y  prestaciones que sea concertado entre partes independientes por dichas 
operaciones" (art. 15). Un criterio similar a éste, aunque haciendo referencia a los 
"precios m edios de mercado" es el em pleado por la Ley general (art. 83) y la Ley 
navarra (art. 48).
b) Por otra parte, la Ley vasca (art. 26), andaluza (art.59) y catalana (art. 58), más 
que un criterio, im ponen un límite máximo; dan libertad a las cooperativas para 
fijar el valor de estas entregas, pero éste no podrá ser superior a los precios 
m edios de m ercado, o -como dice la Ley catalana- a las retribuciones satisfechas 
en la zona.
c) Por últim o, la Ley valenciana (art. 58. 3) perm ite la valoración de esas 
entregas al precio por el cuál se hayan realizado, al no im poner n inguna 
valoración ficticia, ni n ingún lim ite a la misma. Esta solución perm ite -como
326 DEL ARCO, Régimen económico...., p. 33 y 35.
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puso  de m anifiesto  Vicent Chuliá (327)- operar a excedente cero e incluso 
producir pérdidas.
Este tipo  de entregas, como ya hem os dicho en otras ocasiones, se da 
principalm ente en las cooperativas agrarias, y el principal problem a que en este 
tipo de cooperativas se plantea es -como señaló Julia Igual "la contabilización de 
las entregas de los socios a precio de mercado", porque significa no tener en 
cuenta  "la existencia de una serie de productos como los hortofrutícolas, en los 
que es prácticamente imposible establecer o hablar de un precio de mercado a 
prior i, debido a las características propias del mercado de dichos outpus, tanto por 
su estacionalidad como por la diversidad de calidades que hacen realmente difícil 
su valoración"(328).
Por esta razón principalm ente la Ley valenciana no optó por establecer ningún 
criterio de valoración, que no fuese el realm ente practicado. En este sentido nos 
inform a Vicent Chuliá sobre la fase previa a la aprobación de la Ley valenciana, y 
tras m antener en un prim er m om ento que "la futura Ley valenciana incorporará 
un régimen legal de determinación del excedente neto de ejercicio y  de sus 
asignaciones que tienda a maximizar las realizadas a patrimonio social 
irrepartible,.... En este sentido se habrán de seguir soluciones ya establecidas en la 
Ley catalana.
En primer lugar, obligando a deducir como gasto los anticipos por cosechas y  
prestación de servicios a los socios, en las operaciones de producción, a los 
precios medios o salarios medios de la zona, y no superiores, con el fin de que 
luzca contablemente en la cuenta de resultados el equivalente al "beneficio de 
intermediación" que habría obtenido un empresario intermediario"; reconoce 
posteriom ente  que "Esta norma, presente en el Primer Borrador, y en la vigente 
legislación fiscal para determinar la base imponible de la Cooperativa en el 
Impuesto de Sociedades, ha sido suprimida en el Proyecto de Ley, por las 
d ificultades prácticas que presenta determinar el "valor de mercado" de las 
operaciones realizadas entre la Cooperativa y sus socios" (329).
327 VICENT CHULIA, La legislación cooperativa com o desafío... p. 57.
323 JULIA IGUAL, La problemática empresarial de las cooperativas agrarias...., p. 25.
329 VICENT CHULIA, La legislación cooperativa autonómica... p. 110 y 111.
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A nte el m ism o problem a, la Ley navarra optó por otra solución. Y así, tras 
señalar como regla general que en la determ inación del excedente neto figurará 
como gasto  "El importe de los bienes aportados por los socios para la gestión y 
desarrollo de la Cooperativa, valorados a los precios de mercado" (art. 48), 
exceptúa de esta regla a las cooperativas agrarias, de las que dice: "En el caso de las 
Cooperativas agrarias se tomará como valor de los bienes aportados por los socios 
el real de liquidación, siempre que no sea superior a los precios de venta 
obtenidos menos los gastos directos e indirectos necesarios para la gestión de la 
Cooperativa ".
Por últim o, la Ley de régimen fiscal, también aporta su solución al tema, y tras 
definir el valor de mercado como precio normal de los bienes concertado entre 
partes independientes, y consciente de que en m uchas ocasiones -como tam bién 
han puesto  de m anifiesto Juliá y Server (330)^ en la zona donde actúan las 
cooperativas agrarias, no hay partes independientes (o no son significativas) y 
por tanto son éstas las que determ inan los precios, ha establecido un criterio 
a lte rn a tiv o : "Cuando no se produzcan operaciones significativas entre partes 
independientes dentro de la zona que, conforme a las normas estatutarias, actúe 
la cooperativa, el valor de mercado de las entregas efectuadas por los socios se 
determinará rebajando del precio de venta obtenido por ésta el margen bruto 
habitual para las actividades de comercialización o transformación realizadas".
Respecto de la valoración de las prestaciones de servicios o trabajo, realizadas 
por los socios, también podemos distinguir tres criterios como en el caso anterior:
a) La Ley de régimen fiscal establece que estas prestaciones en concepto de 
anticipo se valorarán  "conforme a las retribuciones normales en el mismo sector 
de actividad que hubieran debido percibir si su situación hubiera sido la de
330 segú n  JULIA IGUAL y SERVER IZQUIERDO (Manual de fiscalidad....p . 90 y  91): "El 
mantenimiento del valor de mercado ha defraudado en parte las expectativas de algunas 
cooperativas, como las hortofrulicolas, para las c\ue la aplicación de este criterio como sistema 
de liquidación a sus socios es realmente inaplicable, comprobando con tristeza cómo el legislador
parece ignorar esta realidad el concepto de valor de mercado no deja de presentar ciertas
ambigüedades en este caso. Así, para determinar el precio de mercado se toma como referencia la 
zona donde actúa la cooperativa, pero puede plantearse el caso de que si ésta controla la mayoría 
de la producción, sea ella quien determine dicho valor, que en caso contrario se habría de 
investigar con las consabidas dificultades en el supuesto de productos de gran estacionalidad y  
diversidad de variedades y  calidades".
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trabajadores por cuenta ajena". Una norm a similar a ésta encontram os en la Ley 
general de cooperativas.
b) Las legislaciones vasca, catalana, andaluza y navarra, no fijan un criterio de 
valoración, sino solam ente un límite, estos anticipos no podrán valorarse por 
cuantía superior a la retribución que sea normal en la zona por el m ism o trabajo.
c) Por últim o, la Ley valenciana de nuevo, se lim ita a establecer que se 
com putará como gasto, el importe de los servicios prestados por los socios. Por lo 
tanto, el criterio a aplicar será por el importe que efectivamente se haya abonado 
al socio en concepto de anticipo.
A lgunos de los comentarios hechos anteriorm ente respecto de la valoración 
de las entregas de bienes, serán aplicables también a este supuesto; pero en ambos 
casos, hay que resaltar, por un lado, que la adopción de uno u otro criterio tiene 
im portantes consecuencias, pues de él dependerá la existencia de un m ayor o 
menor m argen de excedentes que destinar a los fondos sociales.
Por otra parte, en ambos casos, se plantea una cuestión fundam ental que tiene 
que ver con la delimitación de competencias entre el Estado y las Com unidades 
Autónom as. Nos encontram os en este tema con distintos criterios m arcados por 
las diferentes legislaciones autonóm icas, y con un criterio establecido por una 
legislación fiscal que deben atender todas las cooperativas con independencia de 
la C om unidad A utónom a a la que pertenezcan. El problem a se traduce en la 
práctica para cada cooperativa en tener que elegir por qué criterio opta, o bien por 
el empleo paralelo de ambos (sistema de contabilidad doble, al que el legislador 
parece inducir). Este es un problema que todavía está pendiente de resolución, 
pero hay que reconocer que en la práctica, la solución más cóm oda para la 
cooperativa es acomodarse a los criterios marcados por el legislador fiscal.
En nuestra opinión, dado que el sistema de valoración previa de estos bienes 
tiene su fundam ento principalm ente en razones de naturaleza tributaria, y ésta 
legislación a su vez facilita la formación de las reservas sociales que es la otra 
razón que justifica este sistema; pensamos que la regulación del tema debería ser 
com petencia exclusiva del legislador fiscal, y evitar de esta form a situaciones 
absurdas y contradictorias para las cooperativas; respondiendo así al m andato  
constitucional de fom entar las cooperativas "m ediante una leg islación  
adecuada".
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1. 3. 5.- D eterm inación del valor de los bienes y servicios sum inistrados por la 
cooperativa a los socios.
Com o en el caso anterior, el valor de los bienes y servicios que la cooperativa 
su m in istra  a sus socios, principalm ente en las cooperativas de consum o y 
viviendas, no se conoce hasta que finaliza el ejercicio económico.
Si la cooperativa tuviese que esperar a la finalización del ejercicio para 
reclam ar el im porte de los bienes entregados a los socios, éste proceder como 
puede im aginarse haría inviable a la entidad. La cooperativa por tanto, exige que 
con el sum inistro  del bien se entregue por parte del socio un anticipo a cuenta 
del precio final del bien. La determinación del im porte de este anticipo, perm ite 
distinguir dos formas de operar:
Por una parte , el sistem a denom inado ing lés (331) que valora los bienes 
sum inistrados al socio, a precio de mercado; y por tanto, el socio paga por el bien 
lo m ism o que pagaría en cualquier otro establecimiento. Una vez finalizado el 
ejercicio, el exceso de percepción se devuelve al socio bajo forma de retorno 
cooperativo, después de asignar a los Fondos sociales, las cantidades que se 
acuerden.
El otro sistem a em pleado para determ inar el anticipo que debe entregar el 
socio, se denom ina francés o continental. Según éste, la cooperativa calcula el 
precio a abonar por el socio, partiendo del valor de coste del bien, y añadiendo un 
porcentaje previam ente calculado por los gastos previsibles; este sistema intenta 
por tanto, de term inar previam ente el precio final de form a que la ventaja 
m utualista  la reciba el socio en el m om ento de la adquisición, a través de un 
ahorro en el gasto, y no al final m ediante el retorno (332).
Este segundo sistema, si bien puede parecer más cómodo adm inistrativam ente 
para la cooperativa, entraña mayores riesgos.
331 Empleamos para identificar ambos sistemas una terminología ya habitual en la doctrina. Véase 
CERDA Y RICHARD, en Sociedades Cooperativas p. 48.
332 a  estos d os sistem as, LLUIS Y NAVAS, (Derecho de Cooperativas tomo II p. 484) añade un 
tercero, que denom ina sueco o de retornos intermedios, según el cuál, "se rebaja directamente un 5% 
al vender la mercancía y  se hace un segundo retorno (generalmente del 3%) al final de ejercicio".
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Por una parte, un cálculo desacertado del im porte a pagar, puede generar 
pérdidas en el ejercicio que se compensarán en parte con cargo a reservas, lo cual 
contribuye a descapitalizar a la cooperativa, y adem ás puede convertirse en una 
vía indirecta para la distribución del haber social.
O tro riesgo que este sistema entraña es que un cálculo m uy acertado de dicho 
im porte  a pagar, puede dar lugar a unos excedentes nulos y por tanto  se 
im posib ilite  la necesaria contribución a la Reserva obligatoria y reserva de 
form ación y prom oción cooperativa.
Las repercusiones de una u otra opción son las m ism as que vim os en el 
supuesto  anterior. Si hay excedentes, podrán  constituirse e increm entarse las 
reservas sociales; si por el contrario se obtienen pérdidas, se reducirán los fondos 
sociales, e incluso repercutirán  las mismas sobre los socios, que tendrán que 
abonar lo que en su día se les cobró de menos, m edida m uy im popular y que no 
es aconsejable.
A pesar de la transcendencia de la determinación del im porte a pagar por esos 
bienes, que en la gestión cooperativa tienen el carácter de ingreso de ejercicio, el 
legislador tradicionalm ente ha dado libertad a la cooperativa para fijar dicho 
valor. Y la p rueba está en que las únicas referencias al tem a que hem os 
encontrado en nuestro Derecho, tienen como finalidad, im pedir que en el caso de 
que una cooperativa de esta naturaleza sum inistre a sus socios a precios de 
m ercado, los excedentes que obtenga se repartan  no proporcionalm ente a los 
consumos realizados por cada socio (333).
Incluso en el ám bito tributario encontram os norm as excepcionales alusivas a 
la valoración de estos bienes. En particular, el art. 15 de la Ley de Régimen Fiscal 
al establecer la valoración de las operaciones cooperativizadas, con el fin de 
determ inar la base im ponible del Im puesto sobre Sociedades, señala en prim er 
lugar y con carácter general que las operaciones realizadas por las cooperativas 
con sus socios, en el desarrollo de sus fines sociales, se com putarán por su valor
333 Arts. 18 de la Ley de 1931 y 20 de la Ley de 1942. También tenem os que citar el art. 42 del 
Reglamento de 1978 cuyo sentido no queda claro, pero según el cuál, se considera com o gasto a 
deducir para la determinación de los excedentes netos, el importe de las entregas o pagos de los 
socios para la gestión cooperativa. Subrayamos el término "pagos" porque éstos se realizan en las 
cooperativas de consum o (en sentido amplio), y en éstas, estos pagos no tienen la consideración de  
gastos, sino como venimos diciendo, de ingresos.
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de m ercado. Pero, exceptúa de este criterio de valoración a las cooperativas de 
consum o y v iv ien d a , en las que "se computará como precio de las 
correspondientes operaciones aquél por el que efectivamente se hubiesen  
realizado, siempre que no resulte inferior al coste de tales servicios o suministros 
incluida la parte correspondiente de los gastos generales de la Entidad. En caso 
contrario se aplicará este último".
Fuera de estos casos mencionados, el legislador silencia cualquier exigencia de 
valoración de estos ingresos, por lo que -com o an terio rm ente dijim os- la 
cooperativa es libre para determ inar su valoración y por tanto, tam bién la 
existencia final de excedentes o no.
En las cooperativas de viviendas, el problema se presenta cuando varía el coste 
a lo largo de la construcción de la misma. Realmente, hasta que no se term inan 
las obras no se conoce el precio de las viviendas, y esto sucede varios años 
después de la iniciación de las obras, y por supuesto de la constitución de la 
cooperativa.
En estos casos, el socio va realizando entregas periódicas calculadas con 
anterioridad  (norm alm ente por la asamblea general de socios y para periodos 
anuales), teniendo en cuenta la variación de los costes de ejecución de las obras.
Pero el precio definitivo no se conoce hasta últim a hora. Si resulta que al 
term inar la vivienda los pagos periódicos realizados por el socio superan  el 
precio final de ésta, la cooperativa debe restituir al socio lo que le cobró de más. Si 
por el contrario  todavía falta por cubrir el precio final, el socio tendrá que 
abonarlo; como ha puesto  de m anifiesto U ribarri (334), "Las Cooperativas de 
viviendas se caracterizan porque el socio, al ser el promotor de us propia 
vivienda acepta todos los riesgos de paralización de las obras, mala ejecución, 
problemas financieros, etc.".
Consecuencia de esta asunción de riesgos es -como también reconoce el mismo 
autor- la siguiente: "Se suele decir que el costo de las cooperativas (sic) no se sabe 
hasta el final, que se dice una cifra al comenzar y luego es otra. Y  es cierto. En 
primer lugar es cierto porque durante la obra, el cooperativista introduce en la 
vivienda las variaciones que precisa. También es cierto que existen errores de 
presupuesto, pero las técnicas de presupuestar las conocen también los técnicos
URIBARRI. Cooperativas de viviendas... p. 133 y ss.
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de las cooperativas como los constructores de viviendas y sus márgenes de
cobertura y  sus errores son similares. Pero es igualmente cierto que hoy no
existen contratos de compra de viviendas en construcción, sin clausula de
revisión de precios".
Esto es cierto, pero la diferencia entre un constructor profesional y una
cooperativa prom otora está en que el riesgo por esos errores presupuestarios, los
asum e el constructor y en la cooperativas los socios, de forma que son éstos los
que se benefician o perjudican principalm ente por la variación de estos costes 
(335).
En las cooperativas de viviendas, los pagos que van realizando los socios a 
cuenta de sus viviendas, no se reflejan contablem ente como ingresos del 
ejercicio, sino que se ingresan en una cuenta destinada al pago de los costes de la 
construcción. Los ingresos de ejercicio son las cantidades que abona cada socio 
para el pago de los gastos de administración y gestión que realiza la cooperativa. 
Por lo tanto, cuando lo entregado por el socio para el pago de su vivienda no es 
suficiente para cubrir los gastos habidos en la construcción, no se habla de 
pérdidas ordinarias cooperativas, sino de la necesidad de realizar nuevas entregas 
en concepto de precio de la vivienda (336).
1. 3. 6.- La ventaja cooperativa y su relación con el resultado final de ejercicio.
Com o hem os visto en los dos apartados anteriores, la determ inación de 
resultados positivos o negativos dependerá de la valoración que se haga de la 
m asa de gestión económica.
En una cooperativa de producción o trabajo asociado, si las cosechas o la mano 
de obra se valoran a precios bajos, el resultado final será seguram ente positivo, si 
por el contrario su valoración es alta, el resultado fácilmente será negativo.
En una cooperativa de consum o, si los bienes en tregados a los socios se 
valoran a precios altos, aum entan los ingresos y posiblem ente el resultado sea 
positivo, en cambio, una valoración baja entrañará fácilmente pérdidas.
335 Posteriormente, en el capítulo IV (A. 2. 1. 1.) de esta tesis, volverem os sobre la responsabilidad  
del socio de la cooperativa de viviendas, y la obligación d e  realizar nuevas entregas com o  
consecuencia de la elevación del precio de la construcción.
336 Com o ha puesto de relieve la Lev catalana de cooperativas, en su art. 58. b : "En las cooperativas 
de viviendas en ningún caso deben considerarse como pérdidas los incrementos de costes que se 
produzcan durante el proceso de realización del proyecto".
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En ambos casos, las consecuencias que se derivan son las m ism as, si los 
resultados finales son positivos podrán increm entarse las reservas, participar los 
trabajadores en esos resultados, y repartirse entre los socios si así se acuerda. Pero 
también entrañará consecuencias fiscales, y la cooperativa deberá tributar en el 
Impuesto de Sociedades esos excedentes de ejercicio.
Si los resultados finales son negativos, no habrán repercusiones fiscales, pero 
no habrá tam poco con qué increm entar las reservas, ni dar participación a los 
trabajadores.
Dadas las im portantes consecuencias que se derivan de una u otra operatoria, 
el legislador se ha preocupado por regular la valoración de esos bienes, bien 
estableciendo el valor que habrá que atribuirle o bien, señalando unos límites.
Pero estas m edidas sólo se han tenido en cuenta para las cooperativas de 
producción y trabajo asociado; y en el caso de la Ley valenciana, no se establece 
ninguna m edida, para ningún tipo de cooperativa, la valoración que se tendrá en 
cuenta será aquella por la que se haya realizado (337).
De la valoración de la masa de gestión dependerá por tanto el signo de los 
resultados finales de ejercicio. Por lo que estos resultados no dicen nada sobre las 
ventajas recibidas por el socio (338). Pueden haber excedentes y no existir ventajas 
económicas para los socios y pueden existir éstas y reflejar pérdidas el ejercicio 
económ ico.
Entendem os por ventaja m utualista  o cooperativa, según la definición de 
Bassi (339): las ventajas económicas que los socios de la cooperativa reciben como
337 Sin embargo la Ley valenciana si adopta una importante medida para evitar que m anipulando  
los costos y resultados se burle la obligación de constituir reservas. En este sentido hay que citar 
el art. 58. 3 B) que exige, la contribución con el 1 por 1000 de los ingresos ordinarios, a la reserva 
de formación y promoción cooperativa, excepto en las cooperativas de viviendas que será del 1 % 
sobre la facturación de las viviendas.
338 A sí lo ha puesto de m anifiesto MARCH1NI (Considerazioni sui fini econom ici e sui bilanci 
delle im prese cooperative..., p. 904) en relación con el Derecho italiano al afirmar que la praxis 
más generalm ente seguida por la sociedad cooperativa "era y  es la de presentar la cuenta de 
pérdidas y  ganancias con la misma estructura de las empresas ordinarias, pero como ya se ha 
señalado, con la sustancial diferencia de que el beneficio que venga demostrado en el balance no 
explica el real resultado económico de la actividad de la cooperativa porque éste está ya 
comprendido en el "valor reconocido a los socios por sus aportaciones", o bien transferido a los 
socios a través de precios de bienes o servicios inferiores a los del mercado".
339BASSI D ividendi e ristorni nelle socictá cooperative. p. 1
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socios, y que constituyen la causa del contrato de sociedad. Su contenido es 
económico y consisten en un ahorro de gasto (cooperativas de consumo) y en un 
aum ento de las retribuciones (cooperativas de producción y trabajo).
El socio de una cooperativa, por ser socio de la misma, puede obtener muchas 
ventajas: la segu ridad  de su puesto  de trabajo, del aprovisionam iento , la 
com odidad del servicio, las ventajas de participar en las actividades sociales y 
culturales de la cooperativa.
Tendríam os incluso que distinguir según tipos de cooperativas para ver las 
diferentes ventajas que este tipo de entidades pueden reportar.
A lgunas coopera tivas, la ventaja que ap o rtan  a los socios consiste  
sim plem ente en la prestación del servicio que constituye su objeto, si no 
estuviese la cooperativa, posiblem ente no se tendría ese servicio, ni más caro ni 
más barato. Dentro de esta categoría podríam os citar las cooperativas eléctricas o 
de aguas, cooperativas de servicios sociales e incluso las cooperativas de trabajo 
asociado, sobre todo en épocas como la actual, de escasez de ofertas de trabajo. En 
estos casos, no se puede decir -al menos generalizar- que los trabajadores se 
constituyen en cooperativa para obtener una mejor retribución por su m ano de 
obra, que trabajando como asalariados. Lo normal es que los trabajadores se 
asocian para conjuntam ente crear sus propios puestos de trabajo, y ejercer a la 
vez las funciones em presariales (340)
Dejando al m argen estos tipos de cooperativas, se puede m antener, que la 
ventaja cooperativa en sentido estricto, y en la m ayor parte de los casos, es una 
ventaja valorable económicamente, que constituye -como señala Bassi- la causa 
del contrato constitutivo de la cooperativa.
Si entendem os por causa del negocio jurídico la finalidad económico-social 
que las partes persiguen al estipularlo, podemos afirm ar que la causa del contrato 
constitutivo de una cooperativa es la obtención por los socios de unos servicios 
en  mejores condiciones que las del m ercado (341). Estas condiciones más
34^ Prueba de esa preferente necesidad de asegurarse un puesto de trabajo, antes que una retribución 
superior a la m edia, la constituye, las críticas em itidas del sector contra el art. 105, 1 d, LCCV, 
que sanciona con la descalificación y posterior disolución, a las cooperativas de trabajo asociado, 
que no paguen durante dos ejercicios sucesivos el salario mínimo interprofesional a sus socios.
3 4 1 En la elaboración del Código civil italiano, el Ministro de Justicia, en su ponencia señaló -com o  
cuenta GRAZIANI- el fin prevalentcm cnte m utualista que caracteriza a la cooperativa  
declarando que dicho fin consistía en "suministrar bienes o servicios o ocasiones de trabajo
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favorab les se conocen tam bién  como ventajas m utualistas . G ráficam ente 
podem os decir que la ventaja m utualista  o cooperativa es el beneficio que 
obtiene el socio al operar en el m ercado a través de la cooperativa, frente a la 
posib ilidad  de actuar d irecta e ind iv idualm ente; esta ventaja tam bién se 
identifica con el beneficio de interm ediación que se llevaría el comerciante.
La causa del contrato constitutivo de la cooperativa es por tanto distinta de la 
del contrato de sociedad, porque no consiste en obtener un lucro repartible entre 
los socios.
En prim er lugar, porque no es finalidad de la cooperativa el obtener beneficios 
sociales. El socio, sí busca beneficiarse operando a través de la cooperativa, pero se 
tra ta  de un beneficio directo, como ventaja patrim onial que se p roduce 
directam ente en su patrim onio sin pasar por el de la cooperativa, y que puede 
consistir en un increm ento positivo de riqueza o en un ahorro en el gasto.
Si en tendem os por tanto el beneficio en un sentido  lato, como ventaja 
patrim onial, podem os afirm ar que la cooperativa no busca la obtención de 
beneficios para  distribuirlos posteriorm ente entre los socios, sino que busca 
in crem en tar d irec tam en te  las econom ías p a rticu la res  de sus socios, e 
ind irectam ente fortalecer tam bién su propio  patrim onio, por m edio de las 
reservas.
En segundo lugar, la cooperativa puede obtener también beneficios como si se 
tratase de una sociedad anónima, (beneficios extracooperativos obtenidos en la 
interm ediación y beneficios extraordinarios), pero en estos casos excepcionales, 
dichos beneficios son irrepartibles, como mas tarde veremos.
Se distingue en la doctrina, sobre todo en la italiana, que se ha ocupado más 
por este tem a, según el m om ento en que se obtiene por el socio la ventaja 
m utualista, entre ventaja inm ediata y diferida, aunque también cabe un tercer 
tipo mixto.
La ventaja inm ediata se produce cuando la cooperativa entrega al agricultor el 
im porte total obtenido por sus cosechas menos la contribución que corresponda 
por los gastos generales, que se calcula previam ente. Y en las cooperativas de
directamente a los miembros de la organización a condiciones más ventajosas que las ofrecidas en 
el 'nercado" (en Socictá cooperativa e scopo mutualistico.., p. 277).
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consumo, cuando el socio abona por el bien adquirido, su precio de coste más la 
citada contribución.
En ambos casos la ventaja m utualista es la diferencia entre el precio recibido o 
pagado y el precio corriente en el mercado; es en definitiva la diferencia en que se 
ha beneficiado el socio al actuar con la cooperativa, y la recibe en la m ism a 
proporción en que ha participado en esa actividad económica.
Según este sistem a de atribución, el socio recibe la totalidad de la ventaja 
mutualista, y la recibe en el anticipo, caso de las cooperativas de producción, o en 
el ahorro de gasto en las de consumo.
Si el cálculo de la contribución por gastos es correcto, el ejercicio final arrojará 
excedente cero, es decir ni excedentes ni pérdidas. Si por el contrario el cálculo no 
ha sido acertado, al finalizar el ejercicio podem os encontrarnos con pérdidas o 
con excedentes que rectificarán  la ventaja a tr ib u id a  an tic ip ad am en te , 
reduciéndola o am pliándola según sea el caso.
La ventaja diferida, se produce cuando al agricultor se le pagan sus cosechas a 
precio de m ercado, y el consum idor adquiere a dicho precio los bienes que 
necesita. Mas tarde, al final del ejercicio, una vez se conocen los gastos habidos, se 
liquida al socio lo que le corresponda.
Si el resultado final es positivo y por tanto se han producido excedentes, 
significa que al socio se le pagó de menos por sus cosechas, y habrá que 
retornárselo. Si por el contrario el resultado es negativo, se producen por tanto 
pérdidas, significa que al socio se le abonó de más por sus cosechas o pagó el bien 
a un precio inferior al que debía, por lo que deberá restitu ir o com pensar la 
diferencia.
El em pleo de este sistema es más aconsejable porque entraña m enor riesgo 
para el socio, siempre será más fácil que se obtengan excedentes que pérdidas.
Pero lo más peculiar de este sistema es que -como más tarde verem os- la 
ventaja m u tu a lis ta  que se co rresponde con el excedente, no lo recibe 
íntegram ente el socio.
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La ventaja mixta o combinada se produce -como ha destacado Verrucoli (342)-, 
cuando "se piensa en una cooperativa de consumo que "vende" géneros 
alimenticios a los propios socios a precios sensiblemente inferiores a aquellos 
corrientes de mercado pero bastante superiores a los de coste de los mismos".
Se trata de una combinación de los dos sistemas anteriores, o si se prefiere, 
mas bien de una variedad del m odelo de ventaja inmediata; y se caracteriza por 
la existencia de anticipos y resultados finales. En este caso, la ventaja m utualista 
se encuentra repartida entre el anticipo y el excedente.
La ventaja m utualista en algunas cooperativas agrarias.
A estos tres sistemas clásicos citados por la doctrina, tenemos que agregar un 
cuarto, que se observa en la realidad de algunas cooperativas, sobre todo de las 
agrarias, y que se caracteriza por la ausencia de anticipos.
En todos los sistemas descritos, se da un anticipo en el mom ento en que tiene 
lugar la operación cooperativizada, y al final de ejercicio se liquida.
Algunas cooperativas agrarias, principalm ente citrícolas y hortofrutícolas no 
entregan anticipos al recibo de los productos de los socios, sólo liquidan una vez 
se conocen los resultados finales, cuando se han vendido los productos.
Este sistema implica dos im portantes consecuencias, por una parte, y como ya 
hemos puesto  de m anifiesto en alguna otra ocasión, perm ite  valorar los 
productos de los socios al mismo precio que por ellos se han obtenido, por lo que 
el resultado de ejercicio es cero, no hay excedentes y por tanto, no se pueden 
aumentar las reservas. Esta negativa consecuencia, que com parte con el sistema 
de ventaja inmediata, ha sido denunciado en sucesivas ocasiones por Juliá Igual.
Otra consecuencia que nosotros advertimos en este sistema y que tiene gran 
transcendencia es que, al no em plear los precios de m ercado como referencia, 
resulta dificil por no decir im posible poder calcular la ventaja m utualista  
obtenida por el socio, teniendo en cuenta adem ás que hablam os de productos 
cuyos precios fluctúan mucho en el tiempo.
Este inconveniente es im portan te, porque im pide al socio conocer qué 
ventajas económicas le reporta el operar con la cooperativa, en lugar de hacerlo 
directamente en el mercado.
342 VERRUCOLI. Societá cooperativa di consum o. Distribuzione di mcrci ai soci per corrispettivo 
inferiore al prezzo di com unc comercio imposto:....Nuova Riv. Dir. Conun. 1957 p. 224.
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Por últim o, y como conclusión, querem os llam ar la atención sobre la 
irrelevancia que en la gestión cooperativa pueden tener los resultados finales 
para conocer el beneficio que el socio ha obtenido por esa gestión (o ventaja 
m utualista).
Solamente cuando la cooperativa opera a precios de mercado, podem os decir 
que los excedentes que se obtengan constituyen la ventaja m utualista.
Pero en este caso, como veremos más tarde, el socio no recibe esta ventaja 
íntegram ente, como sí ocurriría em pleando otros sistemas de liquidación.
1. 4.- Resultados extraordinarios.
Los resultados extraordinarios son aquellos obtenidos por la cooperativa de 
fuentes ajenas a los fines específicos de la misma. En la Ley valenciana y por 
exclusión, resu ltados extraordinarios son aquellos que no se derivan  de la 
actividad económica propia de la cooperativa (se desarrolle ésta con sus socios o 
con terceros).
Aquí radica una im portante diferencia entre la Ley valenciana y varias de las 
legislaciones cooperativas españolas en las que éstos resultados se conocen cómo 
resultados extracooperativos , y com prenden adem ás de éstos, los resultados de 
operaciones propiam ente cooperativas realizadas con terceros no socios. Es decir, 
se com prende tanto los resultados extraordinarios para la Ley valenciana, como 
los resultados ordinarios extracooperativos (343).
Al m argen de estas im portantes diferencias, la Ley valenciana dedica a estos 
resultados dos preceptos, que en nuestra opinión plantean m uchas dudas. El art. 
58. 1. C, enum era qué ingresos se consideran extraordinarios: "Los incrementos
343 Así por ejemplo, la Lev andaluza de cooperativas, en su art. 59. 2 establece: "Contablemente 
deben figurar en cuenta aparte, como excedentes extracooperativos que se destinarán al Fondo de 
Reserva Obligatorio, los beneficios obtenidos de operaciones sociales efectuadas con terceros no 
socios, los procedentes de plusvalías en la enajenación de elementos del activo inmovilizado y  los 
resultados de otras fuentes ajenas a los fines específicos de la cooperativa, así cómo los que se 
deriven de inversiones o participaciones en empresas no cooperativas".
También en el m ismo sentido se manifiesta el art. 21 de la Ley Fiscal de Cooperativas.
La Ley general en cam bio habla de "beneficios" para referirse a am bos tipos de resultados 
p o sitiv o s (art. 83. 2); y la Ley catalana tam bién denom ina esto s  resu ltad os com o  
extracooperativos (art. 58 b).
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patrimoniales originados por plusvalías en la transmisión de elementos del 
activo inmovilizado, los derivados de inversiones o de actuaciones en empresas 
no cooperativas y  los intereses bancarios abonados por entidades financieras a la 
Cooperativa así como al rendimiento de los títulos poseídos por la Cooperativa y 
de otras operaciones financieras que pueda realizar legalmente".
El art. 58. 4 por su parte establece que "de los ingresos extraordinarios podrán 
deducirse las cantidades destinadas a compensar pérdidas... extraordinarias de 
ejercicios anteriores".
Como hem os dicho, estos preceptos plantean diversas dudas, que vám os a 
exponer a continuación:
En prim er lugar, la enum eración de ingresos parece, por los térm inos de la 
Ley, taxativa. Esta interpretación contrasta con la am plitud de ingresos que la 
cooperativa  p u ed e  ob tener de operaciones no p ro p iam en te  de gestión  
cooperativa. Por esta razón, hechamos en falta una clausula que englobase como 
ex traord inarios todos aquellos resultados no específicam ente propios de la 
activ idad cooperativa, que pueda ésta obtener. C láusulas sim ilares a éstas 
encontram os en algunas leyes cooperativas españolas (344), así cómo en la Ley 
fiscal de cooperativas. Según ésta: "Para la determinación de los rendimientos 
extracooperativos se considerarán corno ingresos de esta naturaleza:
3. Los obtenidos de actividades económicas o fuentes ajenas a los fines  
específicos de la cooperativa" (art. 21. 3).
A falta en la legislación valenciana de una claúsula sim ilar, no podem os 
in terpretar la enum eración del art. 58. 1. C, más que como una enum eración 
ejemplificativa; de no ser así, podemos encontrarnos con ingresos obtenidos por 
la cooperativa y que no serán específicamente cooperativos, ni tampoco podrían 
clasificarse como extraordinarios.
En segundo  lugar, el legislador sólo tiene en cuenta para determ inar los 
resultados ex traord inarios, los increm entos patrim oniales orig inados por las 
plusvalías obtenidas en la transm isión de elementos del activo inm obilizado; y 
no hace m ención alguna a la posibilidad de obtener m inusvalías. Esta segunda
^44 Como las contenidas en el art. 83. 2 de la LCC. o en el art. 59. 2 de la Ley andaluza.
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posib ilidad  en cam bio tam bién deberá ser tenida en cuenta como elem ento 
negativo que reduce el patrimonio social (345).
En tercer lugar, hay que hacer referencia a las cooperativas de crédito, pues 
algunos de los ingresos que el art. 58. 1. C, califica como de extraordinarios, en 
este tipo de cooperativas tienen la consideración de ordinarios cooperativos, por 
ser propios de su actividad económica.
Así pues, en estas cooperativas son ingresos ordinarios los obtenidos de la 
colocación de los depósitos, en entidades bancarias, en títulos valores o en 
cualquier otras inversión. La Ley valenciana establece al respecto, en el mismo 
art. 58. 1 C, que "En el caso de las Cooperativas de Crédito y las Cooperativas con 
Sección de Crédito, los intereses bancarios y el rendimiento de los Títulos  
Valores que posea la Cooperativa serán conceptuados como ingresos ordinarios 
por considerarse propios de su actividad". En este p recep to  advertim os dos 
om isiones, -que como cuenta Vicent Chuliá (3 4 6 ). se trató de corregir en una 
Corrección de errores de la Ley valenciana 11/1985, pero que finalm ente no se 
aprobó; por un lado, la alusión a los ingresos ordinarios, debe entenderse como 
ingresos ordinarios cooperativos; por otra, el precepto sólo hace referencia a los 
intereses bancarios y al rendim iento de los títulos valores, cuando en realidad 
debería com prender también "otros productos de sus inversiones".
La naturaleza de los ingresos obtenidos por las cooperativas de crédito de la 
colocación de sus rem anentes financieros en otras entidades de crédito, planteó 
en su m om ento dudas sobre la calificación como ordinarios o extraordinarios, 
sobre todo, en relación con la legislación fiscal.
El anterior Estatuto Fiscal de las Cooperativas de 9 de mayo de 1969 establecía 
en su art. 11 III que las exenciones y bonificaciones que reconocía en el Impuesto 
General sobre la Renta de las Sociedades, a las cooperativas, no alcanzaría a "los 
beneficios procedentes de otras fuentes ajenas a los fines concretos de la 
cooperativa", la determ inación de esos ingresos como ajenos o no a los fines 
propios de la cooperativa, era la cuestión en discusión, y a pesar de que el
Así parece entenderlo también VICENT CHULIA (La legislación cooperativa com o desafío  
para el jurista..., p. 56), cuando, haciendo referencia a este tipo de resultados afirma: "Por el 
contrario, las plusvalías (y las minusvalías) se considerarán resultados extraordinarios, incluso 
en estas Cooperativas...".
346 VICENT CHULIA, op. ult. cit. p. 56.
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Tribunal Supremo en alguna ocasión se opuso (STS de 17 de julio de 1989), la 
jurisprudencia en general interpretó que para una cooperativa de crédito estas 
operaciones de inversión en otras entidades de crédito constituirán operaciones 
propias de su actividad, y por tanto merecían ser objeto de los beneficios fiscales 
reconocidos (347).
Hoy en día éste tema no plantea ninguna duda, no sólo la Ley valenciana 
reconoce la naturaleza ordinaria cooperativa de estos ingresos, así como el resto 
de leyes cooperativas sustantivas, sino que también lo reconocen expresamente 
la Ley de Cooperativas de Crédito, y la Ley Fiscal de Cooperativas (348).
Por último, el precepto que comentamos nos merece una reflexión. Hasta el 
m om ento  hemos visto, cómo el legislador al de term inar  los resu ltados  
ordinarios, tuvo en cuenta deducir de los ingresos ordinarios cooperativos y 
extracooperativos los gastos específicos necesarios para su obtención. Pero no ha
347 En concreto, la STS de 24 de abril de 1989 señala que, entre los fines de las sociedades  
cooperativas de crédito cabe "la colocación de sobrantes en Instituciones financieras", y "admite 
<cualquier otra operación que... sirva para el mejor cumplimiento de los fines que la cooperativa 
deba cumplir respecto de sus socios>, y, en tal sentido, no cabe la menor duda que la obtención de 
unas ganancias o beneficios por la cooperativa de la racional colocación de sus remanentes 
financieros en otras instituciones, redunda en la posibilidad de un mejor (o, más barato) servicio 
de la Cooperativa a sus socios, que es la actividad jurídicamente protegida y  tributariamente 
desgravada por las leyes".
En términos literalmente iguales se manifiesta el Tribunal Supremo en otras sentencias com o la 
de 3 de mayo y 23 de mayo de 1989. Una reseña de estas sentencias puede verse en la Revista 
CIR1EC- España de Legislación y Jurisprudencia ne 2 de 1991 pp. 92 a 98; y también en la misma 
Revista, mi comentario a dichas sentencias: "Comentario a los recientes pronunciam ientos del 
Tribunal Supremo sobre la calificación a efectos tributarios de los rendimientos obtenidos por las 
cooperativas de crédito de la colocación de sus rem anentes financieros en otras entidades de  
crédito" pp. 138 a 144).
34 8 La Lev 13/1989. de 26 de m ayo en su art. 4 establece: "l. Las cooperativas de crédito podrán 
realizar toda clase de operaciories activas, pasivas y  de servicios permitidas a las otras 
entidades de crédito, con atención preferente a las necesidades financieras de sus socios.
2. En cualquier caso, el conjunto de las operaciones activas con terceros de una cooperativa de 
crédito no podrá alcanzar el 50% de los resultados totales de la entidad. No se computarán en el 
referido porcentaje las operaciones realizadas por las cooperativas de crédito con los socios de 
las cooperativas asociadas, las de colocación de los excesos de tesorería en el mercado 
interbancario. ni la adquisición de valores y activos financieros, de renta fija que pudieran 
adquirirse para la cobertura de los coeficientes legales o para la colocación de los excesos de 
tesorería". Como reconoce la Ley en este último párrafo, la colocación de los excesos de tesorería 
en el m ercado interbancario es una operación propia de la actividad económ ica de las 
cooperativas de crédito, se prevé su existencia y no se limita el total de recursos que pueden  
invertirse por este concepto.
Una norma similar a ésta puede encontrarse en el art. 39. 2 b, de la Ley Fiscal.
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previsto una norma similar en relación con los resultados extraordinarios, ello 
no obstante, entendemos que se trata de una omisión ya que, una redistribución 
equitativa exige que antes de destinar los ingresos extraordinarios al Fondo de 
Reserva Obligatorio, como exige el legislador se le deduzcan los gastos realizados, 
necesarios para la obtención de esos ingresos.
De no darse esta interpretación, tampoco tendría sentido que el art. 85. 4 
perm ita deducir de estos ingresos las "pérdidas extraordinarias de ejercicios 
anteriores", ¿qué pérdidas iban a existir si sólo se contabilizan como resultados, 
los ingresos cooperativos?.
1. 5.- Excepciones al sistema de categorías de resultados.
Hemos dejado para este apartado último, las excepciones a la regla general, 
permitidas por el legislador.
Entre esas excepciones hay que citar en prim er lugar, la posibilidad 
contemplada en el art. 58. 6 de la Ley valenciana de cooperativas, que permite no 
distinguir contablemente los distintos resultados económicos, si a cambio se 
destinan a patrimonio irrepartible, tras una necesaria y previa asignación en 
favor de los socios de trabajo y trabajadores de la cooperativa.
En segundo lugar, analizaremos como excepción al sistema de categorías de 
resultados, el régimen previsto para las cooperativas de crédito por la Ley 13/1989 
en la que tampoco se diferencian los ingresos según procedan de operaciones 
ordinarias o extraordinarias.
1. 5. 1.- El sistema previsto en el art. 58. 6 LCCV. Justificación y consecuencias 
que se derivan de su aplicación.
El art. 58. 6 de la LCCV al que hicimos referencia en otra ocasión al estudiar las 
operaciones realizadas por la cooperativa con terceros no socios, establece 
que: "Los Estatutos Sociales de cualquier Cooperativa podrán establecer que la 
totalidad del excedente neto del ejercicio pueda destinarse a patrimonio  
irrepartible y, como mínimo , en un 10 por 100 a la Reserva de Formación y 
Promoción Cooperativa. En tal caso, no será necesario separar contablemente los 
ingresos cooperativos de los extracooperativos y de los extraordinarios".
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Esta norma constituye una importante novedad para el Derecho cooperativo 
español, ya que por vez primera y de forma general se permite expresamente no 
diferenciar contablemente n ingún resultado siem pre que éste se destine a 
patrimonio irrepartible (349).
El origen de esta norma -como señala Vicent Chuliá (350)_ fu¿ "sugerida en el 
<Consell Assessor del Cooperativisme> en relación con las Cooperativas de 
Consumidores y  Usuarios", y más concretamente, como también dice este autor 
en otro momento, "fué sugerida por la importante Coop. <Consum>, pero, bien 
mirado puede servir para simplificar las cosas a muchas otras, que decidan operar 
con terceros".
De ahí, que la norma se dictase finalmente como de general aplicación a todas 
las cooperativas. A unque se insista en su aplicación con respecto a las 
cooperativas de consumidores y usuarios en el art. 73. 3 LCCV. Esta norma que 
también comentamos anteriormente, señala en relación con las cooperativas de 
consumo que, en el caso de que en los estatutos se prevea la posibilidad de operar 
con terceros no socios, "se observarán las normas del art. 58, apartado 6 de esta 
Ley".
Las razones que han motivado al legislador ha dictar estas normas podríamos 
concretarlas en las siguientes:
l c La razón más inmediata ha sido evitar a las cooperativas, principalmente a 
las que operan con terceros, el enorme coste de gestión que supone distinguir 
contablemente los tres tipos de resultados.
2Q Una segunda razón más mediata, la constituye el interés del legislador en 
reforzar la constitución de un patrim onio  irrepartib le  o colectivo. Así se 
manifiesta en la Exposición de motivos de la Ley valenciana, cuando afirma que 
"En el régimen económico de la cooperativa, la Ley aspira a perfeccionar la 
legislación vigente... reforzando los mecanismos de formación y protección de las 
Reservas o patrimonio irrepartible". Uno de los mecanismos que refuerzan la
349 También como vim os, la Ley vasca permite no distinguir los resultados obtenidos con los socios y 
con terceros, pero sólo en relación con las cooperativas de consumo, y no de forma tan clara como la 
Ley valenciana. El artículo al que nos referimos de la Ley vasca es el 57. 2 según el cuál: "Las 
Cooperativas de Consumo podrán suministrar a los no socios, cuando lo prevean sus Estatutos; en 
dicho supuesto, vendrán obligadas a destinar como mínimo el 40 por 100 de sus excedentes netos al 
Fondo de Reserva Obligatorio".
350 VICENT CHULIA, La legislación cooperativa autonómica..., p. 112 y 19, p. 56.
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formación del patrimonio irrepartible es sin duda el destinar la totalidad de los 
resultados a las Reservas obligatorias y de formación y promoción cooperativa 
(3 5 i>.
Una vez hemos visto las razones que justifican la existencia de este sistema, 
tenemos que plantearnos qué consecuencias se derivan de su aplicación. A pesar 
de que el art. 58. 6 es aplicable a todo tipo de cooperativas, vamos a tomar como 
modelo un tipo en particular: las cooperativas de consumo, y vamos a analizar 
qué efectos produce la no distinción de resultados en este tipo de cooperativas, 
distinguiendo a su vez según el sistema de determinación de resultados que 
aplique.
Si una cooperativa funciona según el s is tem a  inglés, opera con terceros, y 
vende por tanto a todos (socio o no) a precios de mercado, puede darle al exceso 
de percepción (diferencia entre lo pagado por los bienes más los gastos, y lo 
recibido de los consumidores), distintos destinos:
1Q) asignarlo todo a patrimonio irrepartible. En este caso, el socio no obtiene la 
ventaja mutualista.
2Q) atribuir la ventaja mutualista al socio, pero distribuyendo los excesos de 
percepción a todos los consum idores  en proporción a las adquisiciones 
realizadas.
3S) atribuir la ventaja mutualista exclusivamente al socio, distribuyendo los 
excesos de percepción entre los socios en proporción a las adquisiciones 
realizadas. Esta última posibilidad puede llevarse a cabo a su vez de dos formas 
distintas:
* distribuyendo todos los excesos de percepción (originados en el conjunto de 
la actividad de la cooperativa) entre los socios.
* distribuyendo sólo los excesos de percepción generados por las adquisiciones 
realizadas por los socios. Esta última modalidad sólo puede llevarse a cabo si se 
han distinguido previamente los resultados generados en las operaciones con los 
socios y con los terceros.
351 Sobre esta razón jurídica es interesante la reflexión que VICENT CHULIA hace en op. ult. cit., 
p. 110a 112.
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De estas teóricas formas de proceder en las cooperativas de consumo que 
suministran los bienes a sus socios y terceros a precio de mercado, la regla general 
prevista tradicionalmente en nuestro ordenamiento, ha sido la última, exigiendo 
por tanto distinguir contablemente los diferentes resultados. La Ley valenciana 
opta en cambio en el artículo que comentamos por aplicar la primera fórmula.
Sin perjuicio de que más tarde analizaremos la distribución de los resultados 
de ejercicio según este particular sistema, previsto en el art. 58. 6 LCCV; podemos 
fijar de momento la siguiente idea: En las cooperativas que operan con terceros y 
suministran los bienes a precios de mercado, la ventaja mutualista no se asigna 
al socio si los resultados se llevan en su totalidad a patrimonio irrepartible.
La ventaja mutualista se puede reconocer tanto al socio como al tercero (sin 
distinguir contablemente), pero en este caso, el socio no se beneficia asociándose 
a la cooperativa, porque la misma ventaja puede obtener sin asociarse, y encima 
no asum e n inguna  obligación ni responsab ilidad  frente a la cooperativa. 
Además, como decía Lasserre (352) "Si se dan bonificaciones a los compradores no 
socios, no tendrán ningún interés en adherirse, y no es justo que tengan las 
ventajas de la cooperativa sin tomar las responsabilidades ni contribuir a su 
capital".
Por tanto, no basta con asignar la ventaja mutualista, sino que habrá que 
asignarla exclusivamente a los socios. Y en cuanto a qué ventaja hay que asignar, 
sólo los excesos de percepción recibidos de los socios, porque si se reparten los 
obtenidos de operar con terceros, estamos ante una distribución de dividendos, y 
por tanto, ante una actividad desarrollada con lucro, contraria por tanto a la 
naturaleza de la cooperativa, y causa de su descalificación como tal (353).
Como conclusión a esta breve reflexión tenemos que afirmar que en las 
cooperativas que operan según el sistema inglés, sólo esta última fórm ula - 
prevista como regla general en nuestro Derecho cooperativo- permite operar con 
terceros, respe tando  el derecho del socio a beneficiarse de las ventajas 
mutualistas. Pero este sistema, exige necesariamente distinguir los resultados 
obtenidos con los socios, de los demás.
332 LASSERRE, p. 23. De la mism a opinión que este autor se manifiesta SIMONETTO ("II lucro 
d ell'im p resa  coo p era tiv a ... p. 255 y 256). En contra hay que citar a M ARCHINI 
(Considerazioni... pp. 895 y 896), y VERRUCOLI. La societá cooperativa, p. 113.
333 Véase el art. 105. 1 a), en relación con el art. 104. a), ambos de la LCCV.
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En aquellas otras cooperativas que funcionan según el s is te m a  francés ,  y 
buscan el cálculo previo del precio final de los bienes que suministran, la ventaja 
mutualista -como dijimos- se recibe en el momento de adquirir el bien, y se 
manifiesta en forma de ahorro, frente al coste que supondría  haber adquirido 
dicho bien en otro tipo de entidad.
Este sistema entraña la gran dificultad de determinar el importe del bien antes 
de finalizar el ejercicio, pero la experiencia puede ayudar a calcularlo, aplicando 
sobre el precio de coste un tanto en concepto de gasto.
En este caso, si la cooperativa realiza operaciones con terceros no socios, puede 
actuar de alguna de las siguientes formas:
l fi) Aplicando el mismo precio a socios y terceros, de forma que todos reciban 
la ventaja mutualista en el momento de adquirir los bienes.
2Q) Aplicar este precio rebajado sólo a los socios mientras que a los terceros se 
vendería a precio de mercado.
El primer modelo presenta los mismos inconvenientes que señalamos en las 
cooperativas que venden a todos los consumidores a precio de mercado, y 
reparten posteriormente a todos los excesos de percepción.
El segundo modelo ofrece en cambio mayor interés porque perm ite a los 
socios participar de las ventajas mutualistas, y al mismo tiempo se evita el tener 
que distinguir contablemente los distintos resultados.
Según este modelo, la cooperativa suministra bienes a socios y a terceros pero 
a los primeros con un  descuento sobre el precio de mercado. Los resultados 
finales podrían aplicarse íntegramente a patrimonio irrepartible, pero se habrá 
garantizado una ventaja al socio que justifique su asociación a la cooperativa, y 
ésta no tendrá que llevar una distinción contable de resultados, sólo bastará con 
identificar en el momento del suministro de bienes, a socios y terceros. Este 
sistema no sólo es más beneficioso para el socio, sino que hace más atractivo para 
el tercero su adhesión a la cooperativa al ver claram ente las ventajas que 
obtendría por ser socio.
No obstante habrá que tener en cuenta el porcentaje de descuento aplicado al 
socio, porque un descuento elevado equivaldría a un reparto  de d iv idendos 
encubierto, ya que el m ayor ahorro del socio sería a costa de los beneficios 
obtenidos de operar con terceros a precios de mercado.
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Este modelo de asignación de las ventajas mutualistas sin distinción contable 
de resultados, se ve favorecido por la Ley general de cooperadas y por el régimen 
fiscal previsto para las cooperativas de consumo.
La Ley general de cooperativas en su art. 128. 2, relativo a las Cooperativas de 
Consumo, establece que "Los precios de los suministros y servicios prestados por 
la Cooperativa a usuarios no socios serán los mismos que los establecidos por 
ésta para los socios, excepto en el supuesto del apartado d) del número anterior", 
el apartado al que se refiere, se limita a establecer que la cooperativa puede 
suministrar y servir a los no socios: d) Cuando la Cooperativa expresamente 
establezca esta posibilidad en sus Estatutos. Por tanto, cuando la cooperativa 
opere con no socios por decisión estatutaria, podrá fijar precios distintos para 
socios y terceros.
El art. 15 de la Lev de Régimen Fiscal por su parte, al señalar las reglas que 
determinan la base imponible del Impuesto sobre Sociedades, establece en primer 
lugar y como regla general que "2. Las operaciones realizadas por las cooperativas 
con sus socios, en el desarrollo de sus fines sociales, se computarán por su valor 
de mercado", entendiéndose por valor de mercado, como el propio precepto 
señala en el párrafo 2Q, "el precio normal de los bienes, servicios y prestaciones 
que sea concertado entre partes independientes por dichas operaciones". Sin 
embargo, para el caso de las cooperativas de consumo, el apartado 3Ü de la misma 
norm a establece: "No obstante lo dispuesto en el número anterior, cuando se 
trate de Cooperativas de Consumidores y Usuarios, Vivienda o de aquellas que, 
conforme a sus estatutos realicen servicios o suministros a sus socios, se_ 
computará como precio de las correspondientes operaciones aquél por el que 
efectivamente se hubiesen realizado, siempre que no resulte inferior al coste de 
tales servicios o suministros, incluida la parte correspondiente de los gastos 
generales de la Entidad. En caso contrario, se aplicará este último".
Como conclusión a las cuestiones analizadas podemos afirmar que los dos 
sistemas vistos, son posibles en nuestro Derecho cooperativo, y en ambos la no 
distinción de las operaciones realizadas con socios y con terceros tiene efectos 
negativos.
En el sistema inglés porque niega al socio la ventaja mutualista a la que tiene 
derecho; y cuando afirmamos que tiene derecho a la misma, nos referimos a un 
derecho en abstracto, que se concretará en el caso de que la asamblea general
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decida su asignación al socio; se trata en nuestra opinión de un derecho similar al 
que tiene el socio de una sociedad anónima al beneficio, pero relegamos para un 
posterior momento el análisis de este problema.
En el sistema francés, porque la asignación de la ventaja mutualista en el 
momento del pago del precio, alcanza al socio y al tercero, por lo que no obtiene 
ninguna ventaja económica el consumidor por ser socio (354).
En definitiva, entendem os que el facilitar a las cooperativas la gestión 
económica no justifica privar al socio de las ventajas m utualistas, por ello 
creemos más aceptable el sistema que permite al socio obtener un descuento 
frente al precio de mercado que paga el tercero, Si este descuento no es 
desproporcionado, se consigue favorecer al socio, incrementar el núm ero de 
éstos, y no complicar a la cooperativa con una costosa distinción contable de los 
resultados.
1. 5. 2.- La determinación de resultados económicos en las cooperativas de 
crédito.
Tanto la materia relativa a la determinación de los resultados económicos, 
como a su distribución en las cooperativas de crédito, se rige por lo dispuesto en 
la Ley 13/1989, de 26 de mayo de Cooperativas de Crédito.
334 Podría argumentarse que la cooperativa no ofrece sólo ventajas económ icas a los socios, sino que 
busca otros fines más cercanos a la protección del consumidor y al interés general, como puede ser: 
ofrecer productos de más calidad, promocionar productos autóctonos, productos no contaminantes, 
etc., en definitiva ofrecer calidad en lugar de precios más económicos. Esto puede ser cierto, pero 
de ello también se beneficia el tercero no socio, consumidor de la cooperativa.
Otra razón que podría darse es que si bien el socio no obtiene ventajas mutualistas, tampoco asum e 
apenas ninguna obligación con la cooperativa. Esto es cierto, si observam os los estatutos de una 
cooperativa como CONSUM, que opera sin distinguir los resultados de ejercicio, observamos cómo 
las obligaciones que soporta el socio son meramente simbólicas: aportar 100 ptas. a capital social 
(art. 46. 6), y realizar un gasto anual de consum o por familia de 5.000 ptas. (art. 11).
Sin em bargo, esta ausencia de ventajas y de responsabilidades del socio consum idor con su 
cooperativa, puede vaciar de sentido el hecho de la asociación cooperativa porque el socio no se 
vea identificado con la misma, no se sienta copropietario de la mism a, papel que en cambio 
tienen más asum ido los socios de trabajo de la entidad, ya que sus aportaciones a capital social 
son más elevadas (307.100 ptas. actualizablcs anualmente, según el art. 46. 5), y adem ás soportan 
el riesgo económ ico de la gestión, que sólo garantiza el salario m ínim o interprofesional, a 
diferencia del socio cooperador, que no asum e ningún riesgo (art. 46. 5 in fine de los Estatutos, 
inscritos en el Registro Central el 22 de mayo de 1991, con el número 289 SMT).
317
La ley valenciana de cooperativas, que en su artículo 75 regula algunas 
cuestiones relativas a este tipo de cooperativas, no señala ninguna especialidad 
en esta materia, limitándose a establecer en el párrafo 2o que, podrán realizar 
operaciones con terceros no socios, "en el porcentaje y condiciones que fije la 
normativa especial sobre crédito cooperativo". Esta remisión a la citada Ley 
13/1989 exime de aplicación a estas cooperativas del sistema de categorías de 
resultados que con carácter general exige la Ley valenciana.
Remisión innecesaria por otra parte, ya que dicha Ley especial, considera como 
norma básica del crédito cooperativo, -y por tanto de general aplicación a todas 
las cooperativas de esta clase, con independencia de la Ley autonómica por la que 
se rijan-, el art. 8 de la misma, que regula la determinación y distribución de los 
resultados del ejercicio económico (355).
El tratamiento excepcional que en estas cooperativas se da a la determinación y 
distribución de resultados se justifica, como en la propia Ley 13/1989 se señala, 
por su carácter de entidades de crédito, reconocido por el R. D. Legislativo 
1298/1986 de 28 de junio, por el que se adaptan las normas legales en materia de 
establecimientos de crédito al O rdenam iento  Jurídico de la C om unidad  
Económica Europea.
Justificada la aplicación de esta normativa especial, vamos a centrarnos en el 
art. 8 de la Ley 13/1989. El apartado 1Q del precepto establece alguna norma sobre 
la determinación de resultados, el apartado 2- regula el destino de las pérdidas, y 
el apartado 3S el destino de los beneficios. Como ya nos ocuparemos más tarde de 
la distribución de resultados en las cooperativas, y en particular en este tipo de
cooperativas, vamos a limitarnos a comentar por el momento el apartado 1Q del
art. 8.
Según dicta esta norma: "2. Al cierre de cada ejercicio económico, los 
resultados se determinarán conforme a los criterios y métodos aplicables por las 
restantes entidades de crédito, sin perjuicio de lo que se establezca en la Ley sobre
Régimen Fiscal de las Cooperativas" .
355 Las normas que se consideran básicas se determinan en la Disposición final segunda de la Ley 
13/1989. Según esta norma, todos los artículos de dicha Ley son disposiciones básicas, excepto el 
art. 9, 5e, 6C y 7°; el art. 7, 1“, y el art. 9, 3Ü a); de donde se deriva el carácter básico del art. 8.
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Vamos a ver pues, cuál será el régimen aplicable en materia de determinación 
de resultados y sobre todo, si se exige o no distinguir contablem ente los 
resultados derivados de operar con los socios y con terceros. Antes de continuar 
tenemos que hacer alusión a la posibilidad que tienen estas cooperativas de 
operar con terceros. Así lo reconoce expresamente el art. 4 de la Ley 13/1989 al 
señalar que, pueden realizar operaciones activas con terceros siempre que no 
alcancen el 50% de ios recursos totales de la Entidad (356).
La normativa aplicable en la determinación de los resultados será -conforme 
al art. 8. 1-, la que corresponde a las restantes entidades de crédito. Se aplicará por 
tanto la Ley 26/1989, de 29 de julio de Disciplina e Intervención de las Entidades 
de Crédito, en particular el art. 48, y demás normas de desarrollo (357).
De este conjunto legal no se deriva n inguna  exigencia de d is tingu ir  
contablemente los resultados obtenidos de operaciones con socios y con terceros, 
pese a que estas últimas están limitadas para las cooperativas de crédito.
No obstante esta conclusión, tendremos que tener en cuenta también -como el 
propio art. 8 de la Ley 13/1989 recuerda-, las normas que al respecto señala la Ley 
de Régimen Fiscal.
De esta Ley interesa en particular el art. 39, en dicho precepto encontramos - 
apenas imperceptible- una norma de interés sobre el tema. En el párrafo 2Q se 
exceptúa la aplicación del art. 13. 10 de dicha Ley a las cooperativas de crédito.
El art. 13. 10 -como se recordará- señalaba entre las causas de pérdida de la 
condición de cooperativa fiscalmente protegida, la realización de operaciones con 
terceros fuera de los casos permitidos por la Ley, "el incumplimiento de las
356 Según este artículo 4: "1. Las Cooperativas de Crédito podrán realizar toda clase de operaciones 
activas, pasivas y  de servicios permitidas a las otras entidades de crédito, con atención 
preferente a las necesidades financieras de sus socios.
2. En cualquier caso, el conjunto de las operaciones activas con terceros de una Cooperativa de 
Crédito no podrá alcanzar el 50 por 100 de los recursos totales de la Entidad.
No se computarán en el referido porcentaje las operaciones realizadas por las Cooperativas de 
Crédito con los socios de las Cooperativas asociadas, las de colocación de los excesos de tesorería 
en el mercado interbancario ni la adquisición de valores y  activos financieros de renta fija que 
pudieran adquirirse para la cobertura de los coeficientes legales o para la colocación de los 
excesos de tesorería".
Según el art. 48 de la Ley 2 6 /1 9 8 8 : "1. Se faculta al Ministro de Economía y  Hacienda para 
establecer y  modificar las normas de contabilidad y  los modelos a que deberá sujetarse el balance 
y  la cuenta de resultados de las entidades de crédito, así como los balances y  cuentas de 
resultados consolidados previstos en la Ley 13/1985, de 25 de mayo (citada), ".
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normas sobre contabilización separada de tales operaciones y destino al Fondo de 
Reserva Obligatorio de los resultados obtenidos en su realización....".
Esta norma, según el art. 39. 2 es sustituida para las cooperativas de crédito por 
la contenida en el apartado b) de este mismo artículo, según el cuál, será causa de 
pérdida de la condición de protegida fiscalmente: "La realización de operaciones 
activas con terceros no socios en cuantía superior en el ejercicio económico al 50 
por 100 de los recursos totales de la cooperativa.
No se computarán en el referido porcentaje..." (continúa citando el m ismo 
contenido que el ya mencionado art. 4. 2 de la Ley 13/1989).
Se suprime por tanto la necesidad de distinguir contablemente ambos tipos de 
resultados, para poder ser beneficiario de un tratamiento fiscal favorable, acorde 
con la también desaparecida exigencia en el ámbito sustantivo.
Con el actual régimen jurídico-fiscal aplicable a las cooperativas de crédito, 
desaparece la tradicional distinción contable de resultados exigible de forma 
general en todas aquellas cooperativas que realizan operaciones con terceros, y 
que hasta hace bien poco también se exigía a este tipo de cooperativas. Nos 
referimos en concreto a la Disposición transitoria 6“ de la Ley general de 
cooperativas 3/1987 (hoy derogada), en cuyo párrafo 3Ü se establecía con carácter 
lógicamente transitorio y hasta la aprobación de la actual Ley de Cooperativas de 
Crédito, que ésta "podrán realizar operaciones activas con terceros no socios hasta 
un máximo del 15 por 100 de sus recursos totales. En todo caso, los resultados 
netos obtenidos en estas operaciones se reflejarán en contabilidad separada de
manera clara e inequívoca, y se destinarán al Fondo de Reserva Obligatorio "
(358).
1. 6.- La determinación de los resultados en la legislación fiscal.
La Ley Fiscal , con objeto de determinar la base imponible sobre la que aplicar 
el Impuesto de Sociedades, ha regulado qué ingresos y gastos deben tenerse en 
cuenta para calcular el resultado del ejercicio.
358 También exigía de forma expresa separación contable de resultados a las cooperativas de  
crédito, con anterioridad a la Ley 13/1989, la Ley de cooperativas andaluza, en su art. 87.
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De Luis Esteban, señalaba poco antes de la aparición de la Ley Fiscal 20/1990 
que uno de los criterios por los que el legislador debía optar era, si la Ley 
tributaria tendría que acuñar una tipología y unos requisitos propios, como 
condicionante de los beneficios fiscales, o si se operaría por remisión a los tipos 
definidos en las leyes sustantivas de la Cooperación (359).
Finalmente, el legislador optó por la primera posibilidad y acuñó su propia 
tipología en la que distingue entre resultados cooperativos y extracooperativos, 
señalando también todos los condicionantes necesarios para acceder a los 
beneficios tributarios, entre ellos la forma de determ inar los resultados de 
ejercicio; no teniendo en cuenta para ello el régimen establecido en el Derecho 
sustan tivo  de cooperativas, sobre todo el legislado por las Com unidades 
A utónom as.
Como consecuencia, nos encontramos no sólo con una tipología de resultados 
diferente al exigible por la Ley valenciana, sino también con un doble sistema de 
determ inación de los resultados de ejercicio, al que deben enfrentarse las 
cooperativas.
Las soluciones propuestas  van desde considerar derogada la norm ativa 
autonóm ica en la materia por aplicación del principio jurídico: ley posterior 
deroga  ley anterior; hasta la adm isión de una doble contabilización y 
determinación de resultados.
La opción por una postura concreta exige que previamente hagamos una 
referencia -aunque somera- a los fines que ambas normativas buscan al regular 
esta materia.
Las leyes sustantivas, y en particular la Ley valenciana de cooperativas aspira 
con la regulación del régimen económico que contiene -y según su Exposición de 
m otivos-  "a perfeccionar la legislación vigente, aportando mayor claridad, 
favoreciendo la autofinanciación y  reforzando los mecanismos de formación y 
protección de las reservas o patrimonio irrepartible. En el primer aspecto se 
incorpora el moderno Derecho contable y se regula el régimen de determinación
DE LUIS ESTEBAN. El nuevo régim en fiscal de las cooperativas. Ponencia pronunciada en 
Barcelona en 1990, con ocasión de la Asamblea General del C1R1EC- España.
321
del excedente neto de ejercicio, distinguiendo entre..." y enum era los distintos 
ingresos y resultados, así cómo los destinos a los que se aplicarán.
La regulación de cómo se determinarán los resultados de ejercicio, así cómo su 
aplicación, es un importante instrumento jurídico en manos del legislador para 
contribuir al fortalecimiento empresarial de la cooperativa, a la mayor o menor 
participación de los socios en los resultados de esa actividad económica 
desarrollada, etc. Si además de ello, el legislador valenciano con su especial 
sistema de calificación de resultados contribuye a aportar más claridad en la 
materia, está plenamente justificado que exija los criterios a tener en cuenta para 
determinar los resultados de ejercicio.
La legislación fiscal por su parte, tiene un alcance meramente instrumental. 
Su objetivo es, -como de su Exposición de motivos se deriva-, contribuir a la 
trad ic ión  tr ibu ta r ia  españo la  que desde  an tiguo, viene reconociendo  
determinados beneficios fiscales a las cooperativas, dada su función social, y a su 
vez cumplir con el mandato constitucional que exige fomentar las cooperativas, 
mediante una legislación adecuada.
Dado que los beneficios fiscales, si nos limitamos al Impuesto de Sociedades, se 
determinan y aplican en relación con el resultado final del ejercicio, el legislador 
fiscal tenía ante sí dos opciones -como nos contaba De Luis (citado 
anteriorm ente)-, rem itirse  al régim en de determ inación y aplicación de 
resultados establecido por cada legislación sustantiva, o establecer su propio 
régimen al respecto, como se ha hecho.
La razón de optar por esta segunda posibilidad, la podemos encontrar en la 
reflexión que De Luis Esteban hace en torno al tema. Tras afirmar el valor 
instrumental y subordinado del Derecho fiscal frente al Derecho sustantivo 
cooperativo, recapacita: "pero no hay que olvidar que es a ¡a Ley Fiscal a la que 
corresponde regular el régimen para la aplicación de los tributos, de manera 
uniforme para todas las cooperativas, cualquiera que sea la legislación  
cooperativa aplicable (la única excepción es la que se deriva del régimen de 
conciertos económicos), evitando en cualquier caso que se produzcan  
discriminaciones fiscales por razón del territorio" (360).
360 DE LUIS ESTEBAN, op. ult. cit.
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Es seguramente esta exigencia de uniformidad y no discriminación las que 
justifican un sistema unitario de determinación de los resultados, pero este 
sistema sólo tiene eficacia a los efectos pretendidos, es decir, a los efectos de 
determinar el Impuesto de Sociedades que grava a la cooperativa.
Fuera de este marco, las cooperativas se rigen en cuanto a la determinación y 
distribución de resultados, por lo que establece su Derecho sustantivo.
Como consecuencia de este análisis, se desprende la necesidad para las 
cooperativas de llevar un doble sistema de determinación de resultados o uno 
sólo si pueden  compatibilizarse las exigencias de ambas legislaciones sobre la 
materia (361). Esta solución que parece la única admisible, no responde desde 
luego -como en la Exposición de motivos de la Ley Fiscal se dice-, al propósito 
fijado por la propia Ley de "fomentar mediante una legislación adecuada, las 
sociedades cooperativas" (362).
Vamos a ver a continuación, tras un esbozo del régimen de determinación de 
resultados contenido en la Ley fiscal, algunas de las principales divergencias que 
se producen entre ésta y la Ley valenciana de cooperativas, al regular de forma 
distinta, la misma materia.
1. 6.1.- Resultados cooperativos y extracooperativos en la Ley 20/1990.
Para determinar la base imponible del Impuesto de Sociedades, según la Ley 
fiscal (art. 16), se consideran separadamente dos tipos de resultados: los resultados 
cooperativos y extracooperativos.
Para su cálculo, el legislador enumera qué rendimientos tienen una u otra 
consideración, y qué gastos se imputarán en ambos casos.
Rosembuj se plantea el motivo por el que la Ley establece esta dicotomía de 
resultados, a lo que responde: "El objetivo es doble. Primero, el derecho al
361 En la Exposición de m otivos de la Ley Fiscal se establece, com o uno de los principios a los que 
responderá el régimen fiscal, a la "coordinación con otras parcelas del ordenamiento jurídico", sin 
em bargo, esta coordinación parece haber tenido lugar exclusivam ente con la Ley General 
Cooperativa, quedando m uy lejos de ella la Ley valenciana, com o posteriorm ente verem os al 
analizar com parativam ente algunas peculiaridades.
3^2 En este aspecto, compartimos la opinión de SANCHEZ CALERO, al manifestarse m uy crítico 
con que la abundante normativa dictada en materia cooperativa, cumpla el mandato del art. 129. 
2 CE, de la prom oción de los poderes públicos de las sociedades cooperativas, m ediante una 
legislación adecuada, en Instituciones....14L’ cd. p. 305.
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beneficio fiscal corresponde a la cooperativa que centra su actividad en y con sus 
socios. Segundo, cuando la cooperativa afronta la realización de actividad ajena a 
su objeto social, a sus fines o con terceros no socios, además de alejarse del 
propósito de la protección fiscal, está incurriendo en competencia desleal con la 
sociedad de capital que, efectuando la misma actividad, carece de beneficio fiscal 
alguno" (363).
En efecto, el legislador tiene interés en delimitar los resultados obtenidos por 
la cooperativa operando con sus propios socios porque éstos son los que se 
benefician del tratamiento fiscal favorable.
Los resu ltados extracooperativos tributarán por tanto al mismo tipo que las 
dem ás sociedades: 35%, aunque con una bonificación para las cooperativas 
especialmente protegidas del 50% sobre la cuota (3í>4).
Los resu ltad o s  c o o p e r a t iv o s  tributan al 20 % (y 26% en el caso de las 
cooperativas de crédito), con una bonificación del 50% sobre la cuota para las 
cooperativas especialmente protegidas.
En el caso de cooperativas no protegidas, deberán aplicar sobre la totalidad de 
sus rendimientos el 35% del tipo general del Impuesto de Sociedades (365).
363 ROSEMBUJ. Régimen fiscal..., op. cit. p. 65.
364 legislador distingue entre C ooperativas protegidas (las que se ajusten a los principios y 
disposiciones de las leyes de cooperativas por las que se rijan, y no incurran en ninguna de las 
causas previstas en el art. 13), y Cooperativas especialm ente protegidas.
Son cooperativas especialm ente protegidas -tom ando la clasificación em pleada por DE LUIS 
ESTEBAN (op. ult. cit.):
* Las cooperativas que actúan en el sector primario de la economía: Cooperativas agrícolas, de  
explotación comunitaria de la tierra, y cooperativas del mar.
* Las cooperativas de trabajo asociado, constituidas por trabajadores que prestan su trabajo de  
forma personal y directa para realizar una actividad productiva en los sectores económ icos de la 
industria o servicios "como importante estímulo en la lucha contra el desempleo o para mejorar 
sus condiciones y  posibilidades laborales".
* Las cooperativas de consum idores y usuarios, "por razones históricas y  por su actuación como 
instrumento regulador del mercado y de la mejora del nivel adquisitivo de la renta disponible de 
sus socios".
Pero no sólo el tipo de actividad es delim itador de las cooperativas especialm ente protegidas; 
también hay que atender a otros requisitos que recoge el legislador en los arts. 7 a 12, com o pueden 
ser ciertos lím ites sobre la capacidad económica de los socios y el volum en de las operaciones 
realizadas con terceros no socios.
365 En el caso de las cooperativas no protegidas y su tratamiento fiscal, se produce en opinión de 
ROSEMBUJ (Régim en fiscal,...op. cit. pp. 65 y 66), una discrim inación negativa contra la 
sociedad cooperativa, frente a la sociedad de capital. Sobre todo si se tiene en cuenta que buena 
parte de los rendim ientos que la cooperativa obtiene debe destinarlos a patrimonio irrepartible, 
del que no se favorecerá ni cuando se separe de la cooperativa, ni cuando ésta se disuelva, m uy  
diferente por tanto, al funcionamiento de las sociedades de capital. Para este autor, la dicotomía
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Pero la reducción del tipo y la bonificación en la cuota no son los únicos 
beneficios fiscales que se conceden en el Im puesto de Sociedades a las 
cooperativas. El apartado 5 del art. 16 establece que a efectos de liquidación, "la 
base imponible correspondiente a uno u otro tipo de resultados se minorará en el 
50 por 100 de la parte de los mismos c¡ue se destine obligatoriamente, al Fondo de 
Reserva Obligatorio".
Esta ha sido definida por Juliá Igual, como una importantísima novedad, que 
obedece a la irrepartibilidad de las reservas y a la limitación de la absorción de 
pérdidas a un ejercicio con cargo a esas reservas que también se limita en el 50%
No es nuestro  propósito en este apartado, hacer un análisis del régimen 
aplicable a la determinación de los resultados de la Ley fiscal (367), simplemente 
queremos poner de manifiesto algunas importantes contradicciones que se dan 
entre éste y la Ley valenciana de cooperativas, para ver de qué forma las 
cooperativas sometidas a ésta tienen que reaccionar para no infringir ninguna de 
las dos legislaciones.
a) Respecto de los ingresos cooperativos, señala la Ley fiscal en su art. 17 que 
tienen esta naturaleza:
"2. Los procedentes del ejercicio de la actividad cooperativizada con los 
propbs socios.
2. Las cuotas periódicas satisfechas por los socios.
3. Las subvenciones corrientes.
4. Las imputaciones al ejercicio económico de las subvenciones de capital en la 
formt dispuesta en el articulo 22 de la Ley 6111978, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades.
de resultados en las cooperativas no protegidas no se justifica porque no está vinculada a 
beieficios fiscales de ninguna clase.
366 ju l ia  IGUAL, "El régimen fiscal...."
367 vid. sobre esta cuestión ROSEMBUJ (Régimen fiscal,... en particular pp. 64 a 86), JULIA IGUAL 
y SERVER IZQUIERDO (M anual de Fiscalidad, IGUAL ("Las 




5. Los intereses y retornos procedentes de la participación de la cooperativa 
como socio o asociado, en otras cooperativas.
6. Los ingresos financieros procedentes de la gestión de la tesorería ordinaria 
necesaria para la realización de la actividad cooperativizada".
b) Mas controversias ofrecen en cambio los supuestos especiales de gastos 
deducibles de los anteriores ingresos. El art. 18 señala tres supuestos de gasto:
"1. El importe de las entregas de bienes, servicios o suministros realizados por 
los socios, las prestaciones de trabajo de los socios y las rentas de los bienes cuyo 
goce haya sido cedido por los socios a la cooperativa, estimados por su valor de 
mercado conforme a lo dispuesto en el artículo 15, aunque figuren  en 
contabilidad por un valor inferior".
Este supuesto ya fuá contemplado en el apartado A) 1. 3. 4. de este mismo 
Capítulo, al analizar la valoración de los bienes y servicios que prestan los socios 
a la cooperativa. En aquella ocasión vimos cómo frente al criterio de la Ley 
valenciana que permitía valorar estos bienes y servicios por los anticipos que 
efectivamente se hayan abonado por ellos, la legislación fiscal exige que se 
com puten por su valor de mercado (art. 15); entendiendo por éste el precio 
normal de esos bienes que sería concertado entre partes independientes.
"2. Las cantidades que las cooperativas destinen, con carácter obligatorio, al 
Fondo de Educación y Promoción, con los requisitos que se señalan en el artículo 
siguiente". (368).
"3. Los intereses devengados por los socios y asociados por sus aportaciones 
obligatorias y voluntarias al capital social y aquellos derivados de retornos 
cooperativos integrados en el Fondo Especial regulado por el artículo 85. 2. c) de 
la Ley General de Cooperativas, siempre que el tipo de interés no exceda del
36® En relación con este supuesto, hay que destacar que el art. 19 al que se refiere establece que la 
cuantía deducible de la dotación al Fondo de educación y promoción no podrá exceder en cada 
ejercicio económico del 30 por 100 de los excedentes netos del mismo. JULIA IGUAL en relación con 
esta norma ha destacado que es de lamentar que "como era de esperar, al tomar como referencia 
la Ley General fijando como límite máximo de dotación deducible el 30% de los Excedentes 
Netos, ignorando de nuevo que en la legislación cooperativa autonómica se dan supuestos 
distintos que se deberían contemplar". El autor se refiere en especial a la legislación catalana y 
valenciana, en las que se exige asignar un tanto sobre los rendim ientos al Fondo de educación y 
prom oción cooperativa; en el caso de la Ley valenciana ese tanto se fija en el 1 por 1000 de estos 
ingresos, y  en el 1 por 100 en el caso de las c ooperativas de viviendas, lo que en determ inados 
supuestos puede superar el límite del 30% establecido en la Ley, (Las cooperativas ante el nuevo  
régim en fiscal, op. cit. p. 24).
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básico del Banco de España, incrementado en tres puntos para los socios y cinco 
puntos para los asociados. El tipo de interés básico que se tornará como referencia 
será el vigente en la fecha de cierre de cada ejercicio económico".
En este supuesto de gasto, encontramos otra importante divergencia con la Ley 
valenciana, ya que ésta permite que se retribuyan las aportaciones a capital social 
con intereses "los cuales en ningún caso serán superiores a cinco puntos por 
encima del interés básico del Banco de España, salvo que reglamentariamente y 
en atención a las circunstancias del mercado se establezca un límite inferior" (art. 
51. 7 LCCV).
c) Entre los rendimientos extracooperativos, el art. 21 enumera:
"1. Los procedentes del ejercicio de la actividad cooperativizada cuando fuera 
realizada con personas no socios.
2. Los derivados de inversiones o participaciones financieras en Sociedades de 
naturaleza no cooperativa.
3. Los obtenidos de actividades económicas o fuentes ajenas a los fines  
específicos de la cooperativa.
Dentro de éstos se comprenderán los procedentes de las Secciones de Crédito 
de las Cooperativas, con excepción de ¡os resultados de las operaciones activas 
realizadas con los socios, de los obtenidos a través de Cooperativas de Crédito y 
de les procedentes de inversiones en fondos públicos y valores emitidos por 
Empresas públicas".
Aquí advertim os otra contradicción en relación con la naturaleza de los 
ingresos procedentes de las secciones de crédito, puesto que la Ley valenciana 
califica como ingreso ordinario cooperativo, por considerarse propio de su 
ac tiv idad , los intereses bancarios y el rendimiento de los titulos valores que 
posean las cooperativas de crédito y las cooperativas con sección de crédito (art. 
58. O.
1.6. 2.- La incompatibilidad entre el régimen fiscal y el sistema previsto en el 
art. 53. 6 LCCV.
Este precepto de la Ley valenciana -como se recordará-, permite destinar todo 
el excedente neto a patrimonio irrepartible, tras una asignación necesaria a la 
Rese-va de formación y promoción cooperativa, a los trabajadores y en su caso a
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los socios de trabajo; eximiéndoles de separar contablem ente los ingresos 
cooperativos, de los extracooperativos, y de los extraordinarios.
Esta ú ltim a posibilidad de no separar contablem ente los resu ltados es 
incompatible en nuestra opinión, con la obtención de beneficios fiscales, tal y 
como regula este tema la Ley fiscal.
En principio -ya vimos en otra ocasión- cómo el legislador fiscal sancionaba 
con la pérdida de la calificación de cooperativa protegida, a aquellas que según su 
art. 13. 10 incumpliesen las normas sobre contabilización separada de los ingresos 
obtenidos de operaciones con terceros.
Pero a su vez, exceptuaba de esta carga, manteniendo por tanto la condición de 
cooperativa especialmente protegida, y protegida, a las cooperativas de consumo 
y cooperativas de crédito respectivamente, si cumplían el resto de exigencias 
contenidas en los artículos 12 para las de consumo, y 39 para las de crédito.
Hasta aquí, las cooperativas de consumo de ciertas dimensiones (con un 
mínimo de 30 socios de trabajo, y 1.500 socios consumidores), y las de crédito (que 
no realicen operaciones activas con terceros no socios, en el ejercicio económico 
de que se trate, por im porte superior al 50% de los recursos totales de la 
cooperativa), podían ser beneficiarías de ventajas fiscales, aun no llevando una 
contabilización separada de ingresos P 69).
Sin embargo, al examinar el régimen para determinar la base imponible del 
Impuesto de Sociedades, se observa la ausencia de una norma que establezca un 
sistema especial de determinación de la base en estos casos, en los que no se 
conocen ni los rend im ien tos  "procedentes del ejercicio de la actividad  
cooperativizada realizada con los propios socios", base para  calcular los 
re su l tad o s  cooperativos, ni "Los procedentes del ejercicio de la actividad  
cooperativizada cuando fuera realizada con personas no socios", r e n d im ien to  
que debe tenerse en cuenta para determinar el resultados extracooperativo.
La falta de una previsión legislativa, puede implicar como vaticinaba Castaño 
(370) la pérdida de protección fiscal; si no se llega a alguna otra solución. Y la
3^9 En el caso de las cooperativas de crédito, resultará harto difícil no d istinguir resultados y 
mantenerse por debajo del límite del 50% que marca el art. 39, si no se conoce el volum en de las 
operaciones con terceros.
370 CASTAÑO COLOMER. La cooperativa de consum o, op. cit. p. 138.
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pérd ida  de la protección fiscal, que implica la aplicación del 35% a todos los 
resu ltados  positivos, depara a las cooperativas -como m uy claram ente ha 
expuesto Rosembuj (371)- una situación gravemente discriminatoria frente a las 
sociedades de capital, teniendo en cuenta sobre todo que los resultados positivos 
que esas cooperativas obtienen van en su totalidad (salvo la participación de los 
trabajadores y en su caso de los socios de trabajo) a patrimonio irrepartible; y no 
puede, como en las sociedades de capital, distribuirse entre los socios, so pena de 
ser descalificadas (art. 104 y 105 LCCV), lo que implica a su vez la disolución y 
liquidación de la cooperativa.
La situación que se plantea es muy problemática y exige una pronta solución 
por parte de la legislación fiscal. Por otra parte, tenemos que destacar que no se 
trata de una cuestión teórica o de laboratorio. Hemos examinado los estatutos de 
todas las cooperativas de consumidores y ususarios (excepto las consumo de 
productos específicos: luz, agua, libros, harina,...), y de viviendas, inscritas en el 
Registro de cooperativas de la Com unidad Valenciana, y hemos obtenido la 
siguiente conclusión: el 67% de las cooperativas de consumo se acogen en sus 
estatutos al sistema de no distinción de resultados y asignación del excedente a 
reservas, previsto en el art. 58. 6 LCCV; y en el caso de las cooperativas de 
viviendas, un 23% de las mismas remiten su sistema de determ inación y 
asignación de resultados a lo previsto en dicho artículo.
1. 7. - Conclusiones.
El régimen de determinación de los resultados de ejercicio difiere -como 
hemos visto- del empleado por las demás sociedades.
La principal peculiaridad reside en la distinción de varias categorías de 
resu ltados según el tipo de operaciones de las que procedan: resu ltados 
ordinarios cooperativos, extracooperativos y extraordinarios.
Esta diversidad de resultados se justifica por la especial naturaleza jurídica de 
esta sociedad; mutualista y no lucrativa. De esta forma se consigue por una parte, 
separar los resultados ajenos a la propia actividad cooperativa, que se destinarán 
a reservas, de forma que los socios no se beneficien de una actividad comercial de
37  ^ ROSEMBUJ, Régimen fiscal.., op. cit. pp. 65 y 66.
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intermediación que puede realizar la cooperativa operando con el público en 
general.
Por otra parte, se consigue distribuir los resultados obtenidos por la 
cooperativa de operar con sus socios, en proporción a la actividad desarrollada 
por cada uno.
El sistema tripartito de resultados, presente en la Ley valenciana ya era 
conocido en nuestro Derecho (Reglamento de 1978), y en cierto modo se aprecia 
en el resto de legislaciones cooperativas españolas, al distinguir los tres tipos de 
ingresos; excepto en la Ley vasca, que no distingue los resultados de operar con 
socios y con terceros.
Respecto de la compatibilidad de este sistema con el Plan General Contable, 
podemos decir que, aunque el Plan no preve lógicamente en su cuenta de 
pérdidas y ganancias, esta diversidad de resultados, no son incompatibles entre sí, 
bastará hacer alguna adaptación; pero lo importante es que la contabilidad de la 
cooperativa refleje la imagen fiel de su situación patrimonial y financiera, así 
cómo de los resultados obtenidos.
Al analizar concretamente la determinación de los distintos resultados, tal y 
como la Ley valenciana detalla, nos encontramos con una pecualiaridad de esta 
Ley que difiere del resto. La Ley valenciana distribuye los gastos generales 
habidos, entre los ingresos ordinarios cooperativos y extracooperativos, y 
considera como gasto, junto con la Ley catalana, la contribución a la reserva de 
formación y promoción cooperativa, del 1 por 1000 de los ingresos ordinarios.
Un tema fundamental, de gran transcendencia por sus implicaciones contables 
y fiscales es el de la valoración de los bienes y servicios que prestan los socios a la 
cooperativa, y de los que suministra ésta a sus socios.
En ambos casos, de la valoración que se asigne a esta masa de gestión, 
dependerá el signo y cuantía de los resultados del ejercicio, y por tanto, la base 
imponible del Impuesto de Sociedades. Por esta razón, tradicionalmente el 
legislador fiscal se ha preocupado por presuponer una valoración concreta, 
aunque no coincidiese con el valor real del bien.
La Ley valenciana ha optado porque se pueda reflejar contablemente estos 
bienes y prestaciones por su valor real, mientras que la Ley fiscal 20/1990 exige 
que se computan por su valor de mercado, y las entregas de la cooperativa a sus
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socios, en cooperativas de consumo y vivienda, por el valor que efectivamente se 
hubiesen realizado, lo que da vía libre a la atribución directa de la ventaja 
cooperativa, al ofrecer los bienes y servicios a precios de coste.
Estas normas sobre la valoración de los bienes y prestaciones, reflejan 
claramente, cómo los resultados dependen de esa valoración, y a su vez, esos 
resultados no son indicativos de la ventaja cooperativa que el socio puede recibir 
operando con la cooperativa. La ventaja cooperativa, puede obtenerse con un 
resultado negativo, bastará con que la ventaja se obtenga al operar a precios de 
coste.
Hemos querido poner de manifiesto también el sentido que para nosotros 
tiene la ventaja cooperativa, como causa del contrato constitutivo de la 
cooperativa, que no identificamos necesariamente con una ventaja patrimonial, 
aunque será así en la mayoría de los casos.
La valoración llevada a cabo por las cooperativas agrarias que consiguen 
obtener excedentes cero, valorando los productos de sus socios por el precio 
conseguido en la venta, entraña en nuestra opinión, importantes riesgos, no sólo 
porque no permite la constitución e incremento de las reservas, sino porque no 
refleja la existencia o no de una ventaja cooperativa para el socio.
Este sistema tripartito de categorías de resultados, tiene algunas excepciones; 
nosotros hemos recogido dos que nos parecen muy significativas.
Por una parte, el sistema basado en el art. 58. 6 LCCV, permite no distinguir 
resultados económicos, si todos ellos se destinan a patrimonio irrepartible.
Este sistema, de destino final a reservas, se aplica necesariamente a todas 
aquellas cooperativas de consumo que operen con terceros no soicos, y a las 
demás cooperativas que voluntariamente así lo acuerden en sus estatutos.
Como consecuencia de la puesta en práctica de este sistema -seguido en la 
Comunidad Valenciana por numerosas cooperativas, se evita el coste de gestión 
que supone distinguir resultados, y se refuerza el patrimonio irrepartible de la 
cooperativa, pero a cambio, o no se d istribuye al socio n inguna ventaja 
cooperativa, o si se distribuye se hace a todos los consumidores, socios o no.
Por otra parte, este sistema se hace incompatible con la estructura de la cuenta 
de pérdidas y ganancias del Plan General Contable, y con la legislación fiscal que 
grava con tipos impositivos diversos, los resultados cooperativos (20%) y los
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demás (30%), lo que a juicio de expertos en estas materia, hacen del art. 58. 6 
LCCV, una norma de imposible aplicación.
Por lo que a las cooperativas de crédito se refiere, se rigen en esta materia, por 
la Ley 13/1989 de 26 de mayo de Cooperativas de Crédito.
La considerac ión  de estas cooperativas como en tid ad es  de crédito , 
principalmente desde el Real Decreto Legislativo 1298/1986 de 28 de junio, ha 
sido decisivo para la extensión a éstas de los criterios y métodos aplicables a las 
restantes entidades de crédito en materia de determinación de resultados, por lo 
que, no se hace necesaria la distinción contable entre resultados cooperativos y 
extracooperativos (como expresamente reconoce el art. 39. 2 de esta Ley), a pesar 
de que se permite operar con terceros no socios.
Finalmente, llegamos a la conclusión de que el régimen fiscal, no permite el 
mantenimiento de estos sistemas excepcionales, pues en todos los casos, aunque 
se permite no distinguir los resultados y conservar la calificación de cooperativa 
especialmente protegida, o protegida (art. 12. 4 y 39. 2), a la hora de aplicar el tipo 
impositivo no se hacen excepciones, y se exige distinguir resultados, porque los 
tipos son diferentes (20- 35 y 26- 35 respectivamente).
La norm ativa analizada pone de manifiesto las num erosas contradicciones 
existentes entre las leyes sustantivas y la legislación fiscal, que no hacen más que 
dificultar la tarea administrativa en las cooperativas. En nuestra opinión, esta 
situación legislativa, que no favorece el fomento de las sociedades cooperativas 
como exige la Constitución (art. 129. 2), necesita de una urgente revisión con el 
fin de hacer compatible la legislación sustantiva con la obtención de beneficios 
fiscales para  todas las cooperativas, con independencia  de la legislación 
cooperativa que las regula.
332
2.- DESTINO DE LOS RESULTADOS POSITIVOS DE EJERCICIO.
2.1.- Cuestión previa terminológica.
A ntes de pasar al estudio del destino de estos resultados, es preciso que 
aclaremos los distintos conceptos que emplea el legislador para  definir los 
resu ltados  positivos de ejercicio. Conceptos que tienen significados bien 
diferentes y que no siempre se emplean adecuadamente. Los conceptos en 
particular que analizamos son los de "excedente", "retorno" y "beneficio".
Comencemos por el concepto de excedente. Contablemente podemos decir que 
el excedente en las cooperativas es el resultado positivo que arroja a fin de 
ejercicio la cuenta de explotación. Es la diferencia positiva entre los ingresos 
ordinarios cooperativos y los gastos que le sean aplicables.
Se ha alegado en num erosas ocasiones que el legislador con el término 
"excedente" evita tener que denominar a estos resultados "beneficios" que es lo 
que en definitiva son. En este sentido se manifestaba Del Arco (372) afirmando 
que: "La Ley llama excedentes netos a lo que en una sociedad especulativa se 
denominarían beneficios, llevada, sin duda, de una preocupación por la 
terminología un tanto pueril. Con unas y otras palabras se alude a la diferencia 
que al finalizar cada ejercicio económico se ha producido entre ingresos y gastos, 
y nadie puede dudar que la empresa cooperativa como la empresa especulativa 
aspira a obtener una diferencia de signo positivo”.
N o compartimos esta opinión porque entendem os que son términos que 
definen conceptos diferentes.
La cooperativa tiene como fin principal, ofrecer a sus socios determ inadas 
prestaciones en condiciones más favorables que las del mercado. La cooperativa 
busca por tanto, el beneficio de sus socios, pero este beneficio se debe producir 
directamente en los patrimonios de éstos. Entendemos en este caso el concepto 
de beneficio en sentido amplio como -increm ento positivo de riqueza o
372 DEL ARCO. Los principios cooperativos en la Ley General de Cooperativas..., p. 54.
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cualqu ier  otra ventaja patrimonial para  el socio, aunque  no se traduzca 
directamente en una ganancia; sino por ejemplo, en una evitación de pérdidas o 
gastos (373).
Recordemos que la cooperativa desarrolla su actividad económica gestionando 
bienes de sus socios (masa de gestión económica), la cooperativa actúa como 
represen tan te  de sus socios y por esta razón los resultados de esa gestión 
pertenecen a los socios, sin necesidad de pasar previamente por el patrimonio de 
la cooperativa. Como claramente exponen M anrique y Rodriguez (374): "Como 
norma general la cooperativa no obtiene beneficios, porque cuando desarrolla las 
actividades económicas en que consiste su objeto, el beneficio no lo obtiene la 
cooperativa, sino el socio directamente. La expresión de la Ley vigente de 
excedente neto y disponible, trata de reflejar esa idea".
En efecto, el empleo del término excedente (375) permite distinguir claramente 
estos resu ltados de otros beneficios que sí p u ede  perseguir  y obtener la 
cooperativa, como son los rendimientos obtenidos al realizar la actividad 
cooperativa  con terceros no socios (beneficios de in term ediación) y los 
rendimientos procedentes de otras fuentes ajenas a lo que constituye el objeto 
social de la cooperativa.
De esta forma, por excedentes se debe entender sólo los resultados positivos 
procedentes de la actividad económica propia de la cooperativa desarrollada con 
sus socios, y que en principio pertenecen a éstos porque se corresponde con la 
ventaja cooperativa que no han recibido (376).
373 Según el concepto de beneficio aportado por URIA, Derecho Mercantil...14ü cd., p. 128.
374 MANRIQUE Y RODRIGUEZ, p. 44.
373 En la evolución del Derecho español, se han em pleado diversos términos para definir estos 
m ism os resultados: remanentes de ejercicio, excesos de percepción, rendim ientos líquidos, etc. 
Todos ellos deben entenderse como equivalentes por tanto.
376 N o obstante nuestra adhesión a la clara distinción que hace la Ley valenciana entre excedentes 
y beneficios, hay que reconocer que no todas las legislaciones españolas hacen esa distinción. La 
Ley vasca, cuando permite operar con terceros no socios, no distingue estos resultados y denomina 
"excedentes netos" a todos los resultados positivos de la actividad ordinaria (art. 57). La Ley 
andaluza, si bien distingue ambos resultados denomina a ambos excedentes: "excedentes netos" y 
"excedentes extracooperativos" (art. 59).
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El tener en cuenta la existencia de distintas formas de hacer efectiva la ventaja 
m utualista también contribuye a aclarar el concepto de excedente y su distinción 
del de beneficio. Si la ventaja cooperativa la recibe el socio inmediatamente en el 
m om ento de operar con la cooperativa, se ve claramente cómo el socio recibe el 
beneficio, y no la cooperativa. Si por el contrario la ventaja cooperativa se hace 
efectiva de forma diferida, sigue siendo una ventaja económica o beneficio del 
socio, y no de la cooperativa (377). Como en otras ocasiones hemos afirmado, la 
cooperativa no obtiene el beneficio en su patrim onio para posteriorm ente 
repartirlo, sino que una vez conseguido pertenece al socio.
Distinto del excedente neto es el excedente repartib le . Si tomamos como 
referencia la distinción que Sánchez Calero (378) hace entre beneficio neto y 
beneficio repartible, podríamos decir que excedente repartible es aquella parte o 
porción del excedente sobre el cuál la asamblea general tiene facultad de decidir 
su destino, una vez se han asignado las participaciones correspondientes según 
la Ley y los estatutos, a las reservas y a los trabajadores, como dice el art. 59. 3 de 
la Ley de cooperativas  va lenc ianas :"Hechas las anteriores asignaciones 
o b lig a to r ia s  (379), los excedentes netos de ejercicio que queden, tendrán la 
condición de repartibles".
Los excedentes repartibles en las cooperativas valencianas, pueden destinarse, 
según acuerde la asamblea general o venga impuesto esta tu tariam ente (por
377  Esta idea ha sido puesta de manifiesto por BUCCI (Utili c ristorni..., p. 406) en los siguientes  
térm inos referidos a una cooperativa de consumo: "si el ahorro de gasto realizado directamente 
al socio no representa un beneficio de la cooperativa, lo mismo debe decirse sobre la suma 
distribuida a los socios como equivalente del ahorro de gasto no realizado directamente, sino por 
los retornos".
378 SANCHEZ CALERO. La determinación ....p. 42. En relación con el beneficio repartible dice este 
autor que: "Tampoco debe confundirse el beneficio neto con el beneficio repartible entre los socios, 
esto es, el beneficio sobre el que la Junta delibera sobre la distribución entre los socios o la 
constitución de reservas voluntarias. Hay parte del beneficio neto, como la cuota de asignación a 
reserva legal, participación de los administradores, fundadores, etc., sobre la que la Junta 
General no puede deliberar su distribución a los socios".
379 El artículo, se refiere en particular a la asignación del 30% de los excedentes a la Reserva 
obligatoria, del 10% a la Reserva de formación y promoción coopera ti va.;si hay trabajadores 
asalariados deberán tener una participación mínima del 10% del retorno m edio acreditado. 
Adem ás habrá que tener en cuenta como indica el art. 59. 4, la posibilidad de que la cooperativa, 
por razón de su objeto social venga obligada a constituir otras reservas obligatorias.
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ejemplo, en el caso del art. 58. 6 LCCV), a los socios o al incremento de la Reserva 
obligatoria (380).
En cuanto al término "retorno". El concepto del mismo nos lo da la propia Ley 
valenciana de cooperativas, de la combinación de los art. 58. 5 y 59. 3. Según el 
p r im e ro  "Unicamente podrá ser objeto de retorno cooperativo el excedente 
procedente de la actividad de la Cooperativa con sus socios", y según el art. 59. 3 
q ue  antes hem os m encionado, los excedentes repartib les  (tras hacer las 
asignaciones que exige el art. 59. 2) "se podrán distribuir a los socios en concepto 
de retornos, en proporción a las operaciones hechas por cada socio con la 
Cooperativa en el citado ejercicio...". Por tanto, el retorno es la parte  del 
excedente repartible que la asamblea general decide distribuir entre los socios.
La distribución en proporción a las operaciones hechas con la cooperativa, 
tiene su razón de ser en que esos excedentes son las ventajas cooperativas que el 
socio ha obtenido precisamente al hacer uso de los servicios que presta la 
cooperativa, y la proporción en que ha contribuido, está en relación directa con el 
uso hecho de esos servicios.
Podemos decir por tanto que la relación existente entre retorno y excedente es 
equivalente a la que se da en las sociedades anónim as entre d iv idendo  y 
beneficio, si entendemos por dividendo, como lo define Sánchez Calero (381): "la 
parte del beneficio neto que es distribuible por acuerdo de la Junta General entre 
los socios". Lo cual no quiere decir que dividendo y retorno sean equivalentes, de 
igual forma que como hemos visto, no son equiparables los excedentes y los 
beneficios.
380 Un tema de gran interés que se plantea la doctrina es el del derecho del socio a la distribución de 
los excedentes. La cuestión se plantea porque al socio le pertenece la ventaja m utualista, y sin 
embargo el legislador no sólo detrae de su disponibilidad para del excedente para asignarlo a 
reservas o a los trabajadores, sino que también permite que por acuerdo ordinario de la asamblea 
general, se destinen todos los excedentes a patrimonio irrepartiblc, e incluso que ésta decisión se 
plasm e estatutariam ente (art. 58. 6 LCCV).
381 SANCHEZ CALERO. La determinación....p. 42.
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Pese a la clara distinción entre los conceptos de retorno y de dividendo, en 
ocasiones se les ha asimilado, tanto por parte de la doctrina como de la 
ju risp rudencia , creando confusión (382), lo que ha originado a su vez una 
abundante  doctrina centrada en señalar las relaciones y sobre todo diferencias 
entre retornos y dividendos.
En este sentido hay que citar a Bassi (383), quien señala al respecto: "La 
diferencia más frecuente señalada es la del criterio de distribución: los retornos se 
distribuyen en proporción a los salarios percibidos, o en proporción al trabajo 
prestado (Cooperativa de trabajo), al valor de los bienes aportados (Cooperativa 
de producción), al conjunto de las adquisiciones hechas (Cooperativa de 
consumo), mientras los dividendos se distribuyen en proporción a la cuota de 
capital social aportada....Esta característica fundamental de los retornos ha sido 
rec ien tem en te  superada por otro criterio u t i l izado  para la exacta  
individualización del instituto: el criterio de la procedencia del excedente 
distribuible, que se manifiesta sustancialm ente afirmando que, no son 
distribuibles a título de retorno el excedente obtenido de los cambios con los 
terceros no socios".
Bassi señala dos importantes notas que diferencian los dividendos de los 
retornos: la forma de su distribución y el criterio de su procedencia.
Pero a estas dos notas tenemos que añadir una tercera que Tonelli ha puesto de 
relieve. Este autor, tra tando de marcar las diferencias entre utili e ristorno 
afirma: "El primero implica necesariamente la previa adquisición del beneficio 
de la empresa por la sociedad; para que después pueda ser repartido -como 
(u t i l i ) -  entre los socios; el segundo se adquiere directamente por los socios 
destinatarios últimos de la actividad de la empresa, sin una previa adquisición 
por la sociedad cooperativa" (384).
382 BUCCI (op. cit., p. 404) cita la sentencia de 22 de octubre de 1974 del Tribunal de Ascoli Piceno, 
que aplica a los retornos la disciplina de los dividendos. Para Bucci, el Tribunal resuelve de esta 
forma apresurada un problema que exige mayor detenimiento. Para este autor el retorno es "o una 
parte del precio de las mercancías que el socio ha adquirido de la cooperativa o de los servicios 
de ésta, o bien en la cooperativa de trabajo, una integración de la retribución del socio por el 
trabajo prestado".
383 BASSI. Dividendi e ristorni nelle societá cooperativo..., p. 10 y 11.
384 TONELLI, Cooperativa, impresa mutualistica, scopi extraeconomici..., p. 938.
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En estos criterios se recoge en efecto las principales notas que diferencian a 
ambas figuras. Los dividendos son fundam entalm ente (385) parte de los 
beneficios sociales que se distribuyen entre los socios, mientras que los retornos 
no son beneficios sociales distribuibles, sino excedentes, es decir, ventajas 
mutualistas generadas por la gestión cooperativa, directamente en favor de los 
socios.
Por otra parte, consecuencia de este origen diverso es, la forma de distribuirse. 
En las sociedades anónimas los dividendos se distribuyen entre los accionistas en 
proporción a la participación de cada uno en la sociedad, porporcional por tanto a 
la participación en el capital social. En la cooperativa en cambio, el excedente que 
cada socio ha generado ha sido, consecuencia de su actividad desarrollada con la 
cooperativa y en la misma proporción que el uso hecho de ésta, por lo que a cada 
socio le corresponde un retorno, proporcional también a ese uso cooperativo.
Por último, vamos a analizar en qué sentido el legislador cooperativo emplea 
el término ''beneficio". Este es el témino más polivalente de todos, se ha definido 
en sentido económico, jurídico, directo, indirecto, neto, bruto, estricto o amplio 
(386).
La Ley valenciana al formular el concepto legal de cooperativa, caracteriza ésta 
entre otros rasgos por "la creación de un patrimonio común irrepartible, y  sin 
ánimo de lucro o de repartirse beneficios sociales" (art. 2).
Estos rasgos conceptuales nos permiten extraer algunas ideas sobre la noción 
de beneficio excluido del ámbito cooperativo.
Por una parte, si como Broseta (387) afirma "En rigor, de beneficios sólo puede 
hablarse en la conclusión de la vida de la sociedad, pero en la práctica se procede 
frecuentemente a la distribución de los beneficios resultantes en cada ejercicio
383 Fundam entalm ente porque también se puede en las sociedades anónim as distribuir dividendos
con cargo a reservas, por ejemplo.
3 86 p ara un estu d io  com pleto sobre los distintos significados del term ino "beneficio", ver
SANCHEZ CALERO, "La determinación...".
387 BROSETA, Manual de Derecho .... p. 178.
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económico, considerando que éstos existen cuando en el balance de fin de año el 
patrimonio social arroja una diferencia en más sobre el patrimonio contabilizado 
en el año anterio". En la cooperativa no es posible el reparto  de ese beneficio 
final a la conclusión de la vida de la sociedad, porque, como el precepto 
mencionado recoge, el patrimonio común es irrepartible; el socio no se beneficia 
p o r  tanto de los incrementos patrimoniales que se hayan producido a lo largo de 
la v ida de la cooperativa. A la disolución de ésta, el socio sólo tiene derecho a 
recuperar su aportación a capital social actualizado en su caso, y con los intereses 
que correspondan.
En segundo lugar, la cooperativa se caracteriza por la ausencia de ánimo de 
lucro, en tend ido  como el propio art. 2 especifica, como ánimo de repartirse 
beneficios sociales.
Este ánimo puede manifestarse no sólo al final de la vida de la sociedad, -que 
como hemos visto en la cooperativa se excluye-, sino también al final de cada 
ejercicio económico.
La cuenta de pérdidas y ganancias del ejercicio económico puede reflejar la 
existencia de excedentes y de beneficios sociales, estos son, los obtenidos al 
realizar la cooperativa su actividad económica con terceros no socios (beneficios 
extracooperativos) y cualquier otro beneficios que se genere como consecuencia 
del aum ento  del valor del patrimonio neto de la cooperativa (beneficios 
extraordinario).
En nuestro  Derecho cooperativo por tanto, el término beneficio hay que 
entenderlo referido a los conceptos anteriormente señalados, como beneficio de 
in term ediación que obtiene la cooperativa al operar con terceros, y como 
increm ento del patrim onio social cooperativo, en sentido amplio, debido a 
actividades ajenas a las propiamente cooperativas (888).
888La doctrina italiana a raiz de la interpretación del art. 2536 del C odigo civil, se ha pronunciado 
en num erosas ocasiones sobre el sentido del término "beneficio" en relación con la gestión  
cooperativa. El artículo citado señala que "cualquiera que sea el montante del fondo de reserva 
legal, debe destinarse a ésta al menos la quinta parte de los beneficios netos anuales. La cuota de 
beneficios que no es asignada a reserva legal o estatutaria y  que no es distribuida a los socios debe
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La existencia de estos beneficios sociales no perm iten  caracterizar la 
cooperativa como entidad lucrativa que busca la obtención de beneficios para 
distribuir entre sus socios porque:
En primer lugar, la obtención de estos beneficios no puede constituir el fin de 
la cooperativa, siempre se tratará de actividades marginales, y cuando no sea 
marginal esta actuación, habrá que plantearse la descalificación de la cooperativa 
como tal (389).
En segundo lugar, porque los beneficios obtenidos no son repartibles entre los 
socios, sino que deben asignarse a patrimonio irrepartible, por ello se afirma que 
en la cooperativa está ausente el ánimo de lucro.
2. 2.- Derecho del socio al excedente repartible.
Este tema que planteamos, estrechamente ligado a la esencia de la cooperativa, 
ha sido objeto de numerosos estudios por parte de la doctrina; puede decirse que
ser destinada a fines mutualistas" . De la interpretación am plia (beneficios y excedentes) o 
estricta, del término "beneficio"cn este artículo, se deriva -como puede apreciarse-, consecuencias 
importantes m uy diversas. En torno a este concepto de beneficio, afirma SIMONETTO (II lucro 
d ell’impresa cooperativa..., p. 254 y 255) que "habíamos afirmado y  demostrado que el beneficio 
es esencialmente una ganancia procedente del contratar de la sociedad con los terceros y  no con los 
socios... No es admisible en cambio que ¡a cooperativa obtenga un lucro de contratar con sus 
propios socios; ésto no sería lucro ni en sentido económico ni en el jurídico. Los beneficios que la 
sociedad consigue a espensas de los socios serían dutobcneficios, incrementos patrimoniales 
salidos del patrimonio del socio para entrar en el patrimonio de la sociedad, que pertenece a los 
propios socios". Y en el mismo sentido BUCCI ( op. cit., p. 407) m antiene que: "El beneficio deriva 
de la actividad de la sociedad con los terceros, y  no con los socios. La suma pagada de más por los 
socios respecto del coste de las mercancías y  de los servicios no constituye para la cooperativa un 
beneficio, sino más bien una deuda".
389 Para la Ley valenciana es causa de descalificación de la cooperativa, e implica su disolución, 
según los arts. 104 y 105:
-La desvirtuación de la cooperativa, cuando a través de ella uno o varios socios realicen un lucro 
a costa de los dem ás socios; cuando se violen los principios cooperativos,...
- El pago a los socios, directa o indirectamente de intereses superiores al límite fijado en esta Ley 
por sus aportaciones sociales.
- El incum plim iento de las normas de esta Ley relativas a la determinación del excedente neto de  
ejercicio y sus asignaciones.
- La distribución directa o indirecta a los socios del patrimonio social irrepartible o del haber 
líquido resultante de la liquidación.
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es uno  de los temas cooperativos sobre el que más literatura se ha escrito. Por esa 
razón  no vamos a hacer un  análisis en profundidad de la doctrina em anada 
sobre el mismo, sino que nos remitiremos a otros estudios realizados (390), 
señalando  las principales conclusiones, y centrándonos en el análisis de la 
legislación española sobre el tema.
Antes que nada, tenemos que justificar la elección del título que damos a este 
apartado, cuando tradicionalmente se viene hablando del derecho del socio al 
retorno.
Si como hemos señalado anteriormente, el retorno es la parte del excedente 
neto repartible que la asamblea general ha decidido distribuir entre los socios, el 
derecho al retorno surge desde el acuerdo de este órgano, y una vez reconocido 
ese derecho no se plantea más problema que el de hacerlo efectivo en proporción 
a las operaciones hechas por cada socio con la cooperativa (391).
Por el contrario, el problema se plantea cuando hechas todas las asignaciones 
legales a reservas, participación de los trabajadores, etc. nos queda el excedente 
neto repartible. En este caso, podríamos preguntarnos: ; Tiene el socio derecho a 
que se le retorne ese excedente que ha generado al operar con la cooperativa?
El problema que se debate, no es nuevo en nuestro Derecho, se trata de la 
tradicional divergencia entre la defensa de los intereses individuales de los 
socios o de los intereses colectivos, conflicto de intereses que también se ha
390 MATEO BLANCO, El Retorno cooperativo,...op. cit. LLOBREGAT, M utualidad y em presas 
cooperativas... op. cit. SIMONETTO "Dividcndi c acconti d ividendo nclle societá..." y "II lucro 
deH 'im presa....". GRAZIANI "Societá cooperativa e scop o  m utualistico..." . FERRI "La 
cooperativa com o societá". BUCCI, op. cit.. TONELLI op. cit., PAOLUCC1 "La mutualitá nelle 
coopcrative...". VERRUCOLI, La destinazione sociale...op. cit. BASSI, D ividcndi e ritorni...op. 
c it.
391 En opinión de MATEO BLANCO, que no compartimos: "El momento en que se genera el derecho 
al retorno es aquél en que el socio hace la entrega a cuenta de sus productos a la cooperativa en las 
de comercialización de productos, o cuando efectúa la compra en las de consumo, o cuando lleva a 
cabo su jornada en las de trabajo". En nuestra opinión, en esc m om ento lo que nace es el derecho del 
socio a los resultados que se obtengan por la comercialización de sus productos, por su prestación 
de trabajo o por la inversión de su dinero.
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p lan teado  en relación con el derecho del socio al d ividendo en la sociedad 
anón im a.
Y como problema conexo a éste, se encuentra la dicotomía entre la distribución 
de excedentes o la atribución de la ventaja cooperativa inmediata, ya que la 
segunda fórmula garantiza mejor los intereses individuales de los socios, y la 
primera los intereses colectivos.
En nuestra opinión, la respuesta a la cuestión planteada es positiva, pero 
interpretamos este derecho más que como un derecho absoluto, como un límite 
a la capacidad soberana de la asamblea general que no podrá adoptar acuerdos 
que signifiquen la privación total y absoluta a los socios del excedente que han 
generado con su actividad a lo largo del ejercicio (392).
Podríamos alegar diversas razones que apoyan esta afirmación:
1) En prim er lugar porque la cooperativa realiza su actividad económica, 
empleando para ello una masa de bienes y fondos (masa de gestión económica) 
que es de titularidad de los socios.
Si la cooperativa busca obtener por esos bienes del socio, unos precios mejores, 
o bien ofrecer a los socios bienes en mejores condiciones que las del mercado, los 
resultados de esa gestión, el ahorro, o la mayor retribución pertenecen también al 
socio como titular del bien.
2) En segundo lugar, hay que tener en cuenta que el excedente se produce 
cuando se ha dado previamente un anticipo o se ha contabilizado, y éste se ha 
calculado tom ando como referencia (normalmente) los precios corrientes de 
mercado.
La diferencia que posteriormente sale a relucir, al finalizar el ejercicio es la 
cantidad que se le ha cobrado de más al socio (en cooperativas de consumo), o 
que se le ha pagado de menos (en cooperativas agrarias o de trabajo asociado),
En este sentido ver PAZ CAN ALEJO (Los socios y los asociados..., p. 112).
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sobre el precio real de la operación. Como dice Althaus (393) "e/ retorno de 
excedentes funciona como una corrección a posteriori por cuyo intermedio se 
devuelve a quien lo ha formado, la diferencia entre el precio pagado por el 
servicio gozado y su costo estricto, determinado con exactitud al final de cada 
ejercicio ".
Por esta razón la diferencia pertenece al socio y se le restituye en la misma 
proporción en que contribuyó a generarla con su participación cooperativa.
3) Otra importante razón que avala el derecho del socio al excedente repartible 
es la siguiente: si hay derecho a recibir íntegramente la ventaja cooperativa 
inmediata o directa, ¿Porqué no se va a tener derecho a recibir esa ventaja 
cuando se hace efectiva de forma diferida? (394).
Como vimos, la cooperativa puede, según el sistema de valoración de bienes y 
determ inación de resultados que aplique, ofrecer a los socios la ventaja 
cooperativa al entregar o recibir el anticipo, o posteriormente una vez conocidos 
y aplicados los gastos del ejercicio. Las razones que inducen a la elección de uno u 
otro procedimiento pueden ser diversas: la dificultad de valorar los bienes o 
costes a priori, la actitud previsora de la cooperativa, razones fiscales, el interés 
en obtener excedentes para  increm entar las reservas y fortalecer así 
económicamente la empresa cooperativa, etc. Lo que no tiene sentido es que la 
elección de un sistema más prudente, y más acorde con las exigencias legales 
(sustantivas y fiscales), repercuta de forma más desfavorable para el socio.
393 ALTHAUS, A. Tratado de Derecho cooperativo. Ed. Zeus. Rosario 1977 p. 82 (Citado por Mateo 
Blanco en El Retorno... p. 183).
394 Como claramente ha puesto de relieve LLOBREGAT (Op. cit. p. 434 a 436), "lo fundamental del 
retorno, al igual que la ventaja inmediata, está en el ahorro de gastos. Ahora bien, en el primero 
de estos casos la cooperativa, por razones de prudencia y  buena gestión, decide esperar al final 
del ejercicio para satisfacer ese ahorro de gasto conseguido a través de la gestión económica 
mutualistica de la cooperativa. Lo único que varía es pues el mecanismo de hacer efectiva una 
ventaja, que se consigue en todo caso a través de la eliminación del beneficio del intermediario. 
Las cantidades retornables o las cantidades que los socios dejan de abonar a priori son 
sustancialmente las mismas sólo cambia el momento en que se satisface su importe a los socios. Y 
precisamente esta diversidad temporal es lo que hace de los retornos cifras de valor que no entran 
a formar parte del patrimonio de la cooperativa y  que por ello deben ser restituidos a los socios".
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4) Por último, si como veremos a lo largo de este apartado  B) 2, el socio 
participa en las pérdidas que se ocasionan en la actividad cooperativizada, en 
proporción precisamente a su participación en la misma; por la misma razón, 
debe de participar en los resultados prósperos que se derivan de la gestión.
De no ser así, la posición en que se encontraría el socio sería m uy desfavorable 
porque asociado a la cooperativa para obtener una ventaja económica en la venta 
de sus productos, o en la adquisición de bienes y servicios, se le sometería a las 
pérdidas del ejercicio, sin garantizarle su derecho a los resultados positivos, que 
no es más que el valor real de sus productos vendidos, o de los bienes y servicios 
adquiridos.
Las razones señaladas son suficientes en nuestra opinión para justificar este 
derecho; sin embargo esta conclusión no se corrobora tan claramente en algunos 
textos legales como veremos, entre ellos la Ley valenciana de cooperativas.
2. 2.1.- Orígenes y alcance del derecho al excedente repartible.
Los estudios llevados a cabo sobre el tema P 95), demuestran la existencia desde 
los albores del Cooperativismo de una pauta  de conducta seguida por las 
cooperativas, y por la cual, los excedentes pertenecen a los socios y se les debe 
restituir, salvo las cantidades que se puedan destinar a fondos comunes, y que los 
socios decidan.
En estos orígenes se cita a Alexander Campbell, como el primero en anunciar 
este principio (en 1822) e introducirlo en unos estatutos (Estatutos de la Sociedad 
de Cambuslang en 1829).
Campbell p roponía  dividir en tres partes el beneficios, en una prim era 
operación les propone reservar un cinco por ciento para recompensar a las 
acciones o partes del capital que han aportado los miembros y que el resto de la 
cantidad se divida en dos partes iguales, la primera de ellas se debía distribuir
395 jsjos referim os principalm ente a los trabajos de MATEO BLANCO sobre El Retorno, y  
LLOBREGAT Op. cit., en torno sobre todo, a la obra de HOLYOAKE, J. J: Historia de los Pioneros 
de Rochdale. Cenec, Zaragoza, 1973.
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entre los miembros en proporción al montante de su trabajo o al gasto efectuado 
en el almacén, la última parte, la más importante, se destinaría a crear un fondo 
de socorro para casos de accidente, enferm edad o muerte. "El éxito de cada 
sociedad depende del correcto uso de esa regla de distribución de los beneficios y 
del respeto que se da a cada socio al satisfacerle su parte" (396).
Posteriormente, bien por iniciativa propia o por conocimiento de las ideas de 
Campbell, Howarth las incorporó a los Estatutos de la Sociedad de los Equitativos 
Pioneros de Rochdale en 1844.
Y en estos Estatatutos, que han servido de modelo para determ inar en lo 
sucesivo los principios esenciales del cooperativismo, se recoge en su art. 22 la 
norm a del "Interés limitado y retorno": "En cada asamblea general trimestral, los 
directivos, en su informe financiero, publicarán el importe de los beneficios 
realizados por la sociedad durante el trimestre precedente, el cual será repartido 
como sigue: un interés del tres y medio por ciento anual se pagará a todas las 
participaciones liberadas antes del principio del trimestre; los beneficios restantes 
se pagarán a cada miembro en proporción al importe gastado en la despensa
Los pioneros de Rochdale habían optado por la fórmula que les propuso  
Howarth, consistente en "vender a los precios corrientes de plaza y acumular en 
beneficio del comprador las utilidades así obtenidas, lo que permitía acrecentar el 
capital que les era necesario a los Pioneros para cumplir su ambicioso programa 
de reforzar el mundo" (en palabras de Mateo Blanco, citando a Holyoake).
Como consecuencia de esta venta a precios corrientes en la plaza, se reconoce 
al socio el derecho a los beneficios en proporción al im porte gastado en la 
cooperativa.
3%  MATEO BLANCO, op. ult. cit, p. 51. También este autor cita a BUCHEZ, com o pionero en el 
em pleo de esta fórmula pero en las cooperativas de trabajadores, definiendo este principio como: 
"Cada uno de ellos (los asociados), continuará cobrando su sueldo según la costumbre del oficio, es 
decir, por jornada o tarea, y  según su habilidad profesional.
Se reservará una cantidad equivalente a la que los empresarios intermediarios se llevan cada 
jornada; a fin de año, esta cantidad, que representa el beneficio neto, se dividirá en dos partes, a 
saber: veinte por ciento para formar o acrecer el capital social; el resto se empleará en socorros o 
se distribuirá entre los asociados, a prorrata de su trabajo".
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Mas tarde, con ocasión del Congreso celebrado por la A. C. I, en Viena en 1966, 
se aprobó la reformulación de los Principios cooperativos, con el fin de aclarar su 
contenido y actualizarlos.
En este congreso se aprobó como Cuarto Principio, el que es conocido como 
Principio  del Retorno cooperativo y que dice: "Los excedentes o ahorros 
producidos por las operaciones de una cooperativa, si los hay, pertenecen a los 
socios  y  deben distribuirse de tal manera que se evite que un socio obtenga 
ganancias a expensas de otros".
"La distribución puede hacerse por decisión de los socios como sigue:
a) Destinándolos a la expansión de las operaciones de la cooperativa.
b) Destinándolos a servicios comunes.
c) Distribuyéndolos entre los socios en proporción a las operaciones realizadas 
con la cooperativa" (397).
Reconocido el derecho del socio a los excedentes que genera, se plantea la 
cuestión de la m edida de ese derecho, ; es un derecho absoluto o l im i ta d o ?, 
; hasta qué punto  puede limitarse el derecho a los excedentes?.
Pensamos que la respuesta a esta cuestión tendría similares fundamentos a los 
que la doctrina ha señalado en relación con el derecho del accionista al 
dividendo.
En ambos casos se trata de calibrar el derecho individual del socio a recibir 
aquello que constituye el fin o razón de su adhesión a la sociedad (y que es 
diferente en la cooperativa y en la sociedad), frente a la conveniencia de 
fortalecer los intereses comunes, aunque ello implique también en definitiva, un 
beneficio diferido para los socios como individuos.
Por esta razón consideramos fundam ental referirnos en prim er lugar al 
tratamiento que del tema se ha hecho por los mercantilistas en relación con la 
sociedad anónima para, sobre esta base, señalar las peculiaridades que se plantean 
en la sociedad cooperativa.
397 Texto citado por DEL ARCO. Los principios cooperativos en la Ley General de Cooperativas, p. 
57.
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El problema se plantea en la sociedad anónima como una colisión entre los 
derechos individuales de los socios y los intereses colectivos o sociales, cuando la 
Junta general se plantea el destino de los beneficios obtenidos, tras la asignación 
legal o estatutariamente obligatoria a reservas. No se trata tanto de establecer un 
derecho absoluto  al reparto  de beneficios, como una limitación al poder 
discrecional de la Junta general, para que no se llegue a través de una sucesión de 
acuerdos de retención de beneficios, a una privación absoluta de los mismos.
En principio y teniendo en cuenta que la causa del contrato de sociedad 
mercantil es -como afirma Broseta (398). "e/ ejercicio en común de una o varias 
actividades económicas para obtener un lucro que sea repartible entre los socios", 
coincidimos con la opinión de Piñón Pallares cuando afirma que "El participar 
en las ganancias sociales constituye el principal derecho de carácter económico- 
patrimonial de todo accionista. El socio al suscribir las acciones está buscando la 
rentable inversión de su capital" (399).
La rentabilidad de su inversión se puede obtener en dos momentos diferentes 
de la vida de la sociedad:
- mediante el reparto periódico de dividendos.
- a la disolución de la sociedad, mediante la distribución entre los socios de la 
cuota de liquidación del patrimonio social que corresponde a cada uno.
Centrándonos en la primera modalidad que es la que a nuestros efectos nos 
interesa, hay que distinguir, como tradicionalmente hace la doctrina, entre el 
derecho abstracto del socio a los beneficios y el derecho concreto a los mismos. 
Este segundo, es el derecho al dividendo que adquiere el socio en virtud del 
acuerdo de la Junta general que decide repartir los beneficios entre los socios. Este 
derecho desde que se crea es un derecho inderogable y no plantea mayores 
cuestiones, al igual que en la cooperativa el derecho al retorno.
El problem a se plantea en torno al alcance del derecho abstracto a los 
beneficios, entendiendo por tal, el derecho sobre los beneficios futuros que la 
sociedad vaya obteniendo (400).
398 BROSETA, Manual... p. 167.
399 PIÑON PALLARES. Las reservas en las Sociedades anónimas, p. 96.
400 s egú n SANCHEZ CALERO, en La determinación y la distribución...p. 128.
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A este respecto, el legislador se limitaba a afirmar en el art. 39 de la Ley de 1951 
de Sociedades anónimas, y actualmente en el art. 48 del Texto refundido de 1989, 
el derecho "a participar en el reparto de las ganancias sociales" expresión  que 
Sánchez Calero interpreta en el sentido de que "siempre que haya reparto el socio 
no puede ser excluido del mismo" (401).
Ante la parca respuesta legal, la doctrina distingue según que la renuncia al 
derecho se establezca estatutariamente o venga impuesta por la Junta general.
En el prim er caso la opinión en la doctrina no es únanime, Sánchez Calero o 
Girón Tena opinan que si la supresión de este derecho afecta por igual a todos los 
socios, la renuncia será válida, y nos encontraríamos ante una sociedad en la que 
los socios no tienen ánimo de lucro (402). Para Broseta en cambio, resulta 
im posible  adm itir  sociedades mercantiles que no persigan una finalidad 
lucrativa dado  que ésta constituye la causa o fin esencial de toda sociedad en 
nuestro ordenamiento, en base a los arts. 1665 C. c. y 116 del C. de c. Y por lo 
tanto, duda de la legalidad y eficacia de las claúsulas estatutarias que contienen la 
renuncia a este derecho fundamental de todo accionista (403).
Si la exclusión del derecho al dividendo se impone por acuerdo de la Junta 
general, la doctrina es más unánim e en aceptar la validez del acuerdo, que 
suprima un determinado año el reparto de dividendos (404).
Pero, con el fin de que no se burle ese derecho abstracto al reparto  de 
beneficios, a través de una serie constante de acuerdos de la Junta general 
suprimiendo ese derecho general, la doctrina condiciona la validez del acuerdo a 
la existencia de razones que sean de gravedad suficiente para justificar tal 
supresión, como afirma Sánchez Calero o Girón Tena (405), o como afirma Piñón
401 SANCHEZ CALERO, ibidem p. 133.
4^2 SANCHEZ CALERO, ibidem p.132 a 136; y GIRON TENA Derecho de Sociedades anónim as. 
Publicaciones de los Seminarios de la Facultad de Derecho. Universidad de Valladolid, 1951. p. 
70-71.
403 BROSETA, Manual... p. 167 y 201.
4^4 Habría que excluir a los que -en la clasificación que hace PIÑON PALLARES, son partidarios 
del derecho absoluto al dividendo y que ven reducido el papel de la Junta general a constatar la 
cifra exacta de d ividendos (Op. ult. cit. p. 102).
405 SANCHEZ CALERO Op. ult. cit. p. 132; y GIRON TENA, idem p. 202. Así com o DE GREGORIO 
o DO N ATI.
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Pallarás, si tal acuerdo se repite sucesivamente durante varios ejercicios, habrá 
que demostrar que tales medidas están inspiradas en el interés social (4()6).
Antes de concluir con este breve resumen de lo que podríamos denominar la 
postura mayoritaria en nuestra doctrina con relación al tema del derecho del 
accionista al dividendo; tenemos que tener en cuenta un dato fundamental, y es 
que la renuncia o exclusión de este derecho, se traduce en un  aum ento  
patrimonial de la sociedad (v. gr. por reducción de pérdidas o incremento de 
reservas) lo que constituye en definitiva un alza del valor real de las acciones, y a 
la larga, un aumento en la cuota de liquidación que a cada accionista le 
corresponde en el patrimonio de la sociedad.
Para traspasar esta problemática y aportaciones doctrinales a la sociedad 
cooperativa, tendríamos que partir concretando más el tema:
- En primer lugar, no planteamos la cuestión de la distribución de beneficios 
en la cooperativa, porque éstos (cuando se obtienen), no se distribuyen entre los 
socios. Nos estamos refiriendo al derecho del socio al excedente generado como 
consecuencia de la gestión que por su cuenta, ha llevado a cabo la cooperativa.
- En segundo lugar, tampoco nos planteamos el derecho del socio al retorno, 
como derecho de crédito contraido por el socio frente a la cooperativa en razón 
del acuerdo de distribución aprobado por la asamblea general.
Ante la cuestión de si el socio de la cooperativa tiene un derecho abstracto a los 
excedentes del ejercicio, podríamos afirmar que, si entendemos por derecho 
"abstracto" -como dice Illescas- el derecho que "no tiene por objeto una 
pretensión económica acreditada o una cosa específica, sobre cuya disposición o 
señoría aquél legitime" (407), el socio de la cooperativa tiene un derecho concreto 
V no abstracto sobre los excedentes, desde que la cooperativa determ ina los 
excedentes de ejercicio se podría conocer qué socios son acreedores de la 
cooperativa, y en qué cuantía.
406 PIÑON PALLARES. Op. ult. cit. p. 102.
407 ILLESCAS. El Derecho del socio al dividendo en la Sociedad anónima... p. 88.
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En cambio, tenemos que afirmar que, no se trata de un derecho absoluto, si 
afirmásemos lo contrario, estaríamos contradiciendo el tenor literal de la Ley, 
que faculta a la asamblea general a decidir sobre la distribución de los excedentes, 
como también afirma la A. C. I, en el Cuarto Principio Cooperativo.
Por tanto, tenemos que partir admitiendo que el socio tiene un derecho 
concreto al excedente pero no absoluto. Es competencia de la asamblea general 
determinar e individualizar en cada momento ese derecho, decidiendo a su vez 
sobre los otros destinos legalmente posibles.
a,- ¿Puede suprimirse estatutariamente y de forma absoluta el derecho del 
socio a los excedentes?
Si tenemos en cuenta que el socio se adhiere a la cooperativa con el fin de 
obtener en mejores condiciones económicas unas prestaciones o servicios, 
podríamos pensar que constituyendo ello la causa del contrato constitutivo de la 
cooperativa, se trata de un derecho irrenunciable, y por tanto de una claúsula 
ineficaz.
Sin embargo, opinamos en base a la libertad de pactos entre los socios, que de 
igual forma que decidieron crear la cooperativa, pueden  decid ir la no 
distribución de los excedentes cooperativos. Además en la sociedad cooperativa 
esta actitud tiene una mayor justificación por dos motivos; uno de ellos es que, 
tal como vimos, no todas las cooperativas se constituyen con el fin de obtener 
para sus socios unas ventajas patrimoniales directas; hay cooperativas cuyo fin es 
exclusivamente prestar ese servicio, sin cuya intermediación posiblemente no se 
llevaría a cabo, y sin intención de obtener esa ventaja económica que sustituye a 
la intermediación (cooperativas de suministro de electricidad o agua, de servicios 
sociales,...) e incluso sin una intención inmediata de obtener esa ventaja (como 
en muchas cooperativas de trabajo asociado).
Por otra parte, una cooperativa puede no distribuir excedentes porque decide 
atribuir directamente la ventaja cooperativa en el momento de la transmisión de 
los bienes o pagos entre cooperativa y socios.
Por tanto, es nuestra opinión que, existiendo el acuerdo unánime de todos los 
socios, se puede acordar estatutariamente la no distribución de los excedentes.
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Pero esta conclusión, sólo la admitimos bajo una condición, y es que en 
aquellas cooperativas cuyo objeto es la obtención de una ventaja cooperativa 
patrimonial, se haya valorado la prestación cooperativa realizada por el socio o 
recibida de la cooperativa a precio corriente de mercado (o inferior en caso de 
cooperativas de consumo, o superior en cooperativas agrarias o de trabajo 
asociado); de forma que no suponga para el socio una pérdidas en su patrimonio.
Entendemos legítimo el pacto por el que el socio renuncia a la ventaja 
cooperativa, pero no parece aceptable por leonino el pacto que implique obtener 
los bienes a precios superiores a los corrientes del mercado, o cobrar salarios por 
debajo del mínimo profesional (este último caso, está expresamente prohibido 
en el art. 105. 1, d, LCCV).
b.- ¿Puede suprimirse por la asamblea general el derecho del socio al excedente 
repartible?.
En principio tenemos que afirmar que -como en el caso anterior- se debe 
garantizar al socio su prestación al precio corriente de mercado, cuando el fin de 
la cooperativa sea obtener para los socios una prestación en mejores condiciones 
que el mercado. Mientras tanto, no se deberían constituir reservas, porque no 
existe ninguna ventaja cooperativa para los socios.
Por lo tanto, damos por supuesto que existen excedentes repartibles y se han 
valorado las prestaciones cooperativas a los precios corrientes de mercado (o 
inferiores en el caso de cooperativas de consumo, o superiores en otros tipos).
Hecha esta aclaración, la cuestión se podría plantear como en la sociedad 
anónima, y distinguir la supresión de este derecho en un ejercicio, o la supresión 
reiterada en sucesivos ejercicios.
Pero tenemos que advertir que la posición del socio de una cooperativa no es 
igual en estos casos que la del accionista, por que:
1. El socio cooperativo tiene un derecho concreto sobre el excedente que 
suprimido, ya no se recupera en ejercicios posteriores como sí puede ocurrir en 
una sociedad anónima.
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2. Suprim ido este derecho, e increm entado por tanto el pa tr im onio  
cooperativo, no implica para  el socio de la sociedad cooperativa, un 
aplazamiento para la obtención de las ganancias generadas. En la cooperativa, el 
pa tr im o n io  social jamás se d is tr ibuye  ente los socios, ni d irecta ni 
indirectamente.
Teniendo en cuenta estas importantes diferencias y reconociendo que no se 
trata de un derecho absoluto, podemos afirmar -como decía Sánchez Calero- que 
sólo por causas de gravedad suficiente que lo justifiquen, podrá suprimirse o 
reducirse a mínimos el derecho al excedente en un ejercicio.
La valoración de qué causas justificarán esa supresión será difícil de establecer, 
como en la sociedad anónima. Su oportunidad deberá ser decidida en todo caso 
por los Tribunales, pero v. gr. consideramos que algunas de las justas causas que 
Sánchez Calero señala como aplicables en la sociedad anónima, no servirían en 
la cooperativa (408).
Por último, si la actitud de la asamblea general es reiterada, pensamos que el 
socio tendrá derecho como el socio de una sociedad anónima, e incluso con más 
m otivos, -por las diferencias anteriorm ente señaladas-, a exigir ante los 
Tribunales, el reconocimiento de su derecho al excedente (4t)9).
4 ^8 Entre esas causas cita el autor "determinadas circunstancias de ¡liquidez", "dificultad en la 
obtención de capitales", o "previsión de futuras pérdidas".
Estas causas no serían lo suficientem ente justificativos en el caso de una cooperativa. Las dos 
primeras porque el legislador permite distribuir los excedentes entre los socios, de formas 
diversas que contribuyen a la liquidez de la cooperativa, y al aum ento de su capital (v. gr. 
aum entando las participaciones de los socios en el capital social, o mediante la constitución de  
una reservas especial, formada por retornos asignadas, cuya entrega se aplaza por un periodo de 
tiempo). Y en cuanto a la previsión de futuras perdidas, porque si se trata de perdidas sociales, se 
deben cubrir con los fondos sociales, sólo se justificarían por esta causa, si la cooperativa no 
tuviese reservas suficientes. Y si se trata de previsibles pérdidas que afectarían a la gestión  
cooperativizada (se entiende como pérdidas para el socio), pensam os que el m edio más eficaz 
para prevenir éstas, pues no se darían en la misma medida para todos los socios es, constituyendo 
e incrementando las reservas especiales de retornos.
409 En cuanto al derecho del accionista a exigir de los Tribunales el reconocimiento de su derecho al 
dividendo puede verse PIÑON PALLARES, op. cit. p. .101. Y citados por él V1CENT Y GELLA, A. 
Curso de Derecho Mercantil Comparado (Zaragoza, 1960) p. 199; y CORDONN1ER, P. Des 
pouvoirs de l'asscm blee genérale ordinairc des actionnaires en maticrc de constitutión  de  
reserves, Journ. Soc. 1928 p. 82.
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Este reconocimiento será más factible, si el legislador reconoce expresamente el 
derecho del socio al excedente. Esta es la labor que nos p lan team os a 
continuación, analizar la legislación cooperativas española, para  conocer si 
nuestro legislador reconoce expresa o tácitamente este derecho y en qué medida.
2. 2. 2.- El derecho al excedente en la legislación española.-
La Ley de 1931, en su art. 1. 5°, al señalar las condiciones necesarias para todas 
las cooperativas, ya señalaba: "Que en caso de distribuir los excedentes se haga el 
reparto proporcionalmente a la participación de cada asociado en las operaciones 
sociales". Y posteriormente, el art. 13 indicaba que como mínimo, un 10% de los 
rendimientos de cada ejercicio se aplicará a la formación de un fondo de reserva 
colectivo.
Tras estas dos normas de aplicación general, el legislador señala algunas
normas de contenido similar pero destinadas a particulares tipos de cooperativas 
(410).
4L1 El art. 18 para las cooperativas de consum o señalaba que: "Es condición necesaria de las 
Cooperativas de consumidores que el excedente de los rendimientos, después de atender al fondo 
de reserva y  a obras sociales, se reparta cuando haya lugar a su distribución, proporcionalmente 
al importe satisfecho por los asociados, como pago de las cosas y  servicios proporcionados por la 
Sociedad". El art. 24 para las cooperativas de trabajadores, dice también en térm inos similares 
que, "Es condición necesaria y  característica de las Cooperativas de trabajadores que, en caso de 
distribuir el excedente de los rendimientos después de atender al fondo de reserva y  a las obras 
sociales, se haga el reparto proporcionalmentc al valor asignado al trabajo personal puesto por 
los asociados en la obra común". El art. 28 para las C ooperativas p ro fesion a les: "Es condición 
necesaria de las Cooperativas profesionales que la distribución del remanente, cuando proceda 
practicarla, se haga a prorrata del importe de las operaciones hechas por cada asociado con la 
Asociación, según los Reglamentos determinen para cada caso"; y el art. 31 finalm ente, para las 
Cooperativas de seguros, es quizás la norma más expresiva, "En caso de adoptar el régimen de 
prima fija, la parte de los excesos de percepción que (no) se apliquen a la constitución de fondos de 
reservas o al sostenimiento de obras sociales aprobadas se devolverá a los asegurados, a prorrata 
de las primas abonadas". En este precepto entendem os que existe un error, al omitirse la partícula 
"no", sin la cuál no tiene sentido el precepto.
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Normas similares a éstas, se van a reproducir a lo largo de nuestra evolución 
legislativa: el a r t  20 de la Ley de 1942, el art. 20 del Reglamento de 1971, art. 2 y 18 
de la Ley de 1974, o art. 43 del Reglamento de 1978 (411).
En todas estas normas se aprecian notas comunes, se reconoce el derecho del 
socio al excedente, pero sobre todo, lo que el legislador busca es, ante todo, 
garantizar la constitución de reservas, y por otra parte, exigir que el reparto de 
excedentes se lleve a cabo en proporción a las operaciones realizadas por los 
socios con las cooperativas, y nunca en proporción al capital social aportado.
Siguiendo un riguroso orden cronológico tendríamos que citar en primer lugar, la Lev catalana de 
Bases de 17 de febrero de 1934 y la Lev catalana de cooperativas de 17 de marzo de 1934. Según la 
primera: "Son condiciones legales y  necesarias para todas las Cooperativas...Quinta. Que si se 
distribuyen excedentes, se haga el reparto proporcional a la participación de cada asociado en 
las operaciones sociales" (art. 1. 5U). En la Ley de 1934 se establece, en su art. 12 que "todos los 
excedentes y  devoluciones que correspondan a los socios por el consumo realizado, mientras no 
tengan cubierto su fondo social, serán aplicados a este objeto". Y el art. 13: "Las Cooperativas de 
Consumidores, además de lo dispuesto en la Ley de Bases, deberán de observar las siguientes 
prescripciones: Primera.- Que del exceso de percepción del ejercicio, deducidas las 
amortizaciones, se destinen por lo menos, un 50 por 100 entre fondos de reserva irrepartibles y  
obras sociales, no pudiendo destinarse a cada una de estas dos finalidades menos del 15 por 100. 
El resto del exceso de percepción podrá repartirse entre los cooperadores, pero siempre en 
proporción del consumo de cada uno".
Continuando con el orden cronológico propuesto, llegamos a la Lev de cooperativas de 1942, cuyo 
art. 20, en relación también con las cooperativas de consum idores establece: "Las Cooperativas de 
consumo, cuando vendan a precios corrientes en el mercado, destinarán el exceso de percepción a 
constituir los fondos de reserva y  obras sociales en la forma establecida en el artículo 19 de esta 
Ley, pudiendo distribuir el resto entre los socios, proporcionalmente a la cuantía del consumo 
rea l iza d o " .
Según el art. 20 del Reglamento de cooperativas de 1971, "Las diferencias numerarias entre el 
total de los rendimientos líquidos y  las cantidades dedicadas a fondos de reserva y  obras sociales 
se podrán destinar a efectuar retornos cooperativos, a la constitución de reservas voluntarias o a 
otros fines propios de la Sociedad Cooperativa, conforme a lo previsto en los Estatutos y  en los 
acuerdos de las Juntas Generales".
Por último, la Lev general de 1974 señala en su art. 2 entre los principios generales que definen el 
carácter cooperativo de una sociedad, "e) La participación de cada socio en los excedentes netos, 
que puedan repartirse en concepto de retorno cooperativo". Y el art. 18 al regular la aplicación de 
los excedentes disponibles, señala: "Uno. El saldo de los excedentes netos que reste después de 
atendidos los destinos fijados en el artículo anterior podrá ser aplicado conforme a lo que 
dispongan los Estatutos o por acuerdo de la Asamblea General, a la constitución de reservas 
voluntarias que podrán incorporarse al capital social, al incremento de los Fondos legales o a su 
distribución en forma de retorno cooperativo.
Dos. El retorno cooperativo será acreditado a los socios en proporción a las operaciones, servicios 
o actividad realizada por cada socio en la cooperativa...".
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Las principales diferencias se advierten en los porcentajes que deben destinarse 
a reservas, cuya cuantía determina que los socios puedan distribuirse más o 
menos excedentes.
La Ley de 1931 exigía que un 10% como mínim o de los excedentes, se 
destinasen  a la formación de un fondo de reserva colectivo. Pero, las 
cooperativas de trabajo, calificadas de populares, debían destinar al menos un 
50% de los rendimientos a la constitución y aumento de un Fondo de reserva 
irrepartible y al mantenimiento de obras sociales. La Ley catalana de 1934 exigía a 
las cooperativas de consumo una asignación a estos fondos del 50% también.
Con la Ley de 1942, desaparece todo porcentaje m ínim o de destino a 
patrim onio irrepartible, será la cooperativa en sus estatutos sociales o por 
acuerdo de la Junta general de socios quien decida el porcentaje asignable a 
reservas. Sólo para las cooperativas de crédito se exceptúa esta regla general; el 
art. 44 exige que en éstas el 30% del excedente se destine a los fondos de reserva y 
obras sociales.
Con posterioridad, los reglamentos que desarrollaron esta Ley, en 1943 y 1971 si 
marcaron un porcentaje mínimo: el 25% para ambos fondos, y el 30% para las 
cooperativas de crédito.
La Ley de 1974 y su Reglamento de 1978, no varían este último porcentaje, pero 
sí exigen que un 15%, como mínimo, se destine a la reserva obligatoria, y un 10 
% mínimo, al fondo de educación y obras sociales (art. 17 Ley y 42 Reglamento).
El art. 43 del Reglamento de 1978, es la norma más completa dictada hasta ese 
momento por el legislador en torno al tema de la distribución de los excedentes 
de ejercicio.
En ella se establece que, tras atender los fondos con ese 25% como mínimo que 
señala el art. 42, lo que reste se aplicará, conforme dispongan los estatutos o por 
acuerdo de la asamblea general, a la constitución de reservas voluntarias, al 
incremento de los fondos legales o a su distribución en forma de retornos.
En realidad, la constitución de reservas voluntarias (en este caso) es una forma 
de distribución aplazada a los socios de los excedentes, porque estas reservas 
debían  estar ind iv idua lizadas  y podían incorporarse  al capital social, 
incrementando de esta forma la participación de cada socio en el mismo.
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Por otra parte, el apartado 2Ü del mismo artículo, señala que el retorno se 
acreditará a los socios en proporción a las operaciones, servicios o actividades 
realizadas por cada socio en la cooperativa. Y entre las modalidades de aplicación 
efectiva del retorno se señala:
"a) Que se satisfaga inmediatamente a la aprobación del balance de ejecicio.
b) Que se incorpore al capital social, con el incremento correspondiente de la 
parte de cada socio.
c) Que se constituya, en un fondo de inversión, de ahorro o de carácter similar, 
creao y regulado por la Asamblea general, y que limite la disponibilidad del 
dinero por un periodo máximo de cinco arlos, garantizando su atribución y  
posterior disfrute por el socio titular, en cuyo favor devengará un interés que no 
podrá exceder del básico de España, incrementado en tres puntos. En caso de baja 
del socio, sus derechos en dicho fondo se liquidarán según la citada regulación
La diferencia entre la reserva voluntaria y este último fondo de inversión o 
"revolving found", parece que está sobre todo en su destino final, todos se 
devolverán a sus propietarios pero de forma diferente. La reserva voluntaria 
parece que no se podrá distribuir entre los socios hasta el mom ento de la 
liquidación del haber social (art. 81. 4 Reglamento de 1978), salvo que se 
incorporen  a capital social, con el correspondien te  increm ento  de las 
aportaciones de los socios, y por tanto sigan la suerte de éstas.
Por otra parte, el fondo de inversión y ahorro, limita la disponibilidad del 
socio por un periodo de cinco años y garantiza su distribución al finalizar ese 
periodo, junto con un interés que no podrá exceder del básico del Banco de 
España incrementado en tres puntos.
Una vez analizados estos antecedentes legislativos, tenemos que referirnos a 
las actuales leyes cooperativas de nuestro Estado.
En conjunto puede decirse que la actual legislación, aun reconociendo el 
derecho del socio al excedente, reduce mucho más la posibilidad y cuantía de los 
retornos que los antecedentes examinados.
No sólo se ha incrementado la porción destinada como mínimo a reservas, 
pasando del 15% que en el Reglamento de 1978 se debía asignar como mínimo a 
la reserva obligatoria, al 30% de la Ley vasca (art. 27), o del 25% total a ambos
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fondos en 1978, al 40% en la Ley catalana (art. 59), andaluza (art. 60), o valenciana 
(art. 59), (412); sino que también se establece como necesaria en algunos casos, la 
participación de los trabajadores en los excedentes.
Este derecho, se reconoce en las leyes vasca, valenciana, general y navarra. La 
primera (art. 28. 1) y última (art. 50), señalando simplemente que los excedentes 
disponibles se aplicarán "en su caso, a la participación en los resultados, de los 
trabajadores asalariados.... de conformidad con lo acordado en cada ejercicio por 
la asamblea general". Por lo tanto, no se trata de una asignación necesaria, sino 
potestativa a decisión de la asamblea general.
La Ley valenciana y la general en cambio, imponen esta participación como 
obligatoria, así el art. 59. 2 LCCV, establece: "Cuando la Cooperativa tenga 
trabajadores asalariados deberá satisfacerles una participación mínimo a cada 
uno de ellos del 10 por 100 del retorno medio que se haya acreditado y un 
máximo de una mensualidad de salario".
La Ley general por su parte distingue dos situaciones. En las cooperativas de 
trabajo asociado que tengan trabajadores asalariados, éstos participarán en los 
resultados favorables con un 25% del retorno cooperativo acreditado al socio 
trabajador que preste igual o similar actividad en la cooperativa.
En las demás clases de cooperativas, será la decisión de la asamblea general 
quien fije la cuantía de la participación de los trabajadores en los excedentes así 
como su forma de distribución (art. 86 LGC).
Como conclusión de este conjunto de limitaciones, afirma Mateo Blanco que 
la actual legislación compone "un mosaico constrictor de la posibilidad de que el 
retorno signifique lo que debe ser, un aliciente poderoso para la adhesión del
4^2 Con la diferencia entre ellas, de que la Ley catalana, permite que una vez, se ha alcanzado entre 
las dos reservas una cantidad equivalente al 50 por 100 del capital social, los porcentajes m ínim o 
serán del 20 y del 10 respectivamente.
La Ley General por su parte, exige una cuantía global al Fondo de reserva obligatoria y / o  Fondo 
de educación y promoción, del 30 por 100 de los excedentes; pero, cuando el Fondo de reserva 
obligatoria alcance el 50% del capital social, se destinará al m enos un 5% al Fondo de educación  
y promoción, y un 10%, cuando el Fondo de reserva obligatorio, alcance un importe superior al 
doble del capital social (art. 84. a) LGC). Igual contenido tiene el art. 49. 2 a) de la Ley navarra 
de cooperativas.
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socio a la cooperativa, al incrementar los fondos y las cuantías que se les deben 
destinar... Acum ular los descuentos previos, incrementar los índices de 
desviación hacia fondos obligatoriamente, es reducir la posibilidad de un retorno 
libre; en definitva que sea la voluntad de los socios y propietarios la que pueda 
decidir sobre la aplicación de los m/smos"(413).
En realidad resulta difícil compaginar los intereses individuales de los socios, 
con el interés colectivo de la cooperativa y con la participación de los trabajadores 
en los resultados de la actividad económica; como decía Antoine Antoni "es 
preciso que las cooperativas encuentren un equilibrio entre sus aspiraciones 
colectivas y la satisfacción individual de sus miembros " (414).
Para conseguir ese equilibrio, es necesario que se tengan en cuenta algunas 
exigencias que, a título de conclusión podríamos recapitular del siguiente modo: 
l c Debe tenerse en cuenta que si la cooperativa se constituye con el fin de 
obtener para los socios una ventaja económicamente valorable, si ésta se 
consigue debe distribuirse entre los socios (415).
2Q La renuncia a la ventaja cooperativa de lornia absoluta sólo tiene validez si 
se establece en los estatutos, como es el caso previsto por el art. 58. 6 LCCV, que
413 MATEO BLANCO. El Retorno..p. 120 y 121.
4^4 Citado por MATEO BLANCO, en p. 37.
4 ^3 La Ley valenciana de cooperativas considera causa de descalificación y posterior disolución la 
no realización de los fines sociales durante dos años consecutivos (art. 105. 1 c). Y en el caso de  
cooperativas de trabajo asociado, el impago por la cooperativa a sus socios durante dos ejercicios 
sucesivos del salario mínimo interprofesional con la suma de los anticipos y retornos (art. 105. 1 
d).
N o existe un precepto similar al art. 105. 1, c, ni en el Reglamento de 1978 (art. 77), ni en la Ley 
general de cooperativas de 1987 (art. 103), esta última habla sólo de conclusión de la empresa, 
paralización de la actividad económica o im posibilidad manifiesta de desarrollarla.
El precepto en cuestión parece más inspirado en la Ley de sociedades anónimas, que recoge como 
causa de disolución, la im posibilidad manifiesta de realizar el fin social (art. 150. 2 de la LSA 
d e 1953 y art. 260, 3 del Texto refundido de 1989). Expresión interpretada por GARRIGUES- 
UR1A (en Sociedades Anónim as tomo II, Madrid 1976 pp. 805 y 806) com o im posibilidad  
m anifiesta de "obtener ganancias repartibles a través del ejercicio de la actividad social que 
constituye su objeto", pero puntualizando que "no debe reputarse causa de disolución la existencia 
de meras dificultades u obstáculos transitorios y  vencibles en la realización del fin social. Ha de 
tratarse de una imposibilidad <manificsta>. Es decir de una falta de posibilidad clara y  
definitiva, o de una situación de la que sea sumamente difícil salir y  que la sociedad no pueda 
aguantar sin ir  ave quebranto para los accionistas (Senls. del T. S., de 14 de febrero de 1945 y  3 de 
julio de 1967)".
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permite no distinguir resultados, si todo el excedente se destina a patrimonio 
irrepartible.
3Q Si el socio no ha recibido anticipadamente ninguna ventaja cooperativa, la 
privación total del derecho al excedente, por acuerdo de la asamblea general, sólo 
tiene justificación por causas graves y excepcionales.
4C La razón que se alega habitualm ente para justificar la necesidad de 
constituir reservas e incrementarlas, destinando a ellas buena parte de los 
excedentes, con el fin de capitalizar a la cooperativa, no nos parece la mejor 
solución al problema.
Es cierto que las cooperativas suelen tener poco capital social, y para 
compensar esto, fortalecer su patrimonio y favorecer su crédito en el mercado, es 
conveniente constituir reservas importantes. Pero ante esta afirmación hay que 
tener en cuenta:
* Que se puede incentivar las aportaciones a capital social, exigiendo un capital 
social mínimo (como en la SA o SRL); también, facilitando la transmisión de las 
participaciones de los socios, y retribuyéndolas con un interés adecuado, se puede 
atraer capital social, o permitiendo las aportaciones a capital social de terceros no 
socios (asociados).
Estas fórmulas enumeradas a título ejemplificativo, posibilitan el fomento del 
capital social, sin alterar la esencia cooperativa ni los princ ip ios del 
cooperativismo.
* La distribución de excedentes entre los socios no es incompatible con el 
incremento de los fondos propios de la cooperativa, o la liquidez de la misma.
Teniendo en cuenta la diversidad de fórmulas en que se puede hacer efectivo 
el retorno, podemos distribuir excedentes a los socios mediante la asignación de 
participaciones en el capital social, o mediante la constitución e incremento de 
un fondo de retornos por un plazo de tiempo, antes de su restitución a los 
socios. Incluso seríamos partidarios de la constitución de reservas voluntarias 
individualizadas, distribuibles al finalizar la vida de la cooperativa, al separarse 
el socio o mediante su asignación a capital social.
5Q Con todas las medidas posibles que se pueden adoptar para fortalecer 
económicamente a la cooperativa, nos parecen excesivas las deducciones que
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según la Ley valenciana principalmente, hay que realizar sobre los excedentes, 
antes de que el socio pueda beneficiarse de ello.
Hay que tener en cuenta que estos excedentes, son la contraprestación por el 
esfuerzo personal del socio (agricultor, trabajador, consumidor...), y no el fruto de 
una inversión; por el riesgo contraído en la gestión social, por su responsabilidad 
por las obligaciones de la cooperativa,... el socio de una cooperativa, arriesga más 
que el socio de una sociedad anónima, y se le limitan mucho más sus derecho 
económicos.
En nuestra opinión el legislador debería flexibilizar más los destinos de los 
excedentes de ejercicio, dar más libertad a los socios para determinar -en función 
de los intereses generales de cada momento- el destino de estos excedentes, 
reconocer expresamente -en interés de los socios- el derecho que les corresponde 
a los excedentes (416), y sobre todo no poner trabas al ejercicio de este derecho.
6C Por último, tenemos que reconocer que el régimen fiscal aplicable a las 
cooperativas por un lado, el elevado porcentaje que del excedente se aplica a 
patrimonio irrepartible por otro, y las circunstancias competitivas del mercado, 
están forzando a las cooperativas sobre todo de consumo y vivienda, a operar 
con sus socios a precios de coste, y ofrecer la ventaja coopera tiva  
anticipadamente. De esta forma, no se obtienen excedentes, y por tanto tampoco 
se tributa por el Impuesto de Sociedades.
En las cooperativas agrarias se llega normalmente a la misma situación pero 
liquidando a los socios por el método de márgenes brutos. Esto es, el socio recibe 
directamente la totalidad de la ventaja cooperativa una vez se conocen los 
resultados del ejercicio, y por tanto el precio obtenido por los productos del socio, 
de esta forma tampoco existen excedentes ni retornos.
2. 3.- Asignación de los excedentes netos.
416 El Reglamento de 1978 no reconocía entre los derechos del socio, el derecho al excedente, la Ley 
valenciana tampoco reconoce esc derecho, pues el art. 20 b) habla del derecho a "Participar en 
los retornos del excedente de ejercicio que se acuerden repartir", esto es reconocer el derecho al 
retorno acordado, que no plantea ninguna duda.
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Los excedentes netos como resultado positivo de deducir de los ingresos 
o rdinarios cooperativos, los gastos permitidos por la Ley, se asignarán a los 
siguientes conceptos y por este orden:
l c Se asignará un 30 % de los mismos a Reserva Obligatoria (RO).
22 U n 10% a la Reserva de Formación y Promoción Cooperativa (RFPC).
3C A los trabajadores asalariados que tenga la cooperativa se les otorgará una 
partic ipación  m ínim a a cada uno del 10% del "retorno medio que se haya 
acreditado y  un máximo de una mensualidad de salario
U na vez hechas estas asignaciones, tendremos el excedente neto repartible, que 
no significa que necesariamente tenga que repartirse, pues como señala el art. 59. 
3 LCCV, se puede destinar a la Reserva Obligatoria.
Si el excedente repartible se decide distribuir entre los socios se le denomina 
r e to rn o  y se acreditará a cada uno "en proporción a las operaciones hechas por 
cada socio con la Cooperativa en el citado ejercicio".
Este es el régimen legal de asignación de los excedentes netos de ejercicio que 
prevé la Ley valenciana, en su art. 59. Ahora, vamos a ver algunos importantes 
problemas que éste régimen suscita.
2. 3. 1.- Asignación a reservas.
El reforzamiento de las reservas se planteó para el legislador valenciano como 
un reto a cumplir con la aprobación de la Ley valenciana de cooperativas, así se 
reconoce en la Exposición de motivos de ésta, cuando dice: "la ley aspira a 
perfeccionar la legislación vigente, aportando mayor claridad, favoreciendo la 
autofinanciación y reforzando los mecanismos de formación y protección de las 
Reservas o patrimonio irrepartible".
Este objetivo se constata analizando la Ley, no solamente en relación con el 
destino del excedente neto, sino también en el destino legal de los demás 
resultados positivos, como más adelante veremos.
En relación con la asignación del excedente a reservas, Vicent Chuliá (417) 
confirma también la necesidad de fortalecer éstas, y así, dice: "la futura Ley
4^7 VICENT CHULIA. La legislación cooperativa autonómica..., p. 110
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valenciana incorporará un régimen legal de determinación del excedente neto de 
ejercicio y  de sus asignaciones que tienda a maximizar las realizadas a 
patrimonio social irrepartible, y en especial la Reserva Obligatoria que, por su 
carácter embargable, refuerza la capacidad financiera de la cooperativa como 
empresa ".
Vamos a ver a continuación en qué aspectos se observa en la Ley valenciana 
un reforzamiento de las distintas reservas con cargo a los excedentes netos.
a.- Reservas obligatorias.
En prim er lugar, hay que tener en cuenta que si las reservas se van a nutrir 
con un porcentaje sobre el total de excedentes, es preciso evitar que el excedente 
se anule, repartiendo la ventaja mutualista vía precios.
Como claramente expone Carlos Romero (418) en relación con las cooperativas 
agrarias, "una cooperativa que no desee engrosar estos fondos (cuestión lógica 
hasta cierto punto, pues los fondos obligatorios no son devueltos a los socios ni 
aún en caso de disolverse la cooperativa) le basta con distribuir la ganancia del 
ejercicio incrementando los precios de las materias primas aportadas por los 
socios al proceso productivo de la empresa en vez de utilizar la vía de los 
retornos cooperativos. De esta forma, la cooperativa puede cerrar el ejercicio con 
un excedente nulo o próximo a cero. Con lo que las cantidades destinadas a las 
reservas obligatorias pasan a ser figuras simbólicas".
Con esta actuación las cooperativas no constituyen reservas y por lo tanto las 
garantías que ofrecen a los terceros con los que se relaciona son escasas, y además, 
esta situación conlleva en la mayoría de los casos un endeudam iento continuo 
para la cooperativa.
Para soslayar esta deficiencia, el autor citado propone algunas medidas: "Las 
Cooperativas que practiquen esta política de reparto del excedente vía precios 
deberán compensar su falta de autofinanciación con una mayor financiación de 
socios (aportaciones a capital social) con objeto de no descapitalizar la empresa.
418 CARLOS ROMERO. A nálisis económ ico de los m ecanism os de financiación de socios y  
autofinanciación...., p. 76.
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También esta posible falta de autofinanciación puede compensarse aumentando  
las cuotas que de una manera periódica (usualmente por meses) deben abonar 
los socios y  que pasan a engrosar el fondo de reserva de la cooperativa".
Frente a este problema y para evitarlo, el legislador ha tratado de conseguir que 
afloren el mayor volumen de excedentes, para ello obliga a deducir como gasto 
los anticipos por cosechas y prestaciones de servicios en las cooperativas de 
trabajo asociado al precio o salario medio de mercado, con el fin de que luzca 
contablemente el excedente de ejercicio, o como lo denom ina Vicent Chuliá el 
"beneficio de intermediación" que habría obtenido un empresario intermediario. 
Sin embargo, la referencia al valor de mercado presente en el Primer Borrador de 
la Ley valenciana, fuá suprim ida en el Proyecto de Ley por las dificultades 
prácticas que presentaba la determinación de este valor, en las operaciones 
realizadas entre la Cooperativa y sus socios (4I9), aunque la exigencia se mantiene 
en la legislación tributaria.
El reforzamiento de la Reserva Obligatoria de las cooperativas, también se 
aprecia en la elevación del porcentaje que debe asignarse a la misma. La Ley 
valenciana habla del 30% del excedente como mínimo, frente al Reglamento de 
1978 que fijaba ese mínimo en el 15%.
Pero adem ás, el Reglamento de 1978 permitía que se dejase de afectar 
obligatoriamente los excedentes a esta reserva cuando "el importe del Fondo sea 
igual al doble del capital social alcanzado al término de cada ejercicio económico 
o al límite superior fijado estatutariamente. Cuando se alcancen estos límites 
seguirá siendo obligatorio detraer el 15 por 100, al menos; pero la Asamblea 
general podrá acordar que siga nutriendo el Fondo de Reserva obligatorio o que 
se destine, en todo o en parte no atribuida a la Reserva obligatoria, a incrementar 
las cantidades destinadas al Fondo de Educación y Obras Sociales" (art. 42. Dos. 
Reglamento 1978).
En la Ley valenciana, la asignación mínima del 30% se establece como 
obligatoria con independencia del volumen alcanzado por la reserva. De esta 
forma la Ley valenciana se diferencia del resto de legislaciones cooperativas de
419 VICENT CHULIA, op. ult. cit. p. 111
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las dem ás Com unidades Autónomas, pues si bien Cataluña también elevó el 
porcentaje asignable a Reserva Obligatoria al 30% de los excedentes netos, 
establece posteriormente un  límite, alcanzado el cual (que la sum a de las 
reservas alcancen una cantidad equivalente al 50 por 100 del capital social) el 
porcentaje se reducirá del 30% al 20% (art. 59 LC Catalana).
Una última vía para incrementar la Reserva obligatoria se regula en el art. 59. 
3 LCCV según el cuál: "Hechas las anteriores asignaciones obligatorias (se refiere 
a la Reserva obligatoria, a la Reserva de formación y a los trabajadores 
asalariados) los excedentes netos de ejercicio que queden tendrán la condición de 
repartibles y  se podrán distribuir a los socios en concepto de retornos, en 
proporción a las operaciones hechas por cada socio con la Cooperativa en el 
citado ejercicio, o destinar a la Reserva Obligatoria". Nos interesa, como hemos 
subrayado , esta última posibilidad de destinar a Reserva obligatoria los 
excedentes repartibles.
En realidad lo que esta norma preve es el mismo sistema contemplado en el 
art. 58. 6 y que ya vimos, según el cuál, la totalidad del excedente neto se destina a 
patrimonio irrepartible, pero un 10% del mismo a la Reserva de formación y si 
hay socio de trabajo, se les asigna una participación no inferior al 20% del 
excedente ni superior a dos mensualidades, y a los trabajadores asalariados, si los 
tiene, la participación no será inferior al 2% del excedente ni superior a una 
m ensualidad.
La diferencia entre el supuesto contemplando en el art. 58. 6 y el previsto en el 
art. 59. 3 LCCV es que el primero se prevé en los estatutos sociales, y por tanto la 
asignación de todo el excedente a patrimonio irrepartible no es fruto de la 
decisión de la asamblea general. Mientras que el supuesto contemplado en el art. 
59. 3 sólo tendrá lugar en aquél ejercicio económico en que la asamblea general lo 
decida, y cuando no se acuerde este destino se aplicará el procedimiento general 
previsto en el art. 59. 1 y 2 LCCV. De esta importante diferencia se deriva el 
distinto régimen previsto, de participación de los socios de trabajo y trabajadores 
en los excedentes de ejercicio.
Como conclusión podemos decir que en el caso de que la asamblea general 
decida no distribuir a los socios los excedentes, tendrá que deducir de los
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excedentes netos de ejercicio el 10% a la Reserva de formación, y el tanto por cien 
que corresponda a los trabajadores, según lo previsto en el art. 59. 2. El resto de 
excedente resultante se destinará a la Reserva obligatoria.
b.- Reserva de Formación y Promoción Cooperativa.
Tam bién la Reserva de Formación y Promoción Cooperativa se ha visto 
reforzada. Si bien la asignación del 10% sobre el excedente se mantiene como en 
el Reglamento de 1978, es novedosa la contribución a esta reserva con el 1 por 
1000 de los ingresos ordinarios. Contribución que ya vimos al hablar de los gastos 
deducibles para determinar los resultados de ejercicio.
Esta contribución es novedosa frente al régimen establecido por la normativa 
estatal de cooperativas, pero existían antecedentes de la misma en la Ley catalana 
de cooperativas de 1934, y en la actual de 1983.
La Ley catalana de 1983 establece en distintos artículos diversas contribuciones 
sobre el importe bruto de ventas o compras, que están en función del tipo de 
cooperativa. Así, las cooperativas de vivienda (art. 81) destinarán un porcentaje 
no inferior al 2% sobre el precio total del piso que se distribuirá en un 75% para 
el Fondo de Reserva y un 25% para el de Educación; en las cooperativas agrarias 
(art. 87) el porcentaje será como mínimo del 1 por 1000 de la cifra total de 
facturación a los socios, pasando de esta cantidad el 20% al Fondo de Educación. 
Finalmente, para la cooperativa de servicios, el art. 85 exigía una asignación 
entre el 2 y 3 por 100 sobre las operaciones que realizase el socio, correspondiendo 
el 20 por 100 de esta cantidad resultante al Fondo de Educación, pero esta norma 
ha sido suprimida en la Reforma llevada a cabo por la Ley 13/1991.
Este mecanismo adoptado por la Ley catalana permite dotar los Fondos, en 
cooperativas que por derram ar los costes sobre los socios o fijar los precios o 
anticipos al final de la campaña o de la liquidación con terceros, operan con 
excedente de ejercicio próximo a cero.
Este sistema fué tomado también por la Ley valenciana, así lo anticipaba ya 
Vicent Chuliá (420) al decir: "Un mecanismo legal, que probablemente la Ley
420 VICENT CHULIA, idcm. p. 111.
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valenciana tomará de la catalana es la imposición de unos porcentajes de 
asignación mínimos, que la cooperativa debe hacer a la Reserva de Formación y 
Promoción Cooperativa, aún en el caso de que no se alcanzaran detrayéndolos 
del excedente neto de ejercicio".
Sin embargo, este autor citado criticaba el mecanismo legal adoptado en la Ley 
catalana por adolecer -en su opinión- de "tres evidentes deficiencias". "En primer 
lugar, su carácter casuístico plantea la duda de si no se habrá atentado contra el 
principio de igualdad de trato a las distintas clases de cooperativas. En segundo 
lugar, la aproximación en el porcentaje m ínim o de asignación de las 
cooperativas de servicios a las de viviendas contradecía las necesidades de la 
práctica comercial, mermando seriamente el margen comercial de las
cooperativas de detallistas, fundamentalmente afectadas Por último, no resulta
suficientemente justificado distribuir esta contribución en concepto de gasto 
entre la Reserva Obligatoria y la de Formación y Promoción Cooperativa, 
dotando así la Reserva Obligatoria que representa patrimonio empresarial o de 
riesgo, en un ejercicio en que no hay excedente, o se producen pérdidas. El 
Proyecto de Ley valenciana opta por asignar la totalidad de esta contribución a la 
Reserva de Formación y Promoción, potenciando así estos fines, en cada 
Cooperativa y la formación de Uniones y Federaciones de Cooperativas fuertes".
Por estas razones, la Ley valenciana, si bien recoge el mecanismo adoptado en 
Cataluña, varía su régimen de tal forma que la contribución mínima del 1 por 
1000 la deben realizar todas las cooperativas, excepto lab de viviendas que el 
porcentaje se eleva al 1 por 100. Y por otra parte, el destino de esa contribución es 
exclusivamente a la Reserva de formación y promoción cooperativa.
Cuando una cooperativa obtenga excedentes, de la asignación del 10% de éstos 
a la Reserva de formación, que exige el art. 59. 1 "se deducirán las cantidades ya 
asignadas en concepto de gasto en el artículo anterior, apartado 3 B)", este 
artículo se refiere a la contribución del 1 por 1000. De esta manera, si bien no se 
ha aumentado la asignación a Reserva de formación, al menos se ha asegurado 
una mínima contribución a la misma, con independencia de los resultados 
económicos obtenidos.
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Finalm ente, hay que tener en cuenta, que no son sólo obligatorias la 
denom inada Reserva obligatoria y la Reserva de formación. Una cooperativa por 
razón de la actividad económica que desarrolla, puede estar obligada a constituir 
otras reservas que también serán obligatorias para ella, como es el caso de las 
cooperativas de crédito y de seguros, con el fin de reforzar su solvencia y crédito. 
Esta posibilidad la contempla el art. 59. 4 LCCV cuando dice: "Las Cooperativas 
constituirán además, las reservas que vengan exigidas por la legislación que 
especialmente les afecte".
c.- Las reservas voluntarias en las cooperativas.
T ratando de la asignación a reservas de los excedentes de ejercicio, no 
podíam os pasar por alto la inexistencia de reservas voluntarias en la Ley 
valenciana, o mejor dicho, de reservas voluntarias en su acepción común, como 
destino de los resultados positivos de ejercicio, a un fondo social de previsión 
futura, voluntario y repartible a la disolución de la cooperativa.
La Ley valenciana de cooperativas habla de una Reserva voluntaria  que 
posterio rm ente  veremos, constituida por retornos ind iv idua lizados  y no 
distribuidos, cuya asignación definitiva a los socios se aplaza por un periodo 
máximo de cinco años.
Son -como las define Vicent Chuliá (421)- "unas mal llamadas "Reservas 
voluntarias", puesto que se trata de unos fondos formados por retornos ya 
acreditados a ¡os socios, pero que quedan en depósito en la cooperativa, 
aplazándose su asignación por un periodo de 5 años. En caso de disolución de la 
cooperativa o de separación del socio, estos fondos se deben restituir a sus 
propietarios. A su vez éstos sirven par enjugar las pérdidas cooperativas que se 
acuerda asignar al socio. Se trata -en opinión de Vicent- de una especie de 
"remanente a cuenta nueva" de la práctica de las Sociedades anónimas".
Dejando al margen este tipo de reserva que en otras legislaciones se conoce 
como Fondo de retornos, o Fondo Especial, la Ley valenciana no contempla la
421 VICENT CHULIA, La legislación cooperativa como desafío..., p. 58.
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posibilidad de constituir una auténtica "Reserva voluntaria"; como dice Vicent 
Chuliá, el tema "ha sido muy debatido, en la elaboración de la Ley valenciana. 
Los redactores pensábamos que no deben admitirse; y que el tema ya era confuso 
en la Ley de 1974".
En efecto, siempre ha sido polémica la admisión y regulación de este tipo de 
reservas, lo cual se puede verificar al comprobar la distinta regulación de esta 
figura en nuestro panorama legislativo.
La confusión ya existía, como recordaba Vicent Chuliá, en la Ley de 1974. Esta 
Ley admitía su constitución, y señalaba que podían incorporarse a capital social 
(art. 18. Uno); el Reglamento de 1978 completó y aclaró un poco este precepto al 
añadir que "deb idam en te  ind iv id u a lizad as", podrían incorporarse al capital 
social (art. 43), (422).
Por otra parte, el art. 20 Uno, de la Ley de 1974 y art. 81. 4 del Reglamento de 
1978 establecían que "Al disolverse la Cooperativa, y una vez saldadas las deudas 
sociales, la parte que, en su caso, reste de las reservas voluntarias podrá repartirse 
entre quienes sean socios en el momento de la disolución, en proporción a su 
antigüedad y  a su participación en las operaciones sociales".
Sobre estas dos normas principalmente, la doctrina trató de reconstruir la 
natura leza  y régimen jurídico de las reservas voluntarias, con resultados 
diversos. Para unos estas reservas sólo eran repartibles en el m omento de la 
disolución de la cooperativa; sin embargo, parece que la tesis más secundada fué
422 En particular, decía el art. 18. Uno de la Ley de 1974 que el saldo de excedentes netos podrá ser 
aplicado "a la constitución de reservas voluntarias que podrán incorporarse al capital social,...". 
DEL ARCO (Financiación de la empresa cooperativa..., p. 43) com entando este precepto, señala 
que, por una parte las Reservas voluntarias se alimentan a costa de retornos acreditados a los 
socios, "lo que plantea necesariamente una oposición de intereses entre la Cooperativa y  sus 
socios". Por otra parte, hace ver que la cooperativa, en cuanto empresa, también está interesada 
en asegurar y robustecer su solvencia frente a terceros. Finalmente de la conjugación de ambos 
intereses opuestos en un principio, llega el autor a la siguiente conclusión: "Y la conclusión no 
puede ser otra que la de permitir la incorporación de dichas reservas libres al capital social, bien 
mediante un aumento del valor nominal de las participaciones sociales, bien mediante la 
distribución gratuita de nuevas participaciones, pero siempre en proporción a la parte tomada 
por el socio en las operaciones sociales, esto es, en la misma proporción que se efectúan los 
retornos. Una vez incorporadas al capital social participarán de su misma condición". Sobre este  
m ism o precepto, tam bién se ha m anifestado ELENA DIAZ (Ideas sobre una posib le  
interpretación..., p. 208), para quien la incorporación de esta reserva a capital social sólo tiene 
sentido cuando desparece la finalidad para la que se constituyeron.
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la del carácter repartible de las mismas. Así, para Elena Diaz (423) la reserva 
voluntaria es repartible, y prueba de ello es que se pueden incorporar a capital 
social, y serán repartibles tanto cuando el socio causa baja, como cuando la 
cooperativa se disuelve; por ello afirma: "Ello obligará a que cuando se doten las 
reservas voluntarias de esta clase se establezcan los criterios de reparto, bien 
pensando en las bajas, bien pensando en la posterior incorporación al capital 
esos criterios de reparto -afirma después- serán los mismos aplicables a los 
retornos. Pero advierte también, que hay que tener cuidado con las reservas y hay 
que adjetivarlas y justificarlas, pues en caso contrario "podrían convertirse en 
una disminución caprichosa de los retornos a que son acreedores los socios". 
También Vicent Chuliá (424) llegaba a la conclusión de que las reservas eran 
repartibles entre los socios en sucesivos ejercicios y lo justificaba entre otras 
razones en el concepto tradicional de "reserva voluntaria" o en el hecho de que 
el art. 17 de la Ley de 1974 sólo declara irrepartibles los Fondos Sociales 
Obligatorios.
Con posterio ridad , las distintas leyes de cooperativas d ictadas por las 
Comunidades Autónomas han optado por soluciones diversas a las de la Ley de 
1974. Brevemente podemos decir, que la Ley vasca, perm ite crear reservas 
voluntarias, pero de las mismas afirma que la asamblea general podrá establecer 
su carácter irrepartible (art. 28 Uno), de lo cual parece desprenderse que si no se 
establece nada, serán repartibles. La Ley catalana de 1983, no preveía su 
constitución aunque su art. 60 al regular la imputación de pérdidas, admite que 
éstas se im puten al Fondo de Reserva Obligatorio y "a los voluntarios, si los 
hubiere,...". Posteriormente, tras la Reforma de la Ley 13/1991, se contempla 
expresam ente para  las cooperativas de crédito y cajas rurales que "puedan 
constituirse reservas voluntarias rep a rtib le s" (art. 59. 4). De la conjunción de 
estas dos normas puede interpretarse la posibilidad para todas las cooperativas de 
constitu ir  lib rem ente Reservas voluntarias irrepartibles, y en el caso de 
cooperativas de crédito, también de carácter repartible.
423 ELENA DIAZ, op. ult. cit., p. 208.
424 VICENT CHULIA, El régimen económ ico de la cooperativa..., p. 177.
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Finalm ente, la Ley andaluza, sólo prevé la creación de una "Reserva 
voluntaria" (art. 60. 2. c) constituida por retornos acreditados, que tiene la misma 
naturaleza que la "Reserva voluntaria" contemplada en la Ley valenciana.
En los albores de la Ley valenciana de cooperativas, Vicent Chuliá (425) al 
publicar las directrices que debía seguir esta Ley, decía en relación con este tema: 
"De lo que no cabe duda es que la admisión de la facultad de la Asamblea de crear 
reservas libres conduce a evidentes injusticias: en primer lugar, puede alterar las 
expectativas de los socios que han operado con su cooperativa; en segundo lugar, 
mediante la creación de reservas libres se instaura un mecanismo de trato 
desigual a los socios que permite que los socios existentes en el momento de 
disolución y  liquidación de la cooperativa puedan participar en el reparto de 
aquellas reservas; lo que no queda suficientemente corregido por la norma que 
impide distribuirlas en proporción a sus participaciones, sino sólo en proporción 
a su antigüedad o criterios similares" (426).
Como solución a toda la problemática que entrañaba la constitución de la 
reserva voluntaria y sobre todo su distribución, se optó como en la Ley andaluza 
por su no admisión. Posteriormente la Ley General de Cooperativas en su art. 84.
b) perm ite  crear un Fondo de Reserva voluntaria  con excedentes netos 
repartib les , "que en todo caso, tendrá el carácter de irrepartible". Esta opción, 
perm ite  crear reservas voluntarias, pero salva la dificultad de su reparto  
declarándolas irrepartibles (427).
2. 3. 2.- Participación de los trabajadores en el excedente.
425 VICENT CHULIA, cnUTECO 12/9.
42  ^ Sobre los inconvenientes de permitir la constitución de Reservas voluntarias se ha manifestado  
también ELENA DIAZ (Ideas sobre una posible..., p. 208 y 209).
427 Otra reserva de carácter voluntario, pero con fines específicos es el Fondo com ún especial 
previsto en la Ley catalana, art. 59. 3. Este Fondo pueden constituirlo las cooperativas de trabajo 
asociado y aquellas cooperativas que tengan socios de trabajo. En estos casos, puede establecerse 
que los excedentes pasen totalm ente o en parte a integrar este Fondo de carácter colectivo e 
irrepartible, pero con el reconocimiento del derecho de los socios a.percibir, com o intereses, una 
com pensación directamente proporcional al importe con que cada uno de ellos haya contribuido a 
la formación de dicho fondo.
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Establece el art. 59. 2 LCCV que "Cuando la Cooperativa tenga trabajadores 
asalariados deberá satisfacerles una participación mínima a cada uno de ellos del 
10 por 100 del retorno medio que se haya acreditado y un máximo de una 
mensualidad de salario. Esta participación deberá acreditarse en el plazo de tres 
meses siguientes a la aprobación de las cuentas bien sea en efectivo o en forma de 
imposición a plazo regulada en el apartado siguiente.
Esta participación absorberá todas las gratificaciones en concepto de beneficios 
reconocidos en Convenio Laboral".
Esta norma no es la única que regula la participación de los trabajadores en los 
resultados positivos, también el art. 58. 6 LCCV que ya vimos, preveía una 
asignación fija a los trabajadores no inferior al 2% del total de los resultados 
positivos (428), ni superior a una mensualidad de salario. En esta norma se 
contemplaba un supuesto específico, el de una cooperativa que estatutariamente 
decide no distinguir categorías de resultados y asigna todo a patrim onio 
irrepartible. Mientras que el art. 59. 2 contempla el supuesto general que deberá 
aplicarse en todos los demás casos (429).
La lectura del art. 59. 2 nos plantea dos cuestiones que debemos resolver, en 
primer lugar, la determinación del importe de esa participación, cuando no 
existen retornos, y en segundo lugar, si es posible que la participación del 
trabajador en los excedentes absorba las gratificaciones en concepto de beneficios 
reconocidos en Convenio Laboral.
2. 3. 2.1.- Determinación de la participación.
428 En realidad, el art. 58. 6 LCCV habla del 2 por cien sobre el "excedente neto total", pero hay que 
tener en cuenta que en este supuesto la cooperativa no tiene porque separar contablem ente los 
ingresos cooperativos de los demás, por lo que no siempre se sabrá el excedente, sino el resultado 
positivo obtenido, proceda de ingresos ordinarios, o extraordinarios.
429 Como vem os, en todos los casos que existan excedentes el trabajador de la cooperativa tiene 
derecho a participar en ellos. Ello es consecuencia de la consideración tradicional de la 
cooperativa com o prototipo de em presa com unitaria, lo cual ha derivado en el apoyo  
constitucional recibido por la cooperativa en el art. 129. 2, al decir: "Los poderes públicos 
promoverán eficazmente las diversas formas de participación en la empresa y  fomentarán,  
mediante una legislación adecuada, las sociedades cooperativas. También establecerán los 
medios que faciliten el acceso de los trabajadores a la propiedad de los medios de producción".
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El problema se plantea porque el artículo citado fija el im porte  de la 
participación del trabajador en relación con el retorno medio acreditado, cuando 
sabemos -como recoge el párrafo siguiente- que el excedente neto repartible 
puede distribuirse entre los socios en concepto de retorno, o puede destinarse a la 
Reserva obligatoria. Si se destina a Reserva obligatoria ¿cómo calcularemos lo 
que debe asignarse al trabajador?. Calcularse se podría, pero en ocasiones la 
decisión de la asamblea de asignar todo el excedente neto a reservas, se debe 
precisamente a la dificultad de calcular el retorno que a cada socio le corresponde.
Otra solución podría ser aplicar por analogía la solución dada en el art. 58. 6 al 
supuesto  de no distinción de categorías de resultados. Como venim os 
advirtiendo, estos artículos contem plan supuestos similares, aunque  son 
tratados de forma distinta.
Una importante diferencia está en que la participación de los trabajadores es 
menor si la asamblea decide no distribuir excedentes, que si estatutariamente se 
acuerda; también la asignación a la Reserva de formación es menor. La razón 
está en que en el art. 58. 6 los porcentajes que corresponden a cada asignación se 
calculan sobre el total de resu ltados  positivos (excedentes, beneficios 
extracooperativos y beneficios extraordinarios), mientras que en el art. 59. 2, se 
calculan sobre los excedentes exclusivamente, y los beneficios (extracooperativos 
y extraordinarios) se destinan a Reserva obligatoria.
Esta diferencia en la configuración de las asignaciones a trabajadores y Reserva 
de formación no tiene en nuestra opinión, ninguna justificación. Nos parece 
mas acertado, que con independencia de que se establezca en los estatutos la no 
distinción de categorías o sea la asamblea general quien la decida, si no se van a 
distribuir retornos, se de un tratamiento uniforme a las asignaciones que 
corresponden hacer. Sin embargo esta propuesta, es una mera propuesta y no 
una conclusión que podamos deducir de cómo está el tema tratado por la Ley. 
Por ello, pensam os que no puede  aplicarse analógicam ente la solución 
contemplada en el art. 58. 6, al problema que planteamos.
La única solución será calcular aunque sea por aproximación el retorno medio 
o bien, decidir que la asignación consista en una mensualidad, que es el límite 
máximo permitido.
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2. 3. 2. 2.- Interpretación del párrafo in fine del art. 59. 2.
Según este párrafo: "Esta participación absorberá todas las gratificaciones en 
concepto de beneficios reconocidos en Convenio Laboral". La cuestión que nos 
suscita este artículo es, si es posible que el trabajador cobre menos por este criterio 
de participación que si se le aplicase su Convenio Laboral. Si la retribución a 
percibir por la participación es mayor, no importa, pero, ¿y si es menor? ¿no 
atenta contra el principio laboral de aplicación de la norma más favorable para el 
trabajador?. Este tema se resuelve en la Ley General, en nuestra opinión más 
satisfactoriamente. Dice el art. 86. 3 de esta Ley que la participación del trabajador 
en los resu ltados  favorables de la cooperativa es com pensable  con el 
complemento salarial de similar naturaleza establecido en la normativa laboral 
aplicable; "en el caso de que la participación en los resultados de la Cooperativa 
fuera inferior al correspondiente complemento salarial, se aplicará este último". 
En consecuencia, y teniendo en cuenta la normativa laboral, pensamos que el art.
59. 2 in fine, anteriormente transcrito sólo tendrá efectos cuando la retribución 
por participación en excedentes (tal y como se determina en ese artículo) sea 
superior a la que correspondería por aplicación del convenio laboral. En caso 
contrario se aplicaría ésta.
2. 4.- A sig n a c ió n  de los b e n e f ic io s  extracooperativos y 
extraordinarios.
Los beneficios extracooperativos, procedentes de las actividades ordinarias de 
la cooperativa realizadas con terceros no socios, y los beneficios extraordinarios, 
procedentes de plusvalías en la enajenación de los elementos del activo 
inmovilizado o de otras fuentes ajenas a los fines específicos de la cooperativa, 
tienen un destino diferente al señalado legalmente para los excedentes.
En la legislación anterior (Ley de 1974 y Reglamento de 1978), los beneficios 
extracooperativos se destinaban íntegramente al Fondo de Educación y Obras 
Sociales, y los extraordinarios al Fondo de Reserva obligatorio (art. 42, Dos y Tres 
del Reglamento).
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Posteriormente, tanto la Ley vasca como catalana de cooperativas, seguidas de 
todas las demás, exigen destinar ambos beneficios a la Reserva obligatoria. Ello 
responde al deseo común en todas las Comunidades Autónomas de incrementar 
la Reserva obligatoria que por su carácter embargable refuerza la capacidad 
económica de la cooperativa como empresa. Manifestación de este espíritu es la 
Exposición de motivos de la Ley General de Cooperativas de 1987 cuando dice: 
"X. El objeto principal de las innovaciones introducidas en el capítulo sobre 
régimen económico, lo constituye el fortalecimiento de las Cooperativas en su 
vertiente empresarial, a cuyo fin se establecen modificaciones orientadas, unas, a 
impulsar el incremento de los recursos financieros propios y, otras, en defensa de 
la solvencia y credibilidad económica de la Cooperativa".
Bajo los mismos objetivos se manifiesta la Ley valenciana, en cuya Exposición 
de motivos, como ya mencionamos en otras ocasión se señala que "En el 
régimen económico de la cooperativa, la Ley aspira a perfeccionar la legislación 
v igen te , aportando mayor claridad, favoreciendo la autofinanciación y 
reforzando los mecanismos de formación y protección de las Reservas o 
patrimonio irrepartible". Fruto de este objetivo es el art. 61 d. LCCV, cuando 
establece que la Reserva obligatoria se formará -junto con otras asignaciones- con 
"Los beneficios extracooperativos y extraordinarios".
El destino de los beneficios extracooperativos a patrimonio irrepartible ha 
estado ligado siempre como una condición a la posibilidad de operar con terceros 
no socios. Si bien recientemente se ha liberalizado la posibilidad de operar con 
terceros, como vimos en el punto 2. 1, sobre todo en las leyes valenciana y 
navarra; lo que todos están conformes en admitir es que las operaciones 
realizadas con terceros no socios, no pueden constituir una fuente de lucro para 
los socios de la cooperativa, por ello los beneficios que se obtengan de estas 
operaciones deben contabilizarse por separado y destinarse a patrimonio social 
irrepartible.
En cuanto al destino de los beneficios extraordinarios, tampoco hay dudas de 
que los socios no pueden beneficiarse de los mismos y por tanto deben destinarse 
a patrimonio irrepartible.
Elena Díaz ha realizado un análisis comparativo del funcionamiento de los 
beneficios ex traord inarios en una em presa mercantil y en una em presa
374
cooperativa, con el fin de resaltar las diferencias. Por su claridad y acierto, hemos 
considerado conveniente recoger a continuación los resultados de ese análisis, 
que nosotros también compartimos: "Un ejemplo esperamos que pueda aclarar 
cómo vemos esta diferencia. En un determinado ejercicio los resultados 
ordinarios de una empresa han sido normales aunque mas bien mediocres y en 
cambio se ha vendido una vieja nave bien situada en la ciudad que ha producido 
una plusvalía sustanciosa. Si la empresa fuese mercantil, los aportadores de su 
capital habrían tenido en cuenta a lo largo del tiempo la existencia de esa nave 
(infravalorada contablemente) en las transmisiones de las acciones, o si son 
socios estables, saben que los beneficios están ahí, esperando a que se venda para 
lucir en el balance.
Si la empresa es cooperativa, los socios que hayan sido baja en anteriores 
ejercicios no han podido llevarse más que unas aportaciones, que además con 
bastante probabilidad ni siquiera han sido actualizadas contra la inflación, 
habiendo cobrado cada año el retorno que les haya correspondido pero calculado 
únicamente sobre su participación en la actividad. También es posible que 
algunos de los socios que permanecen, ese año, por enfermedad o por cualquier 
otra causa, hayan reducido su participación en la actividad de forma sustancial. 
¿Cómo puede resolverse la injusticia que para los socios baja o los socios que 
podríamos llamar desdichados ocasionales puede representar la incorporación a 
los beneficios de un año determinado de plusvalías que se han ido acumulando 
a lo largo del tiempo?.
La existencia de un fondo de titularidad colectiva, no de los socios 
individualmente, pero útil para todos, permitirá no asignar aquellos beneficios a 
nadie y además no perjudicar a ninguno especialmente. Como no se estima 
lógico que nadie se aproveche de s ituaciones concretas de carácter 
completamente aleatorio, se crea una especie de "gallina de los huevos de oro" 
que contribuye a la pervivencia de la empresa. Los huevos de oro serán en este 
caso unos equipos más modernos o eficaces y unos costes financieros más bajos" 
(430).
430 ELENA DIAZ, F. El Fondo de Reserva Obligatorio..., p. 59.
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2. 5.- Destino de los resultados positivos en las cooperativas que se 
rigen por el sistema del art. 58. 6 LCCV.
El art. 58. 6 LCCV, al que nos hemos referido en num erosas ocasiones, 
posibilita -si los estatutos sociales lo establecen- que "la totalidad del excedente 
neto del ejercicio" se destine a patrimonio irrepartible, siempre que se cumplan 
ciertas condiciones:
1.- Que como mínimo un 10% de esos excedentes se destinen a la Reserva de 
formación y promoción cooperativa.
2.- Si la cooperativa tiene trabajadores asalariados deberá reconocerles una 
participación sobre el excedente total que no será inferior al 2 por 100 del mismo, 
ni superior a una mensualidad.
La posibilidad de destinar todo el excedente -y en definitiva- todo el resultado 
positivo de ejercicio a patrimonio irrepartible, se plantea en la Ley como una 
opción en favor de todo tipo de cooperativas. Ahora bien, las cooperativas de 
consumo que realicen su actividad ordinaria también con terceros no socios, 
necesariamente, por aplicación del art. 73. 3 LCCV, deberán destinar a reservas 
sus resultados positivos.
Si la cooperativa opta esta tu tariam ente  por esta posibilidad, no tiene 
obligación de separar  contablem ente los ingresos cooperativos, de los 
extracooperativos y de los extraordinarios.
Y además, si tiene socios de trabajo, "los Estatutos Sociales podrán establecer 
que se les asigne una participación sobre el excedente neto" que no podrá  ser 
inferior al 20 por 100 del mismo, ni superior a dos mensualidades de salario.
Esta norma, por lo que respecta a la distribución de los "excedentes netos" de 
ejercicio, plantea algunas cuestiones de interés que nos obliga a su exámen:
a) Por una parte, nos interesa averiguar en qué sentido se emplea el término 
"excedente neto" y "excedente total" en esta norma en particular. La cuestión es 
importante porque según sea su concepto más o menos amplio, dependerá que 
las atribuciones a la Reserva de formación y promoción cooperativa, a los 
trabajadores y a los socios de trabajo, sean a su vez mayores o no.
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En el punto  2. 1. de este Capítulo, definimos como "excedentes", los resultados 
positivos procedentes de la actividad económica propia de la cooperativa, 
desarrollada con sus socios.
Este concepto de excedente no casa bien en el precepto que comentamos; 
p r inc ipa lm en te  porque  éste artículo prevé la no separación  contable de 
resu ltados, lo que implica la no distinción entre excedentes, beneficios 
extracooperativos y beneficios extraordinarios, y por otra parte, establece que las 
diversas asignaciones necesarias o posibles, se harán sobre el total del excedente, 
que lógicamente, si no se han distinguido los resultados, no se conocerá.
Planteado el problema, veámos las posibles soluciones aplicables.
Si la cooperativa opta por distinguir contablemente los resultados de ejercicio, 
parece que no habrá problema alguno porque, se conocerá el im porte  del 
excedente y sobre él, se calcularán las asignaciones que hayan de hacerse; aunque 
este supuesto será inusual.
El problema se plantea por tanto cuando no se distinguen contablemente los 
resultados. En este caso, podríamos entender por excedente neto, el resultado 
positivo de la cuenta de pérdidas y ganancias, o bien el resultado positivo de las 
actividades ordinarias de la cooperativa (obtenido de operar con socios y con 
terceros).
De las dos posibilidades nos inclinamos por esta segunda, por distintas 
razones:
* En prim er lugar, porque aunque la Ley valenciana exima de distinguir 
contablemente los resultados, la cooperativa podrá no distinguir los resultados 
ordinarios cooperativos y extracooperativos, no diferenciando la procedencia de 
los ingresos, pero deberá distinguir los resultados de actividades ordinarias y los 
resultados de actividades extraordinarias, por exigencias de aplicación del Plan 
General Contable (431).
431 El Plan General Contable, en la Cuenta de Perdidas y Ganancias distingue entre Resultados de  
actividades ordinarias (resultados de explotación + / -  resultados financieros) y resultados 
extraordinarios. La suma de ambos resultados dará lugar, una vez liquidados los im puestos que 
correspondan, al resultado del ejercicio (Ver M odelo de Cuenta de Pérdidas y Ganancias, BOE nc 
31 de 27 de diciembre de 1990, pag. 38598).
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* En segundo lugar, porque podría interpretarse que el legislador hace un uso 
extensivo del término "excedente" para com prender todos los resultados 
ordinarios, como hacen otras legislaciones, como la vasca o la andaluza.
La Ley vasca, en el art. 57, al regular las cooperativas de consumo, denomina 
"excedentes netos" a los resultados positivos de la actividad ordinaria de la 
cooperativa, hay sido desarrollada con los socios o también con terceros.
La Ley andaluza también denomina excedentes a todos los resultados positivos 
ordinarios, distinguiendo con el calificativo de "excedente extracooperativo", el 
resultado procedente de operar con terceros no socios.
Podría interpretarse que dada la influencia que la regulación vasca de las 
cooperativas de consumo tuvo en la formación del art. 58. 6 de la LCCV, el 
legislador valenciano al emplear las expresiones "la totalidad del excedente 
neto", y "el excedente total", quiera expresar como las normas anteriormente 
citadas, el total resultado positivo de las actividades ordinarias.
* Por último, entendemos que al ámbito del término "excedente" empleado en 
el art. 58. 6 comprende el resultado ordinario positivo y no el extraordinario, 
porque así ha sido entendido también por las propias cooperativas en sus 
estatutos (432).
Por todas las razones que señalamos, entendemos que las asignaciones que 
deben o pueden realizarse a la Reserva de formación y promoción cooperativa, a 
los trabajadores y socios de trabajo, deberán determinarse sobre el importe total 
que represente el resultado positivo de la actividad ordinaria desarrollada por la 
cooperativa.
4 32 Sirva com o ejemplo, los Estatutos de la Cooperativa Valenciana de C onsum o San José d e  
Fuenterrobles, que se acoge a la aplicación del art. 58. 6 LCCV, como indica en sus arts. 3 c, y 24. 
Este últim o es el precepto que nos interesa; según el cuál: "Del excedente del ejercicio, resultante 
de restar a los ingresos ordinarios de la actividad cooperativizada las deducciones Cjue 
corresponden señaladas en los apartados 2 y  3 del artículo 58 de la Ley, se asignará una 
participación, a los socios de trabajo no inferior al 20 % ni superior a dos mensualidades de 
sa lario .
El resto se considerará Excedente Neto y  tendrá la consideración de irrepartible, de acuerdo con 
el apartado 6 del artículo 58 de la Ley".
Claramente se observa en este artículo, cómo se entiende por excedente el resultado positivo de la 
actividad ordinaria, com prendiendo tanto los resultados cooperativos com o extracooperativos 
que no se habrán distinguido previamente. (La Cooperativa en particular, com o en su art. 4 
establece, realiza operaciones con terceros no socios).
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b) Otra cuestión que nos plantea este precepto está en relación con la 
asignación previa que permite hacer en favor de los socios de trabajo.
Esta asignación no es obligatoria, sólo si está previsto en los estatutos podrá 
darse participación sobre el excedente a los socios de trabajo.
La duda  se nos plantea por la forma en que esta asignación se realiza en la 
práctica. Tomemos como ejemplo los estatutos de la Cooperativa Consum, 
adaptados a la Ley valenciana.
El art. 53 de los mismos, regula la asignación de los excedentes netos. Según su 
p árra fo  1Q: "De conformidad con el artículo 58, apartado 6 de la Ley de 
cooperativas valencianas, la totalidad del excedente neto del ejercicio se destina 
al Fondo de Reserva Obligatoria, excepto un '15% que se destina al Fondo de 
Formación y Promoción Cooperativa.
A  los socios de trabajo se les asignará una participación sobre el excedente neto 
antes de su asignación a patrimonio irrepartible que no será inferior al 20% del 
mismo ni superior a dos mensualidades de salario. El resto del excedente neto se 
destinará a patrimonio irrepartible en la forma antes indicada".
El párrafo 2“ que es el que en particular nos interesa, especifica: "El excedente 
neto asignado a los socios de trabajo como retorno cooperativo se acreditará de la 
siguiente forma:
La mitad en función del índice respectivo y la otra mitad por partes iguales, 
según el periodo de tiempo en activo como socio durante el ejercicio económico.
Dicho retorno será incorporado al Capital Social con carácter de aportación 
obligatoria, según lo previsto en el artículo 59-3 b, de la ley de Cooperativas de la 
Comunidad Valenciana" (433).
433 Tras la adaptación de los Estatutos de esta Cooperativa a la Ley General de 1987 (Inscritos en el 
Registro de Cooperativas, Sección Central, tomo VI, folio 515, asiento ny 11, el 22 de m ayo de 
1991), el actual art. 53, al regular la asignación de los excedentes netos y retornos cooperativos, 
contempla el m ism o régimen visto, a pesar de que la Ley General no da marco para el m ism o. El 
artículo en particular, com ienza señalando "1. Los excedentes netos del Ejercicio económico, una 
vez deducidos los impuestos, se aplicarán conforme al criterio establecido en el artículo 84 de la 
Ley General de Cooperativas", este artículo 84, cotcm pla la asignación al Fondo d e  Reserva 
obligatorio y al Fondo de Educación y Promoción, y los excedentes disponibles se distribuirán 
conforme acuerde la Asamblea General, pudiendo asignarse todo de nuevo por acuerdo de ésta al 
Fondo de Reserva obligatorio.
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N os llama la atención en particular que esta "participación sobre el excedente" 
como la denomina el art. 58, 6 se pueda hacer en concepto de retorno.
La caracterización como "retorno" se justifica porque perm ite distribuirse 
entre los socios de trabajo de alguna de las formas previstas en el art. 59. 3 LCCV, 
y en tre  ellas: "Con la emisión y entrega al socio de títulos de participación en 
concepto de aportaciones obligatorias equivalentes a los retornos que les 
correspondan, procediendo a la correspondiente elevación del capital social", que 
es lo que en definitiva se busca.
Pero por otra parte, esta caracterización casa mal con el contenido del art. 58. 5, 
según el cuál, "Unicamente podrá ser objeto de retorno cooperativo el excedente 
procedente de la actividad de la Cooperativa con sus socios", pues hay que tener 
en cuenta que el excedente que se reparte entre los socios de trabajo y que como 
m ínim o será el 20% del mismo, es el resultado de las actividades ordinarias 
desarrolladas con socios y con terceros.
En nuestra opinión debería suprimirse de los estatutos sociales la referencia a 
los retornos, por inexacta e innecesaria, sería suficiente con establecer que la 
participación del socio de trabajo en estos excedentes se hará efectiva mediante la 
atribución de participaciones obligatorias en el capital social.
2. 6.- Distribución de los beneficios en las cooperativas de crédito.
En las cooperativas de crédito se distinguen como en toda em presa los 
resultados ordinarios de los extraordinarios. Y entre las operaciones que realiza 
la cooperativa propias de su actividad se distingue también entre operaciones 
con los socios y con terceros, entre otras razones porque estas operaciones con 
terceros están limitadas; según el art. 4. 2 de la Ley 13/1989 de cooperativas de 
crédito, "el conjunto de las operaciones activas con terceros de una cooperativa 
de crédito no podrá alcanzar el 50 por 700 de los recursos totales de la Entidad".
Tras este apartado l ü, el art. 53 de los actuales Estatutos, contiene casi literalm ente la m ism a  
asignación de excedentes a los socios de trabajo "como Retorno Cooperativo", que se incorporará 
"al Capital Social con carácter de Aportación Obligatoria".
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Sin embargo, a pesar de diferenciarse las operaciones, los resultados tanto 
positivos com negativos se equiparan, como en cualquier otra entidad mercantil, 
y se denominan simplemente: beneficios y pérdidas.
Ya vimos, al estudiar el régimen jurídico de los intereses por las aportaciones a 
capital social en las cooperativas de crédito, que estas entidades tienen un sistema 
diferenciado de determinación y aplicación de los resultados de ejercicio, pues 
como dice el art. 8. 1 de la Ley 13/1989 "Al cierre de cada ejercicio económicos, los 
resultados se determinarán conforme a los criterios y métodos aplicables por las 
restantes entidades de crédito, sin perjuicio de lo que se establezca en la Ley sobre 
Régimen Fiscal de las Cooperativas". Esta desvinculación del régimen general 
previsto en las leyes de cooperativas se pretende justificar en la Exposición de 
motivos de la Ley 13/1989 al decir que "Como consecuencia de su carácter de 
entidad de crédito, se regula la forma de cálculo de beneficio o pérdida y se 
disciplina la distribución de beneficios, buscando satisfacer los principios 
cooperativos, a s í como garantizar la solvencia de estas entidades y en 
consecuencia, su responsabilidad frente a terceros".
Vamos a ver a continuación el régimen previsto en la Ley en cuanto a la 
asignación de los "beneficios". Comienza el art. 8. 3 señalando que "Los  
beneficios del ejercicio se destinarán a cubrir pérdidas de ejercicios anteriores, si 
las hubiere". Del beneficio que quede, una vez cubiertas las pérdidas se destinará:
a) El 50 por 100, como mínimo, a la dotación del Fondo de Reserva Obligatorio. 
Durante los tres primeros años de existencia de las Cooperativas de Crédito, 
constituidas a partir de la entrada en vigor de la Ley, se destinará al mismo fin el 
100 por 100 del beneficio restante, tiempo que se prolongará, si fuera necesario, y 
en los términos que en cada caso pueda establecer la autoridad competente, hasta 
conseguir que el Fondo de Reserva Obligatorio alcance, como mínimo el valor 
de las aportaciones realizadas a Capital.
b) El 10 por 100 como mínimo, a la dotación del Fondo de Educación y 
Promoción.
c) El resto estará a disposición de la Asamblea General, que podrá distribuirlo 
de la forma siguiente:
-Reparto entre los socios.
- Dotación al Fondo de Reserva Voluntario.
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Finalmente y en relación con la cantidad repartible entre los socios, dice este 
artículo que "ascenderá como máximo a la que resulte de aplicar al capital social 
desembolsado y  las reservas legalmente obligatorias existentes, el interés legal del 
dinero". El criterio aplicable en la distribución entre los socios de los beneficios 
(retornos) será -aunque la Ley no lo diga- en proporción a la utilización de los 
servicios de la cooperativa (434).
2. 7.- Conclusión.
En este apartado, hemos comenzado preguntándonos por la existencia de un 
derecho del socio al excedente repartible, como cuestión previa al análisis de su 
destino.
La respuesta dada a esa cuestión ha sido positiva porque así se desprende, no 
sólo de la naturaleza de la cooperativa, sino también de la evolución histórica 
del cooperativismo. Pero interpretamos este derecho más que como un derecho 
absoluto, como un límite a la capacidad soberana de la asamblea general, de 
form a que no pueda  adoptar acuerdos que impliquen la privación total y 
absoluta a los socios del excedente que han generado con su actividad. Este 
derecho sólo podrá suprimirse o reducirse a mínimos, cuando -como decía 
Sánchez Calero respecto del derecho del accionista al dividendo- existan causas 
de gravedad suficiente que lo justifiquen.
En la evolución de nuestro Derecho cooperativo, se aprecia el reconocimiento 
del derecho del socio al excedente, pero el legislador se ha preocupado sobre todo 
por asegurar la constitución de reservas y garantizar que el reparto de los 
excedentes se realice en proporción a la actividad desarrollada por cada socio con 
la cooperativa.
Con las últimas leyes sobre cooperativas, se ha limitado mucho más este 
derecho al excedente, al aumentarse la cuota distribuible a reservas e incluirse la
434 En este m ism o sentido se manifiesta VICENT CHULIA en "La nueva Ley de Cooperativas de 
Crédito" Revista C1R1EC n° 7 p. 132.
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participación de los trabajadores en los excedentes, con lo que la porción 
asignable a los socios es menor.
Esta restricción del derecho del socio al excedente, contribuye a la derivación 
de las cooperativas por el sistema de asignación inm ediata de la ventaja 
cooperativa, sobre todo en las cooperativas de consumo, vivienda y agrarias.
Del análisis de la normativa valenciana sobre la distribución de los excedentes 
podem os extraer como principales notas de interés, el increm ento de las 
asignaciones a la reserva obligatoria y a la reserva de formación y promoción 
cooperativa, la im posibilidad de que existan reservas vo lun ta rias  y la 
participación de los trabajadores en los resultados positivos, participación que 
absorberá todas las gratificaciones en concepto de beneficios reconocidos en 
Convenio Laboral, siempre que sea superior a estos; en caso contrario se deberían 
aplicar éstos.
En la distribución de los beneficios extracooperativos y extraordinarios, los 
p rim eros  dejan de asignarse a la reserva de form ación y p rom oción  
cooperativativa, y se destinan junto con los beneficios extraordinarios a la 
reserva obligatoria, consecuencia del deseo presente en todos los legisladores 
(estatal y autonómicos), por incrementar la reserva obligatoria que por su 
c a rá c te r  e m b a rg a b le ,  r e fu e rz a  la c a p a c id a d  e c o n ó m ic a  d e  la 
cooperativa.
3.- LA IMPUTACION DE PERDIDAS.
Los resultados negativos que se deriven de deducir de los distintos ingresos 
obtenidos por la cooperativa, los correspondientes gastos, se conocen en general 
como "pérdidas" sin más calificativos. Sin embargo, al igual que hicimos con los 
resultados positivos, habrá que distinguir entre perdidas ordinarias cooperativas, 
pérdidas ordinarias extracooperativas y pérdidas extraordinarias; o por lo menos, 
entre pérdidas cooperativas y otras pérdidas, porque el régimen de imputación es 
diferente según la procedencia del resultado.
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En las sociedades mercantiles y civiles, -como pone de relieve Uria (435) 
comentando el art. 141 del C. de c.- "Normalmente, mientras la sociedad tenga 
bienes suficientes, las pérdidas se van enjugando con cargo al patrimonio social", 
sólo "cuando los bienes sociales no sean bastantes para satisfacer a los acreedores 
y  éstos exijan el pago de las deudas, es entonces cuando los socios deben soportar 
las pérdidas". Esta regla general se aplica en el caso de sociedades con 
responsabilidad ilimitada de sus socios.
En aquellos casos en que los socios no asumen más responsabilidad que la de 
desembolsar las aportaciones comprometidas a capital social, una vez agotado el 
patrimonio social no soportarán más pérdidas (436)
Esta regla general aplicable a las sociedades no mutualistas tiene también 
aplicación en la cooperativa, pero sólo parcialmente, en relación con las pérdidas 
que denominamos extracooperativas y extraordinarias.
Las p é rd id as  ord inarias  cooperativas se determ inan y aplican de forma 
peculiar y distinta al resto de sociedades, ello se justifica por la gestión de servicio 
que realizan estas entidades, ya que se trata de pérd idas de los socios, 
consecuencia de la gestión de los bienes e intereses de éstos. Como afirman 
M anrique y Rodriguez Poyo-Guerrero (437): "El que en una sociedad, sea o no de 
responsabilidad limitada, se considere regla normal que las pérdidas del ejercicio, 
no imputadas al fondo de reserva, no se soporten tampoco por el patrimonio 
social, sino que sean sufragadas por los socios, no puede tener otra explicación 
que la de que la pérdida no es de la sociedad, sino del socio directamente".
Esta peculiaridad  va a determ inar la dificultad que entraña en tender el 
régimen de imputación de las pérdidas en estas entidades. Así, Lluis y Navas
433 URIA, R. Derecho Mercantil....14“ ed., p- 150.
436 Ello no obstante, como medida preventiva y de garantía en favor de terceros, el legislador
establece que la sociedad asumirá sus perdidas hasta que su patrimonio se vea reducido a una
cantidad inferior a la mitad del capital social, y tenga que disolverse, si antes los socios no 
acuerdan aumentar el capital social reintegrando así el patrim onio social, o reducir la cifra del 
capital social, para mantener el equilibrio entre ambas cifras (art. 260. 4 LSA).
437 MANRIQUE Y RODRIGUEZ POYO-GUERRERO. "La Cooperativa: garantías formales.." op. 
cit. p. 46.
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(438) influenciado por la anterior regla general aplicable a las sociedades no 
mutualistas, y por tanto sin distinguir tipos de responsabilidad llega a afirmar en 
relación con la cooperativa lo siguiente: "Las pérdidas deberán ser cubiertas en
primer lugar con el patrimonio circulante de la cooperativa e incluso
recurriendo a las reservas y realizando el activo. Falta una norma clara sobre el 
particular, pero es evidente lo que resulta de la naturaleza de estos bienes y de la 
aplicación analógica del Derecho Mercantil, en su condición de Derecho
Económ ico.
Si estos bienes no fueren suficientes y la cooperativa fuera de responsabilidad 
ilimitada, deberán cubrir sus débitos los socios con su patrimonio, pues también 
por aplicación analógica del Derecho Mercantil la responsabilidad ilimitada del 
socio que hace una aportación de capital social supone que en primer lugar 
responde la sociedad con sus bienes, pero subsidiariamente el socio que viene a 
ser un avalista.
En las de responsabilidad limitada, en cambio, el socio responde tan sólo con 
su aportación, entendemos que no cabe en estos casos que la Asamblea acuerde 
un increm ento obligatorio de aportaciones, pues vulneraría el derecho
estatutario del socio de limitar su aportación".
Esta opinión nos parece criticable, en primer lugar porque no consideramos 
aplicable la normativa mercantil al régimen económico de la cooperativa.
En segundo lugar, porque no puede confundirse el régimen de responsabilidad 
asumido por el socio por las deudas sociales, con el régimen de imputación de las 
pérdidas, sean pérdidas sociales o individuales del socio. Esta confusión, que en 
ocasiones se aprecia en algunos autores, tiene su origen en gran parte, en la no 
distinción en tre  las pérd idas  orig inadas en el ejercicio de la activ idad 
cooperativizada con los socios y las otras pérdidas.
Vamos a partir por tanto en nuestro estudio sobre el destino de las pérdidas 
d is t in g u ien d o  según la procedencia  de las m ism as, y pos te r io rm en te  
dedicaremos una especial atención, como hicimos respecto de los resultados
438  LLUIS Y NAVAS, Derecho de cooperativas. Tomo I, p. 115.
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positivos, a las cooperativas que se rigen por el sistema previsto en el art. 58. 6 
LCCV, y ai las cooperativas de crédito.
3.1.- Las pérdidas extracooperativas y extraordinarias.
Estas pérd idas son la diferencia negativa que resulta de aplicar a los ingresos 
ordinarios extracooperativos y extraordinarios, los gastos que fija la Ley y que 
analizamos en los apartados B) 1. 3. y 1. 4, de este mismo Capítulo.
La im putación de este tipo de pérdidas se regula en la Ley valenciana en los 
arts. 58. 4 y 60. 2, que -como también tuvimos ocasión de ver (439)- se presentan 
como contradictorios.
El art. 58. 4 perm ite c o m p e n s a r  estas p é rd id as  con los ingresos  
extracooperativos y extraordinarios de ejercicios posteriores, mientras que el art.
60. 2 al regular la imputación de pérdidas establece: "Las pérdidas derivadas de las 
operaciones con terceros y de la enajenación de elementos del inmovilizado se. 
imputarán íntegramente a la Reserva Obligatoria \j, agotada ésta, al capital social, 
que quedará automáticamente reducido con correspondiente reducción de las 
participaciones de los socios".
Aquí tenem os que reiterar la conclusión a la que llegamos entonces: 
recurrimos a la Ley General Cooperativa, cuyo art. 87. 2 establecía un criterio más 
coherente, pues im putaba a la Reserva obligatoria estas pérdidas, y una vez 
agotada ésta, en lugar de reducir el capital social imputándo con ello a los socios 
las pérdidas sociales, se podría crear una cuenta especial, que se amortizaría con 
cargo a futuros ingresos del Fondo de Reserva obligatorio. Si finalmente no 
pudiesen compensarse estas pérdidas con cargo a reservas, se reduciría entonces 
el capital social. La reducción del capital social implica la reducción de las 
participaciones de sus socios en el mismo, en este caso la reducción de la 
participación de cada socio se haría en proporción a su cuota en el capital social 
de la cooperativa.
4 39 Vid en este m ism o Capítulo: B) 1. 3. 3. 2. b.- Cantidades destinadas a com pensar pérdidas
extracooperativas de ejercicios anteriores.
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Esta solución nos parece la más coherente ante la contradicción legal señalada, 
porque se trata de pérdidas sociales que deben imputarse al patrimonio social, de 
igual forma que los resultados positivos de esas operaciones se asignan a la 
cooperativa y no a los socios.
Y por otra parte, hay que procurar no descapitalizar la cooperativa e ir 
enjugando las posibles pérdidas con la Reserva obligatoria antes que con el 
capital.
Finalmente, tenemos que hacer alusión a la influencia que en esta asignación 
de pérd idas  puede  tener la responsabilidad asum ida por los socios. Si la 
cooperativa es de responsabilidad limitada, como son en su mayoría, una vez 
agotada la Reserva obligatoria y sin posibilidad de futuras compensaciones, se 
tiene que reducir el capital social de la cooperativa, esto implica como también 
hemos dicho que se reducen las participaciones de todos los socios en el mismo, 
en proporción a su cuota de capital. ¿Hasta donde puede verse reducido el capital 
por las pérdidas? Hasta que desaparezca, y el socio pierda toda su participación en 
la cooperativa, pero una vez llegados a este punto, no se puede exigir al socio que 
asuma las pérdidas de la sociedad, por que la responsabilidad limitada que frente 
a la cooperativa tiene así lo impide.
Sin embargo, si podrá acordar la cooperativa nuevas aportaciones obligatorias 
con el fin de hacer frente a la crítica situación. En este caso, si las nuevas 
aportaciones son acordadas por la asamblea general con las mayorías exigidas 
legalmente (44()) ei socio, haya votado a favor o en contra deberá realizar dicha 
aportación salvo que decida separarse de la cooperativa en cuyo caso tendrá la 
consideración de baja justificada según el art. 51. 6 LCCV (441).
4 4  ^ Según el art. 51. 6 "La Asamblea General por la mayoría del artículo 31, apartado 4, podrá 
imponer en cualquier momento nuevas aportaciones obligatorias". Y el art. 31. 4 exige para 
adoptar este acuerdo el voto favorable de los dos tercios de los socios presentes y representados.
44  ^ A diferencia de la sociedad anónima, en la que para acordar la im posición al socio de nuevas 
obligaciones, es necesario contar con su consentim iento (art. 145. 1 LSA); en la sociedad  
cooperativa, basta el acuerdo favorable de los dos tercios de los socios presentes y representados 
(art. 31. 4 LCCV), para que todos los socios queden obligados al acuerdo, incluso los ausentes y 
disidentes (art. 25 LCCV).
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Si por el contrario el socio asumió estatutariamente responsabilidad ilimitada 
por las deudas  de la cooperativa, su situación es similar a la de un socio 
colectivo; una vez agotada la reserva y el capital social, todo socio deberá hacer 
frente a las pérdidas restantes, abonando la parte de pérdida que le corresponda 
asumir, en proporción a su cuota en el capital social o realizando las nuevas 
aportaciones obligatorias que la cooperativa le exigiese para hacer frente a ese 
desbalance. Si el socio se separa de la cooperativa porque no quiere realizar 
nuevas aportaciones, y éstas tuviesen como fin sufragar deudas o pérdidas 
sociales, no por su separación desaparece su compromiso por las obligaciones y 
responsabilidades contraídas con anterioridad. También hay que tener en cuenta 
que al separarse el socio de la cooperativa, se le reembolsa su participación en el 
capital social pero liquidada, y en esta operación de liquidación, se tendría en 
cuenta no sólo su participación en las pérdidas sociales, sino también el 
descuento que podría hacerse por el carácter injustificado de la baja.
3. 2.- Las pérdidas ordinarias cooperativas.
Son pérdidas ordinarias cooperativas, las que resultan de un ejercicio cuando 
los ingresos ordinarios cooperativos no son suficientes para cubrir los gastos 
deducibles.
En una ocasión comentaba Vicent Chulia (442) respecto de la Ley de 
cooperativas de 1974 que, no definía el concepto de "pérdida de ejercicio", el cuál 
en el caso de la cooperativa no es tan claro como en una sociedad propiamente 
dicha.
En efecto, contablemente las pérdidas representan la diferencia negativa entre 
ingresos y gastos, pero el concepto de pérdida cooperativa, no se identifica 
necesariamente con un resultado negativo, con una pérdida de valor para la 
cooperativa o el socio.
La única alternativa que tiene el socio para evitar ese nuevo com prom iso es abandonar la 
cooperativa: "El socio disconforme podrá darse justificadamente de baja con los efectos regulados 
en esta Ley" (art. 51. 6 LCCV).
442 VICENT CHULIA. El régimen económicos de la cooperativa... p. 177.
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Es posible la existencia de pérdidas y de ventajas cooperativas a la vez, todo 
dependerá  del importe del anticipo entregado al socio (en cooperativas de 
producción), o abonado por el socio en pago de los bienes y servicios objeto de la 
gestión cooperativa (en cooperativas de consumo). Un anticipo elevado 
entregado al socio, puede generar pérdidas, lo que demuestra que el socio recibió 
m ás como anticipo que lo que v erdaderam en te  le correspondía , y con 
independencia de que el anticipo recibido fuese mayor, igual o menor al valor 
corriente de mercado. Igualmente, en las cooperativas de consumo, un anticipo 
bajo, entregado por el socio, puede generar pérdidas, lo que significa que pagó por 
el bien, menos de lo que ha resultado ser su valor.
El término "pérdidas cooperativas" tiene pues un valor meramente contable, 
e indica la diferencia negativa entre el importe del anticipo y del resultado final.
En la cooperativa para hablar de verdaderas pérdidas para los socios, hay que 
acudir  al concepto de ventaja cooperativa, o su contrario: "d e s v e n t a j a  
cooperativa".
Por desventaja mutualista o cooperativista podríamos entender la diferencia 
entre lo obtenido por el socio al actuar con la cooperativa, y lo que habría 
obtenido actuando directamente en el mercado, tomando como referencia el 
precio medio o corriente en éste, de los bienes v servicios prestados.
C uando  la cooperativa valora los bienes en tregados por los socios, o 
suministrados por la cooperativa a éstos, a precios de mercado, el resultado final 
de ejercicio sí nos sirve como referencia de la existencia de ventajas o 
desventajas mutualistas.
Por el contrario, si la cooperativa no realiza estas valoraciones en el momento 
en que se produce la transmisión de bienes entre cooperativa y socios, es m uy 
dificil y en ocasiones imposible, determinar si el socio recibe alguna ventaja 
actuando con la cooperativa, y en qué medida.
Esta reflexión, que nos parece de transcendental importancia para los intereses 
del socio, es aplicable sobre todo a las cooperativas  agrarias  que operan a 
excedente cero, liquidando los productos en función de los precios obtenidos por 
ellos. En estos casos, el socio no conoce -al menos por la información contable 
que la cooperativa le facilita- en qué se ha beneficiado entregando sus productos
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para que lia cooperativa gestione su venta, en lugar de gestionar él directamente 
la misma.
En cuamto al régimen jurídico que regula la imputación de estas pérdidas en la 
Ley valenciana, tenemos que referirnos al desafortunado art. 60. 1 LCCV.
Decimos que es un artículo desafortunado por que contiene varias erratas en 
su texto. Dice el art. 60. 1 que: "Las pérdidas resultantes de un ejercicio en virtud 
que los ingresos ordinarios no llegasen a cubrir las deducciones que 
correspondan en los apartados 2 y 3 del artículo serán imputables a los socios en 
proporción a su participación en las operaciones sociales a la Reserva Obligatoria 
hasta máximo de 50 por 100 de las pérdidas y en su caso a la Reserva Voluntaria 
creada en el artículo 57. 3 c)" (443).
Según este artículo (corregidas sus erratas), y conforme con la interpretación 
que nos parece más acertada, las pérdidas se im putarán  hasta un 50% a la 
Reserva obligatoria y el resto a los socios directamente o bien indirectamente a 
través d e  la Reserva vo lun taria  creada en el art. 59. 3 c), y s iem pre  
proporcionalmente a la participación del socio en las operaciones sociales.
La idea fundamental que hay que destacar en este precepto es que las pérdidas 
resultantes de las operaciones realizadas por la cooperativa con sus socios se 
im putan a éstos, aunque la cooperativa puede asumir también parte de esas 
pérdidas. Se trata por tanto -como las denomina Vicent Chuliá (444) de "pérdidas 
patrimoniales de cada socio y no pérdidas de la sociedad. Al revés de las 
producidas en la actividad con terceros, que soporta exclusivam ente  el 
patrimonio social".
La razón de que sean los socios quienes asuman las pérdidas del ejercicio se 
debe a que las pérdidas se han originado en el ejercicio de una actividad realizada 
por cuenta del socio. Es la misma razón que justifica el derecho del socio a los 
excedentes obtenidos en su uso de la cooperativa.
443Donde dice "ingresos ordinarios" debe decir "ingresos ordinarios cooperativos", y en lugar de art.
57. 3 c), debe decir art. 59. 3 c). También se observa la ausencia de una coma entre "operaciones
sociales" y "a la Reserva Obligatoria".
444 VICENT CHULIA. La reforma de l a  p. 142.
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V eam os a lgún  ejemplo sencillo que nos p e rm ita  co m p ren d er  este 
funcionamiento: Una cooperativa agrícola que no funcione a excedente cero, 
sino que valore los productos aportados por sus socios a precios de mercado, 
puede obtener de la venta de esos productos excedentes o pérdidas.
Si valoró el producto aportado por el socio a 100, que era el precio medio de 
mercado, y obtiene posteriormente 150 de la venta de ese producto, tendremos 
unos ingresos ordinarios cooperativos de 150, unos gastos de 100 (importe de los 
bienes prestados por los socios a la cooperativa), y unos gastos generales por 
ejemplo de 10. El excedente obtenido será de 40. De esta cantidad, al menos un 
40% se destinará  a las Reservas obligatoria y de formación y el resto 
norm alm ente se distribuirá a los socios que han generado ese excedente, en 
proporción al volumen o calidad del producto aportado.
Si por el contrario la cooperativa no ha podido vender el producto a más de 90, 
a este ingreso habrá que deducir 100 que es el valor de mercado asignado al 
producto y 10 que son los gastos generales. La cooperativa en este caso habrá 
obtenido una pérdida de 20 que podrá imputar hasta en un 50% a la Reserva 
obligatoria y el resto necesariamente a los socios, en proporción también al uso 
cooperativo realizado, es decir, en proporción al volumen y calidad del producto 
entregado a la cooperativa. En este caso, pueden darse dos situaciones, puede 
ocurrir que al entregar el socio sus productos y valorarse éstos por 100, se le 
abonase esta cuantía al socio, con lo cuál, al comprobarse posteriormente la 
pérdida, el socio resulta deudor de la cooperativa por un total de 20. Pero puede 
ocurrir que tras hacer la anotación contable de valorar por 100 el producto del 
socio, no se le abonase nada hasta la liquidación del ejercicio. En este caso, llegada 
la liquidación, al socio se le abonará 80 por sus productos y todo habrá quedado 
en un mero ajuste contable, sin que el socio contraiga verdaderamente ninguna 
deuda  con la cooperativa. En el presente ejemplo, hablamos de que el socio es 
deudor de 20 o recibe 80 porque no hemos tenido en cuenta que parte de la 
pérdida puede imputarse a la Reserva obligatoria. Si en lugar de asumir el socio 
ín tegram ente la pérd ida  im putásem os el 50% de la misma a la Reserva
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obligatoria significaría que el socio devendría deudor de la cooperativa por 10, o 
bien, la cooperativa abonaría al socio por sus producto 90 en lugar de 80 (445).
Entre las principales críticas que suelen hacerse a este sistema de imputación 
de pérdidas cooperativas, podemos señalar las siguientes:
A) Por una parte hay quienes opinan que no debe participarse en la misma 
proporción en los beneficios que en las pérdidas, porque quien más opera con la 
cooperativa, más contribuye al éxito de ésta y evita mayores pérdidas. Es de esta 
opinión LLuis y Navas (446) cuando afirma: "La justificación de la separación de 
los criterios de participación en los beneficios y en pérdidas radica en el fin de las 
cooperativas: operar con sus socios. Ello supone que ordinariamente y en la 
medida en que puede tenerlo en consideración el legislador, el que más opera 
más contribuye al éxito (o a paliar el fracaso) de la entidad. En estas particulares 
condiciones, identificar la regla de participación en las pérdidas con la 
determinación de las ganancias no tiene la justificación que pueda tener en las 
sociedades dirigidas a operar con terceros”. También en términos similares se 
han manifestado otros autores como Carbonell de Masy (447).
En respuesta a esta crítica, la Ley general de cooperativa ha establecido que las 
pérd idas  "se imputarán a los socios, en proporción a las operaciones, actividades
44  ^ También podem os adaptar este supuesto a las cooperativas de consum o, aunque debem os  
advertir que este funcionam iento no es frecuente en este tipo de cooperativas, bien por que se 
acogen al sistema del art. 58. 6 LCCV, que más tarde veremos, o bien porque ofrecen los productos 
a precios de coste más la cuota que corresponda por gastos previstos; y por tanto, al final del 
ejercicio, no se reflejan (o en pequeña cuantía) excedentes o pérdidas cooperativas.
Según el ejemplo que proponemos. La cooperativa de consum o puede suministrar un producto a su 
socio por 100, que es el precio corriente de mercado, terminado el ejercicio, resulta que el bien 
valorado por 100 se consiguió finalmente por 80, por lo tanto, se ha obtenido un excedente de 20.
Si por el contrario, el mismo producto, se valoró en el mom ento de su adquisición por el socio por 
60, ello dará lugar a una diferencia negativa (pérdida) de 20, que el socio deberá abonar a la 
cooperativa. Aquí se ve claramente com o la pérdida cooperativa no es más que lo que el socio  
pagó de m enos por el bien suministrado por la cooperativa.
Si com o perm ite el art. 60. 1 LCCV, podem os imputar el 50% de las pérdidas a la reserva 
obligatoria, eso significa, que se imputarán 10 a ésta y 10 al socio.
44  ^LLUIS Y NAVAS, Derecho de Cooperativas. Tomo I, p. 116.
447 CARBONELL DE MASY. (Sin referencia... p. 154) "Si los responsables de las pérdidas son, en 
parte, aquellos socios que no utilizaron los servicios de la cooperativa, ¿porqué no multarlos o 
descargar en ellos parte de las pérdidas antes de reducir las reservas de la cooperativa?".
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o servicios cooperativizados efectivamente realizados por cada socio en la 
Cooperativa. Si esta actividad fuese inferior en su cuantía a la que como mínimo 
está obligado a realizar el socio conforme a la establecido en los Estatutos, l_a 
imputación de las referidas pérdidas se efectuará en proporción a la actividad 
cooperativizada mínima obligatoria" (art. 87. 1. c, LGC). Normas similares a ésta 
podemos encontrar en la Ley catalana (art. 60), y en la andaluza (art. 61).
Sin em bargo, -como hemos puesto de relieve con el ejemplo señalado 
anteriormente-, la pérdida asumida por el socio significa que se le valoró en más 
su aportación de lo que realmente se ha obtenido por ella en el mercado, por lo 
que debe reducirse esa valoración, si no se hizo efectiva, o debe el socio restituir 
lo que se le abonó de más. Como dice Elena Diaz (448) "las pérdidas significan que 
los socios se han repartido antic ipadam ente  cantidades que no les 
correspondían ".
En nuestra opinión la solución aportada por la Ley general no es la más 
acertada ni equitativa, y ello por varios razones.
Por una parte, porque no siempre que el socio no coopera es porque no quiere, 
en muchas ocasiones, se debe a que no tiene productos que aportar, o bienes que 
adquirir. La solución prevista en la Ley general puede agravar todavía más, si es 
el caso, la situación desfavorable por la que puede atravesar un socio.
Por otra parte, pensamos que existen otras medidas más acordes para sancionar 
estas conductas, cuando deban sancionarse, como puede ser la imposición de 
multas e incluso para supuestos graves la expulsión.
B) Otra critica que se hace a este sistema es que si los productos aportados por 
los socios son propiedad de éstos, porqué no reciben éstos el total del excedente y 
asumen íntegramente las pérdidas. La no recepción del total de los excedentes se 
justifica en parte porque la cooperativa como empresa, para poder gestionar 
adecuadamente los intereses de sus socios, necesita ser solvente y tener capacidad 
patrimonial. Pero en la imputación de pérdidas no se ve tan justificada por la 
doctrina, la asunción por la cooperativa de parte de las mismas. En una ocasión,
44® ELENA DIAZ, F. El fondo de reserva obligatorio...., p. 57.
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incluso Vicent Chuliá (449) afirmó que "Si las pérdidas pueden cubrirse con las 
reservas (cualesquiera de ellas) es evidente que se trata de pérdidas sociales y no 
de cada socio aislado".
La solución en nuestra opinión a esta asunción conjunta de resultados, se debe 
a que si bien el socio es el titular del bien, de la masa de gestión, y por ello asume 
los resultados de su gestión, la cooperativa es quien gestiona los bienes, y de 
alguna forma asume también una responsabilidad por los resultados de su 
gestión. Vicent Chuliá (450) habla en este caso de "solidaridad de la cooperativa 
con sus socios". La cooperativa no percibe una comisión de sus socios por su 
gestión, sino que participa en los resultados que obtiene con su intermediación, y 
de igual forma que participa en los resultados positivos, también participa en los 
resultados negativos. Así se consigue interesar a la cooperativa en la obtención 
de buenos resultados de ejercicio por su gestión.
Por último, tenemos que hacer referencia todavía al art. 58. 4 LCCV, que 
complementa el sentido del art. 60. 1 anteriormente citado. Según el art. 58. 4 in 
fine: "Las pérdidas de cada ejercicio producidas en la actividad cooperativizada 
con los socios se imputarán necesariamente en la forma que establece el artículo 
60 y, caso de imputarse a los socios, figurarán inmediatamente en el balance de 
ejercicio como un crédito de la Cooperativa contra los socios". Para com prender 
el sentido de este precepto hay que tener en cuenta el contexto en que se halla. El 
párrafo anterior (art. 58. 4 párrafo 1Q), establece la posibilidad de compensar las 
p é rd id as  ex tracoopera tivas  y ex traord inarias  con ingresos de ejercicios 
posteriores. El párrafo siguiente, es decir, el que es objeto de nuestro estudio en 
este momento, referido a las pérdidas ordinarias cooperativas, viene a aclarar de 
esta forma que éstas pérdidas no podrán compensarse con los resultados de 
ejercicios posteriores.
En efecto, el sentido del precepto no ofrece ahora ninguna duda, y así fué 
in terpretado también por Vicent Chuliá (451), quien com entando el "criterio
449 VICENT CHULIA, El régimen económ ico de la cooperativa... p. 178.
450 VICENT CHULIA, La reforma de la legislación.... p. 142.
451 VICENT CHULIA, "La legislación cooperativa como desafío..." p. 57.
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generoso" adoptado por la Ley vasca al permitir compensar las pérdidas hasta el 
5C ejercicio posterior, afirma: "En un criterio algo opuesto se sitúa la Ley 
valenciana: admite la compensación de pérdidas con esta técnica cuando se 
produzcan en el patrimonio de la Cooperativa (pérdidas derivadas de 
operaciones ordinarias extracooperativas y extraordinarias). Por el contrario, si se 
trata de pérdidas producidas en la actividad cooperativizada, exige que se 
imputen las pérdidas al cierre de ejercicio, bien al patrimonio de la Cooperativa 
(hasta el 50% de la Reserva Obligatoria) y  el resto a los socios: no quiere decir que 
se les tenga que exigir el pago en seguida: sino que patrimonialmente en el 
balance de la Entidad tiene que figurar un activo por créditos contra los socios en 
concepto de derrama de pérdidas". También en favor de esta interpretación se ha 
manifestado Llobregat (452).
Sin em bargo hay que reconocer que las cooperativas en la práctica, están 
compensando los resultados negativos con los excedentes obtenidos durante los 
cinco años siguientes, a la obtención de las pérdidas, en aplicación del modelo de 
compensación quinquenal de pérdidas con el debito a Hacienda por el Impuesto 
de Sociedades, y previsto actualmente en el art. 24 de la Ley fiscal 20/1990 (453).
3. 3.- La imputación de pérdidas en las cooperativas que se rigen por 
el sistema del art. 58. 6 LCCV.
El art. 58. 6 LCCV prevé que, si estatutariamente así se ha acordado, se puede 
destinar a patrimonio irrepartible, la totalidad del excedente neto.
Sin embargo, hay que entender comprendido en este precepto también, la 
posibilidad de destinar la totalidad de las pérdidas a reservas.
La justificación de esta conclusión es fácilmente comprensible:
a) Si los socios no se van a beneficiar de la existencia de excedentes, es justo 
que tampoco asuman las pérdidas.
452 LLOBREGAT. op. cit. p. 333.
453 Según el art. 24 de la Lev fiscal 20 /1990: "Compensación de pérdidas.- 1. Si la suma algebraica a 
que se refiere el artículo anterior resultase negativa, su importe podrá compensarse por la 
cooperativa con las cuotas íntegras positivas de los cinco ejercicios siguientes".
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En base a este criterio equitativo de reparto, critica Larrañaga la postura del 
legislador vasco que sólo permite imputar al fondo de reserva como máximo el 
50% de las pérdidas, cuando puede ocurrir -como cita el autor- que las 
cooperativas destinen la totalidad o una parte muy importante de los excedentes 
netos a reservas (454).
b) Igualmente, el propio régimen de determinación de resultados previsto, 
donde no se distinguen clases de pérdidas, implica que no conociéndose las 
p é rd id a s  cooperativas, no p u ed an  im putarse  a los socios las que les 
corresponden.
En efecto, como consecuencia de la no distinción contable de resultados, sólo 
conoceremos la cifra de pérdidas de ejercicio, la cuál se imputará íntegramente a 
la reserva obligatoria.
En este caso, no habrá que tener en cuenta el resto del precepto. Esto es, no se 
imputará ninguna pérdida a la reserva de formación y promoción cooperativa, a 
los socios de trabajo, ni a los trabajadores.
Esta sería una conclusión lógica teniendo en cuenta que, la reserva de 
formación y promoción cooperativa, sólo responde por disposición legal, de las 
deudas originadas en el cumplimiento de sus fines (art. 62 LCCV). Por otra parte, 
si los socios usuarios de la cooperativa no asumen las pérdidas, no vemos -en 
principio- porqué razón sí serán asumidas por los socios de trabajo o por los 
trabajadores de la cooperativa.
Sin embargo, esta conclusión no es la adoptada por la cooperativa que nos 
sirve como modelo de aplicación del art. 58. 6 LCCV, nos referimos a la 
Cooperativa de consumo CONSUM.
4 ^4 LARRAÑAGA. Análisis de la Legislación vasca...." op. cit. p. 110: "A los Fondos de Reserva 
puede imputarse como máximo el 50 por ciento de las pérdidas. La rotundidad de la norma no 
admite excepciones y  por ello no resulta plausible, ya que puede ocurrir que las Cooperativas en 
el supuesto de Excedentes Netos positivos doten a los Fondos de Reserva Obligatorios o 
Voluntarios la totalidad o una parte muy importante de dichos Excedentes. En justa  
correspondencia, en el supuesto de pérdidas debiera de ser factible cargar a dichos Fondos de 
Reserva la totalidad o un alto porcentaje de las citadas pérdidas".
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En los actuales estatutos de esta cooperativa, inscritos en el Registro Central de 
Cooperativas el 22 de mayo de 1991 (455), el art. 46 al regular el capital social de la 
cooperativa, establece un doble criterio de participación según se trate de socios 
de trabajo o de socios consumidores.
Respecto de los socios de trabajo y su participación en las pérdidas de ejercicio, 
se establece en el párrafo 5o de dicho artículo: "Y en cuanto a la imputación de las 
pérdidas, se estará a lo que dispone el art. 54 de los mismos, teniendo en cuenta 
lo dispuesto en el art. 30. 3 párrafo 2- de la Ley General de Cooperativas".
El art. 54 de los estatutos, al que se remite, titulado "Imputación de pérdidas", 
establece que: "Las pérdidas resultantes de un ejercicio en virtud de que los 
ingresos no llegasen a cubrir las deducciones que les correspondan de acuerdo 
con estos estatutos, serán imputables del siguiente modo:
a) Hasta un 50% a la Reserva Obligatoria.
b) El resto de la pérdida, a los socios, en la misma proporción prevista para la 
asignación de excedentes netos. En ningún caso se podrá imputar las pérdidas al 
socio en función de sus aportaciones al capital social".
Por otra parte, el párrafo 6“ del mismo art. 46 de los estatutos, establece los 
criterios de participación de los socios consumidores, señalando: "En el caso de 
existir pérdidas en un determinado ejercicio, ¡os socios consumidores no tendrán  
imputación de las mismas".
En resumen nos encontramos con que, así como se hace partícipe al socio de 
trabajo en los resultados positivos de ejercicio aunque el socio cooperador no se
455 Los actuales estatutos de esta cooperativa se han adaptado a la Ley General de Cooperativas, 
debido a la am pliación de su ámbito de actuación fuera de la Com unidad Valenciana. La Ley 
general, com o ya vim os, no perm ite ni la no distinción de resultados ni el destino conjunto del 
m ism o a patrim onio irrepartiblc, sin em bargo la cooperativa a la que nos referim os, ha 
adaptado sus estatutos a esta Ley, conservando su peculiar forma de funcionamiento, al igual que 
sucedió en su día con EROSKI, al adaptarse a la Ley general.
Por esta razón, nos sigue interesando conocer el régimen jurídico estatutario de esta cooperativa, 
dado que en su funcionamiento sigue aplicando el régimen contenido en el art. 58. 6 LCCV, excepto 
en lo que se refiere a la participación necesaria de los trabajadores en los excedentes, puesto que 
en sus actuales estatutos se remite al art. 86. 2 LGC, que aunque preve esa participación, no la 
im pone como obligatoria, como sí ocurre en la Ley valenciana.
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beneficie, también se le hace partícipe en las pérdidas, pero en este caso también 
de forma limitada, pues habrá que tener presente la norma del art. 30. 3 párrafo 
2Q de la LGC, a la que se remitía el art. 46 de los estatutos. Según este precepto: 
"En todo caso, las pérdidas determinadas en función  de la actividad  
cooperativizada, se imputarán al Fondo de Reserva y, en su defecto, a los socios
usuarios, en la cuantía necesaria para garantizar a los socios de trabajo una
compensación mínima igual al 70 por 100 de las retribuciones satisfechas en la 
zona por igual trabajo y, en todo caso, no inferior al importe del salario mínimo  
in terpro fes ional”.
De esta forma, sólo debe tenerse en cuenta el límite marcado en favor del socio 
de trabajo, es decir, se le podrán imputar pérdidas, pero habrá que garantizarle 
una com pensación m ínim a no inferior al im porte  del salario  m ínim o 
interprofesional.
Hay que prescindir de la referencia que hace esta norma a los socios usuarios, 
porque como hemos visto, el art. 46. 6 les excluye de toda participación en las 
pérdidas.
En consecuencia, el procedimiento a seguir en la imputación de pérdidas en 
estos casos es el siguiente: Se im putarán en parte a los socios de trabajo,
respetando en todo caso su salario mínimo interprofesional, y el resto a la
reserva obligatoria; cuando la reserva obligatoria no sea suficiente, lo que reste se 
recogerá en una cuenta especial para su amortización con cargo a futuros 
ingresos del fondo de reserva obligatorio (art. 87. 2 LGC), y finalmente se aplicará 
al capital social hasta su desaparición.
Como conclusión al análisis de este sistema, tal y como es aplicado por esta 
cooperativa en particular, tenemos que subrayar la transm isión del riesgo 
empresarial que correspondería al socio consumidor, al socio de trabajo. La no 
distinción de resultados y su aplicación a patrimonio irrepartible limita y anula 
en ocasiones al socio cooperador su derecho a recibir la ventaja mutualista, pero 
a cambio, también anula o reduce su riesgo ante las pérdidas. Estas consecuencias 
no se producen por el contrario, frente al socio de trabajo (4Ci6).
456 M uy lejos queda este tratamiento del socio del trabajo, del previsto por el Código civil y Código 
de comercio en relación con el socio de trabajo o socio industrial.
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3. 4.- La imputación de pérdidas en las cooperativas de crédito.
La Ley 13/1989 de cooperativas de crédito, establece -como ya vimos- un 
régimen peculiar de determinación y asignación de los resultados económicos de 
ejercicio (457). En interés de equiparar este régimen al de las demás entidades de 
crédito, establece particularidades en esta materia que tienen poco que ver con lo 
que es el funcionamiento económico de una cooperativa.
Ya vimos anteriormente el sistema de asignación de beneficios. El mismo art. 
8 regula también la imputación de pérdidas, en particular los apartados 2 y 3 
dicen:
"2. Las pérdidas serán cubiertas con cargo a los recursos propios de la 
Cooperativa y, caso de ser éstos insuficientes o de disminuir el capital social 
mínimo establecido, deberá disolverse la Cooperativa, a menos que dicho capital 
o recursos se reintegren en la medida suficiente.
3. Los beneficios del ejercicio se destinarán a cubrir pérdidas de ejercicios 
anteriores, si las hubiere
Com o p u ed e  apreciarse fácilmente del texto de este artículo, en las 
cooperativas de crédito, no se distingue entre pérdidas originadas en actividades 
desarrolladas con los socios y pérdidas originadas en actividades cooperativizadas 
con terceros. Como consecuencia de este hecho, todas las pérdidas se imputarán a 
patrimonio social, de tal forma que el socio no asume al menos directamente las 
pérdidas que se hayan podido originar en su uso cooperativo.
El art. 1689 del C. C., como se recordará, establece que el socio de industria tendrá una parte igual 
en las pérdidas que el socio que m enos capital haya aportado, eso en  el caso de que se le haga 
partícipe de las pérdidas, ya que el art. 1691 adm ite la posibilidad de que se le excluya de las 
m ism as, afirmando que sólo el socio de industria puede ser exim ido de toda responsabilidad en 
las pérdidas.
Por su parte, el Código de comercio, todavía limita más la participación en las pérdidas de los 
socios industriales, ya que sólo si media pacto expreso en este sentido, se les puede hacer 
partícipes en las mismas (art. 141 C. de c.).
4^7 En este punto no estam os de acuerdo con VICENT CHULIA (La nueva Ley de cooperativas de 
crédito, p. 132, CIR1EC), cuando, refiriéndose al art. 8 dice que apenas tiene contenido normativo 
esp ecia l.
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Pero junto a estas normas hay que tener en cuenta otra, contenida en la propia 
Ley de cooperativas de crédito, y que parece contradecir las anteriores. Se trata del 
art. 7. 4 in fine. Este artículo regula las aportaciones de los socios y en su último 
párrafo  dice en relación con éstas que "Asimismo podrán aplicarse, si así se 
regula estatutariamente, a la compensación de pérdidas producidas en sus  
operaciones. En todo caso, las reducciones que se produzcan se llevarán a cabo 
proporcionalmente en todas las aportaciones".
De la lectura de los tres preceptos Balaguer (458) afirma que "Realmente es 
arduo, por no decir imposible, coordinar estas tres modalidades de imputación 
de pérdidas, pues la contradicción entre s í  es obvia"; y buscando una solución al 
conflicto llega a la siguiente conclusión: "en el supuesto de existir pérdidas en un 
ejercicio económico, deberán cubrirse, sin distinguir su origen o causa de la 
forma siguiente:
Primero. Si se encuentra regulado estatutariamente, con cargo a las 
aportaciones a capital social, con reducción proporcional de su valor nominal. 
Dicha reducción no se practicará en función de las aportaciones que tenga el socio 
en el capital social, sino en proporción a la actividad cooperativizada.
Segundo. De no hallarse establecido en los estatutos, se podrán imputar, según 
lo que acuerde la Asamblea General, a capital social con la reducción 
proporcional de las aportaciones, en la forma previamente señalada, o a las 
reservas efectivas y expresas".
Pero en este segundo caso distingue, pese a haber afirmado antes que no se 
distinguen las pérd idas por su origen o causa, entre lo que denom inam os 
pérdidas ordinarias extracooperativas y extraordinarias, y pérdidas ordinarias 
cooperativas. De las primeras dice que se im putarán  al Fondo de Reserva 
Obligatorio. Y las restantes pérdidas, las que tienen su origen en la actividad 
cooperativizada que se realiza con los socios, se imputarán (aplicando el art. 87 de 
la LGC), hasta un 50% a la Reserva Obligatoria, y el resto a la Reserva Voluntaria. 
De ser éstas reservas insuficientes, "se imputará a los socios, en proporción a las 
operaciones, actividades o servicios cooperativizados efectivamente realizados
458 BALAGUER, C. El crédito cooperativo, p. 93.
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por cada socio en la cooperativa, los cuales podrán satisfacerlos en metálico o 
mediante deducciones del Fondo constituido con retornos cooperativos de las 
aportaciones voluntarias a capital social y obligatorias".
Tras hacer esta exposición de lo que es para este autor la solución que debe 
darse a la contradicción apreciada en la Ley, nos sorprende de inmediato con la 
siguiente conclusión: "Dado el carácter categórico con que el apartado 2 del art. 8 
de la Ley de Cooperativas de Crédito establece que "las pérdidas serán cubiertas 
con cargo a los recursos propios...., llegamos a la conclusión de que las pérdidas 
de un ejercicio han de ser cubiertas necesariamente con cargo a los recursos 
propios". Advertimos tras esta contradicción que posiblemente para el autor, la 
prim era solución dada fuese la deseable, pero dado los términos en que se 
expresa el art. 8. 2, no cabe más solución que la segunda.
En nuestra opinión, también observamos una contradicción entre los art. 7. 4, 
8. 2 y 8. 3 de la Ley. Pero la solución posible la entendemos de forma distinta.
Dada la situación en la Ley del art. 7. 4, regulando las aportaciones sociales, no 
parece que contemple una excepción al art. 8. 2 y 3, que regula los resultados 
económicos. El criterio de imputación de las pérdidas es por tanto el que se 
establece en esta última norma; de esta forma, las pérdidas se cubrirán con cargo 
a recursos propios de la cooperativa, por ejemplo, con cargo a Reservas. Si éstas 
no son suficientes, antes de reducir la cifra de capital social, se podrá crear una 
cuenta especial donde se recojan para su amortización con cargo a futuros 
beneficios (como establece el art. 87. 2 LGC).
Finalmente, si de esta forma no se amortizasen, se procederá a la reducción del 
capital social con la consiguiente reducción de las aportaciones de todos los socios 
en proporción a la aportación de cada uno al capital social, hasta que se 
amorticen o la cooperativa vea reducido su capital social por debajo del capital 
social mínimo, momento en el que deberá disolverse salvo "que dicho capital o 
recursos se integren en la medida suficiente".
El capital no se podrá reintegrar con aportaciones de los socios si éstos no 
quieren, o mejor, debemos decir que el socio si no quiere no tiene obligación de 
reintegrar las pérdidas porque no son pérdidas del socio que se le imputan, sino 
pérdidas sociales.
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Esta situación puede modificarse si estatutariamente se acuerda que el socio 
asumirá las pérdidas originadas por sus operaciones con la cooperativa, y esa 
asunción  p o d rá  hacerse com pensando las p é rd id as  im p u tad as  con las 
aportaciones a capital social; por ello, el citado art. 7. 4 dice: "podrá aplicarse, si así 
se regula estatutariamente, a la compensación de pérdidas producidas en sus 
operaciones".
F inalmente, señala este precepto que:"/as reducciones que se produzcan se 
llevarán a cabo porporcionalmente en todas las aportaciones", tam bién esta 
norma nos resulta difícil de entender porque si se im putan a las aportaciones de 
los socios las pérdidas producidas en sus operaciones, deberían imputarse a los 
socios que operaron, en proporción al volumen de estas operaciones, y no a todas 
las aportaciones. La única solución que se nos ocurre es que si se elige este 
sistema de imputación por compensación con las aportaciones sociales, se 
aplique de esta forma a todos los socios que operaron con la cooperativa, y en 
proporción al uso cooperativo realizado por cada uno.
3. 5.- Situación en el Derecho estatal y autonómico de cooperativas.
El panorama que presentan el resto de legislaciones cooperativas de nuestro 
Estado es bastante similar. En todos los casos se declara que los estatutos fijarán 
los criterios a seguir para la imputación de las pérdidas, aunque el legislador 
marca unas normas a seguir necesariamente, y que restan bastante libertad de 
decisión a las cooperativas.
N o obstante estos rasgos comunes, podem os distinguir del conjunto de 
legislaciones, dos tendencias claramente definidas:
Por una parte, las legislaciones que permiten im putar todas las pérdidas a 
reservas irrepartibles.
En este conjunto tendríamos que citar en primer lugar, la Ley de 1974 (primera 
en regular la imputación de pérdidas en nuestro ordenamiento) de acuerdo con 
el desarrollo que de su art. 19 hizo el Reglamento de 1978 (art. 44), al permitir 
im putar las pérdidas a reservas, a los socios en proporción a las operaciones
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realizadas con la cooperativa, "o con criterios similares combinando ambas 
fórmulas" (459).
Con posterioridad han seguido este criterio la Ley general de 1987, y la Ley 
navarra .
La Ley general permite (art. 87) imputar hasta el 50% a la reserva obligatoria, y 
el resto a la reserva voluntaria en el porcentaje que fije la asamblea general, y 
que por tanto puede ser el restante, o a los socios, en proporción a las operaciones 
realizadas con la cooperativa.
Hay que aclarar que la reserva voluntaria a la que se refiere la Ley general no 
tiene nada que ver con la reserva voluntaria de la que habla la Ley valenciana. 
Aquella es una reserva formada por excedentes, no individualizada e irrepartible 
(art. 84 b).
La Ley navarra más simple que ninguna otra en esta materia, sigue de cerca el 
criterio establecido en el Reglamento de 1978 y señala: "La compensación podrá 
hacerse bien con cargo a reservas, o en proporción a las operaciones, servicios, o 
actividades realizadas por cada socio o bien combinando ambas fórmulas, pero 
en ningún caso en función de las aportaciones del socio al capital social" (art. 51).
Una segunda tendencia se inclina por hacer partícipes necesariamente a los 
socios en las pérdidas generadas.
Dentro de este grupo se encuentran las demás legislaciones incluidas la 
valenciana.
La Ley vasca permite que hasta un 50% de las pérdidas se destinen a la reserva 
obligatoria o a otras reservas que puedan haber, y el resto a los socios (art. 29). 
Pero hay que tener en cuenta que esta Ley ofrece otra alternativa a su vez: "su
459 Según el art. 19 de la Lev de 1974: "Los Estatutos deberán fijar los criterios o procedimientos 
para la imputación de las pérdidas que eventualmente resulten al cierre del ejercicio, pudiendo 
hacerlo con cargo a reservas, en proporción a las operaciones, servicio o actividad realizada por 
cada socio en la cooperativa o con criterios similares, pero en ningún caso en razón directa a las 
aportaciones del socio al capital". Posteriormente, en desarrollo de esta norma, el Reglamento de  
1978 aclaró más el precepto anterior señalando: "....pudiendo hacerlo con cargo a reservas, en 
proporción a las operaciones, servicios o actividades realizados por cada socio en la 
Cooperativa, o con criterios similares combinando ambas fórmulas". De esta forma se aclara que 
los dos criterios señalados en la Ley de 1974 son tanto alternativos com o acumulativos.
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destino total o parcial a una cuenta especial para su amortización con cargo a 
futuros resultados positivos, dentro del plazo máximo de cinco años", por lo que 
podría evitarse también que los socios asumiesen directamente las pérdidas.
La Ley catalana (art. 60), andaluza (art. 61), y la valenciana (art. 60), son 
prácticamente idénticas. Hasta un 50% de las pérdidas pueden destinarse a la 
reserva obligatoria (y en el caso de la Ley catalana, también a las reservas 
voluntarias si las hubiera), y el resto se imputará a los socios.
Sin embargo tenemos que poner de relieve una im portante diferencia entre 
estas leyes; las tres reconocen la necesaria imputación de las pérdidas al socio, 
pero sólo la catalana (art. 59 y 20 e,) y la andaluza (art. 60 y 21 f,), reconocen a su 
vez claramente un derecho del socio al excedente. Por lo que de la comparación 
sale más perjudicado el socio de la cooperativa valenciana O160).
3. 6.- Conclusiones.
Los resultados negativos del ejercicio se denom inan en la Ley valenciana 
"pérdidas" sin más calificativos. Sin embargo, tenemos que distinguir -como con 
los re su l ta d o s  positivos- en tre  p é rd id a s  o rd in a r ia s  co o p e ra t iv as  y 
extracooperativas, y pérdidas extraordinarias, tanto por su origen como por su 
régimen de imputación.
De éstas, las pérdidas ordinarias cooperativas se determinan y aplican de forma 
peculiar respecto del resto de sociedades, ya que se trata de pérdidas cuyo origen 
está en haber valorado los bienes o servicios del socio por encima de su valor 
real, o haber suministrado bienes y servicios al socio a precios inferiores a los que 
correspondía.
Por lo tanto son pérdidas del socio y no de la cooperativa, a diferencia de las 
pérdidas extracooperativas y extraordinarias, que son de la cooperativa, y deben
460 a  este socio, salvo el supuesto del art. 58. 6 LCCV, en el que ni recibe excedentes ni se le imputan 
pérdidas, las regla general es que deberá asumir las pérdidas (art. 60), y en cam bio no se le 
garantiza el derecho a recibir el excedente generado (art. 59. 3) y  ni siquiera se le reconoce tal 
derecho (art. 20 b,).
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ser asumidas por ésta exclusivamente, aunque indirectamente puedan repercutir 
sobre los socios.
De la contradicción existente entre los arts. 58. 4 y 60. 2 LCCV en torno a la 
imputación de estas pérdidas, la conclusión a la que llegamos es que se deberán 
im putar en primer lugar a la reserva obligatoria y una vez agotada ésta, se podrá 
crear una cuenta especial, que se amortizará con cargo a futuros ingresos del 
fondo de reserva obligatorio. Por último, si no pud iesen  por estas vías 
com pensarse  las pérd idas, se reduciría la cifra de capital social, con la 
correspondiente reducción de las participaciones de los socios en el mismo, y en 
proporción a la cuota de cada uno en el capital social, a diferencia de las pérdidas 
ordinarias cooperativas, que se inputan a los socios en proporción a la actividad 
económica mantenida con la cooperativa.
Volviendo a las pérdidas ordinarias cooperativas, tenemos que destacar que la 
verdadera pérdida para el socio no es ésta que se refleja contablemente, através 
de la cuenta de resultados, como diferencia negativa entre el importe del anticipo 
y del resultado final; sino la "desventaja cooperativa" como la denominamos y 
que definimos como la diferencia entre lo obtenido por el socio al actuar con la 
cooperativa, y lo que habría obtenido actuando directamente en el mercado, 
tomando como referencia los precios medios o corrientes de mercado.
Por últim o y en relación con la im putación de las pérd idas ordinarias 
cooperativas, no todas deben imputarse a los socios, el legislador permite que 
hasta un 50% se impute a la reserva obligatoria, esta posibilidad plantea para 
algunos la cuestión de por qué siendo pérdidas de los socios, no las asumen 
íntegramente. La justificación podría estar en la participación de la cooperativa 
en los resultados que obtiene por su intermediación -tanto positivos como 
negativos-, interesándo de esta forma a la cooperativa en la obtención de buenos 
resultados de ejercicio por su gestión.
La aplicación del sistema previsto por el artículo 58. 6 LCCV de no distinguir 
resultados y destinar todos los beneficios a patrim onio irrepartible, dando 
participación a los trabajadores, no hace referencia al destino de los resultados 
negativos, pero éste deberá ser el mismo que el de los resultados positivos, es
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decir, a reserva obligatoria en su integridad. Pero sin participación de los 
trabajadores en las mismas, aunque sí será posible -que como en el caso de 
resultados positivos- se haga partícipe al socio de trabajo en las pérdidas, siempre 
que las m ism as no dejen reducido  su salario por debajo del m ínim o 
interprofesional.
En estos casos, se observa cómo se traslada al socio de trabajo exclusivamente 
el riesgo empresarial que correspondería en principio también al socio usuario.
La no distribución de resultados puede anular el derecho del socio a recibir la 
ventaja cooperativa, pero a cambio, también reduce su riesgo ante las pérdidas, 
limitándolo a su aportación a capital social, salvo pacto expreso en contrario.
Otra excepción al sistema de imputación de pérdidas previsto por la Ley 
valenciana de cooperativas, es el previsto para las cooperativas de crédito; según 
se deriva de la Ley 13/1989 que regula éstas, no se distingue entre pérdidas 
cooperativas y extracooperativas, y como consecuencia de todas ellas se imputan 
al patrimonio social.
Ante la contradicción que se desprende de los arts. 7. 4, 8. 2, y 8. 3, de esta Ley, la 
solución que aportamos consiste en interpretar que las pérdidas se deben cubrir 
con cargo a recursos propios de la cooperativa, por ejemplo, reservas, y si éstas 
son insuficientes, antes de reducir la cifra de capital social, se tendrá que crear 
una cuenta especial donde ser recojan para su amortización con cargo a futuros 
beneficios (como establece el art. 87. 2 LGC). Finalmente, se procederá a la 
reducción del capital social, con reducción de las participaciones de cada socio en 
proporción a su cuota en el capital social.
Cuando la cooperativa vea reducido su capital social por debajo del capital 
mínimo, deberá disolverse salvo que, se reintegre en la m edida suficiente; es 
decir, en las cooperativas de crédito, el destino que se le da a las participaciones 
del ejercicio es similar al que da la Ley valenciana o la Ley general, a las pérdidas 
extracooperativas y extraordinarias.
Por último hemos hecho un análisis de la legislación estatal y comunitaria 
sobre el tema, llegando a la conclusión de que hay legislaciones que permiten 
imputar todas las pérdidas a reservas irrepartibies (Ley general cooperativa y Ley
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navarra), por lo que el socio no asume el riesgo de la gestión de sus bienes. Las 
demás legislaciones se inclinan en cambio por hacer partícipes a los socios de las 
pérdidas ordinarias cooperativas.
4.- DISTRIBUCION DE LOS RETORNOS Y PERDIDAS ENTRE LOS SOCIOS.
4.1.- Distribución de los retornos.
Los retornos son la parte de los excedentes netos de ejercicio, procedentes de la 
actividad desarrollada por la cooperativa con sus socios, que la asamblea general 
decide distribuir entre éstos.
Como vimos en el punto  2. 2. de este apartado, el legislador no reconoce un 
derecho absoluto al excedente para el socio, sino que éste vendrá limitado por 
otras asignaciones que sobre él hay que hacer, y condicionado a que la asamblea 
general decida su distribución entre los socios.
Sólo cuando la asamblea general por mayoría ordinaria (mitad mas uno de los 
presentes y representados), acuerda distribuir esos excedentes, podemos hablar 
del derecho del socio al retorno .
Por otra parte, constituye un principio cooperativo de necesaria observancia 
que el reparto de retornos se realice "en proporción a los servicios cooperativos 
utilizados", como establece el art. 3 de la LCCV, por ello el art. 59. 3 de la misma, 
al regu lar  la asignación de los excedentes netos de ejercicio señala: "los 
excedentes netos de ejercicio que queden tendrán la consideración de repartibles 
y se podrán distribuir a los socios en concepto de retornos, en proporción a las 
operaciones hechas por cada socio con ¡a Cooperativa en el citado ejercicio,....".
A continuación este mismo artículo enumera distintas m odalidades  para  
hacer efectiva la distribución de los retornos. Estas son:
a) Con su pago en efectivo en el plazo de tres meses desde la aprobación de las 
cuentas por la asamblea general ordinaria.
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b) Con la emisión y entrega al socio de títulos de participación en concepto de 
aportaciones obligatorias equivalentes a los retornos que les correspondan, 
procediendo a la correspondiente elevación del capital social.
c) Con la constitución de una Reserva voluntaria que limite la disponibilidad 
de los fondos por la cooperativa a un periodo máximo de cinco años y garantice 
su distribución posterior al socio titular, en la form a que establezcan los 
estatutos.
La posibilidad de elegir una u otra modalidad de distribución es competencia 
de la asamblea general, quien al decidir el reparto  de excedentes deberá 
determ inar también la modalidad de su asignación. Pero una vez elegida una 
modalidad, deberá aplicarse en todos los casos, en relación con ese determinado 
ejercicio, con independencia de que en otro ejercicio económico pueda acordarse 
otro m odo de distribución, en función de las necesidades de la cooperativa y los 
intereses de los socios.
4.1.1.- Pago en efectivo.
El pago en efectivo es la fórmula más sencilla y directa para que el socio reciba 
de forma íntegra e inmediata el retorno que se le ha acreditado.
Desde el momento en que la asamblea general toma válidamente el acuerdo 
de distribuir entre los socios los excedentes, surge a favor de éstos el derecho al 
retorno reconocido.
Este derecho de crédito deberá hacerse efectivo por el consejo rector, quien 
determinará en cada caso, el importe que le corresponde al socio, teniendo en 
cuenta la valoración de su participación en la actividad cooperativa.
Una vez la deuda está determinada, será exigióle, salvo que la asamblea 
general halla aplazado su exigibilidad, y el socio podrá reclamar su pago.
A falta de normas especiales, se aplicarán las normas del Código civil sobre 
prescripción de la acción para exigir el pago del crédito, que será de cinco años a 
contar desde el día en que pudo ejercitarse la acción (art. 1966. 3 y 1969 C. C.); así 
como las normas relativas a la mora del deudor (arts. 1100 y ss. del C. C.).
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La m ora surgirá desde que el socio reclame judicial o extrajudicialmente al 
consejo rector, como representante de la cooperativa, el pago de la deuda. Desde 
ese momento, el deudor moroso está obligado a indemnizar al socio, daños y 
perjuicios por el retraso; indemnización que de acuerdo con el art. 1.108 C. C., 
consistirá -a falta de convenio- en el pago del interés legal que corresponda al 
importe de la deuda (461).
4.1. 2.- Emisión de participaciones en concepto de aportaciones obligatorias.
Con la emisión y entrega al socio de títulos de participación, se incrementa su 
cuota en el capital social. Por lo que también el patrimonio social cooperativo se 
beneficia de la distribución de los retornos, pues aunque como sabemos el socio 
puede recuperar sus participaciones en el capital social, al separarse de la 
cooperativa, o disolverse ésta, lo cierto es que hasta entonces, estos retornos se 
incorporan a capital social, aumentando los fondos propios de la cooperativa.
Por otra parte, según el artículo que comentamos, los títulos de participación 
serán en concepto de "aportaciones obligatorias". La elección del legislador 
valenciano por destinar los retornos a aportaciones obligatorias nos parece 
criticable, como ya tuvimos ocasión de comentar al tratar en el Capítulo II de la 
Parte Primera, sobre las participaciones en el capital social, y en concreto la 
adquisición derivada de participaciones por distribución de los resultados 
económicos de ejercicio.
Pensamos que en todo caso el legislador debería haberse limitado a establecer, 
que podrán distribuirse retornos mediante el aumento de las participaciones de 
los socios en el capital social, sin hacer referencia a qué tipo de participaciones se 
deben incrementar.
Los motivos por los que pensamos que la solución dada por la Ley valenciana 
es criticable podemos resumirlos en los siguientes puntos:
Entendemos aplicable al caso, la doctrina sobre la mora expuesta por DIEZ PICAZO y GULLON 
en Sistema de Derecho Civil... pp. 204 y ss.
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1.- En primer lugar porque del estudio que realizamos sobre las participaciones 
en el capital social, llegamos a la conclusión de que necesariamente debía existir 
una correlación entre aportación obligatoria realizada a capital social, y capacidad 
de uso cooperativo, que corresponde al socio, salvo que se acuerde que todos los 
socios aportan igual cantidad de capital social.
En el p rim er caso, un aumento de las aportaciones obligatorias deberá ser 
consecuencia de un aum ento en la capacidad de uso del socio, o bien 
consecuencia de un acuerdo de la asamblea general, por el que se exigen para 
todos los socios, nuevas aportaciones obligatorias, en proporción a sus anteriores 
aportaciones.
En el segundo caso, un aumento de la participación del socio en el capital 
social, no es posible si no se produce de forma general un aum ento  en la 
participación de todos los socios.
En cambio, el núm ero de participaciones correspondientes a aportaciones 
voluntarias es libre, un socio puede suscribir las participaciones que quiera, 
siempre que el total de éstas más las obligatorias no supere la cifra máxima 
permitida por la Ley, del 25% del capital social, en cooperativas de primer grado y 
del 45% en las de segundo o ulterior grado (art. 51. 2 LCCV).
2.- La posibilidad que contempla el apartado b) del art. 59. 3 sólo tendría 
justificación si todos los socios hubiesen operado en ese ejercicio con la 
cooperativa, y el retorno que a cada uno le corresponde fuese proporcional a las 
participaciones obligatorias que cada uno tiene en el capital social.
Este es el único supuesto en que nos parece posible asignar retornos a 
participaciones en concepto de aportaciones obligatorias, y como puede verse 
resulta poco viable por no decir prácticamente imposible en la práctica.
3.- Esta solución legal, resulta también más perjudicial para el socio, que si se 
hubiese optado  por incrementar las participaciones voluntarias, ya que éstas 
normalmente ofrecerán un interés más elevado, se reembolsan con anterioridad, 
se transm iten más fácilmente, y no pueden sufrir deducciones por multas o 
sanciones que se impongan a los socios.
4.- Por último, y desde el punto de vista de los intereses de la cooperativa, 
tampoco hay tanta diferencia en que se incrementen unas u otras participaciones, 
pues todas se arriesgan al funcionamiento de la cooperativa.
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Por ello, no consideramos que existan razones suficientes en nom bre del 
interés social, que justifiquen la elección de un tipo u otro de participación por el 
legislador.
La solución más acertada en nuestra opinión es que los retornos se destinasen 
a títulos de participación en concepto de aportaciones voluntarias, o en todo caso 
a incrementar la cuota del socio en el capital social, sin determinar en concepto 
de qué aportaciones, y que sea la asamblea general en cada momento quien lo 
pueda decidir. Esta es la solución que contemplaba el Reglamento de 1978 en su 
art. 43. 2: "Que se incorpore al capital social, con el incremento correspondiente 
de la parte de cada socio"; y que mantiene la Ley General en su art. 85. 2 b): "Que 
se incorpore al capital social, dando lugar al correspondiente incremento del 
importe de las aportaciones de cada socio al mismo".
4. 1. 3- Constitución de la Reserva Voluntaria.
La reserva voluntaria a que se refiere el apartado c) del art. 59. 3 no es una 
auténtica "reserva voluntaria" como normalm ente se entiende, como fondo 
patrimonial constituido por beneficios no repartidos. Como ya tuvimos ocasión 
de ver al tratar la asignación de excedentes netos a la constitución de reservas, en 
la Ley de cooperativas valenciana no pueden constituirse reservas voluntarias de 
esta naturaleza.
La reserva voluntaria de que habla la Ley valenciana, está constituida por 
excedentes repartidos, es decir, por retornos individualizados, que quedan a 
disposición de la cooperativa por un periodo máximo de 5 años y que 
posteriormente se restituyen a sus titulares que son los socios.
Esta Reserva, de origen anglosajón, también es conocida como "revolving  
fu n d s"  o "capital rotativo", aparece por primera vez en nuestra legislación con 
la Ley de Cooperativas de 1974 que la denomina, con el término más expresivo 
de "fondo de inversión, de ahorro o de carácter similar..." (art. 18 Dos). Pero esta 
fórmula -como nos cuenta Del Arco, destacado defensor de esta fórmula y a 
quien se le atribuye su inclusión en este Ley- ya se venía utilizando por las 
cooperativas antes de 1970.
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Estos fondos se caracterizan según este autor (462) -quien los denom inaba 
tam bién "retornos rotativos"- por los siguientes rasgos: "Consiste en que los 
retornos acreditados a los socios al finalizar cada ejercicio queden bloqueados 
durante un cierto periodo de tiempo, por ejemplo cinco años. En realidad se trata 
de un préstamo otorgado por el socio a su cooperativa y, paralelamente, un 
aumento temporal del capital social, con el consiguiente aumento de recursos 
disponibles. A l cumplirse el plazo estatuido son reembolsadas las cantidades 
retenidas, pero como en los años siguientes al primero se habrán producido 
también las consiguientes retenciones, se habrá proporcionado a la cooperativa 
un fondo de maniobra que puede ser muy considerable y sin excesivo sacrificio 
para el servicio por que este sabe que habrá de reembolsársele a plazo fijo. Estas 
características pueden proporcionar al socio, en tanto no le son integradas, los 
mismos derechos reconocidos a las aportaciones voluntarias al capital social".
Al adaptarse  esta fórmula a nuestro Derecho, se hizo de forma que éstos 
retornos aplazados no se incorporasen a capital social -como proponía Del Arco-, 
sino que se constituyen en la Ley de 1974, como un fondo de inversión o ahorro, 
regulado por la asamblea general, y caracterizado por que limita al socio su 
disponibilidad duran te  un periodo máximo de cinco años, se garantiza su 
atribución y posterior disfrute por el socio titular, y se retribuye con un interés. 
Por último -dice el art. 18-, en caso de baja del socio, "sus derechos en dicho 
Fondo se liquidarán según la citada regulación".
Al comentar esta norma Elena Diaz (463), se plantea la naturaleza de este 
fondo, y algunas dudas que suscita el tenor literal de la norma.
En principio señala que este fondo desde el punto de vista del socio, constituye 
"un ahorro forzoso por plazo determinado", y desde el punto  de vista de la 
cooperativa "es un préstamo".
Posteriormente, ante la exigencia legal de que se garantize la atribución y 
posterior disfrute del retorno por el socio titular, comenta el autor, que los
4^2 DEL ARCO, Financiación de la empresa cooperativa..., p. 40.
4^3 ELENA DIAZ, Ideas sobre una posible interpretación...., p. 210.
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redactores del Reglamento "deberán ingeniarse en buscar-formas de garantía que 
no afecten la disponibilidad por parte de la cooperativa de las cantidades que 
constituyen el Fondo”. En su opinión, la mejor forma que se le ocurre de 
garantizar esta atribución posterior es considerando dicho fondo como "créditos 
preferentes", aunque reconoce que ello no cumple p lenam ente la finalidad 
buscada por la Ley.
En cuanto al último párrafo, relativo a la liquidación al socio saliente, de su 
parte  en el Fondo "según la citada regulación", califica dicho párrafo como 
confuso y ocioso.
Confuso po rq u e  "dice que, <se liquidarán según la citada regulación> y  no 
puede saberse si se refiere a la que debe hacer la Asamblea General, la que hará el 
Reglamento de la Ley o, aunque ésto con muy pocas probabilidades, la que se 
aplica a las bajas con carácter general". Y ocioso porque "si el Fondo de Retorno 
debe tener eficacia como fuente de financiación y si se ha garantizado la entrega 
al final del plazo de rotación, el socio baja deberá recibir sus retornos diferidos en 
las mismas fechas que los que sigan en activo. La única diferencia es que él no 
sigue depositanto más retornos".
Las cuestiones que en su día se planteaba Fernando Elena, no fueron resueltas 
por el Reglamento de 1978, que se limitó a copiar casi literalmente el artículo de 
la Ley (art. 43 Reglamento), y puede decirse que siguen hoy en día pendientes.
La Ley catalana, en su art. 59. 2 b) transcribe cuasi literalmente también, el art. 
43 del Reglamento de 1978 (464).
P oste r io rm en te  las leyes anda luza  y valenciana, han m odificado  la 
denominación de "Fondo", por la de "Reserva Voluntaria" (art. 60. 2, c, LCA y 
art. 59. 3, c, LCCV), aunque en "apariencia" no se ha alterado la función de esta 
cuenta.
La Ley general de cooperativas (art. 85. 2, c) y la Ley navarra (art. 50. 2, b,) 
mantienen la tradicional denominación de fondo, sin importantes diferencias 
"aparentes" en su regulación.
464 c on ja reforma de la Ley catalana 13/1991 se ha mejorado la redacción del precepto, pero sin 
alterar su contenido.
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La alteración de denominación en las dos leyes citadas plantea de nuevo la 
cuestión de la naturaleza de estos fondos de retornos.
El término "fondo" nos indica contablemente, la existencia de una cuenta del 
activo, formada por un conjunto de bienes. En el caso de una sociedad anónima, 
un fondo, constituye un conjunto de bienes que se han acum ulado en el 
patrimonio social, principalmente como consecuencia de beneficios (465).
En una cooperativa, el fondo de retornos, constituye también una cuenta del 
activo, pero no refleja la existencia de bienes que se han acum ulado en el 
patrimonio social, porque no estaban previamente en él, sino sólo en la cuenta 
de resultados de la actividad ordinaria cooperativa. Se trata en cambio, de un 
incremento en el patrimonio social, por aplicación de un resultado del ejercicio.
El término de "reserva" tiene un sentido bien diferente, constituye una cifra 
en el pasivo del balance que funciona como cifra de retención del activo.
Hecha esta previa y necesaria aclaración, vamos a interpretar el art. 59. 3, c, 
LCCV, norma que regula esta reserva voluntaria. Este precepto señala, como 
m o d a lid ad  de distribución  de retornos, "la constitución de una Reserva 
Voluntaria que, limite la disponibilidad de los fondos por ¡a Cooperativa a un 
periodo máximo de cinco años y garantice su distribución posterior al socio 
titular, en la forma que establezcan los Estatutos".
En principio resulta chocante que unos resultados positivos, procedentes de la 
cuenta de explotación, que ingresan en el patrimonio social por un periodo de 
tiempo, lo hagan a través de una cuenta de reservas, que es una cuenta de 
pasivo.
Por otra parte, esta reserva va a limitar la disponibilidad por la cooperativa de 
dichos fondos, por ese periodo de tiempo. Esta afirmación es absurda cuando 
precisamente esta m odalidad  de distribución de retornos tiene como fin, 
permitir a la cooperativa disponer temporalmente de esos bienes.
Las dem¿s legislaciones cooperativas parecen en cambio decir lo contrario, esto 
es, que a quien se le limita la disponibilidad de su dinero es al socio. En este
465 PIÑON PALLARES, p. 53.
414
sentido, se expresa claramente la Ley navarra en su art. 50. 2, b,: "...el retorno se 
aplique con las s iguientes modalidades: b) C onsti tución  de un Fondo 
administrado por la asamblea general que limite las disponibilidades del mismo 
por el socio, garantizando su devolución...".
En nuestra opinión, esta modalidad de distribución de retornos debe funcionar 
del siguiente modo: se crea un fondo en el activo del balance de la cooperativa, 
con los re to rnos  acreditados a los socios, l im itando  de esta form a la 
disponibilidad por éstos, de los mismos, en favor de la cooperativa.
La asamblea general administrará ese fondo, que podrá  generar intereses, 
aum entarse con nuevos retornos, y reducirse por imputación de pérdidas al 
socio (art. 60. 1 LCCV).
A su vez, y con el fin de garantizar la distribución posterior de esos bienes, se 
constituirá en el pasivo del balance, una reserva por el importe de los retornos 
asignados al fondo.
Esta re se rv a  v o lu n ta r ia ,  está llam ada a cum plir  en la cooperativa 
determ inadas funciones propias de las reservas en general, pero con algunas 
peculiaridades:
a.- Internamente, esta reserva cumple una doble finalidad:
- permite incrementar temporalmente los recursos propios de la cooperativa, y 
evita tener que acudir a fuentes ajenas de financiación.
- controla la fluctuación de resultados en beneficio del socio, porque permite 
deducir parte de los retornos, y a su vez, enjugar pérdidas imputables a los socios.
Esta función, dada la peculiar naturaleza de la cooperativa como entidad al 
servicio de los intereses de sus socios, es fundam en ta l  para  regular  la 
distribución de resultados, y servir como fondo de previsión de futuras pérdidas 
de los socios.
b.- Externam ente, no hay duda de que estos bienes forman parte, aunque sea 
temporalmente del patrimonio social, y por lo tanto, la reserva voluntaria está 
sirviendo de garantía -como toda reserva- a los acreedores sociales.
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Esto significa que ese fondo puesto a disposición de la cooperativa, está 
garan tizando  a los acreedores el cumplimiento por ésta de sus obligaciones 
sociales.
Por esta razón, como se cuestionaba Elena Diaz, es dificil poder garantizar la 
restitución de éste fondo. Dos m edidas que contribuyen a garantizar esta 
devolución son, por un lado, la constitución de esa reserva en el pasivo, y por 
otro, el garantizar especialmente ese crédito, con carácter preferente a otros 
créditos de la cooperativa.
En cuanto al concepto en el que la cooperativa recibe la disponibilidad de estos 
bienes, la doctrina se inclina por entender la existencia de un préstamo en favor 
de ésta (466).
En nuestra opinión ésta es también la solución que parece más acorde con los 
fines atribuidos por el legislador a este fondo. Por lo tanto habrá que tener en 
cuenta en lo no previsto en la legislación cooperativa, en los estatutos o en los 
acuerdos de la asamblea general, lo establecido en el Código civil sobre el simple 
préstamo (art. 1753 a 1757).
La calificación como préstamo puede resultar en cambio más controvertida en 
la Ley general dado el particular régimen jurídico al que el art. 85. 2 c) le somete.
Este precepto reconoce cierta disponibilidad al socio sobre dicho fondo, 
permitiéndole que destine las cantidades de que sea titular en el mismo, al pago 
de las pérdidas que se le imputen, y a satisfacer aportaciones obligatorias al capital 
social. A su vez, este precepto no reconoce el derecho de disposición del fondo en 
favor de la cooperativa.
Estos carácteres nos hacen dudar de encontrarnos en la legislación general, 
ante un préstamo, que más parece un depósito en favor del socio, sino fuese 
porque la cooperativa debe retribuir el mismo con un interés.
Volviendo a la Ley valenciana y al régimen que consideramos común para 
todas las legislaciones, a excepción de la general de 1987, podemos plantearnos
ELENA DIAZ, "Ideas...", p. 210, DEL ARCO, Financiación de la em presa...., p. 40, y 
MANRIQUE Y RODRIGUEZ, p. 56.
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una ú ltim a cuestión, ¿serán embargables estos fondos por los acreedores 
personales de los socios?.
En principio estos acreedores tienen derecho a embargar los retornos de los 
socios (art. 79 LGC y art. 52. 5 LCCV a sensu contrario), pero entendemos que la 
falta de disponibilidad por el socio de éstos concretos retornos, sobre los que 
conserva solamente un derecho de crédito no vencido, es suficiente para afirmar 
que el derecho del acreedor es un derecho espectante, que podrá realizarse 
cuando venza el crédito del socio, sin perjuicio de poder exigir los intereses que 
la cooperativa abone al socio por dichos retornos (467.
4. 2.- Imputación de pérdidas a los socios.
Como consecuencia de la distinción de resultados de ejercicio, podemos hablar 
de distintos tipos de pérdidas que se diferencian no sólo por su origen sino 
también por su destino.
N o todas las pérdidas que se originan en la actividad desarrollada por la 
cooperativa se im putan a sus socios. Sólo las pérdidas que se originan en la 
ac tiv idad  desarro llada con éstos, que denom inam os pérd idas  o rd inarias  
cooperativas, les corresponden asumirlas.
No obstante, vamos a analizar también el destino de las demás pérdidas 
extracooperativas y extraordinarias, en la medida en que pueden incidir también, 
aunque sea indirectamente sobre los socios.
4. 2. 1.- Imputación de pérdidas ordinarias cooperativas.
4^7 En cuanto a la forma de distribuir los retornos entre los socios, no existen grandes diferencias 
entre las leyes españolas de cooperativas. Excepto la Ley vasca que se limita a establecer que el 
retorno se acreditará al socio en proporción a las operaciones, servicios o actividades realizadas 
por cada socio con la cooperativa (art. 28. 2), las dem ás leyes señalan tres formas de hacer 
efectiva esa entrega: mediante su pago inm ediato al socio, increm entando las aportaciones del 
socio en el capital social, y creando un fondo de retornos administrado por la asamblea general. 
Sobre el increm ento de las aportaciones solam ente la Ley andaluza (art. 60. 2) com o la 
valenciana, determ inan que las aportaciones increm entadas serán las obligatorias, las dem ás 
leyes dejan a la asamblea general la opción de decidirlo. Véase sobre este tema los arts. 85. 2 
(LGC), art. 28. 2 (LVC), art. 59. 2 (LCC), art. 60. 2 (LAC) y art. 50. 2 (LNC).
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Estas pérdidas generadas en el uso cooperativo de los socios son -como ya 
vimos- pérdidas imputables al socio. El art. 60. 1 LCCV permite que una parte de 
esas pérdidas, hasta el 50% se puedan destinar a la Reserva obligatoria, y el resto 
necesariamente se imputará a los socios, pues la alusión que este artículo hace a 
la Reserva voluntaria creada en el art. 59. 3 c) no es más que una modalidad de 
imputación a los socios, que perfectamente quedaría comprendida en el art. 60. 3.
Este artículo 60. 3, es el que determina las distintas posibilidades que tiene la 
asamblea general para liquidar la deuda de cada socio derivada de la imputación 
de las pérdidas. En realidad éste artículo parece referirse a la imputación de 
cualquier clase de pérdidas, pues habla sólo de "imputación de las pérdidas", pero 
sólo es aplicable a las pérdidas que denominamos ordinarias cooperativas, ya que 
como veremos en el punto siguiente, el art. 60. 2, al regular la forma de imputar 
las pérdidas extracooperativas y extraordinarias, determina claramente cómo se 
debe proceder a su liquidación, sin necesidad de recurrir al apartado 3.
En particular dice el art. 60. 3 que la liquidación de la deuda del socio por la 
imputación de pérdidas, podrá hacerse por los siguientes sistemas, a elección de 
la asamblea general:
a) Pago en efectivo durante el ejercicio en que se aprueban las cuentas del 
anterior.
b) Pago con cargo a los retornos y a cualquier crédito que el socio tenga contra 
la cooperativa pudiéndolo fraccionar en los siguientes cinco años.
c) Pago mediante la reducción proporcional de las participaciones del socio en 
el capital social.
Finalmente, señala este artículo que "La opción de la Asamblea General por 
cualquiera de estos sistemas no constituirá' en ningún caso una renuncia a la 
acción para exigir judicialmente el pago”.
a.- Pago en efectivo.
Una vez el consejo rector determina cuál es el importe de la pérdida que le 
corresponde a cada socio, y cuales son esos socios, puede exigir su pago en 
efectivo, si así lo ha acordado la asamblea general.
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Este pago que el socio hace, no es más que la restitución de lo que la 
cooperativa le pagó en más al anticiparle el importe de la operación realizada, o 
le cobró de menos, y por lo tanto, no se trata de nuevas aportaciones a capital 
social, ni de nuevas obligaciones para el socio.
Si el socio no está de acuerdo con realizar este pago, podrá im pugnar el 
acuerdo, o podrá darse de baja en la cooperativa, pero ello no le eximirá de tener 
que pagar lo que debe, ni la baja será calificada por esta causa de baja justificada 
(468).
Al pago de esta deuda que surge para el socio desde el acuerdo de la asamblea 
general, le será de aplicación las normas del Código civil sobre pago de las deudas 
de dinero (art. 1157 y ss), sobre la prescripción para el ejercicio de la acción para 
reclamar el pago de esta deuda (art. 1966) y sobre la mora y sus efectos (art. 1100 y 
ss.).
El régimen en definitiva será idéntico al que brevemente apuntamos, sobre el 
pago en efectivo al socio del retorno que le corresponda, pero desde el punto de 
vista de la cooperativa que es la obligada al pago del retorno.
b.- Pago con cargo a retornos y créditos que el socio tenga contra la cooperativa.
El art. 60. 3 b, LCCV establece que la liquidación de la deuda de cada socio 
puede hacerse con cargo a los retornos y a cualquier crédito que el socio tenga 
contra la cooperativa, pudiéndolo fraccionar en los siguientes cinco años.
Se trata en este caso de un pago por compensación, el socio es deudor de la 
cooperativa por las pérdidas que se le im putan y a su vez, es acreedor de la 
misma por lo que la Ley otorga a la asamblea general la posibilidad de compensar 
de esta manera la deuda del socio.
En realidad en este precepto se contemplan varios supuestos distintos:
46® Sobre estas cuestiones volverem os en el Capítulo IV. A, al tratar de la responsabilidad interna 
del socio frente a la cooperativa.
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a) El pago con cargo a retornos, puede interpretarse de dos formas, bien 
compensando retornos ya acreditados en ejercicios anteriores, o bien con cargo a 
futuros retornos que le correspondan al socio.
En el primer caso, se trata de retornos que se aprobó distribuir, en ejercicios 
anteriores, y que siendo exigibles están pendientes de ser entregados.
Excluimos de este supuesto  los retornos que se aplicaron a la Reserva 
voluntaria, porque anque originariamente, eran retornos, constituyen un crédito 
del socio frente a la cooperativa.
En el segundo caso, no podemos decir que el pago se realice por compensación 
de retornos futuros, porque para que exista compensación, deben tratarse de dos 
deudas vencidas, líquidas y exigibles (art. 1196 C. C.); y los retornos futuros no 
son una deuda, ni vencida ni exigible.
Se trata más bien en este caso de un aplazamiento de la deuda con el fin de que 
pueda compensarse en su momento con futuros retornos que se acrediten al 
socio en los siguientes cinco años.
b) El pago con cargo a cualquier crédito que el socio tenga contra la cooperativa, 
es u n a  fórm ula  am plia, que com prende  cualqu ier  otro su p u es to  de 
compensación.
El socio también puede ser acreedor de la cooperativa por otras causas, puede 
haber suscrito obligaciones emitidas por la cooperativa o puede  haberle 
concedido un préstamo a ésta. Pero desde luego, de lo que no podemos decir que 
el socio es acreedor es de las participaciones que tenga en el capital social, sean 
obligatorias o voluntarias. Estas sólo serán exigibles por el socio cuando se haya 
separado de la cooperativa o ésta se disuelva, y siempre después de liquidarse.
La compensación extinguirá una u otra deuda en la cantidad concurrente, pero 
es precios que éstas estén vencidas, sean líquidas y exigibles, y no exista retención 
o contienda sobre ninguna de ellas (art. 1196 C. c.).
c) Por último, también podemos incluir en este precepto el pago con cargo a la 
Reserva voluntaria .- En realidad el legislador menciona esta forma de pago en 
otro precepto, desacertadamente en nuestra opinión; nos referimos al art. 60. 1 
LCCV cuando dice: "Las pérdidas...serán imputables a los socios en proporción a
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su participación en las operaciones sociales a la Reserva obligatoria hasta 
máximo de 50 por 100 de las pérdidas y en su caso a la Reserva Voluntaria creada 
en el articulo (59. 3, c,)".
Para nosotros, este precepto sólo contempla dos formas de im putar  las 
pérdidas: a la Reserva obligatoria y a los socios. Porque imputar las pérdidas a la 
Reserva voluntaria no es más que imputarlas a los créditos de los socios que 
constituyen ese fondo de retornos.
Se trata por tanto de una imputación a los socios que se instrumenta mediante 
una compensación con un crédito que el socio tiene frente a la cooperativa.
La pecualiaridad de este modo de pago reside en que se compensa una deuda 
del socio con un crédito no vencido que ostenta frente a la cooperativa. Este no 
sería posible teniendo en cuenta el art. 1196 del C. c.
Hay que interpretar por tanto que la Asamblea general como administradora 
del préstamo, y con derecho a disponer del fondo de retornos, decide renunciar al 
aplazamiento del importe del crédito del socio, en la cuantía concurrente con la 
deuda de éste.
De esta forma, por decisión de la Asamblea general, el crédito concurrente se 
hace exigible y se compensa, reduciéndose en esa cuantía el crédito que sigue 
ostentando el socio frente a la cooperativa, por el resto.
c.- Pago mediante la reducción de las participaciones de los socios.
La última fórmula que contempla el art. 60. 3 LCCV para liquidar la deuda de 
los socios por imputación de pérdidas es, el pago m ediante la reducción 
proporcional de las participaciones del socio en el capital social.
La medida proporcional a que hace referencia este precepto, es la medida que a 
cada socio le corresponde en función de la actividad económica que ha 
desarrollado con la cooperativa durante el ejercicio económico que ha generado 
las pérdidas.
Este supuesto plantea dos cuestiones fundamentales que hay que resolver para 
comprender en qué medida puede verse alterada la participación del socio en el 
capital social por imputación de pérdidas.
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Las cuestiones en particular son, por una parte, ; qué participaciones pueden 
ser objeto de reducción?, y por otra, ; cómo se lleva a cabo esa reducción?
a) Respecto de la primera cuestión, la Ley valenciana, como hemos visto en el 
art. 60. 3, no hace distinción alguna entre aportaciones obligatorias o voluntarias, 
por lo que parece que la decisión la deberá tomar la Asamblea general al acordar 
el destino de los remanentes, ya que según el art. 60 in fine, es éste órgano el 
competente para decidir la forma de pago.
En la Lev general de cooperativas en cambio, sí se distinguen a estos efectos los 
dos tipos de aportaciones. Así, el art. 87. 1 d, enumera las diversas formas de 
satisfacción de las pérdidas imputadas, y entre ellas se encuentra:
"c' Mediante deducciones en las aportaciones voluntarias del socio al capital 
social", y "d' Mediante deducciones en las aportaciones obligatorias del socio al 
capital social".
Las condiciones para emplear una u otra forma, son distintas, el legislador 
exige para la compensación de pérdidas por deducción en las aportaciones 
obligatorias del socio, el acuerdo de la Asamblea general que apruebe el Balance 
en que se acusen las pérdidas (art. 87. 1. d, in fine).
En cambio, la compensación por deducción de aportaciones voluntarias parece 
por los términos del precepto, que siempre podrá ser elegida por el socio: "El 
socio podrá utilizar, en todo caso, cualesquiera de las formas señaladas en a'), b') 
y e ’)" (469); entre las que se encuentra la deducción de aportaciones voluntarias.
Por lo tanto, la deducción de aportaciones obligatorias por imputación de 
pérdidas, exige como en la Ley valenciana, el acuerdo de la Asamblea general, 
pero si el socio tiene aportaciones voluntarias, siempre podrá compensar éstas
469 LaS distintas formas en que se pueden satisfacer las pérdidas im putadas a los socios, y que se
contienen en el art. 87. 1. d, son: "a ') En metálico, dentro del ejercicio económico en que se hubiera
aprobado el Balance en que se acusen las pérdidas, b') Mediante deducciones en las cantidades de 
las que sea titular el socio en el Fondo a que se refiere el apartado c) del número 2 del artículo 85.
c') Mediante deducciones en las aportaciones voluntarias del socio al capital social, d')  
Mediante deducciones en las aportaciones obligatorias del socio al capital social, e') Con los 
retornos que puedan corresponder al socio en los cinco ejercicios siguientes a aquél en que se hubiese
aprobado el Balance en que se acusen las pérdidas; si transcurrido dicho plazo quedasen pérdidas
sin compensar, deberán ser satisfechas en metálico por el socio en el plazo de un mes".
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antes que ver reducidas las aportaciones obligatorias o ser privado de los retornos 
de los ejercicios siguientes.
La reducción de un tipo u otro de participaciones, produce efectos diferentes 
como verem os a continuación al analizar el mecanismo de reducción, sobre 
unas y otras.
Por esta razón, consideramos mucho más acertada la decisión del legislador 
estatal al perm itir  al socio la elección de la forma de pago: en metálico, 
deduciendo las cantidades de que es titular en el fondo de retornos, o mediante 
deducciones en sus aportaciones voluntarias al capital social.
b) En cuanto al mecanismo de reducción de las participaciones, tenemos que 
distinguir según se trate de reducir participaciones voluntarias u obligatorias.
En el p rim er caso, el socio saldará su deuda con la disminución de sus 
participaciones voluntarias a capital social, lo que implicará una reducción en el 
valor nominal de este tipo de participaciones del socio. Como consecuencia de 
esta reducción, el socio no sólo tendrá una menor participación en el capital, y 
verá reducidos los posibles ingresos por intereses que estas generasen, sino que, 
para la cooperativa, supone también una reducción en su cifra de capital social 
(470).
En el supuesto  de reducción de las participaciones obligatorias, el tema se 
complica.
Si interpretamos que la reducción implica una disminución en el núm ero o 
valor nominal de las participaciones, y por tanto también, una reducción en la 
cifra de capital social, obtenemos la siguiente conclusión: el socio ve reducida su 
participación obligatoria en el capital social, manteniendo la misma capacidad de 
uso cooperativo que tenía.
Esta conclusión entrañas diversas consecuencias:
470 El procedim iento en este caso es similar a la reducción del capital social por pérdidas en la 
sociedad anónim a, cuando se realiza por reducción del valor nominal de las acciones. Ver 
GARR1GUES. Comentario a la Ley de Sociedades Anónimas. 11 p. 350.
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1.- Por una parte, la cooperativa se descapitaliza por lo que no sólo el socio 
sufre las consecuencias negativas de la reducción, sino también ésta. Recordamos 
que las pérdidas que se deben de compensar por alguno de estos medios, son 
pérd idas  im putables a los socios, que se han generado con ocasión de su 
participación en la actividad cooperativa, y que éste resultado negativo será 
consecuencia de haber recibido un anticipo superior al que le correspondía, o 
habrá pagado por las prestaciones menos de lo que debía.
Son por tanto pérdidas que debe asumir el socio, pero que incluso parte de las 
mismas (hasta el 50%), se habrá imputado a reservas sociales.
2.- Ese desequilibrio que se produce entre participación obligatoria en el capital 
social y capacidad de uso cooperativo, no es aceptable, porque se infringe el art. 
51. 3 LCCV que exige que las aportaciones obligatorias, sean iguales para cada 
socio o proporcionales a los m ódulos de utilización de los servicios de la 
cooperativa por cada uno de ellos.
3.- Además, ese desequilibrio provoca una situación discrim inatoria frente al 
resto de los socios; porque nos encontraremos con socios que recibiendo el 
mismo servicio de la cooperativa asumen responsabilidades mayores que éstos 
que han visto reducida su participación en el capital social.
4.- No podríam os admitir tampoco que la reducción de las participaciones 
implicase para el socio una reducción de sus posibilidades de servirse de la 
cooperativa, porque ésta opción es contraria a los principios cooperativos, y a la 
esencia de este tipo de entidades (471).
471 Interesa recordar en este punto, la sentencia del Tribunal Supremo de 21 de marzo de 1990, que 
com entam os en el apartado A) de este Capítulo, en relación con el derecho del socio a cooperar.
En esta sentencia, se plantea la legalidad de la privación a un socio del sum inistro de bienes, 
objeto de la cooperativa, por no pago del m ism o. El Tribunal Supremo afirma que no puede  
privarse al socio de participar en la actividad económ ico social, y sanciona a la cooperativa al 
pago de los daños y perjuicios ocasionados al socio por esa privación del sum inistro. La 
cooperativa debería de haber procedido en ese caso a la expulsión del socio, y com o consecuencia 
de ésta, dejar de suministrar al socio.
En nuestro caso, no se plantea la expulsión, sino la adecuación del uso cooperativo al capital 
suscrito. Antes de proceder a la reducción del servicio prestado por la cooperativa, debería 
pactarse con el socio, salvo norma expresa estatutaria, esta reducción o el aum ento de la 
participación en el capital social.
Si por el contrario, las aportaciones obligatorias a capital social fuesen iguales para todos los 
socios con independencia del uso cooperativo, no se plantearía el problema de la reducción de las
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Estas consecuencias que se derivan de la hipótesis que hemos planteado, nos 
demuestran que ésta no puede ser la forma de llevar a cabo la reducción de las 
participaciones obligatorias del socio.
La única interpretación que en nuestra opinión es posible hacer de este 
precepto (art. 60. 3. c, LCCV), es que la reducción de que habla no es la reducción 
del número o valor nominal de las participaciones obligatorias, sino del importe 
desembolsado de las mismas. Esto es, no se reduce la obligación del socio sino la 
parte en que ésta se ha cumplido. Esta conclusión podría apoyarse en el tenor 
literal del art. 72. 3 LGC cuando afirma que "Para determinar la cifra de capital 
d e se m b o ls a d o  se restarán, en su caso, las deducciones realizadas sobre las 
aportaciones en satisfacción de las pérdidas imputadas a los socios".
Con este mecanismo, el quebranto de la pérdida lo sufre exclusivamente el 
socio, que verá incrementada la cuantía del capital que le resta por desembolsar, 
sin que la cooperativa vea mermada su capacidad de crédito (472).
Como consecuencia de este mecanismo de reducción, el socio se ve obligado, 
no a realizar nuevas aportaciones obligatorias a capital social, sino a desembolsar 
el importe que le reste por desembolsar.
Del análisis de las consecuencias que se derivan de reducir unas u otras 
participaciones, se ve claramente la distinta transcendencia que dicha reducción 
provoca en cada una; circunstancia que no ha tenido en cuenta el legislador 
valenciano y que por tanto nos parece criticable, así cómo el régimen tan rígido 
de modalidades de imputación que contempla en el art. 60. 3 LCCV.
prestaciones de la cooperativa, sino el aumento de la participación social (equiparación al resto 
de los socios) o la expulsión por incum plim iento de las obligaciones económ icas (art. 18. 3. c, 
LCCV).
472 Cuando se reducen las participaciones voluntarias a capital social, también se descapitaliza la 
cooperativa, pero en este caso, la naturaleza voluntaria de la participación del socio, cambia la 
situación en favor de éste; si no fuese así, este tipo de participación perdería interés para el 
socio, y en definitiva saldría perdiendo la cooperativa y sus posibilidades de financiación.
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Nos parece mucho más acertado el régimen previsto en la Ley general, al dar 
la o p o r tu n id ad  al socio de elegir dentro de ciertos m árgenes, el m odo de 
compensación de las pérdidas que se le imputan(473).
4. 2. 2.- Imputación de pérdidas extracooperativas y extraordinarias.
Estas pérdidas no son imputables al socio por lo que no deberíamos incluir este 
apartado  aquí, sin embargo nos parece acertado recogerlo por dos razones; en 
prim er lugar porque indirectamente estas pérdidas sí afectan a los socios, y en 
segundo  lugar, porque al analizar el funcionamiento de su im putación nos 
permite comprender mejor las diferencias que existen con el tratamiento de las 
pérdidas ordinarias cooperativas.
El art. 60. 2 en relación con estas pérdidas dice: "Las perdidas derivadas de las 
operaciones con terceros y de la enajenación de elementos del inmovilizado se 
imputarán íntegramente a la Reserva Obligatoria y, agotada esta, al capital social, 
que quedará automáticamente reducido con correspondiente reducción de las 
participaciones de los socios". Estas son claramente pérdidas sociales o pérdidas 
de la cooperativa, que debe asumir ésta con su patrimonio. Por ello se imputarán 
íntegramente a la Reserva obligatoria y agotada ésta a capital social.
El funcionamiento de la imputación de éstas pérdidas en la cooperativa es 
similar al de una sociedad anónima, con la importante diferencia de que no es 
necesario modificar los estatutos, para reducir la cifra de capital social.
La reducción del capital social conlleva la reducción del valor nominal de las 
participaciones de los socios, pero ahora, nos interesa conocer cómo se lleva a 
cabo esta reducción.
47  ^Respecto de la imputación de pérdidas a los socios en las demás leyes de cooperativas de nuestro 
Estado; excepto la Ley navarra que se limita a señalar que las pérdidas podrán im putarse a los 
socios o a reservas, o combinando ambas fórmulas (art. 51), las dem ás leyes vienen a coincidir en 
las diversas formas de hacer efectiva la imputación al socio de las pérdidas que le corresponde 
asumir: con su pago en efectivo, mediante la reducción de sus aportaciones a capital social, con 
cargo a futuros retornos del socio, y mediante su deducción del fondo de retornos que administra la 
asamblea general. Sobre esta cuestión, véase los arts. 87. 1 d, (LGC), art. 29. 2.b, (LVC), art. 60 
(LCC), art. 61 (LAC) y art. 51 de la Ley navarra.
426
En principio la reducción afecta a todos los socios, con independencia de que 
hayan operado o no con la cooperativa durante ese ejercicio. La reducción se hará 
en proporción a la cuota de capital social que cada socio ostente en la 
cooperativa, como si se tratase de cualquier otra sociedad (474).
En este caso, el socio que ve reducida su participación en el capital social por 
im putación de pérdidas de la cooperativa no asum e ninguna obligación de 
realizar nuevas aportaciones a capital social, tenga responsabilidad limitada o 
ilimitada frente a la cooperativa. Sin embargo, la modalidad de responsabilidad 
asumida sí va a influir en la imputación de pérdidas de la cooperativa.
El socio puede ver reducida su participación en el capital social por imputación 
de éstas pérdidas, a cero. Si a pesar de ello, no se han cubierto todas las pérdidas, 
distinguiremos según sea la responsabilidad asumida por el socio frente a la 
cooperativa. Si su responsabilidad es limitada al capital aportado, una vez 
reducida su participación a cero, no tiene obligación de asumir más pérdidas, 
suponiendo que hubiese desembolsado totalmente el capital suscrito. Si por el 
contrario, el socio asume responsabilidad ilimitada, una vez desaparecida su 
participación en el capital, deberá seguir haciendo frente a las pérdidas sociales 
hasta su total amortización. Si en esta situación el socio optase por separarse de la 
cooperativa, continuará respondiendo ilimitadamente por las pérdidas que le 
correspondan si se han originado mientras era socio de la cooperativa (475).
474 El art. 163. 2 LSA establece que la reducción del capital para adecuarlo al patrim onio de la 
sociedad, dism inuido por pérdidas, se podrá realizar m ediante la dism inución del valor nominal 
de las acciones, su amortización o su agrupación para canjearlas. La medida afecta por tanto a 
todas las acciones por igual.
475 Al hilo de la reflexión que hacemos, podríamos preguntarnos, ¿si unas perdidas reducen el 
capital a cero, sería causa de disolución de la cooperativa?.
La Ley de Sociedades Anónimas (art. 26Ü) considera causa de disolución que el patrimonio quede 
reducido a una cantidad inferior a la mitad del capital social, a no ser que este se aum ente o se 
reduzca en la m edida suficiente. Pero la reducción de éste nunca podrá hacerse por debajo del 
capital social mínimo, por ser constituir causa de disolución. Luego, las pérdidas pueden obligar 
a reducir la cifra de capital social, pero nunca por debajo del capital social m ínim o (10 m illones 
de ptas.)
En la cooperativa no tenem os normas similares. El capital social puede reducirse hasta la cifra 
del capital social mínimo (art. 66. 1. c,), pero si desciende de esta cifra y se mantiene así, durante 
un año, se incurre en causa de disolución. Para evitar ésta se puede reducir la cifra del capital 
social m ínim o, que no exige ninguna formalidad ni garantía para los acreedores (art. 63. 3. 
párrafo 2e LCCV).
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En este supuesto en el que por pérdidas sociales se reducen las participaciones 
de todos los socios -como ya hemos dicho-, el socio no asume ninguna obligación 
de aportar la diferencia como en la imputación de pérdidas cooperativas. Ello se 
debe a que no era pérdidas imputables al socio, y por otra parte, al verse afectados 
todos los socios, no se produce ninguna situación discriminatoria, por lo que con 
las participaciones reducidas, los socios m antendrán  su capacidad de uso 
cooperativo.
En estos casos de reducción del capital social por imputación de pérdidas 
sociales debería poderse reconstituir éste capital con reservas que se vayan 
formando en ejercicios posteriores.
La doctrina niega que pueda incrementarse el capital social con cargo a 
reservas, por el carácter irrepartible de éstas, pero en nuestra opinión nos parece 
equitativo que en estos casos en que los socios se han visto afectados por pérdidas 
sociales, deberían poder reconstituir sus participaciones con beneficios sociales de 
ejercicios posteriores.
Finalmente tenemos que hacer referencia a la transcendencia que en este caso 
p u ed e  tener la reducción de partic ipaciones según sean obligatorias o 
voluntarias. El socio debe tener facultad también para decidir qué participaciones 
prefiere ver reducidas. Seguramente preferirá que se reduzcan las participaciones 
obligatorias, dado que no conlleva la obligación de restituirlas, como si se tratase 
de la imputación de pérdidas ordinarias cooperativas; por lo que con una menor 
aportación obligatoria puede conservar su misma capacidad de uso cooperativo y 
además m antendrá sus aportaciones voluntarias que le generan mayor interés, y 
son mas fácilmente transmisibles. Es decir, en este caso, contrariamente a la 
imputación de las pérdidas cooperativas, el socio preferirá la reducción de las 
participaciones obligatorias.
La diferencia fundamental con la sociedad anónima está en que el legislador cooperativo no  
establece un mínim o legal, y por tanto la cifra del capital social m ínim o, podría reducirse hasta 
desaparecer, sin constituir ello causa de disolución ni de descalificación, salvo que se entendiese  
que si capital, es im posible realizar el objeto social (art. 66. 1. b, LCCV).
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4. 3. - La distribución de los resultados de ejercicio en los países de 
nuestro entorno económico.
4. 3.1.- Francia.
Comenzando por Francia, nos vamos a centrar en el estudio de su legislación 
con el fin de averiguar cuál es el régimen establecido para las cooperativas en 
relación con la distribución de los resultados de ejercicio.
La norm a básica reguladora de la constitución y funcionam iento de las 
cooperativas es la Ley 47-1775, de 10 de febrero, que contiene el Estatuto de la 
Cooperación.
En esta Ley encontramos algunas normas en relación con la distribución de 
los resultados de ejercicio, principalmente, el art. 16, que regula el destino de los 
resu ltados positivos de ejercicio, o "excedants  d 'e x p lo i ta t io n "  como los 
denomina. Estos excedentes se distribuyen según el párrafo 1Q de este artículo 
entre los siguientes conceptos: a reservas legales, al pago de los intereses 
acordados por las aportaciones a capital social, al reparto entre los socios y en 
remuneración de los certificados cooperativos de inversión.
a) Sobre las reservas legales, el art. 16. 2Ü establece que, hasta que el total de las 
reservas no alcancen el montante del capital social, la aportación de excedentes a 
reserva, no puede ser inferior al 15% de los excedentes de explotación.
b) Las aportaciones a capital social podrán rem unerarse con un interés, no 
superior al 8,5% anual, salvo disposición en contra en las leyes especiales que 
regulan los distintos tipos de cooperativas (art. 14).
c) En cuanto al reparto entre los socios de los excedentes de ejercicio, el art. 15 
señala, por una parte en su apartado 2Ü que, ”los excedentes procedentes de las 
operaciones efectuadas con los clientes, no deben estar comprendidas en estas 
distribuciones". Este precepto se refiere claramente a la no distribución entre los 
socios de los beneficios o "excédents” procedentes de operaciones con terceros no 
socios (a quienes denomina "clients").
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Por otra parte, el mismo artículo 15 en su apartado l ü establece que, "ningún  
reparto puede realizarse entre los socios si no es, a prorrata de las operaciones 
efectuadas con cada uno de ellos o del trabajo aportado por ellos" .
d) La rem u n erac ió n  de los certificados cooperativos de inversión, se 
contempla en el art. 19 noveno, introducido en este Estatuto por la Ley 87-416 de 
17 de  junio de 1987, que perm ite la emisión por la cooperativa de éstos 
"Certificáis Cooperatifs d'investissement" mediante la ampliación de capital 
social. El artículo citado señala que "en función de los resultados del ejercicio, la 
asamblea general anual fijará la remuneración de los certificados cooperativos de 
inversión. Esta remuneración será al menos igual a la entregada a las partes 
sociales" .
Finalmente, el art. 16. 1 establece que, una vez hecha esta distribución de 
excedentes, las sumas disponibles se destinarán a reservas o atribuirán, como 
subvenciones, bien a otras cooperativas o uniones de cooperativas, bien, a obras 
de interés general o profesional (476).
De este conjunto de normas, no se desprende si el art. 16 establece una 
prelación o no en la atribución de los resultados. En principio podría pensarse 
que sí; así, una vez hecha la asignación acordada a las reservas (que como 
mínimo será la que señala el art. 16. 2 citado), se abonarían los intereses a las 
"partes sociales" y los intereses fijos acordados para los certificados cooperativos 
de inversión, que como mínimo -dice el art. 19 noveno- serán iguales que para 
las partes sociales.
El art. 17 del Estatuto permite la retribución de estos intereses, incluso cuando 
no se obtengan excedentes suficientes para ello. Si se ha previsto en los estatutos, 
"en caso de insuficiencia de los resultados de un ejercicio -dice el citado art. 17- 
las sumas necesarias para satisfacer el interés estatutario relativo a ese ejercicio,
4 7 6 " Dans ies limites et conditions prévues par la loi et les statuts, les sommes disponibles aprés 
imputation sur les excédants d'exploitation des versements aux reserves légales ainsi que des 
distribulions effectuces conformément aux articles 14, 15 et 19 nonies de la presente loi sont mises 
en reserve ou altribuées sous forme de subvention, soit á d'autres coopératives ou unions de 
coopératives, soit d des oeuvres d'intérét général ou professionnel". (art. 16, l c Est. de la Coop.)
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podrá imputarse bien sobre las reservas, bien sobre los resultados de ejercicios 
siguientes, sin ir más allá del cuarto" .
Una vez satisfechos los intereses, si quedan excedentes de explotación podrán 
repartirse entre los socios (477) en la forma que señala el art. 15, l ü, es decir, a 
prorrata de las operaciones realizadas por cada uno. El art. 15, 2Q advierte -como 
hem os visto- que los excedentes obtenidos de operaciones con terceros no 
pueden repartirse entre los socios; esta exclusión permite afirmar que sí pueden 
destinarse estos excedentes (beneficios) para satisfacer los intereses debidos por las 
aportaciones a capital (sean partes sociales o certificados de inversión), aportarse a 
reservas o como dice el art. 16, l c entregarse como subvención a cooperativas o 
uniones de cooperativas o a obras de interés general o profesional (478).
En cuanto a la distribución de las pérdidas del ejercicio, no existe ninguna 
norma que nos de una respuesta. Solamente el art. 18 hace una alusión indirecta 
al tema, al regular el derecho del socio saliente al reembolso de su aportación. 
Dice en concreto esta norma que, "el socio que se retire o sea excluido, en el caso 
de que pretenda el reembolso de su aportación, no podrá obtener más que ese 
reembolso reducido, si es el caso, en proporción, de las pérdidas soportadas sobre 
el capital social".
De esta norma parece desprenderse la no imputación directa a los socios de las 
pérdidas, sino a la cooperativa. Y que, una vez agotadas las reservas, se reducirá 
el capital, de form a que el socio se ve afectado por d ichas pérd idas  
indirectamente, en el momento del reembolso de su aportación.
477 SAINT - ALARY, (Juris Classeur. fase. 168. Sociedades cooperativas en general, p. 29) al 
comentar el régimen jurídico del destino de los beneficios o excedentes, tal y como se contempla en 
la Ley de Cooperación a la que nos estam os refiriendo, se plantea la posibilidad de retribuir 
también a los clientes usuarios, con retornos, siempre que así se haya adm itido en los estatutos y 
lo permita la ley particular que sea aplicable a esc tipo de cooperativa.
478 Contrariamente, LLOBREGAT (Op. cit. p. 56) afirma la integración de estos beneficios en una 
reserva irrepartible, com o si así se desprendiese del art. 16: "A estas notas esenciales el Derecho 
francés anuda otros elementos tradicionalmente cooperativos como...la neutralización de los 
beneficios procedentes de operaciones realizadas con no socios, que pasan a integrarse en un fondo 
de reservas irrepartibles (art. 16)".
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Esta interpretación viene confirmada por la doctrina francesa. Así Lemeunier 
(479) al tratar de las obligaciones de los socios, cita entre ellas, la participación en 
las pérdidas, pero aclara que "no se trata de pérdidas del ejercicio porque éstas se 
compensan con provisiones, reservas, excedentes de otros ejercicios o capital 
social, sino que se trata de pérdidas constatadas tras la liquidación de la sociedad y 
la realización del activo. En este caso -continúa el autor- las pérdidas son 
divididas entre los socios proporcionalmente al número de participaciones de 
cada uno, teniendo en cuenta que la responsabilidad máxima del socio queda 
limitada a dos veces el valor nominal de su participación".
También en este sentido, podemos citar a Saint-Alary (480) quien al analizar la 
gestión financiera de las cooperativas, afirma que éstas siguen por lo general las 
reglas de gestión comunes a todas las sociedades, excepto en el destino dado a los 
bienes o excedentes, y por las ventajas financieras que reciben.
La peculiaridad por tanto en la sociedad cooperativa francesa por lo que a la 
gestión financiera se refiere está en la distribución de los resultados positivos y 
no en los negativos, que se im putarán a reservas, a ejercicios posteriores o a 
capital social.
El análisis del Estatuto de la Cooperación de 10 de septiembre de 1947 debe 
completarse con una aclaración respecto de su ámbito de aplicación. En este 
orden, el art. 2 de esta ley establece, que las cooperativas se regirán por esta ley y 
por las leyes particulares referentes a cada categoría de cooperativas. El propósito 
del legislador francés era -según se dedude del art. 30 del Estatuto; crear un 
Codigo General de la Cooperación, donde, en una primera parte se encontraría el 
contenido de esta Ley de 1947 como disposiciones generales, y en una segunda 
parte, se contendrían las normas especiales para las distintas m odalidades de 
cooperativas, cuyo régimen jurídico se encuentra hoy en día disperso en 
numerosas normas.
479 LEMEUNIER, Pourquoi ct commcnt constituer une société coopera ti ve..., Francia 1969 K3.
480 SAINT-ALARY, Juris Classeur, fase. 168. Sociedades cooperativas en general, p. 28.
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La valoración como disposiciones generales de las normas analizadas, nos 
exige por tanto, tener en cuenta esa normativa especial que regula las distintas 
clases de cooperativas, y determinar en cada caso el régimen aplicable a la 
distribución de los resultados de la gestión económica cooperativa.
Las sociedades cooperativas obreras de producción se rigen por la Ley especial 
n Q 78-763, de 19 de julio de 1978, modificada posteriorm ente en sucesivas 
ocasiones (Ley 12 de julio de 1985 o Ley de 5 de enero de 1988).
El art. 2 de esta ley fija el marco jurídico aplicable a este tipo de sociedades, en 
primer lugar, se regirán por esta ley y en lo que no sea contrario a la misma, por 
la ley de 10 de septiembre de 1947 (anteriormente vista), el Titulo III de la Ley 
sobre sociedades de 24 de julio de 1867, y la Ley n- 66-537 de 24 de julio de 1966 
sobre sociedades comerciales (481).
Esta Ley regula en el capítulo II los excedentes netos de ejercicio (art. 32 a 34) y 
comienza de term inando  cómo se obtienen: "Los excedentes netos de gestión 
están constituidos por los productos netos del ejercicio, deducidos los gastos 
generales y otras cargas, las amortizaciones, las provisiones, las pérdidas 
anteriores, las plusvalías y revalorizaciones practicadas sobre los activos 
inmobilizados" (art. 32, 1“).
A continuación, el art. 33 establece las reglas que deben presidir la distribución 
de esos excedentes:
l ü.- Una fracción del 15% se destinará a la constitución de la reserva legal, esta 
asignación dejará de ser obligatoria cuando el montante de este reserva supere el 
máximo que haya tenido la cifra del capital social.
Con anterioridad a la Ley de 19 de julio de 1978, las SCOP podían constituirse com o sociedades 
anónimas o com o sociedades comanditarias por acciones. En la actualidad, el art. 3 de la Ley de 
1978 sólo preveo dos formas de constitución de este tipo de sociedad, com o sociedad anónima o 
como sociedad de responsabilidad limitada. Por esta razón, y dado que a su vez la cooperativa es 
por naturaleza una sociedad de capital variable, se le aplica supletoriam ente la Ley sobre 
sociedades de capital variable de 24 de julio de 1867, y la Ley de 24 de julio de 1966 sobre 
sociedades comerciales.
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2Q.- Una fracción se destinará a la reserva estatutaria denom inada "fonds de 
développem ent".
3C.- Una fracción no inferior al 25%, se atribuye al conjunto de los trabajadores 
(socios o no). El reparto entre éstos se realiza según prevean los estatutos bien a 
prorrata de los salarios obtenidos a lo largo del ejercicio, bien a prorrata del 
tiem po de trabajo realizado, o bien igualitariam ente o com binando estas 
posibilidades.
En este caso, el art. 34 permite también la transformación (por decisión de la 
asamblea general) en partes sociales de todo o parte de los excedentes netos de 
gestión distribuibles a los socios.
4C.- Finalmente, si los estatutos lo preveen, puede afectarse una parte de esos 
excedentes al pago de intereses al capital, pero esos intereses están limitados, no 
pueden ser superiores al 8,5% o al tipo medio de rendimiento efectivo de las 
obligaciones emitidas durante el semestre precedente.
Esta normativa, como hemos visto, establece algunas importantes novedades 
respecto del Estatuto de la Cooperación, por lo que respecta a la distribución de 
los excedentes.
Por lo que a las pérdidas se refiere, no hay ninguna norma en particular en 
esta ley, que las contemple.
Un Decreto de 29 de marzo de 1989, en desarrollo del art. 54 bis de la Ley 78- 
763, establece la revisión o exámen periódico que de su situación financiera y 
gestión debe cum plir la cooperativa, cuando reúne una serie de requisitos 
previstos en el art. 26 de la Ley 78-763 (482). La función de este Decreto es velar 
por el respeto  a los principios cooperativos en el funcionam iento  de la 
cooperativa, y entre estos principios que toda cooperativa debe cumplir cita, la 
libre adhesión de las personas y las empresas, la gestión democrática, el reparto
482 Ej art 54 bjs (Introducido por la Ley nu 85-703, 12 julio 1985, art. 9 XIII) establece que las 
sociedades cooperativas obreras de producción y sus uniones deberán proceder periódicamente al 
exámen analítico de su situación financiera y de su gestión. Un decreto del Consejo de Estado, 
determ inará las m od alid ad es de puesta en aplicación del p roced im iento, de revisión  
cooperativa, así com o las condiciones que garantizen el pluralismo de su ejercicio y el respeto de  
los pnneipios cooperativos.
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cooperativo de los resultados y la solidaridad entre los cooperadores. Subrayamos 
de esta enumeración el principio de reparto cooperativo de los resultados, pero 
no parece que este reparto cooperativo se refiera también a las pérdidas.
La falta de una norma expresa que claramente determine el destino que debe 
darse  a las pérd idas  del ejercicio, nos obliga al análisis de norm as que 
indirectamente puedan darnos alguna luz.
Un norm a im portante y que ya citamos es el art. 32 de la Ley 78-763. Al 
determinar el excedente neto de gestión, contempla como deducción "des pertes 
antérieures", lo que nos permite afirmar que es posible imputar las pérdidas de 
un ejercicio, al posible resultado positivo de otros ejercicios posteriores.
Otra norma a citar, es el art. 30 de la misma Lev, según éste, en caso de 
anulación o reembolso total o parcial, el socio o sus derecho-habientes no pueden 
p re tender  más que el reembolso del valor nominal de las partes sociales, 
deducción hecha de la contribución proporcional en las pérdidas que hayan 
podido aparecer al cierre del ejercicio social.
Comentando esta norma Gerard Notté (483) nos cita la sentencia del Tribunal 
de Paris de 26 de mayo de 1989 (484) que analizaba entre otros un precepto de los 
esta tu tos  de una cooperativa, en el que se decía que las pérd idas  serán 
prioritariamente im putadas sobre las reservas. Esta estipulación era según el 
Tribunal, conforme con las exigencias del Estatuto de la SCOP, pero advierte que, 
si las pérdidas subsisten tras ser imputadas a las reservas legales, y los fondos de 
desarrollo, el valor del reembolso de las participaciones sociales deberá ser 
reducido en la fracción de las pérdidas que deban ser soportadas por el socio.
Según la interpretación que hay que hacer de esta norma, la cooperativa puede 
im putar las pérdidas a reservas e incluso (a la liquidación de la cooperativa), al 
fondo de desarrollo, pero si subsisten todavía pérdidas, el socio deberá correr con
483 NOTTE, Gerard. Juris Classeur, fase. 170-1 p. 15. Estatuto de la Sociedad cooperativa obrera de  
producción).
Esta sentencia puede verse en la RTDC 1990 p. 57).
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ellas, imputándoseles en proporción a su participación en el capital social, y hasta 
lo que cubra su participación en el capital social.
Las sociedades cooperativas de consumo, se regulan por la ley particular de 7 
de m ayo de 1917 (485). Pero en materia de distribución de resultados no ofrece 
muchas particularidades.
En cuanto a la distribución de los excedentes de explotación, se asignan a la 
remuneración del capital (art. 3 de la Ley de 1917), a obras de solidaridad social, y 
a la distribución de retornos entre los socios (art. 1 de la Ley de 1917). Esta 
enum eración hay que competarla con la necesaria distribución a reservas que 
exige el art. 16 del Estatuto de la Cooperación de 1947.
La distribución de retornos entre los socios se hace a prorrata del consumo de 
cada uno y sin incluir en esta distribución los excedentes de operaciones 
efectuadas con clientes, como recuerda Huguet (486), en aplicación del art. 15 del 
Est. de la Coop.
Por lo que respecta a la distribución de los resultados negativos de ejercicio, 
como viene siendo habitual, no se hace referencia alguna. Por lo tanto será de 
aplicación la regla general que deducimos del Est. de la Coop. de 1947.
Sin embargo, si que habrá que tener en cuenta una peculiaridad que caracteriza 
a las cooperativas de consumo, y es la posible responsabilidad ilimitada de sus 
socios por las pérdidas sociales, en la liquidación de la cooperativa.
488 g sta LCy ha ¡¿¡do objeto de numerosas modificaciones, por Ley de 14 de junio de 1920, 3 de julio de 
1925,15 de marzo de 1944,25 de marzo de 1952, Decreto ley de 30 de octubre de 1935, 29 julio 1939, 
20 de mayo de 1955, y Decreto de 2 de junio de 1960, Ley de 24 de julio de 1966, y el Decreto de 28 
de septiembre de 1982.
486 HUGUET, H. Juris Classeur fase. 169. Sociedades Cooperativas de Consum o, p. 28. Este retorno 
acreditado puede retenerse durante un cierto tiempo en nombre de cada socio, y d evolverse  
posteriorm ente, por ello se le conoce com o "ristournc differée". Otra posibilidad de no reparto 
inm ediato del retorno consiste en su asignación a capital social, en concreto a la cuenta de cada 
socio  en el capital social, pero en este caso, si la anterior aportación a capital social está 
totalmente desem bolsada, el socio puede oponerse a la transformación de este retorno en capital 
(Ver sobre este tema HUCUET, Op. cit. p. 29).
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La sociedad cooperativa de consumo puede adoptar la forma de sociedad 
anónima o de sociedad civil. En el primer caso su responsabilidad máxima se 
limita al m ontante de su aportación, en el segundo caso, el socio está obligado 
ilim itadam ente , en proporción a su participación en el capital social, en 
aplicación del art. 1857 del Codigo civil (487).
Las sociedades cooperativas agrarias, se encuentran reguladas por el libro V del 
Código rural (488).
El régimen previsto para estas cooperativas, en materia de determinación y 
distribución de resultados es más parecido al nuestro. Así por ejemplo hay que 
señalar que si bien se permite operar con terceros no socios, éstas operaciones son 
objeto de una contabilidad especial, y los excedentes que se obtengan no pueden 
distribuirse entre los socios, ni incorporarse a capital, sino que se llevan a una 
Reserva indisponible especial (489).
487 Para HUGUET (Op. cit. p. 8) esta responsabilidad es "theórique" en las sociedades con un 
número importante de socios titulares de una reducida participación, frente a los acreedores, pues 
en ausencia legal de solidaridad, deberán dirigir su acción frente a una multitud de socios.
488 Con anterioridad a 1972, las sociedades cooperativas agrarias se encontraban reguladas en 
num erosos textos legales y reglamentarios. En un principio debían adoptar la forma de sociedad  
civil y por tanto se le aplicaba el C ódigo civil, posteriorm ente, la O rdenanza de 26 de  
septiem bre de 1967 autorizó la creación de cooperativas con forma comercial, lo cuál no fué 
aceptado por las cooperativas y exigió la aprobación de una nueva ley, la Ley de 27 de junio de  
1972 que estableció un estatuto unitario para todas las cooperativas, que ya no serían ni civiles ni 
com erciales. Adem ás, esta Ley, en su art. 22 contemplaba la necesaria codificación de esta 
regulación, lo cuál se llevó a cabo por dos Decretos de 18 de marzo de 1981, que incluyeron el 
régim en jurídico de las cooperativas agrarias en el libro V del Código rural.
489 Según el art. L. 522- 5 del Code rural: "Lorsque les status le prévoient, des tiers non coopérateurs 
peuvent éstre adniis d bénéficier des Services d'une unión, dans la limite de 20% du chijfre 
d'affaires annuel.
Les opérations ainsi effectuées avec des tiers non associés font l'objet d'une comptabilité spéciale. 
Les excédents d'exploitation en provenant ne subissent pas de prélévement pour 1‘alimentation de 
la réserve légale, lis ne peuvent étre ni distribués á tilre de ristournes aux associés, ni incoporés 
au capital social, ni réparlis entre les associés á la liquidation de la société ou unión, lis sont 
portés a une réserve indisponible spéciale, laquelle ne peut étre utiliséc pur arnortir des pertes 
sociales qu 'apres épuisement des réserves libre d'affcctation nutres que la réserve légale; elle 
doit étre, en ce cas, reconstituée par prélévement priorilaire sur les excédents ultérieurs 
subsistant aprés 1‘alimentation de la réserve légale".
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Por otra parte y como regla general, los beneficios resultantes de aquellas 
operaciones distintas de las que normalmente efectúa la cooperativa con sus 
socios, no pueden ser en ningún caso, objeto de un reparto entre los socios (49°).
En cuanto a la distribución de los retornos entre los socios, se realiza -como es 
habitual- en proporción a las operaciones realizadas con la cooperativa en el 
curso del ejercicio. Aquí también como en la sociedad cooperativa de consumo, 
no se pueden convertir los retornos en participaciones sociales, si no se cuenta 
con el consentimiento de los socios (491).
Las pérdidas como viene siendo la regla general, tampoco se distribuyen entre 
los socios, sino que se im p u tan  por s im ple decisión del consejo de 
adm inistración sobre las reservas especiales constituidas a este efecto, y si 
agotadas éstas todavía quedan pérdidas por cubrir, podrán imputarse por acuerdo 
de la asamblea general sobre las reservas voluntarias, la Reserva indisponible 
especial (492), la Reserva legal, y finalmente, el capital social.
Las cooperativas profesionales de empresas, se rigen por la Ley nü 83-657 de 20 
de julio de 1983, relativa al desarrollo de ciertas actividades de economía social.
Esta Ley regula el estatuto de las cooperativas artesanales (art. 1 a 34), el 
estatuto de las cooperativas de empresarios del transporte y de cooperativas de 
transporte fluvial (art. 35 y 36), y finalmente, el estatuto de las cooperativas 
marítimas y de las cooperativas de interés marítimo (art. 37 a 63).
4 9 0 v é a se  al respecto GOURLAY, G ilíes. Juris C lasseur. fase. 170-3 (4Ü cahicr) Sociedad  
Cooperativa Agraria, p. 5.
49* Sentencia del Trib. Cass. Civil 1, de 5 de marzo de 1974 (Bull. Civ. I, nu 73).
492 Esta Reserva indisponible especial, se forma con los excedentes obtenidos de las operaciones con 
terceros no socios. Según el art. L- 522- 5 del C. rural, reducida o agotada esta Reserva por 
im putación de pérdidas, debe reconstituirse prioritariamente tras la Reserva legal, con los 
excedentes que se obtengan en ulteriores ejercicios.
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En este tipo de cooperativas se permite realizar operaciones con terceros no 
socios, siempre que no excedan del 50% de la cifra de negocios de la cooperativa, y 
sus resultados sean objeto de una contabilidad separada (493).
Los excedentes netos de gestión resultantes de estas operaciones se destinan a 
una Reserva irrepartible entre los socios y que no puede incorporarse a capital 
social.
Si por el contrario, de estas operaciones se obtienen pérdidas, se imputarán en 
prim er lugar a esa Reserva irrepartible, y ago tada ésta, se repartirán  
inmediatamente entre los socios, en su defecto, se imputarán a capital social o se 
llevarán al ejercicio siguiente (494).
En cuanto a las operaciones realizadas con los socios, los arts. 22 y 50 
determinan los excedentes netos de gestión cómo el saldo acreedor de la cuenta 
de resultados de ejercicio, disminuido por las pérdidas de ejercicios anteriores. Y 
los arts. 23 y 51 establecen el orden de asignación de esos excedentes, del siguiente 
modo:
1Q Una fracción al menos igual al 15% se asigna a la constitución de una 
cuenta especial indisponible, destinada a garantizar las obligaciones contraidas 
por la cooperativa con terceros. Sobre esta cuenta, los socios no tienen ningún 
derecho, no puede ser repartida entre ellos, ni ser objeto de reembolso, ni 
incorporarse a capital.
2Ü Tras la dotación de la cuenta especial indisponible, lo que quede se reparte 
entre los socios a título de retornos, proporcionalmente a las operaciones
493 El art. 10 de esta Ley 83-657 establece para las cooperativas artesanales que "Les opérations 
effectuées avec des tiers non associés font l'objet d'une comptabilité séparée. Elles ne peuvent  
excéder le cinquiéme du chiffre d'affaires de la sociétó coopérative". Esta norma se contiene en 
los m ism os términos, en el art. 39 para las cooperativas marítimas. A las cooperativas de  
em presas de transporte y de transporte fluvial, se les aplica, según los arts. 35 y 36 el mismo  
régimen que a las cooperativas de artesanos.
494 Según los arts. 25 y 53 de esta Ley, "La parte de los excedentes netos de gestión resultantes de las 
operaciones efectuadas con los terceros no socios se lleva en su totalidad a una cuenta de reserva. 
Esta reserva no puede ser ni repartida entre los socios ni incorporada al capital. Si las pérdidas 
que pueden resultar de las operaciones con los terceros, exceden esta reserva, serán 
inmediatamente repartidas. A falta, serán imputadas sobre el capital social o llevadas al 
ejercicio siguiente".
439
realizadas con la sociedad cooperativa y según las modalidades previstas en los 
estatutos. La asamblea general puede decidir también la transformación en 
participaciones sociales de todo o parte de los retornos distribuibles a los socios 
(art. 26 y 54).
Por otra parte, esta Ley es la única de las vistas hasta el momento, que hace 
una expresa referencia a la imputación de pérdidas del ejercicio económico. En 
concreto, el art. 24 y 52 establecen que "en caso de pérdidas resultantes de las 
operaciones con los socios, la asamblea puede decidir su reparto inmediato a 
razón de la participación de cada socio en las diferentes actividades de la 
cooperativa. Las modalidades de este reparto serán determinadas por los 
estatutos. A falta de reparto inmediato, las pérdidas se imputan sobre el capital 
social o se trasladan sobre el ejercicio s iguiente . Las pérdidas no pueden 
imputarse a la cuenta especial indisponible, más que en caso de disolución o de 
cesación de la actividad".
En este último supuesto, sólo tras el agotamiento de esta cuenta indisponible, 
podrá utilizarse la Reserva procedente de operar con terceros, para amortizar las 
pérdidas sociales (art. 25 in fine y 53 in fine).
Este sistema de distribución de los resultados negativos de ejercicio, es la gran 
innovación que presenta esta Ley al sistema tradicional de imputación de 
pérdidas en las cooperativas francesas. Como pone de relieve Claude Mouret (495) 
con esta nueva Ley se pretende corregir los graves inconvenientes que se 
derivaban de las agrupaciones de interés económico (Groupements d 'intérét 
économique o G.l.E), creadas por una Ordenanza de 23 de septiembre de 1967.
El gran inconveniente que presentan estas G.l.E es, en expresión de Mouret, 
que la simple firma de los estatutos de ésta (o adhesión a la misma) conduce a 
cada uno de sus miembros a asumir una responsab il idad  ilim itada , lo que 
constituye una amenaza permanente y grave para las pequeñas em presas. Frente
4 95 MOURET, C laudc. Juris C lasseur. Societes Traite, fase. 170-2. Socictes coopératives  
professionelles d'entrcprises. p. 2 y ss.
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a este inconveniente la nueva sociedad cooperativa ofrece -según este autor- las 
siguientes soluciones:
I o) Por una parte, permite el reparto entre los socios a fin de ejercicio de las 
pérdidas, a prorrata de las operaciones hechas por cada uno, paralelamente al 
reparto de los excedentes. Esta posibilidad "permite a la cooperativa reanudar el 
ejercicio siguiente en buenas condiciones, tras haber apurado las pérdidas".
El reparto entre los socios de las pérdidas debe ser acordado por la asamblea, 
porque no tiene carácter obligatorio , es simplemente una posibilidad que ofrece 
el legislador. En caso contrario -opina Mouret (496). convertiría a los socios en 
ilimitadamente responsables.
2o) En segundo lugar, esta nueva ley permite a la cooperativa extender la 
responsabilidad de los socios. A falta de mención particular, la responsabilidad de 
los socios se limitaría al m ontante nominal de su participación, como en el 
Derecho común (497), sin embargo, como hemos visto, el legislador permite la 
extensión de la responsabilidad a tres veces el monto de la participación social de 
cada socio, y en el caso de cooperativas marítimas que adopten la forma de 
sociedad civil, la extensión puede hacerse a 10 veces ese importe.
Esta posibilidad constituye para Mouret una solución intermedia entre la 
fórmula cooperativa, donde la regla general sería la responsabilidad limitada a la 
aportación a capital y la G.l.E donde la responsabilidad es en todo caso ilimitada.
4. 3. 2.- Italia.
496  Según MOURET (Op. cit. p. 7) "Ton te fots, cctte faculté doit étre ratifiée par l'assemblée 
générale et n 'est pus rendue obligatoire. Si cela avait été le cas, elle aurail rendu de fait le 
associés indéfiniment responsables." En otra parte de su trabajo (p. 22), com enta este autor la 
ruptura que establece esta Ley frente al sistema anterior, y la instauración que trae consigo del 
principio de transparencia de resultados, transparencia que sólo está lim itada en el caso de  
pérdidas, porque, en su opinión, "Elle ne doit pas conduire les entreprises á étre indéfiniment 
responsables.
11 faut done que les associés aient la possibilité de limiler leurs pertes du fait de la coopérative, 
de proportionner raisonnablement les risques qu'ils encourent au montant des fruits qu'ils sont 
susceptibles de recueillir par leur action groupée.
11 convient done qu'ils puissent limiter leurs pertes au montanl du capital souscrit ou a un rnontant 
proportionnel á cet engagement financier".
497 MOURET. Op. cit. p. 18.
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En Italia como en Francia, existe un gran número de disposiciones dispersas, 
en materia de cooperativas, algunas de ellas, de aplicación general al conjunto de 
las sociedades cooperativas, como es el Código civil (R. D. nü 262, de 16 de marzo 
de 1942) cuyos artículos 2511 a 2541, regulan la em presa cooperativa. Otras 
normas en cambio, limitan su aplicación a las cooperativas, según el objeto social 
al que se dedican (498).
Por lo que respecta al régimen aplicable a la distribución de los resultados de 
ejercicio en el Derecho cooperativo italiano, en principio, no se distingue entre la 
actividad realizada con los socios o con terceros, y por tanto, ni se distinguen los 
resultados obtenidos, ni tampoco se distribuyen separadamente (499).
498 Otras normas de aplicación gc'ncral a todas las cooperativas son:
- art. 151 del R. d. 16 de marzo 1942 n- 267 que disciplina la quiebra de la cooperativa.
- D. 1.1577, de 14 de diciembre de 1947 sobre la Cooperación.
- Ley nu 127, de 17 de febrero de 1971, que modifica el D. 11577 de 1947.
- Ley nü400 de 17 de febrero de 1975, sobre el procedimiento de liquidación de la cooperativa. 
Entre las normas especiales podem os distinguir, según se refieran a:
a) C ooperativas agrícolas.
- Ley 7 julio 1907 n° 526 sobre la pequeña sociedad cooperativa agraria.
- Ley 6 junio 1932 nü 656. Ordenamiento de las Cajas rurales y agrarias.
- Ley 25 enero 1934 nu 186, modifica la anterior de 1932.
- Ley 17 octubre 1935 nu 1989. Reforma el ordenamiento de las Cajas rurales y agrarias.
b) Cooperativas de consum o.
- R. d. 1. 17 febrero 1925 nu 1735.
c) Cajas rurales v artesanales.
- R. d. 26 agosto 1937 nu 1706. Texto único de la Ley sobre el ordenam iento de las Cajas rurales y 
artesanales.
- R. d. 4 agosto 1955 ny 707. Modifica el texto único.
d) Bancos populares.
- D. Lcg. 10 febrero 1948 na 105.
-D . lcg. 16 abril 1948 nü569.
- Ley 11 dici. 1952, ny 3093. Modifica el D. leg. nft 569.
- Ley 25 febrero 1960 nu 164. Modifica la Ley n“ 3093.
499 N o obstante esta regla general, algunas normas si distinguen según se actúe con terceros o con los 
propios socios. Entre esas normas, podem os citar el art. 15 del R.d. 26 de agosto de 1937 que 
establece la posibilidad de operar con no socios siempre que el importe de estas operaciones no 
supere el 40% del conjunto de operaciones realizadas por la cooperativa. Sin embargo, a pesar de  
esta referencia expresa, la no distinción contable de estos resultados, hace en ocasiones 
inoperantes normas como la anterior.
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Esta perm isividad de operar con terceros ilimitadamente, contrasta con el 
énfasis puesto por el legislador italiano en torno a la naturaleza mutualista de la 
cooperativa, como podemos ver, tanto en la Constitución italiana de 1947 como 
en el Código civil de 1942. La Constitución de 31 de diciembre de 1947 establece en 
su art. 45 (entre los derechos y obligaciones de los ciudadanos) que "La República 
reconoce la función social de la cooperación con carácter de m utualidad  y sin 
fines de especulación privada". Por su parte, el Código civil de 1942 establece en 
su art. 2511, primero del Título VI, que regula las empresas cooperativas, que 
"Las em presas que tengan objeto m utualista (scopo mutualístico)  po d rán  
constituirse como sociedad cooperativa de responsabilidad ilimitada o limitada, 
según las disposiciones siguientes".
La doctrina italiana ha puesto en evidencia esta contradicción y ha criticado 
reiteradamente la no distinción de los resultados de ejercicio según se obtengan 
de terceros o de socios. En este sentido se ha manifestado Isa Marchini (50°) 
calificando como im puras ("cooperazione spuria"  ) a las cooperativas que 
"persiguen el objetivo del beneficio en sentido propio, cuando operan con los 
terceros estraños". Y cita como ejemplos de estas cooperativas, a las de crédito y 
consumo que venden a terceros, las cooperativas de transformación agrícola 
cuando adquieren en el mercado los productos para transformarlos, y en las 
cooperativas de producción o trabajo, cuando entre los trabajadores se 
encuentran personas extrañas a la sociedad.
También Verrucoli ha puesto de manifiesto esa contradicción y afirma que el 
Código de 1942 hace una referencia "solo nomínale", al principio de mutualidad, 
silencio que ha permitido dar libertad a la cooperativa para que operase en el 
mercado como cualquier otra empresa capitalista, distribuyendo ilimitadamente 
dividendos en lugar de retornos (501).
500 MARCHINI, Isa. Considcrazioni sui fini cconomici...., p. 895.
501 VERRUCOLI. ("La destinazionc socialc " p. 16), y en el m ism o sentido BONFANTE (en "La
cooperazione nclla dottrina e nella legislazione, in II settore cooperativo e la cultura italiana. 
Atti della l ü giornata nazionale di studi cooperativi. Roma 1983. Ed. Istituto Italiano de Studi 
Coopcrativi. L. Luzzati, Roma, 1983, p. 77 y ss).
C om o consecuencia de reconocer que el principio de mutualidad debe presidir el funcionamiento 
cooperativo, Verrucoli distingue los resultados económ icos según se deriven del ejercicio de
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Dejando a una lado la posibilidad o no de operar con terceros no socios, y sin 
perjuicio de volver luego sobre el tema, en relación a las reformas proyectadas en 
la materia, vamos a analizar el sistema de distribución de los resultados del 
ejercicio, tal y como está previsto por el legislador italiano.
La legislación italiana de cooperativas se presenta en esta materia -como la 
define Verrucoli- "escasa e imprecisa" (502). El Código civil italiano de 1942, al 
regular la empresa cooperativa, en los arts. 2511 a 2545, no presta mucha atención 
al tema de la distribución de los resultados de la gestión. Sólo dos normas hacen 
referencia a la distribución de los beneficios:
El art. 2518, al enumerar las menciones que necesariamente debe contener el 
acto constitu tivo de la cooperativa señala, en su apartado  9Ü que deberá 
establecerse las normas según las cuáles deben repartirse los beneficios, el 
porcentaje máximo de los beneficios repartibles y el destino que debe darse a los 
beneficios residuales.
Por su parte, el art. 2536, modificado recientemente por la Ley de 31 de enero 
de 1992 ny 59, señala bajo el título de "Distribución de los beneficios" que, 
"Cualquiera que sea el montante del fondo de reserva legal, debe destinarse a ésta 
al menos la quinta parte de los beneficios netos anuales.
actividades con los socios o con terceros, y denom ina "eccedente" o "avanzi di gestione" al 
resultado positivo de gestión que se obtiene por la cooperativa de sus operaciones con sus socios, y 
"profitto" o "utile", cuando ese resultado se obtiene por operar con terceros no socios. Sobre este 
tem a , p u ed e verse entre otros: SIMONETTO, "Dividendi e acconti dividendo..." . BASSI, 
"Dividendi e ristorni...”. o BUCC1 "Utili e ristorni " p. 407.
^02 VERRUCOLI ("La destinazione...p. 15). Sin embargo, este autor, cita un precedente legislativo, 
al que considera "la miglior legge in tenia di cooperazione emanata in Italia", refiriéndose al R. 
D. de 12 de febrero de 1911 n° 278. Dicha norma, en su art. 7 establecía diversas posibilidades de  
reparto de los resultados positivos de ejercicio, y que podían incluso convinarse, entre esas 
posibilidades se encuentran: a) reparto en proporción a los salarios percibidos por cada socio (y 
en la cooperativa agrícola según el art. 8, en proporción al valor de los géneros entregados por 
cada socio), b) asignándose a fines de mutualidad, cooperación o instrucción, c) asignándose al 
capital aportado por los socios, un dividendo m áximo y no superior a la mitad de los beneficios 
rea lizad os.
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Una cuota de los beneficios netos anuales debe destinarse a los fondos 
m utualis tas  ("fondi mutualistic i") para la promoción y el desarrollo de la
cooperación, en la medida y en las modalidades previstas por la ley.
La cuota de beneficios que no se asigne en el sentido de los párrafos 
precedentes, y que no sea utilizada para la revalorización de las cuotas o de las
acciones, o asignada a otras reservas o fondos, o distribuida a los socios, deberá ser
destinada a fines mutualistas" {503).
Las novedades que presenta esta norma frente a su predecesora son, en primer 
lugar, que se establece como obligatoria la contribución con un 3% de los 
beneficios netos anuales a los fondos mutualistas para la promoción y desarrollo 
de la cooperación; y en segundo lugar, se admite la posibilidad de revalorizar la 
cuotas a capital social o acciones de los socios, con cargo a los excedentes de 
ejercicio.
Del análisis conjunto de ambas normas, podemos resumir que los beneficios 
obtenidos en cada ejercicio económico se destinará:
1Q en un 20% a la constitución o ampliación de una reserva legal.
2e Un 3% de los beneficios netos se destinarán a los fondos mutualistas. La 
regulación de estos fondos representa, en opinión de Bonfante, la innovación 
más importante de la Ley na 59 de 1992 (5l)4)
503 Según el texto anterior de este precepto, cualquiera que sea el m ontante del fondo de reserva 
legal, debe destinarse a ésta al menos, la quinta parte de los beneficios netos anuales. La cuota de  
beneficios que no se asigne a reserva legal o estatutaria, y que no se distribuya entre los socios, 
debe destinarse a fines mutualistas. N o obstante este precepto continuará en vigor para los bancos 
populares, las cooperativas de seguros y las sociedades m utuas aseguradoras, ya que a estas 
entidades no se les aplica la Ley de 31 de enero de 1992 (según la disposición final de esta misma 
Ley, art. 21. 8). Sobre las reformas introducidas por la Ley 31 enero de 1992 nu 59, puede verse: 
UFFICIO LEGISLATIVO DELLA LEGA: "Cosa cambia per la cooperazione dopo l'approvazione 
dclla Leggc. Le principali novitá della Riforma" en la C ooperazione italiana n‘J 1 anno 105 
gennaio 1992, p. 7, y Guido BONFANTE: "Le societá cooperativo si rinnovano" en Le Societá ne 
3/1992 pp. 294 a 298.
^04 BONFANTE. "La societá cooperativa si rinnovano". La Societá ny 3/1992, p. 296.
Estos fondos m utualistas para la promoción y desarrollo de la cooperación deben constituirse por 
las Asociaciones nacionales de representación, asistencia y tutela del m ovim iento cooperativo, 
m ediante las aportaciones d e  (del 3% de los beneficios netos anuales) de sus cooperativas 
asociadas, así cóm o con los patrimonios residuales de la liquidación de éstas, etc...
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3S Hechas las asignaciones anteriores, los beneficios podrán  destinarse a 
diversos fines a decisión de la asamblea general: revalorización de las cuotas o de 
las acciones, asignación a otras reservas o fondos, o distribución a los socios.
De esta diversidad de destinos, destacamos por su novedad, la revalorización 
de las cuotas o de las acciones.
La revalorización es opcional y tiene por objeto incentivar la suscripción de 
capital social, por parte de los socios, ya que según la legislación italiana, a la 
disolución de la relación social socio-cooperativa, el primero sólo tiene derecho a 
la restitución de la aportación realizada a capital social.
Esta revalorización se hará, destinando parte de los beneficios de ejercicio, al 
aumento gratuito del capital social suscrito y desembolsado, siempre que no se 
superen los límites de las variaciones del índice nacional general y anual de 
precios al consumo para las familias de trabajadores y operarios, calculados por el 
Istituto Nazionale di Statistica (art. 7 Ley de 1992)
4o Lo que reste tras las asignaciones anteriores, deberá destinarse a fines 
mutualistas.
Las normas analizadas, si bien recogen la distribución entre los socios de los 
resultados positivos de ejercicio, no aclaran ni con qué criterio se distribuirán, ni 
en cué proporción podrá participar cada socio de los mismos.
Esta conclusión tan genérica perm ite reconocer, tanto la validez de las 
distribuciones hechas en proporción al uso cooperativo de cada socio, como la 
validez de las distribuciones hechas en proporción al capital aportado por cada 
socio.
Los fondos pueden ser gestionados por sociedades por acciones, sin ánim o de lucro, o por 
asociaciones, pero su objeto deberá consistir exclusivam ente en la prom oción y financiación de 
nuevas em presas y de iniciativas de desarrollo de la cooperación, con preferencia por los 
programas dirigidos a la innovación tecnológica, al incremento del em pleo y al desarrollo del 
Mczzogiorno (art. 11 Ley 31 enero 1992).
Las cooperativas no adheridas a las asociaciones representativas reconocidas, o adheridas a 
asociaciones que no hayan constituido el citado fondo, deberán aportar esa cuota al Ministerio de 
Trabajo.
Las contribuciones a estos fondos están exentas de impuestos y son deducibles de la base imponible 
del sujeto que efectúa la entrega.
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Esta posibilidad legal ha sido criticada también por la doctrina; Marchini 
califica a las cooperativas que distribuyen sus resultados positivos en proporción 
al capital aportado por los socios también, como "mutualitá spuria" , y dice de 
ellas que "tal lógica contradice el principio mismo de mutualidad y vanifica los 
objetivos porque los socios que han aportado más capital, sustraen a los otros, 
parte del beneficio mutualístico destinado institucionalmente, a integrar la 
remuneración en proporción a los factores entregados o, a permitir ahorros de 
gasto en proporción a los consumos efectuados" (5Í)5).
Respecto del destino a fines mutualistas de los beneficios que queden tras la 
distribución a los socios, opina Verrucoli que tal cuota residual de beneficios debe 
emplearse en fines que satisfagan el interés colectivo de los socios o también sus 
intereses particulares, pero en una óptica diversa de aquella de los dividendos y 
de los retornos (506).
C ontinuando con el análisis de la legislación cooperativa italiana, tenemos 
que detenernos en una norma básica, el D. 1. nu 1577 de 14 de diciembre de 1947. 
Esta norma establece una serie de exigencias para aquellas cooperativas que 
pretendan beneficiarse de determinadas ventajas fiscales.
En particular nos interesa el art. 26 de dicha Ley (modificado por la Ley de 2 de 
abril de 1951 nfl 302). Dicho artículo establece que, a los efectos tributarios, se 
presum e la subsistencia de los requisitos mutualísticos, cuando en los estatutos 
de la cooperativa se contienen ciertas claúsulas. Entre las cuáles destacamos la 
primera, que recoge la prohibición de distribuir dividendos en razón superior al 
in terés  legal co rre sp o n d ien te  al capital efec tivam ente  desem bolsado . 
Posteriormente, el art. 17 in fine de la Ley nü 72, de 19 de marzo de 1983 conocida 
como Visentini bis ha elevado ese porcentaje (?()7).
505 MARCHINI, Isa. Op. cit., p. 894.
506 VERRUCOLI. "La dcst¡nazione....p. 19.
507 s Cgún el art. 17 in fine de esta Ley n“ 72 de 1983, "La remunerazione del capitule sociale delle 
cooperative e dei consorzi non puo in alcun caso essere superiore alia remunerazione dei prestid  
sociali". Esta norma ha sido com entada y analizada por SCOTT1 CAMUZZ1 (en "La legge 19 
marzo 1983 nu 72 e le cooperative". BBTC gennaio-fcbbraio 1987 pp. 152 a 185. En particular ver 
las págs. 182 a 185.) tras calificarla com o de pésima técnica legislativa. La rem isión que hace el
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Con esta norma se restringen las posibilidades de distribuir los resultados 
positivos en proporción al capital aportado, porque aquellas cooperativas que 
pretendan conseguir beneficios fiscales, deberán remunerar de forma limitada las 
aportaciones a capital social, dando cumplimiento de este modo al mutualismo 
reconocido  en la Constitución  italiana, y en particu lar,  al 4Ü Principio 
Cooperativo, de los elaborados por la ACI, sobre el destino de los excedentes de 
ejercicio.
Del análisis de la diversa normativa especial que por la tipología de las 
cooperativas existe en Italia, destacamos aquellas normas que de una u otra 
forma, hacen referencia a la distribución de los resultados de gestión.
La Ley 6 de junio de 1932 n- 656 que contiene el Ordenamiento de las Cajas 
rurales y agrarias, contiene algunas disposiciones de interés. En primer lugar, el 
art. 7 remite a los estatutos, la regulación de las normas relativas al destino de los 
beneficios netos anuales. El art. 15 por su parte, exige que hasta que la reserva no 
sea igual al menos a la décima parte del montante de los depósitos recibidos por 
cualquier título por la cooperativa, las Cajas rurales y Cajas agrarias, deben 
destinar el 90% de los beneficios netos anuales a la formación y aum ento de la 
reserva.
El R. d. de 26 de agosto de 1937 n° 1796, (modificado posteriormente por la Ley 
de 4 de agosto de 1955 ny 707), contiene el Texto unificado de las leyes sobre el 
Ordenamiento de las Cajas rurales y artesanales. Este texto contiene dos normas, 
los arts. 9 y 20 muy similares en su contenido a los referidos de las Ley de 6 de 
junio de 1932.
El D. leg. de 10 de febrero de 1948 nL> 105 que contiene las disposiciones sobre el 
Ordenamiento de los Bancos populares, establece en su art. 8 que el 20% de los 
beneficios anuales deben ser destinados a reserva legal hasta que ésta alcance la 
mitad del capital social. Conseguida esta cifra, debe destinarse a la reserva legal el
art. 17 in fine a la remuneración de los prestamos sociales, tiene una explicación histórica, que 
hay que entender referida hoy en día a los intereses correspondientes a los "buoni postali 
fruttiferi", aum entados en dos puntos y medio, por lo que la remuneración del capital social de la 
cooperativa y de los consorcios no puede ser superior al 18, 50%.
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10% de los beneficios anuales. El párrafo 2Q de este artículo 8 (modificado por el 
art. 4 del D. leg. de 16 de abril de 1948 nL> 569) establece que la cuota de los 
beneficios que no se asigne a reserva legal, a eventuales reservas estatutarias o a 
otros objetos previstos en el estatuto y que no se distribuya a los socios, se 
destinará a reservas extraordinarias o a obras y entes de pública beneficiencia o 
asistencia (508).
Todas estas normas hacen alusión a la distribución de los beneficios de 
ejercicio, pero realmente, no modifican el sistema de distribución, establecido en 
el Código civil de 1942, y en el D. 1 nü 1577 de 1947, sólo varían los porcentajes 
atribuibles.
Como hemos visto hasta el momento, el legislador italiano se preocupa poco 
por regular el régimen de determinación y distribución de los resultados 
positivos de ejercicio, dando libertad a los socios para que establezcan en los 
estatutos las normas por las cuáles "deben repartirse los beneficios" (art. 2518 CC).
Por lo que respecta a la determinación y distribución de las pérd idas, el 
legislador ni se pronuncia, ni prevee que sea la voluntad de los socios la que lo 
determine en los estatutos.
N o obstante este silencio, la doctrina sí se ha pronunciado en algunas 
ocasiones -aunque escasas-, sobre el tema. Así Brunetti (-^ í)9) opina que la pérdida 
neta resultante del balance del ejercicio debe ser cubierta utilizando los fondos de 
reserva legal y estatutaria, comenzando por esta última. Y, si como se plantea el 
autor, las reservas no son suficientes para cubrir las pérdidas, éstas podrán 
trasladarse al ejercicio siguiente o siguientes.
La regulación de los bancos populares ha sido reformada recientemente por la Ley 17 febrero de  
1992 n° 207, que modifica el régim en de las acciones de estas entidades, pero que no afecta a la 
determ inación y distribución de resultados, que seguirán regidas por el Decreto ley de 1948, y el 
C ódigo civil, ya que éstan expresamente excluidos de la regulación de la Lev 31 enero de 1992, 
según el art. 21. 8 de la misma.
Sobre las reformas operadas sobre el régimen jurídico de los Bancos Populares, por la Ley 17 de 
febrero de 1992, ver Ciorgio TARZIA: "Al via la reforma sulle azioni della Banchc Popolari".
509 BRUNETTI (Trattato del Diritto delle Societá., III La societá cooperative. 1950, pp. 458 y 459). 
En el m ism o sentido, en relación con la atribución de las pérdidas a ejercicios posteriores cuando 
las reservas no son suficientes para compensar las pérdidas, se manifiesta BOSISIO.
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De este sistema de distribución se advierte la no repercusión, al menos directa 
sobre los socios, de las pérdidas del ejercicio económico.
Esta opinión no es unánimemente compartida por la doctrina. Otros autores, 
como Marchini (510) mantienen que en la cooperativa el riesgo de empresa lo 
asum e el socio como aportante de los factores específicos de producción o como 
consum idor ,  aunque  reconoce que existe interés en sustraer del riesgo 
em presaria l  las rem uneraciones debidas a los socios trabajadores de las 
cooperativas de producción y trabajo. Por lo que en la práctica, se busca garantizar 
a estos socios el salario que les corresponda, a pesar de la existencia de pérdidas.
Otro autor partidario de esta postura es Tessitore (511). Este autor diferencia en 
su estudio sobre la repercusión del riesgo empresarial en el socio cooperativo, 
entre cooperativas de producción y cooperativas de consumo. Se incluirían entre 
las cooperativas de producción en sentido amplio, las de trabajo o las 
cooperativas agrícolas, en las que lo que se aporta son factores específicos de 
producción y, entre las cooperativas de consumo, se incluirían las de crédito, 
vivienda, o propiamente de consumo de bienes o servicios.
Respecto de las coopera tivas  de p ro d u cc ió n , afirma que "La fórmula  
cooperativa ofrece a los sujetos la posibilidad de asumir el papel de empresarios 
con todos los beneficios y los riesgos que de ello se derivan" , y continúa, "La  
circunstancia de que el objeto de aportación de los socios en la cooperativa sean 
aportaciones de factores específicos de producción, y sólo en parte, bastante 
modesta, de medios de financiación a largo término, hace que al manifestarse el 
riesgo de empresa se traduzca en pérdida parcial y limitada al valor que -
510 MARCHINI, Op. cit., p. 887. Para este autor, el presupuesto jurídico que justifica la transmisión 
del riesgo al socio está en "la no transmisión en propiedad de los bienes entregados", lo cual 
atribuye a la cooperativa la figura de mandataria, con la consecuencia de que los costes relativos 
a estas operaciones son directamente inscritos en las cuentas de los socios, como colectivo y como 
ind ividuos, y les son atribuidos en proporción a la efectiva utilización y /o  prestación de los 
servicios cooperativos.
511 TESSITORE. "Obicttivi di gestione c risultati econom ici nelle im prese cooperative". Rivista 
dei dottori commercialisti. 1973, p. 303 y ss.
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alterna tivam en te - los socios habrían podido realizar cediendo el factor  
productivo a otras empresas, en condiciones de mercado" .
Para este autor por tanto, el riesgo del ejercicio económico lo asume el socio 
cooperativo , pero lim itadam ente  al im porte  que habría  obtenido por la 
prestación de su trabajo en favor de otra em presa o al precio que hubiese 
obtenido por vender sus productos en el mercado.
Como consecuencia de este razonamiento, afirma Tessitore que tanto los 
beneficios como las pérdidas sufridas, deben repartirse entre los socios en 
proporción a los volúmenes de las entregas realizadas por cada uno.
Por lo que se refiere a las cooperativas de consumo, afirma Tessitore que 
también los socios consumidores están expuestos al riesgo económico. En su 
estudio , el autor parte  dem ostrando cómo en este tipo de cooperativas, la 
determinación del precio solicitado a los socios es provisional, y hasta que no se 
conoce el resultado económico del ejercicio, no se puede hablar de beneficios o 
pérdidas.
Por otra parte, pone en evidencia la relación existente entre la asunción 
efectiva del riesgo económico por los socios consumidores, y el destino del 
beneficio de em presa. Para demostrarlo, hace un análisis de las distintas 
modalidades de distribución del beneficio a los socios cooperativos, y distingue 
dos mecanismos:
a) En las cooperativas de consumo denominadas de tipo inglés, "el beneficio se 
distribuye entre los socios consumidores mediante retorno al final del periodo. 
En las operaciones corrientes de venta, las cooperativas de este tipo adoptan un 
sistema de precios alineados a los del mercado. Con el mecanismo del retorno, 
los socios reciben al fin  del periodo, en base al beneficio obtendio, un  
"reembolso" proporcional al valor de las adquisiciones efectuadas en el mismo  
periodo".
b) "En las cooperativas de consumo com unmente  denominadas de tipo 
italiano, el retorno se atribuye a los socios en el momento de la adquisición de los 
bienes. Los precios practicados por las cooperativas de consumo de tipo italiano
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son equivalentes a los costes de producción o a los de adquisición de los bienes 
ofrecidos por la cooperativa, aumentados en un porcentaje, por los costes 
generales de administración y venta" .
En este segundo  sistema -como pone de relieve Tessitore-, no se refleja 
contablem ente el beneficio o la pérdida, pues repercute  en el precio de 
adquisición, una posible pérdida se reflejaría en un mayor precio por la compra 
del producto en cuestión.
Una vez delimitados los sistemas de distribución de los resultados de ejercicio, 
se plantea el autor, si en la práctica, las cooperativas de consumo funcionan así. 
La conclusión a la que llega es: "La preferencia manifestada por muchos socios en 
cooperativas de consumo por la determinación inmediata de los precios de 
venta, desv inculándose  más o menos com pletamente de los resultados  
económicos del ejercicio administrativo, de ¡os cuáles se espera sólo la eventual 
distribución de los retornos, lo que es sintomático de un comportamiento de 
rechazo de los riesgos. La observación encuentra confirmación en la propensión 
a la fuga de los socios consumidores de ¡a cooperativa al manifestarse las
primeras dificultades coyunturales, ...........  En otros términos, los socios
consumidores se sustraen al riesgo de empresa, rechazándolo, demostrándo un 
comportamiento análogo al de los consumidores no socios".
Como resultado del estudio realizado sobre la determinación y distribución de 
los resultados de ejercicio en las cooperativas italianas, podem os extraer las 
siguientes conc lus iones : El legislador italiano no establece ninguna exigencia 
particular que perm ita diferenciar las cooperativas de cualquier otra empresa, 
sólo establece algunas normas en relación con la necesaria constitución de una 
reserva o el destino final de los beneficios no distribuidos, a fines mutualistas.
Como consecuencia de esta falta de regulación, se permite operar con terceros 
no socios ilimitadamente, se pueden distribuir los beneficios en base al capital 
aportado o en proporción al uso cooperativo, y en cuanto a las pérdidas, éstas 
pueden distribuirse entre los socios o imputarse al patrimonio cooperativo (a 
reservas y capital social), o bien trasladarse al ejercicio siguiente.
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Esta variedad de posibilidades se ha traducido en la práctica en la existencia de 
dos tipos de cooperativas, unas denominadas puras, que respetan la mutualidad, 
operando fundam entalm ente con sus socios, d istribuyendo los resultados de 
ejercicio en proporción al uso cooperativo, y retribuyendo las aportaciones a 
capital limitadamente, con lo que se hacen también acreedoras de los beneficios 
fiscales establecidos.
Otras cooperativas en cambio, denominadas impuras, funcionan en la práctica 
como cualquier otro tipo de sociedad, operando indiscriminadamente con socios 
y terceros, retribuyendo a los socios en proporción a las aportaciones a capital que 
cada uno haya realizado, y no haciéndo partícipes a los socios del riesgo de 
gestión, más allá de su aportación a capital.
Tanto unas como otras, tienen cabida en la legislación cooperativa italiana.
Por último hemos considerado conveniente hacer una breve referencia a las 
principales líneas de reforma del Derecho cooperativo italiano, previstas desde 
los años setenta, en cuanto puedan incidir en esta materia objeto de nuestro 
estudio.
De reforma de la legislación italiana sobre cooperativas se viene hablando 
desde el Convenio de Perugia de 1967, y todavía no se ha llevado a cabo dicha 
reforma.
Marchini, en 1977 resaltaba como principales innovaciones que introducía la 
legislación proyectada (512), las siguientes:
- El proyecto de ley no pretende eliminar todos los tipos de cooperativas 
impuras, sino sólo aquellas formadas por la unión de los titulares de empresas 
ordinarias, los cuales se valen de este instrum ento  para increm entar los 
beneficios. Se trata pues -como dice este autor- de eliminar de la condición de 
socio a los empresarios, a excepción de los empresarios agrícolas.
512 MARCHINI (Op. cit. p. 898 a 901 y 906 a 911), toma como punto de referencia el proyecto de ley  
existente en 1977, y que había sido elaborado por el Comí tato di studio del Ministerio del lavoro 
e della previdenza súdale.
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- Se presenta una nueva estructura de pérdidas y ganancias de la empresa 
cooperativa, y se discrimina en la distribución de los beneficios de ejercicio según 
se trate de beneficios capitalistas (de operaciones con terceros) o de beneficios 
mutualistas (o excedentes).
- U na ú ltim a innovación  -que nos cita M archini consiste  en el 
reconocimiento expreso por la Ley, cuando ya estaba previsto  en muchos 
esta tu tos  que "los bienes objeto de las prestaciones de los socios a la sociedad, 
aunque ésta los transforme, no forman parte del patrimonio social, a menos que 
hayan sido vendidos a la sociedad. Salvo diversa disposición en el acto 
constitutivo, se presume atribuido a los socios de la sociedad el poder de liberar 
administrativamente tales bienes o también de concederlos en garantía".
A esta enumeración de proyectadas innovaciones en el régimen cooperativo 
italiano, podem os añadir otra reforma prevista -que nos revela Buonocore- se 
trata de la abolición de la dicotomía legislativa entre cooperativas fiscales y no 
fiscales, y la unificación de todas bajo un mismo régimen normativo (513).
Respecto de la nueva estructura de balance y de la cuenta de pérdidas y 
ganancias, se exige la presentación separada en esta cuenta, de los datos relativos 
a la actividad mutualista, y de los datos referentes a la actividad desarrollada con 
los terceros.
Por otra parte, y en cuanto a la distribución de esos resultados, se permite que 
el beneficio mutualístico se destine por voluntad de los socios, a la constitución 
de reservas estatutarias, divisibles entre los socios en relación a su participación 
en la actividad social y no en relación a la aportación capitalista, a la distribución 
entre los socios bajo la forma de retornos, y a satisfacer los dividendos dentro de 
los límites establecidos.
Los beneficios capitalistas, se destinarán a un fondo en el pasivo, que junto 
con la reserva legal, no serán repartibles entre los socios, ni imputables a capital
513 BUONOCORE ("Linee per una riforma della leg islazione cooperativistica". Rivista della  
Cooperazione. nu 31,1987, p. 46.) Este propósito que Buonocore reseña, ha sido una constante en los 
proyectos de reforma Pacini, Lombardo, Di Marino y De Marzio. Véase también en relación con la 
proyectada reforma de la legislación italiana de cooperativas a LLOBRECAT ("Mutualidad y 
Empresas...." p. 65 a 70).
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social, ni pueden  utilizarse para cubrir pérd idas  verificadas en la gestión 
m utualis ta .
La excepción a esta regla la constituye la cooperativa de consumo. La dificultad 
que en trañaría  para este tipo de cooperativas, d is tingu ir  los resultados 
procedentes de operaciones con socios y con terceros, lleva a estructurar su 
cuenta de resultados de forma simple, todos los beneficios obtenidos se someten 
al rég im en  de indisponib ilidad  por parte de los socios. En este tipo de 
cooperativas, el beneficio mutualístico debe atribuirse a los socios mediante los 
precios de venta.
4. 3. 3. - Alemania.
En Alemania, las cooperativas se regulan principalmente por la Ley de 1 de 
mayo de 1889, en su versión de 20 de mayo de 1898. que se ha m antenido 
prácticam ente inalterada desde su promulgación, con escasas modificaciones 
(514). Sin embargo, la materia que nos interesa, relativa a la distribución de los 
resultados de la gestión económica de la cooperativa ha sido reformada por la Ley 
de 19 de Diciembre de 1985.
En principio, y antes de entrar en el análisis de estos preceptos, hay que poner 
de relieve, que en el Derecho cooperativo alemán, tampoco se distingue según 
que la cooperativa realice su actividad económica con sus socios o con terceros, y 
por lo tanto, los resultados de unas u otras operaciones tampoco se diferencian.
D esde 1898, las m odificaciones de la legislación alemana han sido pocas: En 1922. se limitó el 
núm ero máxim o de socios de una cooperativa a 10.000 (posteriorm ente reducido a 3.000), y se 
im plantó un procedim iento sim plificado de fusión. En 1933. se sustituyó la responsabilidad  
directa de los socios por la indirecta. En 1934. se hace obligatoria la afiliación de toda 
cooperativa a la federación que le corresponda. En 1954 se autoriza a las cooperativas a realizar 
operaciones con terceros no socio. En 1973, se refuerazn las bases financieras de la cooperativa, se 
fortalece la posición de la dirección respecto de la Asamblea general y se hacen más flexibles, 
las d isp o sic io n es legales, autorizando a las cooperativas a adaptar sus estatutos a las 
necesidades concretas de su sociedad. La última reforma importante, tuvo lugar por Ley de 30 de  
noviem bre de 1990, de adaptación a la legislación comunitaria sobre balances de entidades de  
crédito.
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Entrando en el análisis del régimen jurídico de distribución de los resultados 
de ejercicio, aplicable en Alemania, podemos comenzar con la distribución de los 
resultados positivos o beneficios.
Según el art. 19 de la Ley 1898, los beneficios que se obtengan tras la aprobación 
de las cuentas anuales, se distribuirán entre los socios; pero antes, habrá que tener 
en cuenta otros posibles destinos que establecen los arts. 7. 2, 20 y 21.
El a r t  7. 2 exige la constitución de una reserva legal que permita cubrir las 
pérdidas. Esta reserva se constituirá con una parte del excedente anual de cada 
ejercicio, los estatutos deberán fijar para ello, el m ontante mínimo que deberá 
destinarse a la reserva legal (515).
El art. 21 permite por su parte, la retribución con un interés fijo, del capital 
aportado a la cooperativa, remuneración que deberá hacerse también con cargo a 
excedentes de ejercicio (516).
515 Según el art. 7. 2 .: "Los estatutos pueden igualmente disponer que los socios deban detentar una 
participación de numerosas partes sociales (participación obligatoria). La participación  
obligatoria debe ser la misma para todos los socios o ser proporcional a la utilización que los 
socios hacen de las instalaciones u otras prestaciones de la cooperativa, o estar en función de 
criterios económicos determinados por las empresas de los socios".
516 Tullio BOTTER1 (M odifiche...p. 315), com entando el art. 21 de la Ley alem ana, se plantea la 
naturaleza de este interés remuneratorio del capital desem bolsado. Ante el dilema de si tiene el 
carácter de d ividendo, o de verdadero interés, llega a la conclusión de que si tales intereses no 
pueden asignarse cuando hay pérdidas, ello significa que estamos en presencia de un reparto de 
beneficios.
Para MÜNKNER en cambio (Nueva Ley Cooperativa de 1973 cit. pp 9 y 10), com entando el
m ism o artículo 21 señala que "el interés fijo se paga obligatoriamente, con independencia de los 
resultados, que pueden no tener superávit, al contrario de lo que ocurre con el dividendo, que es 
una forma de distribución de la cantidad excedente. El interés es el costo de explotación, y  debe 
deducirse de las reservas, en caso de no haber beneficio.
El legislador ha sentido este peligro potencial, e incluye una limitación: debe pagarse el interés 
del capital social, incluso si no hay superávit, pero únicamente mediante deducción de los fondos 
de reserva especiales, con exclusión del fondo de reserva estatutaria. De no haber fondos 
especiales disponibles se exceptúa la obligación de pagar un interés".
En efecto, compartimos la opinión de Münkner en que se trata de un gasto para la cooperativa, que 
necesariam ente debe pagarse, lo que ocurre es que el legislador establece un lím ite, cuando no 
hayan excedentes ni tampoco reservas especiales, los intereses no se abonarán.
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Finalmente, el art. 20 permite que los estatutos establezcan la no distribución 
de los beneficios y su incorporación a la reserva legal o a otras reservas 
constituidas a partir de los resultados positivos de ejercicios anteriores (517).
Por tanto, teniendo en cuenta todas estas norm as, podem os resum ir 
señalando que el destino de los beneficios de ejercicio obtenidos por la 
cooperativa, se destinarán, en parte y de forma necesaria a la reserva legal; 
también, si los estatutos establecen el derecho al cobro de intereses por las 
aportaciones a capital, tendrán que abonarse éstos, y finalmente, los beneficios 
restantes se distribuirán entre los socios o se destinarán a reservas.
Si se distribuyen entre los socios, habrá que atenerse al sistema de reparto 
previsto en el art. 19 de la Ley. Esta norma distingue según se trate del primer 
ejercicio social o de los sucesivos:
a) En el prim er caso, el reparto tendrá lugar a prorrata de los desembolsos 
efectuados por los socios, sobre la parte social de cada uno.
b) Si se trata de los ejercicios sucesivos, la distribución de beneficios tendrá 
lugar a prorrata de sus saldos activos en el capital; teniendo en cuenta -como 
afirma el propio precepto- que este haber se engrosa con los beneficios repartidos 
en cada ejercicio, y se reduce con las pérdidas asignadas también en cada ejercicio 
(518) Mientras la totalidad del capital suscrito no aparezca cubierto, no podrá 
distribuirse al socio los beneficios que se obtengan.
Ello no obstante, el art. 19. 2 permite que en los estatutos, las cooperativas 
prevean otros modos de reparto de los beneficios entre los socios. También 
permite que los estatutos establezcan el reparto de beneficios antes de cubrir el
5 7^ Art. 20: "Los estatutos pueden decidir que los beneficios no sean distribuidos, sino incorporados a 
la reserva legal y a las otras reservas constituidas a partir de los resultados".
5^8 Tenemos que destacar la importancia de la distinción en el Derecho alem án de cooperativas, 
entre la cuota socia l de cada socio  (G csch aeftsan teil), y la cuota d esem b o lsa d a  
(Geschaeftsguthaben). La primera, -com o la define BOTTER1-, representa el importe m áxim o de  
la posible aportación de los socios m ediante desem bolsos a efectuar en las fechas señaladas 
estatutariamente. La segunda es en cambio, el montante de los efectivos desem bolsos del socio  
increm entados por los beneficios y reducidos por las pérdidas, "essa rappresenta la vera e 
propria partecipazione del socio alia cooperative" ("La norm ativa d ellc  cooperativo nella  
legislazione dellla Repubblica Fedérale Tedesca" en Riv. della C ooperazione n® 3 1980 p. 92).
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capital suscrito, pero en cambio, no podrán distribuirse beneficios, hasta que el 
haber social de cada uno, reducido por las pérdidas, no se restablezca.
Como se deriva bastante claramente de estas normas, el criterio decisivo en la 
distribución de los beneficios no es la medida en que se ha hecho uso de la 
cooperativa, sino, la participación que cada socio tienen en el capital de la 
entidad, aunque también podrían combinarse ambos criterios (519).
Por otra parte, no hay que olvidar que cuando hablamos del reparto  de 
beneficios nos estamos refiriendo al reparto del resultado positivo que obtenga la 
cooperativa en el ejercicio, con independencia de su procedencial. No importa 
tanto que ese beneficios se haya obtenido en las operaciones de la cooperativa con 
los socios, o con terceros, o por otras inversiones o resultados extraordinarios 
(520).
En cuanto a la distribución de los resultados negativos de ejercicio, el sistema 
de aplicación es similar al visto para los beneficios.
Por una parte, el art. 19 establece que las pérdidas resultantes tras la aprobación 
de las cuentas anuales se dividirán entre los socios. En el primer ejercicio social, 
se dividirán a prorrata del capital desembolsado por cada socio, y en los ejercicios 
siguientes, a prorrata del haber social perteneciente a cada socio, teniendo en 
cuenta que éste aumenta por la asignación de beneficios y dism inuye por la 
imputación de pérdidas.
Tam bién  se perm ite  que los socios de una co o p era tiv a  d ec idan  
estatutariamente otros sistemas de reparto de las pérdidas (art. 19. 2).
Otra norma clave que ya conocemos, es el art. 7. 2 -que como vimos- exige la 
constitución de una reserva legal que sirva para cubrir pérdidas de ejercicio.
Com o afirma MÜNKNER en N ueve Lecciones de Derecho Cooperativo...p. 46: "Los Estatutos 
deben establecer, por lo tanto, si se asigna un dividendo por concepto de participación en el 
capital, un dividendo por concepto de participación en la empresa o ambos, o si aún se agregan 
modalidades adicionales de distribución".
520 g stc m odelo de actuación justifica sobradamente, en nuestra opinión, la definición que la propia 
Ley de 1898 da de la cooperativa como comerciante en el sentido del C ódigo de comercio (art. 17. 2 
de la Ley).
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Y finalmente, el art. 21 al regular el pago de intereses a capital social, 
contempla en su párrafo 2Q la imposibilidad de pagar éstos cuando el balance de 
un ejercicio arroje un déficit o existan unas pérdidas acumuladas de ejercicios 
anteripres, que no pueden cubrirse con las reservas existentes. De este precepto 
nos interesa resaltar la posibilidad de trasladar los resultados negativos de un 
ejercido a sucesivos ejercicios.
En resumen del estudio conjunto de estos preceptos podemos señalar que las 
pérdidas del ejercicio no se imputan exclusivamente a los socios como podría 
desprenderse del art. 19, sino que parte de ellas pueden ser cubiertas por las 
reservas o trasladarse a ejercicios sucesivos, a decisión de los estatutos o de la 
asamblea general de socios, en cada momento. Lo que parece que no será posible 
es acordar que las pérdidas no se distribuyan y se destinen en su totalidad a 
reservas, ya que el art. 20 permite establecer esta fórmula en los estatutos respecto 
del reparto de beneficios, pero no del reparto de pérdidas.
En cuanto al criterio de reparto de las pérdidas, que se obtengan tanto en 
operaciones con socios, como en operaciones con terceros o extraordinariamente, 
el criterio es el mismo que vimos respecto de los beneficios: proporcionalmente 
al haber de cada socio en el capital.
4. 4.- Conclusiones.
Los retornos, como parte de los excedentes netos de ejercicio procedentes de la 
actividad desarrollada por la cooperativa con sus socios, que la asamblea general 
ha decidido distribuir entre ellos, pueden hacerse efectivos de distintas formas.
De estas diferentes formas, nos parece criticable la que permite distribuir los 
retornos, em itiendo participaciones en concepto de aportación obligatoria, 
porque en nuestra opinión sería más acertado que se increm entasen las 
participaciones voluntarias y no la obligatoria, o en todo caso, que, como hace la 
Ley general, y hacía el anterior Reglamento de 1978, se dé libertad a la asamblea 
general para que ésta decida el tipo de participación a incrementar.
La otra forma de hacer efectivo el retorno, mediante la constitución de una 
reserva voluntaria, nos parece muy interesante y especialmente adapatada a las
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peculiaridades de la cooperativa; pues permite a la cooperativa disponer de 
fondos, sin que el socio pierda el derecho a recobrar los mismos, y sobre todo, es 
conveniente su existencia porque puede servir como fondo de previsión de 
futuras pérdidas imputables a los socios, al estar estos fondos individualizados.
Las pérdidas ordinarias cooperativas imputadas a los socios, también pueden 
hacerse efectivas por distintas vías a elección de la asamblea general. El pago con 
cargo a retornos, es un pago por compensación salvo que se trate de retornos 
futuros en cuyo caso estamos ante un aplazamiento de la deuda.
Una forma de pago que nos parece muy interesante para la cooperativa y el 
socio, es el pago con cargo a la reserva voluntaria, de forma que se compensen el 
derecho de crédito del socio por los retornos acreditados, con la obligación de 
soportar las pérdidas imputadas.
La última forma de hacer efectiva la liquidación de la deuda que el legislador 
propone es, mediante la reducción de las participaciones de los socios. Al igual 
que com entam os en relación con la distribución de retornos m ediante  el 
incremento de las participaciones obligatorias, no es lo mismo el incremento o 
reducción de unas u otras participaciones. En este caso, el legislador no ha 
determ inado qué participaciones se reducirán por lo que la opción se deja a la 
asamblea general.
No obstante, esta solución no nos parece la más correcta, por las razones 
señaladas en su momento, consideramos que como en la Ley general, debería 
darse la oportunidad al socio para que decida si prefiere abonar el importe de las 
pérdidas, que se le reduzcan de su aportación a la reserva voluntaria, o que se le 
reduzca su participación en el capital social, y dentro de éste m ediante la 
reducción de unas u otras clases de participaciones.
Hemos hecho también referencia en este apartado a la repercusión que sobre el 
socio p u ede  tener, aunque sea indirectamente la im putación de pérd idas 
extracooperativas y extraordinarias.
El mecanismo de imputación de estas pérdidas es similar al de una sociedad 
anónima, en último lugar el socio ve reducida su participación en el capital 
social, en proporción a esta participación y no en proporción a la actividad
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económica desarrollada con la cooperativa, sin asumir ninguna obligación de 
realizar nuevas aportaciones a capital social.
En estos casos de reducción del capital social por imputación de pérdidas 
sociales, entendemos que debería permitirse reconstituir ese capital con reservas 
que se vayan formando en ejercicios posteriores.
Por último hemos analizado la normativa de algunos países de nuestro 
entorno socio-económico, para conocer cómo han reglamentado la distribución 
de los resultados de ejercicio de las cooperativas.
En primer lugar, hemos estudiado la legislación francesa.
Respecto de la distribución de los excedentes, éstos deben destinarse a la 
constitución de las reservas y fondos legales en primer lugar, posteriormente y a 
decisión de la asamblea general, se podrán destinar al pago de intereses por las 
aportaciones a capital social, a la remuneración de los certificados cooperativos de 
inversión y al reparto entre los socios.
El reparto entre los socios, se hace en proporción al uso cooperativo realizado 
por cada uno, y sin comprender en ese reparto los excedentes procedentes de 
operaciones con terceros no socios.
Como normas características en función del tipo de cooperativa, podemos 
destacar las siguientes:
- en las cooperativas obreras de producción hay que atribuir a los trabajadores 
por lo menos el 25% de los excedentes.
- en las cooperativas de consumo hay que destinar una parte de los excedentes 
a obras de solidaridad social.
- en las cooperativas de consumo y agrarias, no se pueden transform ar 
retornos en aportaciones a capital social, sin consentimiento de los socios.
- en las cooperativas obreras de producción y cooperativas profesionales de 
empresas (de regulación más reciente: 1978 y 1983) se pueden transformar los 
retornos en aportaciones a capital social, por acuerdo mayoritario de la asamblea 
general.
En torno a las pérdidas, apenas se hace mención en la legislación francesa, 
pero teniendo en cuenta la opinión de la doctrina y jurisprudencia citada, 
podemos decir que como regla general, se imputarán a las reservas constituidas
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al efecto, a las reservas voluntarias o legales, a los resultados positivos de 
ejercicios posteriores, y finalmente a capital social con reducción de las 
aportaciones de los socios.
Como excepción a esta regla general, hay que citar la interesante Ley 83-657 que 
regula las cooperativas profesionales de empresas, y que permite la imputación 
directa de las pérdidas a los socios, al final del ejercicio, por decisión de la 
asamblea general, así cómo, el traslado de las pérdidas al ejercicio siguiente o la 
reducción del capital social.
En la legislación italiana, la principal nota que destaca es la no distinción de 
los resultados según procedan de operaciones con terceros o con los socios.
Si los resultados son positivos, se deben destinar en un 20% a reserva legal, y 
en un 3% como mínimo a fondos mutualistas. Hechas estas asignaciones, la 
asamblea general puede decidir el destino del resto, a revalorizar las cuotas 
sociales y acciones, a reservas o fondos, o a su distribución entre los socios.
Esta distribución entre los socios puede hacerse en proporción al uso 
cooperativo, o en proporción al capital aportado, en este segundo caso, la doctrina 
habla de "mutualitá spuria". En todo caso, para ser beneficiario de las ventajas 
fiscales que reconoce el legislador, es preciso que las cantidades distribuibles en 
proporción al capital social, no superen determinados límites que fija el D. 1. nc 
1577 de 14 de diciembre de 1947.
Respecto de la distribución de pérdidas, el legislador no dice nada, pero sí se ha 
manifestado en alguna ocasión la doctrina. Algunos autores como Brunetti, 
mantienen que las pérdidas deben ser cubiertas con reservas o trasladarse al 
ejercicio siguiente. Otros como Marchini o Tessitore, son partidarios de la 
imputación al socio del riesgo empresarial por ser el aportante de los factores 
específicos de producción, o como consumidor.
En Alemania la Ley de 20 de mayo de 1898 tampoco distingue entre resultados 
procedentes de operar con socios y con terceros.
En cuanto a la distribución de beneficios, parte de los mismos hay que 
destinarlos a la constitución de una reserva legal, cuya función es cubrir pérdidas, 
y a la retribución de las aportaciones a capital social, con un interés fijo, y siempre
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que no existan pérdidas acumuladas de ejercicios anteriores. Si tras estas 
asignaciones quedan beneficios, podrán distribuirse entre los socios, o bien 
destinarse a reservas.
Si se distribuye entre los socios, se hará en proporción al saldo activo que cada 
socio tiene en el capital social, teniendo en cuenta que este saldo se incrementa 
por distribución de beneficios y se reduce por imputación de pérdidas. Hasta que 
el capital suscrito por cada socio no esté totalmente cubierto, no se pueden  
distribuir a los socios directamente los beneficios.
Este sistema de distribución, puede ser sustituido por otro diferente si así se 
contempla en los estatutos de la cooperativa.
En el caso de que existan pérdidas, éstas se distribuyen entre los socios en 
proporción al haber social de cada uno en el capital social. Pero el legislador 
prevé también, la constitución de una reserva legal que sirva para cubrir las 




RESPONSABILIDAD DE LOS 






CAPITULO III. RESPONSABILIDAD DE LA COOPERATIVA
1.- Personalidad jurídica y autonomía patrimonial de la cooperativa. El artículo 4. 
1 LCCV.
2.- La Reserva de Fomación y Promoción cooperativa.
2. 1.- Origen y destino de la Reserva.
2. 2.- Relevancia jurídica en orden a la responsabilidad de la cooperativa.
3.- Las secciones de la Cooperativa.
3. 1.- Las secciones de la cooperativa. Finalidad y caractéres.
3. 2.- Patrimonio afecto a la sección. Significado y alcance.
3. 3.- La responsabilidad patrimonial de las cooperativas con secciones.
4.- Conclusiones.
1.- PERSONALIDAD JURIDICA Y AUTONOMIA PATRIMONIAL DE LA 
COOPERATIVA. EL ARTICULO 4.1. LCCV.
La cooperativa tiene, según el art. 8. 1 LCCV, personalidad jurídica desde el 
momento de su inscripción en el Registro de cooperativas. Ello implica que la 
cooperativa puede adquirir y poseer toda clase de bienes, así como contraer 
obligaciones y ejercitar acciones civiles o criminales (art. 38 Código civil).
Se ha señalado por la doctrina como elemento esencial de la personalidad 
jurídica, la delimitación de un patrimonio que se destinará a la consecución del 
fin social y actuará a su vez como garantía frente a los terceros con quienes se 
relacione la entidad social (521).
521 Yer PU1G BRUTAL), Traducción y com entarios de Derecho español a la obra d e  ROLF
SERICK..., p. 298. Para CAPILLA RONCERO (La Sociedad C ivil  p. 25) es tan esencial en la
persona jurídica la autonom ía patrimonial, que considera la primera com o el m óvil que permite 
acotar un patrimonio. Es decir, la personalidad jurídica tiene su razón de ser en la necesidad de 
delimitar un patrimonio distinto del privativo de los socios.
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Por otra parte, el art. 4. 1 establece que: "La cooperativa responderá de sus 
deudas con todo su patrimonio presente y fu turo , excepto el correspondiente a la 
Reserva de Formación y Promoción Cooperativa, c¡ue sólo responderá de las 
obligaciones estipuladas para el cumplimiento de sus fines".
De la combinación de ambos artículos (8. 1 y 4. 1 LCCV) se deriva la autonomía 
patrimonial de que goza la cooperativa frente a los patrimonios individuales de 
sus socios. A la cooperativa se le reconoce un p a tr im o n io  p ro p io  e 
independiente, con el que hará frente a las obligaciones que se deriven de su 
gestión.
Por otra parte, el art. 4. 1 recoge el principio general de la responsabilidad 
universal del deudor que establece el Código civil en su art. 1911, según el cuál, la 
cooperativa responderá ante sus acreedores con todos los bienes que posea, 
presentes y futuros.
Sin embargo, la Ley exceptúa de esa responsabilidad a la Reserva de formación 
y promoción cooperativa, que sólo responde como señala el precepto indicado, de 
las obligaciones estipuladas para el cumplimiento de sus fines. En principio pues, 
esta Reserva constituye un fondo de bienes -identificables como veremos- que 
representan un patrimonio adscrito a un fin concreto, dentro del patrimonio 
general de la cooperativa.
La Reserva de form ación  y prom oción  coopera tiva  se cons ti tuye  
necesariamente en todas las cooperativas, y tiene un destino m uy especial, 
propio de las entidades cooperativas y de la función social que cumplen. Sin 
embargo el aspecto que en estos momentos más nos interesa de esta Reserva es 
que los bienes que la integran no van a responder por las deudas contraidas por 
la cooperativa, sea en el desarrollo de su actividad económica, o por otras causas; 
aunque ésta no tuviese bienes suficientes para satisfacer esas deudas. Con esta 
Reserva sólo se responde de las obligaciones surgidas como consecuencia del 
cumplimiento de sus fines. La importancia de esta Reserva y su transcendencia 
para la responsabilidad que la cooperativa tiene frente a terceros, nos exigen 
dedicar un apartado al estudio más detenido de la misma.
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2.- LA RESERVA DE FORMACION Y PROMOCION COOPERATIVA.
La Reserva de formación y promoción cooperativa -tal y como viene definida 
por la Ley valenciana de cooperativas (art. 62) es "una parte del patrimonio neto 
de la Cooperativa, de carácter irrepartible e inembargable, excepto por deudas 
contraídas para el cumplimiento de sus f in es”.
La constitución de este patrimonio irrepartib le afecto a unos fines que 
"escapan al interés individual de los socios" -como los define Vicent Chuliá (522) 
es una característica esencial de las cooperativas que tiene como misión 
fundam ental, llevar a cabo el cumplimiento de los principios de educación e 
intercooperación. Así lo reconoce el legislador valenciano cuando  en la 
exposición de motivos de la Ley dice: "Respecto a la Reserva de Formación y  
Promoción Cooperativa ésta se concibe como instrumento indispensable para la 
realización de los Principios de educación y de relaciones intercooperativas, hasta 
hoy bastante olvidados...".
El principiode educación (art. 3. Quinto LCCV), tal como fuá formulado por 
los Pioneros de Rochdale en el art. 42 de sus estatutos (523) decía : "Debe  
constituirse un fondo separado y distinto para el perfeccionamiento intelectual 
de los miembros y de la parte de su familia que esté a su cargo, para el 
mantenimiento de la biblioteca, ya establecida y para la creación de otros medios 
de instrucción que puedan considerarse deseables. El fondo destinado a ello se 
constituirá por una deducción, fijada en el tipo del dos y  medio por ciento anual 
de los beneficios y por la acumulación de todas las multas percibidas por 
infracciones de estos Estatutos..." (524).
^22 VICENT CHULIA, El régimen económ ico de la cooperativa.... p. 178.
523 Cuenta FERNANDEZ FERNANDEZ, J. en Los principios cooperativos. Tribuna Cooperativa Ia 
Trimestre 1974 n- 16 p. 13, que en los originarios estatutos de estos Pioneros, su art. 1 establecía: 
"Desde el momento en que sea posible, esta sociedad emprenderá la organización de las fuerzas 
de la producción, de la educación y del gobierno". La expresión de sus propósitos educativos fué 
uno de los mayores inconvenientes que encontraron para la fundación de la cooperativa ya que "el 
registrador se oponía a aceptar los Estatutos a causa de su oposición a las leyes inglesas, que 
proscribían la educación de los trabajadores". Posteriormente (10 años después) aprobaron unos 
nuevos Estatutos donde se recoge el art. 42 que trascribimos.
524 Sobre la importancia que la educación tenía para los pioneros de Rochdale, véase la obra de  
Jorge Jacobo HOLYOAKE "Historia de los Pioneros de Rochdale" publicada en 1893 y de la cuál 
AECOOP- Aragón ha realizó una reedición en 1975, en su colección Univcrsitas (pp. 112 a 121).
En esta obra se recogen los primeros pasos dados por estos pioneros con el fin de crear un 
Departam ento de educación en 1839, que se dedicaría a distintas actividades tendentes a la 
formación de sus socios. Se creó una biblioteca que llegó a tener 7.000 ejemplares en 1869,11 salas
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P osterio rm ente , fuá recogido por la ACI como principio  cooperativo, 
reformulado en el Congreso de Viena, en los siguientes términos -calificados de 
tímidos por la doctrina-: "Todas las cooperativas deben tomar providencias para 
la educación de sus miembros, empleados y dirigentes, y público en general, en 
los principios y técnicas, tanto económicas como democráticos, de la 
cooperación
En cuanto al principio de intercooperación (art. 3. Sexto LCCV), o también 
den o m in ad o  p rinc ip io  federalista. Fué incluido por vez p rim era  en las 
Conclusiones del Congreso de la ACI, celebrado en Viena, aunque -en palabras de 
Del Arco- "no hizo otra cosa que reconocer una realidad apuntada desde los 
primeros pasos del Movimiento"  (525).
Según este sexto principio, "las cooperativas para mejor servir los intereses de 
sus miembros y sus comunidades, deben colaborar por todos los medios con otras 
cooperativas a los niveles, local, nacional e internacional".
2.1.- Origen y destino de la Reserva.
Vamos a continuación a analizar en qué consiste esa Reserva, cómo se 
constituye, y a qué fines en particular se puede destinar.
En principio dice el art. 62 que la Reserva de formación y promoción es una 
parte  del pa tr im on io  neto cooperativo, que se form a con las siguientes 
asignaciones:
a) La contribución como gasto prevista en el artículo 58 apartado 3, B). Esta 
contribución es la del 1 por mil de los ingresos ordinarios (o 1 por cien sobre el 
valor de facturación de las viviendas, en las cooperativas de viviendas), que las
de lectura repartidas por la ciudad en esas mismas fechas, una escuela para niños y otra para 
adultos. Posteriorm ente, la cooperativa obtuvo subsid ios gubernam entales en favor de los  
estudiantes que concluyesen sus exámenes con éxito.
Tras la narración de estos hechos, concluye Holyoake señalando: "Debemos hacer resaltar que la 
sabia disposición de destinar el 2,5 por 100 de los beneficios netos a fines de educación general, es
lo que ha elevado a la sociedad de Rochdale entre todas ¡as sociedades cooperativas. Es esta
"regla de oro" la que ha dado tanto valor y  resonancia al ejemplo de los pioneros y  que le ha
atraído tantos amigos. Fué ésta regla la que contribuyendo al progreso moral e intelectual de los
cooperadores, ha preservado a la sociedad del peligro de ver sus principios tergiversados o
destruidos por personas ignorantes o mal informadas".
^  DEL ARCO. Los principios cooperativos en la Ley General Cooperativa...p. 63.
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cooperativas deben destinar como gasto a esta Reserva, con el fin de determinar 
los excedentes netos de ejercicio.
b) La asignación de excedentes netos prevista en el artículo 59, apartado 1. Esta 
asignación comprende el 10 por cien de los excedentes netos repartibles (del que 
se deducen  las can tidades  ya asignadas en concepto de contribución ,
anteriorm ente mencionada).
c) Las sanciones impuestas a los socios. Dentro de estas sanciones no se 
incluyen las deducciones que la cooperativa puede realizar sobre las aportaciones 
obligatorias de sus socios a capital social, cuando son expulsados o causan baja 
injustificadamente.
d) Las subvenciones públicas y donaciones y otras ayudas hechas a la 
Cooperativa por los socios o terceros, cuando se dediquen a los fines propios de 
esta Reserva.
Observamos en esta enumeración , de lo que podríamos denom inar fuentes 
de ingresos de la Reserva de formación y prom oción cooperativa, una
importante ausencia en relación con el régimen anterior. Diferencia que también 
se aprecia en el resto de leyes cooperativas actualmente en vigor en nuestro 
Estado.
El anterior Reglamento de Cooperativas de 1978, en su art. 42. 3 recogía como 
una fuente más a nutrir esta Reserva, llamada entonces Fondo de Educación y 
Obras Sociales: d) "Los resultados positivos que se obtengan de las operaciones de 
carácter extraordinario de la Cooperativa con terceros en los casos en que estén
autorizadas de acuerdo con el art. 10 de este Reglamento, salvo que el resultado
global del ejercicio sea negativo". Estos resultados positivos, obtenidos en 
operaciones con terceros y operaciones extraordinarias, ya no se destinan hoy a la 
Reserva de formación y promoción, sino a la Reserva obligatoria, en un intento 
de fortalecer empresarialmente la cooperativa.
Como decía Vicent Chuliá al respecto de esta innovación (526) "Existe la 
convicción, que se refleja tanto en el Proyecto de Ley de UCD como en las Leyes 
vasca y catalana, de que el sistema de asignaciones a Fondo de Reserva 
Obligatorio y  a Fondo de Educación y Promoción debe modificarse, en relación 
con la Ley de 1974, potenciando más el primero y, de este modo, la solidez
526  VICENT CHULIA, La proíundización de los principios cooperativos en la futura Ley 
valenciana de cooperativas (y IV) Revista UTECO Abril 1984 n‘J 13 p. 10.
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patrimonial de la cooperativa. En efecto, en las Leyes vasca y catalana los 
beneficios extracooperativos (plusvalías de los activos; y operaciones con terceros 
no socios, que están llamadas a adquirir una gran importancia en la nueva etapa) 
se integran en el Fondo de Reserva Obligatorio". Siguiendo pues esta tendencia, 
la Ley valenciana de cooperativas asigna a la Reserva obligatoria, los "beneficios 
extracooperativos y extraordinarios" (art. 61. d).
La Reserva de formación y promoción cooperativa tiene un destino necesario, 
ampliamente delimitado por el legislador y que, debe cumplir. Por ello se dice 
que esta Reserva es irrepartible, incluso llegado el momento de la liquidación de 
la cooperativa, si no se ha consumido.
Los fines a que puede dedicarse esta Reserva son, según el art. 62 LCCV los 
siguientes:
a) A la formación de socios y trabajadores en los principios y técnicas 
cooperativas, económicas y profesionales.
b) Al fomento del desarrollo del cooperativismo.
c) A la realización de actividades intercooperativas.
Como excepción, permite el legislador que, la cooperativa pueda destinar, no 
más del 10% de esa Reserva a otros fines distintos de los permitidos por la Ley, si 
cuenta con la autorización de la Consellería de Trabajo, previo dictamen del 
Consejo Superior del Cooperativismo (art. 62. 5 LCCV).
A diferencia de la normativa anterior, se incluye entre los destinos de este 
fondo, la realización de activ idades in tercooperativas, que aparece por vez 
primera en el art. 88 del Proyecto de ley general de cooperativas (publicado el 20 
de septiembre de 1985 en el B. O. de las Cortes Generales), y que es tomado 
posteriormente por prácticamente todas las leyes de cooperativas aparecidas en 
nuestro Estado (527).
Con anterioridad, la Ley de 1974 y su reglamento de 1978 limitaban el destino 
del -entonces denominado- Fondo de educación y obras sociales, a la educación y 
promoción de los socios, empleados y directivos de la cooperativa, así cómo de
527 Entre las leyes que incluyen el fomento de la intercooperación entre los destinos de su Fondo de 
educación y  promoción cooperativa, podem os citar: la Ley vasca (art. 27. 4); la Ley catalana (art. 
62); la Ley andaluza (art. 63. 2); la Ley general de cooperativas (art. 89) y la Ley navarra (art. 
49. 4).
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sus respectivas familias (art. 17 Tres. Ley 1974). El Reglamento de 1978 desarrolló 
m ás  am pliam ente  estos destinos incluyendo junto  con la educación y 
promoción, fines de carácter cultural, profesional o benéficos (art. 42. 3 R. 1978).
Hoy, la Ley valenciana, a diferencia de las demás leyes de cooperativas, excluye 
la inversión de esos fondos en obras sociales (benéficas, culturales, etc.) porque, - 
como afirma Vicent Chuliá- "estos no son fines exigibles hoy al cooperativismo, 
sino que deben ser dejados en manos de las instituciones públicas" (528).
Los fines genéricos que la Ley valenciana señala, deberán concretarse por los 
socios en cada ejercicio económico. El consejo rector deberá presentar a estos 
efectos, a la asamblea general para su aprobación, un Plan de inversiones y gastos 
de este fondo, así cómo la liquidación del presupuesto del ejercicio anterior, 
debiéndose justificar los gastos y la aplicación de los ingresos habidos (art. 62. 4 
LCCV).
El principal problema con que se encuentran muchas cooperativas, es la 
ausencia de actividades y fines de esta naturaleza, en los que invertir estos fondos 
que necesariam en te  se van formando. Recordamos que una de sus fuentes la 
constituye el 1 por 1000 de los ingresos ordinarios (o 1 por 100 sobre el valor de 
facturación de las viviendas, en las cooperativas de esta clase).
Como consecuencia estos fondos se van incrementando, acumulándose a lo 
largo de los años, o bien, se emplean en otro tipo de actividades que no son las 
permitidas (529y p0r en0 Vicent Chuliá pedía que se concretase más a qué fines 
se puede destinar este fondo (530), y exigía que: "Debe impedirse que los fondos, 
hasta ahora m uy modestos, se destinen además a actividades cultural-recreativas, 
o a viajes turísticos y piadosos".
Por esta razón el legislador en el caso de las cooperativas de consumo, apunta 
el destino en particular que debe darse a esta Reserva, que será "la defensa de los 
derechos de los consumidores y usuarios" (art. 73. 4 LCCV). Y en las demás 
ocasiones perm ite que, si no saben las cooperativas cómo cumplir los fines
828 VICENT CHULIA, El proyecto de Ley de cooperativas de la Com unidad Valenciana...op. cit. p. 
47.
829 Hay que tener en cuenta que la Ley valenciana considera infracción m uy grave por parte de la 
cooperativa tanto el distribuir directa o indirectamente, a los socios esta Reserva, com o "La 
inversión de los recursos de ¡a Reserva de Formación y Promoción Cooperativa, en fines distintos 
a los permitidos en esta Ley" (art. 104. 1. h. e i).
VICENT CHULIA, La legislación cooperativa autonómica..., p. 114.
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sociales que debe desarrollar, destinen esa Reserva, total o parcialmente a una 
Unión o Federación de cooperativas, solución ésta que es la que adoptan muchas 
cooperativas, faltas de imaginación o de interés (531).
Como hemos dicho anteriormente, esta Reserva es irrepartible incluso al 
d isolverse la coopera tiva . Si llegado este momento, la cooperativa no ha 
empleado esta Reserva o parte de la misma, los activos líquidos en que venga 
representada la misma, se destinará, a los fines que señalen los estatutos (de 
acuerdo con los mencionados en el art. 62. 3 LCCV), a la Unión o Federación a 
que esté asociada la cooperativa, y si no fuera posible, por ejemplo, por la 
naturaleza de los fines señalados en los estatutos, a los que decida el Consejo 
Superior del Cooperativismo (art. 66. 4 LCCV).
2. 2.- Relevancia jurídica en orden a la responsabilidad de la 
cooperativa.
Hemos dicho con anterioridad, que esta Reserva es inembargable, "excepto por 
deudas contraídas para el cumplimiento de sus fines". Esto significa que los 
bienes representados por esta Reserva no garantizan las deudas contraídas por la 
sociedad, salvo cuando las deudas tienen su origen en el empleo de la Reserva 
misma (532). Como lo denomina Vicent Chuliá, este fondo aparece como un 
patrimonio de afectación, como un patrimonio fundacional o institucional, cuya
531 Como afirmaba DEL ARCO ya en 1970, la intención del legislador al imponer a las cooperativas 
la formación de los fondos de reserva y de obras sociales es loable, pero los resultados no han 
respondido a las intenciones (Régimen económ ico de las cooperativas.... op. cit. p. 45). Esta 
crítica puede seguir m anteniéndose en la actualidad.
532 Como señalan MANRIQUE y RODRIGUEZ POYO, se trata de un privilegio legal, similar al 
que regula el art. 1449 de la Ley de enjuiciamiento civil, pero con una finalidad distinta (La 
cooperativa: garantías formales para su eficacia en el tráfico... op. cit. p. 103).
Según este artículo 1449 LEC. no se embargarán nunca "el lecho cotidiano del deudor, de su 
cónyuge e hijos, las ropas del preciso uso de los mismos, el mobiliario, libros e instrumentos  
necesarios para el ejercicio de la profesión, arte u oficio a que aquél puede estar dedicado, ni el 
salario, jornal, sueldo, pensión, retribución o su equivalente que no excede de 50 ptas. diarias, 
salvo que el salario mínimo legal sea fijado en otra cifra superior.
Serán inembargables también aquellas otras cantidades así declaradas por disposiciones  
espec ia les .
Fuera de éstos, ningunos otros bienes se considerarán exceptuados".
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constitución, fines y disponibilidad se sustrae a la autonomía de la voluntad de 
los socios (333).
Si partimos del régimen anterior, que por primera vez establecía el carácter 
inembargable de esta Reserva o Fondo de Educación y Obras Sociales, como 
entonces se denominaba (534)^ e\ art. 17. 6 de la Ley de 1974 establecía que "El 
Fondo de Educación y Obras Sociales es, en todo caso, inembargable". Texto que 
se repitió literalmente de nuevo en el art. 42. 5 del Reglamento de 1978, que 
desarrolló dicha Ley. La brevedad de estas normas plantearon diversos problemas 
a la doctrina.
Por una parte, Vicent Chuliá (535)/ en relación con la Ley de 1974 decía: "En la 
medida en que es inembargable (art. 17. 6), parece que esta parte del patrimonio, 
afecta a un fin , tampoco debería responder de las deudas sociales. Pero ello no 
parece así, como hemos visto en art. 19". El art. 19 de la Ley 1974 al que hace 
referencia menciona simplemente que, las pérdidas podrán imputarse con cargo 
a reservas, y como no distingue a qué reservas, Vicent entiende que a todas, y por 
tanto también, a la Reserva de formación y promoción cooperativa, por lo que 
ésta respondería para fines distintos a los fijados en la Ley.
Esta posibilidad no merece mayor comentario dado que hoy en día está claro 
que el carácter inembargable de la Reserva de formación, significa (a diferencia de 
la Reserva voluntaria) que sólo quedará sometida a liquidación -como establece 
el art. 66. 4 LCCV- "para pagar las deudas contraídas para la realización de sus 
fines específicos".
Que hoy en día esté claro el carácter inembargable de este fondo, no significa 
que se considere una solución acertada y justa. Manrique y Rodriguez Poyo- 
Guerrero, se han manifestado críticos con esta disposición legal, -aunque se 
refiriesen concretamente al art. 17 de la Ley de 1974 y art. 24 del Reglamento de 
1978- señalando: "En todo caso parece injustificado el excluirlo absolutamente de 
la responsabilidad por deudas... quedando en descubierto una deuda de la 
Cooperativa deudora, lo que no parece, en absoluto, lógico.
333 VICENT CHULIA, El régimen económico de la cooperativa en la nueva L e y  op. cit. p. 180.
33  ^ El Reglamento anterior, de 13 de agosto de 1971, aunque preveía en su art. 17 la constitución del 
Fondo de Obras Sociales, no establecía nada sobre su carácter cmbargable o inembargable).
333 VICENT CHULIA, El régimen económico de la cooperativa..., p. 179.
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Sería mucho más razonable, el excluirlo de la adjudicación del haber social, en 
caso de disolución, si existe haber partible, pero incluirlo en último término en 
tema de responsabilidad, pues los Fondos sociales obligatorios deben existir como 
garantía de acreedores y no con otra finalidad" (536). Esta es una opinión que 
compartimos, sobre todo en relación con determinados tipos de cooperativas, en 
las que no se ve qué destino puede darse a este fondo, como son las cooperativas 
de viviendas, sobre todo por su breve duración. Otra razón que nos inclina a 
criticar el carácter inembargable en términos absolutos de estos fondos es, la falta 
de una determinación clara por parte de la administración o del Movimiento 
cooperativo, de cuáles pueden ser esos destinos, sobre todo si su cumplimiento 
depende de las cooperativas y no de las Uniones o Federaciones de cooperativas.
O tra cuestión, que se p lantea Elena Diaz (537) y  q u e  consideram os 
fundamental, gira en torno a la siguiente reflexión que se hace, en relación 
también con el art. 17. 6 de la Ley de 1974. Se pregunta este autor, cómo puede 
determinarse en caso de embargo de los bienes y derechos de la cooperativa 
cuáles son contrapartida del saldo de la reserva de educación y obras sociales, que 
haya en ese momento.
La respuesta a esta cuestión está para Elena Diaz en la siguiente conclusión : 
"La afirmación sólo es aplicable si se considera obligatorio que el citado saldo este 
materializado en títulos valores o que se tenga en una cuenta separada 
renunciando a la rentabilidad que su empleo puede producir como capital de 
maniobra en tanto que no es necesario para atender a sus fines. Ni siquiera 
estamos seguros que su carácter de fondo con vocación de ser empleado en 
educación, permita comprar con cargo a él bienes muebles o inmuebles que, al no 
tener personalidad jurídica independiente, van a pertenecer de hecho a la 
cooperativa. Parece que el F.E.O.S. puede gastarse pero no invertirse. Lo contrario 
daría ocasión además a dejar fuera del patrimonio de la cooperativa bienes que 
son garantía de terceros".
Estas dudas que Elena Diaz se planteaba en relación con la materialización de 
este fondo, están hoy en día disipadas en la Ley general de cooperativas de 1987, 
cuyo art. 89. 4 párrafo 2Q señala: "El importe del referido Fondo que no se haya
536 MANRIQUE y RODRIGUEZ POYO. op. ult. cit.
33^ ELENA DIAZ, Ideas sobre una posible interpretación de las partidas..., p. 216 y 217.
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aplicado deberá materializarse dentro del ejercicio económico siguiente a aejuél 
en que se haya efectuado la dotación, en cuentas de ahorro o en títulos de la 
Deuda Pública, cuyos rendimientos financieros se aplicarán al mismo fin. Dichos 
depósitos o títulos no podrán ser pignorados ni afectados a préstamos o cuentas 
de crédito".
Por otra parte, el apartado 1 del mismo artículo señala que este fondo "se 
destinará a actividades". De la lectura de ambos preceptos, parece desprenderse 
que el Fondo de educación y promoción, sólo podrá gastarse en actividades o en 
inversiones de fácil liquidez.
La Ley valenciana de cooperativas establece por su parte, que la citada Reserva 
"Estará materializada en bienes del activo claramente determinados y
representados en el pasivo del balance por la correspondiente reserva. Hasta el 
m om ento  de su inversión sus recursos se conservarán en efectivo o
materializados en bienes de fácil liquidez.
Sin perjuicio de poder probar su naturaleza por otros medios, los bienes en 
que se materialice esta Reserva susceptible de inscripción en el Registro de la 
Propiedad y otros Registros públicos deberán inscribirse a nombre de la
Cooperativa haciendo constar su adscripción a la Reserva de Formación y
Promoción Cooperativa" (art. 62. 1 LCCV). El texto de este precepto nos sugiere 
mas bien la idea de que el fondo está destinado a su inversión y sólo mientras 
tanto, sus recursos se conservarán en efectivo materializados en bienes de fácil 
liquidez. Estos términos dan por tanto una idea equivocada de la finalidad del 
Fondo de educación, ya que la formación, fomento del cooperativism o y 
actividades intercooperativas, no requieren por lo general de inversiones, sino 
más bien de la realización de actividades puntuales. Las actividades en que 
normalmente las cooperativas gastan estos fondos son: cursos de formación para 
socios y empleados, publicación de revistas, actos sociales y actividades de índole 
cultural y recreativa.
La posible inversión de estos fondos en bienes patrimoniales, puede crear 
confusión en los terceros, sobre las verdaderas garantías de solvencia que ofrece 
la cooperativa, dado el carácter inembargable de los mismos; por ello, y para 
evitar esa apariencia, exige el legislador que si es un bien susceptible de 
inscripción en cualquier Registro, se inscriba junto a la titularidad del mismo, la 
afección a dicha reserva.
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El carácter de este fondo, como patrimonio afecto a unos fines determinados, 
cond ic iona  la d ispon ib ilidad  del mismo. Sólo p odrá  em plearse  en la 
consecuención de esos fines, al igual que los frutos que el mismo puede generar 
(intereses, plusvalías, etc.) por otra parte, tampoco podrá ser objeto de ningún 
tipo de garantía real, pignoraticia o hipotecaria (como dice el art. 89 in fine de la 
L. G. C) salvo que el crédito garantizado se destine a los fines indicados que 
corresponde atender al fondo de educación.
Por otra parte, la Ley no nos dice qué ocurre cuando los bienes que conforman 
este fondo no son suficientes para cubrir las deudas originadas en el desarrollo de 
esas actividades sociales; ¿podrán los acreedores dirigirse contra el resto de bienes 
de  la cooperativa, no afectos a la responsabilidad?. Creemos que no cabe la menor 
d u d a  en responder afirmativamente a esta cuestión. A falta de una norma 
expresa en contra, como podría ser en otro caso el art. 66. 4 LCCV, tendremos que 
aplicar la regla general de la responsabilidad universal del deudor (art. 1911 CC). 
Por lo tanto, podemos decir que, aunque existen como dos masas patrimoniales 
d e l im itad as  y afectas a fines distintos, existe una incom unicación de 
responsabilidad en una sola dirección: los bienes de la Reserva de formación y 
promoción cooperativa no responden de las deudas de la cooperativa ajenas a su 
empleo; pero el resto del patrimonio cooperativo, si responderá de las deudas 
generadas en el empleo de la Reserva, una vez agotados los bienes en que se 
materializa ésta.
3.- LAS SECCIONES DE LA COOPERATIVA.
La sección de la cooperativa fué definida por Vicente Santos (538), como 
"demarcación autónoma funcional .... que no llega a adquirir personalidad 
jurídica propia o independiente de la de la cooperativa, pero que es gestionada 
separadamente y  en cuyo ámbito pueden concretarse las responsabilidades con 
referencia a un patrimonio delimitado al efecto, excluyendo así al resto del 
patrimonio de la sociedad". El funcionamiento de las secciones exige un  
tratamiento peculiar del régimen patrimonial de la cooperativa y del sistema de
SANTOS, Vicente. "Las Secciones de las Cooperativas en el Derecho español". Revista Jurídica 
d e Cataluña. 1980 p. 967.
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responsabilidad de ésta y de sus socios, razón por la cuál vamos a dedicarnos a 
continuación a analizar esas peculiaridades.
Antes de que las secciones fuesen reguladas por el legislador, ya existían, como 
instrum ento que facilitaba el funcionamiento económico de la cooperativa. Se 
creaban por las cooperativas y se sometían al régimen jurídico que para ellas se 
determinaba en reglamentos de régimen interno (539).
Las p rim eras  alusiones legales a las secciones de las cooperativas las 
encontramos en el Reglamento de Cooperación de 1971 (Decreto 2396/71 de 13 de 
agosto) y limitadas a las secciones de crédito y cooperativas de viviendas (540).
Posteriormente, la Ley General de Cooperativas de 1974 extiende por primera 
vez a todo tipo de cooperativas, la posibilidad de constituir secciones, o como 
también las denomina, juntas o grupos, caracterizándolas porque desarrollan 
dentro de los fines generales de la cooperativa, actividades económicas o sociales 
específicas, con autonomía de gestión y posibilidad de patrimonios separados 
afectados a este objeto (541).
539 Com o pone de manifiesto MUÑOZ VIDAL, Antonio, en El arbitraje cooperativo, Murcia. Caja 
Rural Provincial, 1978, p. 175, las cooperativas crearon las secciones "por necesidades de orden 
económico y  funcional. Así, cuando una cooperativa se dedicaba a diversas actividades y  contaba 
con socios a los que sólo interesaba una de éstas, vinieron a constituir unas secciones dentro de la 
propia cooperativa, de manera que el socio, siéndolo de la entidad, se adscribía a una u otra 
sección según le conviniera, cuya sección se regulaba por reglamentos de régimen interior".
540 En relación con las cooperativas de viviendas, el art. 49. 6 de dicho Reglam ento dice: "Los 
Estatutos podrán prever la manera de que la construcción de cada fase o bloque se realice con 
autonomía de gestión y  régimen económico, sin que los socios de cada uno de ellos se vean 
afectados por la gestión económica de los demás.. En todo caso, deberá llevar contabilidad 
independiente para cada bloque o fase, sin perjuicio de la contabilidad general de la 
Cooperativa". Las secciones de crédito se regulan en el art. 51. 1 del mismo reglamento, en el 
siguiente sentido: "La Sección de Crédito de una Cooperativa limitará sus operaciones activas y  
pasivas al seno de la Cooperativa a que pertenezca y no estará facultada para aceptar depósitos 
de terceros ni para otorgar préstamos o créditos que no vayan destinados a financiar las 
operaciones propias de la Cooperativa en que se inserten, aunque podrán facilitar anticipos a los 
socios por razón de tales operaciones".
541 La Lev General de Cooperativas de 1974 regula las secciones en el art. 4 bajo el título de  
"Responsabilidad", y adem ás de definir las secciones en los términos citados, exige que éstas 
lleven en todo caso, contabilidad independiente, sin perjuicio de la general de la cooperativa, y 
además que en el caso de que se creen secciones, se haga constar expresamente frente a los terceros 
con los que la cooperativa haya de contratar. Con posterioridad a esta Ley, el Reglam ento de  
1978 destino un artículo exclusivamente a estas Juntas, grupos o seccciones (art. 6-), pero no añade 
nada nuevo al contenido del artículo citado de la Ley General.
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En la actualidad la Ley valenciana de cooperativas regula extensamente las 
secciones en el art. 7, además de otras referencias a las mismas que hace 
posteriormente, según los distintos tipos de cooperativas (542).
. 3.1.- Las secciones de la cooperativa. Finalidad y caracteres.
Las secciones de las cooperativas tienen por finalidad fundamental, facilitar el 
funcionamiento económico de la cooperativa, mediante la gestión autónoma de 
determinadas actividades que integran el objeto social de la cooperativa.
Sin embargo, esta función general que cumplen las secciones, viene matizada 
según el tipo de cooperativa que las utiliza, por ello se dice que las secciones 
pueden cumplir distintas funciones. En este sentido se manifiesta Vicente Santos 
(543) ai afirmar que "Puede representar la "sección" una ayuda instrumental o 
apoyo complementario para los cooperativistas -"sección de crédito"-; puede
542 Según esto artículo 7, titulado "Secciones do una Cooperativa": "1. Los socios de una 
Cooperativa podrán agruparse voluntariamente en Secciones, a fin de realizar conjuntamente una 
determinada actividad, siempre que se encuentre comprendida en el objeto social de la 
cooperativa y  que los Estatutos de la misma incorporen la regulación de la Sección. 2. El Consejo 
Rector y  el Director de la Cooperativa y, en el caso de ser designado, el Director o Apoderado de 
la Sección, se encargarán del giro y tráfico de la misma. 3. Las Secciones llevarán una 
contabilidad independiente, sin perjuicio de la general de la Cooperativa, y  tendrán autonomía 
de gestión, en base a los acuerdos tomados por la Asamblea de Socios de la Sección, que serán 
incorporados a un Libro de Actas especial y obligarán a todos los socios integrados en la Sección, 
con inclusión de los ausentes y  disidentes. 4. Los acuerdos de la Asamblea de Socios de la Sección 
serán impugnables en los términos señalados en el artículo 34 de esta Ley. La Asamblea General 
de la Cooperativa podrá acordar la suspensión de los acuerdos de la Asamblea de Socios de una 
Sección, haciendo constar los motivos por los que los considera impugnables o contrarios al interés 
general de la Cooperativa. El acuerdo de suspensión tendrá efectos inmediatos, sin perjuicio de 
que pueda ser impugnado según lo establecido en el artículo 34 de esta Ley. 5. Del cumplimiento  
de las obligaciones derivadas de la actividad de lu Sección, responden en primer lugar las 
aportaciones hechas o prometidas y las garantías prestadas por los socios integrados en la 
Sección, esta condición constará necesariamente en los contratos celebrados con terceros, 
consintiendo éstos en no perseguir directa o inmediatamente los demás bienes de la Cooperativa. 
bajo la responsabilidad de los que hayan contratado en representación de la Cooperativa. 6. En el 
caso de que la Cooperativa tenga que hacer frente a las responsabilidades contractuales o 
extracontr actual es derivadas de la actuación de una Sección, aquélla podrá repetir contra los 
socios integrados en ésta, exigiendo el efectivo desembolso de las aportaciones comprometidas o 
las garantías prestadas. 7. Los Estatutos de la Cooperativa regularán detalladamente el 
procedimiento de incorporación de los socios a la Sección, la publicidad y  control del grupo de 
socios que la integra y  las obligaciones y  responsabilidades de los mismos, así  como las 
facultades de control contable y  de gestión que en todo caso detenía el Consejo Rector de la 
C o o p e ra t iv a ",
543 SANTOS, Vicentes. Op. cit. p. 968.
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ocurrir que a toda la cooperativa convenga la estructuración en secciones - 
cooperativa de viviendas con varias fases o "promociones" en la construcción-; 
puede, en fin, la sección ser expresión y cauce de un particular dinamismo y 
desarrollo dentro del marco de actividades de una cooperativa -sección de 
fabricación de conservas en una cooperativa agraria-, etc".
En relación con los caracteres de la sección, podem os destacar como 
fundamentales los siguientes:
a) Las secciones se componen por un grupo de socios que pertenecen a la 
cooperativa. No es necesario que la agrupación sea de parte de los socios, podría 
ocurrir que todos los socios estuviesen interesados en pertenecer a su vez a la 
sección.
b) La activ idad  a que se dedica la sección, debe de estar contemplada en el 
objeto social de la cooperativa, pero no tiene po rqué  ser una actividad 
hom ogénea a la principal de la cooperativa. Como hemos visto, una de las 
actividades para las que se suelen formar secciones es la crediticia, y dichas 
secciones se pueden constituir en cualquier tipo de cooperativa, excepto las 
cooperativas de crédito (544) La actividad crediticia no es por tanto una actividad 
complementaria de la principal de la cooperativa, aunque facilite su desarrolle.
c) La gestión autónoma, que es el carácter fundamental que define a la sección, 
exige para su ejercicio, una contabilidad independiente, de la que pueda llevarse 
en otras actividades, y sin perjuicio a su vez, de la contabilidad general de la 
cooperativa. Cada sección tendrá sus propios ingresos y gastos, sus resultados 
económicos y sus destinatarios particulares, que serán los socios que integran la 
sección y que participen en las actividades desarrolladas por ésta.
d) Los socios integrados en la sección se organizan internamente en una 
"Asamblea de Socios de la Sección" -como la define la Ley valenciana, para 
distinguirla de la Asamblea General-. Esta asamblea es quien decide cómo debe 
gestionarse la sección, pero no existe un órgano de gestión propio de la sección y
544 El art. 76 de la LCCV establece al respecto bajo el título de "Cooperativas con Sección de  
Crédito" que "Las Cooperativas de cualquier clase o actividad, excepto las de Crédito, podrán 
dotarse de una Sección de Crédito, la cual, sin personalidad jurídica independiente de la 
Cooperativa y  de acuerdo con el artículo 7 de esta Ley, actuará como intermediario financiero, 
limitando sus operaciones activas y  pasivas a la propia Cooperativa y a sus socios".
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distinto del de la cooperativa, el mismo consejo rector de la cooperativa es quien 
ostenta la facultad de gestión de la sección.
e) La sección puede tener un patrimonio p rop io  afecto a la actividad que 
desarrolla, y que se formará principalmente con aportaciones a capital social de 
los socios de la sección, con los excedentes no distribuidos y beneficios obtenidos 
en el desarrollo de esa actividad, y las cuotas de ingreso y periódicas que se exijan 
a los socios.
Este patr im onio  no es en realidad un pa tr im on io  in depend ien te  del 
patrim onio de la cooperativa; en realidad el patrim onio de la cooperativa es 
único, pero por razones funcionales se destina parte del mismo al desarrollo de 
una determ inada actividad que es el objeto de la sección. Por esta razón, el 
consejo rector de la cooperativa no puede disponer en favor de la sección, de más 
bienes que los que expresamente estén afectos a la misma.
f) Com plem entando la característica anterior, hay que señalar, que de igual 
forma que puede destinarse un patrimonio concreto al desarrollo de la actividad 
de la sección, el patrimonio de ésta cumpla también una función de garantía para 
los terceros. Por ello el legislador permite que se establezca una prelación entre 
los bienes que garantizan la responsabilidad de la cooperativa por las deudas 
procedentes de actividades desarrolladas bajo una sección.
Por estas deudas responderán, en primer lugar las aportaciones y garantías 
realizadas por los socios de la sección, y pos ter io rm en te  responderá  la 
cooperativa con el resto de sus bienes. Pero para que esta subordinación tenga 
alguna relevancia frente a terceros es imprescindible que así se haga constar en 
los contratos celebrados con éstos. Los terceros deben comprometerse para ello, a 
no perseguir directa o indirectamente los demás bienes de la cooperativa 
mientras queden bienes afectos a la sección. La obligatoriedad de esta prelación 
viene por tanto, del consentimiento expreso de las partes, y no de la estructura 
cooperativa.
3. 2.- Patrimonio afecto a la sección. Significado y alcance.
El patrim onio  separado de la cooperativa, afecto a la sección, es una 
posibilidad, y no un elemento necesario para la existencia de la sección, -como ha
puesto de relieve Vicente Santos (545). y t como claramente se desprendía de la 
anterior Ley de Cooperativas de 1974 cuyo art. 4. 3 establecía: "Los Estatutos 
podrán regular la existencia y funcionamiento de juntas, grupos o secciones... con 
autonomía de gestión y posibilidad de patrimonios separados afectados a este 
objeto".
Por tanto, nos podemos encontrar ante ambos casos, es decir, que una 
cooperativa con sección/es, tenga patrimonios diferenciados o no. En este 
segundo  caso, si no hay distinción patrimonial, los socios deberán regular 
internamente cómo afecta económicamente la actividad objeto de la sección, en 
el patrim onio de la cooperativa y en el de los socios, pues como es lógico, los 
socios que no participan en la actividad objeto de la sección no tienen porqué 
sufrir económicamente sus consecuencias, ni beneficiarse de ellas. Por ello 
preferimos en este caso hablar de diferenciación patrim onial sin relevancia 
jurídica, que de "no separación patrimonial" en sentido estricto, porque la propia 
funcionalidad de la sección exige contar con ese patrimonio diferenciado.
Cuando por el contrario la cooperativa decide en sus estatutos afectar parte de 
su patrim onio a la  actividad de la  sección, es cuando podem os hablar de la 
existencia de un patrim onio  diferenciado con relevancia  ju r íd ic a  y no 
m eram ente económica. Decimos que tendrá en este caso relevancia jurídica 
porque puede generar en favor de la cooperativa y de sus socios, unos derechos y 
unas limitaciones que hay que respetar, entre ellas las que a continuación se 
señalan.
En primer lugar, hay que delimitar que alcance tiene el término "patrimonio 
a fe c to " . La afectación no tiene relevancia sólo a la hora de determ inar la 
responsabilidad de la cooperativa frente a los terceros, sino que su alcance es 
mayor.
a.- C onsti tuye  -en palabras que tomamos de Vicente Santos (546)_ 
"Instrumento para el funcionamiento y desarrollo de la "sección", para la 
satisfacción de las necesidades de ésta, para la promoción y consecución de los
545 SANTOS, Vicente. Op. cit. p. 166 y 167.
546 SANTOS, Vicente. Op. cit. p. 172.
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fines que a la propia sección se atribuyen, no debe minimizarse su alcance 
reduciéndolo a una pura función de garantía frente a los terceros".
Como consecuencia de esta función de instrumento de desarrollo, podemos 
afirmar que la cooperativa no podrá emplear los bienes que constituyen ese 
patrimonio diferenciado para fines distintos de los de la sección.
b.- También podemos deducir que con los bienes afectos deberán los socios 
integrados en la sección, poder hacer frente a las necesidades económicas que 
surjan, sin poder emplear más recursos que los afectos a ese fin.
c.- La otra función fundamental que cumple el patrimonio separado de la 
sección es de limitación de la garantía que se ofrece a los acreedores, tanto de la 
cooperativa en general, como de la sección por las operaciones realizadas en 
cumplimiento de los objetivos de ésta.
La relevancia de esta función de limitación de reponsabilidad se deriva del 
propio tratamiento que el legislador ha dado al tema, la Ley de 1974 primera que 
reguló de forma general las secciones cooperativas trataba de éstas en el mismo 
artículo que regulaba la responsabilidad de los socios de la cooperativa (artículo 
4).
Para Vicente Santos (547) qUe e \ legislador permite con esta separación 
patrimonial es una discriminación en el patrimonio frente al principio general 
de responsabilidad patrimonial universal, contenido en el art. 1911 del C. C.; 
discriminación, porque una parte del patrimonio cooperativo va a servir de 
garantía a unos determinados acreedores, los de la sección.
Esta discriminación sin embargo, como posteriorm ente veremos, es sólo 
aparente. Se trata mas bien de una ordenación de las responsabilidades que 
asume el patrimonio de la cooperativa. Según esta ordenación, el patrimonio 
separado de la sección debe garantizar las obligaciones de la cooperativa, 
preferentemente, frente a los acreedores que lo son por las actividades de la 
sección, y por otra parte, ese patrimonio deferenciado no debe verse afectado por 
las pretensiones de aquellos acreedores cuyos créditos no han tenido su origen en 
relaciones m anten idas  con la sección de la cooperativa, salvo que no 
consintiesen, en respetar esa ordenación de responsabilidades.
547 SANTOS, Vicente. Op. cit. p. 173.
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3. 3.- La responsabilidad patrimonial de las cooperativas con 
secciones.
Solamente las cooperativas con secciones que tienen patrimonios separados 
afectos a los fines de la sección, plantean peculiaridades en cuanto al régimen de 
la responsabilidad.
Al existir patrimonios diferenciados, habrán acreedores que lo serán de la 
cooperativa o de la sección. La cuestión que se plantea en estos casos es, como la 
form ula Vicente Santos (548) ia siguiente: "la separación patrimonial prevista 
por la ley ¿es tan tajante que los acreedores de la sección solamente podrán 
dirigirse contra el patrimonio a ella afectado y los acreedores generales de la 
cooperativa solamente contra el resto del patrimonio?".
En principio podemos decir, que los acreedores de la sección tienen reservado 
en garantía de sus créditos el patrimonio afecto a la sección, pero agotado éste 
¿qué pueden hacer?.
La solución a la cuestión planteada exige a su vez formular por separado las 
dos cuestiones que la integran:
a.- ¿Pueden los acreedores de la sección, una vez agotado el patrimonio 
diferenciado de ésta, dirigirse contra el resto de patrimonio de la cooperativa?.
En opinión de Muñoz Vidal (549) no podrán dirigirse porque: "las Secciones 
responderán fren te  a terceros hasta el l ím ite  de su pa tr im onio  y 
responsabilidades complementarias pactadas, sin que en n ingún caso tales 
terceros acreedores puedan accionar contra el resto de los bienes de la 
Cooperativa, contra otras Secciones o, en su caso, contra otros socios".
En el mismo sentido se manifiestan Paz Canalejo, Vicente Santos y Manrique 
y Rodriguez Poyo-Guerrero; el primero al afirmar que las secciones tienen un 
pasivo propio y "de éste responden sólo los bienes que integran aquellos centros 
de imputación" (550)
548 SANTOS, Vicente. Op. cit. p. 175.
549 M UÑOZ VIDAL, Análisis Sistemático del Crédito Cooperativo, p. 49
550 p a z  CANALEJO. El nuevo Derecho cooperativo español p. 72. Por su parte, MANRIQUE Y
RODRIGUEZ POYO-GUERRERO se manifiestan también partidarios de la tesis del autor 
anterior. Tratando de interpretar la expresión em pleada por la Ley de 1974 que habla de  
"posibilidad de patrimonios separados afectados a este objeto", se plantean: "¿Quiere ello decir 
que se limita la responsabilidad al patrimonio separado, o, que sólo se establece una prelación
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Contrariamente, se han manifestado Elena Diaz, Larrañaga o Borjabad. Elena 
Diaz refiriéndose a las claúsulas de limitación de responsabilidad que se insertan 
en los contratos que se firman por cuenta de las promociones de viviendas en las 
cooperativas de este tipo, reconoce que "Tanto entonces como ahora, los civilistas 
niegan valor a dichas clausulas si la obligación contratada no pudiera ser 
cumplida con sólo el capital de la sección o promoción interesada, puesto que la 
personalidad jurídica sigue ostentándola la cooperativa. Es verdad que se 
convierte en una responsabilidad subsidiaria, pero la clausula citada no tiene 
plena eficacia liberadora y por tanto, limita el carácter independiente de estos 
capitales afectos a secciones" (551).
Para estos últimos por tanto, predomina la personalidad  jurídica de la 
cooperativa, y la consideración de un único patr im onio  garan te  de las 
responsabilidades que se generen como consecuencia del desarrollo de las 
diversas actividades en su seno.
Hay que tener en cuenta que la mayor parte de las opiniones citadas giran en 
torno a la interpretación del art. 4. 3U de la LGC, que como recordamos declaraba: 
"Los estatutos podrán regular la existencia y funcionamiento de.... secciones... con 
autonomía de gestión y posibilidad de patrimonios separados a este objeto".
vinculante para los acreedores respondiendo la Cooperativa con todo su patrimonio?". A lo que 
resp on d en : "Puede estimarse que la idea que trata de utilizar la Ley y  el Reglamento es la de 
considerar la existencia de un patritnonio separado auténtico, de creación legal, que se mueve 
entre dos coordenadas típicas de él: es un patrimonio con un activo propio, representado por los 
bienes a él afectos (como veíamos al tratar de los requisitos), y, es un patrimonio con un pasivo 
también propio, es decir, tiene sus deudas propias, respecto de las cuales los acreedores son 
absoluta y  exclusivamente preferentes.
Por ello tenemos como opinión más segura, el considerar que estamos ante un supuesto de excepción 
a la regla general del artículo 1911 del Código civil, como un supuesto claro de limitación de 
responsabilidad al patrimonio afectado". (La cooperativa: garantías form ales... op. cit. p. 105 y 
106). La opinión de Vicente SANTOS, como citamos anteriormente, se recoge en "Las secciones de  
las Cooperativas..." op. cit. p. 173.
ELENA DIAZ, Ideas sobre una posible interpretación de las partidas del pasivo... op. cit. p. 
190. En el m ism o sentido LARRAÑAGA (Análisis de la Legislación vasca sobre cooperativas... 
op. cit. p. 34) afirma que "En todo caso, permanece en todo su vigor la responsabilidad subsidiaria 
o de segundo grado de la Cooperativa en general, por ser ésta la única personalidad jurídica 
existente". También BORJABAD, en relación a las secciones de crédito, se inclina por esta 
in terpretación , señalando que "todo el patrimonio de la cooperativa sirve de garantía a las 
operaciones de la sección y  en definitiva aumenta la confianza de los socios en sus operaciones de 
depósito, no siendo necesario la formación de un capital de sección que realice ésta misma 
función"  (La Sección de Crédito en la Sociedad Cooperativa catalana, en El Crédito. Octavas 
Jornadas Cooperativas. Serie Monografías cooperativas, nu 8 octubre 1990 p. 92).
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El alcance de este separación patrimonial es la que enfrenta a la doctrina. En 
n u es tra  opinión, del tenor literal del precepto  citado, no se desp rende  
necesariamente la exclusividad en la afección a unas u otras actividades y -para el 
caso de que expresamente se acuerde- una prelación en la ejecución de los bienes 
de la cooperativa vinculante para los acreedores que consintieron en ello.
b.- ¿El patrimonio separado de la sección garantiza también a los demás 
acreedores de la cooperativa, que no lo son de la sección?.
La respuesta a esta cuestión ha sido diversa. Para Paz Canalejo la respuesta es 
afirmativa, al menos eso deducimos cuando dice que los acreedores de la sección 
"son preferidos a los demás acreedores del titular del patrimonio", para satisfacer 
sus créditos con los bienes del patrimonio separado de la sección.
Vicent Santos, tras señalar que en favor de una respuesta afirmativa podría 
alegarse la naturaleza excepcional del patrimonio separado, y por tanto, que 
cum plida la misión para la que se creó, lo que reste se confundirá con el 
patrimonio de la cooperativa, "y cumplirá una función de garantía también en 
favor de los demás acreedores" (552), reconoce que la solución en nuestro 
Derecho positivo no está clara: "La referencia a la "afectación" del patrimonio a la 
sección puede conducir a pensar que el legislador ha querido limitar la función  
de garantía del patrimonio separado a sólo las responsabilidades de la sección. La 
"afectación" a las actividades de la sección quizá se haya tomado en el sentido de 
"exclusión" de otras actividades".
Hay un supuesto en cambio, donde este autor afirma con seguridad que los 
acreedores ajenos a la sección no podrán accionar contra el patrimonio separado 
afecto a ésta: cuando los acreedores lo sean a su vez por las actividades de otra 
sección dotada de patrimonio separado "Asi, en el caso de que toda la cooperativa 
se estructure en secciones como, por ejemplo, en una cooperativa de viviendas, 
con distinción de sendos patrimonios, afectos cada uno a un "grupo"  
determinado....sin que los socios no integrados en cada una de las promociones 
se vean responsabilizados por la gestión económica de los demás, siempre que se 
cumplan todos los requisitos... y es de buen sentido entender que esta inmunidad 
de los socios de cada sección frente a las responsabilidades de otro grupo, alcanza 
igualmente al patrimonio afectado a esa sección en la que están encuadrados".
552 SANTOS, Vicente. Op. cit. p. 992.
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Estas cuestiones, en nuestra opinión, se hallan hoy en día resueltas por la 
legislación. El art. 7 de la LCCV, en sus apartados 5 y 6 nos dan la solución al 
tema, según el apartado 5 "Del cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
actividad de la Sección, responden en primer lugar las aportaciones hechas o 
prometidas y las garantías prestadas por los socios integrados en la Sección. Esta 
condición constará necesariamente en los contratos celebrados con terceros, 
consistiendo éstos en no perseguir directa o inmediatamente los demás bienes de 
la C oopera tiva , bajo la responsabilidad de los que hayan contratado en 
representación de la Cooperativa"; y el apartado 6 del mismo artículo, establece 
q u e  "En el caso de que la Cooperativa tenga que hacer frente a las 
responsabilidades contractuales o extracontractuales derivadas de la actuación de 
una Sección, aquélla podrá repetir contra los socios integrados en ésta, exigiendo 
el efectivo desembolso de las aportaciones comprometidas o ¡as garantías  
prestadas".
Por tanto, como claramente se desprende de estos preceptos, el patrimonio 
diferenciado supone una garantía preferencial para los acreedores de la sección, si 
se hace constar dicha condición contractualmente (553), pero no exclusiva, de 
forma que una vez agotado este patrimonio de la sección, el resto del patrimonio 
de la cooperativa también responderá por esas obligaciones.
De igual forma, los bienes que resten de ese patrimonio separado tras satisfacer 
los créditos relativos a esa sección, garantizan las obligaciones de los demás 
acreedores de la cooperativa. La solución dada por el legislador tiene su lógica, se 
ha op tado  por un respeto absoluto (en garantía de los acreedores) a la 
responsabilidad universal que recae sobre toda persona, en este caso sobre la 
cooperativa como persona jurídica que es. La ausencia de personalidad jurídica 
en las secciones de la cooperativa, tiene como consecuencia que no posean un
553 Como confirmó la sentencia del Tribunal Supremo de 17 de abril de 1990 (Rcf. Aranz. 2720/1990), 
en relación con una cooperativa de viviendas: "para que frente a los terceros contratantes se 
pueda oponer esta ausencia de responsabilidad, es requisito indispensable que previa y  
expresamente se haga constar la independencia o autonomía de los patrimonios separados de 
cada fase constructiva o emplazamiento (art. 4 de la Ley y  104 del Reglamento), supuesto que en 
ningún caso se cumplió". Esta sentencia puede verse reseñada en OLAVARRIA y FAJARDO. 
Revista C1RIEC- España de Legislación y Jurisprudencia nu 3 de m ayo de 1992 p. 61 a 63. Y en la 
misma revista la Nota a la sentencia de ESTEBAN GARCIA (pp. 63 a 65).
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patrimonio autónomo y delimitado, incomunicado del resto del patrimonio de 
la cooperativa.
Como conclusión, podemos afirmar que la delimitación patrimonial que suele 
caracterizar a las secciones cooperativas tiene como efecto, señalar una garantía 
preferencial a los acreedores de la sección, que no exclusiva, y a la vez evitar 
perjudiciar de forma directa a los demás socios de la cooperativa, por las 
obligaciones contraidas en el seno de la sección Pero no hay que olvidar que esa 
preferencia sólo surje cuando se ha hecho constar esta condición de forma 
expresa en los contratos celebrados con los terceros. Sin esa condición expresa, no 
tendrá ninguna relevancia externa la diferenciación patrimonial de la sección.
4.- CONCLUSIONES.
La cooperativa tiene personalidad jurídica desde su inscripción en el Registro 
de cooperativas, y como consecuencia de ello, puede ser titular de derechos y 
obligaciones, y responderá con su patrimonio de las obligaciones contraídas.
En el presente capítulo, hemos tratado dos importantes temas, relacionados 
con la responsabilidad de la cooperativa y que son peculiares de esta entidad: la 
existencia de una reserva que sólo responde del cumplimiento de determinadas 
obligaciones, y la posibilidad de establecer patrimonios diferenciados dentro de la 
cooperativa, destinados a la gestión económica de las secciones de la cooperativa, 
y que van a determinar una prelación a la hora de garantizar los intereses de los 
acreedores de la cooperativa -en general- y de cada una de las secciones.
En primer lugar, la reserva a la que nos referimos es la Reserva de formación y 
promoción cooperativa; según el art. 4 1 de la LCCV, la cooperativa responde de 
sus deudas con todo su patrimonio presente y futuro, excepto el correspondiente 
a esta reserva, que "sólo responderá de las obligaciones estipuladas para el 
cumplimiento de sus fines".
La finalidad de esta reserva es destinar una parte del patrim onio de la 
cooperativa a la realización de los principios cooperativos de educación y 
relaciones cooperativas, por ello el legislador señala la necesidad de su 
constitución y su carácter irrepartible e inembargable.
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La inembargabilidad de estos bienes representados por la reserva, significa que 
no garantizan las deudas contraídas por la cooperativa, salvo cuando las deudas 
tengan su origen en el empleo de la reserva en los fines legalm ente 
determinados.
Para garantizar la formación y destino de este fondo, el legislador exige que la 
reserva se materialice en bienes del activo claramente determinados, hasta que se 
inviertan .
El carácter de estos fondos como patrimonio afecto a unos fines determinados, 
condiciona la disponibilidad del mismo, ya que sólo se podrá emplear en la 
consecución de esos fines, al igual que los frutos que puede generar, y tampoco 
podrá ser objeto de ningún tipo de garantía, salvo que el crédito garantizado se 
destine a los fines indicados.
No obstante esta disposición legal, algún autor como Manrique y Rodriguez 
Poyo-G uerrero  han criticado -crítica a la que nos sum am os- que incluso 
finalizada la vida de la cooperativa, puede mantenerse inembargable este fondo, 
si la cooperativa no puede hacer frente a sus acreedores.
Por último, si los bienes que conforman este fondo no son suficientes para 
cubrir las deudas originadas en el desarrollo de sus fines sociales, no hay duda de 
que los acreedores podrán dirigirse contra el resto de bienes de la cooperativa. Se 
da por tanto, en este caso, una incomunicación de responsabilidades entre dos 
masas patrimoniales, pero sólo en una dirección.
La sección de la cooperativa como demarcación funcional autónom a, sin 
persona lidad  jurídica, pero gestionada independien tem ente , nos interesa 
especialmente en este capítulo, porque puede poseer un patrimonio delimitado 
del general de la cooperativa, con el que desarrollar sus actividades y responder 
de las obligaciones que contraiga en esa actividad.
Ese patrimonio delimitado, afecto a la sección se constituye principalmente 
con las aportaciones a capital social de los socios de la sección, los resultados de 
ejercicio y otras contribuciones que puede exigirse a los socios.
En orden a la responsabilidad por las obligaciones contraídas por la sección, el 
legislador permite que se establezca una prioridad frente a los acreedores de ésta, 
de forma que no puedan perseguir directa o indirectamente los bienes de la 
cooperativa mientras queden bienes afectos a la sección.
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A nte  esta posibilidad, reconocida legalmente, la doctrina se p lan tea  
principalmente dos cuestiones, si los acreedores de la sección pueden, agotado el 
patr im onio  afecto a la sección, dirigirse contra el resto de los bienes de la 
cooperativa, y si el patrim onio afecto a la sección garantiza también la 
responsabilidad de la cooperativa frente a los demás acreedores que no lo son de 
la sección.
Respecto de la primera cuestión, pese a que gran parte de la doctrina se inclina 
por entender que estamos ante un supuesto de excepción al art. 1911 C. c., y que 
en la sección se da una limitación de responsabilidad al patrim onio afecto, 
nosotros opinamos que desde el punto de vista de la responsabilidad existe un 
único patrimonio y lo que el legislador permite es una ordenación o prelación en 
las responsabilidad, siempre que los terceros que contratan con la sección 
consientan en ello expresamente.
En cuanto a la segunda cuestión, opinamos -como Vicente Santos- que una 
vez cumplida la misión para la que se diferenció ese patrimonio, lo que reste se 
confundirá con el resto de los bienes de la cooperativa y cumplirá una función de 
garantía también, en favor de los demás acreedores.
Por último, hemos puesto de relieve la claridad del art. 7 de la LCCV, que en 
nuestra opinión da respuesta suficiente a estas cuestiones que preocupan a la 
doctrina, al señalar que los bienes afectos a la sección "responden en primer 
lugar" y que ésta garantía preferencial se fundamenta en el acuerdo expreso de 
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CAPITULO IV. LA RESPONSABILIDAD DE LOS SOCIOS DE LA
COOPERATIVA
A.- Responsabilidad interna frente a la cooperativa.
1.- Responsabilidad originada en la relación societaria.
2.- Responsabilidad originada en la relación mutualista.
3.- Conclusiones.
B.- Responsabilidad por las deudas sociales.
1.- Justificación, origen y evolución de las diferentes clases de
responsabilidad de los socios por las deudas de la cooperativa.
2.- La responsabilidad de los socios por las deudas sociales en el Derecho
cooperativo español.
3.- La responsabilidad de los socios por las deudas sociales en el Derecho
cooperativo europeo.
4.- Conclusiones.
En este capítu lo  vam os a centrar nuestro  es tu d io  en las posibles 
responsabilidades económicas que pueden asumir los socios por su condición de 
tales. Pero antes de comenzar, tenemos que llam ar la atención sobre la 
extraordinaria importancia jurídica de esta materia y la poca, por no decir nula, 
atención que ha suscitado en la doctrina de nuestro país, a diferencia de la de 
otros países de nuestro entorno. Como ya apuntó Polo (^54), en relación con la 
Ley de Cooperación de 1942, "Causa verdadera extrañeza que siendo los 
problemas de responsabilidad los que más interés ofrecen, sobre todo en las 
formas sociales, hayan sido los más descuidados en la nueva Ley, especialmente 
en su proyección hacia el exterior, es decir, frente a terceros". C incuenta  años 
después de este comentario, hay que seguir afirm ando el escaso interés o 
desconocimiento mostrado en esta materia por el legislador y la doctrina.
554 poLO, Misión y sentido de la nueva Ley de Cooperación ..., p. 299.
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En nuestro  estudio partiremos de las dos acepciones que Diez Picazo (555) 
distingue en el concepto de "responsabilidad".
Por una parte, la responsabilidad como sujección a las consecuencias derivadas 
del incum plim iento del deber, nos lleva a analizar la responsabilidad que los 
socios asum en frente a la cooperativa por el incumplimiento de los diversos 
deberes que como socios tienen frente a ella.
Por o tra  parte, la responsabilidad en su acepción de garan tía  por el 
cum plim ien to  de un deber de otra persona, nos conduce al estudio  de la 
responsabilidad que los socios pueden adquirir frente a los terceros con quienes la 
cooperativa asuma obligaciones, por el cumplimiento de éstas. En este segundo 
caso, el socio responde no por incumplimiento de un deber, sino por ser garante 
del cum plim iento por la cooperativa de sus obligaciones. Este sería el caso 
cuando hablamos de socios que responden limitada o ilimitadamente por las 
deudas sociales.
Esta responsabilidad se tiene frente a los acreedores de la sociedad (de ahí el 
término "responsabilidad externa", mientras que la "responsabilidad interna", se 
tiene frente a la cooperativa y los demás socios (556). p n es te sentido, define 
Galgano (557) a ja cooperativa como, de responsabilidad externa limitada, para 
distinguir que internamente el socio tiene responsabilidad ilimitada, como más 
tarde veremos.
Entre los supuestos de responsabilidad interna que pueden darse frente a la 
cooperativa, hemos distinguido a su vez, según que la causa del origen de esa 
responsabilidad sea el incumplimiento de una obligación de naturaleza societaria 
o el incum plim iento de una obligación nacida en las relaciones mutualistas 
entre cooperativa y socios; sin olvidar que no se trata de dos relaciones separadas 
entre sí, sino todo lo contario. Hay que tener en cuenta que en la cooperativa se 
es socio precisamente porque se está interesado y se participa en la relación
555 d ie z  PICAZO, Fundamentos del Derecho civil..., p. 342.
556 En nuestro Derecho, PONSA GIL (Sociedades C iviles, M ercantiles, C ooperativas y de  
Seguros..., p. 191) ya puso de manifiesto, la distinción entre responsabilidad interna y externa al 
afirm ar que: "La responsabilidad que diferencia a los tres tipos de sociedad (co lectiva ,
com anditaria  y  anó n im a )  es una responsabilidad externa, nacida de las relaciones en tre  la
sociedad y  los que con ella contrata. A l lado de ésta, ex iste  la responsabilidad que podem os  
llam ar in terna , o sea, la nacida entre los socios como componentes de la entidad".
557 GALGANO. La socictá per azioni...., p. 251.
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mutualista. Sin embargo, sí podemos distinguir con bastante claridad entre 
obligaciones que surgen por ser socio de la cooperativa, como es la obligación de 
desembolsar el capital suscrito, y obligaciones derivadas del uso cooperativo que 
el socio hace de la cooperativa, como puede ser, la obligación de hacer entregas a 
la cooperativa en concepto de adquisición de bienes y servicios (objeto de la 
cooperativa de consumo por ejemplo).
Posteriorm ente veremos la responsabilidad externa que los cooperadores 
asum en por ser socios de la cooperativa, se tra ta  de la d en om inada  
"responsabilidad por las deudas sociales", normalmente conocida simplemente 
como, "responsabilidad de los socios". En este caso, nos planteamos los supuestos 
en que no responde exclusivamente la cooperativa con su patrimonio frente a 
sus acreedores, sino que la responsabilidad también se puede extender a los 
socios, como garantía del cumplimiento por la cooperativa de sus obligaciones, si 
así se ha previsto en los estatutos sociales.
Estos dos tipos de responsabilidad (interna y externa), que los socios asumen 
por su condición de miembros integrantes de una cooperativa, aunque se 
delimitan con claridad, en ocasiones pueden producirse conexiones entre ambas, 
por ejemplo: ¿pueden los acreedores exigir responsabilidad a los socios cuando 
éstos incumplen sus obligaciones internas con la sociedad?, o ¿la responsabilidad 
externa puede servir de límite en algún caso a las responsabilidades que se 
asumen internamente?, ¿pueden condonarse deudas internas que perjudiquen 
la responsabilidad externa que tiene la cooperativa con sus acreedores?.
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A.- RESPONSABILIDAD INTERNA FRENTE A LA COOPERATIVA
En la cooperativa como en toda sociedad puede  distinguirse un ámbito 
interno y un ámbito externo. Esta dualidad, no obstante, se aprecia con más 
claridad en las sociedades personalistas que en las capitalistas, porque en las 
primeras las relaciones internas tienen gran importancia.
En las sociedades capitalistas, versus sociedad anónim a o sociedad de 
responsabilidad limitada, las relaciones internas sociedad-socio se limitan a la 
obligación de aportar capital social, con todas las obligaciones que de esta 
principal se puedan derivar, como es la obligación de desembolso, el deber de 
saneamiento de lo aportado..., y la posible obligación de realizar prestaciones 
accesorias, si así se ha acordado estatutariamente. Fuera de estos dos casos, no 
existe ninguna otra obligación de naturaleza económica que como socio pueda 
exigirle la sociedad.
En las sociedades personalistas en cambio, las relaciones entre el socio y la 
sociedad son mas complejas. Como dice Girón Tena (558) en relación con la 
sociedad colectiva como prototipo de sociedad personalista  en el Derecho 
mercantil, "Del socio interesa no sólo su dinero, sino su colaboración personal o 
trabajo
Igualmente, podemos decir de la sociedad cooperativa, que es una sociedad 
personalista, porque sus socios lo son no por el mero hecho de aportar capital, 
sino porque colaboran en la actividad que desarrolla la empresa, bien como 
trabajadores, usuarios o consumidores. Por ello en la cooperativa, como en las 
restantes sociedades personalistas tienen gran im portancia  las relaciones 
internas.
Dentro de este apartado que dedicamos a la responsabilidad que asumen los 
socios por el incumplimiento de obligaciones adquiridas frente a la cooperativa,
558 GIRON TENA, J. Derecho de Sociedades. Tomo 11. Parte especial, p. 392.
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hem os distinguido, según la causa que ha orig inado el nacimiento de la 
obligación.
Por una parte, existen obligaciones económicas para el socio, que surgen como 
consecuencia de su mera condición de socio, la obligación principal desde este 
pun to  de vista es la obligación de aportar capital social a la cooperativa.
Por otra parte, destacamos las obligaciones que se adquieren frente a la 
cooperativa como consecuencia del uso cooperativo, es decir, por la condición de 
colaborador en la actividad empresarial que desarrolla la cooperativa. Desde este 
pun to  de vista centraremos nuestra atención en dos obligaciones que son, por 
una  parte la obligación de participar en la actividad de la cooperativa, en 
particular, cuando esa participación consiste en la entrega de fondos como 
contraprestación por los bienes o servicios recibidos de la sociedad (v. gr. en las 
cooperativas de viviendas, consumo, crédito,...). Otra obligación que asume el 
socio por ser colaborador en la actividad empresarial es la que nace de ese uso 
cooperativo : la obligación de asumir las pérdidas que se le imputen, resultantes 
del ejercicio económico. En este punto, tendremos que distinguir por su distinta 
naturaleza, según se trate de pérdidas procedentes de la actividad cooperativizada 
con el socio, o pérdidas de otra procedencia, pues según sea su origen variará su 
aplicación.
Por último, nos planteamos en este apartado, la incidencia que frente a los 
terceros acreedores de la cooperativa puede tener el incumplimiento por los 
socios de estas obligaciones internas frente a la sociedad, dado que éste 
incumplimiento repercute negativamente en el patrimonio social y por tanto, 
merma las garantías de los acreedores de la cooperativa. El último punto  lo 
dedicaremos por tanto a analizar la posibilidad para los acreedores de exigir el 
cumplimiento de las obligaciones internas del socio por medio de la acción 
subrogatoria y pauliana.
1.- RESPONSABILIDAD ORIGINADA EN LA RELACION SOCIETARIA.
La primera obligación que asume el socio al ser admitido en la cooperativa es 
la de aportar a capital social la cuantía que le corresponda en función del 
potencial uso cooperativo que va a realizar, o el importe que los demás socios 
aporten, si se establece que todos contribuyen en igual medida.
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Sea cual sea el criterio para determinar la cuantía que el socio debe aportar a 
capital social, el legislador preve que junto con la obligación de aportar a capital, 
surg ida  en el momento del ingreso, la sociedad puede por acuerdo de su 
asamblea general exigir con posterioridad nuevas aportaciones obligatorias. La 
exigibilidaa de estas nuevas aportaciones, constituye una característica que 
diferencia a la cooperativa frente a las demás sociedades, como posteriormente 
verem os.
Ambas obligaciones sólo se diferencian en la forma en que surgen, en el 
prim er caso es asumida voluntariamente por el socio, y en el segundo, se 
impone por la sociedad, sin necesidad del consentimiento de éste. Una vez existe 
la obligación, su exigibilidad tiene la misma justificación y su incumplimiento 
tiene las mismas repercusiones, que tendría la obligación de desembolsar el 
capital social suscrito al ingresar como socio.
1.1.- Desembolso del capital suscrito.
El desembolso de las aportaciones comprometidas, en la forma que establezcan 
los estatutos sociales o los acuerdos de la asamblea general, aparece como el 
primer deber de todo socio (art. 22 LCCV). Si la aportación que un socio se 
compromete a realizar no es dinerada, sino que consiste en la entrega de bienes o 
derechos, no se plantea ningún problema de desembolso porque éste se habrá 
realizado íntegramente en el momento de ingresar el aportante, como socio, en 
la cooperativa.
El deber surgirá si la aportación comprometida es d inerada porque en este 
caso, como ocurre en la sociedad anónima, no hay obligación legal de 
desembolsar la totalidad de su importe, sino un 25% del mismo, límite que 
siempre puede elevarse por los estatutos sociales o por acuerdo de la asamblea 
general.
En estos casos en que no se exige el desembolso total de la aportación en el 
momento constitutivo, surge para el socio la obligación de desembolsar el resto, 
en el momento o momentos que fijen los estatutos, y si éstos no dicen nada, en 
el momento en que lo acuerde la asamblea general. Si se trata de un socio que 
ingresa con posterioridad, el legislador se preocupa porque esta carga, que supone 
el desembolso total, no sea más gravosa para unos socios que para otros, y así, el 
art. 51. 9 LCCV exige que desembolsen un 25%. de su im porte de m anera
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inmediata y el resto, hasta el porcentaje desembolsado por los anteriores socios, 
tendrán que desembolsarlo en un plazo no superior a tres años ni inferior a un 
año. Pero, si en los Estatutos se establecen plazos superiores u otras condiciones 
para el desembolso de las aportaciones obligatorias para los socios fundadores, los 
mismos plazos y condiciones deberán extenderse a los nuevos socios.
En todo caso, el socio responde del cumplimiento de esta obligación porque, 
como con carácter general establece el Código civil (art. 1680), cada socio es 
deudor frente a la sociedad de lo que ha prom etido aportar a ella; y esa 
responsabilidad  es universal, es decir, responde del cum plim iento de esta 
obligación con todo su patrimonio.
La Ley valenciana sólo contempla como sanción por incumplimiento de la 
obligación de desembolso, como obligación económica asum ida frente a la 
cooperativa, la expulsión del socio (art. 18. 3. c); a diferencia de la Ley general de 
cooperativas que regula más extensamente este problema (559).
Sin embargo, por aplicación de las reglas generales que establece el Código 
civil, podemos afirmar que, desde que venció el plazo para el cumplimiento del 
deber de desembolso, sin haber realizado éste, el socio incurre en m ora y deberá 
abonar junto a la cantidad que adeude a la cooperativa, el interés legal del dinero 
y en su caso, la indemnización de los daños y perjuicios ocasionados (560).
559 Según la Ley general de cooperativas, en su art. 73. 4. el socio "que no desembolse las 
aportaciones en los plazos previstos incurrirá en mora por el sólo vencimiento del plazo y  deberá 
abonar a la Cooperativa el interés legal y resarcirla de los daños y  perjuicios causados por la 
m orosidad.
El socio que incurra en mora podrá ser suspendido en sus derechos políticos y  económicos hasta que 
normalice su situación, y  si no se realiza el desembolso en el plazo de sesenta días desde que fuera 
requerido, p odrá ser dado de baja obligatoria, si se trata de la aportación obligatoria mínima 
para ser socio, o expulsado de la Sociedad, en los demás supuestos.
En todo caso, la Cooperativa podrá proceder judicialmente contra el socio moroso".
A diferencia de este precepto, la Ley valenciana no contempla com o sanción la supresión de los 
derechos económ icos y políticos del socio, por lo que dado el carácter general con que éstos 
derechos se reconocen en favor del socio, por el art. 22 LCCV, entendem os que no pueden ser 
suprim idos ni lim itados por voluntad de los dem ás socios, salvo que estatutariam ente así se 
hubiese acordado.
560 Según el art. 1682 del Código c iv il: "El socio que se ha obligado a aportar una suma de dinero y  
no la ha aportado, es de derecho deudor de los intereses desde el día en que debió aportarla, sin 
perjuicio de indemnizar además los daños que hubiese causado".
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Si comparamos este sistema legal con el previsto para la sociedad anónima, 
podemos apreciar importantes diferencias. La Ley de sociedades anónimas, en su 
art. 45 regula las medidas que la sociedad puede adoptar ante el incumplimiento 
por el socio de su deber de desembolsar los dividendos pasivos. Estas medidas 
son dos, por una parte puede la sociedad reclamar el cum plim iento de la 
obligación de desembolso, con abono del interés legal y de los daños y perjuicios 
causados, como es posible también para la cooperativa.
Por otra parte, y aquí la diferencia, la sociedad puede enajenar las acciones por 
cuenta y riesgo del socio moroso, en este caso la sociedad se cobrará con el 
importe obtenido por esta venta, y el resto, si lo hay, se entregará al socio moroso, 
que por esta razón habrá dejado de ser socio. Si la venta no puede efectuarse, la 
acción será amortizada, con la consiguiente reducción del capital, pero en este 
caso, sanciona el legislador al socio moroso, haciéndole perder las cantidades ya 
entregadas a cuenta de la acción, que se quedarán en beneficio de la sociedad.
En el sistema previsto para la cooperativa, sólo se contempla la posibilidad de 
exigir el cumplimiento de la obligación, pero no se establece ninguna otra 
m edida compensatoria para el caso de que este cum plim iento no pudiese  
realizarse por via judicial, por ejemplo, por insolvencia del socio.
Si se llega a esta situación, la cooperativa sólo tiene la posibilidad de expulsar 
al socio, reduciendo la cifra de capital social en la cuantía suscrita por éste, y 
reembolsarle sus aportaciones a capital.
Por último tenemos que plantearnos si los socios pueden, estatutariamente o 
en asamblea general, acordar otro tipo de medidas coercitivas o sancionadoras de 
la conducta del socio que se niega al cumplimiento de esta obligación. Nos 
referimos concretamente a la posibilidad de imponer multas o suspender los 
derechos de los socios.
La Ley de 1974 y su Reglamento de 1978 remitían a los estatutos la competencia 
para  determ inar las normas de disciplina social, los tipos de faltas, los 
procedimientos sancionadores, los recursos y las sanciones; pudiendo ser éstas 
tanto económicas como de suspensión de los derechos sociales (art. 11 de la Ley y 
28 de su Reglamento).
El art. 24 de dicho Reglamento establece además que "Uno. Los estatutos 
podrán prever la suspensión del ejercicio de los derechos del socio que está a
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descubierto en sus obligaciones económicas, ... hasta que normalice su situación. 
Dos. El acuerdo de suspensión corresponde al Consejo Rector, y podrá ser 
recurrido ante la Asamblea General en los términos previstos para los casos de 
expulsión, sin perjuicio de la inmediata ejecutividad de aquél acuerdo.
Si los estatutos no lo hubieran previsto, no se podrán suspender ni limitar los 
derechos del socio".
Frente a estas normas, la Ley valenciana de cooperativas se limita a señalar en 
el art. 10 destinado a enumerar las menciones necesarias que deberán contener 
los estatutos: "11. Las normas de disciplina social, especificando las infracciones y  
sanciones previstas" (561).
Por lo que el legislador valenciano remite a los socios la determinación de las 
normas de disciplina social, limitándose a señalar qué infracciones tendrán la 
consideración de graves y podrán sancionarse con la expulsión del socio (art. 18 
LCCV).
De la escueta mención del art. 10. 11 LCCV, parece desprenderse que sólo 
podrán sancionarse las conductas recogidas estatutariamente y con las sanciones 
previstas en los estatutos. Las sanciones podrán ser tanto económicas (multas) 
como de suspensión de los derechos del socio.
Aquí surge la duda en relación con qué tipo de derechos p u ed en  ser 
susp en d id o s . La normativa anterior (Ley de 1974 y su reglamento) -como hemos 
visto- no establecía n inguna distinción (562), pero la actual Ley general de
561 Norm as sim ilares a éstas podem os encontrar en las dem ás leyes cooperativas españolas: art. 9 
de la Ley vasca, art. 8. 10 de la Ley catalana, art. 9. 9 de la Ley andaluza, art. 12. 9 de la Ley 
general de 1987 y en el art. 13 .10 de la Ley navarra.
562 N o obstante, la doctrina sí distinguía qué derechos podían ser objeto de suspensión y cuáles no. En 
este sentido PAZ CANALEJO afirma que hay derechos cuyo ejercicio puede ser indubitadam ente 
reconocido o suspendido como: el derecho a elegir y ser eleg ido  para los cargos sociales, el 
derecho de voz y voto en asamblea general, el derecho de información, el derecho a los intereses 
por el capital aportado, o la actualización de éstas aportaciones.
Otros derechos en cambio, cuya suspensión no está tan clara para el autor citado son: el derecho a 
desarrollar su em pleo el socio de una cooperativa de trabajo asociado, el derecho a adquirir 
artículos de primera necesidad en una cooperativa de consum o, ambos, por estar ligados a la 
cobertura y satisfacción de necesidades vitales y no sería equitativo su suspensión, y por último, 
tampoco podrá ser suspendido el derecho a la liquidación de su aportación en caso de baja (en El 
nuevo Derecho cooperativo español... op. cit. p. 412 a 413).
En contra de lo que afirma Paz Canalejo, tenemos que señalar que en relación con el derecho de los 
trabajadores de una cooperativa de trabajo asociado a desarrollar su actividad, el art. 18 LCCV 
perm ite la "suspensión en los derechos de socios" com o m edida provisional hasta que la 
asamblea general pueda decidir sobre la expulsión del socio. La expresión em pleada por el
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cooperativas de 1987 seguida por la Ley catalana (tras su reforma de 1 de julio de 
1991) condicionan doblemente la imposición de esta sanción, tanto por lo que 
respecta a las infracciones que pueden originar la aplicación de esta sanción: "La 
sanción de suspender al socio en sus derechos sólo podrá ser prevista por los 
estatutos, para el supuesto en que el socio esté al descubierto de sus obligaciones 
económicas o no participe en las actividades cooperativizadas..." en la medida en 
que le corresponda; como por los tipos de derechos que se pueden suspender: "La 
suspensión de derechos al socio, que terminará en el momento en que normalice 
su situación, no podrá alcanzar al derecho de información, ni al de devengar el 
retorno o los intereses por sus aportaciones al capital social, ni a la actualización 
de las mismas" (arts. 37 LGC y 18 bis Ley catalana).
La falta de una limitación expresa en este sentido en la Ley valenciana, nos 
perm ite afirmar que los socios en los estatutos sociales pueden determinar las 
infracciones y sanciones que consideren oportunas, siempre que se respete el 
límite legal que impone el art. 18 y que determina qué infracciones pueden 
acarrear como sanción la expulsión del socio.
Si estar al descubierto en el cumplimiento de las obligaciones económicas 
puede ser sancionado con la expulsión del socio, también podrá la cooperativa 
estatutariamente siempre, acordar la suspensión de los derechos del socio, o de 
alguno de ellos, así cómo la imposición de multas, hasta que el socio haga 
efectiva su deuda con la cooperativa.
1. 2.- Obligación de realizar nuevas aportaciones a capital social.
Cuando la cooperativa necesita incrementar las aportaciones obligatorias a 
capital social de sus socios, tiene dos posibilidades principalmente: incrementar 
las participaciones con cargo a retornos, o bien acordar nuevas aportaciones que 
deberán ser suscritas y desembolsadas por los socios (563).
legislador perm ite sin duda la suspensión de "todos" los derechos que se tienen com o socio, 
incluido por tanto, el derecho a ocupar su puesto de trabajo.
563 En nuestra opinión, como hemos puesto de relieve en el Capítulo III, también debería permitirse 
el incremento del capital social con cargo a Reservas, cuando el primero se ha visto reducido por 
imputación d e  pérdidas extracoopcrativas o extraordinarias (Ver Capítulo III B, 4. 2. 2.).
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En el primer caso, si el aumento en el capital aportado por cada socio, coincide 
con el importe de los retornos, no surge ninguna nueva obligación para el socio y 
por tanto será suficiente con que el acuerdo sea adoptado por el voto favorable de 
la m itad  más uno de los socios presentes y representados, que es la mayoría 
necesaria para decidir sobre la distribución de los resultados de ejercicio (art. 31. 3 
LCCV).
Si por  el contrario, tanto en el prim ero como en el segundo  caso, el 
increm ento del capital social supone una nueva obligación para  el socio, el 
acuerdo  de la asamblea general que lo decide deberá contar con la mayoría 
suficiente que le permita modificar los estatutos. Hay que tener en cuenta que la 
aportación  obligatoria que le corresponde a cada socio es una mención 
estatutaria, y por tanto su alteración exige modificar los estatutos. En este caso, el 
acuerdo deberá adoptarse con el voto favorable de los dos tercios de los socios 
presentes y representados (art. 31. 4 LCCV).
Este acuerdo que impone nuevas aportaciones a capital a los socios, y que está 
autorizado por los arts. 51. 3 y 51. 6 LCCV, obligará a todos ellos, incluyendo a los 
socios ausentes y disidentes (art. 31. 4 LCCV) salvo que el socio disconforme 
solicite su baja en la cooperativa. Esta es una peculiaridad del régimen jurídico de 
la cooperativa diferente de lo que sería la norma en una sociedad anónima, 
donde no se pueden imponer nuevas obligaciones a los accionistas sin contar con 
la aquiescencia de éstos (art. 145. 1 LSA). En este tipo de sociedades, si el accionista 
no está conforme, no se le puede imponer ninguna nueva obligación, y podrá 
continuar formando parte de la sociedad.
En la cooperativa por el contrario, adoptado el acuerdo con las formalidades y 
mayorías necesarias, el socio no tiene más opción que someterse al acuerdo de la 
asamblea general o separarse de la cooperativa.
Si se separa de la cooperativa -como ya vimos- su baja se califica como 
justificada, y se le liquida su aportación a capital, sin los descuentos que permite 
hacer el art. 54 LCCV por razón de la causa de la separación.
Por el contrario, si no opta en el plazo y condiciones señaladas por los 
estatutos o la asamblea general, por separarse de la cooperativa, quedará obligado 
a la suscripción de la aportación que le corresponda y a desembolsar de la misma 
el porcentaje que se haya acordado. Con este fin, se permite que el socio que tenga
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aportaciones voluntarias a capital, pueda im putar éstas al cumplimiento de la 
nueva obligación (564).
El no cumplimiento de esta obligación o el retraso en el cum plim ien to  de la 
misma, hace surgir en favor de la cooperativa todas las acciones necesarias para 
reclamar, no sólo el cumplimiento de esta obligación económica, sino también 
los in tereses de dem ora y la indem nización por los daños y perjuicios 
ocasionados. En estos casos, la asamblea general puede también acordar la 
suspensión de los derechos del socio (si estatutariamente se contempla) hasta que 
cumpla su obligación, e incluso se puede llegar a decidir la expulsión del socio, 
como consecuencia de ese incumplimiento (art. 18. 3 c, LCCV).
Si se opta por la expulsión, la cooperativa no sólo puede acordar la deducción 
que como sanción permite el art. 54 LCCV y que no podrá ser superior al 30% del 
capital a reembolsar, sino que en nuestra opinión, podrá  exigir tam bién 
judicialmente las aportaciones que debía realizar el socio, ya que la separación o 
expulsión del socio, no conlleva necesariamente el inmediato reembolso de su 
aportación, por el contrario, el reembolso de ésta puede  aplazarse -según 
acuerden los estatutos- hasta un periodo de cinco años en caso de expulsión (art. 
54. 2 LCCV), por lo que a la cooperativa le puede interesar que se cumpla la 
obligación de realizar estas nuevas aportaciones aunque sea con la condición de 
que deberá restituirlas en un plazo máximo de cinco años.
Por ú ltim o tenemos que llamar la atención sobre la co n fu s ió n  que  
aparentemente puede darse entre la obligación de realizar nuevas aportaciones a 
capital social, y el cumplimiento de otras obligaciones de naturaleza económica 
como pueden ser las entregas a cuenta o en pago de los servicios y bienes que 
recibe el socio de la cooperativa, o los pagos a realizar como consecuencia de la 
imputación al socio de las pérdidas del ejercicio.
La distinción entre las aportaciones a capital social y las entregas de fondos y 
productos a la cooperativa en ejercicio de la actividad económica, lo que hemos 
denominado "masa de gestión" ha sido puesta de manifiesto por el legislador en
y en la Ley general de cooperativas, se permite también im putar al cum plim iento de esta 
obligación las cantidades que el socio tenga en el Fondo form ado por retornos aplazados y  
administrados por la asamblea general de la cooperativa, que regula el art. 85. 2, c. de la LGC.
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el art. 55. 2 LCCV (565). Las aportaciones a capital son aportaciones de riesgo que 
ingresan en el patrimonio cooperativo, mientras que la masa de gestión es el 
m edio con el que se lleva a cabo la actividad económica, por lo general es 
propiedad del socio, y embargable por sus acreedores personales.
Tampoco hay que confundir, con la obligación de realizar nuevas aportaciones 
a capital social, la imputación de pérdidas al socio y la consiguiente obligación de 
éste de abonar su importe a la cooperativa.
Por lo tanto, el derecho que el legislador reconoce al socio de darse de baja 
(justificadamente) cuando no esté de acuerdo con la decisión de la asamblea 
general que exige realizar nuevas aportaciones, no puede hacerse extensiva a las 
dem ás obligaciones económicas que puedan corresponderle al socio por otros 
conceptos.
2.- RESPONSABILIDAD ORIGINADA EN LA RELACION MUTUAL1STA.
El socio de una cooperativa no solo aporta capital, sino que -como sociedad 
personalista que es- colabora también en el objeto social de la entidad. Esta 
colaboración variará según el tipo de cooperativa al que pertenezca.
La participación en la actividad cooperativa puede consistir en aportar mano 
de obra (cooperativa de trabajo), en aportar bienes o productos, con el fin de 
comercializarlos a través de la cooperativa (cooperativa agraria), o bien, en 
adquirir productos en la cooperativa (cooperativa de consumo). En este último 
caso, cuando el socio adquiere bienes o servicios a través de la cooperativa, surge 
para el mismo la obligación de abonar el importe de esos bienes o servicios. Este 
supuesto nos interesa en particular, porque hace surgir para el socio, la obligación 
de realizar aportaciones dinerarias, que -como dice el art. 55. 2 LCCV- no deben 
confundirse con las aportaciones a capital social.
Por otra parte, la participación en la actividad cooperativa conlleva también - 
como ocurre en las demás sociedades personalistas- la participación en los
565 Según el art. 55. 2 LCCV al que hem os hecho referencia en sucesivas ocasiones: "Las entregas de 
fondos, productos o cosechas o materias prim as de los socios a la Cooperativa para la u tilizac ión  
de su s  servicios, no co n s titu yen  aportaciones sociales n i tam poco in tegran  el pa trim on io  de la 
Cooperativa, no pudiendo ser embargadas por los acreedores sociales".
504
resultados económicos de esa actividad ( 566). Resultados que pueden ser tanto 
positivos como negativos, y que repercutirán sobre los socios, generando a favor 
y en contra de  éstos, derechos y obligaciones. Por ello, posteriorm ente 
analizarem os las obligaciones que asume el socio como consecuencia de la 
distribución de los resultados, fundamentalmente, la obligación de asumir las 
pérdidas del ejercicio.
2.1.- La obligación de participar en las actividades de la cooperativa, 
alcance y consecuencias que se derivan de su incumplimiento.
El socio de una cooperativa -como vimos en el Capítulo II A. 2, de esta Tesis, 
tiene el derecho y el deber de hacer uso de los servicios de la cooperativa, ya que 
ésta se constituye con el fin de realizar una actividad económica con sus socios, 
quienes a su vez son sus clientes o proveedores, según el tipo de cooperativa de 
que se trate.
Legalmente se reconoce este deber general de participación en el art. 22. e, de la 
LCCV; deber que, como el mismo precepto señala deberá concretarse en los 
estatutos sociales y en los acuerdos de la asamblea general.
N orm alm ente la regulación de las obligaciones que asume el socio como 
consecuencia de la actividad económica que desarrolla con la cooperativa se 
contiene en normas de régimen interno, en los propios estatutos, en contratos 
celebrados por la cooperativa con sus socios, y en ocasiones, se establecen en 
acuerdos asamblearios al comienzo del ejercicio económico.
En estas normas se debe regular no sólo el contenido y duración de las 
obligaciones de los socios, sino también las sanciones que se aplicarán como
566 por excepción, en la sociedad de responsabilidad limitada, a la que se le considera una sociedad  
mixta pcrsonalista-capitalista (Vcase BROSETA. Manual de Derecho Mercantil, 8U ed. Tecnos. 
Madrid. 1990, p.317 y 318), el socio sólo participa en los resultados prósperos del ejercicio, ya que 
en esta materia rige para esta sociedad las mismas reglas que para la sociedad anónim a. En 
particular, el art. 26 LSRL establece que "Se aplicará a las cuentas anuales de las sociedades de 
responsabilidad limitada lo dispuesto en el capítulo Vil de la Ley de sociedades anónimas, sin 
perjuicio de los establecido en este artículo y  en el siguiente". Por tanto, podem os decir que en esta 
materia la sociedad de responsabilidad limitada se presenta com o una sociedad de influencia  
m ayoritariam ente capitalista. Com o pone de m anifiesto Broscta, cada vez  es m enor la 
influencia personalista en estas sociedades, y con las últim as m odificaciones de la LSRL 
introducidas por la Ley 19/1989, de 25 de julio, se ha debilitado todavía más la vis attactiva del 
carácter personalista de las mismas.
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consecuencia  de su incum plim iento , estas ú ltim as  deberán  recogerse 
necesariamente en los estatutos sociales (art. 10. 11 LCCV).
2. 1. 1.- Ei incremento del deber de colaboración en las cooperativas de 
viviendas.
El contenido del deber de colaboración económ ica, viene determ inado en 
principio por el tipo de cooperativa de que se trate. En las cooperativas de trabajo, 
se aporta  trabajo, en las de viviendas, fondos con los que financiar la 
construcción o adquisición de la misma, en las agrícolas, el socio se compromete 
a aportar sus cosechas.
N o vamos a desarrollar en este apartado el posible contenido del deber de 
colaboración porque a ello ya nos dedicamos en el Capítulo II A, 2. 2. de esta 
Tesis.
Si nos interesa en cambio la delimitación de ese contenido. ; E1 socio está 
obligado en los términos previstos estatutariamente, o pueden ampliarse por 
acuerdo de la asamblea general sus obligaciones de colaboración?
La cuestión que planteamos tiene una especial repercusión en las cooperativas 
de viviendas, cuando por acuerdo de la asamblea general se eleva el precio de la 
vivienda previamente acordado.
En estos casos, hay que diferenciar dos supuestos:
a.- Que expresamente se haya establecido una claúsula de revisión del precio 
final de la vivienda, que será el supuesto más frecuente (567).
Cuando existe esta claúsula, el acuerdo de la asamblea general obliga a todos 
los socios presentes o ausentes, conformes o disidentes, porque expresamente se 
comprometieron a asumir esa variación.
567 Com o afirma Ignacio UR1BARRI, (Cooperativas de viviendas... op. cit. p. 134) "hoy no existen 
contratos de compra de viviendas en construcción sin claúsula de revisión de precios. Incluso las 
Viviendas de Protección Oficial hoy se venden por el precio que al final señale el Ministerio. Y 
las oscilaciones de precio de una fórmula normal de revisión de precios durante dos años puede 
alcanzar el 207c ".
V éase esta claúsula en la estipulación tercera del contrato de adjudicación de viv ienda, 
facilitado com o m odelo por la Federación valenciana de cooperativas de viviendas, y que figura 
como Anexo nu 3.
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En recientes pronunciamientos de la Audiencia Territorial y Provincial de 
Valencia, en relación con esta cuestión, se ha afirmado por parte del tribunal que 
el socio estaba obligado a asumir ese coste porque en el contrato celebrado por la 
cooperativa con sus socios, se había previsto y aceptado la posibilidad de tal alza, 
por lo que no se trata de una nueva obligación no prevista en los estatutos, y en 
consecuencia el socio estaba obligado a su cumplimiento; y si optaba por 
separarse de la cooperativa, ésta separación no tendría la consideración de 
justificada (568).
Para el tribunal por tanto, lo esencial será averiguar en primer lugar qué es lo 
que las partes han acordado. En el presente caso, los estatutos o los contratos 
celebrados entre la cooperativa y los socios establecían la posibilidad de que el 
precio variase, como indica el tribunal en la sentencia de 25 de enero de 1988 (A. 
T. Valencia): "la Cooperativa sufrió un grave quebranto i/ todo el planteamiento 
económico que le había inducido a incorporarse (al socio) a dicha promoción se 
vió profundamente alterado, pero esto no justifica la baja, dados los términos en 
que firmó la solicitud de adhesión a la Cooperativa, en que la fijación del precio 
era aproxim ada, habiendo aceptado las posibles variaciones que fueran  
justificadas por la Junta Rectora, la posibilidad de aplicación de revisión de 
precios en la construcción y la responsabilidad solidaria, por su parte, con la 
Cooperativa y según su cuota de participación en cuanto al cumplimiento de las 
obligaciones que ésta hubiera contraído, fueran de carácter financiero o de 
ejecución material".
b.- Mas problemática es la situación cuando no se ha previsto esa claúsula. En 
estos casos, el incremento del precio de la vivienda constituye para el socio una 
nueva obligación no prevista estatutariamente. ¿Está obligado el socio en estos 
casos a su cumplimiento?
En principio y según vimos al tratar de la titularidad de la masa de gestión en 
las cooperativas de viviendas, el socio debe satisfacer el importe de la vivienda y
568 1 5^ sentencias a las que nos referimos son las de 25 de enero de 1988 (A.T. Valencia), de 27 de  
octubre de 1988 (A.T. Valencia), de 27 de diciembre do 1988 (A.T. Valencia), de 14 de marzo de 
1989 (A.T. Valencia) y de 23 de m ayo de 1989 (A.P. Valencia). Todas ellas reseñadas en 
OLAVARR1A y FAJARDO. Revista C1R1EC de Legislación y Jurisprudencia nu 3 de m ayo de  
1992, y en la misma revista, véase mi comentario: "Consecuencias jurídicas de la variación del 
coste final de la vivienda cooperativa" p. 277 y ss.
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asumir el riesgo de su construcción, como afirma Uribarri: "Al asumir el socio la 
promoción de su propia vivienda, acepta el riesgo de no tener a quien reclamar 
en caso de paralización, mala gestión, problemas financieros, etc." (569).
Ello no obstante, no hay que olvidar la posibilidad que tiene la cooperativa de 
establecer un precio fijo por la vivienda, asumiendo ella los resultados que se 
deriven  de  la gestión, sean positivos o negativos. Esta posib ilidad  que 
tradicionalmente ha sido empleada por algunos sectores cooperativos, tiene hoy 
en día el necesario marco legal en el art. 58. 6 LCCV (57ü).
De esta forma, en el contrato de adjudicación, se determinará un precio fijo, y 
las posibles variaciones no repercutirán ni positiva ni negativamente sobre el 
socio.
En la sentencia de 3 de diciembre de 1986, el Tribunal Supremo, reconoce la 
firmeza de un precio dado a los socios por la cooperativa, en acuerdo celebrado 
en asamblea general, a pesar del incremento posterior de los costes y del retraso 
en la finalización de las obras (571).
569 URIBARRI. Op. cit. p. 133. También en este sentido se han m anifestado entre otros, y en relación 
con las cooperativas de viviendas: MANRIQUE Y RODRIGUEZ POYO-GUERRERO, en "La 
Cooperativa: garantías formales para su eficacia en el tráfico", op. cit. p. 132 y ss. y AGUILAR 
GARCIA, en "Las Cooperativas de viviendas: disposiciones com unes y específicas".
57  ^ Sirva com o ejem plo los Estatutos de la Cooperativa Valenciana de V iviendas Populares, 
adaptados a la Ley valenciana el 28 de enero de 1987 y cuyo art. 30 dedicado a la "Asignación 
del excedente neto del ejercicio" dice: "La asignación ti el excedente neto del ejercicio se hará a 
propuesta del Consejo Rector, por acuerdo de la Asamblea General O rdinaria anual de dación de 
cuentas, a tendiendo  especialm ente, lo establecido en el artículo 58. 6 de la Ley de Cooperativas 
de la C o m u n id a d  Valenciana y , consecuen tem en te , se  reconoce una p a rtic ipac ión  a los 
trabajadores asalariados de la Cooperativa, sobre el excedente neto total que no será in ferior al 
2% del m ism o ni superior a una mensualidad de salario".
Recordam os aquí también, que del estudio realizado sobre las cooperativas de v iv iendas  
inscritas en el Registro de Cooperativas de la Comunidad Valenciana, el 40% de las m ism as se 
acogen al sistema del art. 58. 6 LCCV para determinar y distribuir los resultados del ejercicio.
57  ^ En la sentencia del Tribunal Supremo de 3 de diciembre de 1986 (Civil. Reí. Aranz. 7195/1986, 
pp. 7044 a 7045) se cuestiona la exigibilidad de unos acuerdos adoptados por la asamblea general 
extraordinaria de una cooperativa de viviendas. El primer acuerdo versaba sobre el Plan 
financiero, y el segundo contemplaba un Plan de pagos anticipados por el que los socios que se 
acogiesen al m ismo, sólo verían incrementado en un 5% el precio adelantado del piso, en el caso 
de que el coste  total excediese del 10% del pago anticipado "cualquiera que fu era  dicho  
increm en to".  El quinto acuerdo establece que "el presupuesto expuesto en el p un to  prim ero sea con 
fina lización  de obra en el plazo aproximado de diez m eses".
La obra se retrasó y el coste se incrementó por encima del 10%». A los seis socios que en su día se 
acogieron a esc Plan de pagos anticipados, se les exige ahora un desem bolso superios al 5% 
previsto porque, como alega la cooperativa, ese límite del 5% estaba condicionado a que la obra 
finalizase en ios 10 meses siguientes.
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Dejando al margen estos supuestos en los que se acuerda expresamente un 
precio fijo, vamos a ver si el legislador aporta alguna solución a la cuestión 
planteada.
En la anterior Lev de cooperativas de 1974, tras afirmarse la obligación del 
socio de asistir a las asambleas generales y acatar sus acuerdos válidamente 
adoptados (art. 10 Uno a), se establecía una norma excepcional en el art. 12 por la 
que el socio disconforme con cualquier acuerdo social que implique la asunción 
de obligaciones o cargas gravemente onerosas, no previstas en los estatutos podrá 
darse de baja voluntariamente, la que se considerará como justificada y se 
comunicará en el plazo y forma que reglamentariamente se determine (572). El 
socio que no solicitase la baja en tiempo y forma, quedaba obligado al 
cumplimiento de esa nueva obligación.
Una norma similar a ésta encontramos hoy en día en el art. 32. 3 de la Ley 
general de cooperativas de 1987. según la cuál: "El socio que hubiese salvado 
expresamente su voto o estuviese ausente, disconforme con cualquier acuerdo de 
la Asamblea General que implique la asunción de obligaciones o cargas 
gravem ente  onerosas, no previstas en los Estatutos, podrá darse de baja, que 
tendrá la consideración de j ustificada. median te escrito dirigido al Consejo Rector 
dentro de los cuarenta días a contar del siguiente al de la adopción del acuerdo".
El derecho de separación justificada, que reconoce el legislador en estos casos, 
ha sido calificado por Paz Canalejo (57 )^ como una "compensación al omnímodo
El Tribunal entendió en el presente caso, que esa condición temporal (prevista en el punto 5) sólo  
afectaba al Plan financiero (contenido en el punto 1) y no al Plan de pagos anticipados (punto 2), 
con clu yen d o  que "la fórm ula  de pago anticipado a la que se acogieron los recurrentes im plica  
firm eza  de precio, salvo que el coste real subiera en más de un diez por ciento, en cuyo caso sólo 
tendría un aum ento  del 5% , cualquiera que sea su increm ento".  El incremento en los costes deberá 
ser sufragado por tanto, por la cooperativa y los demás socio que no pactaron un precio firme.
572 El plazo y forma para comunicar la baja voluntaria del socio, fueron concretados en el art. 26. 2 
del Reglam ento de 1978. Sobre el art. 12 de la Ley de 1974 véase el extenso comentario de PAZ 
CANALEJO en El nuevo Derecho cooperativo español... op. cit. pp. 212 a 221.
573 p a 2  CANALEJO, en La Ley General de Cooperativas. Vol. 2° Tom o XX de Com entarios al 
Código de comercio y Legislación mercantil especial, p. 87.
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poder de modificación de Estatutos que se concede a la Asamblea de la 
Cooperativa
Si no existiese esta excepción expresa, el socio disconforme con el acuerdo, 
podría desde luego darse de baja de la cooperativa, pero la misma no tendría la 
consideración de justificada.
Las sentencias del Tribunal Supremo de 3 de febrero de 1986 v 12 de febrero de 
1987 contemplan un mismo supuesto en el que por acuerdo de la asamblea 
general de socios se decide incrementar el presupuesto para la construcción de la 
vivienda, superando incluso el máximo fijado por el Ministerio del ramo, que 
como Vivienda de Protección Oficial le corresponde para la venta del piso.
En am bos casos el Tribunal entendió que el socio quedaba sujeto al 
cumplimiento de todas las obligaciones económicas, aunque se hubiese dado de 
bajo, ya que no calificó dicha baja como justificada porque el socio "no se opuso a 
los acuerdos que determinaron el incremento del presupuesto  de la obra a 
realizar por la cooperativa a cuya fundación contr  ^ " (574).
La justificación de esta regulación está en las facultades tan amplias que posee 
el órgano asambleario de la cooperativa, que puede tomar cualquier acuerdo 
obligatorio  para  sus socios, aunque recaiga sobre aspectos no previstos 
es ta tu tariam ente . Como afirmó Verrucoli, existe "un deber para el socio de 
soportar un aumento cuantitativo de sus obligaciones nacidas desde el acto 
constitutivo, o más simplemente de aceptar obligaciones para las que él no ha 
tenido la oportunidad de dar su consentimiento; hay aquí una m a n i fe s ta c ió n  
neta del principio m a y o r  i ta r io que no se encuentra en el Derecho de 
Asociaciones o Sociedades en general, pero que es peculiar de ¡as cooperativas 
habida cuenta de su carácter especial" (575).
En efecto, en las cooperativas una de las consecuencias que se derivan del 
segundo principio, llamado principio democrático es el amplio poder decisor que
574 s t s  3 de febrero de 1986 (Civil. Ref. Aranz. 411/1986 pp. 365 a 367) y  STS 12 de febrero de 1987 
(Civil. Ref. Aranz. 705/1987, pp. 626 a 628).
575 VERRUCOLI, P. en La Socictá Cooperativa. Milano 1985. También PAZ CANALEJO en Op. ult. 
cit. p. 87 afirma que en la regulación de las cooperativas "no cabe d is tingu ir  y  separar algunas 
clausulas o pactos inm odificables (la "escritura" o contrato  en sen tido  estric to  de la Sociedad  
A nón im a); todo es revisable por el órgano asam bleístico " .
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tienen los socios, reunidos en asamblea general, siempre que sus acuerdos no 
sean contrarios a la Ley (576).
La Lev valenciana de cooperativas, también establece en su art. 22. c, el deber 
de  los socios de cumplir los acuerdos sociales válidamente adoptados. Pero en 
cambio, sólo reconoce el derecho del socio ha darse de baja justificadamente 
cuando la asamblea general acuerde nuevas aportaciones obligatorias a capital 
social (art. 51. 6 LCCV).
La om isión  en relación con las o tras  ob ligac iones  no p rev is ta s  
estatutariam ente, ¿significa que la asamblea general no puede  decidir sobre 
ellas?. La respuesta debe ser negativa porque el art. 31. 4 de la LCCV reconoce 
expresam ente la competencia de la asamblea general para im poner "nuevas  
aportaciones obligatorias y  otras nuevas obligaciones no previstas en los 
Estatutos".
Por lo tanto, la conclusión a que nos lleva el estudio de la legislación 
valenciana junto con los antecedentes y doctrina existente es que la asamblea 
general puede acordar, por las mayorías reforzadas que prevé el art. 31. 4, nuevas 
obligaciones no previstas en los estatutos. Obligaciones que como todo acuerdo 
válidamente adoptado por la asamblea general, deberá cumplirse por todos los 
socios, ausentes o disidentes, sin derecho para éstos a darse de baja justificada por 
esta causa, a diferencia de lo que ha sido la regla general en nuestros antecedentes 
históricos, y en la actual Ley general de 1987 (577).
2.1. 2.- Duración de la obligación de participación económica.
Respecto de la duración de esta obligación de partic ipación  económica, 
podemos afirmar en principio que si el socio ingresa en la cooperativa con el fin 
de poder desarrollar esa actividad económica, mientras sea socio de la misma, 
tendrá el derecho y el deber de participar en su actividad económica.
5 7<> PALACIO, Alberto. Los Principios Cooperativos. C ooperativism o, fase. 3°. Obra Sindical 
"Cooperación". Centro Nacional de Educación Cooperativa. Zaragoza, pp. 8 a 12.
7^7 Véase los arts. 11.2 Reglamento de 1971, art. 12 Ley de 1974, art. 26. 2 Reglamento de 1978, y art. 
32. 3 LGC 1987. También en la Lev alemana de 20 de mayo de 1898. tras la reforma de 9 de octubre 
de 1973 se  recoge en el art. 67. a. el "Derecho extraordinario de separación en caso de 
modificación de los estatutos", com prendiéndose entre estas m odificaciones: "La institución o
extensión de la obligación para los socios de efectuar entregas complementarias" (art. 16. 2. 4o).
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Por una parte, mientras se es socio de la cooperativa, no se puede ver privado 
de su derecho de participación económica, como puso de relieve la sentencia del 
Tribunal Suprem o de 21 de marzo de 1990, salvo que los estatutos sociales 
establezcan como sanción por incumplimiento de las obligaciones del socio, la 
suspensión de este derecho. En esta sentencia se reconocía el derecho del socio a 
ser su m in is trad o  por la cooperativa, incluso au n q u e  incum pliese  sus 
obligaciones económicas con ésta, mientras no fuese expulsado o dado de baja 
(578). Por lo tanto, mientras se es socio de la cooperativa, se tiene derecho a 
participar en su actividad económica.
Por otra parte, podría afirmarse que cuando el socio se separa de la 
cooperativa, deja de estar obligado a participar en dicha actividad, normalmente 
ésta será la causa por la que se separa el socio: ya no está interesado en colaborar 
con la cooperativa.
Sin embargo esta decisión de separarse de la cooperativa, puede ser muy 
perjudicial para ésta y el resto de los socios, no tanto por lo que significa la 
restitución de las aportaciones a capital social, sino por la reducción de la 
actividad económica que puede conllevar la salida de un socio. Piénsese que la 
cooperativa teniendo en cuenta su capacidad económica, puede haber asumido 
compromisos de aprovisionamiento, suministro, colaboración,... con terceros o 
bien, puede haber realizado inversiones teniendo en cuenta las necesidades y 
posibilidades de sus socios.
Por esta razón, el legislador concede a las cooperativas dos posibilidades para 
garantizar esta capacidad económica: en prim er lugar, perm itiendo que la 
cooperativa exija una permanencia a los socios por periodos de tiempo, no 
superior a cinco años y que normalmente se van renovando (art. 17 LCCV); en 
segundo lugar, el legislador permite que las obligaciones derivadas o surgidas 
como consecuencia de la actividad económica de la cooperativa puedan  
extenderse más allá de la relación societaria; es decir, a pesar de la separación o
578 véase esta sentencia en Capítulo 11 A, 2.1.  La única excepción a esta regla que podem os señalar 
es cuando el socio no puede continuar participando de la actividad económ ica (por jubilación, 
enferm edad, venta de sus tierras, etc.) y solicita su continuidad com o socio excedente. En estos 
casos, se es socio de la cooperativa ("socio excedente") y no se tiene derecho a participar en la 
actividad económ ica.
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expulsión del socio, éste vendrá obligado al cumplimiento de la actividad 
económica comprometida.
En la Ley valenciana esta segunda posibilidad está contemplada en el art. 19. 1, 
párrafo  2, según el cuál: "En todo caso de baja o expulsión, el socio...seguirá 
obligado al cumplimiento de los contratos y  otras obligaciones, que haya asumido 
con la cooperativa independientemente de la condición de socio" (579).
Esta extensión de la relación mutualista por lo que a las obligaciones y 
responsabilidades del socio se refiere, más allá de la relación societaria, se da 
sobre todo en dos tipos de cooperativas: en las cooperativas agrarias y en las 
cooperativas de viviendas.
En las cooperativas agrarias -como tuvimos ocasión de ver (580). suele pactarse 
un compromiso de aportación de los productos de los socios por un periodo de 
tiempo no superior a 5 años pero renovable, y con independencia de que 
mientras tanto, el socio se separe de la cooperativa, en otras ocasiones, -como 
hemos adelantado, se exige del socio que se comprometa durante ese periodo de 
tiempo, a no abandonar la cooperativa.
Ambos compromisos deben establecerse en los estatutos sociales o pactarse 
expresam ente con los socios para ser válidos. Ahora bien, la permanencia 
obligatoria en la cooperativa por un periodo mínimo de tiempo sólo puede 
interpretarse como una prohibición de separación "voluntaria e injustificada", 
teniendo en cuenta el principio de puertas abiertas que debe inspirar el 
ordenam iento jurídico.
579 MaS claro todavía a este respecto es el art. 32. 2 LC»C según el cuál: "Los Estatutos podrán exigir 
el compromiso del socio de no darse de baja voluntariamente, sin justa causa que califique la 
misma de justificada, hasta el final del ejercicio económico en que quiera causar baja o hasta que 
haya transcurrido, desde su admisión, el tiempo que fijen los Estatutos, que no podrá ser superior 
a cinco años.
Si lo prevén los Estatutos, el incumplimiento por el socio del compromiso a que hace referencia el 
párrafo anterior, a utoriza a la Cooperativa a exivir al socio, hasta el final del ejercicio 
económico o del periodo comprometido, en las actividades y  serzócios cooperativizados en los 
términos en que venía obligado o, en su defecto, a exigirle la correspondiente indemnización de 
daños y  perjuicios y . asimismo, autoriza a la Cooperativa a entender producida la baja al 
término de dichos periodos, a los efectos previstos en el apartado c, del artículo 80.
Los Estatutos, para el supuesto de incumplimiento del compromiso a que hacen referencia los 
anteriores párrafos de este número, también podrán establecer un incremento, de hasta un 10 por 
100, de las deducciones sobre las aportaciones obligatorias a que se refiere el apartado b, del 
mencionado artículo 80".
580 En el Capítulo II. A, 2. 2.
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Si lo que se busca es compatibilizar el derecho del socio a darse de baja en la 
cooperativa con la necesidad para ésta de conocer y m antener su capacidad 
económica, la solución está en garantizar la aportación de productos a la 
cooperativa por parte del socio, dejando libertad a éste para darse de baja.
Como consecuencia de esta solución que proponemos, se respeta el principio 
cooperativo de puertas abiertas, que como dice el art. 2 LCCV debe inspirar el 
funcionamiento de la cooperativa, y además, desde el momento en que el socio 
se separa de la cooperativa ya no se verá vinculado por ninguna otra nueva 
obligación que pueda contraer la cooperativa, o que se acuerde exigir por decisión 
de la asamblea general a los socios (581).
En las cooperativas de viviendas, también podemos hablar en cierto modo de 
una extensión de la relación mutualista mas allá de la relación societaria; lo que 
se aprecia cuando el socio solicita su baja.
La participación en la actividad económica en este tipo de cooperativas 
consiste precisamente en aportar los fondos necesarios para la construcción de la 
vivienda. La cesación en la relación económica se traduce en la retirada por parte 
del socio de esos fondos.
En principio si el socio se da de baja en la cooperativa se supone que se le debe 
reembolsar no sólo su aportación a capital, sino también las sumas entregadas 
como precio o financiación de la construcción de la vivienda.
Sin embargo, la excepción está en que el legislador permite dar de baja al socio, 
reteniendo estas cantidades hasta que otra persona ingrese en la cooperativa en la 
posición del socio saliente.
La Ley general de cooperativas reconoce expresamente esta posibilidad en el 
art. 129. 5. 2L>, cuando al regular las cooperativas de viviendas dice: "Las  
cantidades a que se refiere el párrafo anterior, así como las aportaciones del socio 
al capital social, deberán reembolsarse a éste en el momento en que sea su s t i tu id o  
en sus derechos y obligaciones por otro socio".
581 Esta im portante consecuencia ha sido puesta de relieve por la A udiencia Territorial de  
Valencia en diversas sentencias que comentaremos a continuación, ya que las cooperativas en las 
que se planteó el derecho del socio a la baja eran cooperativas de viviendas.
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La Ley valenciana no reconoce expresamente esa facultad de la cooperativa, ni 
la niega; pero es frecuente que los estatutos la incorporen al regular la baja de los 
socios C882).
Prueba de ello son las sentencias dictadas por la Audiencia Territorial de 
Valencia de 25 de enero de 1988, 27 de octubre de 1988, 27 de diciembre de 1988, 14 
de marzo de 1989 y la sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia de 23 de 
mayo de 1989 (583).
En todas ellas se interpreta una claúsula de los estatutos de la Cooperativa 
valenciana de vivienda, C. de la P. en la que se afirma: "el socio que cause baja no 
podrá exigir el reintegro de su haber hasta que un nuevo socio cubra su vacante y 
aporte, cuanto menos las cantidades que a aquél hayan de reintegrársele" (art. 16. 
1Q de los Estatutos).
Para el tribunal, en la sentencia de 25 de enero de 1988, la existencia de esta 
claúsula hace que la baja "quede condicionada en cuanto al efecto económico de 
dicho reintegro de lo aportado, a que un tercero se subrogue en los derechos y 
obligaciones del cooperador". El tribunal distingue por tanto en la baja dos 
efectos, que no tienen porqué darse al unísono, la baja como separación de la
cooperativa, y el efecto económico de la baja que se limita a la restitución de las
aportaciones y entregas de los socios.
Más adelante, en la misma sentencia, aclara el tribunal: "una cosa es la baja de 
un cooperador con el efecto inmediato de que no se le podrán ex ig ir 
responsabilidades económicas contraídas por la cooperativa con posterioridad a 
la misma" y otra muy distinta, el reintegro que deba efectuarse, el cual "puede ser 
retenido por la Junta Rectora hasta tanto sea conocido el importe líquido de las 
responsabilidades y obligaciones contraídas por la cooperativa antes de la baja, y  
por ende, la cuota de que deba responder el socio que se separa".
882 Por citar algún ejemplo, los estatutos de la Cooperativa Valenciana de V iviendas "Faro del
M editerráneo de Cullera" inscrita en el Registro Oficial de C ooperativas de la C om unidad  
Valenciana el 23 de octubre de 1987 con el número CV-529, establece en su artículo 13 Cinco: "El 
socio que cause baja tendrá derecho al reintegro de su haber si en pago del mismo no hubiese 
recibido el dominio o propiedad inmobiliaria adjudicada; pero no podrá exigir dicho re in te g ro 
hasta que un nuei'O socio cubra su vacante y aporte cuanto menos las cantidades que a aquél 
hubieran de reintegrársele.
Con carácter excepcional se reconoce el derecho de los socios que causen baja a presentar un nuevo 
socio que cubra su vacante, en cuyo caso, para facilitar el reintegro del haber, el Consejo Rector 
podrá acordar la adminisón del nuevo socio presentado".
883 Todas estas sentencias se encuentran reseñadas en OLAVARRIA y FAJARDO. Revista CIRIEC- 
España de Legislación y Jurisprudencia nü 3 de mayo de 1992, pp. 181 a 191.
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Por último tenemos que hacer referencia a la fundamentación jurídica de esta 
claúsula. Legalmente se reconoce hoy en día -como hemos visto- en el art. 129. 5. 
2C de la LGC, pero no existía una norma similar a ésta en la Ley de 1974 ni en el 
Reglamento de 1978 aplicables en la fecha en que se produjeron los hechos que se 
juzgan en las sentencias citadas.
El tribunal, en las sentencias de 25 de enero de 1988 y 14 de marzo de 1989, 
considera que esta claúsula no es más que un reflejo de la prerrogativa que la Ley 
de 1974, en su art. 11. 1 y el Reglamento de 1978, en su art. 25. 2 otorgan a las 
cooperativas en orden a que en sus estatutos "podrán exigir la permanencia de 
los socios por tiempo determinado que no será superior a diez años", para evitar 
el peligro de desmembramiento social por bajas repentinas y automáticas.
Una norma similar a éstas, también encontramos en la Ley valenciana. El art. 
17, al regular la baja del socio establece: "El socio de la cooperativa puede darse de 
baja en cualquier momento, a no ser que los Estatutos Sociales impongan un  
periodo de permanencia obligatoria que nunca será superior a cinco años".
Pero al margen de que se comparta o no la interpretación que de los artículos 
citados hace el tribunal, el hecho de ser una claúsula estatutaria aprobada por 
todos los socios y que no contradice la legalidad es suficiente para legitimar su 
exigibilidad.
En consecuencia, a pesar de que la Ley valenciana no contempla una norma 
expresa como el art. 129. 5. 2a de la LGC, no impide reconocer la posibilidad de 
incorporar en los estatutos sociales, una claúsula por la que se condicionan los 
efectos económicos de la separación del socio a que presente o se encuentre otra 
persona que se subrogue en sus derechos y obligaciones (S84).
2.1. 3.- Consecuencias del incumplimiento de esta obligación.
En relación con las consecuencias del incumplimiento de esta obligación, el 
legislador valenciano se limita a establecer la posibilidad de expulsar al socio que
584 g n ]a sentencia de 27 de octubre de 1988, se recoge entre las estipulaciones pactadas por la 
cooperativa con sus socios la siguiente: "Su responsabilidad (del socio) en cuanto a las 
obligaciones contraídas' con la cooperativa hasta que otro socio le supliera, aceptando la 
subrogación, con más la facultad correlativa de causarse baja, (quedando a criterio de la Junta 
Rectora la admisión del sustituto, y  debiendo en todo caso el nuevo socio hacer frente a cuantos 
gastos ocasione a la cooperativa, la sustitución del adjudicatario" (estipulación  13a).
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incumpla sus obligaciones económicas (art. 18. 3 b), también podremos aplicar 
aquí, el art. 1682 del C. c., que permite exigir intereses de dem ora y la 
indemnización de los daños y perjuicios ocasionados.
Por lo tanto, deberán ser los socios quienes regulen estatu tariam ente las 
sanciones a aplicar en estos casos: multas, suspensión de derechos, etc.
U na norm a que nos llama la atención en relación con este tema y en 
particu la r ,  en relación con la participación económica del socio en las 
cooperativas agrarias es, el art. 87. b, de la Ley catalana de cooperativas. Según este 
artículo, los estatutos sociales deberán regular los m ódulos o las formas de 
participación de los socios en los servicios que ofrezca la cooperativa: "Podrán 
establecer un periodo, como máximo de cinco años, durante el cuál el socio que 
se haya comprometido a utilizar un servicio de la Cooperativa no podrá dejar de 
cumplir sus compromisos. Este incumplimiento, caso de producirse, no eximirá 
al socio de su responsabilidad ante terceros, ni de la que habrá asumido ante la 
misma Cooperativa por inversiones realizadas y no amortizadas".
Este artículo merece una explicación en relación con la responsabilidad que 
afirma subsistir frente a terceros.
En las relaciones económicas desarrolladas por la cooperativa con terceros y 
con sus socios, se dan relaciones jurídicas diferenciadas aunque la cooperativa 
opere en el mercado en interés de sus socios.
Los terceros con quienes mantenga la cooperativa relaciones jurídicas o 
económicas (proveedores, clientes, entidades de crédito, etc...) sólo pueden  
dirigirse frente a la cooperativa, como consecuencia del cum plim iento  o 
incumplimiento de dichas relaciones.
Cuestiones a parte serán, que la cooperativa no tenga bienes suficientes para 
pagar a estos terceros, y sus socios hayan asumido responsabilidad ilimitada o 
suplementada; o bien que al asumir la cooperativa esos compromisos frente a 
terceros, haya solicitado y obtenido el aval de alguno o algunos de sus socios. 
Proceder que es -puede decirse- habitual en el m undo de las cooperativas.
Sólo en estos casos entendemos que puede hablarse de una responsabilidad del 
socio frente a los terceros por las consecuencias que se deriven  del 
incum plim ien to  de los com prom isos sobre utilización de los servicios 
cooperativos, asumidos frente a la cooperativa.
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Otra cuestión será que el socio responda ante la cooperativa por los daños y 
perjuicios que le ocasione el incumplimiento de estos compromisos, sobre todo 
ten iendo en cuenta las repercusiones que se derivarían del mismo para las 
relaciones jurídico-económicas mantenidas por la cooperativa con terceros.
Sólo en los dos supuestos citados, entendemos que del incumplimiento de la 
participación económica del socio, pueden derivarse responsabilidades frente a 
terceros. En los demás casos, la responsabilidad por los daños ocasionados podrá 
ser exigida y ejercitada, exclusivamente por la cooperativa.
2. 2. Responsabilidad del socio por las pérdidas imputadas.
Al estudiar la distribución de los resultados de ejercicio, vimos (Capítulo II. B,) 
cómo según la Ley valenciana (así cómo la catalana y andaluza), se le imputan al 
socio necesariam ente  por lo menos el 50% de las pérd idas  o rd inarias  
cooperativas (art. 60. 1 LCCV).
Estas pérdidas son la diferencia negativa que se obtiene entre la suma cobrada 
o abonada por la cooperativa como anticipo y el resultado final del ejercicio. 
teniendo en cuenta, que la existencia de pérdidas no implica necesariamente una 
desventaja cooperativa.
Esta regla general se exceptúa en dos casos, en las cooperativas que aplican el 
sistema previsto en el art. 58. 6 LCCV, ya que no distinguen clases de pérdidas y se 
imputan todas a patrimonio social, y en las cooperativas de crédito, porque el art. 
8 de la Ley 13/1989 que regula éstas, establece expresamente que las pérdidas (en 
sentido amplio) serán cubiertas con cargo a los recursos propios de la cooperativa.
Teniendo en cuenta estas excepciones, no puede hablarse -conforme a la Ley 
valenciana- de responsabilidad de los socios por pérdidas, más allá de su 
aportación a capital, ni en las cooperativas de crédito, ni en muchas de las 
cooperativas de consumo, vivienda, etc.... que se acogen al sistema del art. 58. 6 
LCCV.
Por otra parte, para hablar de pérdidas ordinarias cooperativas deben haber 
existido anticipos, si no han existido éstos, no cabe el reintegro por los socios de 
unas pérdidas que no ha sufrido la cooperativa.
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Si una cooperativa liquida a final del ejercicio, sin entregar anticipos, el 
resultado final se traslada al socio como retribución por los productos entregados 
po r  éste, o como precio del bien o servicio recibido por el socio.
Por lo tanto, también podemos decir que en las cooperativas que liquidan a 
final del ejercicio, el socio no responde por las pérdidas, sin perjuicio de que sí 
exista una desventaja cooperativa para éste. Ya que puede haber recibido como 
precio por la entrega de sus cosechas, menos de lo que sería el precio corriente en 
el mercado, o bien, puede haber pagado por su vivienda por ejemplo, más de lo 
que sería ese precio.
Vistas estas excepciones que desde luego no recoge expresamente el legislador, 
excepto en las cooperativas de crédito, pero que se derivan del funcionamiento 
normal y legalmente válido de muchas cooperativas, podemos delimitar, que de 
responsabilidad del socio por las pérdidas imputadas sólo puede hablarse en los 
siguientes tipos de cooperativas:
- en las cooperativas que no apliquen el sistema previsto en el art. 58. 6 LCCV. 
Sin olvidar, que todas las cooperativas de consumo que operan con terceros no 
socios, deben someterse necesariamente al sistema contemplado en este precepto.
- en las cooperativas que entregan anticipos a cuenta de los resultados finales 
de ejercicio. Exceptuando en este caso, a todas las cooperativas de crédito.
2. 2.1.- La obligación del socio de reintegrar las pérdidas.
La obligación de reintegrar las pérdidas cooperativas por parte del socio está 
presente en nuestro Derecho desde la Ley de 1974. Con anterioridad a esta Ley, no 
se hace mención en ninguna otra Ley de cooperativas a la imputación de 
pérdidas al socio, por lo que parece que la regla general con anterioridad sería la 
no imputación a éstos. Así se desprende también de la referencia que en 1970 
hacía Del Arco al tema afirmando que: "Las demias o perdidas en el curso del 
ejercicio son compensadas por los resultados favorables de otras operaciones y  
por el capital, las reservas, provisiones, e incluso por los excedentes de otros 
ejercicios.
La responsabilidad del socio por las operaciones sociales sólo se plantea 
cuando es preciso proceder a la liquidación ~ de la sociedad. lo que ocurrrirá
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normalmente al disolverse, pero también en los estados excepcionales de 
concurso de acreedores o quiebra" (585).
Con posterioridad a esa fecha, todas las leyes de cooperativas dictadas, con 
mayor o m enor flexibilidad, han hecho responsable al socio de las pérdidas 
cooperativas, excepto -como hemos visto-, la Ley 13/1989 de Cooperativas de 
crédito.
Sin embargo, fuera del Derecho cooperativo, no existe en nuestro Derecho de 
sociedades una  obligación similar a ésta ni s iquiera  en las sociedades 
personalistas.
En las sociedades colectivas por ejemplo, a pesar de la responsabilidad 
ilimitada que asumen los socios, las pérdidas para éstos, sólo se materializan en 
el importe final de la cuota de liquidación (586).
Lo mismo puede decirse del resto de las sociedades, sólo en el momento de la 
liquidación, el socio puede verse afectado por las pérdidas, la diferencia estará 
según el tipo de sociedad, en la cuantía de esas pérdidas que puede imputarse a 
cada socio (según la responsabilidad de estos sea limitada o ilimitada).
La razón que justifica la responsabilidad del socio cooperativo por las pérdidas 
y que excluye esa misma responsabilidad en las demás sociedades, está en que la 
cooperativa realiza su gestión económica por cuenta del socio, por ello las 
pérd idas  que se im putan  a éste son precisam ente  las obtenidas como 
consecuencia de la liquidación previa realizada al socio y d ivergente  del 
resultado final del ejercicio.
Esta particular forma de actuación es la que justifica la existencia de excedentes 
que no son verdaderos beneficios, y de pérdidas, que no son pérdidas sociales, 
sino ajustes en la valoración de los bienes y servicios prestados entre cooperativa 
y socios; por ello también, la distribución se realiza en proporción a la actividad 
desarrollada por cada socio con la cooperativa.
Fuera de estos resultados ordinarios cooperativos, la distribución de los 
beneficios y pérdidas en la cooperativa, es similar a la realizada en cualquier otra 
sociedad, así podemos afirmar que:
585 d e l  ARCO, en Régimen económico.... p. 42 y 43.
586 GIRON TENA. Derecho de Sociedades. Tomo II p. 494.
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I o. El socio sólo responderá  por esas p é rd id a s  ex traco o p e ra tiv as  y 
extraordinarias en el momento de liquidación de la cooperativa.
2C. Cada socio sólo responderá por esas pérdidas en proporción a su aportación 
a capital social.
3° El límite máximo por el que cada socio responderá, dependerá de si asumió 
responsabilidad limitada, ilimitada o suplementada.
Por último, tenemos que recordar aquí, que aquellas cooperativas que aplican 
el sistema de no distinción de resultados previsto en el art. 58. 6 LCCV, someten 
todos los resultados obtenidos a este último modelo de asignación, similar al del 
resto de sociedades, aunque pueden hacer partícipes de las pérdidas a los socios de 
trabajo (587).
En cuanto al contenido de esta obligación de reembolsar a la cooperativa las 
p érd idas  soportadas, corresponde a la asamblea general decidir la cuantía y la 
forma de realizarse.
De los distintos sistemas de liquidación de la deuda del socio que contempla el 
art. 60. 3, nos interesa destacar aquellos que implican para el socio una nueva 
entrega o una reducción de los rendimientos a obtener en ejercicios posteriores. 
N os referimos a la liquidación mediante pago en efectivo de la deuda, con 
compensación de futuros retornos y mediante la reducción de las participaciones 
obligatorias del socio en el capital social.
El pago en efectivo de la deuda, exige que el socio realice un  desembolso, al 
m argen de su aportación a capital social. Este desembolso com plem entario  no 
constituye una nueva aportación a capital ni tampoco una nueva obligación no  
prevista en los estatutos; por lo tanto, una vez se acuerda en asamblea general el 
reintegro de las pérdidas por el socio, éste está obligado a su cumplimiento y no 
puede eximirse del mismo solicitando la baja de la cooperativa. Si se diese de baja 
por esta causa, sería una baja injustificada y además seguiría obligado al reintegro 
de las pérdidas que le correspondían.
C uando  la deuda  se compensa con futuros retornos, se da en realidad un  
aplazam iento  de dicha deuda, y quedará condicionada la compensación a que 
existan verdaderam ente retornos.
887 A sí v im os cóm o estaba estipulado en los estatutos de la cooperativa de consum o CONSUM . 
También en este sentido hay que citar los estatutos de la cooperativa de consum o EROSK1.
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Este sistema de compensación sólo será efectivo en la medida en que el socio 
continúe colaborando con la cooperativa. Si no colabora o si colaborando, la 
escasez de retornos no permiten compensar esta deuda, la cooperativa podrá 
exigir el pago en efectivo de la misma, o cualquier otra modalidad de reintegro.
La compensación mediante la reducción de las participaciones obligatorias del 
socio en el capital social, debe entenderse como reducción de la cifra 
desembolsada en este tipo de participaciones. La consecuencia que se deriva para 
el socio de este sistema de liquidación de la deuda es que aumenta la cifra de 
capital pendiente de desembolso. Como claramente se recoge en la Ley general de 
cooperativas: "Para determinar la cifra de capital desembolsado se restarán en su 
caso, las deducciones realizadas sobre las aportaciones en satisfacción de las 
pérdidas imputadas a los socios" (art. 72. 1 párrafo 3“).
En este caso, el nuevo desembolso que se haga como consecuencia de la 
compensación de pérdidas realizada, no puede ser considerado tampoco ni como 
una nueva aportación a capital, ni cómo una nueva obligación no prevista 
estatutariamente (588).
2. 2. 2.- Alcance de la obligación de reintegro. Relación entre responsabilidad 
por pérdidas y responsabilidad por las deudas sociales.
Hemos visto hasta el momento por qué pérdidas responden los socios y cómo 
se puede saldar esa deuda; nos queda por ver ahora en qué cuantía responderá el 
socio.
Por una parte, el legislador valenciano permite que hasta el 50% de las 
pérdidas cooperativas se imputen con cargo a la reserva obligatoria, pero el resto 
deberá satisfacerse por los socios de alguna de las formas legalmente admitidas, a 
elección de la asamblea general.
Una vez individualizada la pérd ida  que le corresponde asumir a cada socio, 
éste deberá satisfacerla íntegramente; el socio se convierte por esta razón en 
deudor de la cooperativa, y responsable universal de su cu m p lim ien to  en los 
términos del art. 1911 del Código civil.
583 Estas distintas formas de imputación de las pérdidas, fueron analizadas en el Capítulo 11. B, 4.
2 . 1.
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En todas las leyes de cooperativas vigentes en España, se prevé la posibilidad 
de que los socios respondan por las pérdidas ordinarias cooperativas, sin que se 
establezca un límite máximo a esta responsabilidad.
Las únicas excepciones que se contemplan son:
l c En las cooperativas de trabajo asociado, los socios trabajadores se distribuyen 
entre sí los excedentes y las pérdidas, pero se les debe garantizar entre anticipo y 
retorno, el salario mínimo interprofesional. Si no se garantiza esta retribución 
mínima, la Ley valenciana sanciona a la cooperativa que no satisfaga esa cantidad 
en dos ejercicios sucesivos, con la descalificación (art. 105. 1. d). Descalificación 
que a su vez es causa de disolución de la entidad (589).
2Q La segunda excepción la constituyen los socios de trabajo de las cooperativas 
(con independencia de la clase de cooperativa de que se trate). A éstos, como a los 
socios trabajadores de cooperativas de trabajo asociado se les debe garantizar una 
retribución mínima ya que si no, por su condición de socios se verían obligados a 
soportar las pérdidas que le correspondiesen en la distribución.
La Ley valenciana exige expresamente en el art. 105 que se les garantice con la 
sum a de anticipos y retornos el salario mínimo interprofesional. Si no es así, la 
cooperativa puede ser descalificada y disuelta si en dos ejercicios sucesivos no se 
puede satisfacer ese importe (590y
En las cooperativas de trabajo asociado por tanto, las pérdidas se im putarán 
según los términos de la Ley, hasta un 50% a la reserva obligatoria, y el resto a los 
socios, pero éstos no pueden ver reducida la retribución por su salario recibido -
Entre las causas de disolución de la cooperativa, el artículo 66. 1. h, LCCV señala como una más: 
"La descalificación de la Cooperativa, de acuerdo con esta Ley".
Esta obligación para las cooperativas de trabajo asociado de garantizar a sus socios de trabajo 
pero a la im putación de pérdidas a que están som etidos, una retribución mínima, se encuentra 
recogida también en otras legislaciones. La Ley andaluza de cooperativas, en su art. 77. 5 exige  
que se garantice al socio de trabajo "cantidades no inferiores a las que se satisfacen en la zona a 
los trabajadores por cuenta ajena de la misma actividad y  categoría".  En térm inos sim ilares se  
manifiesta la Ley general (art. 118. 4) o la Ley navarra (art. 63. 3).
590 N orm as sim ilares a ésta encontramos también en las dem ás legislaciones cooperativas. El art. 
30. 3 LGC, en su párrafo 2U exige que "En todo caso ,  las pérdidas determ inadas en fu n c ió n  de la 
a c tiv idad  cooperativizada, se im putarán  al Fondo de Reserva y , en su defecto, a los socios 
usuarios, en la cuantía necesaria para garantizar a los socios de trabajo una compensación m ínim a  
igual al 70 por 100 de las retribuciones satisfechas en la zona por igual trabajo y , en todo caso, no 
in ferior al im porte del salario m ín im o interprofesional" . La Ley andaluza (art. 17. 3) y la Ley 
navarra (art. 21. 3) tambiénc xigen esa retribución mínima en favor del socio de trabajo, sino  
expresam ente como la Ley valenciana o la general, si por remisión a las normas que protegen a los 
socios de trabajo de las cooperativas de trabajo asociado.
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en este caso- en concepto de anticipo por debajo del salario mínimo, durante dos 
años sucesivos, en lo que excedan las pérdidas, deberán ser sufragadas con el 
patrimonio social. Desde otro ángulo podemos decir que si al socio de trabajo o 
socio trabajador se le retribuye con el salario mínimo, en concepto de anticipo, no 
asum e ninguna obligación por las pérdidas ordinarias cooperativas, o en todo 
caso, sólo podrá verse afectado por esas pérdidas (según la Ley valenciana) de 
forma esporádica (591).
Fuera de estos dos casos excepcionales, las pérdidas imputadas al socio deberán 
ser satisfechas por éste en su totalidad.
Esta conclusión sin embargo, suscita una importante duda: ; Oue relevancia 
puede tener en este caso para el socio de una cooperativa tener responsabilidad 
limitada o ilimitada por las deudas sociales?.
En principio podríamos decir como Paz Canalejo (592) que el socio responderá 
del cumplimiento de sus obligaciones frente a la cooperativa con todos sus bienes 
presentes y futuros, aunque tenga responsabilidad limitada.
Pero no todos los autores, entre los pocos que se han pronunciado sobre esta 
cuestión opinan igual. No obstante, para evitar confusiones, hay que distinguir 
las opiniones manifestadas antes y después de la Ley general de cooperativas de 
19 de diciembre de 1974, ya que ésta es la primera Ley que hace una referencia 
expresa a la participación de los socios en los resultados negativos de ejercicio.
Con anterioridad  a esta Ley por tanto, la doctrina no contem plaba la 
posibilidad de imputar las pérdidas a los socios (593). Con posterioridad, Elena 
Diaz se ha planteado la posible colisión de esta imputación con la responsabilidad 
lim itada que norm alm ente asumen los socios de las cooperativas, y así, 
comentando el art. 87. 1 de la LGC, similar en este aspecto al art. 60. 3 LCCV dice: 
"No podemos detenernos en comentar el lar$o y complejo apartado 1. del
591 Otra posibilidad que tiene la cooperativa de trabajo asociado com o cualquier otra cooperativa, 
es aplicar el sistema previsto en el art. 58. 6 LCCV, de forma que se asigna -en concepto de gasto- 
una retribución determinada a cada socio por el trabajo prestado, y se decide no distinguir  
resultados, cediéndolos todos (positivos y negativos) a patrim onio irrepartiblc. De esta forma, 
los socios se garantizan una retribución fija que puede o no coincidir con el salario m ínim o  
interprofesional, no beneficiándose directamente de los resultados mejores que puedan obtener, 
pero tampoco de las pérdidas.
592 PAZ CANALEJO. El nuevo Derecho cooperativo español... p. 197.
^93 En este sentido podem os citar a LLU1S Y NAVAS, en Derecho de Cooperativas, tomo II, 1972. 
pp. 114 a 116; y también, DEL ARCO, en Régimen económico...., 1970 pp. 42 y 43.
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artículo 87 donde se recoge esta imputación de las pérdidas ordinarias, pero s í  
debemos decir que se nota está redactado en una época de crisis económica (en las 
anteriores normas españolas apenas se mencionaba el tema) y en cambio, que en 
todo su texto parece ignorarse la responsabilidad limitada de los socios por las 
operaciones de la cooperativa que es la fórmula habitual en la inmensa mayoría 
de las entidades y que podría dificultar la aplicación de alguna de las normas del 
citado párrafo" (594).
T am b ién  Borjabad advierte  la posib ilidad  de una colisión, cuando  
com entando  la distinción entre las nuevas aportaciones obligatorias y las 
derram as obligatorias con ocasión de pérdidas de un ejercicio, afirma a pie de 
página: "Una cuestión de gran interés ea la falta de limitación de la cuantía 
de estas derramas en la Ley, lo que hace pensar en la responsabilidad patrimonial 
de los socios por las deudas de la entidad una vez agotado el haber social" (5 9 5 ).
El interés que pone el legislador en regular claramente la determinación y 
aplicación de los resultados negativos de ejercicio no es consecuencia exclusiva 
de una época de crisis económica, sino más bien del deseo de fortalecer
em presarialm ente a las cooperativas, y garantizar su solvencia. Como dice la
Exposición de motivos de la Ley general: "El objeto principal de las innovaciones 
introducidas en el capítulo sobre régimen económico, lo consti tuye  el
fortalecimiento de las Cooperativas en su vertiente empresarial, a cuyo fin se
establecen modificaciones orientadas, unas, a impulsar el incremento de los 
recursos financieros propios y, otras en defensa de la solvencia y credibilidad 
económica de la Cooperativa".
En cuanto a si el legislador ha ignorado la responsabilidad limitada de los 
socios, pensamos que no; no se trata de un olvido, simplemente es irrelevante el 
tipo de responsabilidad cuando se trata de pérdidas que por su origen son 
imputables a los socios.
Como han afirmado Vicent Chuliá, Manrique y Rodríguez entre otros, son  
pérdidas patrimoniales de cada socio y no pérdidas de la cooperativa, y por esa
594 ELENA DIAZ. El Fondo de reseva obligatorio... p. 72.
595 BORJABAD, Primitivo. "Instrumentos de financiación d e  las Sociedades C ooperativas: 
P osib ilidades y características de la actual legislación". Ponencia presentada en la Jornada 
sobre "La financiación de las cooperativas ante la reforma de la Legislación cooperativa en 
España", organizada por el CIRIEC- España, y celebrada en Murcia el 25 de octubre de 1991, pp.
44 y 53.
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razón se im putan a los socios con independencia de su responsabilidad por las 
pérdidas propiamente sociales (596).
La confusión entre responsabilidad por las pérdidas ordinarias cooperativas y 
la responsabilidad de los socios por las deudas sociales es muy frecuente en la 
doctrina y entre los prácticos del Derecho cooperativo. Se señala frecuentemente 
que el socio participa en las pérdidas ordinarias cooperativas, pero de forma 
limitada a su responsabilidad por las deudas sociales. Esto puede ser una legítima 
aspiración que podemos compartir, pero que desde luego no se desprende del 
análisis de nuestra legislación cooperativa.
La razón última que suele darse para justificar la responsabilidad del socio por 
estas pérdidas consideradas como "suyas" y no sociales, está en considerar al socio 
como un empresario o trabajador autónomo que ejerce una actividad económica 
a través de la cooperativa, pero asumiendol él mismo, el riesgo empresarial de 
esa actividad. Como claramente ha puesto de manifiesto Llobregat: "El hecho de 
que el socio individual no aparezca frente a los terceros investidos de la 
condición de empresario sino que sea la sociedad, dotada de personalidad jurídica 
propia, quien ejercite los derechos y contraiga las obligaciones frente a aquellos, 
no obsta para que -en términos de carácter puramente económico- pueda 
considerarse como empresario a la totalidad de los sujetos que se agrupan en el 
seno de la cooperativa en calidad de socios. A ellos revierten las ventajas 
patrimoniales obtenidas a resultas del ejercicio en común de la actividad  
empresarial y sobre ellos pesan igualmente las consecuencias desfavorables de 
una gestión desafortunada, independientemente del régimen de responsabilidad, 
limitada o ilimitada, que se haya establecido" (597).
La responsabilidad del socio por las pérdidas ordinarias cooperativas sería por 
tanto una m anifestación más que confirmaría la teoría según la cuál la
596 Según MANRIQUE Y RODRICUEZ POYO-CUERRERO, ten La cooperativa: garantías formales 
para su eficacia en el tráfico, p. 46): "El que en una  sociedad, sea o no de responsabilidad  
lim itada , se consideré regla norm al que las pérdidas del ejercicio, no im pu tadas al fondo  de 
reserva, no se soporten tampoco por el patrim onio social, sino que sean sufragadas por los socios, 
no puede tener otra explicación que la de que la pérdida no es de la sociedad, sino  del socio 
d irec tam en te"  . También en este sentido se manifiesta VICENT CHULIA en La reforma de la 
legislación....p . 142.
597 LLOBREGAT. Op. cit. p. 35.
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cooperativa es una entidad de intermediación que gestiona los intereses de sus 
socios, en nombre propio pero por cuenta de éstos.
Sin em bargo, Vicent Chuliá que en num erosas ocasiones ha definido la 
cooperativa en estos términos (598), recientemente ha manifestado que "Del 
riesgo empresarial responde la Cooperativa con su patrimonio. Los socios, salvo 
disposición en contrario en los Estatutos, sólo responden con sus aportaciones...."
(599). Con esta afirmación, parece que el autor se inclina actualmente, por la no 
asunción  del riesgo em presarial por el socio; esta conclusión  -como 
anterio rm ente  dijimos- puede ser deseable, pero no tiene un fundam ento  
jurídico (al menos en la legislación valenciana, catalana o andaluza), el socio 
asum e total o parcialmente el riesgo empresarial derivado de la actividad 
desarrollada con la cooperativa.
Ahora bien, en relación con las pérdidas patrimoniales que se produzcan, o 
p é rd id a s  que  p rocedan  de activ idades  co o p era t iv as  con terceros o 
extracooperativas, el socio no asume ninguna responsabilidad; su contribución a 
estos resultados viene limitada por su aportación a capital social. En estos casos, 
el riesgo em presarial lo asume íntegramente la cooperativa, salvo que la 
responsabilidad del socio or las deudas sociales sea limitada o suplementada, y en 
la liquidación se haya agotado el haber social.
En nuestra opinión por tanto, del análisis de nuestra legislación cooperativa, y 
en particular de la Ley valenciana de cooperativas, se desprende que la regla 
general será -tal y como establece el art. 60. 3- que los socios asuman todas o partes 
de las pérdidas, en la cuantía que determine la asamblea general, que como 
mínimo será el 50% de las mismas, derramadas entre los socios en proporción a 
la actividad económica desarrollada por cada uno.
Pero ante esta regla general no hay que olvidar las numerosas excepciones 
existentes, tantas que hacen que esta norma sea prácticamente inaplicable. Las 
excepciones que hemos ido citando a lo largo de este apartado, nos ponen de 
manifiesto cómo se trata de paliar el riesgo del socio ante las posibles pérdidas
598 v é a se  en el Capítulo II apartado A), el punto 2. 3. 2. donde se analizan sus opiniones en torno a 
la titularidad de la masa de gestión. También podem os recordar su afirmación en 1984 de que las 
p erd id as ord inarias cooperativas "constituyen pérdidas patrimoniales de cada socio y  no 
pérdidas de la sociedad", en La reforma de la legislación...p. 142.
599 VICENT CHULIA. en Compendio crítico de Derecho Mercantil.... ult. ed. p. 1028.
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\que le correspondiesen, las razones que justifican esta excepcionalidad son muy 
diversas:
1.- En el caso de los socios trabajadores de cooperativas de trabajo asociado o 
socios de trabajo, porque se busca garantizarles una retribución mínima por sus 
prestación laboral; la razón de este trato privilegiado está en su condición mixta 
de trabajador y socio.
2.- En las cooperativas de crédito, porque la Ley 13/1989 sólo admite que se 
im puten  las pérdidas a patrimonio social, sin que los socios asum an más 
responsabilidad que las aportaciones realizadas a capital social.
3.- Las cooperativas que aplican el sistema previsto en el art. 58. 6 LCCV 
porque no distinguen clases de resultados y destinan todos éstos, incluyendo las 
pérdidas, a patrimonio irrepartible. Este sistema es seguido principalmente por 
las cooperativas de consumo y vivienda.
4.- Las cooperativas que lim idan al cierre del ejercicio, como son las 
cooperativas agrarias y también las cooperativas de viviendas, no obtienen 
pérdidas ordinarias porque no entregan tampoco anticipos. La posible desventaja 
económica para el socio se manifiesta como precio por las cosechas entregadas o 
por los bienes recibidos. De forma que en lugar de pérdidas imputadas, habrá 
posiblemente, un bajo precio por las cosechas o un elevado precio por el bien o 
servicio recibido.
2. 3.- Responsabilidad del socio que causa baja en la cooperativa. El 
artículo 19.1. 2 LCCV.
El socio puede darse de baja de la cooperativa en cualquier momento como 
afirma el Principio de Libre Adhesión o principio de puertas abiertas, aprobado 
por la ACI en 1966 y que dice: "El socio tío debe, cu ningún caso, ser obligado a 
permanecer en la sociedad por un tiempo superior al que su interés requiere"
(600). Sin embargo este principio puede ser exceptuado si -como hemos visto- 
estatutariamente se ha previsto una permanencia mínima (art. 17 LCCV).
600 d e l  ARCO. Los principios cooperativos en la Lev General de Cooperativas. REVESCO nü 36 - 
37- 38,1975-76 p. 36.
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Al separarse  el socio se le deben liquidar las aportaciones económicas 
realizadas a la cooperativa. Esta liquidación se debe hacer con efectos al cierre del 
ejercicio social en que es exigida (art. 54 LCCV).
C om o consecuencia de esta liquidación se reembolsa a los socios las 
aportaciones realizadas a capital social, obligatorias y voluntarias, las entregas que 
haya pod ido  realizar en concepto de uso cooperativo (como son los pagos por la 
vivienda en una cooperativa de esta clase) y la parte que al socio le corresponda 
en la reserva voluntaria creada con los retornos acreditados y no repartidos. 
Fuera de estos casos, podemos decir que el socio no tiene derecho a repartirse el 
haber social (art. 2 LCCV). Sobre esta suma a reembolsar, habrá que deducir las 
pérdidas que según balance le correspondan al socio (e incluso otras pérdidas no 
cooperativas acumuladas de ejercicios anteriores).
La separación del socio puede ser voluntaria, y en este caso justificada o no, o 
forzosa; según sea de un tipo u otro, se derivarán consecuencias diferentes 
principalmente de tipo económico. La principal consecuencia económica es que 
la cooperativa puede realizar ciertas deducciones del importe a reembolsar al 
socio saliente. El art. 54 LCCV permite una deducción no superior al 30% en el 
caso de baja por expulsión y del 20% en caso de baja voluntaria no justificada. El 
porcentaje concreto deberá ser determinado en los estatutos.
La deducción de que hablamos sólo puede realizarse sobre las aportaciones 
obligatorias ya liquidadas que se reembolsan y nunca sobre los demás conceptos 
(601).
Finalmente, una vez determinado el reembolso, hay que tener en cuenta que 
puede hacerse efectivo en el momento de la baja o aplazarse, este aplazamiento 
será fijado por los estatutos sociales pero no podrá ser superior a 5 años en caso 
de expulsión, 3 en caso de baja voluntaria no justificada, y de un año en caso de 
defunción o de baja justificada (art. 54. 2 LCCV).
601 La anterior Ley de cooperativas de 1974 permitía que las deducciones a que hacemos referencia 
se aplicasen también en las cooperativas de viviendas, sobre las entregas efectuadas por los 
socios para la construcción de sus viviendas (art. 1L Cuatro, a, y art. 29. 3 del Reglamento de  
1978).
Sobre la im posibilidad de practicar el descuento sobre las cantidades retenidas en la reserva 
voluntaria fruto de retornos no distribuidos y que ahora se reembolsan, puede verse DUQUE, La 
bajía obligatoria del socio. REVESCO n- 56- 57 1988-89 pp. 43 v ss.
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Visto a grandes rasgos cuál es el proceder normal seguido cuando el socio se da 
d e  baja, vamos a ver ahora el régimen especial previsto por el legislador, en 
relación con la responsabilidad del socio en estos casos.
El art. 19 LCCV regula la responsabilidad y obligaciones del socio que ha 
causado baja en la cooperativa. En esta norma se contemplan claramente al 
m enos, dos supuestos diferentes, que deben analizarse también de forma 
separada.
El párrafo l ü del apartado 1 de dicho artículo señala que: "En todo caso de baja 
o expulsión el socio seguirá respondiendo de las deudas contraídas por la 
Cooperativa  durante su permanencia en la misma por un periodo de cinco años 
a contar desde ¡a fecha de ¡a baja o expulsión". Este precepto  ex tiende la 
responsabilidad del socio por las deudas contraídas por la cooperativa, hasta cinco 
años después de su separación. El supuesto hace referencia a la responsabilidad 
externa del socio frente a los acreedores de la cooperativa, tras la desaparición del 
haber social, responsabilidad que será objeto de estudio en el apartado B) 2. 2. 4 de 
esta tesis, por lo que nos remitimos a ese momento ulterior, aunque hay que 
reconocer que no siempre se ha delimitado claramente, ni en la legislación ni por 
la jurisprudencia la responsabilidad externa e interna, y en consecuencia los dos 
supuestos contemplados en el art. 19 que analizamos.
Nos interesa ahora el párrafo 2- del art. 19. 1 según el cuál: "Además seguirá 
obligado al cumplimiento de los contratos y otras obligaciones que haya asumido 
con la cooperativa independientemente de la condición de socio".
Este artículo en principio puede parecer innecesario, ya que lógicamente el 
socio de una cooperativa que se separa, romperá su vínculo societario con ésta, 
pero las obligaciones que haya asumido independientemente de su condición de 
socio, es decir, como si de un tercero se tratase, seguirán vigentes y serán exigióles 
a su vencimiento. Como decía el art. 19 del Reglamento de cooperación de 1971, 
la responsabilidad del socio comprende también "los compromisos que de modo 
expreso y concreto hubiera asumido".
Sin embargo, pensamos que el alcance del art. 19. 1. 2tJ debe ser más amplio, 
para continuar con nuestra tradición legislativa en la que la responsabilidad 
económica del socio en cuanto "socio" se ha ex tend ido  más allá de su 
permanencia en la cooperativa.
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Ya vimos en el apartado anterior 2. 1. 2, cómo se puede extender en el tiempo 
la obligación de colaborar en la actividad económica de la cooperativa, tanto si se 
acuerda expresamente en los estatutos, como si se fija contractualmente con cada 
socio; posibilidad que se da principalmente en las cooperativas agrarias y de 
viviendas. Esta posibilidad está recogida expresamente en la Ley general de 
cooperativas (art. 32. 2) y en el art. 18. 3 de la Ley catalana de cooperativas (602); la 
Ley valenciana no lo reconoce expresamente, salvo que se interprete en un 
sentido amplio el art. 19 que comentamos. No obstante, la obligatoriedad de esa 
extensión viene avalada por su concreción contractual o estatutaria.
Pero adem ás, el socio de una cooperativa puede  asum ir otro tipo de 
obligaciones económicas frente a la cooperativa, que no son propiam ente la 
obligación de aportar sus bienes a la masa de gestión económica. Entre estas otras 
obligaciones económicas podemos citar las siguientes: el socio se compromete a 
participar económicamente en la compra de cualquier bien, mueble o inmueble 
que realice la cooperativa, o garantiza con su firma la concesión de un crédito en 
favor de la cooperativa.
Estas nuevas obligaciones son consecuencia norm alm ente de la condición 
societaria del deudor, ya que incluso el origen de esa obligación puede estar en un 
acuerdo adoptado en asamblea general, con las mayorías cualificadas que exige el 
art. 31. 4 LCCV y con el cuál, el deudor puede no estar de acuerdo.
Ambos tipos de obligaciones económicas son exigióles al socio incluso aunque 
se haya dado de baja de la cooperativa, y son obligaciones que se han contraído
602 Según el art. 32. 2 LC.C "Los Estatutos podrán exigir el compromiso del socio de no darse de baja 
voluntariamente, sin justa causa que califique la misma de justificada, hasta el final del ejercicio 
económico en que quiera causar baja o hasta que haya transcurrido, desde su admisión, el tiempo 
que fijen los Estatutos, que no podrá ser superior a cinco años.
Si lo prevén los Estatutos, el incumplimiento por el socio del compromiso a que hace referencia el 
párrafo anterior, autoriza a la Cooperativa a exigir al socio a participar, hasta el final del 
ejercicio económico o del periodo comprometido, en las actividades u servicios cooperativizados 
en los términos en que venía obligado o. en su defecto, a exigirle la correspondiente indemnización 
de daños y  perjuicios...".
Por su parle, el art. 18. 3 de la Lev catalana de cooperativas establece: "La inobservancia del 
preaviso o el incumplimiento del plazo mínimo de permanencia facultan a la Cooperativa para 
considerar no justificada la baja, sin perjuicio de que puede exigir al socio, además, el  
cumplimiento de las obligaciones económicas que le correspondan".
531
precisamente por su condición de socio, así se ha reconocido tradicionalmente en 
nuestro Derecho.
La Lev de 1932, en su art. 9 establecía que los socios de una cooperativa podían 
retirarse de ella comunicándolo con antelación, pero, "No obstante, quedarán 
sujetos a la liquidación de las obligaciones y responsabilidades contraídas al 
tiempo de la separación... En ningún caso podrá exigirse responsabilidad alguna a 
los socios de una cooperativa por razón de los compromisos y obligaciones 
sociales después de pasados dos años de su separación o exclusión o de la 
disolución de la sociedad”. También la Lev de 1942 establecía la sujección del 
socio que se da de baja, a la liquidación de las obligaciones y responsabilidades 
contraídas por la cooperativa con anterioridad a su baja (art. 12. c). Los términos 
am plios  de am bas norm as perm itían  incluir en tre  las obligaciones y 
responsabilidades contraídas por la cooperativa, compromisos económicos de 
sum inistro  con terceros, adquisición de bienes, inversiones, restitución de 
créditos, etc, en las que era esencial la participación o colaboración del socio para 
su cumplimiento.
Más claro todavía, el art 18 del Reglamento de 1943 señala que: "En la 
liquidación de las obligaciones y responsabilidades a que se refiere la letra c) del 
art. 12 de la Ley se entiende expresamente que los socios que dejasen de 
pertenecer a una Sociedad Cooperativa nunca podrán quedar eximidos de las 
derivadas de operaciones de carácter económico que aquéllas hubieran contraído 
hasta el momento de su separación”.
El carácter ilim itado en el tiempo de esta responsab ilidad  se mitigó 
posteriormente reduciéndose a 5 años, como en la actualidad. Así el art. 11. 5 de 
la Ley de 1974 (seguido en los mismos términos por el art. 30 del Reglamento de 
1978) establecía: "El socio que causase baja continuará siendo responsable durante 
cinco años frente a la cooperativa por las obligaciones asumidas por ésta con 
anterioridad a la fecha de la pérdida de su condición de socio”. Esta limitación del 
plazo de responsabilidad, tiene su justificación en el deseo de garantizar al socio 
saliente la seguridad de no estar siempre ante la incerteza de si se verá obligado a 
responder por estas obligaciones o no, y cuando.
Esta norma nos aporta un nuevo elemento, la responsabilidad de que habla es, 
como dice claramente, una responsabilidad del socio frente a la cooperativa, ya
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no se dice como antes: responsabilidades y obligaciones asumidas por la 
cooperativa, sino por el socio.
Paz Canalejo, comentando esta norma de la Ley de 1974 ha visto en la misma 
"la doble faz de la responsabilidad del socio saliente", la responsabilidad por las 
deudas sociales (que será normalmente limitada salvo norma estatutaria en 
contra), y la responsabilidad ilimitada del socio "respecto a su personal deuda con 
la cooperativa" (6Ü3).
Esta segunda faz de la responsabilidad, comprendida en el art. 11. 5 de la Ley de 
1974 también fuá tenida en cuenta por el Tribunal Supremo en su sentencia de 13 
de marzo de 1987 (Civil, Ref. Aranz. 1477/1987). En dicha sentencia se condena a 
un ex-socio "a pagar a la cooperativa por los daños económicos presentes y 
futuros por su no aportación a la explotación y a las inversiones contraídas y
realizadas", en base al art. 11. 5 de la Ley de Cooperativas de 1974.
En este caso, mientras el recurrente era socio de la cooperativa, ésta acordó 
"con quorum suficiente la solicitud de diversos créditos para atender a la 
realización de la obra civil, instalaciones y adquisición de un camión frigorífico".
Posteriormente, el socio se separa de la cooperativa y exige la liquidación de su 
partic ipación, m om ento  en el que la cooperativa formula reconvención 
exigiendo responsabilidades "como consecuencia de los perjuicios que se le han 
irrogado con motivo de la conducta (del recurren te)... y la circunstancia de dejar 
desatendidas las obligaciones que como cooperativista venía asumiendo frente a 
las entidades de crédito".
El recurrente contesta alegando que esos perjuicios reclamados comprenderán 
a los sumo "los costes financieros de la inversión comprometida o efectuada 
antes de perder su condición de socio, pero, en ningún caso, a la inversión
misma, que pasa a formar parte del activo de la cooperativa".
603 p a 2  CANALEJO, en El nuevo Derecho cooperativo español,... op. cit. p. 197. En el m ism o sentido 
puede citarse a GARRIDO DE PALMA, quien afirma: "De acuerdo con Paz, el ex socio continuará 
siendo responsable por las deudas sociales del mismo modo y  con igual alcance con que lo era 
mientras era socio; es decir, que sólo cuando la Cooperativa sea de responsabilidad limitada, el 
cooperativista tendrá este tipo de responsabilidad también, y  ello, en principio, previa excusión 
del haber social (art. 5 Reglamento). Es claro que si la obligación del socio saliente ha de 
configurarse así caso de obligaciones de la Cooperativa con terceros, en el supuesto de que se trate 
de obligaciones pendientes de aquél con la sociedad la responsabilidad será ilimitada (arts. 1911 
y  1681 del Código Civil, éste en sede de sociedad civil)", en La cooperativa en el Derecho españo, 
a través de sus principios .... op. cit. pp. 18 y 19.
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Ante esta alegación, el Tribunal Supremo afirma que este motivo no puede 
prosperar, pues a pesar de las imprecisiones terminológicas empleadas por la 
defensa de  la cooperativa, haciendo referencias a "perjuicios” o "daños 
económicos presentes y futuros", mantiene el Tribunal que "se desprende con 
toda evidencia que lo reclamado es el montante económico de su partic ipación  
en las obligaciones contraídas por la cooperativa durante el tiempo en que fué 
socio de la m ism a".
Y concluye afirmando, la aplicación al presente caso de la responsabilidad 
quinquenal de que habla el art. 11, 5 de la Ley de cooperativas de 1974: "es 
manifiesto que la responsabilidad quinquenal que el citado precepto proclama es 
aplicable a la sociedad recurrente por darse los presupuestos de hecho en el 
contemplados según ha quedado sentado, es decir, obligaciones contraídas por la 
Cooperativa en momento en el que era socio la entidad £., y reclamación anterior 
al transcurso de cinco años de su pérdida de tal cualidad, y en la cuantía fijada 
que comprende no sólo los costes financieros de las operaciones de crédito sino,
tam bién , la parte correspondiente de las obligaciones contraídas  la
responsabilidad de E. deberá hacerse efectiva, como expresa la sentencia de 
primera instancia -confirmada en apelación- en ejecución de Sentencia, debiendo 
entenderse que en la cuantía expresada y en los plazos que le hubieran 
correspondido de haber permanecido como socio de la Cooperativa, pues su 
responsabilidad no puede resultar agravada por haber causado baja en ella".
Actualmente, tanto la Ley general de cooperativas como la Ley valenciana, 
plantean sólo algunos de los supuestos de responsabilidad posibles que hemos 
visto.
La Lev general de cooperativas, en su art. 71 regula la responsabilidad externa 
del socio previa excusión del haber social, durante cinco años desde la pérdida de 
su condición de socio, y en el art. 32. 2 la responsabilidad interna por las entregas 
a la masa de gestión económica, que puede durar también hasta cinco años.
La Ley valenciana por su parte, contempla en el art. 19. 1. l ü la responsabilidad 
externa cuyo estudio remitimos a un momento posterior. Y en el párrafo 2o del 
mismo artículo, sólo prevé la responsabilidad del socio en el cumplimiento de 
los con tra tos  y obligaciones que haya a su m id o  con la coopera tiva , 
independientemente de su condición de socio.
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En el ámbito de este precepto habrá que incluir necesariamente aquellas 
obligaciones asumidas por el socio con la cooperativa de forma expresa, mediante 
contrato (de compraventa, comisión, garantía, etc.). Y habría que incluir también 
-en nuestra  opinión- las responsabilidades y obligaciones contraídas como 
consecuencia de los acuerdos válidos adoptados por la asamblea general, y cuyo 
cumplimiento queda aplazado o se establece como periódico.
La otra posibilidad, de no aceptarse esta solución, sería liquidarle al socio 
dichas responsabilidades en el momento de la baja, solución que no nos parece 
adecuada ya que como decía el Tribunal Supremo en la sentencia comentada de 
13 de m arzo de 1987, los socios responderán "en los plazos que le hubieran 
correspondido de haber permanecido como socio de la Cooperativa, pues s u 
responsabilidad no puede resultar agravada por haber causado baja en ella" (6()4).
Por último no nos queda más que hacer una valoración crítica de este 
precepto, que omite la regulación de un supuesto tan im portante como es la 
responsabilidad por las obligaciones económicas adoptadas por los socios en 
asamblea general, cuando el socio se da de baja; creando de esta forma una grave 
in se g u r id a d  a las cooperativas, que ni s iquiera  p u ed en  a seg u ra r  la 
responsabilidad del socio saliente reteniéndole las aportaciones que se le deben 
reembolsar, dado el reducido importe que en la práctica suelen alcanzar éstas 
(605).
604 En este m ism o sentido, también podem os citar a PAZ CANALEJO y GARRIDO DE PALMA (La 
Cooperativa en el Derecho español a través de sus principios.... op. cit. pp. 18 y 19). Según el 
primero: "el ex-socio continuará siendo responsable por las deudas sociales del m ism o modo y  con 
el m ism o alcance con lo que lo era m ientras estaba ligado por su  víncu lo  societario con la entidad"  
(El nuevo Derecho cooperativo español...op. cit. p. 196.
605 Los acreedores de la cooperativa ante el incum plim iento por el socio de sus ob ligacion es  
internas-
Este tema no presenta ninguna particularidad especial para las cooperativas, en relación en el 
resto de sociedades, pero no podíamos concluir este apartado sin hacer mención al mismo.
Las responsabilidades del socio que hem os analizado en este apartado, son consecuencia de 
obligaciones asum idas frente a la cooperativa, por lo tanto es la cooperativa com o acreedora de  
esa relación quien está facultada para exigir su cum plim iento o la indem nización de los daños 
sufridos en caso de incumplimiento.
Tero la cooperativa puede tomar decisiones que impliquen una dism inución de su patrimonio, 
com o puede ser, la condonación de deudas de sus socios, bien sean consecuencia del no desem bolso  
d e las aportaciones a capital social, de pédidas im putadas al socio, o de nuevas obligaciones 
surgidas por acuerdo de la asamblea general. En todos estos casos, será de aplicación en garantía 
de los derechos de los acreedores sociales, la normativa civil que perm ite im pugnar los actos
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3.-CONCLUSIONES.
En este apartado A) hemos analizado algunas de las consecuencias que se 
derivan del incumplimiento por parte del socio de sus obligaciones con la 
cooperativa.
Entre los supuestos posibles de responsabilidad interna frente a la cooperativa, 
hemos distinguido según la posición del socio en esa relación fuese como tal 
socio, o como usuario de los servicios prestados por la cooperativa.
Dentro de la relación propiam ente societaria, hemos analizado algunos 
problemas que se plantean en torno al deber de desembolsar las aportaciones 
comprometidas a capital social, y a la obligación de realizar nuevas aportaciones a 
capital.
En el prim er caso, cuando las aportaciones a realizar son dinerarias, las 
cooperativas pueden acordar en sus estatutos el desembolso parcial en un primer 
momento, debiendo desembolsar el resto cuando lijen los estatutos o acuerde la 
asamblea general.
La sanción prevista legalmente en caso de incumplimiento de esta obligación 
es la expulsión del socio. Sin embargo por aplicación del art. 1.682 del C. C. se le 
puede exigir al socio, no sólo el cumplimiento de su obligación, sino también los 
intereses por la demora y la indemnización que corresponda por los daños 
sufridos.
Junto con estas sanciones, los socios también pueden y deben regular en sus 
estatutos, las normas de disciplina social, y por tanto, pueden sancionar estas 
conductas infractoras con multas y suspensión de los derechos del socio.
fraudulentos del deudor (cooperativa) y el ejercicio en vía subroga loria en los derechos y acciones 
del deudor.
Los acreedores podrán recurrir por tanto, a las acciones subrogatoria y pauliana (arts. 1111 y  
1291. 3 C. C.) con el fin de conseguir una defensa más eficaz de sus derechos, controlando la gestión 
patrimonial de la cooperativa e interviniendo en ella cuando lo crean conveniente, con objeto de 
conservar o lograr la solvencia del patrimonio de ésta, base de su garantía. (DIEZ PICAZO. 
Fundamentos del Derecho civil patrimonial. Vol I. Ed. Tecnos, 2U ed. 1983 pp. 750 y ss.)
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Respecto de la obligación de realizar nuevas aportaciones a capital, ésta surge 
por acuerdo de la asamblea general con las mayorías cualificadas que exige la Ley. 
Pero el socio disconforme, podrá solicitar su baja que se considerará justificada. 
Ahora bien, si el socio no se separa en la forma y plazos que se acuerde, quedará 
firmemente obligado a la suscripción y desembolso de la aportación que le 
corresponda.
El incumplimiento de esta nueva obligación da derecho a la cooperativa a 
exigir al socio, su cumplimiento forzoso, el pago de una multa, la suspensión de 
sus derechos o incluso puede ser sancionado con la expulsión, según se haya 
establecido en los estatutos.
Una cuestión importante que no debe confundirse es la obligación de realizar 
nuevas aportaciones a capital social, con la imposición de nuevas aportaciones 
no previstas en los estatutos, por que en el primer caso, el legislador valenciano 
permite la baja justificada del socio, y en el segundo no.
En su relación mutualista con la cooperativa, como usuario de la misma, el 
socio asum e dos im portantes obligaciones, la obligación de cooperar en la 
actividad económica de la cooperativa y la obligación de asumir todas o parte 
(como mínimo el 50%) de las pérdidas que haya generado esa actividad ordinaria.
La primera obligación ya fué objeto de un extenso análisis en el Capítulo II de 
esta tesis. Lo que nos preocupa en este momento son dos cuestiones de gran 
interés, relacionadas con esa obligación y que ponen de relieve la naturaleza 
particular de la cooperativa, y sobre todo de algunas clases de cooperativas como 
son las agrarias y de viviendas.
Nos referimos al incremento del deber de colaboración económica por 
decisión de la asamblea general, y a la extensión de este deber más allá de la baja 
del socio en la cooperativa.
El incremento del deber de colaboración tiene una especial incidencia en las 
cooperativas de viviendas cuando por las circunstancias que sean, se incrementa 
el coste provisional de la construcción y los socios acuerdan realizar nuevas 
entregas.
Si se estableció en los estatutos o en los contratos de adjudicación una claúsula 
de revisión de los precios, como suele ser habitual, no se plantea n ingún 
problema porque el socio consintió expresamente la revisabilidad del precio.
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El problema surje ante la ausencia de esa claúsula. En estos casos, estamos ante 
una nueva obligación para el socio, no prevista en los estatutos.
N uestros  antecedentes legislativos, así cómo la actual Ley general de 
cooperativas, permiten que el socio disconforme con esta nueva obligación 
pueda darse de baja, la cuál será considerada a todos los efectos como justificada.
Esta posibilidad constituye una excepción al carácter vinculante de los 
acuerdos sociales o como afirma Paz Canalejo, una "compensación al omnímodo 
poder  de modificación de estatutos que se concede a la asamblea general", 
consecuencia del segundo principio cooperativo o principio democrático, 
también llamado por Verrucoli, principio mayoritario.
El art. 31. 4 LCCV reconoce a la asamblea general la competencia para imponer 
obligaciones no previstas en los estatutos, pero no señala ninguna excepción. Esta 
es la solución legalmente prevista, que no significa que sea la más justa para el 
socio. Si tan amplios pueden ser los poderes de la asamblea general, debería 
p erm itirse  al socio separarse  de la cooperativa cuando  se le im ponen  
determ inadas obligaciones muy gravosas para él, y que no están previstas 
estatutariamente; sin que ésta separación se vea sancionada con una deducción 
de las aportaciones a reembolsar.
En cuanto a la duración temporal del deber de colaboración, podríamos decir 
que en principio, mientras se es socio hay derecho y obligación de participar en la 
actividad económica, y cuando se separa dejará de estar obligado.
Pero esta separación puede entrañar un grave perjuicio a la cooperativa, que 
verá reducida su actividad, y sus previsiones de llevar a buen fin compromisos 
asumidos.
Para evitar estos perjuicios el legislador perm ite  extender el deber de 
colaboración mas allá de la separación del socio y hasta cinco años como máximo 
desde esa fecha.
En las cooperativas de viviendas esta extensión se lleva a cabo de una forma 
particular: el socio separado ya de la cooperativa, sigue obligado al cumplimiento 
de sus obligaciones económicas hasta que otra persona le sustituya en sus 
obligaciones frente a la cooperativa.
Esta posibilidad prevista en la Ley general de cooperativas (art. 129. 5. 2Ü) y 
adm itida  tradicionalm ente por la jurisprudencia, no ha sido reconocida
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expresamente por el legislador valenciano, que tampoco la ha prohibido; ello no 
obstante, hay que admitir que se trata de una claúsula habitual en los estatutos 
de las cooperativas de viviendas o contratos de adjudicación.
La segunda obligación surgida en la relación mutualista entre el socio y la 
cooperativa es la obligación del primero de asumir las pérdidas generadas en la 
actividad económica que él ha desarrollado con la cooperativa.
Según la Ley valenciana de cooperativas, el socio debe reembolsar a la 
cooperativa como mínimo el 50% de las pérdidas ordinarias cooperativas, 
habidas en el ejercicio (art. 60. 1 LCCV).
A esta regla general podemos señalarle numerosas excepciones en las que los 
socios no responden por esas pérdidas: cooperativas de crédito, cooperativas que 
adoptan el sistema previsto en el art. 58. 6 LCCV o las cooperativas que liquidan 
al final del ejercicio, sin entregar anticipos.
Esta obligación de reintegro aparece por vez primera en un texto legal con la 
Ley de 1974, con anterioridad, la responsabilidad del socio sólo se planteaba en 
casos excepcionales, como podía ser la liquidación de la cooperativa o su quiebra.
Individualizada la pérdida que a cada socio le corresponde compensar, deberá 
satisfacerla íntegramente sin límite máximo, con independencia del tipo de 
responsabilidad asumida por las deudas sociales, sea limitada o ilimitada.
Las únicas excepciones que pueden citarse son: los socios trabajadores de 
cooperativas de trabajo y los socios de trabajo, quienes partic iparán en las 
pérdidas pero se les debe garantizar el salario mínimo interprofesional (art. 105 
LCCV) si no es así, la cooperativa puede ser descalificada y disuelta.
En relación con la responsabilidad del socio que cesa en la cooperativa, el art. 
19. 1 al regular las responsabilidades y obligaciones del socio que ha causado baja 
en la m ism a, con tem pla  dos supuestos  que m erecen  ser ana lizados  
independientem ente.
El párrafo l y de dicho precepto, extiende la responsabilidad del socio por las 
deudas sociales hasta cinco años después de su separación.
El párrafo 2-, se limita a afirmar que el socio seguirá obligado al cumplimiento 
de los contratos y otras obligaciones que haya asum ido con la cooperativa 
independientemente de la condición de socio.
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Esta ú ltim a expresión limita en exceso -según nuestra  op in ión , la 
responsabilidad interna del socio por determinadas obligaciones económicas 
contraídas frente a la cooperativa y que seguirían vigentes y exigióles tras la 
separación del socio, como así se reconoce en otras leyes de cooperativas (en 
nuestros antecedentes legislativos, Ley general de cooperativas y ley catalana).
Entre esas obligaciones económicas podemos citar, la obligación de seguir 
participando en la actividad económica de la cooperativa (exigióle sobre todo en 
las cooperativas agrarias), y la obligación de participar en las adquisiciones e 
inversiones que lleve a cabo la cooperativa, o garantizar su solvencia frente a 
terceros, cuando así se acuerde estatutaria o contractualmente, o se decida en 
acuerdo válidamente adoptado por la asamblea general.
Por último, hay que tener en cuenta, que aunque la legislación cooperativa no 
lo recoja, por aplicación del Derecho civil, los acreedores de la cooperativa, tienen 
derecho a ejercitar las acciones pauliana y subrogatoria, con el fin de asegurar el 
patrimonio cooperativo y evitar, la insolvencia provocada o consentida de la 
cooperativa, en fraude y perjuicio de sus acreedores.
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B.- RESPONSABILIDAD POR LAS DEUDAS SOCIALES,
1.- JUSTIFICACION, ORIGEN Y EVOLUCION DE LAS DIFERENTES CLASES 
DE RESPONSABILIDAD DE LOS SOCIOS POR LAS DEUDAS DE LA 
COOPERATIVA.
Hemos visto en el apartado anterior cómo los socios de la cooperativa son 
responsables frente a ésta del cumplimiento de las obligaciones que asuman ante 
ella, bien como consecuencia de la relación societaria que les une entre sí, bien 
como consecuencia de la relación mutualista derivada del uso cooperativo 
realizado por los socios. En ambos casos, el socio responde del cumplimiento de 
estas obligaciones con todos sus bienes, como es la regla general en nuestro 
Derecho.
En el presente apartado, nos vamos a ocupar de la responsabilidad de los 
socios de la cooperativa, como responsabilidad externa que se asume, en garantía 
del cumplimiento por la cooperativa de sus obligaciones trente a sus acreedores. 
En este caso, el socio es responsable, no por haber incumplido sus obligaciones, 
s ino p o rq u e  es ta tu ta r iam en te  se ha com prom etido  como g a ran te  del 
cumplimiento por la cooperativa de sus obligaciones.
Esta razón es la que justifica que podamos hablar de responsabilidad de los 
socios por las deudas de la sociedad, y en este caso particular, por las deudas de la 
cooperativa, cuando se trata de sujetos au tónom os, con pa trim onios  y 
responsabilidades también autónomas.
Entendida pues la responsabilidad en este sentido, se suele distinguir en 
nuestro Derecho entre responsabilidad limitada y responsabilidad ilimitada de 
los socios por las obligaciones de la sociedad. La importancia de esta distinción es 
tal, que ha determinado y fundamentado, en gran medida, la existencia de las 
diferentes formas de sociedad, llegándose a decir por algún autor que las distintas 
figuras mercantiles no son formas de sociedad sino "formas de responsabilidad", 
o Haftungsarten (606).
606 LABAND. Citado por FERNANDEZ DE LA C A N D A R A  (La atipicidad en Derecho de  
Sociedades...., p. 432), aunque este último no está de acuerdo con dicho afirmación, opinando por 
el contrario que, el elem ento responsabilidad no constituye por sí solo un instrum ento de
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La sociedad cooperativa en cambio, no se caracteriza por el tipo de 
responsabilidad externa asumido por sus socios. En la cooperativa es tradicional y 
está  un iversa lm ente  reconocida la posibilidad que tienen los socios de 
determ inar en los estatutos el tipo de responsabilidad que se comprometen a 
asumir. En consecuencia, los socios de una cooperativa tendrán responsabilidad 
limitada o ilimitada según acuerden en sus estatutos, y el tipo elegido afectará 
igual a todos los socios. En la cooperativa no cabe como en la sociedad 
comanditaria, la coexistencia de socios con distinto régimen de responsabilidad, 
todos asumirán el mismo tipo, aunque sea en proporciones diferentes.
Este peculiar sistema de elección del tipo de responsabilidad que se desea 
asumir, siempre se ha dado en la sociedad cooperativa, tanto en nuestro Derecho, 
como en derecho comparado. Su justificación se encuentra en razones de 
naturaleza  histórica: la sociedad cooperativa, caracterizada por su función 
mutualista, es decir, creada para servir los intereses de sus propios socios, podía 
constituirse adoptando cualesquiera de las formas sociales perm itidas en la 
legislación (607). Así p0r ejemplo, Hamel (608) en relación con el derecho francés 
afirm a que: "El carácter civil o comercial de la sociedad cooperativa está 
determinado conforme al derecho común, es decir según el objeto de su 
actividad o por las sociedades por acciones o de responsabilidad limitada, por el 
solo hecho de su forma. En principio, las cooperativas han de elegir entre las 
diversas categorías de sociedades regidas por el código civil o por las leyes 
comerciales
En nuestra doctrina Vicente y Gella o Garrigues, (609) también lo han 
reconocido, afirm ando el prim ero que:"Una sociedad cooperativa puede ser
identificación de las sociedades mercantiles, el elem ento de identificación es, la estructura  
organizativa, como señala el art. 122 del C. de c.
607 Algún autor ha señalado otras justificaciones, como es el caso de VIVANTE, quien ve en ello un 
p riv ileg io  establecido por el legislador en favor de las cooperativas. Dice este autor en 
particular: "C onsiderando  las d iversas fu n c io n es  de la coopera tiva ...e l leg islador qu iere  
favorecerle concediendo a los socios la facultad  de asum ir cualquier medida de responsabilidad". 
Ver VIVANTE (Trattato di Diritto Commerciale..., p. 375)
608 HAMEL, (Traite de Droit Commcrcial..., p. 967).
609 VICENTE Y GELLA, Agustín. (Curso de Derecho Mercantil..., p. 212 y 213). En opinión de  
GARRIGUES (Curso de Derecho Mercantil. Madrid. 1936, p. 302) hasta la Ley de 1931 que regula
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comercial o civil según que los actos a que se dedique sean o no 
m ercantiles...Pueden adoptar cualquier forjna de las enumeradas en la 
legislación comercial y aún en la civil".
De estos orígenes, en los que no existiendo un estatuto propio y específico para 
la cooperativa, ésta podía adoptar cualquier forma de sociedad, se deriva la 
posibilidad de que existan cooperativas con responsabilidad limitada o con 
responsabilidad ilimitada para sus socios. Donde lo esencial por tanto no era el 
tipo de responsabilidad sino la naturaleza mutualista de la entidad.
Hoy en día éste régimen también se da en aquellos países que no tienen 
ninguna entidad legal que pueda denominarse sociedad cooperativa, ni ningún 
estatuto creador de una estructura especial para estas organizaciones, como es el 
caso de Gran Bretaña (610)
1.1.- Clases de responsabilidad. Precisiones terminológicas.
Como consecuencia de que en sus orígenes la cooperativa podía adoptar 
cualesquiera de las formas sociales reconocidas legalmente en cada Estado, la 
responsabilidad de los socios, según la forma elegida podría ser lim itada o 
ilimitada.
Hoy en día, a pesar de que en la mayoría de los países -al menos de nuestro 
entorno socio-económico- existe un tipo social definido para la cooperativa, se
por vez primera las cooperativas, "Su naturaleza era, pues, in colora, Uñándose de la coloración 
civ il o m ercantil, según la naturaleza de su  objeto".
610 En Gran Bretaña, las sociedades cooperativas (por su naturaleza), pueden utilizar dos formas 
jurídicas: la de sociedades lim itadas, reguladas por la Ley de sociedades de 1985, y la de  
sociedades industriales y de previsión, reguladas por la Ley d e  sociedades industriales y de 
previsión de 1985.
En Gran Bretaña, es perfectamente posible establecer una estructura de sociedad mercantil y al 
m ism o tiempo incorporar los principios cooperativos, como puso de relieve la ACI en un informe 
elaborado en 1967 por la Comisión sobre los principios cooperativos (citado por SMITH MA en 
Ley de Cooperativas en el Reino Unido. Rev. C1R1EC-España nu 7 junio-sept. 1989, p. 72).
La forma jurídica de la sociedad industrial de previsión está al alcance también de otros tipos de  
organizaciones.
Finalmente, es el registrador el que en cada caso ha de decidir al incribir una sociedad si ésta y  
sus estatutos cumplen con los principios cooperativos.
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sigue perm itiendo  la adopción por sus socios de uno u otro tipo de 
responsabilidad externa.
1.1.1.- Responsabilidad ilimitada.
Si la cooperativa optaba por la forma de sociedad colectiva, los socios asumían 
responsabilidad ilimitada por las deudas sociales.
En este supuesto , la posible responsabilidad ilim itada de un socio de 
cooperativa, no se diferencia de la responsabilidad que puede asumir el socio de 
una sociedad colectiva.
En consecuencia, el socio garantiza el cumplimiento por la cooperativa de sus 
obligaciones, con todos sus bienes presentes y futuros, esto es, de forma ilimitada.
1.1. 2.- Responsabilidad limitada.
Si por el contrario, la cooperativa optaba por la forma de sociedad anónima, 
los socios asumían responsabilidad limitada.
Tanto la sociedad anónima como la sociedad de responsabilidad limitada, se 
caracterizan porque sus socios se comprometen a realizar una aportación 
económica al capital social de la sociedad, y limitan a esa cantidad su 
responsabilidad en la sociedad, de forma que, una vez desembolsada esa cifra 
suscrita , no se les p uede  exigir una nueva aportación , si no dan su 
consentimiento expreso.
Se dice en estos casos, que el socio responde limitadamente, porque limita su 
responsabilidad a la aportación a capital social realizada o comprometida.
Pero no es éste el único supuesto de responsabilidad limitada posible. En 
realidad, cuando se habla de responsabilidad limitada, se hace referencia a que se 
limita a una suma determ inada o determinadle la garantía  ofrecida a los 
acreedores sociales, pero esta suma, no tiene porqué coincidir con la aportación 
comprometida a capital social.
Hay por tanto que distinguir entre la suma aportada a capital social y la suma 
de responsabilidad que cada socio compromete.
En este sentido podemos citar a Botteri, quien hace una clara distinción entre 
cuota social, cuota desembolsada y suma de responsabilidad, en relación con la
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sociedad cooperativa. Para este autor, la cuota social representa el importe 
máximo de la posible aportación de los socios mediante desembolsos a efectuar 
en las fechas prefijadas en los estatutos. El estatuto puede establecer que un socio 
pueda participar con más de una cuota, y puede también establecer un múmero 
m áxim o. La cuota desem bolsada es en cambio la suma de las efectivas 
aportaciones del socio y de los aumentos por beneficios y reducciones por 
pérdidas, esta representa la verdadera y propia participación del socio en la 
cooperativa. Finalmente, la suma de responsabilidad, o "importe de garantía" 
como la denomina se refiere a la cooperativa de responsabilidad limitada y 
representa el límite máximo mas allá del cuál, el socio no puede ser llamado a 
efectuar aportaciones suplementarias a la masa de la quiebra (611).
Esta posibilidad de responsabilidad limitada, pero diferente a la cifra aportada 
o comprometida a capital social es posible también en nuestro Derecho, en la 
sociedad comanditaria y en la sociedad cooperativa.
En la sociedad comanditaria, los socios com anditarios se caracterizan y 
diferencian de los socios colectivos principalmente por la responsabilidad 
limitada que asumen en las pérdidas y en las deudas sociales.
Garrigues ha puesto de relieve la distinción entre suma de aportación y suma 
de responsabilidad, así como, la confusión que existe en nuestro Derecho sobre el 
tema, afirm ando que "Nuestro Código de comercio no distingue el aspecto de 
cuota social del de suma de responsabilidad". Partiendo de esta distinción, y en 
relación con la sociedad comanditaria, afirma, la posibilidad de que ambas sumas 
sean de cuantía diferente, aunque reconoce que en la práctica suelen hacerse 
coincidir (612)
Trasladando todas estas posibilidades al caso particu lar de la sociedad 
cooperativa, tenemos que afirmar que todas ellas tienen cabida en la sociedad
611 Tullio BOTTERl ("La norm ativa dcllc cooperativo nella leg islaz ion e d clle  Repubblica  
Federale Tedcsca". Rivista dclla Coopcrazione. nL> 3, 1980, p. 92.)
6D  GARRIGUES, Curso de Derecho Mercantil. Tomo I ed...., p. 381, 382 y 387. En el m ism o sentido 
puede verse BROSETA (Manual de Derecho Mercantil 6- ed..., p. 193), y GIRON TENA (Derecho 
de sociedades, 1976, 1, p. 577).
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coopera tiva .  Así, -y como veremos a con tinuación  en los d is tin tos  
ordenamientos jurídicos-, los socios de una cooperativa pueden asumir por las 
deudas de ésta una responsabilidad ilimitada, limitada a la aportación a capital o 
limitada, pero en cuantía distinta a la aportación a capital.
1.1. 3.- Precisiones terminológicas.
Antes de continuar con el estudio del origen y evolución de estos tipos de 
responsabilidad aplicados a la sociedad cooperativa, es preciso que hagamos 
algunas precisiones terminológicas.
Estas precisiones son necesarias porque suelen emplearse en esta materia 
términos distintos para idénticos conceptos, lo cuál, si no se establece claramente 
desde un principio el sentido que le damos a cada término, pueden originarse 
posteriormente confusiones conceptuales.
Los conceptos a definir se identifican con los tres tipos de responsabilidad que 
el socio de una cooperativa puede asumir por las deudas sociales.
En primer lugar, cuando el socio garantiza con todos sus bienes las deudas 
sociales, se dice que responde ilimitadamente, y este concepto no suscita en sí 
ninguna confusión.
En segundo lugar, hemos dicho que el socio puede garantizar las obligaciones 
sociales con una sum a d e te rm inada , co inc iden te  con la apo rtac ió n  
comprometida a capital social.
Este supuesto, puede interpretarse en dos sentidos diversos:
a) Podemos decir que el socio se ha comprometido a realizar una aportación a 
capital, cuya finalidad es contribuir económicamente a la actividad desarrollada 
por la cooperativa y que , una vez hecha efectiva la misma, es decir, una vez 
desembolsado su importe, el socio no asume ninguna obligación más.
Desde este punto de vista, la obligación asumida es frente a la cooperativa, y 
en este sentido, es una obligación social de carácter interno, por esta razón, ya 
analizamos este supuesto dentro de las responsabilidades internas que contraía el 
socio frente a la cooperativa por su relación societaria (Capítulo IV. A)
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En este caso, el socio no asume n inguna responsabilidad  frente a los 
acreedores de la cooperativa, no garantiza el cumplimiento de las obligaciones de 
ésta, él se limita a cumplir una obligación directa asumida frente a la cooperativa.
Pero tampoco podemos decir que esta obligación de aportar a capital social sea 
intranscendente para el acreedor, y se pueda dejar a la libre estipulación de las 
partes, porque, en definitiva, con esa aportación se contribuye a la formación del 
patrimonio social, sobre cuya existencia e integridad sí está interesado el acreedor.
Este interés indirecto del acreedor por la efectiva aportación a capital del socio, 
es lo que justifica las acciónes subrogatoria y pauliana que el Derecho le reconoce.
C om o consecuencia  de lo an terio r,  p u e d e  a f irm arse  que no hay 
resp o n sab il id ad  del socio frente a los acreedores de la cooperativa, o 
responsabilidad externa. Por eso en ocasiones se dice que el socio no responde por 
las deudas de la cooperativa, como es el caso de la Ley General de Cooperativas, 
cuyo art. 71 establece: "Los socios no responderán personalmente de las deudas 
sociales, salido disposición en contrario de los Estatutos....".
b) Una segunda interpretación de este concepto, se basaría en que existe una 
identidad entre la aportación a capital y la suma de responsabilidad.
Para comprender claramente el sentido de esta afirmación hay que tener en 
cuenta lo que ocurre cuando la aportación a capital no coincide con la suma de 
responsabilidad. Si en una cooperativa un socio compromete a capital social 1.000 
y asume una responsabilidad de 2.000. De esta suma de 2.000 tenemos que 
distinguir, las 1.000 que ya se entregaron a capital social (o se entregarán cuando 
se reclame), y las 1.000 que restan que no se deben aportar a la sociedad, sino es 
como consecuencia del estado de insolvencia de la misma, y por tanto, debido a 
que los acreedores ejercitan su acción contra éstos para hacer efectiva la 
responsabilidad externa que asumieron, limitada en este caso a 1.000. /
Este ejemplo nos permite distinguir, cómo sobre una responsabilidad asumida 
por las obligaciones de la cooperativa de 2.000, cifra que deberá constar en los 
estatutos, 1.000 se asumen externamente frente a los acreedores de la cooperativa, 
y las otras 1.000 se asumen como una responsabilidad interna frente a la 
cooperativa.
Si nos centramos ahora en el supuesto de que la suma aportada a capital 
coincide con la suma de responsab ilidad ,. según la interpretación anterior 
podemos decir que el socio responde por las obligaciones sociales, en una cuantía 
limitada, coincidente con la aportación realizada a capital social.
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Esta interpretación es la que hace Garrigues en relación con la responsabilidad 
del socio comanditario, y que puede trasladarse perfectamente al supuesto del 
socio de una cooperativa. Entiende Garrigues, que en principio las aportaciones 
del socio comanditario a capital social están sometidas a normas de Derecho 
dispositivo, y por ello, pueden pactar libremente sobre este punto. Pero se plantea 
entonces, si puede pactarse también la renuncia a la aportación, su disminución, 
el aplazamiento de su pago, etc. A lo que responde que "en tanto en cuanto la 
aportación es. al mismo tiempo, suma de responsabilidad, ninguno de esos 
pactos es válido frente a los acreedores, los cuales conservan íntegro su derecho a 
que el comanditario contribuya a la responsabilidad de la sociedad con la suma 
ofrecida en el contrato. Razón: esos pactos invaden la esfera de las relaciones 
externas de la sociedad (responsabilidad), dominada por normas de Derecho 
coactivo". (613).
Quienes interpretan de esta forma la posición del socio frente a los acreedores, 
afirman que en este supuesto, el socio responde limitadamente por las deudas. 
Como ejemplo de esta tendencia podemos citar el art. 4. 2 de la Ley valenciana de 
c o o p e ra t iv a s :  "La responsabilidad de los socios por las deudas sociales quedará 
limitada al importe nominal de las aportaciones sociales efec ti va m ente  
desembolsadas o comprometidas", o la Ley de Cooperativas de Crédito de 1989, 
cuyo artículo primero párrafo 3y establece "El número de sus socios es ilimitado y 
la responsabilidad de los mismos por las deudas sociales alcanza el valor de su s  
aportaciones" (614).
613 GARRIGUES, Op. ult. cit., p. 381.
614 Este segundo supuesto de responsabilidad que hemos definido, se aplica también a los socios de  
las sociedades anónimas y sociedades de responsabilidad limitada, por lo que también en estos 
casos se dice tanto que los socios responden limitadamente por las deudas sociales, com o que no 
responden de ellas. No obstante esta diversidad terminológica, el legislador en este caso, se ha 
inclinado por identificar este supuesto como de ausencia de responsabilidad. Así, el R. D. 
L egislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, que aprueba el Texto R efundido de la Ley de  
Sociedades Anónim as define este tipo de sociedad, en su art. 1 del siguiente m odo: " En la 
sociedad anónim a el capita l ,  que estará dividido en acciones, se in tegrará  por las aportaciones 
de los socios, quienes no responderán personalmente de las deudas sociales". Tam bién podem os  
citar, la Ley de 17 de julio de 1953, sobre Régimen Jurídico de las Sociedades de Responsabilidad  
Limitada, cuyo art. 1 al definir este tipo social, dice en su párrafo 2Ü "Los socios no excederán de 
cincuenta y  no responderán personalmente de las deudas sociales". En am bos casos, encontram os 
recogida la expresión referente a la ausencia de responsabilidad.
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En tercer lugar, el supuesto que contemplamos es el de un socio que. garantiza 
las obligaciones sociales con una suma determinada, diferente al de la aportación 
a capital. En este caso se puede distinguir claramente la aportación a capital de la 
suma de responsabilidad, pues no coinciden.
Nos encontramos ante un supuesto en el que existe una responsabilidad 
limitada para el socio, que puede ser determinada o determinable, y además es 
una responsabilidad externa, frente a los acreedores.
Frecuen tam ente  se conoce este supuesto  como de r e s p o n s a b i l i d a d  
suplem entada, con este término la definía la primera Ley de Cooperación de 1931 
(615), Tam bién se conoce, sobre todo por la doctrina  italiana, como 
re sp o n sab il id ad  subsid iaria  l im itad a , porque hay responsabilidad  tras el 
agotamiento del patrimonio social, pero esa responsabilidad es limitada (616). Y 
finalmente, también se la conoce como supuesto de responsabilidad limitada, 
esta última, se emplea sobre todo por aquellos que distinguen entre supuestos de 
no responsabilidad por las deudas sociales, y supuestos de responsabilidad, que 
puede ser a su vez limitada o ilimitada.
Como conclusión a estas precisiones no nos queda más que optar por la 
terminología que vamos a emplear en lo sucesivo.
El témino mas confuso es el de "responsabilidad limita d a ", expresión que 
podem os in terpretar en sentido e s t r ic to , como equivalente a ausencia de 
r e s p o n s a b i l i d a d , o en s e n tid o  a m p l io , donde  se incluirá tam bién la 
responsabilidad suplementada.
615 Entre la doctrina, podem os citar a RODRIGUEZ RODRIGUEZ, quien dice al respecto - 
re fir ién d o se  a la leg islac ión  m ejicana- "La ley establece dos varian tes en la form a de 
re sp o n sa b ilid a d  l im ita d a . La que podem os llamar re sp o n sa b ilid a d  lim ita d a  p ro p ia m e n te  
dicha, o en sentido estricto, cuando los socios se comprometen a aportar a la sociedad y  responden  
fr e n te  a terceros única y  ex c lu s iv a m e n te  por el valor de los certificados su sc r ito s , y  
responsab ilidad  su p le m en ta d a . cuando además de esta responsabilidad asum en fre n te  a terceros 
el pago de una cifra mayor que se expresa en función de los certificados que suscrib ieron", (Curso 
de Derecho Mercantil. Tomo 1, 2y ed..., p. 193).
616 Com o ejemplo podem os citar a FERRI, quien al enumerar los distintos tipos de cooperativas que 
la ley italiana prevé señala: hay dos tipos de cooperativas, la cooperativa de responsabilidad  
ilim itada y la cooperativa de responsabilidad lim itada "La diferencia en tre estos dos tipos 
consiste  en que en el prim ero los socios asum en ...una  responsabilidad subsid iaria  ilim itada por 
las obligaciones sociales, en el segundo los socios no asumen n inguna  responsabilidad o asum en una  
responsabilidad subsidiaria lim ita d a " (M anualc di Diritto Comm ercialo. Ed. Torinesc, p. 265).
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1. 2.- Origen y evolución del sistema de responsabilidad de los socios 
de una cooperativa.
En este apartado, nos proponemos hacer una breve exposición histórica de los 
diferentes periodos a través de los cuáles ha ido evolucionando el sistema de 
responsabilidad de los socios de la cooperativa.
Esta materia, ha ido evolucionando con el paso del tiempo, pero en continua 
interconexión de los ordenamientos jurídicos de los distintos Estados.
Por ello, para comprender el régimen jurídico aplicable a los socios de la 
cooperativa en materia de responsabilidad, hay que conocer el sistema aplicable 
originariamente, y su evolución en los distintos Estados.
Nosotros nos vamos a centrar en el estudio de aquellos ordenamientos que 
más han podido influir en esta materia en nuestro Derecho.
En las primeras cooperativas de consumo inglesas, la responsabilidad de los 
socios por las deudas sociales era personal, solidaria e ilimitada, como en una 
sociedad colectiva, hasta 1862, fecha en que se sustituye la responsabilidad 
ilimitada por la responsabilidad limitada a una cuota (617).
En Francia, se regulan por vez primera las cooperativas con la Ley de 24 de 
julio de 1867, en la que el legislador dedicó casi con exclusividad a las 
cooperativas el título III "Dispositions particuliéres aux sociétés á capital 
variable”. En Francia se permitía a las cooperativas constituirse bajo forma de 
sociedad comercial o de sociedad civil, y en función del tipo elegido, la 
responsabilidad de los socios era limitada o ilimitada (618)
Posteriormente, con el Estatuto de la Cooperación de 10 de septiembre de 1947, 
se independiza la elección del tipo de responsabilidad de la forma social asumida. 
Por ello, el art. 7 de esta Ley exige que se haga mención en los estatutos de las 
modalidades de responsabilidad que incumbe a los socios por las obligaciones de
617 Ycr BRUNETTI Trattato di Diritto delle Socictá..., p. 383. D esde entonces y en opinión de  
PONSA GIL. Sociedades C iviles, M ercantiles..., p. 58: "La ley inglesa no sólo declara lim itada  
la responsabilidad de las cooperativas, sino  que las obliga a colocar la palabra lim itada  al pie 
en la nota de registro. No au toriza  que esas sociedades contraigan responsabilidad ilim itada , 
a unque fuera vo luntad  de todos los asociados".
618 Ver Gastón LAGARDE ( "Droit Commercial". Tomo 1, 2U ed. 2V vol. Dalloz. Paris, 1980 p. 647 y  
648), y VERRUCOL1 (La responsabilitá dei soci nella societá cooperativa...).
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la cooperativa, aunque como posteriormente veremos, al estudiar con más 
detenim iento  el régimen francés actual, las normas especiales que regulan 
determ inados tipos de cooperativas por razón de su objeto social, establecen 
necesariam ente el tipo de responsabilidad que asum irán los socios de la 
cooperativa.
En Austria, la Ley de 9 de abril de 1873 sobre la sociedad cooperativa, regulaba 
la responsabilidad de los socios en el parágrafo 76: "Todo socio de una sociedad 
cooperativa de responsabilidad limitada responde en caso de quiebra o de 
liquidación, y cuando el contrato de sociedad no d isponga otra cosa, no 
solamente con la propia cuota, sino también con una suma igual al montante de 
la cuota por él puesta en sociedad" (619).
En Italia, el Código de comercio de 1882 no establecía ningún régimen especial 
para las cooperativas, la responsabilidad de los socios de éstas se modelaba según 
el tipo  de sociedad adoptado , como en Francia. Existiendo por tanto 
responsabilidad ilimitada si los socios adoptaban la forma de sociedad colectiva y 
responsabilidad limitada si adoptaban la forma de sociedad anónima (620).
Posteriormente, con el Código civil de 1942 se crea la cooperativa como tipo 
societario diferente de las demás formas sociales, pero se permite la elección del 
tipo de responsabilidad, distinguiéndose entre cooperativas de responsabilidad 
lim itada, de responsabilidad ilimitada y cooperativas de responsabilidad  
suplementada. Esta última modalidad se incorpora en Italia con este Código, por 
influencia de la Ley suiza de 1937, que a su vez se había inspirado en la Ley 
alemana de 1933.
619 Texto citado por ENDEMANN en Manuale di Diritto Co ni inercia le, Marítimo..., p. 876.
620 M anifestaciones de este sistema pueden todavía apreciarse en la legislación italiana. Por 
ejem plo, las Cajas rurales se constituían con responsabilidad ilim itada de sus socios lo cual 
entrañaba que -al igual que las sociedades colectivas- si se declaraba la quiebra de la 
cooperativa, quebraban también todos los socios de la misma. Por ello se dictó una Ley en 1932 por 
la que a estos socios no se les extendía la declaración de quiebra de la cooperativa.
De igual forma, pero aplicable en general a todas las cooperativas, tenemos que mencionar el art. 
147 del Real Decreto de 1942 (Legge fallimentarc) que regula la quiebra de las sociedades con 
socios de responsabilidad ilim itada, y señala que "La sentencia que declare la quiebra de la 
sociedad con socios de responsabilidad ilim itada  produce tam bién  la quiebra de los socios 
ilim itadam en te  responsables", pero el últim o precepto de este artículo excluye de esta regla a 
las cooperativas: "Las disposiciones de este artículo no se aplican a la sociedad cooperativa".
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Hemos reservado para el final el régimen y la evolución del sistema de 
responsabilidad en A lem ania , porque es clave para comprender el régimen 
actual existente en países como Italia, Suiza o España; sin olvidar que el sistema 
alemán de responsabilidad se vió influenciado a su vez, por el sistema francés e 
inglés (621).
También es clave el conocimiento del sistema alemán, porque, en ese país se 
desató una famosa polémica doctrinal y legislativa en torno a la conveniencia o 
no de aplicar la responsabilidad limitada o ilimitada a los cooperadores, polémica 
que suelen mencionar todos los autores que tratan sobre la responsabilidad de los 
socios de la cooperativa, y cuyas repercusiones todavía están presentes en los 
ordenam ientos.
Del análisis de la evolución legislativa alemana en torno al tema objeto de 
nuestro estudio, tenemos que destacar una serie de fechas claves que nos 
servirán de guia conductor en este estudio. Estas fechas son (622).
1) El 4 Tulio de 1868. En esta fecha se aprueba la Ley Federal de Cooperativas de 
los estados alemanes del norte.
Con anterioridad a esa fecha no existía una ley de ámbito federal que regulase 
la sociedad cooperativa, sólo existía la lev prusiana sobre la cooperativa de 27 de 
marzo de 1867. Esta Ley, elaborada por Schulze-Delitzsch, establecía el principio 
de la responsabilidad ilimitada de los socios, pero subordinada a la de la 
cooperativa, y también establecía la capacidad jurídica y procesal de las
621 Hay que tener en cuenta que dos personajes claves en la historia del cooperativism o en 
Alemania, com o son V. A. Huber y Schulzc Delitzsch conocieron este movim iento en sus viajes por 
Francia e Inglalerrra, com o pone de manifiesto ENDEM ANN (M anuale di Diritto....) respecto  
del primero y MATEO BLANCO respecto del segundo. ("Raifíeissen: Vida, doctrina, obra e 
influencias en el actual cooperativismo de crédito", en El Crédito. Servicio de Publicaciones de la 
Asociación de Expertos Cooperativos ny 8 Octubre 1990, pp 11-43).
622 Sobre la evolución de la legislación cooperativa alemana, y en particular en lo referente al 
tema que tratamos puede verse: ENDEM ANN, Manuale di Diritto Com m erciale, Marittimo, 
Cambiario. Versión Italiana por BETOCCHI y VICHI. Napoli 1897, en especial las pp. 861-969.
BRUNETTI, Op. cit., VERRUCOLI "La responsabilitá  dei so c i ", BOTTERI, T ullio .
"M odifiche alia legge sullc cooperativo della Repubblica Federale Tedesca” en Rivista delle  
Societá. anno 1974 pp. 309-316. "La norm ativa d elle  cooperativo nolla leg islaz ion e della  
Repubblica Federale Tedesca" en Rivista della Cooperazione, ny 3 1980 pp. 87-102. MÜNKNER, 
Hans.-H. N ueva Ley Cooperativa de 1973 y Evolución d e  la Legislación Cooperativa en la 
República Federal de Alemania. Institut für Kooperation in Entwicklungslándern Philipps- 
Univcrsitát. Marburg 1976.
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cooperativas (623). Poco después Schulze solicitó, como d iputado , que se 
extendiera la aplicación de la Ley prusiana al resto de la Federación alemana, 
haciendo alguna previa reforma de ésta, en materia de responsabilidad, que no 
prosperó (624), sjn embargo la Ley fué aprobada el 4 de julio de 1868. Esta Ley se 
aplicaría en principio a la Alemania del Norte y posteriormente fué extendiendo 
su aplicación a todas las demás regiones alemanas.
Por estas mismas fechas se publican otras leyes de cooperativas, en distintas 
regiones alemanas, cuya vigencia será sólo temporal, hasta la implantación de la 
Ley de 4 de julio de 1868 a todo el Estado. Ello no obstante, citaremos aquellas que 
establecían peculiaridades en materia de responsabilidad porque son las que van 
a dar origen a la posterior polémica doctrinal a que hacíamos referencia.
Por una parte, el Reino de Sajonia dicta el 15 de junio de 1868 una Ley sobre 
personalidad jurídica v el 25 de julio de 1868 una Ordenanza ejecutiva de esa Lev, 
denominada "Ordenanza para la ejecución de la Ley 15 junio 1868 sobre persona 
jurídica, y de la Ley federal 4 de julio de 1868 referente a la posición jurídica de la 
sociedad cooperativa". Estas normas permitían a las cooperativas, establecer en 
sus esta tu tos si limitaban la responsabilidad de sus socios a una sum a 
de term inada  o si preferían, asumir su responsabilidad  en razón de las 
necesidades sociales y por tanto de forma ilimitada.
Por otra parte, el Reino de Baviera aprueba su Lev de cooperativas el 29 de 
abril de 1869. Esta Ley dedica su primer capítulo a la sociedad de responsabilidad 
solidaria y el segundo a la sociedad de responsabilidad limitada, y establecía como 
regla general para el caso de que los estatutos no regulasen el tipo de
623 Hasta la aprobación de esta Ley, las cooperativas podían adoptar alguna de las siguientes  
formas: erlaubtc Cescllschaft o Erwcrbsgcsellschaft, pero en ninguno de los dos casos podían  
tener capacidad jurídica propia diferenciada de la de sus socios. En 1859 se aprueba el Código de 
com ercio alemán que concede personalidad jurídica a los cuatro tipos de sociedad que regula, 
dejando fuera a la cooperativa.
624 Schulze pretendía m odificar el sistem a de reparto de las pérdidas una vez había sido  
declarada insolvente la cooperativa. La Ley prusiana permitíaíart. 51), que una vez declarada 
la quiebra de la cooperativa, los acreedores insatisfechos pudiesen hacer valer sus derechos 
derivados de la responsabilidad ilimitada y solidaria de los socios, frente a los singulares  
socios, mediante singulares procedimientos, y lo que se pretende reformar es precisamente, que los 
acreedores sólo puedan dirigirse contra particulares socios tras un previo reparto de las pérdidas 
entre éstos.
553
responsabilidad, la responsabilidad limitada al importe de una determ inada 
cuota. Cuando en 1870 se firma el Tratado por el que Baviera ingresa en la 
Confederación alemana, no se contempló entre las leyes de la federación que a 
partir de entonces se aplicarían a esta región, la Ley de cooperativas de 4 de julio 
de 1868, razón por la que las autoridades bávaras defendieron que continuase 
vigente en esa región la Ley bávara, principalmente porque la Ley federal no 
contem plaba la sociedad cooperativa de responsabilidad limitada, que había 
tenido una gran acogida en esta región. Esta propuesta fué apoyada por un sector, 
entre el que se encontraba Golsdschmidt (625^ y atacada por otro sector, al frente 
del cuál se encontraba Schulze. La polémica se zanjó en el 12" Congreso de las 
cooperativas alemanas, celebrado el 21 de agosto de 1871 en Nuremberg, en el que 
se aprobó casi por unanim idad el siguiente texto: "El 129 congreso de las 
cooperativas alemanas se declara contrario a las sociedades personales con 
responsabilidad limitada, y se declara especialmente contrario a las disposiciones 
contenidas a propósito en la Ley bávara sobre las cooperativas" (626). Finalmente, 
el 1 de agosto de 1873 entró en vigor en Babiera la Ley federal de 1868.
Las razones de fondo que dieron lugar a esta famosa polémica, se recogen en la 
obra de Goldschmidt "Erwerbs- und YVirlschafts- Genossenschaften: Studien und 
Vorschláge", publicada en Stuttgart en 1882.
Schulze Delitsch, autor de la Ley de 1868 era partidario de establecer la 
responsabilidad ilimitada de los socios, basando su argum entación sobre la 
consideración de que no puede constituirse en la sociedad cooperativa un 
patrimonio social como en las sociedades ordinarias, dada la escasa capacidad 
económica de los participantes en ella. Por lo tanto, tal deficiencia de garantías 
patrimoniales de la cooperativa debería suplirse por el crédito personal de los 
socios, es decir, asumiendo éstos responsabilidad ilimitada por las obligaciones 
sociales.
Contrariamente, Goldschmidt señalaba que a través de la constitución de 
reservas, se podía crear un patrimonio social suficiente, por lo que no era
625 Goldschmidt había conseguido que, en el octavo Congreso jurídico alemán en Heidclbcrg (1869), 
se aprobase una propuesta suya que consistía en permitir la constitución de cooperativas de 
responsabilidad limitada para sus socios.
626 Texto citado por ENDEMANN, en op. cit. p. 873.
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necesaria la garantía personal de los socios, para los cuáles era en cambio más 
conveniente la responsabilidad limitada (627),
En relación con esta polémica, Endemann (628) se inclina en favor de Schulze 
porque entiende que la responsabilidad solidaria de los socios es la única fuente 
de crédito de la cooperativa, ya que a diferencia de la sociedad anónima, cuya 
fuente de crédito está en el capital social, el capital de las cooperativas es escaso y 
variable, "que la responsabilidad solidaria sirve para procurar a la cooperativa el 
crédito necesario es cosa más que evidente...tal responsabilidad social viene a ser 
útil no solamente a los acreedores, las cuáles se encuentran así asegurados, sino 
que viene a aportar ventajas a la cooperativa misma".
Por otra parte, este mismo autor se pregunta si esa sólida base crediticia es 
necesaria en todo tipo de cooperativa, y llega a la conclusión de que la necesidad 
se da sobre todo en las cooperativas de crédito, pero otras cooperativas, no tienen 
esta necesidad, y pueden funcionar sin tener una fuerte base crediticia, y pone por 
ejemplo, la cooperativa de consumo.
Como conclusión, afirma Endemann que en las cooperativas de crédito y 
bancos populares, los acreedores deben estar especialmente protegidos frente a las 
cooperativas por medio de la responsabilidad ilimitada de lot> socios de éstas. En 
cambio, para las cooperativas que no ejercitan la actividad bancaria se puede 
perm itir la elección por los socios del tipo de responsabilidad limitada o 
ilimitada.
2) El 1 de mayo de 1889, se aprueba la Ley denom inada "Ley sobre los 
consorcios industriales y económicos" (Gesetz betrefíend di Ervverbs- und 
Wirtschaftsgenossenschaften). Con esta Ley se modifica la anterior de 1868 y se 
establece el sistema de elección del tipo de responsabilidad.
A partir de ahora, cada cooperativa eligirá y establecerá en sus estatutos, el tipo 
de responsabilidad que asumen sus socios por las obligaciones sociales.
La redacción de esta Ley, se modernizó en 1898 pero sin alterar su contenido.
627 £ sta polémica os recogida por VERRUCOLI, en op. ult. cit., p. I 10.
628 ENDEM ANN. Op. cil., p. 874-876.
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3) Ley de 20 de diciembre de 1933. Hasta la publicación de esta Ley, existían en 
A lem ania -tal y como nos cuenta Verrucoli- sociedades cooperativas con 
responsabilidad directa de los socios limitada o ilimitada, invocable por los 
acreedores sólo en caso de insuficiencia patrimonial de la cooperativa, tras haber 
s ido  declarada en quiebra o concurso. También existían otras sociedades 
cooperativas con responsabilidad indirecta ilimitada, en las que la cooperativa 
podía exigir a sus socios derramas suplementarias para cubrir sus excesos de 
pasivo.
La innovación que aporta esta Ley, consiste en la desaparición de la 
responsabilidad directa (Haftung) de los socios de la cooperativa, existiendo sólo 
responsabilidad indirecta (Nachschusspflicht), limitada o ilimitada de los socios.
A partir de ahora, -según cita Verrucoli- los administradores de la sociedad 
cooperativa o el órgano de la quiebra, podrán  exigir a los socios sumas 
suplementarias (limitadas o ilimitadas) en caso de insolvencia de la cooperativa, 
cuando haya un exceso "di debiti" durante el ejercicio, y cuando el pasivo de la 
empresa exceda en un cuarto de la cuota de responsabilidad (Haftsume) de todos 
los socios (629).
Esta reforma en el sistema alemán, fue acogida de forma similar, en Suiza. El 
Código de las Obligaciones de 1881, presumía la responsabilidad ilimitada y 
solidaria de los socios, permitiendo excluir esta responsabilidad en los estatutos.
El 18 de diciembre de 1936, se reforma el Código de las Obligaciones, y se parte 
presumiendo la exclusión de responsabilidad frente a los acreedores. Respecto de 
la r e sp o n s a b i l id a d  in d irec ta ,  o fren te  a la so c ie d ad  co o p e ra t iv a  
(Nachschusspflicht) -observa Verrucoli- que salvo cuestiones de detalle, no hay 
diferencias entre el Derecho suizo y el alemán.
En el Derecho suizo, la responsabilidad indirecta suplementada, puede entrar 
en juego, no sólo ante la insolvencia de la cooperativa, sino en todo cierre de 
ejercicio social, con el fin de prevenir la declaración de quiebra.
629 VERRUCOLI. Op. ult. cit., p. 110. También sobre esta Ley, MÜNKNER resume las innovaciones 
d e la mism a en los siguientes términos: "La responsabilidad directa de los miembros se su s titu yó  
por la responsabilidad ind irecta , pudiendo obligarse a los m iem bros a realizar entregas a su  
cooperativa para perm itirle  saldar su s deudas, tanto  en lo relativo a su  func io n a m ien to  norm al 
como al de liquidación. Esta responsabilidad era obligatoria, pero los es ta tu to s podían prever la 
adopción de una responsabilidad lim itada o ilim itada" ("Nueva Ley Cooperativa...." p. 3 y 4).
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4) Ley de 1973 (Bundesratsdrucksache 446/73), conocida como la Nueva, ha 
in troducido numerosas e importantes reformas en el Derecho alemán, y por 
supuesto también en materia de responsabilidad.
Hasta la Ley de 1973, el socio de una sociedad cooperativa, con responsabilidad 
limitada, suscribía una aportación a capital social, que además de cuota social 
(Geschaeftsanteil) era una suma de garantía (Haftung), de forma que, si suscribía 
una nueva aportación, aumentaba su suma de responsabilidad por las deudas 
sociales.
A partir  de ahora, y con el fin de facilitar la financiación cooperativa, se 
perm ite  suscribir nuevas partes sociales, sin que ello en trañe una mayor 
responsabilidad en relación con las deudas de la cooperativa, en caso de quiebra.
La Nueva Ley prevee -según distingue Münkner (630) dos modalidades: se 
puede constituir una cooperativa de responsabilidad limitada por el importe de 
sus primeras aportaciones, o pueden decidir que algunas partes sociales estén 
ligadas a una garantía limitada o ilimitada, y que las parles adicionales no 
entrañen responsabilidad adicional, lo que facilita también el aumento de capital.
2.- LA RESPONSABILIDAD DE LOS SOCIOS POR LAS DEUDAS SOCIALES 
EN EL DERECHO COOPERATIVO ESPAÑOL.
Una vez hemos visto las clases de responsabilidad que pueden asumir los 
socios de cooperativa por las deudas sociales, y su evolución a lo largo del tiempo 
en los países de nuestro entorno. Vamos a analizar cómo se ha regulado este 
tema en nuestro Derecho y cómo está regulado en la actualidad.
Por ello comenzaremos con el estudio de los antecedentes legislativos de 
nuestro Derecho en la materia, para posteriormente analizar la situación actual 
en las distintas leyes de cooperativas vigentes en el Estado español.
N o d is t ingu im os  la Ley valenciana de co o pera tivas  del resto  de 
ordenamientos, porque en esta materia, como veremos, no existen diferencias 
apreciadles que aconsejen un análisis diferenciado.
2.1.- Antecedentes legislativos.
630 MÜNKNER. Op. cit. p. 9.
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En nuestro  Derecho cooperativo, como en el de los países europeos 
analizados, la cooperativa como particular sistema de organización empresarial 
adoptó las formas sociales que mejor se le acomodaban de las permitidas en cada 
momento por la Ley, hasta que en 1931 se dictó la primera Ley de cooperativas.
Posiblemente también de estos orígenes se derivase la posibilidad de elección 
por los socios del tipo de responsabilidad externa en favor de la cooperativa (631).
La Ley que reguló por vez primera las sociedades cooperativas fué la Ley de 
Cooperación de 9 de septiembre de 1931, en cuyo art. 5 se reconocían los tres tipos 
de responsabilidad de los socios a elegir en los estatutos, "Las sociedades 
cooperativas pueden ser:
a) Cooperativas de responsabilidad limitada, de cuyos compromisos y  
obligaciones responde sólo el haber social.
b) Cooperativas de responsabilidad suplementada, en las que los socios pueden 
constituir una garantía suplementada con un máximo fijado de antemano.
c) De responsabilidad ilimitada, en la que cada socio responde con la totalidad 
de sus bienes.
Las cooperativas de consumidores no podrán constituirse con la condición de 
responsabilidad ilimitada.
631 GARR1CUES, (Curso de Derecho Mercantil. 7- ed...., p. 302), nos confirm e que hasta la Ley de  
1931 de cooperativas "la aplicación del C. de c. no estaba vedada en absoluto: el art. 124 
consideraba mercantiles las cooperativas cuando se dedicasen a actos de comercio extraños a la 
m utualidad, es decir, a operaciones mercantiles con los no asociados. Su naturaleza era pues 
incolora, tiñéndose de la coloración civil o mercantil según la naturaleza de su objeto: la forma 
cooperativa no da ni quita el carácter mercantil". Mas exhaustivo es todavía VICENTE Y 
GELLA, al decir que "Una sociedad cooperativa puede ser comercial o civil, según que los actos a 
que se dedique sean o no mercantiles. Sus componentes no son regularmente comerciantes sino 
pequeños industriales, agriculturos, obreros, y  su punto de mira no es la "Empresa", la 
especulación, sino simplemente la protección de sus miembros. Para determinar pues su condición 
se hace preciso un examen previo del carácter de las operaciones a que se dedica.
Pueden adoptar cualquier forma de las enumeradas en la legislación comercial y  aun en la civil: 
pero, por regla general, las compañías que estudiaremos adoptan la forma de sociedades por 
acciones. La responsabilidad de los miembros de este género de compañías se limita  
ordinariamente al capital aportado: pero expresamente establecen las legislaciones alemana, 
suiza e inglesa entre otras, que también puede pactarse la responsabilidad ilimitada. No es de 
esencia, por consiguiente, en estas sociedades cooperativas una u otra forma de la 
responsabilidad de sus socios" (Curso de Derecho Mercantil Comparado..., p. 212 y 213)..
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Las personas jurídicas no pueden formar parte de una sociedad con 
responsabilidad ilimitada".
Posteriormente (632^ ja Lev de Cooperación de 2 de enero de 1942 establecía 
exclusivamente, en su art. 21 lo siguiente: "Todos los socios de la Cooperativa 
tendrán una misma responsabilidad", sin hacer ninguna referencia a los tipos de 
responsabilidad que podrían asumirse.
Sin embargo, su Prólogo o Exposición de motivos rechazaba la responsabilidad 
sup lem entada , justificándose en los siguientes términos: "La consideración 
personal de la sociedad cooperativa, apartándola de un sentido de sociedad de 
capital, se corresponde con eliminar conceptos de responsabilidad suplementada, 
haciéndonos volver a los moldes clásicos de la misma".
Esta norma fué muy criticada en su momento, sobre todo en relación con el 
tratamiento dado al tema de la responsabilidad. Así podemos citar a Polo (^33)/ 
quien dice de la misma: "Causa verdadera extrañeza que siendo los problemas de 
responsabilidad lo que más interés ofrecen, sobre todo en las formas sociales, 
hayan sido los más descuidados en la nueva Ley, especialmente en su proyección 
hacia el exterior, es decir, frente a terceros". P lan teando  a continuación las 
muchas dudas que este precepto suscita, y que por su interés reproducimos a 
continuación.
En relación con la responsabilidad de la cooperativa frente a terceros señala 
Polo, "Ya tuve ocasión de advertir al hacer un somero exámen de la estructura 
externa de la Ley, cómo era aquí donde se observaba la omisión más grave de la 
misma, tanto más extraña cuanto que en el Preámbulo se pone de relieve la 
preocupación del legislador por este problema, advirtiendo que se elimina el 
criterio de responsabilidad suplementada, para volver a los moldes clásicos de la 
cooperativa sobre base personal, apartada de todo sentido de sociedad de capital. 
El problema reside -como decía entonces- en saber si de las tres formas que
632 Antes de publicarse la Ley de 1942, se prom ulgó una Ley en plena Guerra Civil, la Ley de  
Cooperación de 27 de octubre de 1938, esta Ley mantuvo en vigor la Ley y Reglamento de 1931, en 
cuanto no hubiese sido modificado. Pero esta Ley, no tuvo prácticamente eficacia, y fue derogada 
por la Ley de 26 de enero de 1940.
633 POLO, Antonio. Revista de Derecho Privado. Mayo 1942, n- 303 p. 299.
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reconocía el artículo 5- de la antigua Ley -limitada, ilimitada y suplementada-, 
subsisten las otras dos o sólo una, y cuál sea ésta. Por ser éste un problema que 
afecta profundamente a las relaciones externas de la sociedad, y tener sus normas 
el carácter de derecho necesario o cogente, hay que esperar a que en una 
disposición complementaria, del mismo rango que la Ley, se delimite esta 
responsabilidad, por cuanto estimo que en ningún caso puede ser cubierta la 
laguna por un precepto de carácter simplemente reglamentario".
Y respecto de la responsabilidad de los socios, continúa: "También en este 
aspecto se muestra la Ley insuficiente. Ciertamente, se afirma en ella el principio 
de igualdad entre los socios en materia de responsabilidad -art. 21-; pero no se 
dice si esta responsabilidad es personal, ilimitada y solidaria, como la de los 
socios de una sociedad colectiva, o si solamente res hasta el importe de
sus aportaciones, etc".
Las respuestas a estas cuestiones vendrían con el Reglamento de aplicación de 
dicha Ley, aprobado por Decreto de 11 de noviembre de 1943. cuyo art. 17 
establecía: "La responsabilidad de los socios frente a terceros por las operaciones 
sociales, será de una misma clase dentro de cada Cooperativa, y podrá ser 
limitada o ilimitada, según se determine en los estatutos.
Los acreedores de la sociedad deberán en todo caso hacer previa excusión del 
haber social".
Este cambio operado por la Ley de 1942 y su Reglamento de 1943 frente al 
régimen establecido en la Ley de 1931 fue interpretado por Verrucoli como un 
distanciamiento de los regímenes existentes en materia de responsabilidad en 
Europa, y una vuelta a los sistemas ordinarios de responsabilidad (634y
634 VERRUCOLI com entó esta reforma en los siguientes términos: "En cambio, el Derecho español, 
mientras que con la Ley de 1931 disponía de un sistema de responsabilidad de los socios de la 
cooperativa, similar al suizo c italiano actuales, con la Ley de Cooperación de 2 de enero de 1942 
(art. 21) y  con el relativo Reglamento de 11 de noviembre de 1943 (art. 17), ha operado un retorno 




Sin embargo, Arco Alvarez (635) es otra opinión, y así, en relación con este 
Reglamento, se plantea la siguiente cuestión, ¿Cabe establecer en los estatutos la 
responsabilidad suplementada?. A lo que contesta que, pese al silencio legal, su 
respuesta es ro tundam ente afirmativa, lo que fundam enta en los siguientes 
argumentos:
1°. En primer lugar, porque este tipo de responsabilidad no es más que 
"una variante de ia responsabilidad limitada", y en el Reglamento se establece 
que la responsabilidad podrá ser "limitada".
2y. Porque esta modalidad "no sólo es recogida en legislaciones extranjeras 
sino que en alguna....viene establecida preceptivamente".
3Ü. Porque "Su admisibilidad en nuestro Derecho es incuestionable al 
amparo de la libertad de pactos. Y su utilidad es manifiesta porque, sin imponer a 
los socios desembolsos efectivos, acrece la responsabilidad y garantía de la 
cooperativa fren te  a terceros, contribuyendo eficazmente a una mejor 
a u to f in a n d a c ió n ".
Mas tarde, el Decreto 2396/71 de 13 de agosto que aprueba el nuevo 
Reglamento de la Ley de Cooperación de 1942 deja de nuevo abierta la puerta a la 
existencia de todo tipo de responsabilidad. Su art. 19, l ü establece al respecto: "La 
responsabilidad de los socios frente a terceros por las operaciones sociales será de 
una misma clase dentro de cada Cooperativa, sin perjuicio de lo previsto en el 
párrafo seis del artículo cuarenta y nueve de este Reglamento, y podrá ser 
ilimitada o limitada como mínimo a su participación en el capital social, según 
se determine en los Estatutos. Si los Estatutos guardan silencio, o en caso de 
duda, se entenderá que la responsabilidad del socio es limitada al importe de las 
aportaciones al capital social que viniera obligado a suscribir y desembolsar, y  
también a los compromisos que de modo expreso y concreto hubiera asumido.
Dos. Los acreedores de la sociedad deberán en todo caso, hacer previa exclusión 
del haber social".
El tenor de este artículo nos sugiere varios comentarios que hacer.
635 ARCO ALVAREZ, "Régimen económico... p. 39.
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En primer lugar, vuelve a establecer -como la Ley que desarrolla- el principio 
p o r  el cuál, la responsabilidad de los socios frente a terceros es de una misma 
clase dentro de cada cooperativa.
Con esta norma, se busca impedir -como señala Sánchez Calero (636). que en 
u n a  m ism a cooperativa se pueda combinar la existencia de socios con 
responsabilidades de distinta clase (limitada e ilimitada), como en una sociedad 
com anditaria .
En segundo lugar, se excluye de esta regla general, lo previsto en el art. 49, 6C 
de dicho Reglamento. Según esta norma, que contiene el régimen aplicable a las 
cooperativas de viviendas, "Los Estatutos podrán prever la manera de que la 
construcción de cada fase o bloque se realice con autonomía de gestión y régimen 
económico, sin que los socios de cada uno de ellos se vean afectados por la 
gestión económica de los demás".
Con esta exclusión, parece desprenderse del sentido del art. 19, l ü que, en las 
cooperativas de viviendas, los socios que pertenezcan a distintas fases o bloques 
podrán  asumir distinto tipo de responsabilidad, aunque deberá ser la misma 
entre los socios que pertenezcan a la misma fase o grupo.
En tercer lugar, -como ya habíamos ad e lan tad o -  la expresión: la 
responsab ilidad  "podrá ser ilimitada o limitada como mínimo a su participación 
en el capital social, según se determine en los Estatutos", permite afirmar que se 
restab lece  la pos ib ilidad  de op tar  por la d en o m in ad a  an te r io rm en te  
"responsabilidad suplementada".
La posibilidad de adoptar una responsabilidad limitada más allá del mínimo, 
que es la participación en el capital social, no es más que la definición de la 
responsabilidad suplementada de la Ley de 1931.
Lo que resulta contradictorio, como ya se habrá advertido, es que este 
Reglamento permita un tipo de responsabilidad que precisam ente tra ta de 
eliminar la Ley a la que viene a dar aplicación, como claramente se deduce de la 
Exposición de motivos de la misma.
636 SANCHEZ CALERO, Instituciones de Derecho Mercantil. 3'-’ cd...., p. 245.
562
En cuarto lugar, tras fijar que la responsabilidad elegida deberá hacerse constar 
en los Estatutos, establece la regla aplicable en ausencia de una declaración 
expresa en este sentido. Por ello dice que "Si los Estatutos guardan silencio, o en 
caso de duda, se entenderá que la responsabilidad del socio es limitada al importe 
de las aportaciones al capital social".
Realmente, esta norma recoge de forma expresa lo que hasta el momento la 
doctrina consideraba que debía ser la regla aplicable ante el silencio o la duda 
(637).
Finalmente, el último párrafo recoge una norma ya establecida por el anterior 
Reglamento de 1943, según la cuál, los acreedores deberán hacer previa excusión 
del haber social, antes de dirigirse a los socios responsables por las deudas 
sociales.
Este precepto establece la responsabilidad subsidiaria de los socios por las 
obligaciones sociales, lo que se justifica sobradam ente ya que la obligación 
asumida por los socios frente a los terceros, no es una obligación por deudas 
propias, sino en garantía del cumplimiento por la cooperativa de sus deudas.
Con posterioridad a esta norma, se dicta la Ley de cooperativas de 19 de 
diciembre de 1974. en cuyo art. 4 se establece que "Uno. Los Estatutos de las 
cooperativas de primer grado establecerán la responsabilidad limitada o ilimitada 
de los socios por las obligaciones sociales y podrán señalar el carácter solidario o 
mancomunado de la misma; a falta de mención estatutaria se entenderá la 
responsabilidad como de carácter mancomunado simple.
Dos. En las cooperativas de segundo o ulterior grado la responsabilidad de los 
socios será siempre limitada".
La Ley de 1974 distingue entre cooperativas de primero y segundo grado, 
aunque con el único fin de impedir que los socios de las cooperativas de segundo 
y ulterior grado, puedan adoptar responsabilidad ilimitada por las deudas de 
éstas.
637  En este sentido se m anifestó ARCO ALVAREZ, Teoría y práctica de las socied ad es  
cooperativas..., p. 55: "La responsabilidad de los socios frente a terceros por las operaciones 
sociales podrá ser limitada o ilimitada según determinen los Estatutos. En la duda o ante 
silencio, debe entenderse que la responsabilidad es limitada".
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Por otra parte, se mantiene la posible elección entre responsabilidad limitada e 
ilimitada, que habría que entender en los mismos términos que el Reglamento 
anterior de 1971, es decir, responsabilidad lim itada, en sentido amplio, 
comprensiva por tanto de la responsabilidad denominada "suplementada".
Junto con la elección del tipo de responsabilidad que asumen los socios con 
terceros, se permite también optar por el tipo de vínculo que une a los socios 
entre sí frente a los terceros. Es decir, sobre si responderán solidariamente o 
mancomunadamente por el importe total de la deuda a satisfacer.
A falta de una elección expresa, el legislador se inclina por la responsabilidad 
m ancom unada simple; es decir, aplica la regla general en las sociedades civiles 
contenida en el art. 1698 del C. c.
El Reglamento de desarrollo, de esta Ley fue aprobado por Decreto 2710/1978, 
de 16 de noviem bre, y amplía todavía más el contenido de esta norma, 
estableciendo en su art. 5 que: "Uno. Los Estatutos de las Cooperativas de primer 
grado establecerán la responsabilidad limitada o ilimitada de los socios por las 
obligaciones sociales y podrán señalar el carácter solidario o mancomunado de la 
misma; a falta de mención estatutaria se entenderá la responsabilidad como de 
carácter mancomunado simple.
Dos. En las Cooperativas de segundo o ulterior grado la responsabilidad de los 
socios será siempre limitada, y a falta de mención estatutaria se entenderá la 
responsabilidad como de carácter mancomunado simple.
Tres. En todos los casos de responsabilidad limitada del socio ésta quedará 
reducida al importe de las aportaciones obligatorias y voluntarias al capital social 
que viniera obligado a desembolsar y también a los compromisos que de modo 
expreso y concreto hubiere asumido.
Cuatro. Los acreedores de la Sociedad deberán, en todo caso, salvo pacto 
expreso, hacer previa exclusión del haber social".
Las principales novedades que el Reglamento aporta frente al contenido de la 
Ley son:
Por una parte, extiende la presunción de mancomunidad simple en el vínculo 
societario de responsabilidad, a las cooperativas de segundo y ulterior grado.
Por otra parte, tenemos que destacar el párrafo 3Ü del artículo mencionado. 
Según esta norma, la expresión "responsabilidad limitada" debe interpretarse
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restrictivamente, es decir, equivalente a responsabilidad "reducida al importe de 
las aportaciones obligatorias y voluntarias al capital social", o lo que es lo mismo; 
"no responsabilidad de los socios por las deudas sociales".
A continuación, esta misma norma señala que también se responderá por "los 
compromisos que de modo expreso y concreto hubiere asumido" el socio. Esta 
última declaración sobra por evidente, toda persona está obligada a cumplir los 
compromisos que expresa y concretamente ha asumido.
Finalmente, y como resumen de este rápido recorrido histórico, analizando las 
normas reguladoras del régimen de responsabilidad externa de los socios de la 
cooperativa, podemos extraer las siguientes conclusiones:
l c Siempre ha existido en nuestro Derecho, la posibilidad de elegir el tipo de 
responsabilidad que están dispuestos a asumir los socios de la cooperativa.
Esto no quita, que nuestra doctrina, como vimos en otros países europeos, se 
haya orientado más sobre la conveniencia de un tipo u otro de responsabilidad, 
sobre todo en función del tipo de actividad desarrollada por la cooperativa.
Así por ejemplo, Arco Alvarez (638y nos muestra cómo ha sido tradicional en 
las Cajas rurales inspiradas en el sistema Raiffeisen, establecer en los estatutos la 
responsabilidad solidaria e ilimitada de los asociados.
Amorós Rica (639) p ür su parte, tras afirmar que siendo la cooperativa una 
em presa personalista, deberían tener sus socios responsabilidad  ilimitada, 
reconoce que ésto sólo sería posible en una cooperativa con pocos socios, y desde 
luego en una cooperativa de consumo no sería recomendable, por el gran
638 ARCO ALVAREZ, op. ult. cit., p. 55. Tanto SCHULZE-DELITZSCH, creador de las 
cooperativas de crédito urbanas, com o RA1FFE1SSEN, creador de las Cajas Rurales, eran 
partidarios de la responsabilidad solidaria c ilimitada de los socios de estas cooperativas de  
crédito (MATEO BLANCO, "Raiffeissen...), por esta razón, durante m uchos años, en diversos  
Estados, se ha exigido esta especial responsabilidad precisam ente a los socios de este tipo de  
cooperativas.
En la actualidad todavía algunos países siguen exigiendo mayor responsabilidad a los socios de  
estas cooperativas, que a los de otras, normalmente esta mayor responsabilidad consiste en una 
responsabilidad suplementada entre el doble de la aportación a capital en Alemania; diez veces 
esta suma, en Italia; o veinte veces la m isma, como es el caso de Holanda. (Una exposición  
detallada del tipo de responsabilidad que se exige a los socios de estas cooperativas, en los 
países de la CEE, puede verse en CASTAÑO COLOMER "Las cooperativas de crédito en la CEE", 
en El Crédito. O ctavas Jornadas Cooperativas, 1990. Serie M onografías cooperativas nc 8. 
Servicio de Publicaciones de la Asociación de Expertos Cooperativos. LLeida, p. 53).
^3  ^ AMOROS RICA, El régimen jurídico-fiscal de las cooperativas españolas..., p. 75.
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número de socios que suelen tener, y la desconfianza que generaría este tipo de 
responsabilidad frente a los nuevos socios.
Ponsa Gil (640), se ha manifestado también favorable a la responsabilidad 
limitada de los socios de las cooperativas porque, como dice, "su naturaleza se 
opone a la responsabilidad solidaria e ilimitada de sus socios", ya que en su 
opinión, "Esta responsabilidad es propia de las sociedades de pocas personas que 
descansan en la reciproca confianza, donde la vigilancia es frecuente y fácil; las 
cooperativas agrupan a muchas personas que apenas tienen intervención en las 
gestiones de la entidad; los asociados se renuevan frecuentemente, los cargos son 
amovibles y los terceros ignoran casi siempre las condiciones de los asociados. 
Además, no teniendo el concepto de sociedades comerciales, la responsabilidad 
solidaria brota solamente de expresa convención. Son pues, las cooperativas, 
sociedades de responsabilidad limitada siempre que no tengan el concepto de 
sociedades comerciales ".
Al margen de estas opiniones, que consideramos interesantes y que por ello 
las hemos recogido, lo que está claro es que nuestro legislador r.o ha impuesto 
nunca un tipo de responsabilidad concreto a las cooperativas, sino que ha 
permitido su elección por parte de los socios, excepto en las cooperativas de 
segundo grado, que como hemos visto, se exigía la responsabilidad limitada de 
sus socios.
2C Entre los tipos de responsabilidad a elegir, siem pre ha sido posible la 
elección de la responsabilidad ilimitada, aunque en la práctica, salvo escasas 
excepciones, no ha sido una forma de responsabilidad muy aceptada por los 
socios de las cooperativas.
3° También podemos decir que la responsabilidad limitada en sentido estricto 
o ausencia de responsabilidad, siempre ha sido una elección posible e incluso 
subsidiaria a falta de elección expresa.
4C Por último, la nota más variable a lo largo de esta evolución ha sido sin 
duda, la posibilidad de adoptar una responsabilidad limitada, superior a la
640 PONSA GIL, op. cit.., p. 58.
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ap o rtac ió n  a capital social, o tam bién d en o m in ad a  "responsabilidad 
suplem entada".
Hemos visto cómo la Ley de 1931 en consonancia con los ordenamientos de la 
época, vigentes en Alemania (Ley de 20 de diciembre de 1933), Suiza (Reforma 
del Código de las Obligaciones de 18 de diciembre de 1936), o Italia (Código civil 
de 1942), permitía la elección entre responsabilidad lim itada, ilim itada y 
suplem entada.
Con la Ley de 1942 se prohibió, sin mucha justificación, al menos desde 
nuestro punto de vista, (dada la falta de comentarios sobre el tema por parte de la 
doctrina), y se vuelve a permitir claramente con el Reglamento de 1971, 
curiosamente, siendo un reglamento dictado en aplicación de la Ley de 1942 a la 
que, al menos en este punto contradice.
Finalmente, tras la Ley de 1974, que permite una interpretación amplia del 
té rm in o  "responsab ilidad  lim itada", y por tan to  la inc lusión  de la 
responsabilidad suplementada, como una opción más en favor de los socios y de 
la cooperativa, su Reglamento de desarrollo de 1978 excluye esta última 
posibilidad, al determinar qué debe entenderse por responsabilidad limitada y 
definiendo ésta en su sentido estricto, como responsabilidad limitada a las 
aportaciones obligatorias y voluntarias a capital social.
Los términos en que se expresa este Reglamento, también nos hacen dudar 
sobre la legitimación del mismo para reducir de esta forma los derechos 
reconocidos a los socios por la Ley de 1974, según la interpretación que se deriva 
de su art. 4.
2. 2.- La responsabilidad de los socios en el panorama legislativo 
actual.
En el variado panorama legislativo actual, nos encontramos con distintas 
opciones. Tratando de sistematizar las diferentes posibilidades, hemos agrupado 
las leyes de cooperativas vigentes en nuestro Estado, en tres categorías.
A) Legislaciones en las que los socios no responden por las deudas sociales.-
En esta categoría encontramos la Ley catalana 4/1983 de 9 de marzo y la Ley 
andaluza 2/1985 de 2 de mayo.
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En ambas se establece que la responsabilidad del socio por las deudas sociales 
está lim itada  a las aportaciones a capital social suscritas, estén o no 
desembolsadas (641).
B) Legislaciones que permiten optar entre la no responsabilidad de los socios, 
la responsabilidad limitada suplementada, y la responsabilidad ilimitada por las 
deudas sociales.-
Dentro de esta categoría podemos citar la Ley vasca, la Ley general y la Ley 
navarra, por orden de aparición.
Para el art. 4 de la Ley vasca 1/1982 de 11 de febrero: "Salvo disposición exvresa 
en contrario de los estatutos, la responsabilidad de los socios por las deudas 
sociales estará l imitada a las aportaciones al capital suscritas, estén o no 
desem bolsadas".
Este precepto establece como regla general supletoria la no responsabilidad de 
los socios, pero permite otras opciones en los estatutos, por lo que los socios 
podrán  establecer su responsabilidad ilimitada o, limitada pero en cuantía 
superior a la aportación a capital.
Así mismo ha interpretado Juan Larrañaga este precepto, comentando la Ley 
vasca de cooperativas: "Como se ha indicado, son los Estatutos los que deben 
precisar si la responsabilidad del socio es limitada o ilimitada. Ahora bien, no 
basta con esta precisión, o al menos no bastará en el caso de responsabilidad 
limitada, ya que en este supuesto se debe precisar dónde se encuentra el límite.
Lo habitual será que el límite se establezca en el Capital suscrito, es decir, en la 
cantidad que el socio se ha comprometido a desembolsar y aportar como Capital 
de la Sociedad. Pero cabe que dicho límite se coloque en otra cifra, como puede 
ser el doble o el triple del Capital suscrito u otra cantidad cualquiera. Incluso cabe 
formular esta limitación de forma distinta, incluyendo no sólo el Capital 
suscrito, sino también los compromisos que de modo expreso y concreto se 
hubieran asumido"  (642).
641 Según el art. 47 de la Lev catalana. "La responsabilidad del socio para con las deudas sociales, 
está lim itada a las aportaciones al capital social suscritas, estén o no desem bolsadas".
Por su parte, la Ley andaluza establece en su art. 5, que "La responsabilidad del socio por las 
deudas de la cooperativa quedará lim itada a sus aportaciones suscritas al cqpital social, estén o 
no desem bolsadas".
642 LARRAÑAGA, Juan. Análisis de la Legislación Vasca sobre Cooperativas. ..1985.
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La Ley General de Cooperativas 3/1987 de 2 de abril, es -en mi opinión- la más 
completa, aun siendo la más breve, dice en particular su art. 71 que "Los socios 
no responderán personalmente de las deudas sociales, salvo disposición en 
contrario de los estatutos, en cuyo supuesto deberán determinar el alcance de la 
responsabilidad".
Se permite por tanto optar, y se apunta claramente la posibilidad de establecer 
una responsabilidad limitada suplementada, de alcance superior a la aportación a 
capital social.
Esta solución también puede desprenderse del tenor literal de la Ley navarra 
de cooperativas 12/1989 de 3 de julio, cuyo art. 8 señala: "1. La responsabilidad de 
los socios podrá ser limitada o ilimitada según dispongan los estatutos, pero a 
falta de disposición expresa, la responsabilidad de los socios por las deudas 
sociales frente a terceros estará limitada a las aportaciones a capital social 
suscritas, con independencia de que estén o no desembolsadas".
C) Legislaciones que permiten optar entre la no responsabilidad de los socios y 
la responsabilidad ilimitada por las deudas sociales.-
En esta categoría hay que situar la Ley valenciana 11/1985 de 25 de octubre. 
Según el art. 4. 2 de la misma, "La responsabilidad de los socios por las deudas 
sociales quedará l imitada al importe nominal de las ap o r t a c i o n e s  sociales 
efectivamente desembolsadas o comprometidas.
La responsabilidad de los socios será ilimitada cuando los estatutos de la 
cooperativa lo determinen expresamente. En este caso la responsabilidad entre 
los socios será mancomunada simple, salvo que los propios estatutos la declaren 
de carácter solidario".
En el primer párrafo apuntado se establece la norma general supletoria, como 
en la Ley catalana o andaluza; pero se permite también optar estatutariamente 
por la responsabilidad ilimitada de los socios.
2. 2.1.- Responsabilidad limitada, ilimitada y suplementada.
Como conclusión al análisis de las d istin tas  norm as que regu lan  la 
responsabilidad de los socios en las distintas legislaciones cooperativas de
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nuestro Estado, podemos afirmar que el común denominador en todas ellas es 
aceptar como regla general la no responsabilidad del socio por las deudas de la 
cooperativa o dicho de otro modo, la responsabilidad limitada en sentido estricto.
Por otra parte, se sigue admitiendo la responsabilidad ilimitada de los socios si 
éstos lo acuerdan  expresam ente en los estatutos, excepto en Cataluña y 
Andalucía, donde no cabe este tipo de responsabilidad.
La responsabilidad ilimitada pese a haber estado admitida en nuestro Derecho 
desde los primeros tiempos del cooperativismo, no ha sido muy utilizada y por 
lo tanto, tampoco la doctrina se ha preocupado mucho por ella.
Curiosamente, Arco Alvarez (643) n0s hace referencia a una sentencia (cuya 
fecha no cita), en la que el Tribunal Supremo declaró que no era suficiente "para 
estimar responsabilizado al socio solidaria e ilimitadamente por las operaciones 
sociales, que así se hubiese establecido en los estatutos, sino que era indispensable 
el complemento de un pacto expreso para la operación en que se pretendiera 
exigir tal responsabilidad".
En la práctica diaria de algunas cooperativas, es frecuente que tras establecer en 
los esta tu tos  la no responsabilidad de los socios, se les exija garantizar 
personalmente determinadas operaciones que la cooperativa lleva a cabo, como 
puede ser la solicitud de un crédito. Véase por ejemplo, el Anexo nü 2, de 
solicitud de nuevas aportaciones, en cuyo punto n- 4 se exige al socio "Garantizar 
personal \j solidariamente, junto  con los demás socios de la Cooperativa, todos 
los créditos o préstamos que previo acuerdo de la Asamblea General de la 
Sociedad Cooperativa i¡jo de la Agrupación /Organización de Productores se 
soliciten para el cumplimiento de los fines sociales".
De esta forma se consiguen los mismos resu ltad o s  sin recurr ir  al 
establecimiento en los estatutos de la responsabilidad ilimitada de los socios.
En cuanto a la posibilidad de establecer la r e sp o n s a b i l id a d  l im ita d a  
suplem entada de los socios, sólo tres leyes la reconocen, a pesar de la aceptación 
doctrinal que esta modalidad de responsabilidad tiene (644)
643 ARCO ALVAREZ, op. ult. cit., p. 56.
644 Por otra parte, no tiene tampoco mucha explicación que legislaciones -com o la valenciana- que 
aceptan la responsabilidad ilim itada de los socios, no contem plen  esta responsabilidad
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La peculiaridad que presenta este tipo de responsabilidad es que la suma con la 
que los socios garantizan las obligaciones sociales, es distinta de la aportación 
realizada a capital social.
Normalmente, la suma de responsabilidad será mayor que la aportación a 
capital, de ahí el término "suplementada", pero podemos preguntarnos si puede 
acordarse una suma de responsabilidad inferior.
En nuestra doctrina se ha pronunciado sobre el tema Garrigues, en relación 
con la posición del socio comanditario. Dice este autor que "la obligación del 
comanditario fren te  a los demás socios, de contribuir con una cantidad al 
patrimonio social puede ser cuantitativamente mayor o menor que la suma de 
responsabilidad pactada. En el primer caso, la aportación pasa íntegramente al 
patrimonio de la sociedad, quedando expuesta a la acción de los acreedores. Pero 
los socios pueden en todo momento reducirla hasta la cifra que representa la 
suma de responsabilidad" (64:>). p 0r lo tanto, para este autor sí cabría una suma 
de responsabilidad menor a la aportación realizada a capital social, al menos para 
el socio comanditario.
También ha sido ésta la vía elegida en el Derecho alemán para fortalecer 
financieramente a las cooperativas, sin incrementar la responsabilidad de los 
socios.
Así, una de las principales innovaciones introducidas con la Nueva Ley de 9 
de octubre de 1973 consiste en la posibilidad de suscribir aportaciones sociales sin 
que ello entrañe una mayor responsabilidad por las deudas sociales de la sociedad 
en caso de liquidación. Esto se consigue perm itiendo a los socios suscribir
limitada, lo que ha llevado a algunos juristas a plantearse la posible aplicación supletoria de la 
Ley G eneral para poder estab lecer estatutariam ente esta m odalidad  interm edia de  
responsabilidad. Aplicación supletoria que en nuestra opinión no cabe, porque el derecho  
supletorio debe cumplir una función integradora del ordenamiento, y sólo debe aplicarse cuando 
existe una laguna legal, es decir, cuando la ley no puede resolver un problema planteado por la 
propia ley, y éste no es el caso. La Ley valenciana regula la responsabilidad de los socios  
cooperativos, el problema será que la solución que aporta no es la más adecuada o anhelada.
645 GARRIGUES. Curso de Derecho Mercantil. 7y ed...., p. 381 y 382.
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aportac iones  voluntarias a capital, que p u ed en  p o s te r io rm en te  retirar 
libremente, sin perder su condición de socio (646).
Pensamos que esta posibilidad, en principio podría tener cabida también en 
nuestro Derecho, y en relación con los socios de las cooperativas, pero ésta sólo 
tendría eficacia si se rodease de las necesarias medidas de publicidad, con el fin de 
que todo aquél que contratase con la cooperativa conociese ciertamente cuál es la 
cifra real de garantía con la que puede contar.
Sin embargo, si tenemos en cuenta el régimen jurídico aplicable en nuestro 
Derecho a las aportaciones a capital social, tenemos que llegar a la conclusión de 
que éste sistema -al menos como está previsto en Alemania- no podría funcionar 
en España, porque en nuestro  Derecho el socio sólo puede  re tirar sus 
aportaciones a capital (obligatorias o voluntarias) cuando se separa de la 
cooperativa o ésta se liquida; y en este caso, antes de recibir las aportaciones se 
habrá tenido que satisfacer los créditos, y el socio sólo recibe su aportación si tras 
el pago de estas deudas quedan bienes suficientes. Por lo tanto, no es posible con 
el actual régimen jurídico desvincular la aportación a capital de su función como 
cifra de responsabilidad.
Otra cuestión que plantea esta modalidad de responsabilidad es saber cuál será 
esa suma máxima de garantía por las deudas sociales. Esta deberá acordarse en los 
estatutos y normalmente consiste en un número de veces el capital suscrito, (por 
ejemplo, dos veces el valor de la aportación a capital), aunque  puede  
determinarse de cualquier otra forma (por ejemplo, fijando una cifra: 100 . 000 
ptas. por socio).
De la cifra de responsabilidad que resulte habrá que deducir la aportación ya 
comprometida a capital social, como contribución a la actividad económica que 
desarrolla la cooperativa, y el resto será la verdadera responsabilidad externa que 
asume el socio por la cooperativa frente a sus acreedores. Por esta razón resulta 
más fácil determinar la suma de responsabilidad como un número de veces del 
capital suscrito, de esta forma, cuando se dice que un socio responde con dos
646 Posteriormente veremos con más detenimiento esta posibilidad, al estudiar el régimen sobre 
responsabilidad, aplicable en Alemania.
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veces el capital suscrito significa que su responsabilidad externa es igual a la 
aportación realizada a capital social.
2 . 2 . 2 .- Responsabilidad mancomunada o solidaria.
En los casos en que se haya optado porque los socios asum an cierta 
responsabilidad por las obligaciones sociales, sea ésta suplementada o ilimitada, 
se p lantea otra cuestión, y es saber si la obligación entre los socios será 
m ancom unada o solidaria.
En los antecedentes legislativos de nuestro Derecho cooperativo -como vimos- 
se establecía como norma general salvo estipulación en contrario de los estatutos, 
la responsabilidad m ancom unada de los socios, es decir, cada socio sólo 
responderá con la porción que le corresponda en las deudas, sin que se le pueda 
exigir las partes correspondientes a los demás socios.
En las actuales leyes de cooperativas, se permite la opción de los socios por un 
tipo u otro de responsabilidad, pero en todos los casos se establece que a falta de 
elección, la responsabilidad se considera mancomunada, salvo en la Ley General 
que no dice nada al respecto, a pesar de que permite que los socios de la 
cooperativa asuman responsabilidades por las deudas sociales (647).
A pesar de la falta de regulación en la Ley General de Cooperativas, la regla 
aplicable sería igualmente, a falta de estipulación expresa en contra en los 
estatutos, la responsabilidad mancomunada de los socios, y ello puede afirmarse 
porque ésta es la regla general en nuestro Derecho de sociedades, y en las 
obligaciones del Código civil.
La norma clave que regula esta materia es el art. 1.698, l l> del C. C., según el 
cuál: "Los socios no quedan obligados solidariamente respecto de las deudas de la 
sociedad". Para comprender esta norma, hay que tener en cuenta - como puso de
647 La responsabilidad mancomunada sim ple se reconoce expresamente en el art. 4, 2 de la Ley vasca 
de cooperativas, en el art. 4. 2. 2U de la Ley valenciana, y en el art. 8, 2 de la Ley navarra. Las 
leyes catalana y andaluza no establecen nada porque tam poco prevéen la posibilidad de que  
existan socios con responsabilidad por las deudas sociales.
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relieve Pothier (648) que ja misma se dictó en respuesta a la ordenanza que 
disponía la responsabilidad solidaria de los socios de las sociedades comerciales, 
como un derecho excepcional fundado en el favor del comercio.
También Capilla (649y a\ analizar los antecedentes franceses e italianos de 
nuestro art. 1.698, llega a la conclusión de que éstos hacían expresa referencia a 
que la responsabilidad de los socios de sociedades no mercantiles, no sería 
solidaria, sino mancomunada.
Por lo tanto, si la responsabilidad solidaria de los socios es la excepción, 
reconocida exclusivamente para las sociedades mercantiles, y la regla general en 
nuestro Derecho de sociedades es en cambio la responsabilidad mancomunada de 
los socios, a pesar de que la Ley General no establezca el tipo de responsabilidad 
aplicable, ante el silencio de los estatutos, ésta será mancomunada, como en el 
resto de leyes de cooperativas de nuestro Estado.
La distribución entre los socios de las deudas se hará como en las sociedades 
personalistas, en proporción al interés de cada uno en la sociedad, lo cual hay que 
interpretar como proporcional al capital suscrito por cada socio.
Esta regla debe aplicarse también cuando hablamos de la responsabilidad de los 
socios de las cooperativas, porque en definitiva se trata de las deudas de la 
cooperativa, y no de deudas del socio frente a la cooperativa originadas en la 
actividad económica desarrollada por ésta, en cuyo caso el criterio de distribución 
no sería en proporción al capital sino en proporción al uso cooperativo realizado 
por el socio (65u).
2 . 2. 3.- Responsabilidad subsidiaria y directa.
El legislador cooperativo no ha regulado si la responsabilidad asumida por los 
socios es solidaria con la cooperativa o subsidiaria, o si los acreedores tienen 
acción directa o no frente a los socios garantes.
648 POTHIER. Tratado del contrato de sociedad, cit. nv 103, p. 50.
649 CAPILLA RONCERO, op. cit. p. 316.
650 p n sentido contrario puede citarse a DUQUE, quien com entando el art. 71 LCC, señala que "el 
im porte de la deuda que corresponde soportar al socio no deberá calcularse en relación con la 
aportación sino a la participación que haya tenido en el uso de la actividad  coopera tiv izada" 
(en La baja obligatoria del socio... op. cit. p. 47 y 48).
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Ante la ausencia de normas específicas al respecto, tenemos que aplicar las 
disposiciones generales que se desprenden de nuestro Derecho de sociedades, y 
en particular consideramos aplicables por analogía las disposiciones relativas a 
las sociedades colectivas, comanditarias y civiles; en aquello que sea conforme 
con la naturaleza de la cooperativa.
En principio, podemos afirmar que como consecuencia que se deriva de la 
personalidad jurídica de la cooperativa, los socios responden subsidiariamente 
respecto  de la cooperativa (651). Como ya vimos, estamos tra tando de la 
responsabilidad que los socios contraen en garantía del cumplimiento por la 
cooperativa de sus propias obligaciones, de forma que sólo cuando ésta no 
cum ple sus obligaciones, podremos hacer efectiva la responsabilidad de los 
socios.
Girón afirma, que en estos casos es posible para el acreedor dem andar 
conjuntamente a la sociedad y a los socios, con independencia de que no podrá 
ejecutarse al socio mientras la sociedad tenga bienes.
Esta conclusión se fundamenta en el art. 1834 del C. c. , relativo a la fianza pero 
que, considera aplicable por analogía: "El acreedor podrá citar al fiador cuando 
demande el deudor principal, pero quedará siempre a salvo el beneficio de 
excusión, aunque se dé sentencia contra los dos".
El principal problema que advierte Girón es la dificultad de determinar en qué 
debe consistir esa previa excusión. Es decir, habrá que fijar cuándo se considera 
acreditada la insolvencia de la sociedad para que los acreedores puedan ejercer 
sus acciones frente a los socios.
En op in ión  de Girón: "La acción del acreedor para hacer efectiva la 
responsabilidad del comanditario debe presuponer el impago por la Sociedad,
651 Esta conclusión es bastante unánim e en la doctrina. GIRON TENA señala como fundam ento  
jurídico de la misma el art. 237 del C. de c. (Derecho de sociedades....p . 523). También en este  
sentido se manifiesta GARRIGUES (Op. ult. cit., p. 386 y ss).
En cuanto a las sociedades civiles, DIEZ PICAZO (Sistema de Derecho Civil....p. 528) define la 
responsabilidad de los socios de estas del siguiente modo: "La responsabilidad de los socios será 
proporcionada a sus cuotas, no solidaria entre ellos, y  s i la sociedad tiene personalidad jurídica, 
subsidiaria respecto a la de és ta ".
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excusión en los bienes de ésta y que se ha atentado a la aportación liberatoria" (p. 
585).
Nosotros consideramos que para poder entablar la acción contra los socios es 
necesario que se acredite el estado de involvencia en que se encuentra la 
cooperativa, para ello debe ser suficiente que el acreedor dem uestre que se 
cum plen cualesquiera de los presupuestos que se exigen para presentar la 
solicitud de declaración de quiebra de la cooperativa. Entre estos presupuestos, 
recordamos que se encuentra el haber despachado mandamiento de ejecución o 
apremio y que del embargo no resulten bienes suficientes, o que se demuestre 
que la cooperativa ha sobreseído de una manera general en el pago corriente de 
sus obligaciones. Pero no creemos que sea necesario -como ocurre en otros 
Estados, como veremos- llegar al procedimiento de quiebra, ni siquiera haberlo 
solicitado.
Otra cuestión que se plantea en este tema es si los acreedores tienen acción 
directa o propia frente a los socios, o no la tienen y por tanto deben ejercer la 
acción subroga loria.
Si entendem os la "acción directa" -según la interpretación francesa-, como 
acción propia de los acreedores de la sociedad frente a los socios, lo que implica la 
inoponibilidad de las excepciones de éstos contra la sociedad; nuestra opinión es 
sin duda  que los acreedores de la cooperativa tienen acción directa frente a los 
socios (652).
Pero los socios no son obligados frente a los acreedores sociales, sino 
responsables, por lo tanto, el acreedor para dirigirse contra el socio debe haber 
hecho previa excusión del haber social.
Una vez entablada la acción contra el socio, éste no puede oponer a los 
acreedores las excepciones que podría oponer a los represen tan tes  de la
652 £ n CS(C tema nos hem os basado en el criterio segu ido por GIRON TENA en torno a la 
responsabilidad de los socios colectivos y comanditarios por las deudas sociales (en Derecho de  
Sociedades. Tom o 2 Parte especial, pp. 582). Según este autor, en nuestro D erecho, y 
principalm ente por parte de nuestra doctrina mayoritaria y jurisprudencia, se ha aceptado la 
interpretación francesa de la llamada acción directa de los acreedores; y cita entre la doctrina a 
Garrigues, Broseta, Sánchez Calero, Langc, Uría y Cámara.
Para nosotros, es aplicable por analogía a las cooperativas, el régim en jurídico establecido o 
adm itido para las sociedades colectivas y comanditarias porque en materia de responsabilidad  
son en estas sociedades en las que los socios responden por las deudas sociales, com o es también 
posible en las sociedades cooperativas.
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coopera tiva ,  b asadas  en pactos internos, convenios, transacciones o
condonaciones, que puedan disminuir las cantidades a aportar por el socio a
capital social y por tanto, la garantía de los acreedores. Como dice Arcangeli "el
socio no puede oponer ni tercero más que ¡ns excepciones de pago de la cuota o de
compensación de la misma con créditos que le correspondiesen a la sociedad" 
(653).
Esta situación es contraria a la que analizamos al estudiar la responsabilidad 
interna del socio frente a la cooperativa, y al comprobar que el incumplimiento 
de estas obligaciones internas podía perjudicar a los acreedores, por lo que éstos 
podrían  exigir el cumplimiento por los socios de sus obligaciones internas, 
ejercitando para ello la acción subrogatoria, porque no era una acción propia ya 
que el socio no se obligaba frente al tercero, sino frente a la cooperativa.
2. 2. 4.- Responsabilidad del socio que causa baja en la cooperativa. El art. 19.1. 
I 9 LCCV.
En el apartado anterior A) 2. 3 de este mismo capítulo, señalamos cómo el 
legislador al regular en el art. 19. 1 LCCV la responsabilidad y obligaciones del 
socio que ha causado baja, contemplaba en realidad dos supuestos diferentes: la 
responsabilidad interna del socio frente a la cooperativa por los compromisos 
contraídos con ésta, y la responsabilidad externa que frente a los acreedores 
asumen los socios por las deudas de la cooperativa. En aquella ocasión nos 
ocupam os de la responsabilidad  interna, ahora nos cen trarem os en la 
responsabilidad externa del socio que cesa en la cooperativa.
El artículo 19. 1 en su párrafo 1“ afirma que "En todo caso de baja o expulsión 
el socio seguirá respondiendo de las deudas contraídas por la cooperativa durante 
su permanencia en la misma por un periodo de cinco arlos a contar desde la 
fecha de la baja o expulsión".
Este artículo extiende la responsabilidad del socio por las deudas sociales más 
allá de su baja en la cooperativa, y hasta cinco años desde esta fecha.
653 ARCANGELI. Citado por GIRON TENA en Derecho de Sociedades... op. cit. pp. 582.
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Se trata sin duda de una norma excepcional en el derecho de sociedades, 
puesto que una vez el socio se ha separado de la sociedad y se le han liquidado 
sus aportaciones a capital no debería seguir sometido a ninguna obligación más, 
derivada de su anterior condición de socio.
Pero a pesar de esta excepcionalidad frente al derecho de sociedades, podemos 
decir que esta figura se encuentra presente en prácticam ente todas las 
legislaciones cooperativas, tanto españolas como europeas (6^4).
La razón de ser de esta norma, se encuentra sin duda en la naturaleza variable 
del capital de la cooperativa, así ha sido reconocido por parte de la doctrina, como
Esta responsabilidad so encuentra regulada en los artículos 47. 2 de la Ley catalana, art. 71. 2 de  
la Ley general de cooperativas y en el art. 23. 3 de la Ley navarra. Entre nuestros antecedentes 
legislativos se encontraba el art. 12. c, de la Ley de 1942, art. 18 del Reglamento de 1943, art. 14 
del Reglamento de 1971, art. 11. 5 de la Ley de 1974 y art. 30 del Reglamento de 1978.
Entre la legislación cooperativa europea que recoge también esta responsabilidad prorrogada 
podem os citar:
En Bélgica, el art. 155 del C ódigo de com ercio: "Todo socio d im itido  o excluido permanece 
personalm ente obligado, en los lím ites en que se obligó (o com prom etió) i/ duran te  cinco años, a 
partir de su dim isión o de su exclusión, salvo el caso de p resa  ipción mas cortas establecida por la 
Ley, por todas las obligaciones contratadas con anterioridad al ¡in del año en el que su retirada 
ha sido publicada".
En Luxemburgo. el art. 126 de la Lev de sociedades com erciales de 10 de agosto de 1915 
(modificada en último lugar el 11 de julio de 1988) contiene el mismo tenor que el artículo anterior 
belga.
En Italia, el art. 2530 del C ódigo civil establece: "El socio que cesa de form ar parte de la 
sociedad responde fren te  a ésta por el pago de las aportaciones no efectuadas por dos años desde 
el día en que la separación, la exclusión o la cesión de la cuota o de las acciones se ha verificado. 
Por el m ism o periodo, el socio saliente es responsable fren te  a los terceros, en los lím ites de la 
responsabilidad subsidiaria establecida en el acto c o n s titu tivo , por las obligaciones asumidas 
por la sociedad hasta el día en que el cese de la cualidad de socio se ha verificado".
En Francia, el art. 52. 3- de la Lev de 24 de julio de 1867 aplicable a la* cooperativas según el art. 
13 de la Ley de 10 de septiembre de 1947 señala que el socio de una sociedad de capital variable, 
que se retira o es excluido, queda obligado durante cinco años frente a los socios y frente a los 
terceros de todas las obligaciones existentes en el momento de su separación.
En los Países Bajos, el art. 55 del C ódigo civil (m odificado por Ley de 16 de junio de 1988) 
establece que "Las personas que eran miembros cuando la disolución o habían cesado de ser hace 
menos de un año antes, son responsables del déficit a la vista de los liquidadores según los 
criterios indicados en los estatutos; si una cooperativa o una sociedad de garantía mutua se 
disuelve por insolvencia después de haber sido declarada en estado de quiebra, la duración de un 
año se cuenta hasta el día de la declaración de quiebra y no hasta el día de la disolución. Los 
estatutos pueden determinar una duración superior a un año".
En Alemania, en caso de quiebra de la cooperativa, él síndico al calcular la suma que ha de ser 
pagada por cada socio, debe tener en cuenta no sólo los socios que integran la lista en el momento  
de la disolución sino también aquellos que se han separado durante un determ inado periodo de  
tiem po anterior a la disolución (de 6 a 18 meses). Véase sobre la responsabilidad del socio que se 
da de baja en Alem aniaen MÜNKNER (N ueve lecciones de Derecho cooperativo... op. cit. p. 
116).
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Lluis y Navas quien señala que con esta regla se trata de compaginar las garantías 
de terceros en sus relaciones con una entidad de capital variable, con el derecho 
del cesante en la condición de socio, a no responder perpetuam ente por sus 
antiguas obligaciones (655).
Nosotros podemos añadir a esa fundamentación, la aplicación de una norma 
similar a la que comentamos, a las sociedades de garantía recíproca, sociedades 
que se caracterizan también por su capital variable.
El R. D. 1885/1978, de 26 de julio, sobre régimen jurídico, fiscal v financiero de 
las sociedades de garantía recíproca, establece en su art. 27 in fine: "El socio que se 
separa responderá por el importe reembolsado, y durante el plazo de cinco años, 
de las deudas contraídas por la sociedad con anterioridad a la fecha del 
reembolso, en caso de que el patrimonio social sea insuficiente para hacer frente 
a ellas".
Fuera de nuestras fronteras, también puede apreciarse la influencia, en 
preceptos similares al 19. 1. 1- LCCV, de la normativa que regula las sociedades de 
capital variable.
Así, en Francia, como establece el art. 13 de la ley de 10 de septiembre de 1947 
sobre el estatuto de la cooperación, se aplica a las cooperativas constituidas bajo 
forma de sociedades de capital variable las disposiciones del Título 111 de la Lev de 
24 de julio de 1867, que regula este tipo de sociedades. Y entre esas disposiciones 
le es de aplicación -como ha puesto de relieve Sainl-Alary (656). ei a r t. 52 . 3 de 
dicha Ley, según el cuál: el socio de una sociedad de capital variable que se retira 
o es excluido, queda obligado durante cinco años frente a los socios y frente a los 
terceros de todas las obligaciones existentes en el momento de su separación.
En cuanto al alcance del precepto que analizamos, nos planteamos una serie de 
cuestiones que trataremos de resolver:
- ¿cuando responde el socio?
- ¿como responde?
- ¿porqué obligaciones de la cooperativa responde?
655 LLUIS Y NAVAS, Jaime. Las sociedades cooperativas y su régimen de gobierno a la luz de la 
Ley española de 1974. REVESCO 1975*76, p. 112. También en este sentido V1CENT CHULIA, 
C om pendio crítico de Derecho mercantil. 2-’ed. Tomo 1. Ed. Bosch. Barcelona 1986, p. 570, afirma 
que, se trata de una norma excepcional de protección del capital social.
656 SA1NT-ALARY. "Societés Coopera ti ves" J. Classeur n- 168 de 1975 p. 28.
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a.- La responsabilidad del socio cesante es una responsabilidad subsidiaria  
respecto de la sociedad. Como claramente señala el art. 71. 2 de la LGC: "el socio 
que cause baja en la Cooperativa responderá personalmente por las deudas 
sociales, previa excusión del haber social, durante cinco años desde la pérdida de 
su  condición de socio, por las obligaciones contraídas por la Cooperativa con 
anterioridad a su baja, hasta el importe reembolsado de sus aportaciones al 
capital social"; el socio responde sólo previa excusión del haber social, y por tanto 
responderá sólo en situaciones excepcionales de disolución, quiebra o suspensión 
de pagos de la cooperativa, y siempre que no haya suficiente con los bienes de la 
cooperativa para satisfacer a los acreedores.
b.- El socio responderá en estos casos, en los mismos términos en que estaba 
obligado antes de separarse, es decir en las mismas condiciones fijadas en los 
estatutos sociales.
Aquí habrá que tener en cuenta si la responsabilidad asumida por los socios 
estaba limitada al capital social, o si asumió una suma de responsabilidad mayor 
(suplementaria) o ilimitada, y también si ésta responsabilidad entre los socios era 
solidaria o mancomunada.
Si de acuerdo con los estatutos sociales los socios no responden por las deudas 
sociales más que con la aportación realizada a capital social, los acreedores sólo 
podrán exigir la restitución de las aportaciones reembolsadas al socio.
c.- Las obligaciones por las que responde el socio ante los acreedores, son 
obligaciones sociales contraídas por la cooperativa antes de la separación del 
socio. La cuestión que se plantea gira en torno a si hay que comprender en este 
ámbito todas las obligaciones contraídas antes de su separación, o sólo las que lo 
han sido durante la permanencia del socio en la cooperativa.
Paz Canalejo se ha planteado la posibilidad de extender esta responsabilidad a 
las obligaciones contraídas por la cooperativa con anterioridad al ingreso del 
socio en la misma, y llega a la conclusión de que "solo deberán considerarse 
comprendidas en la expresión legal las obligaciones contraídas por la cooperativa 
desde que el aspirante ingresó como socio y la parte pendiente de las estipuladas 
antes sobre las que no hubiese un compromiso concreto y claramente limitado a 
los socios anteriores (es decir, ya ligados a la cooperativa cuando esta admitió al
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nuevo cooperador) y ello siempre que objetivamente este pudiese y debiese 
conocerlas" (657).
Esta extensión que Paz Canalejo hace, se fundamenta en el contenido del art. 
11. 5 de la ley vigente en ese momento (Ley de 1974), según el cuál el socio sigue 
siendo responsable "por las obligaciones asumidas por ésta con anterioridad a la 
fecha de la pérdida de su condición de socio". Según este artículo, el único límite 
es que esas obligaciones no se hayan contraído con posterioridad a la fecha de la 
pérdida de su condición de socio.
El texto de la Ley valenciana es en cambio más restrictivo y limita claramente 
el ámbito de responsabilidad a las "deudas contraídas por la cooperativa durante 
su permanencia". los términos de este precepto y la excepcionalidad de esta 
norma nos impiden admitir la extensión de la responsabilidad del socio más allá 
de los estrictos términos que marca la Ley, por lo tanto, el socio no sería 
responsable por las deudas contraídas por la cooperativa con anterioridad a su 
ingreso, salvo que se obligase al cumplimiento de las mismas, o las garantizase.
3.- LA RESPONSABILIDAD DE LOS SOCIOS POR LAS DEUDAS SOCIALES 
EN EL DERECHO COOPERATIVO EUROPEO.
3. 1.- Francia.
En Francia, la Ley 47-1775 de 10 de septiembre de 1947 que regula el Estatuto de 
la Cooperativa, establece en su art. 7 que "Los estatutos de las cooperativas
determinarán  las modalidades de responsabilidad que incumbe a cada uno en
las obligaciones de la cooperativa".
A falta de determinación, se aplicará -como dice Saint Alary (658). ja 
responsabilidad fijada por la legislación concerniente a la sociedad de la que la 
cooperativa ha adoptado la forma.
No obstante ésto, habrá que tener en cuenta que las leyes particulares que 
regulan las distintas clases de cooperativas suelen establecer normas en esta 
materia, que derogarían esta regla general.
^57 PAZ CANALEJO. El nuevo Derecho cooperativo... op. cit. p. 196. 
658 SA1NT-ALARY. "Sociétés cooperativos" fase. 168 n- 173.
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Veamos por tanto, cuál sería el régimen de responsabilidad aplicable a los 
socios, en función del tipo de cooperativa al que pertenecen. Para ello hemos 
elegido algunos de los tipos de cooperativas de mayor difusión.
Cooperativas de consumo.-
La Ley de 17 de mayo de 1917 reguladora de las cooperativas de consumo 
(modificada últimamente por Decreto 82-853 de 28 de septiembre de 1982), no 
establece ninguna norma en materia de responsabilidad, por lo tanto aplicamos 
la regla general, y distinguimos entre sociedades cooperativas constituidas bajo la 
forma de sociedad anónima, y sociedades cooperativas constituidas baja la forma 
de sociedad civil.
En el primer caso, los socios no son responsables del pasivo social más que en 
el límite del capital suscrito.
En el caso de que se adopte la forma de sociedad civil, los socios responden 
i l im ita d a m e n te  de las deudas sociales en proporción a su parte en el capital 
social, por aplicación del art. 1857 del C. c.
Sin embargo, frente a este principio general, Huguet ((i>^ ) ,  señala cómo ciertas 
sociedades con forma civil, habían establecido en sus estatutos y en todos sus 
"papiers d'affaires", que la responsabilidad de los socios era limitada al montante 
de su aportación a capital, en base al art. 1863 del Código civil que preveía la 
posibilidad de limitar la responsabilidad de éstos al montante de su aportación al 
capital, por acuerdo con los acreedores.
Si posteriormente, la Ley de 4 de enero de 1978 no ha derogado esta norma del 
Código civil, opina Huguet que todavía es aplicable, y por tanto los socios de 
cooperativas de consumo, con forma civil, pueden limitar su responsabilidad de 
acuerdo con los terceros con los que contrata la cooperativa. Ya que la 
responsabilidad ilimitada de los socios ha sido dictada en interés de los terceros, 
éstos pueden renunciar a la misma.
659 HUGUET, H. "Coopera ti ves do consommation", tase. 169. n- ll)2 v 11)3.
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Concluye finalmente Huguet afirmando que la responsabilidad de los socios 
de hecho es limitada, porque la Ley de 7 de mayo de 1917 prohibió obligar a los 
consum idores a suscribir más de una parte de capital, de forma que las 
cooperativas de consumo están constituidas por un núm ero im portante  de 
socios detentadores de una parte; por lo que su responsabilidad está más 
"diluida", y lo estará más cuanto mayor sea el número de socios que haya.
Cooperativas profesionales de empresarios.-
Reguladas por la Ley de 20 de julio de 1983 sobre desarrollo de ciertas 
activ idades de la economía social, establece en su art. 13, 1° que: "La
responsabilidad de los socios en el pasivo de la sociedad cooperativa puede
extenderse a su patrimonio, sin poder exceder tres veces el montante de las partes 
sociales detentadas, liberadas o no liberadas''.
Esta norma se aplica exclusivamente a las cooperativas artesanales y a las 
sociedades cooperativas de empresas de transporte por carretera o fluvial, con 
independencia de la forma jurídica adoptada por la cooperativa, de las dos que 
permite el art. 3 de dicha Ley: sociedad anónima y sociedad de responsabilidad 
limitada.
Son por tanto los estatutos, los que fijarán el tipo de responsabilidad de los 
socios, y a falta de mención particular -como afirma M ouret (660). ia
responsabilidad de los socios será limitada al montante nominal de sus partes en
el capital.
En el caso de que se quiera hacer uso de la posibilidad que reconoce el art. 13 
citado, y por tanto, extender la responsabilidad a los socios, si ello no se encuentra 
en los estatutos originarios, habrá que modificarlos con el voto favorable de la 
unanim idad de los socios.
La claúsula en la que se establece la extensión de responsabilidad a los socios 
debe darse a conocer a los futuros socios, y se exige -como cita Mouret- la firma 
del socio sobre dicha claúsula, en uno de los ejemplares de los estatutos, ejemplar 
que deberá conservar la cooperativa. Se exige por tanto un consentimiento
660 MOURET, Chinde. "Socictes cooperativos protessionncllos d'entreprises". nv 83.
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expreso sobre este punto, con independencia del acatamiento general de los 
estatutos.
Finalmente, el art. 13, 4Ü establece que, los acreedores de la sociedad 
cooperativa no pueden perseguir el pago de las deudas contra los socios más que 
tras haber conseguido la declaración de mora de la cooperativa, por actos 
extrajudiciales.
Cooperativas obreras de producción.-
Estas cooperativas se rigen por la Ley 78-763 de 19 de julio de 1978 (modificada 
últimamente por Ley 88-15 de 15 de enero de 1988), que no establece ninguna 
norma en materia de responsabilidad.
Con anterioridad a la publicación de esta Ley, las sociedades cooperativas de 
producción podían constituirse como sociedades anónimas o como sociedades 
comanditarias por acciones. Desde la Ley de 1978, su art. 3 permite la constitución 
de sociedades cooperativas bajo la forma de sociedad anónima o de sociedad de 
responsabilidad limitada, por lo que se aplicará el régimen de responsabilidad 
previsto para estas formas sociales, que limitan la responsabilidad de los socios 
por las deudas sociales a las aportaciones comprometidas a capital social, se hayan 
liberado o no totalmente.
Cooperativas agrícolas -
E1 régimen de la responsabilidad de los socios por las deudas de estas 
cooperativas se establece en el art. R-526, l y del Code rural, aprobado por Decreto 
81-276 de 18 de marzo de 1981, según el cuál: "La responsabilidad de cada 
cooperador en el pasivo de la cooperativa o de la unión está limitado al doble del 
montante de las partes que en aplicación de los estatutos ha suscrito o habrá de 
suscribir".
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Esta limitación de responsabilidad tiene en cambio -en opinión de Gourlay 
(661). ¿os excepciones:
En primer lugar, en las cooperativas que han recibido un préstamo de la Caisse 
nationale du crédit agricole, los socios están obligados solidariamente, entre ellos 
por el reembolso de dicho préstamo (Cod. rural art. 732).
En segundo lugar, igualmente, el art. 656 del C. rural prevee para las Caisses de 
crédit agricole mutuel, la posibilidad de subordinar la atribución de préstamos a 
la responsabilidad solidaria de los miembros de la cooperativa agrícola, "lo que 
las cajas no evitan generalmente hacer, al menos con los administradores".
3. 2.- Italia.
En las cooperativas italianas por lo general, el socio no responde por las 
deudas de la cooperativa, salvo que se haya comprometido como responsable 
subsidiario y la cooperativa haya sido declarada en quiebra o liquidación forzosa.
Normalmente, los estatutos de las cooperativas establecen la responsabilidad  
limitada pura y simple de los socios, en aplicación del art. 2.514 C. c., según el 
cuál: "En las Sociedades Cooperativas de responsabilidad limitada, responde la 
sociedad con su patrimonio por las obligaciones sociales", lo cual se traduce en 
que una vez aportada su parte a capital social, los socios no tienen por qué 
asumir ninguna nueva obligación, ni participar en las pérdidas por encima de su 
aportación a capital, ni tienen ninguna responsabilidad frente a terceros por las 
deudas contraídas por la cooperativa. Como excepción tenemos que citar a las 
cajas rurales y artesanales. Según el R. d. 26 agosto de 1937 que las regula, los 
socios de éstas no pueden asumir responsabilidad limitada strictu sensu, ni 
siquiera cuando adoptan la forma de sociedad por acciones (662).
661 GOURLAY, Gil los. "Sociétés cooperativos agríeoles". fase. 170-3, 2Ü cahier, nv 20.
662 para jas cajas rurales y artesanales se preve por el R. d. de 26 de agosto de 1937 un régimen  
especial de responsabilidad. Su art. 1 del Texto único de la ley sobre el ordenamiento de las Cajas 
rurales y artesanales establece: "Están som etidas a las normas del presente t.u . las sociedades 
coopera tivas, c o n s titu id a s  en garan tía  ilim itada  o bien en g aran tía  lim itada  en la fo rm a  
indicada en el artículo siguiente..." y el artículo siguiente al que se remite, y que es el 2 establece 
"La sociedad citada, constitu ida  en garantía  ilim itada , deberá a su m ir  la form a de sociedad en 
nom bre colectivo. A quella  otra co n s titu id a  en garan tía  lim itada  debe a su m ir  la form a  de 
sociedad por acciones, en la que el socio, independ ien tem en te  de la obligación de en tregar el 
im porte  de las acciones suscritas, es responsable por el pago de las deudas sociales hasta una
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Pero puede ocurrir que se acuerde estatu tariam ente la r e s p o n s a b i l id a d  
subs id ia r ia  de los socios por las pérdidas contraídas por la cooperativa. Esta 
responsabilidad sólo será exigible -como hemos dicho - en caso de quiebra o 
liquidación forzosa. En estos casos, la participación del socio en las pérdidas 
puede ser, según hayan establecido los estatutos, limitada o ilimitada.
La respon sab il id ad  subsid iaria  i l im i ta d a ,  o tam bién conocida como 
responsabilidad ilimitada (663) ha sido analizada por Galgano ( ), quien llega a la 
conclusión de que "la responsabilidad ilimitada del cooperador tiene en realidad 
un valor diverso de la responsabilidad del socio de sociedad simple o de 
colectiva: es de hecho, una exposición ilimitada a las pérdidas y no solo una 
garantía  añadida  (respecto a la ofrecida por el patrim onio  social) de las 
obligaciones de la sociedad. Eso no quita que el cooperador se arriesge 
ilim itadam ente , sino que en el ámbito de un procedim iento  liquidatorio 
(art.2.541) y sobre un plano de los resultados últimos de la actividad social, su 
posición puede ser sin más peor que la de un socio colectivo, que respondiendo 
ilimitadamente de las obligaciones sociales, puede gozar convencionalmente de 
una limitada participación en las pérdidas".
La responsabilidad subsidiaria limitada se suele fijar en una cantidad múltiplo 
de la cuota de cada socio en el capital social (art. 2. 514 C. c.). Para las cajas rurales 
y artesanales esa cantidad no puede ser inferior a diez veces el importe del valor 
nominal del capital suscrito (art. 2 R.D. 26 de agosto 1937).
sum a , a determ inar en el acto constitu tivo , no inferior en todo caso a diez veces el im porte del 
va lor nom ina l de las acciones su sc r ita s " . C om o se d esp ren d e  de esto s artícu los, la 
responsabilidad limitada en las cajas rurales y artesanales es siem pre una responsabilidad  
subsidiaria, por una cantidad suplem entada limitada a una cuantía prefijada, pero no cabe por 
tanto la responsabilidad limitada estrictu sensu a la aportación a capital social.
663 Según el art. 2.513 del C. c. titulado "Sociedades cooperativas d e  responsabilidad ilimitada": 
"En las sociedades cooperativas de responsabilidad ilim ita d a , por las obligaciones sociales 
responde la sociedad con su  patrim onio y , en el caso de liquidación forzada adm in istra tiva  o de 
quiebra, responden en via subsidiaria los socios solidaria e ilim itadam en te  según la norma del 
artículo 2 .541".
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Un problema que preocupa a la doctrina italiana es en qué m ed ida  
responderán los socios por esas deudas, una vez conocemos ya la responsabilidad 
máxima asumida por éstos.
La respuesta en principio hay que buscarla en el art. 2541 del Código civil. Este 
artículo bajo el título de Responsabilidad subsidiaria de los socios, establece: "En 
las cooperativas con responsabilidad subsidiaria ilimitada o limitada de los 
socios, éstos, sea en el caso de liquidación forzada administrativa sea en el caso de 
quiebra, responden del pago de las deudas sociales en proporción a la parte de 
cada uno en las pérdidas, según un plan de reparto que ha de formarse por los 
comisarios liquidadores o por el síndico. En la misma proporción se reparten las 
sumas debidas por los socios insolventes". La participación del socio en las 
pérd idas es el criterio al que recurre el legislador para establecer en qué 
proporción participan los socios en la satisfacción de las deudas de la cooperativa, 
en el caso de liquidación forzosa administrativa o quiebra. Pero este criterio de 
participación de los socios en las pérdidas no viene aclarado en ninguna otra 
norma de este mismo texto, por lo que la doctrina se pregunta en qué consistirá 
ese criterio.
Como pone de manifiesto A m adeo  Bassi (664), existen al respecto dos 
tendencias:
a) Por una parte se afirma que el plan de reparto de las pérdidas entre los 
socios responsables por un múltiplo limitado o ilimitado, debe ser proporcional 
a las aportaciones efectuadas por los socios a capital social.
b) Otra tesis afirma que el reparto debe ser proporcional al volumen de los 
cambios u operaciones que cada socio ha realizado con la sociedad, esto es, en la 
misma proporción que se distribuirían los retornos.
En favor de esta segunda postura podemos citar a Verrucoli (665) quien señala 
que "en la sociedad cooperativa la proporcionalidad de la responsabilidad de cada
664 BASSI, Amadeo. 11 Códice Civile Commentario. Arts. 2.511*2.548. p. 833.
665 VERRUCOLI, P. La Societá Cooperativa. Milano. Dott. A. C iuftrc Editorc. 1958, p. 171. 
También es partidario de esta tesis RACUGNO, quien establece que "La participación en las 
pérdidas está en func ión  de las ocasiones de increm ento aportado por cada uno  a la sociedad a 
través del uso de la empresa cooperativa" (en La responsabilitá dei soci nelle  cooperative. 
Quadcrni di Giurisprudenza Commcrcialc. Casa Editrice Giuftré. Milano. 1983. p. 84), y en otro 
m om ento (p. 89) reitera que "La efectiva cuota de interés del socio está constituida en la sociedad
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socio en las pé rd idas  se de term ina por el vo lum en  de la ac tiv idad  
respectivamente desarrollada con la empresa social".
C ontrariam ente , Am adeo Bassi (666) se opone a la tesis de Verrucoli, y 
fundamenta su oposición en los siguientes a rgum entos:
I o La letra de la Ley es favorable a la primera tesis porque, son varias las 
normas (667) que se remiten al art. 1.717 del C. de c., actual art. 2.263 del C. c., 
como criterio determinante del reparto de pérdidas entre los socios.
El art. 2.263 del C. c. relativo a las sociedades simples, establece como punto de 
referencia para determinar la cuota de interés de los socios en la sociedad, la 
aportación a capital social.
2° Si la responsabilidad múltiple limitada está normalmente en relación con 
la aportación a capital, según el art. 2.514, 2 C. c. (668), no ve Bassi porqué la 
responsabilidad ilimitada debe medirse con un criterio diverso.
3Ü La elaboración de un plan de reparto sobre la base de los cambios que todo 
socio ha tenido con la sociedad, sería hoy prácticamente irrealizable, al menos 
sobre la base de un análisis contable, si se piensa en las cooperativas de consumo 
de grandes dimensiones, saber cual es el volumen de la actividad desarrollada 
por la sociedad con cada socio. Por otra parte, tampoco existen normas que 
impongan una contabilidad separada, y por otra parte, en opinión de algunos 
(como cita Bassi) tal obligación aunque legislativamente se impusiese, sería 
técnicamente irrealizable.
4° Finalmente, Bassi critica también la tesis de Verrucoli porque en su opinión 
penaliza al socio que participa en la actividad social, frente al socio inerte.
cooperativa por los retornos percibidos, que a diferencia de los beneficios prescinde de la cuantía 
del capital aportado".
666 BASSI, A. Op. ult. cit. pp. 834-836.
667 e i art. 151 de la Lev Fallimcntare contempla en un supuesto de quiebra, como el Juez delegado  
"puede au torizar al curatore a pedir a los socios la entrega de las sum as necesarias para la 
extinción del pasivo, según el art. 2.263 del C. c.". También el art. 23 del Texto unificado de 1937 
establece que el reparto de las pérdidas entre los socios se hará por contribuciones, observando el 
art. 1.717 del C. c. Y en el m ism o sentido cabe citar el art. 73 de la Ley bancaria.
668 Según el art. 2514. 2 : "El acto constitu tivo  puede establecer que, en el caso de liquidación forzada  
a d m in istra tiva  o de quiebra de la sociedad, cada socio responda subsid iaria  y  so lidariam ente  
por una cantidad m últip lo  de la propia cuota, según la norma del artículo  2 .541",
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Del análisis de ambas tesis podemos deducir la falta de apoyo legal a la tesis 
que basa el reparto de las pérdidas en proporción a la actividad desarrollada con 
la cooperativa; así cómo su escasa realidad práctica dada la no distinción de 
resultados y el anonimato en muchos casos del socio, del que no se puede 
conocer cuál es la actividad desarrollada (principalmente en grandes cooperativas 
de consumo).
Verrucoli no desconocía estos inconvenientes, por ello afirma que deben 
buscarse criterios indicativos de la participación de cada uno en las pérdidas de la 
sociedad, reconociendo que los resultados de esta búsqueda no tienen un valor 
rígido y absoluto, debiéndose combinar con otros criterios equitativos que el 
curatore o comisario liquidador puedan observar. Además, también reconoce la 
posibilidad de no poder aplicar este criterio que el defiende y que califica como 
concretización de "il principio mutualístico-cooperativo nella sua misura piú 
squisita"; así, dice a continuación: "En delecto de la posibilidad de recurrir a eso 
que he afirmado como principio directivo básico, podrá adoptarse el criterio de la 
proporcionalidad a las aportaciones del art. 2.263, y por tanto, la adecuación de la 
cuota de pasivo a la entidad de la cuota de participación de cada socio en la 
sociedad (esto es, el criterio capitalista)".
Hem os visto hasta el mom ento cómo la responsabilidad de los socios 
cooperadores por las pérdidas sólo cabe cuando >e asume una responsabilidad 
subsidiaria limitada o ilimitada. Ahora nos queda por ver el otro presupuesto 
apuntado para poder hacer exigible esa responsabilidad: la declaración en quiebra 
o liquidación forzosa de la cooperativa.
En efecto, todos los artículos del Código civil que regulan la responsabilidad 
del socio de la cooperativa establecen como presupuesto de su exigibilidad, la 
declaración de quiebra o liquidación forzosa de la cooperativa (art. 2.513, 2.514 y 
2.541 C. c.). La excepción a esta regla general se encuentra en la regulación de las 
cajas rurales y artesanales. Según el art. 23,2 del R. d. 26 de agosto de 1937 nü 1796 
Texto unificado de la ley sobre el ordenamiento de las Cajas rurales y artesanales, 
los liquidadores en la liquidación voluntaria y el comisario liquidador tienen 
facultad de actuar contra los socios, con el fin de obtener, en los límites de la 
responsabilidad por ellos asumida para el pago de las deudas sociales, la suma 
necesaria para satisfacer todas las deudas, "incluso antes de que se llegue a la 
liquidación de la totalidad del activo de la sociedad".
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Sobre este presupuesto también se ha manifestado la doctrina, admitiendo en 
unos casos la no exclusividad de ese momento como presupuesto de exigibilidad 
de responsabilidad, y reconociendo la posibilidad de exigir responsabilidades a los 
socios como medida preventiva a la declaración de quiebra o liquidación forzosa.
En este sentido tenemos que citar de nuevo a Verrucoli (669), para este autor, 
del interés de los socios por la conservación y funcionamiento de la cooperativa 
se deriva como una "consecuencia lógica que, la sociedad, frente a las demandas 
de los acreedores sociales, pueda solicitar a los propios socios, en la misma 
m edida y proporción anterior, la entrega de aportaciones, asimilables a los 
"versam enti supletiv i"  previstos en el derecho su izo  y d esa rro llan d o  
prácticamente la misma función de prevenir el sometimiento de la sociedad a 
procedimiento concursal por insolvencia. Esto, aunque no se deduce claramente 
de nuestro código, está en el sistema" (670).
También Galgano (671) se ha manifestado favorable a esta interpretación, 
deduciendo de la ley fallimentare (art. 151 y 211) la existencia en el ordenamiento 
italiano de un principio propio del derecho suizo, que legitima al órgano gestor, a 
fin de prevenir el sometimiento de la sociedad a un procedimiento concursal. 
Para Galgano, no hay impedimento para que la sociedad imponga a sus propios 
socios aportaciones ulteriores.
En contra de esta tesis, Bassi (672) no admite la exigibilidad de responsabilidad 
de los socios más que en caso de quiebra o liquidación forzosa de la cooperativa, y 
previa excusión del patrimonio social. Fundamenta su postura principalmente 
en dos argumentos, que recogemos a continuación:
En primer lugar señala cómo todas las normas vigentes en la materia aluden a 
la subsidiaridad de la responsabilidad del socio (art. 2.513, 2.514, 2.541 C. c.; 151 y
669 VERRUCOLI, P. La sociotá cooperativa... p. 182.
670 gc rcfiere Verrucoli con esta referencia al "sistema", al art. 103 del T.U. sobre la vivienda  
popular y económica, aprobada por R.D. 28 abril 1938 n'J 1165 -que preve la exclusión del socio  
que, siendo requerido a pagar dentro de un termino perentorio, halla om itido entregar las cuotas 
para gastos generales referentes por lo menos a tres m ensualidades: "tal norma -dice- tiene valor 
sin tom ático  tan to  en el sen tido  de adm itir  en la sociedad cooperativa prestaciones accesorias 
consistentes en dinero como en el sentido de adm itir la obligación de entregas suplem entarias con 
el m ism o criterio que la disciplina su iza".
671 GALGANO. Diritlo Commerciale 11..., p. 446 nota 2 y Struttura lógica e contenuto normativo,... 
p. 617 nota 215. Citado por Racugno (p. 133 y 134).
672 BASSI, A. II Códice Civile ....p. 842 y 843.
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211 L. Fall.). Interpretando el término "subsidiario" en el sentido de que "la 
liquidación del patrimonio debe preceder a la ejecución del plan de reparto de la 
pasividad entre los socios".
En segundo lugar, reconoce como única excepción a esta regla general los 
artículos 23. 2 del T. U. sobre cajas rurales y artesanales y el art. 73. 2 de la ley 
bancaria. Y afirma que, siendo estas normas anteriores al código civil y ley 
fallimentare, si éstas no han reproducido esa formulación, significa que "la 
atenuación de la subsidiariedad sancionada por las dos normas en examen vale 
solamente para las cajas rurales por la prevalencia de las leyes especiales respecto 
al código".
3. 3.- Alemania.
En Alemania, con la Ley de 9 de octubre de 1973 se introdujeron importantes 
modificaciones en la Ley sobre cooperativas de 1898, tendentes a favorecer la 
financiación de la cooperativa, lo que se ha traducido en importantes reformas 
en el régimen jurídico de la responsabilidad de los socios.
Así por ejemplo, frente al anterior art. 2 de la Ley de 1898 que distinguía entre 
cooperativas de responsabilidad limitada y cooperativas de responsabilidad 
ilimitada, según cuál fuese el tipo de responsabilidad asumido por los socios, el 
actual contenido, tras la reforma, establece "Solo el patrimonio de la sociedad 
cooperativa responde frente a los• acreedores por las obligaciones de la 
cooperativa
Pero posteriormente, en el art. 6 de la misma norm a se exije que en los
estatutos se haga mención sobre sí los socios se com prometen en caso de
insatisfacción de los acreedores en la quiebra de la cooperativa a entregar a la
masa de ésta, sumas complementarias o no.
Esta norma se complementa con lo dispuesto en el art. 119 de la misma Ley, 
según el cuál, "Cuando los estatutos disponen que los socios deben entregar a la 
masa de la quiebra sumas complementarias limitadas a un montante de garantía, 
el montante de garantía no debe estar fijado-por ¡os estatutos en un montante 
inferior al de la parte social".
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De la lectura de estas normas podemos extraer las siguientes consecuencias:
En primer lugar, desaparece la responsabilidad externa de los socios de la 
cooperativa frente a los acreedores sociales.
Los socios pueden -si lo acuerdan así en los estatutos- comprometerse frente a 
la cooperativa a realizar además de la correspondiente aportación a capital social, 
unas entregas com plem entarias (Nachschusspflicht), para  el caso de que 
declarada en quiebra la cooperativa, no tenga bienes suficientes para satisfacer a 
sus acreedores (673).
En segundo lugar, habrá que fijar en los estatutos la cuantía de responsabilidad 
que asumen los socios en garantía del cumplimiento por la cooperativa de sus 
obligaciones.
Esta cuantía de responsabilidad, como se desprende de los arts. 6 . 3 y 15. a, de la 
Ley fi74)/ podrá ser limitada o ilimitada. Y en el caso de ser limitada, podrá 
coincidir o no con la aportación realizada a capital social, pero como mínimo, 
será de la misma cuantía que "la parte social".
6^3 g n ]a legislación alem ana, mientras exista la cooperativa, las sum as suplem entarias de  
responsabilidad deben integrarse en el patrimonio cooperativo antes de su destino para pago de  
los acreedores. Com o señala MUNKNER "En sus relaciones con terceros, la cooperativa actúa 
com o sujeto jurídico independiente. Frente a sus acreedores, la cooperativa responde con su 
patrim onio social. M ientras exista la sociedad cooperativa com o entidad jurídica, las 
obligaciones de responsabilidad por las deudas de la sociedad, que asuman los socios en virtud de  
la ley o en virtud de los estatutos, constituyen obligaciones de pagos suplem entarios, es decir, 
obligaciones de pago a la cooperativa. Por lo tanto, m ientras subsista la cooperativa, los 
acreedores de la misma no pueden recurrir directamente a los socios”, en N u eve Lecciones de  
Derecho cooperativo. Fricdrich-Ebert-Stiftung 1982, p. 61.
674 Según el art. 6. 3 de la Lev reformada de 1898 "Los estatutos contendrán necesariamente: 3. Las 
disposiciones que prevean que los socios deben, en el caso en que los acreedores no sean satisfechos 
en la quiebra de la sociedad cooperativa , en tregar a la m asa de la qu iebra  s u m a s  
com plem entarias ilim itadas, lim itadas a una sum a determ inada (sum a entregada en garantía) o 
que ellos no están en absoluto obligados a efectuar tales entregas".
Por su parte, el art. 15, a. regula el contenido de la declaración de adhesión del socio, y establece: 
"La declaración de adhesión debe com prender el compromiso expreso del socio de efectuar las 
entregas debidas en v ir tu d  de la ley y  de los estatutos a títu lo  de su  parte social. Cuando los 
esta tu tos prevean que los socios deben efectuar entregas com plem entarias ilim itadas o lim itadas 
a una sum a ofrecida en garantía , la declaración de adhesión debe com prender, adem ás, el 
com prom iso expreso de entregar las sum as com plem entarias necesarias para sa tisfacer a los 
acreedores a títu lo  ilim itado o hasta la cantidad ofrecida en garantía , fijada por los esta tu to s" .
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Una de las novedades que presentó la reforma de 1973 íué la de permitir la 
suscripción por los socios de partes sociales suplementarias, siempre que las 
obligatorias estuviesen totalmente liberadas, y sin que esta nueva aportación a 
capital implique un aumento en la suma de responsabilidad del socio í675).
Esta suma de responsabilidad puede aumentarse y puede reducirse.
Se puede aumentar voluntariamente, y por acuerdo en asamblea general, con 
la mayoría de los 3 /4  de los votos emitidos, con la consiguiente modificación de 
estatutos (art. 16. 2 Ley 1898).
También puede reducirse e incluso suprimirse, pero en estos casos, se exigen 
una serie de garantías en beneficio de los terceros:
I a. Ello supone una modificación estatutaria, por lo que requiere que el 
acuerdo sea tomado con una mayoría cualificada de votos.
2°. Dicho acuerdo de la asamblea general, tras inscribirse en el Registro de 
sociedades cooperativas, deberá hacerse público (art. 22, I a y 22, a).
3C. En los seis meses siguientes a la publicación del acuerdo, los acreedores 
tienen derecho a que se les garanticen sus créditos o se les abonen (art. 22, 2o y 3C, 
y 22, a).
En tercer lugar, y como consecuencia también de la desaparición de la 
responsabilidad externa de los socios frente a los terceros, se ha modificado la 
composición de la razón social de la cooperativa con el fin de no hacer referencia 
a la responsabilidad contraída por los socios.
Dice al respecto el artículo 3, 2- de la Ley de 1898 que "La razón social debe 
com prender  la designac ión  "cooperativa  reg is tra d a "  (e in g e tra g en e
Genossenschajt) o la abreviatura "e G". Y dice a continuación el párrafo 3a: "La 
razón social no debe comportar ningún añadido indicando s í  y en qué medida los 
socios están obligados a efectuar entregas complementarias".
Con esta modificación -afirma Botteri (676). se tiende a evitar la discriminación 
de las cooperativas sin obligación de entregas complementarias, de aquellas que 
establecen estatutariamente tal obligación. "Así, quien tenga interés en conocer la
675 £ n c stc sentido, dice el art. 121 de la Ley de 1898 que "Los estatuios pueden disponer que la 
participación por las otras partes sociales, no implique la elevación del montante de garantía".
676 BOTTERI "Modiíichc alia legge sulle....”, p. 309 y 310.
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entidad de tal compromiso deberá comprobarlo viendo los estatutos en el 
registro
Por último, tenemos que destacar que la responsabilidad del socio sólo puede 
hacerse efectiva dentro del procedimiento de quiebra.
El legislador además dedica gran atención a la regulación del procedimiento de 
quiebra de la cooperativa, y a la responsabilidad de los socios en la misma, 
dedicándole los artículos 98 a 117.
Brevemente podemos destacar los caracteres más importantes de este régimen 
en los siguientes puntos:
1.- Los socios están obligados a efectuar entregas complementarias a la masa de 
la quiebra de la cooperativa en la medida en que los acreedores de ésta no puden 
ver satisfechos sus créditos con el activo social de la cooperativa, "al menos que 
los estatutos excluyan la obligación de efectuar las entregas complementarias" 
(art. 105, l ü Ley 1898).
2.- El reparto del pasivo a satisfacer se hace, salvo estipulación en contra, entre 
todos los socios a partes iguales (art. 105, 2).
3.- Las contribuciones que no puedan hacerse efectivas por los socios 
insolventes se repartirán entre el resto de los socios (art. 105, 3).
4.- Los socios que contribuyan en mayor medida de lo que les corresponda en 
el reparto, tendrán derecho al reembolso de la diferencia, una vez hayan cobrado 
todos los acreedores de la cooperativa.
4.- CONCLUSIONES.
En este apartado B) del Capítulo IV hemos tratado de la responsabilidad 
externa de los socios por las obligaciones de la cooperativa, de su origen, 
evolución y justificación. Nos hemos centrado en el estudio de este tema en 
nuestra  legislación, actual e histórica, y por último nos hemos fijado en la 
situación que se presenta en algunos países de nuestro entorno socio-económico.
En las sociedades cooperativas es norma habitual que los socios puedan optar 
estatutariamente por el tipo de responsabilidad externa que van a asumir, ello se 
fundamenta históricamente en la posibilidad que se reconocía a la cooperativa -y
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continúa reconociéndose en algunos países- de optar por cualquiera de las formas 
jurídicas de sociedad que permitía la legislación (sociedad colectiva, anónima, 
civil, etc.).
También tradicionalmente y por las razones señaladas, los socios podían optar 
por tres tipos de responsabilidad, teniendo en cuenta que a diferencia de la 
socidad comanditaria, el tipo de responsabilidad elegido se aplicaría a todos los 
socios, aunque el porcentaje de responsabilidad pueda variar. Estos tipos de 
responsabilidad son: limitada, ilimitada y suplementada.
Una precisión terminológica que hemos tenido que realizar se refiere al 
concepto de responsabilidad limitada, ya que por el mismo se pueden entender 
dos realidades diferentes: se habla de responsabilidad limitada cuando la suma de 
responsabilidad coincide con la suma aportada a capital social, en estos casos, que 
otros definen como ausencia de responsabilidad, se dice que los socios solo 
responden por las deudas sociales con sus aportaciones comprometidas a capital 
social. En otros casos, se entiende por responsabilidad limitada, cuando la suma 
de responsabilidad es superior a la suma aportada a capital social, pero esa suma 
de responsabilidad está limitada a una cifra determinada o determinable. Este 
concepto de responsabilidad limitada también es conocido con el nombre de 
responsab ilidad  sup lem entada  o -como dicen en Italia- responsab ilidad  
subsidiaria limitada.
Remontándonos a los orígenes del Cooperativismo en Gran Bretaña, vimos 
cómo en un principio la responsabilidad de los socios era personal, solidaria e 
ilimitada, pero más tarde, al permitirse la opción por un tipo u otro de sociedad 
se favoreció a su vez la posibilidad de optar por una responsabilidad limitada o 
ilimitada, como en el caso de Francia con la Lev de 1S67 o de Italia, con el Código 
de 1882.
Hemos analizado la evolución del sistema de responsabilidad de los socios, 
tomando como modelo el Derecho alemán, por la importancia que en el mismo 
se ha dado a este tema, y por su influencia en el resto de las legislaciones 
cooperativas europeas.
Siguiendo esa evolución, llegamos a la última reforma llevada a cabo por la 
Ley de 1973. Con esta normativa se permite suscribir nuevas partes sociales sin 
que ello entrañe una mayor responsabilidad en relación con las deudas sociales, 
la razón de esta reforma está en facilitar la financiación de estas entidades.
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En nuestro Derecho, ya la Ley de cooperativas de 1931 permitía la opción por 
los tres tipos de responsabilidad señalados, si bien posteriormente se excluyó 
legalmente la responsabilidad suplementada, aunque sin gran seguimiento en la 
práctica, que seguía manteniéndose en los estatutos de las cooperativas.
En el panorama actual, la situación es muy variada, en las leyes catalana y 
andaluza, el socio no responde por las deudas sociales; la ley vasca, navarra y 
general, permiten optar por las tres formas posibles de responsabilidad. Por 
último, la Ley valenciana sólo permite la elección entre la no responsabilidad del 
socio y la responsabilidad ilimitada.
No obstante esta diversidad, si puede concluirse que la no responsabilidad del 
socio por las deudas sociales se ha convertido en la regla general, salvo que los 
estatutos señalen otro régimen. Pero en la práctica, no es frecuente que se fije una 
responsabilidad ilimitada de los socios; si que es mas frecuente en cambio acordar 
una responsabilidad suplementada de éstos o bien, una responsabilidad limitada, 
pero exigiendo a los socios que garanticen personalmente los compromisos que 
vaya contrayendo la cooperativa.
En los casos en que el socio asume cierta responsabilidad por las obligaciones 
sociales sea ésta suplementada o ilimitada, se plantea la cuestión de saber si la 
responsabilidad entre ellos será mancomunada o solidaria.
Tradicionalmente se ha reconocido como regla general la m ancom unidad de 
la misma, salvo que se acordase expresamente la solidaridad. Además, aunque el 
legislador no lo estableciese (como es el caso en la Ley general de cooperativas), 
sería así por aplicación del art. 1698. l y del C. C.
Por otra parle, la distribución entre los socios de las deudas se debe hacer en 
proporción al capital suscrito por cada uno, porque son deudas de la cooperativa 
y no deudas del socio originadas en la actividad económica desarrollada por ésta 
(salvo que se estableciese expresamente otro criterio).
La responsabilidad de los socios es subsidiaria respecto de la cooperativa, 
bastará con que el acreedor acredite el estado de insolvencia en que se encuentra 
la cooperativa, para dirigirse contra los socios; para ello será suficiente con que 
demuestre que se cumplen cualesquiera de los presupuestos que se exigen para 
presentar la solicitud de declaración de quiebra.
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Respecto de la responsabilidad de los socios que causan baja de la cooperativa, 
ésta se extiende durante cinco años más allá de la baja. Se trata de una norma 
excepcional en nuestro derecho de sociedades, pero que ha estado presente 
siempre en la legislación cooperativa española y europea.
Su justificación, está en mitigar los perjuicios que puede causar a la garantía de 
los acreedores la baja de los socios en una entidad de capital variable como es la 
cooperativa, y que implica entre otras consecuencias la restitución al socio de sus 
aportaciones a capital social.
El socio responderá en estos casos, en los mismos términos en que estaba 
obligado antes de separarse y responderá, por las obligaciones contraídas por la 
cooperativa durante su permanencia en la misma.
En cuanto a la responsabilidad de los socios por las deudas sociales en el 
Derecho cooperativo europeo, nos hemos centrado en las legislaciones de 
Francia, Italia y Alemania, cada una con sus peculiaridades y sus problemas 
particulares.
En Francia, la regla general que establece la Ley de 1947 es que cada cooperativa 
determine en sus estatutos la modalidad de responsabilidad que asumirán los 
socios. Pero hay que tener en cuenta además la legislación especial aplicable 
según el tipo de cooperativa. Así, en el caso de las cooperativas de consumo, la 
responsabilidad de los socios será limitada si adoptan la forma de sociedad 
anónima, e ilimitada si adoptan la forma de sociedad civil, salvo que conforme al 
art. 1857 del C. c. pacten con sus acreedores la responsabilidad limitada de los 
socios.
La Ley de 20 de julio de 1983 al regular las cooperativas profesionales de 
empresarios, sólo admite para éstas entidades las formas de sociedad anónima y 
sociedad de responsabilidad limitada, y por tanto la responsabilidad limitada de 
sus socios. Sin embargo, estatutariamente se puede acordar la extensión de esta 
responsabilidad hasta tres veces el importe de las partes sociales suscritas por cada 
socio.
Las cooperativas obreras de producción sólo pueden constituirse, desde la Ley 
de 1978 bajo forma de sociedad anónima o sociedad de responsabilidad limitada, 
con lo que la responsabilidad de sus socios sólo puede ser limitada a las 
aportaciones comprometidas a capital social.
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Por último, en las cooperativas agrarias, la responsabilidad del socio está 
limitada legalmente (art. R. 526. Io Code rural) al doble del montante de las partes 
sociales de cada socio, pero legalmente, también se extiendde esta responsabilidad 
de los socios cuando la cooperativa recibe préstamos de la Caisse Nationale du 
Crédit Agricole o de las Caisses de Crédit Agricole Mutuel.
En Italia, la regla general es la no responsabilidad de los socios, salvo que 
estatutariamente se acuerde otra cosa (art. 2514 C. c.), con la excepción de las cajas 
rurales y artesanales, cuyos socios responden por una cantidad suplementada, 
limitada a una cuantía prefijada (10 veces el importe del valor nominal del 
capital suscrito).
En este país, se ha cuestionado más, la proporción en que cada socio participa 
de las deudas, cuando hay que realizar el reparto de éstas. Frente a Verrucoli que 
se inclina por la participación del socio en proporción al volumen de actividad 
desarrollada con la cooperativa, Bassi afirma que esta tesis no tiene fundamento 
legal y en cambio, la responsabilidad en proporción al capital social suscrito se 
basa en varias normas legales (art. 1717 C. c. y art. 2 . 2.63 C. c.)
Del análisis de las tesis opuestas defendidas por ambos, se puede concluir la 
escasa realidad práctica de la distribución de las deudas en proporción a la 
actividad mutualista, dado que en la legislación italiana no se distinguen los 
resultados de ejercicio.
Por otra parte, para hacer exigible al socio su responsabilidad subsidiaria es 
necesario que se haya declarado en quiebra o liquidación forzosa a la cooperativa 
(art. 2513, 2514 y 2541 C. c.), a excepción de las cajas rurales y artesanales.
Pero parte de la doctrina más cualificada (Verrucoli o Galgano) se han 
manifestado partidarios de la posibilidad de exigir responsabilidades a los socios 
como m edida preventiva a la declaración de quiebra o liquidación forzosa, 
medida similar a la permitida por el Código de las obligaciones suizo, y que 
Galgano fundamenta en el art. 151 y 211 de la Legge fallimentare.
Por último en el régimen jurídico alemán, hay que destacar las innovaciones 
introducidas por la Ley de 1973 en materia de responsabilidad de los socios. Ha 
desaparecido la responsabilidad externa de los socios frente a los acreedores 
sociales y se ha permitido que estatutariamente los socios se comprometan ante 
la cooperativa a realizar unas entregas complementarias para el caso de que se 
declare la quiebra de la cooperativa, y no tenga bienes suficientes para satisfacer 
sus deudas.
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Otra importante novedad introducida por esta Ley fue, permitir la suscripción 
a los socios de partes suplementarias que no implicarían un aumento en la suma 
de responsabilidad del socio.
Por último tenemos que señalar que la responsabilidad del socio sólo puede 
hacerse efectiva dentro del procedimiento de quiebra.
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CONCLUSIONES FINALES
1.- El capital social de la cooperativa podría definirse como la cifra contable de 
naturaleza variable, formada por el conjunto de las aportaciones obligatorias y 
voluntarias de sus socios y asociados (en su caso).
La variabilidad del capital social es una peculiaridad cooperativa que tiene su 
razón de ser en el principio de puertas abiertas, según el cuál la adhesión a una 
sociedad cooperativa, debe ser voluntaria y abierta a todas las personas que 
puedan  hacer uso de sus servicios y acepten las responsabilidades inherentes a su 
afiliación.
Las aportaciones a capital social pueden clasificarse según su procedencia en 
aportaciones de socios y asociados (si bien estas últimas no se dan en la 
legislación valenciana), y por su necesidad, en aportaciones obligatorias y 
voluntarias.
2.- En cuanto a las funciones que cumple el capital social en las cooperativas, 
en primer lugar, podemos decir que cumple, como en la sociedad anónima, una 
función em presarial, al configurar un fondo patrim onial que facilitará el 
desarrollo empresarial de la cooperativa.
Pero ni los socios conforman ese fondo patrimonial con ánimo de obtener de 
su inversión un beneficio repartible, ni tampoco una cooperativa puede 
funcionar partiendo de ese fondo por muy importante que pueda ser, si no 
cuenta también con la participación de sus socios en la actividad objeto de su 
empresa.
En cambio, esta cifra no cumple en la cooperativa la función de ordenación de 
la estructura financiera, como en la sociedad anónima; sólo el capital social 
mínimo cumple esta función en relación con la exigencia de que se reduzca la 
cifra de capital social mínimo cuando el capital social quede reducido por debajo 
de este límite, como consecuencia de pérdidas.
Tampoco cumple la función ordenadora de la estructura orgánica, porque ésta 
se articula 110 en torno al capital aportado, sino en torno a la mayoría de socios, 
ya que el poder de decisión se tiene por ser socio, con independencia del capital 
aportado por cada uno.
Respecto de la importante función de garantía que el capital cumple en la 
sociedad anónima, en la cooperativa no se da esa función desde una perspectiva
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estática porque el legislador no exige su mención en los estatutos; por lo tanto, no 
constituye una garantía en beneficio de los acreedores. En cambio, sí tenemos que 
afirmar que, en aquellas cooperativas de responsabilidad limitada, el capital 
social representa la cifra máxima de responsabilidad asumida por los socios.
3.- Mucha mayor transcendencia que la cifra anterior, tiene el capital social 
mínimo; éste se caracteriza por ser una cifra estable y estatutaria, cuyo importe 
debe ser como m ínim o la cuarta parte  del capital social, y debe estar 
desembolsado en su totalidad en el momento constitutivo.
La cooperativa debe tener un patrimonio neto superior -o como mínimo 
igual- al que representa la cifra de capital social mínimo, por lo que podemos 
afirmar que el capital social mínimo sí cumple una verdadera función de 
garantía.
4.- Las aportaciones de los socios a capital social pueden ser obligatorias o 
voluntarias. Las aportaciones obligatorias, se exigen necesariamente para adquirir 
y mantener la condición de socio y su importe será igual para todos los socios o 
proporcional al potencial uso cooperativo de cada uno.
Una característica de la cooperativa, es la facultad que se le concede a la 
asamblea general para imponer nuevas aportaciones obligatorias, con el acuerdo 
favorable de una mayoría cualificada de socios. Ante tal acuerdo, el socio sólo 
puede evitar su aplicación, separándose de la cooperativa dentro del plazo y con 
las formalidades que exige la Ley.
Las apo rtac iones  vo lu n ta r ia s  a capital social t ienen  una función  
eminentemente financiadora de la actividad cooperativa. La suscripción de este 
tipo de participaciones ya no viene condicionada por la participación de cada uno 
en el capital social, la Ley valenciana ha venido a alterar este régimen 
permitiendo que libremente cada socio suscriba las aportaciones voluntarias que 
quiera, siempre que en conjunto no posea más del 25% del capital social.
5.- La "participación", como contraprestación que el socio recibe por sus 
aportaciones al capital social de la cooperativa, es un concepto empleado sólo en 
la Ley valenciana de cooperativas, pero que aparte de su mención, el legislador 
no define en qué consisten esas participaciones, cuantas se pueden tener, qué 
consecuencias se derivan de su transmisibilidad, etc.. La ausencia de regulación
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de estas importantes cuestiones, plantea -como vimos- problemas interpretativos 
que hacen muy dificil entender su funcionamiento.
Del análisis de las escasas normas que en la Ley valenciana hacen referencia a 
este tema, hemos extraído como conclusión que las partic ipaciones son 
acumulables, indivisibles, transmisibles y normalmente serán iguales.
Pero la libre transmisibilidad sólo puede mantenerse de las participaciones 
correspondientes  a aportaciones voluntarias a capital social, y no de las 
aportaciones obligatorias, aunque el legislador no haya hecho esta distinción. Las 
participaciones "obligatorias" sólo podrán transmitirse cuando con ello se busque 
equilibrar la relación entre capacidad potencial de uso cooperativo y aportaciones 
obligatorias en el capital social, si en los estatutos se establece que dicha capacidad 
será la medida que determine la cuantía de estas aportaciones.
6 .- El régimen jurídico del devengo de intereses se caracteriza, en principio 
por su no obligatoriedad, a pesar de que la Ley valenciana novedosamente parece 
querer imponer la obligatoriedad de los mismos en su art. 51. 7.
Del análisis de esta normativa hemos llegado a la conclusión de que no se 
hace distinción entre intereses por aportaciones obligatorias e intereses por 
aportaciones voluntarias, pero ello no impide, que respetando el límite máximo 
de retribución de cinco puntos por encima del interés básico del Banco de España, 
las cooperativas puedan regular en sus estatutos, los intereses a abonar, de la 
forma que consideren más apropiada a sus circunstancias y necesidades, 
distinguiendo por supuesto, si lo creen conveniente, -como por otra parte se 
suele hacer- entre aportaciones obligatorias y voluntarias.
En nuestra opinión, es aconsejable esta distinción, de forma que se retribuya 
con un interés más alto a las aportaciones voluntarias, con el fin de fomentar su 
suscripción por los socios, cuando la cooperativa necesita financiación; mientras 
que las aportaciones obligatorias de retribuirse, debería serlo sólo en el caso de 
que se obtengan suficientes resultados positivos en el ejercicio.
7.- En la cooperativa el socio no tiene derecho a la distribución del patrimonio 
a la disolución de la cooperativa, pero tiene derecho en ese supuesto a recibir sus 
aportaciones a capital actualizadas. El legislador no obliga a la cooperativa a 
actualizar anualmente sus aportaciones a capital, ni siquiera en el momento de
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reembolsarle a un socio saliente su parte; esta posibilidad se deja a decisión de la 
propia cooperativa, que puede admitirla o no en sus estatutos.
Pero, al margen de la obligatoriedad o no de la actualización, lo bien cierto es 
que una cooperativa que desee actualizar las aportaciones de sus socios 
difícilmente lo va a poder realizar, ello se debe a que la posibilidad de 
actualización  se condiciona a la existencia e im porte  de la cuenta  de 
regularización de balances, pues el incremento de la cuenta de capital social se 
hace con cargo a esta cuenta, y esta cuenta surge a su vez como consecuencia de la 
regularización de la cuenta activa del inmovilizado material. El problema surge 
porque la regularización de balances está prohibida mientras una Ley no la 
permita, y señale las condiciones necesarias y los coeficientes que deben servir 
para calcular el valor actualizado.
8 .- Si entendemos que la cooperativa tiene como fin satisfacer los intereses y 
necesidades socio-económicas de sus socios, y que éstos la crean o se adhieren a 
ella con el fin de hacer uso de los servicios que presta, se desprende fácilmente el 
derecho que a lodo socio le corresponde de poder servirse de la cooperativa. 
Derecho que representa a su vez para la coopera ti va, un deber de operar con sus 
socios cuando lo soliciten. Mientras no sea expulsado o dado de baja de la 
cooperativa, el socio tiene derecho a usar los servicios de ésta y el socio, la 
obligación de proporcionárselos.
9.- Hemos visto también, cómo para llevar a cabo la cooperativa su actividad, 
necesita de la participación de sus socios mediante la entrega de bienes, fondos, 
productos,.... según el tipo de cooperativa de la que se trate; lo que hemos 
denom inado "masa de gestión económica", y de cuya gestión se encarga la 
cooperativa.
De esta masa nos preocupaba especialmente su titularidad. Su pertenencia a la 
cooperativa o a los socios entraña importantes consecuencias, como puede ser, 
determinar a quien le corresponde los resultados que de su gestión se obtengan, 
quien asumirá los riesgos de su pérdida o deterioro, o finalmente, si responderán 
por deudas sociales o sólo por deudas particulares del socio titular.
El problema se planteaba por la existencia de normas que en principio parecían 
dar soluciones diferentes, frente a la Ley valenciana que reconoce que estos 
bienes no integran el patrimonio de la cooperativa. Pero, del análisis legislativo y
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doctrinal realizado sobre el terna, se concluye con suficiente fundam ento que 
esos bienes no sólo no integran el capital social de la cooperativa, sino que, 
tampoco su patrimonio, por lo que continúan siendo propiedad de los socios.
10.- También nos hemos planteado la posibilidad para las cooperativas de 
operar con terceros no socios. En primer lugar creemos haber demostrado que la 
mutualidad en su vertiente de exclusividad en favor de los socios, constituye un 
elemento consustancial con la cooperativa, desde sus orígenes y a pesar de no 
haber sido reconocido por la Alianza Cooperativa Internacional, como un 
principio más.
Esta afirmación en cambio, no nos impide reconocer y justificar la existencia 
de excepciones que, fundadas sobre todo en razones de viabilidad económica, 
aconsejan la realización de operaciones con terceros.
Sobre este tema la Ley valenciana, así como la navarra, presentan novedades 
de interés, ya que el operar con terceros, que en principio tendría carácter 
excepcional, se puede convertir en regla general, si los estatutos lo prevéen.
11.- El régimen de determinación de los resultados de ejercicio difiere del 
em pleado por las demás sociedades, la principal peculiaridad reside en la 
distinción de varias categorías de resultados según el tipo de operaciones de las 
que procedan: resultados ordinarios cooperativos, ordinarios extracooperativos, y 
extraordinarios.
Esta diversidad de resultados se justifica por la especial naturaleza jurídica de 
esta sociedad; mulualista y no lucrativa. De esta forma se consigue, por una parte, 
separar los resultados ajenos a la propia actividad cooperativa, que se destinarán 
a reservas, y por otras se consigue distribuir los resultados obtenidos por la 
cooperativa de operar con sus socios, en proporción a la actividad desarrollada 
por cada uno.
El sistema tripartito de resultados, presente en la Ley valenciana, ya era 
conocido en nuestro Derecho (Reglamento de 1978), y en cierto modo se aprecia 
en el resto de legislaciones cooperativas españolas, al distinguir los tres tipos de 
ingresos; excepto en la Ley vasca, que no distingue los resultados de operar con 
socios y con terceros.
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12.- Un tema fundamental, de gran transcendencia por sus implicaciones 
contables y fiscales es el de la valoración de los bienes y servicios que prestan los 
socios a la cooperativa, y de los que suministra ésta a sus socios.
En ambos casos, de la valoración que se asigne a esta masa de gestión, 
dependerá el signo y cuantía de los resultados del ejercicio, y por tanto, la base 
im ponible del Impuesto de Sociedades. Por esta razón, tradicionalm ente el 
legislador fiscal se ha preocupado por p resuponer una valoración concreta, 
aunque no coincidiese con el valor real del bien.
La Ley valenciana ha optado porque se pueda reflejar contablemente estos 
bienes y prestaciones por su valor real, mientras que la Ley fiscal 20/1990 exige 
que se computen por su valor de mercado, y las entregas de la cooperativa a sus 
socios, por el valor que efectivamente se hubiesen realizado, lo que da vía libre a 
la atribución directa de la ventaja cooperativa, al ofrecer los bienes y servicios a 
precios de coste.
Estas normas sobre la valoración de los bienes y prestaciones, reflejan 
claramente cómo los resultados dependen de esa valoración, y a su vez, esos 
resultados no son indicativos de la ventaja cooperativa que el socio puede recibir 
operando con la cooperativa. La ventaja cooperativa puede obtenerse con un 
resultado negativo, bastará con que la ventaja se obtengan al operar a precios de 
coste.
13.- Los excedentes son los resultados positivos procedentes de la actividad 
económica propia de la cooperativa desarrollada con sus socios, y que en 
principio pertenecen a éstos porque se corresponde con la ventaja cooperativa 
que no han recibido.
El retorno es en cambio, la parte del excedente repartible que la asamblea 
general decide distribuir entre los socios. La relación existente entre retorno y 
excedente es equivalente a la que se da en las sociedades anónimas entre 
dividendos y beneficios, lo que no quiere decir que d iv idendo y retorno sean 
equivalentes.
Los dividendos son fundamentalmente parte de los beneficios sociales que se 
distribuyen entre los socios, mientras que los retornos no son beneficios sociales 
distribuibles, sino excedentes, es decir, ventajas mutualistas generadas por la 
gestión cooperativa, directamente en favor de los socios.
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14.- Ante la cuestión planteada en torno a si el socio tiene derecho a que se le 
retorne el excedente repartible generado al operar con la cooperativa, la respuesta 
que hemos dado es positiva, pero dejando claro que interpretamos este derecho 
más que como un derecho absoluto, como un límite a la capacidad soberana de la 
asamblea general, de forma que no puede adoptar acuerdos que impliquen la 
privación total y absoluta a los socios del excedente que han generado con su 
actividad a lo largo del ejercicio.
15.- Respecto de la asignación de los excedentes netos, la Ley valenciana es la 
que exige una mayor asignación a Reserva obligatoria, y también ha reforzado 
más que las demás leyes de nuestro Estado la asignación a la Reserva de 
formación y promoción cooperativa, al exigir una contribución del lp o r  1000 
sobre los ingresos.
La Ley valenciana no admite en cambio, la existencia de reservas voluntarias, 
en su acepción común como reservas repartibles, por la dificultad que entraña su 
distribución en una sociedad como la cooperativa caracterizada por el principio 
de puertas abiertas.
Parte de los excedentes deberán asignarse al trabajador asalariado, pero frente a 
la norma de la Ley valenciana que establece que esta participación absorberá todas 
las gratificaciones en concepto de beneficios, reconocidos en Convenio Laboral, 
entendem os que esa absorción sólo tendrá efecto cuando la retribución por 
participación en excedentes sea superior a la que correspondería por aplicación 
del convenio laboral, pues en caso contraria deberá aplicarse éste.
16.- A pesar de que en la Ley valenciana de cooperativas no se expresa 
claramente, entendemos que hay que distinguir tres tipos de pérdidas, al igual 
que se hace con los resultados positivos: pérdidas ordinarias cooperativas, 
extracooperativas y extraordinarias.
La imputación de pérdidas extracooperativas y extraordinarias funciona de 
forma similar a la sociedad anónima, se imputan a reservas, y en último caso a 
capital social, reduciéndose la participación de todos los socios en proporción a su 
parte en el capital social.
Las pérd idas ordinarias cooperativas se determ inan y aplican de forma 
peculiar y distinta al resto de sociedades, ello se justifica por la gestión de servicio
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qu e  realizan estas entidades, ya que se trata de pérd idas  de los socios, 
consecuencia de la gestión de los bienes e intereses de éstos.
Contablemente, las pérdidas representan la diferencia negativa entre ingresos 
y gastos, pero el concepto de pérdida cooperativa, no se identifica necesariamente 
con un resultado negativo, con una pérdida de valor para la cooperativa o el 
socio.
En la cooperativa es posible la existencia de pérd idas  y de ventajas 
cooperativas a la vez, todo dependerá del importe del anticipo entregado al socio 
en cooperativas de producción, o abonado por el socio en pago de los bienes y 
servicios objeto de la gestión cooperativa. Por ello en la cooperativa, para apreciar 
si han existido o no verdaderas pérdidas para los socios, hay que acudir al 
concepto de "ventaja cooperativa", o su contrario: "desventaja cooperativa", 
entendiendo por ésta, la diferencia entre lo obtenido por el socio al actuar con la 
cooperativa y lo que habría obtenido actuando directamente en el mercado, 
tomando como referencia el precio medio o corriente en éste, de los bienes y 
servicios prestados.
17.- El retorno puede hacerse efectivo, mediante su pago, incrementando las 
partic ipaciones obligatorias de los socios, o constituyendo  una Reserva 
voluntaria. Nos parece criticable que el increm ento se realice sobre las 
aportaciones obligatorias, debería ser la asamblea general quien en cada caso 
decidiese el tipo de aportación a incrementar, e incluso como mantiene la Ley 
general, también la voluntad del socio debería tener relevancia en la elección.
La reserva voluntaria de que habla la Ley valenciana, no es una reserva en 
sentido estricto, sino un fondo constituido por excedentes repartidos, es decir, 
retornos individualizados, que quedan a disposición de la cooperativa por un 
periodo máximo de cinco años y que posteriormente se restituyen a sus titulares 
que son los socios.
De acuerdo con la Ley valenciana, este fondo de retornos constituye un 
préstam o en favor de la cooperativa, quien recibe la disponibilidad de los 
mismos, e incrementa de esta forma su patrimonio; por ello, y con el fin de 
garantizar la restitución de estos retornos a sus titulares, la cooperativa debe 
constituir en el pasivo una reserva ("reserva voluntaria") por el im porte del 
fondo de retornos.
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18.- Las pérdidas imputadas al socio, se pueden  liquidar a elección de la 
asamblea general, mediante su pago en efectivo, con cargo a retornos y crédito 
que el socio tengan contra la cooperativa, y con la reducción de las participaciones 
de los socios.
El segundo supuesto se trata de un pago por compensación ya que el socio es 
deudor y acreedor a la vez de la cooperativa
El pago con cargo a retornos, no puede entenderse como compensación de 
futuros retornos que ni existen ni han vencido, ni por tanto son exigióles. Hay 
que interpretar el supuesto como un aplazamiento de la deuda con el fin de que 
pueda ir compensándose en su momento con futuros retornos que se acrediten 
al socio.
El pago con cargo a la Reserva voluntaria, debe interpretarse en el sentido de 
que la asamblea general como administradora del fondo de retornos, y con 
derecho a disponer del mismo, puede renunciar al aplazamiento del importe del 
crédito del socio, en la cuantía concurrente con la deuda de éste.
19.- La cooperativa como persona jurídica con patrimonio y responsabilidad 
separada de la de sus socios, presenta dos cuestiones de gran ínteres, la existencia 
de una Reserva de formación y promoción cooperativa que funciona como un 
patrimonio delimitado, de origen y destino diferenciado del resto de bienes de la 
cooperativa. Entre ambas masas patrimoniales existe una incomunicación de 
responsabilidad en una sola dirección: los bienes de la reserva no responden de 
las deudas de la cooperativa ajenas a su empleo; pero el resto del patrimonio 
cooperativo, si responderá de las deudas generadas en el empleo de la reserva, 
una vez agolados los bienes en que se materizaliza ésta.
El otro tema importante sobre la responsabilidad de la cooperativa parle de la 
posibilidad prevista en la Ley de que existan distintas secciones con autonomía de 
gestión y patrimonios separados afectos a este objeto. Pero, la delimitación 
patrimonial que suele caracterizar a las secciones cooperativas tiene como efecto, 
señalar una garantía preferencial a los acreedores de la sección, que no exclusiva, 
y a la vez evitar perjudicar de forma directa a los demás socios de la cooperativa, 
por las obligaciones contraídas en el seno de la sección; sin olvidar que esa 
preferencia sólo surge cuando se ha hechos constar esta condición de forma 
expresa en los contratos celebrados con los terceros. Sin esa condición expresa, no 
tendrá ninguna relevancia externa la delimitación patrimonial de la sección.
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20.- Internamente, el socio puede resultar responsable frente a la cooperativa, 
cuando incum ple sus obligaciones con la misma. Dentro del conjunto de 
obligaciones que el socio asume frente a la sociedad, destacamos las derivadas del 
uso cooperativo, bien por no cooperar en los términos acordados, o bien, por no 
asumir las pérdidas que le correspondan en función de ese uso cooperativo.
Sean las que sean las condiciones en las que se contrató la intermediación 
cooperativa, el incumplimiento por el socio de su obligación de pagar el precio, o 
entregar los bienes acordados, da derecho a la cooperativa para exigir este 
cumplimiento judicialmente, junto con los intereses que correspondan, y los 
perjuicios que se hayan ocasionado.
Respecto de la obligación del socio de asumir las pérdidas que se le imputan, 
esta obligación no tiene un límite máximo legal, deberá asumir por tanto las 
pérdidas que le correspondan con independencia de su cuantía. El tipo de 
responsabilidad asumida por el socio no tiene ninguna transcendencia cuando se 
trata de pérdidas ordinarias cooperativas, solución distinta habrá que dar ante las 
pérdidas extracooperativas y extraordinarias, que corresponden asumir a la 
cooperativa, con todo su patrimonio; por lo que una vez agotado el capital social, 
cabe plantearse cual es la responsabilidad de los socios.
21.- Por último y en relación con la responsabilidad de los socios por las 
deudas de la cooperativa, el panorama legislativo español es de lo más diverso, 
desde legislaciones en las que los socios no responden por las deudas sociales, a 
legislaciones que permiten optar entre la no responsabilidad, la responsabilidad 
limitada suplementada y la responsabilidad ilimitada, o la Ley valenciana que 
admite sólo la no responsabilidad o la responsabilidad ilimitada por las deudas, 
negando la posibilidad de responsabilidad suplementada, que tan interesante es 
en las cooperativas, y goza de gran aceptación por parte de la doctrina.
La responsabilidad de los socios por las deudas de la cooperativa será a falta de 
pacto expreso en contrario, limitada a su aportación a capital social, subsidiaria 
respecto de la responsabilidad de la cooperativa, mancomunada entre los socios y 
dará derecho a los acreedores de la cooperativa al ejercicio de una acción directa 
frente a los socios, una vez agotado el patrimonio social.
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ABREVIATURAS
A. C. I: Alianza Cooperativa Internacional.
A. D. C: Anuario de Derecho Civil.
AECOOP: Asociación de Estudios Cooperativos.
A. P.: Audiencia Provincial.
A. P. A. S. Agrupaciones de Productores Agrarios.
A. T.: Audiencia Territorial.
B. B. T. C.: Banca, Borsa e Titoli di crédito.
B. O. E.: Boletín Oficial del Estado.
C. C. /  C. c.: Código civil.
C. de c.: Código de comercio.
C. E.: Constitución española.
C. E. E.: Comunidad Económica Europea.
C. I. R. I. E. C.: Centro de Investigación e Información sobre la Economía Pública, 
Social y Cooperativa.
C. T. A.: Cooperativa de trabajo asociado.
Doc. Ed. Coop.: Documentos de Educación Cooperativa.
D. O. G. V.: Diario Oficial de la Generalidad Valenciana.
F. E. O. S.: Fondo de Educación y Obras Sociales.
Giur. Comm.: Giurisprudenza Commerciale.
I. P. F. C.: Instituto de Promoción y Fomento del Cooperativismo.
II Dir. Fall.: II Diritto Fallimentare.
L. A. U.: Ley de Arrendamientos Urbanos.
L. C. A. /  L. A. C.: Ley de cooperativas andaluza.
L. C. C.: Ley catalana de cooperativas.
L. C. C. V.: Ley de cooperativas de la Comunidad valenciana.
L. C. V. /  L. V. C.: Ley vasca de cooperativas.
L. G. C : Ley general de cooperativas.
L. N. C.: Ley navarra de cooperativas.
L. O. S. P.: Ley de ordenación del seguro privado.
L. S. A.: Ley de sociedades anónimas.
L. S. R. L.: Ley de sociedades de responsabilidad limitada.
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N. R. D. C.: Nuova rivista di diritto commerciale.
P. G. C.: Plan General Contable.
R.: Reglamento.
R. A /  Ref. Aranz.: Referencia Aranzadi.
R. D.: Real Decreto.
R. D. B. B.: Revista de Derecho Bancario y Bursátil.
R. D. Comm. /  Riv. Dir. Comm.: Rivista di Diritto Commerciale.
R. D. M.: Revista de Derecho Mercantil.
R. D. N.: Revista de Derecho Notarial.
R. D. Priv.: Revista de Derecho Privado.
R. E. C. M. A.: Revue des etudes coopératives, mutualistes et associatives. 
R. E. V. E. S. C. O.: Revista de Estudios Cooperativos.
Rev. Créd. Coop.: Revista de Crédito Cooperativo.
Rev. de la Coop. Int.: Revista de la Cooperación Internacional.
Rev. Est. Coop.: Revista de Estudios Cooperativos.
R. F. P. C.: Reserva de Formación y Promoción Cooperativa.
R. G. D.: Revista General del Derecho.
R. G. L. J.: Revista General de Legislación y Jurisprudencia.
Riv. della Coop.: Rivista della Cooperazione.
Riv. delle Soc.: Rivista delle Societá.
R. J. C.: Revista Jurídica de Cataluña.
R. O.: Reserva obligatoria.
R. T. D. C.: Revue trimestrielle de droit commerciale.
S. C. O. P.: Societé cooperative ouvriere de production.
S. T. S.: Sentencia del Tribunal Supremo.
Trib. Coop.: Tribuna Cooperativa.
V. P. O.: Viviendas de protección oficial.
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ESTATUTOS SOCIALES O
* Caja Rural Provincial de Castellón, Coop. de Crédito V. Inscrita el 15 de 
diciembre de 1986 en el Registro de Cooperativas de la Comunidad Valenciana 
con el expediente ny CV- 50 -A, asiento 7y.
* Caja Rural Credicoop. S. Coop. de Crédito Ltda. Inscrita el 28 de junio de 1989 en
el Registro de Cooperativas. Sección Central con el núm ero 1162 SMT en el 
tomo XV11I, folio 1742, asiento nu 5 (*)•
* Cooperativa agrícola de Loriguilla. S. Coop. V. Inscrita el 27 de abril de 1988 en
el Registro de Cooperativas de la Comunidad Valenciana con el expediente nQ 
CV- 602.
* Cooperativa Valenciana Agrícola La Sal'or. Inscrita el 31 de octubre de 1991 en el
Registro de Cooperativas de la Comunidad Valenciana con el expediente n° 
CV- 858.
* Cooperativa agrícola Nuestra Sra. de los Angeles de Chera. Inscrita en el 
Registro de Cooperativas de la Delegación Territorial de Valencia con el nQ V- 
08234.
* Cooperativa agrícola La Viña de Fuente la Higuera. Inscrita en el Registro de 
Cooperativas de la Delegación Territorial de Valencia con el nü V- 00669.
* Cooperativa vinícola San Pedro Apóstol de Godelleta. Inscrita en el Registro de
Cooperativas de la Delegación Territorial de Valencia con el n‘J V- 00848.
* Cooperativa agrícola comarcal Valle de Albaida, Coop. V. de Cuatretonda. 
Inscrita en el Registro de Cooperativas de la Delegación Territorial de Valencia 
con el nu V- 1067.
* Cooperativa de Consumo Comarca de Mondagron (Guipúzcoa). Inscrita en el
Registro Central de Cooperativas el 11 de agosto de 1969 con el ny 17115.
* Consurn, S. Coop. V. Inscrita en el Registro de Cooperativas de la Com unidad
Valenciana el 22 de septiembre de 1987 con el expediente n° CV- 20, asiento 8e.
* Estos estatutos han sido facilitados por el Registro de Cooperativas de la Dirección General de  
Cooperación y Empleo de la Comunidad Valenciana y por la Federación Valenciana de  
Cooperativas Agrarias.
1 Estatutos facilitados por el Servicio Jurídico de la Caja Rural Credicoop.
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* Consum, S. Coop. Ltda. Inscrita en el Registro de Cooperativas, sección Central
el 22 de mayo de 1991, en el tomo VI, folio 515, asiento nu 11, con el número 
289 SMT (2).
* Sociedad Cooperativa Valenciana Limitada de Consumo Papeleros de Buñol. 
Inscrita el 16 de enero de 1987 en el Registro de Cooperativas de la Comunidad 
Valenciana con el na CV 278.
* Cooperativa Valenciana Limitada de Viviendas Faro del Mediterráneo. Inscrita
el 23 de octubre de 1987, en el Registro de Cooperativas de la Com unidad 
Valenciana con el na CV 529.
* Cooperativa Valenciana de Viviendas Populares. Inscrita el 28 de enero de 1987
en el Registro de Cooperativas de la Comunidad Valenciana con el na CV 302.
* Sociedad Limitada de Viviendas San Francisco de Borja, Coop. V. Inscrita el 12
de mayo de 1989 en el Registro de Cooperativas de la Comunidad Valenciana 
con el n- CV 688 .
2 Estatutos facilitados por el Servicio Jurídico de la Cooperativa Consum.
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ANEXO N. 1
NORMAS DE PRODUCCION Y COMERCIALIZACION
MODELO DE PROGRAMA DE ACTUACION DE LA SECCION 
HORTOFRUTICOLA DE UNA COOPERATIVA AGRARIA C).
* Modelo facilitado por el Servicio Jurídico de la Cooperativa ANECOOP.
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NORMAS DE PRODUCCION Y COMERCIALIZACION.
Los Estatutos de las entidades solicitantes, debe­
rán ser previamente adaptados a la nueva normativa y el Regla­
mento de Régimen Interior, puede llegado el caso, ser un docu­
mento complementario que desarrolle los Estatutos regulando el 
funcionamiento técnico y administrativo de la organización (sue­
le ser el caso típico de las Secciones de las Cooperativas).
En el programa de actuación se deben incluir las 
normas de producción y comercialización dictadas por la organi­
zación.
El programa de actuación puede ser recogido en un 
documento independiente o formar parte articuladamente del Re­
glamento de Régimen Interior que desarrolle la actividad objeto 
del reconocimiento.
* Las normas deben estar redactadas de una forma
clara y concreta determinando cuáles son las obligaciones de 
los socios. En ningún caso las mismas pueden configurarse como 
una declaración de intenciones, sino como reglas de obligado 
cumplimiento que efectivamente van a regular las materias de 
producción y comercialización.
No es necesario que el nivel de redacción sea ex­
haustivo. Así como la organización en cuestión, indica mediante 
sus reglas que los socios están obligados a cumplir las normas 
de producción referentes a los calibres de los frutos a reco­
ger, se sobrentiende que se debe dejar para las normas anuales 
de campaña la determinación efectiva de dichos calibres, ya que 
serán una circunstancia a fijar en función de la climatología
del año o de la campaña de comercialización.
A título informativo se incluyen a continuación 
algunas de las materias, que entre otras, podrían ser objeto de 
las normas de producción y comercialización.
1.- Reglas sobre el conocimiento de la producción
A) Declaración de intenciones de puesta en culti­
vo por productos y eventualmente por variedad.
B) Comunicación de puesta en cultivo.
C) Declaración de superficies totales cultivadas, 
con especificación de superficies por productos y 
si fuese posible por variedad.
D) Declaración de tonelajes previsibles y fechas 
probables de recogidas por productos y si es posi­
ble por variedades.
E) Declaración periódica de las cantidades recogi­
das o de los stocks disponibles por variedades.
F) Información sobre las capacidades de almacena­
je.
2.- Reglas de producción;
A) Respecto a la elección de variedad a utilizar 
en función del destino previsto para el producto 
(mercado en fresco o transformación).
B) Observancia de las prescripciones en materia 
de aclareo de frutos.
3.- Reglas de comercialización:
A) Respecto a las fechas previstas para el comien­
zo de la recolección y respecto al escalonamiento 
de la comercialización.
B) Observancia a los criterios mínimos de calidad 
y de calibre.
C) Observancia a las reglas relativas al acondi­
cionamiento y el modo de presentación/ embalaje/ 
marcado en la primera fase de la puesta en merca­
do.
D) Indicación relativa al origen del producto.
4.- Respecto al precio de retirada del producto
"Cada socio se obliga a respetar las normas sobre 
el precio de retirada dictadas por la organización de producto­
res, así como las instrucciones en materia de intervención".
PROGRAMA DE ACTUACION 
DE LA
SECCION ESPECIAL HORTOFRUTICOLA 
DE LA
COOPERATIVA AGRICOLA
Art. I9 .- Sobre el producto a comercializar.
La Cooperativa Agricola "____  ____  ____  ____  ____
 ", a través de su Sección Especial Hortofrutícola para cu­
yos productos ...ha sido calificada/tiene intención de califi­
carse... como Organización de Productores de Frutas y Hortali­
zas, se compromete a comercializar la totalidad de la cosecha 
hortofrutícola producida en las explotaciones de los socios ubi-
cadas dentro del ámbito geográfico de la Organización, conside­
rándose como propietaria de la misma, y por consiguiente, será 
la única que por medio de su Consejo Rector o servicios al efec­
to, dispondrá lo necesario para su recolección en una o varias 
veces, y para su venta, enajenación o intercambio, según conven­
ga a los superiores intereses de la comunidad.
Art. 29 .- Control de superficies y estimación de la producción.
2.1. La Sección llevará un fichero-registro, donde que­
darán anotadas y debidamente numeradas y descritas cada una de 
las explotaciones de los socios que hayan aportado, con expre­
sión de su cabida, situación, lindes, rendimiento previsto y va­
riedad de los productos que se obtengan.
2.2. Todos los años, y según el calendario previsto, 
todos los socios aportacionistas vendrán obligados a comunicar 
a la Sección las altas y bajas que por causas justificadas pue­
dan haberse producido en sus explotaciones así como los cambios 
de variedad de cultivo, domicilio, titularidad y demás circuns­
tancias que puedan producirse.
2.3. Previamente a la iniciación de la campaña, los pe­
ritos y técnicos de campo practicarán un aforo de la producción 
prevista como cosecha probable en cada una de las fincas inscri­
tas, y los resultados de esta apreciación se anotarán debidamen­
te. Este aforo será provisional y con carácter orientativo, 
puesto que en definitiva solo contabilizarán las cantidades 
exactas que correspondan según el número de kilos que en su día 
se hayan pesado, extraído o indemnizado en las explotaciones de 
que se trate.
Art. 39 . Control de plantaciones, variedades cultivos y trata­
mientos .
3.1. Cuando un socio desee proceder a un nuevo culti­
vo, cambio, replantación, repoblación o reconversión de varieda­
des existentes, deberá ponerlo en conocimiento de la Sección, 
la que a través de sus servicios técnicos emitirá informe de 
realación a los cultivos, variedades y pies mas aconsejables, 
dentro de la normativa legal vigente, y le facilitará las plan­
tas o semillas precisas procedentes de viveros o productores au­
torizados, y con todas las garantías fitosanitarias exigidas 
por los organismos competentes.
3.2. Los socios vendrán obligados a aceptar las direc­
trices que, en orden a una conveniente regulación de superfi­
cies destinadas a los diferentes cultivos, sean dictadas por el 
Consejo Rector previo el informe técnico-comercial que proceda, 
así como a someterse en su caso, a un adecuado escalonamiento 
para la realización de estas nuevas plantaciones o su reconver­
sión.
3.3. Los socios aportacionistas vendrán obligados a re­
alizar el cultivo, abonado, riego, poda y demás normas cultura­
les en sus explotaciones a uso y costumbre de buen labrador de­
biendo consultar con los Servicios Técnicos periódicamente, ade­
más de hacerlo siempre ante cualquier duda o problema que se 
les plantee en orden a estos trabajos.
3.4. El Consejo Rector, a través de sus Técnicos o en­
cargados, podrá ordenar a los socios de que se trate el riego o 
cualquier otra labor en determinadas explotaciones, cuando así 
lo estime conveniente, y estos, a su vez, cuando la cosecha es­
té en sazón, no podrá abonar ni realizar, sin el oportuno permi­
so, trabajo alguno que suponga posibilidad de daño o pérdida pa­
ra el fruto pendiente de recolección.
3.5. Periódicamente y en los casos que sea necesario,
por los Servicios Técnicos se editará y distribuirá un boletín
u hoja informativa, en el que se contendrán instrucciones para
la realización de los trabajos y tratamientos fitopatológicos 
que en cada caso procedan, según la época de que se trate y se­
gún la situación fitosanitaria que el estado general de los cul­
tivos aconseje.
3.5.1. El socio aportacionista se obliga a la 
realización de estos trabajos en la época, forma, 
productos y dosis que se recomienden en los cita­
dos boletines, los cuales se ajustarán, en un to­
do, a las disposiciones que sobre productos auto­
rizados y plazos de aplicación previos a la reco­
lección sean procedentes.
3.5.2. El incumplimiento o las irregularidades 
que se observen, infringiendo lo dispuesto en el 
punto anterior, serán objeto de apercibimiento o 
sanción en su caso.
3.5.3. Los Servicios Técnicos y el Departamen­
to de Aplicaciones de la Cooperativa estarán a 
disposición de los interesados para la resolución 
de cualquier problema o cuestión de orden técnico 
o práctico que pueda planteárseles.
3.6. La sección podrá realizar por su cuenta y con car­
go a la comunidad cuantos tratamientos fitopatológicos estime, 
o para mejorar la condición comercial de la cosecha que crea ne­
cesarios, sin que a ello puedan oponerse los socios a quienes 
afecte.
Art. 49 .- Planificación a la tarea de recolección.
4.1. Para mejor ordenación de los trabajos de recolec­
ción y entrada del producto, el ámbito geográfico donde están 
ubicadas las explotaciones será dividido en Sectores. Al frente 
de cada Sector figurará un técnico y los auxiliares que se pre­
cisen, el cual será el único responsable en la ordenación de es­
tos trabajos dentro del sector que corresponda.
4.2. El Consejo Rector, a propuesta del Gerente desig­
nará a un coordinador general, que supervisará y coordinará los 
trabajos de recolección en los distintos sectores, de acuerdo 
con las necesidades comerciales de la empresa y de cara a conse­
guir su uniformidad y lograr un mejor resultado económico, se­
gún las circunstancias que en cada momento concurran.
Art. 5g .- Sobre clasificación del producto.
5.1. El producto obtenido en cada una de las explota­
ciones de los socios, y según variedades y especies será clasi­
ficado por categorias comerciales, y las diferencias de precio 
entre cada una de ellas serán determinadas en su momento, te­
niendo en cuenta la coyuntura comercial que sobre las mismas ha­
ya incidido.
5.2. La clasificación será efectuada por una comisión
de técnicos y prácticos a los distintos niveles de campo y alma­
cén, quienes para su determinación tendrán en cuenta, además de 
su calidad, las circunstancias de tamaño, precocidad, consisten­
cia, piel, limpieza y demás factores determinantes de su catego­
ría comercial, según uso y costumbre de estos trabajos.
5.3. La clasificación será independiente por cada uni­
dad de explotación y se dará a conocer a los interesados en el 
momento de la liquidación, sin que contra la misma quepa recur­
so alguno, salvo que se aprecie error material o administrati­
vo. Cada socio y dentro del plazo fijado, podrá solicitar la 
"clasificación previa" de su cosecha, y una vez clasificada, se­
gún los trámites procedentes, no cabe recurso alguno contra la 
misma.
CAPITULO II
Art. 69 .- Sistema de recogida y su control.
6.1. De la recogida del fruto se hará cargo la Sec­
ción, la que lo efectuará valiéndose de las brigadas y capata­
ces que a tales efectos se dispongan. Previamente, las fincas 
que vayan a ser recolectadas cada jornada, se anunciarán en el 
tablón correspondiente a cada Sector, el cual será renovado dia­
riamente .
6.2. La recolección se efectuará en una o varias veces
y en las condiciones que el Consejo Rector, a través de sus Ser­
vicios Técnicos, ordene, respecto a variedades, tamaños, cla­
ses, madurez, estado y otras circunstancias de los frutos y en 
atención a las exigencias de los mercados, a los intereses gene­
rales de la Sección y en orden a conseguir el óptimo resultado 
económico.
6.3. Excepcionalmente, se podrá ordenar a los socios
aportacionistas la recolección y entrada de fruta procedente de
alguna de sus explotaciones, indemnizando al interesado de los 
gastos que ello pueda ocasionarle y según tarifas establecidas.
6.4. El socio aportacionista podrá, si lo desea, pesar­
se la fruta en el campo, a uso y costumbre de la localidad, 
siendo los gastos a su costa. Pero si declina este derecho, la 
fruta será pesada globalmente a su entrada en almacén, determi­
nándose en consecuencia el peso obtenido y sin que por este con­
cepto se le cargue gasto alguno.
6.5. Los Gastos "extra" que se produzcan en los traba­
jos de recolección y transporte, por no disponer la finca de 
los medios de comunicación adecuados, o por otras causas serán 
a cargo del aportacionista mientras subsista esta dificultad.
6.6. Diariamente o en el más breve plazo posible, pero 
en todos los casbé se entregará a los interesados un resguardo 
acreditativo de la cantidad de Kilos que, procedentes de sus 
huertos, han entrado en almacén, con indicación de la variedad, 
transportista, capataz y finca de donde proceden.
Art. 79 . - Responsabilidades, riesgos y accidentes con respecto 
a la producción citrícola exclusivamente.
7.1. La responsabilidad entre los frutos cítricos apor­
tados a la Sección será mútua, y solidaria referida y concreta­
da a las respectivas variedades entre si, y entrará en vigor 
precisamente en el instante en que comience la recolección de 
cada variedad.
7.2. Dentro del ámbito geográfico de la Sección se de­
limitará la zona habitualmente con mayor riesgo de heladas, y 
las producciones obtenidas en esta zona, independientemente de 
su clasificación que por la calidad de la fruta le corresponda, 
sufrirán un demérito a propuesta de los Técnicos y a juicio del 
Consejo Rector respecto a las de su misma catagoría situadas 
fuera de esta zona, y vendrá determinado en relación al tiempo 
de exposición a este riesgo, según la variedad de que se trate 
y su periodo de comercialización.
7.3. Si durante el proceso de recolección de cualquier
variedad se producen daños por heladas o por cualquier otra cir­
cunstancia, el Consejo Rector dispondrá los medios necesarios 
para la apreciación de los mismos, de forma que queden a salvo 
los intereses de cada socio en relación a la comunidad, y sin 
que el retraso en la recogida de la fruta pueda significarle 
ningún perjuicio.
7.4. Todos los daños que se produzcan por accidentes
climáticos, como aires, frios, lluvias u otros, antes de ini­
ciarse la recolección de una variedad, serán a cargo del socio 
aportacionista, salvo las siguientes excepciones:
a) Los daños por pedrisco estarán solidariza­
dos durante todo el año, pero solo a nivel de co­
secha recolectable, es decir, que si en el momen­
to de la recolección hubiera fruta afectada por 
pedrisco se considerará como si no lo estuviera.
b) Los daños por "aguado" serán siempre a 
cargo del aportacionista, cualquiera que sea la 
fecha en que estos se produzcan y aunque esté ini­
ciada la recolección de la variedad, ya que se en­
tiende que estos daños son susceptibles de con­
trol con el adecuado tratamiento preventivo, y al 
que quedan obligados todos los socios.
7.5. Si algún accidente atmosférico determinará des­
prendimiento del fruto de los árboles, el Consejo Rector podrá 
ordenar recogidas peródicas del mismo, y le dará el destino que 
estime mas conveniente.
7.6. Inmediatamente antes de iniciarse la recolección
de cada variedad, el socio aportacionista viene obligado a de­
jar limpios los huertos de la fruta caída con anterioridad, al 
objeto de que a partir de entonces pueda controlarse perfecta­
mente la fruta que después se desprenda.
CAPITULO III 
CON RESPECTO A OTRAS FRUTAS Y HORTALIZAS 
Art. 89 .- Sobre su recolección, entrada y control.
8.1. La recolección y entrada en almacén de estas pro­
ducciones será realizada por los propios interesados y ordenada 
y dirigida por el técnico del Sector según lo dispuesto en los 
puntos 4.1. y 4.2. de las presentes normas. En todo caso, se 
precisará autorización del referido técnico o que así esté pre­
visto en el tablón de anuncios correspondiente y en el que se 
reseñan las fincas que, diariamente, deben ser recolectadas y 
entradas.
8.2. La Sección se hará cargo de la mercancía previo
control y peso, a su entrada en almacén por el socio
aportacionista, quien deberá efectuarlo en los días y horarios 
establecidos y en la forma, envasado y presentación que para ca­
da producto se determine.
8.3. La Sección pondrá a disposición de los socios
aportacionistas los envases y materiales precisos para la reali­
zación de estas tareas y facilitará, a quien lo solicite y a su 
cargo, los medios humanos y mecánicos que se requieran para el 
mejor cumplimiento de estos trabajos.
8.4. Diariamente o en el mas breve plazo posible, pero
en todos los casos, se entregará a los interesados un resguardo 
acreditativo de los kilos y demás circunstancias que de su pro­
cedencia, han entrado en almacén con detalle de la variedad, 
clasificación, transportista y finca de donde proceden.
Art. 9Q .- Responsabilidades/ riesgos y accidentes.
9.1. Durante todo su ciclo vegetativo y hasta su reco­
lección, la responsabilidad por los riesgos y accidentes climá­
ticos que puedan producirse sobre las respectivas producciones, 
serán siempre a cargo de los propios aportacionistas, salvo que 
en reunión específica entre los cultivadores de determinado pro­
ducto en concreto, se acordará un régimen especial.
CAPITULO IV
Art. 10s.- Sobre comercialización en general. Liquidaciones.
10.1. La totalidad de los productos hortofrutícolas, 
producidos por los socios aportacionistas, será comercializada 
a través de los siguientes canales:
a) Mercado exterior
b) Mercado interior
c) Industria y derivados
d) Piensos u otros usos
10.2. Para su comercialización en el mercado exterior, 
los productos serán confeccionados, tipificados y presentados 
en cualquiera de las formas habituales propias para su exporta­
ción, de conformidad con las Normas Reguladoreas del Comercio 
Exterior y demás disposiciones que a tal efecto sean de aplica­
ción y vigencia.
Las ventas se realizarán por los sistemas y cana­
les tradicionales propios o ajenos, pudiendo efectuarse en fir­
me en consignación o en cuenta y mitad, según las circunstan­
cias del mercado, y con ánimo de alcanzar los mejores resulta­
dos económicos.
10.3. La comercialización para el mercado interior po­
drá ser:
a) Mediante ventas en origen al comercio, al­
macenistas, mayoristas o detallistas.
b) Mediante su envío, vendido en firme o en 
consignación, a los habituales mercados de consu­
mo, debidamente confeccionados, tipificados y pre­
sentados según las normas de calidad dispuestas 
para productos destinados al mercado interior, y 
demás disposiciones que lo regulan.
10.4. Los medios de transporte que en todos lo casos se
utilicen serán los adecuados a esta actividad, pudiendo ser pro­
pio o ajenos, terrestres o marítimos, climatizados o sin clima-
tizar, y siempre a tenor de las circunstancias que para su me­
jor gestión comercial sean aconsejables.
10 • 5. Cuando así sea conveniente o la calidad del pro­
ducto no permita otra aplicación, podrá ser éste destinado para 
su venta a la industria, así como para su conversión en piensos 
o cualquier otra utilidad, al objeto de conseguir los mejores 
resultados en su comercialización.
10.6. Para el logro de estos objetivos, la Sección, a
través de la Cooperativa, podrá establecer oficinas o delegacio­
nes comerciales en aquellas plazas, nacionales o extranjeras, 
que estimen de interés. Asociarse con otras agrupaciones o em­
presas con este mismo fin. Concertar convenios de colaboración 
y asistencia con otras firmas, y en general, gestionar todo lo 
referente al perfeccionamiento de sus sistemas comerciales y de 
distribución, en la forma y manera que estime más conveniente 
para una eficaz defensa de los intereses que le han sido enco­
mendados .
Se establecerán también las oportunas colaboracio­
nes con los organismos oficiales -Agricultura, Comercio, 
Forppa, CEE, etc.- en todo aquello que pueda repercutir para la 
mejor defensa en general del sector y de sus intereses en parti­
cular.
Art. II8.- Procedimiento y plazo de liquidaciones.
11.1. Durante o finalizada la comercialización de cada 
producto, una vez conocidos los resultados de las ventas, deter­
minado el "escandall" de gastos y de conformidad con la catego­
ría comercial que en cada caso sea aplicable, se efectuarán con­
forme a lo que se acuerde en cada caso por el Consejo Rector 
las correspondientes liquidaciones semanales o periódicas, pro­
visionales o definitivas, y abonándose sus importes en las ofi­
cinas de la Cooperativa o a través de una entidad Bancaria lo­
cal .
11.2. Terminada la recolección y comercialización de to­
da la producción hortofrutícola, se procederá a la liquidación 
definitiva de la campaña, y una vez cubiertos los gastos genera­
les, amortizaciones y reservas que en su caso procedan, se dis­
tribuirá el total remanente líquido resultante, en proporción a 
los volúmenes aportados por cada socio.
11.3. Con respecto al precio de retirada de productos, 
cuando así lo establezca, cada socio se obliga a respetar las 
normas que sobre precios y retiradas sean dictadas por la Sec­
ción, así como las instrucciones en materia de intervención.
11.4. En todos los casos, y como máximo, se establece
la fecha del __ de ___________  para el cierre del ejercicio como
final de campaña.
DISPOSICION FINAL
las presentes normas solo podrán ser modificadas 
por acuerdo de la Asamblea General de socios de la Sección, y
la preceptiva autorización del Organismo correspondiente, a cu­
ya consideración se someterá cualquier variación que a las mis­
mas pretenda establecerse.
ANEXO N. 2
MODELO DE SOLICITUD DE NUEVAS APORTACIONES DE 
PRODUCTOS O FRUTOS A UNA COOPERATIVA CALIFICADA 
COMO ORGANIZACION DE PRODUCTORES AGRARIOS (*).
* Modelo facilitado por el Servicio Jurídico do la Cooperativa -WI COOP
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"COOPERATIVA DEL CAMP DE LLUTXENT, Sdad. Coop. Vcana." 
Inscrita en el Registro de Cooperativas 
de la Comunidad Valenciana con el n9 _________
Agrupación de Productores Agrarios n9_____
Organización de Productores de Frutas y Hortalizas n9 __
SOLICITUD DE NUEVAS APORTACIONES
N 9 __________
Cta. ___
Don  , ma­
yor de edad, de profesión _______________  , y_provisto de
D.N.I. número ________________ , socio de esta Cooperativa, con
el número  , con domicilio en __________________________
(___________), enterado del acuerdo tomado en la Asamblea General
de la Cooperativa celebrada el día 11 de Noviembre de 1.988, 
por el que se admiten nuevas aportaciones de explotaciones agrí­
colas, solicita el ingreso de las fincas reseñadas al final del
presente documento, obligándose al cumplimiento de los siguien­
tes compromisos y obligaciones:
l9 .- Cumplir fielmente los Reglamentos Específicos y
Programas de Actuación de la Organización / Agru­
pación de Productores, así como los acuerdos váli­
damente adoptados por las Asamblea Generales y de­
más órganos de gobierno.
29 .- Aportar á la Agrupación / Organización de Produc­
tores todos los productos o frutos de las fincas 
aportadas y descritas al final de la presente, du­
rante un periodo mínimo de cinco años, pasados 
los cuales, y si no hay previo aviso a la coopera­
tiva, se entenderá prorrogado, por periodos igua­
les de tiempo, este compromiso. Caso de producir­
se denuncia del mismo, deberá ser comunicado a la 
cooperativa, con al menos dos meses de antela­
ción, de forma fehaciente y en el domicilio so­
cial .
39 .- El socio aportante, conocedor de los derechos que
le otorga el artículo 17 de la Ley 11/1985 de Coo­
perativas, de la Generalidad Valenciana, renuncia 
a su derecho de darse de baja voluntaria no justi­
ficada durante la vigencia del presente compromi­
so de aportación o de sus prórrogas, todo esto en
virtud de la Ley 29/1972, de 22 de Julio, de Agru­
paciones de Productores Agrarios y Reglamento 
(CEE) 1035/1972, de 18 de Mayo, que establece la
Organización Común de Mercados para el Sector de
Frutas y Hortalizas.
4 9. - Garantizar personal y solidariamente, junto con 
los demás socios de la Cooperativa, todos los eré-
ditos o préstamos que previo acuerdo de la Asam­
blea General de la Sociedad Cooperativa y/o de la 
Agrupación / Organización de Productores se soli­
citen para el cumplimiento de los fines sociales.
En el caso de que estas garantías o fianzas se 
otorgaren, en aras de la comodidad y facilidad do­
cumental, por un determinado número de socios, y 
siempre que estén aprobadas por Asamblea General 
y sean en favor de la Cooperativa y/o Agrupación 
/ Organización de Productores, el firmante/s de 
este compromiso, queda obligado como fiador/es, 
con carácter solidario con los firmantes y demás 
comprometidos.
Abonar las cantidades que fije la Asamblea Gene­
ral de la Cooperativa y/o Junta Administrativa de 
la Agrupación / Organización de Productores en ba­
se al baremo que para cada producto haya sido 
acordado por las mismas, y aceptar las detraccio­
nes de gastos de comercialización, retenciones 
destinadas a los fondos que determinen los Estatu­
tos y Reglamentos Específicos y los porcentajes 
de amortización de los créditos o préstamos con­
traídos para la financiación de las instalaciones 
ya realizadas, y de las que puedan ser necesarias 
para el cumplimiento de los fines para los que se 
ha constituido la Cooperativa y la Agrupación / 
Organización de Productores.
En caso de que abandonase la Agrupación / Organi­
zación de Productores antes del tiempo señalado 
en el punto 32 o alguna de sus prórrogas, me com­
prometo a satisfacer, como penalización por incum­
plimiento de mis obligaciones sociales, indepen­
dientemente de las que me correspondan como socio 
de la cooperativa, las siguientes cantidades:
Amortizaciones sobre las inversiones imputables, 
y por el tiempo que me reste de permanencia en la 
Cooperativa / Agrupación / Organización de Produc­
tores .
Dotaciones a los fondos de Reserva Especial y Fon­
do de Retirada, tal y como establecen los Estatu­
tos sociales en concordancia con la Ley 29/1972 
de Agrupaciones de Productores Agrarios y Regla­
mento (CEE) 1035/1972.
Y demás gastos imputables a la producción compro­
metida y dejada de aportar.
A los anteriores efectos y para la determinación 
cuantitativa de las mismas, autorizo expresamente 
al Secretario y/o Tesorero de la Cooperativa para 
que previa comprobación de los balances y presu­
puestos de inversión, determinen las anteriores
cantidades computadas sobre el total de periodo 
de permanencia restante, y que será exigible, por 
el total de la cantidad pendiente, a partir del 
momento de mi baja no justificada.
7 2 .- Igualmente, me comprometo a aportar, y según
acuerdo tomado en la Asamblea General de la Coope­
rativa celebrada el día 11 de Noviembre de 1.988, 
las siguientes cantidades por cada hanegada de te­
rreno de nueva aportación:
* SIETE MIL CIEN PESETAS (7.100.- Ptas.) como 
APORTACION OBLIGATORIA INCORPORADA AL CAPITAL SO­
CIAL, reembolsable a mi baja como socio de la Coo­
perativa, o transferible, en la forma prevista en 
los Estatutos y la Ley de Cooperativas de la Comu­
nidad Valenciana
* DOCE MIL NOVECIENTAS PESETAS (12.900.- Ptas.) co­
mo aportación al FONDO DE RESERVA OBLIGATORIA de
la Cooperativa, y con el fin de igualar mi parti­
cipación a la existente actualmente en la Coopera­
tiva. Esta aportación, por el carácter de 
irrepartible de dicho Fondo, no será reembolsa- 
ble, pero sí transferible junto con las anterio­
res aportaciones obligatorias.
Dña ___________________________________________, mayor de edad, con
domicilio en _______________ (________ ), calle __________
_________________, ns _____, y provista de D.N.I. número ____
_______ , y para el supuesto de que alguna de la fincas al des­
critas al final del presente documento tuviere el carácter de
privativa o ganancial, por la presente DOY MI CONFORMIDAD al 
compromiso anteriormente suscrito en todos sus términos.
En _________________, a   de
______________  de mil novecientos ________ _________________________
El Socio: El Cónyuge:
Fdo.- Fdo.-
A continueción relación de fincas, con las indicaciones que pi­
de el modelo de ficha de socio de las Organizaciones de Produc­
tores .
ANEXO N. 3
MODELO DE CONTRATO DE ADJUDICACION DE VIVIENDA POR 
UNA COOPERATIVA DE VIVIENDAS A SUS SOCIOS. (*)
Modelo facilitado por la Federación de Cooperativas de Viviendas de  la Comunidad 
Valenciana.
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C O N T R A T O  DE A D J U D I C A C I O N
En Valencia, a
R E U N I D O S :
De une parte como Presidente, D. - •“ 
de eslado civil casado, con D.N.I.n® 
en Valencia C/Pascual y Genis, n2 12-45.
De otra como adjudicatario
I N T E R V I E N E N :
El primero en nombre y representación de la COOPERATIVA VALENCIANA 
DE VIVIENDAS L'HORTA, por su Grupo "UNIFAMILIARES CATARROJA" en su 
calidad de Presidente de la misma. ----------------------------------------
Y D. en su nombre
propio y derecho.---------------------------------------------------------
Reconociéndose mutuamente capacidad legal bastante para obligarse en 
los términos del presente contato de adjudicación.-------------------------
M A N I F I E S T A N :
1.- Que la COOPERATIVA VALENCIANA DE VIVIENDAS L'HORTA (en lo sucesivo 
COOPERATIVA), y para su Grupo " UNIFAMILIARES CATARROJA ", constituido 
con autonomía de gestión y patrimonio separado, es promotor propietario 
de la Vivienda Unifamiliar n5 ,que esta construyendo sobre un solar 
de su propiedad, sito en CATARROJA de Viviendas Unifamiliares en
el Plan Parcial "VILLA CARMEN", según proyecto del Arquitecto Don .
' que el compareciente conoce y acepta en su totalidad.La
expresada construcción se está llevando a cabo al amparo de la vigente 
legislación de V.P.O. con Cédula de Calificación Provisional, Expediente
- de fecha s---------------------------------
v - mayor de edad, 
con domicilio social
La declaración de Obra Nueva y División Horizontal ha sido otorgada 
con fecha y debidamente inscrita en el Registro de la Propiedad
2.- Que D. esta interesado
en adquirir la vivienda a que se hace referencia en el antecedente
19, y que es del tipo según Calificación.------------------------------
De acuerdo con los antecedentes expuestos se acuerda entre las partes 
la adjudicación con la siguientes :
E S T I P U L A C I O N E S :
19.- Que la COOPERATIVA VALENCIANA DE VIVIENDAS L ’HORTA, adjudica
con todos los derechos y servidumbres a D.
quien acepta la adjudicación de la vivienda descrita en el antecedente 
19 de la parte expositiva.-------------------------------------------------
29.- El precio fijado será ,- ptas. m 2 útil en vivienda, y
ptas.- m2 útil en trastero, constituyendo un total de
39.- Forma de pago:
De este precio la parte adjudicataria descuenta con cargo al préstamo 
hipotecario la cantidad de
la posible variación de la cantidad se regularizará a la entrega de 
llaves,cuyos intereses serán satisfechos por el Cooperativista adjudicata­
rio. --------------------------------------------------------------- - -------
El plazo de amortización y el tipo de Ínteres, será el convenido 
por la Entidad Crediticia que conceda el préstamo.  ------
49.- El Adjudicatario autoriza a la COOPERATIVA para que.; gestione 
y obtenga un crédito hipotecario ante la entidad crediticia bancaria 
que estime oportuna,haciendo suyo el importe como a cuenta de está 
operación de adjudicación, subrogándose en su día el adjudicatario 
en todas las obligaciones y derechos contraidos.-------------------------
53.- La COOPERATIVA tiene la debida autorización del Servicio Territorial 
de Arquitectura y Vivienda para percibir cantidades a cuenta por resolución
63.- La vivienda está sujeta a las prohibiciones y limitaciones derivadas 
del régimen de V.P.O. de Real Decreto Ley 31/78 y demás disposiciones 
que lo desarrollen y por consiguiente, que las condiciones de utilización 
serán las señaladas en la Calificación Definitiva y los precios de 
venta y renta no podrán exceder de los límites establecidos.--------------
73.- La COOPERATIVA se obliga a entregar las llaves de la vivienda
en el plazo máximo de tres neses contados desde la concesión de la 
Calificación Definitiva o desde la fecha del contrato, si fuese posterior, 
salvo que dicho plazo sea prorrogado por el Servicio Territorial de 
Arquitectura y Vivienda.------------------ *---------------------------------
83.- Conforme a lo establecido en el Rtjal Decreto 2569/1986, de fecha
5 de Diciembre, se hace constar que el ndquirente no reúne la condición
de residente en la localidad, justificando la motivación de la presente
compraventa por declaración jurada.-----------------------------------------
El comprador se compromete a establecer en la vivienda adquirida 
su domicilio habitual y permanente, acreditando su residencia en el 
plazo de tres meses desde su entrega, mediante el correspondiente certifi­
cado municipal ante el órgano competente para el visado del contrato,
o a presentar en dicho plazo contrato de arrendamiento o cesión de 
uso para su visado, caso de ceder la vivienda a un residente en la
localidad.  --------------------------------------------------------------
También el comprador manifiesta reconocer que el incumplimiento 
de los compromisos citados, así como el mantener habitualmente desocupada 
la vivienda, dedicarla a segunda residencia, o a otros usos no autorizados, 
implicará necesariamente, además de las sanciones pecuniarias que corres­
pondan, la descalificación de la vivienda que obligará al reintegro 
de los beneficios económicos percibidos y de las exenciones o bonificacio­
nes disfrutadas, con los incrementos de los intereses legales, y en 
su caso, con la diferencia entre los intereses del préstamo y el interés 
legal, no pudiendo además concertar dicho propietario ventas ni arrenda­
mientos a precios superiores de los reglamentariamente aplicables ni' 
minorar las condiciones de los servicios prestados, durante el plazo 
de cinco años desde la descalificación.— _______________ —__________________
93.- La COOPERATIVA .se obliga a poner a disposición del adquirente 
un ejemplar del contrato debidamente visado por el Servicio Territorial 
de Arquitectura y Vivienda de la C.O.P.U.T. .___________ ~ __________________
10^.- La COOPERATIVA se obliga a elevar a escritura pública el contrato 
privado de adjudicación en el plazo de tres meses a partir de la fecha 
de la Calificación Definitiva de la vivienda o la del contrato, si fuera 
posterior,salvo que dicho plazo sea prorrogado por el Servicio Territorial 
de Arquitectura y Vivienda de la C-O.P.U.T. --------------------------------
115.- Los gastos correspondientes a la declaración de Obra Nueva, División 
Horizontal, constitución y división del crédito hipotecario, serán en 
todo caso a cuenta del promotor de la vivienda. Los gastos de la escritura 
de adjudicación serán a cargo del adjudicatario incluido el Plus Valia.---
125.- £1 adjudicatario podrá instar la resolución del contrato en caso 
de denegación de la Calificación Definitiva de la Vivienda.----------------
135.- El incumplimiento por parte del adjudicatario de cualquiera de 
las obligaciones de pago que en el presente contrato se establecen, 
dará lugar a opción por parte de la COOPERATIVA a la resolución de la 
adjudicación pudiendo retener el 25% de la cantidad que hubiera recibido 
hasta dicho momento en concepto de daños y perjuicios, siéndole entregado 
el resto cuando la COOPERATIVA adjudique- la vivienda a un nuevo socio,
y este haya cubierto las cantidades desembolsadas por aquel.---------------
En caso de resolución del contrato de adjudicatario queda obligado 
a dejar libre de ocupantes y enseres y a disposición de la COOPERATIVA 
la vivienda objeto de este contrato.-----------------------------------------
145.- Serán de cuenta del adjudicatario desde la entrega de llaves de 
la vivienda, todas las contribuciones e impuestos ordinarios o especiales, 
el seguro de incendios y los gastos proporcionales de la comunidad del 
edificio.------------------------------------ - -------------------------------
155.- La COOPERATIVA repercutirá a la parte adjudicataria, que a su 
vez vendrá obligada a pagarlo, el importe intregro del IVA que grava 
la entrega de la vivienda objeto del presente contrato.--------------------
165.- Las partes, con renuncia expresa al fuero propio se someten a 
la jurisdicción de los Juzgados Ordinarios de Valencia para cuanto derivara 
del incumplimiento o interpretación de éste contrato.  --------
Los concurrentes, en prueba de conformidad y aceptación, firman el presente 
contrato que se extiende (triplicado como mínimo) y a un solo efecto 
en el lugar y fecha al principio indicados.--------------------------------
a  ADJUDICATARIO a  PRESIDENTE
